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       Al hablar de trabajo autónomo no podem os afirm ar que nos encontrem os ante un  
fenómeno nuevo, pues no debemos ol vidar que el hombre, en el  curso de los procesos 
productivos, com enzó trabajando de m anera aut ónoma. Se trata, pues, de la fórm ula m ás 
tradicional de organización del trabajo. En España, particularm ente, ha gozado de un peso 
específico importante, ya que, m ientras que en otros países, m ucho m ás industrializados y 
capitalizados, este tipo de fórmula productiva iba desapareciendo desplazada por nuevos sistemas 
de producción, en nuestro país, por su retraso industrial, la figura m antuvo su pujanza durante  
largo tiempo. 
 
       Por otro lado, si bien es incuestionable la relevancia histór ica del trabajo autónom o, 
igualmente es irrefutab le el d esinterés m ostrado por parte del Derech o del Trabajo, desde sus 
albores, hacia el m ismo. Esta nueva disciplina, nacida co mo respuesta social a la Revolució n 
Industrial, viene centrando su atención en la figura del trabajador subordinado, destinatario 
principal1. Dicho de otro modo, para tal rama del ordenamiento jurídico, el objetivo fue, desde el 
principio, la protección y tute la del trabajador asalariado, mostrando m ínimo interés por el 
trabajador por cuenta propia, cuyo régim en jurídico qu edaba enco mendado a los órdenes 
jurídicos civil o mercantil.  
 
       En la actualidad, esta concepción tradicional viene insinuando signos de cambios aunque 
no haya perdido su hegem onía indiscutible como algunos se han anticipado a señalar. Y es que, 
aquéllos que en nuestros días defienden la pérdid a de preem inencia del hecho social del trabajo  
dependiente ignoran la realidad, esto es, que la m ayor pa rte de la población  activa continua 
rigiéndose por los parám etros propios del m odelo tradicional de trabajo, el dependiente y por  
cuenta ajena. 
 
       Lo que sí es cierto es que la figu ra del trab ajador autó nomo, significativa hasta la 
Industrialización, en cuanto al trabajo libre se re fiere, y progresivam ente disminuida a partir de 
                                                 
1 Existe unanimidad en la doctrina en afirmar que el Derecho de Trabajo limita su ámbito de aplicación al trabajador 
dependiente. Así, Montoya Melgar, A., “Sobre el trabajo dependiente como categoría delimitadora del Derecho del 
Trabajo”, en  Cru z Villalón , Jesú s (co ordinación), Trab ajo sub ordinado y trab ajo au tónomo en  la d elimitación d e 
fronteras del Derecho del  Trabajo. Estudios en homenaje al  Prof. Jo sé Cabrera Bazán, Madrid, 1999; Rodríguez-




ella, ha emergido con fuerza en los últim os a ños a consecuencia de di ferentes e im portantes 
trasformaciones socio-económ icas. En efecto, los pr ocesos de descentra lización productiva, la 
continua terciarización de la economía, el em pleo de innova dores m odos de organización del 
trabajo, así como la inserción de nuevas tecnologías han favorecido la promoción y desarrollo del 
trabajo por cuenta propia y han contribuido a dotar a és te de una nueva fisonom ía, muy alejada  
de la que históricamente ha venido presidiendo su configuración2.  
 
       La pujanza contemporánea del trabajo independiente ha provocado el levantam iento de 
numerosas voces reclam ando una m ayor protección de  la figura. Tal interé s no resulta del todo 
novedoso, ya que fueron m uchos los que en el  siglo pasado clam aron por la protección de 
aquellos trabajadores rechazados po r el Derech o del Trabajo y regidos por normas civiles o 
mercantiles infinitamente menos protectoras. Resulta sorprendente, por profético, cómo Lotmar3, 
en 1908, ya se hacía cargo de tal n ecesidad en su Arbeitsvertrag o como, m edio siglo después, 
tanto la doctrina española como la extranjera se pronunciaban respecto de la necesaria protección 
de ciertas relaciones de trabajo entre las que bien podría encuadrarse la del actual trabajo 
autónomo económicamente dependiente. Así, dentro de nuestras fronteras, Bayón Chacón 4, en 
1965, se anticipaba a m anifestar que “pretender m antener a ultranza el concepto clásico del 
Derecho del Trabajo no es sino procurar su anquilosamiento”. De igual manera, desde la doctrina 
extranjera, nos llegaban pronunciam ientos, como el de  Mario L.  Deveali5, que apuntaba, con 
gran convencimiento, la necesidad d e que “la legisl ación laboral tom ara en cuenta la realidad y  
tendiera a extender su am paro a algunas relaciones en las cuales, si bien no existe una típica 
subordinación jurídica, existe en cambio una s ubordinación económica, parecida a la propia de 
los trabajadores subordinados”. 
       
Pues bien, será precisamente en esta modalidad de trabajo –el autónomo, en sus diversas 
acepciones-, en la que centrarem os el presen te estudio, en  un intento de profundizar en dich a 
figura, que no solamente ha sufrido un aumento cuantitativo6, sino que también viene soportando 
                                                 
2 Del Rey Guanter, S. y Gala Durán, C., “Trabajo Autónomo y descentralización productiva: nuevas perspectivas de 
una relación de en progresivo desarrollo y dependencia”, Relaciones Laborales, nº 7-8, 2000, pág. 72. 
3 Contó con numerosos det ractores ent re l os que se enc ontraban Monitor y  Nikischi. Est e úl timo ll egó a ne gar a 
Lotmar la cat egoría d e labo ralista po r defender un es quema de l a rel ación l aboral t an abst racto q ue p udiera 
comprender a  todas l as p restaciones de t rabajo, co n i ndependencia de  que f ueran l levadas a ca bo de un m odo 
subordinado o autónomo. Citado en Pérez Botija, E., El Derecho del Trabajo, Madrid, 1947. 
4 Bayón Chacón, G., “Del contrato de trabajo al contrato profesional de servicios. Catorce lecciones sobre contratos 
especiales de trabajo”, Revista de la Facultad de Derecho UCM, Madrid, 1965, pág. 363. 
5 Mario L. Deveali, Tratado del Derecho del Trabajo, I, Buenos Aires, 1964, pág. 14. 
6En los últimos cinco años el número de trabajadores autónomos en España se ha incrementado un 19,95%, pasando 
de 2.613.759 autónomos en d iciembre de 20 01 a 3 .135.288 en ju nio de 2007, lo que se traduce en 5 21.529 nuevos 
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alteraciones en su m orfología tradicional. Para  dicha investigación, tom aremos como punto de 
referencia a la Ley 20/2007, de 11 de julio de 2007, del Estatuto del Trabajo Autónom o, norma 
mediante la cual se ha pretendido dar respue sta a las tr adicionales reiv indicaciones de un  
colectivo, el de los trabajadores autónom os, que hasta su entrada en vigor, únicam ente– a  
excepción de la disposición fina l 1ª del ET- con taba para su regulación con dispersas referencias 
normativas en el ám bito del derecho privado. Así,  dividiremos el estudio en dos grandes partes: 
la primera, relativa al régim en jurídico del trabajo autónomo antes de la LETA y, la segunda, 
referente al régimen jurídico concedido a esta modalidad de trabajo tras la entrada en  vigor de la  
citada Ley. 
 
La prim era parte, constituid a por los tres prim eros Ca pítulos, com ienza exponiendo, 
desde una perspectiva general, las principales ma nifestaciones de trabajo autónomo que, desde la 
antigüedad hasta la Revolución Industrial, se fu eron desarrollando sucesivam ente; en efecto, se 
analizan las diferentes etapas vividas por la disciplina laboral, desde su nacimiento, haciéndonos 
eco de su tendencia a erigir pro tagonista al trabajador dependiente y, por el contrario, a e mplazar 
al autónomo a una situación m arginal. También, se presta especial atenci ón a ciertos colectivos 
que, desde sus orígenes y debido al  alto g rado de independencia con el que llevaban a cabo s u 
actividad, han sido contemplados con cierta desconfianza por parte del Derecho del Trabajo. Nos 
referimos a los traba jadores a  d omicilio, lo s alto s ca rgos, los a gentes com erciales y 
representantes de com ercio, así co mo los prof esionales liberales, co lectivos dotados de cierta  
autonomía, que divergía del concepto de dependenc ia defendido por el Ordenamiento laboral. En 
el Capítulo II, una vez constatada la posibilidad de que algunos aspectos del trabajo autónom o 
puedan ser regulados por la legislación laboral –d isposición final 1ª ET-, se repasa las concretas 
cuestiones, respecto de las cuales el trabajado r por cuenta propia se presenta como objeto de 
regulación de normas de Derecho del Trabajo y de  la Seguridad Social; en efecto, v eremos como 
la leg islación sindic al, la de prevención de riesgos la borales, la procesal, la sancionadora, así 
como la relativa a la protección social, incluyen , de un m odo u otro, al autónom o en su esfera 
aplicativa. Finaliza la prim era parte del estudi o, haciendo alusión a un bloque de norm as que, si 
bien se m uestran próximas a las laborales, no fo rman parte del Derecho del Trabajo, en sentido 
propio; por ejemplo, las referentes al em pleo, a la formación de los trab ajadores, así como otras 
muchas dispersas en el Ordenamiento jurídico español. 
                                                                                                                                                           
trabajadores por cuenta propia. Si es cierto que  en el primer semestre de 2008 ha tenido un crecimiento del 0,1%, lo 
que ha supuesto una desaceleración respecto al mismo período de 2007. Desde enero a junio se han registrado 1.995 
nuevos au tónomos en  los pr imeros, lo que ha situado el número to tal de estos t rabajadores en 3.405 .406. Informe 
elaborado por ATA, Federación Nacional de Trabajadores Autónomos. http://www.autonomos-ata.com. 
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 La segunda parte del estudio, de m ayor extensión que la primera, consta de cinco 
Capítulos, a través de lo s cuales s e pretende ofrecer una v isión general del tratam iento recibido 
por los trabajadores autónom o a partir de la entrada en vigor de la Ley 20/2007, de 11 de julio, 
del Estatuto del Trabajo Autónomo.  
 
Se comienza destacando, en el Capítulo IV, co mo, desde tiem po atrás, por parte de los  
organismos internacionales, así com o desde la s entidades comunitarias , se viene observando un 
interés creciente por la figura del trabajado r au tónomo; y es que la fuerza con la que en los 
últimos años, a cons ecuencia, p rincipalmente, de las  aca ecidas tran sformaciones del pro ceso 
productivo, irrumpe este colectivo en el mercado de trabajo, no ha dejado indiferentes a aquellos.  
Si esto  ocurría fuera de nuestras fronteras,  en  España, con anteriorid ad a la LETA nu merosas 
eran las voces que habían recl amado la dotación de un tratamie nto unitario y, en m ayor medida, 
tuitivo para estos trabajadores, que hasta el m omento solamente contaban con lo dispuesto en las 
normas de Derecho privado, presididas por la autonomía de la voluntad, antítesis de un 
tratamiento proteccionista; así pues, com o se ex amina en este apartado, desde la esf era política, 
sindical y doctrinal, se presentar on diversas propuestas tendentes a ofrecer cobertura legal a este  
colectivo, prestando especial atención al au tónomo económ icamente dependiente, que era 
contemplado cercano al trabajador por cuenta ajena. 
 
 
 Mediante el Capítulo V nos aden tramos en el estudio del nuevo m arco jurídico ofrecido 
por la LETA a los trabajadores autóno mos; en efecto, tras ser presentada la norm a, haciendo 
hincapié en su prolongada tram itación, así como en estructura y co ntenido, se centra  la atención 
en la delim itación de su ám bito jurídico. La Ley supone un punto de infl exión al aportar el  
esperado concepto de trabajador autónomo, silenciado legalmente hasta el momento. Junto a éste, 
la LETA irá perfilando los contornos de este colectivo, determinando expresamente los supuestos 
que deben quedar incluidos en el á mbito de la Ley, así com o, por el contrario, los que son 
excluidos del mismo.  
 
 
 Seguidamente, en el Capítulo VI, se lleva a cabo el análisis de las fuentes reguladoras del 
trabajo autónom o- tanto el clás ico com o el econonóm icamente de pendiente-; a diferencia de 
propuestas anteriores, la LETA opt a por dejar co mpletamente al m argen de la regulación del  
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trabajo autónomo a la  legislación laboral, dotando de es pecial protagonismo a la voluntad de las 
partes. 
 
En el Capítulo VII, en primer lugar, se examinan los  derechos que la norm a confiere 
este trabajador; en ef ecto, com enzando por los derechos f undamentales y libertades públicas, 
reconocidos en la Constitu ción esp añola, se an aliza exhaus tivamente el catálogo d e derecho s 
fijados en la LETA. As í, tras destacar la inexp licable clasificación que de éstos la Ley lleva a 
cabo –derechos básicos individuales y derechos i ndividuales-, se procede a subr ayar como el  
ejercicio de alguno ellos se presenta com plejo teniendo en cuenta la naturaleza del trabajo 
autónomo. Acto seguido, coexistie ndo con estos derechos, se anal izan los deberes que la Ley  
considera de obligado cumplimiento para estos trabajadores. 
A continuación, se exam ina el tratam iento que la  LETA concede al contra to celebrado por el 
autónomo com ún, al cual ésta se em peña en  adjudicar naturaleza  civil, m ercantil o 
administrativa, declarando que el contrato de prestación de serv icios celebrado por un trabajador 
por cuenta propia clásico no es no un contrato de trabajo. 
La prevención de riesgos laborales del autóno mo ta mbién es abordada en este apartado; 
ciertamente, la LETA poco aporta respecto de esta  cuestión, confirmando la exclusión de dichos 
trabajadores de la normativa en materia de seguridad laboral. 
Con las garantías económ icas que sirven para que  el trab ajador po r cu enta p ropia perc iba la s 
contraprestaciones económ icas que hubiese acorda do con sus clientes, así com o c on aquellas 
dirigidas al cumplimiento de la prestación de servicios a la que el trabajador por cuenta propia se 
hubiera comprometido, finaliza este capítulo.  
 
 El Capítulo VIII, en su totalidad, gira en  torno al trabajador autónom o económicamente 
dependiente, al que se le concede una regulación específica. Tras clarificar el concepto, así como 
las notas que caracterizan a la con trovertida figura, se procede a exam inar las peculiaridades del 
singular estatuto del que la Ley do ta a estos trabajadores; en prim er lugar, se analiza el tipo de 
contrato que une al TRADE y a su  cliente principal, subrayando los requisitos de form a a éste 
exigidos; en segundo lugar, se es tudia uno de los instrum entos de m ayor trascendencia de los 
acogidos por la Ley, los acuerdos de interés prof esional, mediante los cuales los TRADE podrán, 
en cierto m odo, negociar sus condiciones de tr abajo; seguidam ente, se exam ina un aspecto 
especialmente cues tionable al ap roximar av enturadamente al au tónomo económ icamente 
dependiente al asalariado; nos referimos a la ordenación del tiempo de trabajo. A continuación, 
en este Capítulo se abor dan las inte rrupciones justificadas de la ac tividad profesional, así com o 
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de la extinción contractual; de igual m anera, la regulación de estas c uestiones n o hace  sino  
cuestionar la natu raleza privad a de la figu ra. Finalm ente, nos hacem os cargo  de uno de los 
aspectos más novedosos, a la vez que controvertido, que aporta la LETA; en efecto, a través de la 
misma se concede a lo s órganos ju risdiccionales del orden social com petencia para conocer de  
cuantas pretensiones se derivan del contrato cele brado entre un TRADE y su cliente, adem ás de 
un significativo papel a los procedimientos no jurisdiccionales de solución de conflictos. 
 
 El estudio de la Ley 20/2007 concluye con el an álisis, en el Capítulo IX, de los derechos 
colectivos que la LETA confiere tanto a los tr abajadores autónomos, como a las organizaciones 
constituidas por e stos. Asim ismo, tra s lleva r a cabo  e l concreto est udio de tales derechos , 
procedemos a examinar la relevan te función de l derecho de asociación profesional dispensado a 
los trab ajadores por cuenta propia. Destacamo s com o, a pesar de que estas asociaciones 
continúan afectadas por lo di spuesto en la L ey 1/2002, de 22 de m arzo, gozan de ciertas 
especialidades en su tratam iento, por ejem plo, su inscripción y depósito en un registro especial. 
Además, observaremos como la LETA contempla la posible representatividad de algunas de estas 
asociaciones, rasgo que les dota de una posición ju rídica singular que les confiere capacidad para 
actuar en represent ación de este colectivo.  Nuestro estudio llega a su fin, dando a conocer al 
Consejo del Trabajador Autónomo, órgano consultivo del Gobierno en materia socioeconómica y 















El régimen jurídico del trabajo autónomo antes de la Ley 
20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo 
 
 
Capítulo I. EL TRABAJO AUTÓNOMO Y SU TRADI CIONAL 
EXCLUSIÓN DEL ÁMBITO DEL DERECHO DEL TRABAJO 
 
1. Un apunte histórico sobre el trabajo autónomo 
  
       Si bien es cierto que en los últimos años se viene hablando del trabajo autónomo como un 
fenómeno sociolaboral nuevo, esta creencia resulta del todo incier ta. No debem os olvidar tres 
datos: qu e este tipo d e trab ajo es, con toda probabilidad, ante rior al dependiente, que ha  
representado una de las bases económ icas de la configuración de los Estados m odernos y que ha 
constituido la forma predominante de trabajo libre hasta la Revolución Industrial7.  
 
       Por ello, en un intento de comprender los motivos que llevaron a su no inclusión en la 
esfera aplicativa del Derecho del Trabajo, indagaremos en las distintas manifestaciones de trabajo 
autónomo desarrolladas a lo largo de la histor ia. Observar que el tr abajador independiente 
siempre ha estado presente en el m undo laboral servirá para descartar que se trate de un 
fenómeno nuevo.  
 
       Prescindiendo de más antiguas civilizaciones, es en el Derecho Rom ano tardío d onde 
encontramos un antecedente clásico del trabajo en régim en de autonom ía: la locatio conductio 
operis (arrendamiento de obra). Es te contrato, ant ecedente de la ejecución civ il de obra a tanto  
alzado, con stituía un negocio en  cuya virtud una pers ona independiente ( conductor)8 se  
comprometía a la entrega de una obra concreta  (opus) a otra (locator) a cambio de un precio. Tal 
                                                 
7 Vid., Alonso Olea, M., Introducción al Derecho del Trabajo, 6ª Ed., Cívitas, 2002. 
8 Esta inversión terminológica que en nuestros días resulta difícil de entender, también resultó extraña a los propios 
juristas de la época. De la Villa Gil, L. E, La Formación Histórica del Derecho Español del Trabajo, Granada, 2003, 
pág. 13. 
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forma de prestación de trabajo debe ser tr atada de m odo paralelo a la denominada locatio 
conductio operarum, ya que am bos conceptos encauzarán lo que hoy denom inamos trabajo 
independiente y por cuenta propia  y trabajo dependiente y por cuenta ajena, respectivamente. En 
la locatio conductio operarum (arrendamiento de servicios), prec edente del actual contrato de  
trabajo, el trabajado r ( locator) se obliga a realizar un trabajo personalmente y por cuenta de un 
patrón ( conductor) a cam bio de una rem uneración económ ica. Entre  las  dos f iguras, las  do s 
modalidades de la locatio, subyacen numerosas diferencias, aunque, y debido a la temática que se 
pretende analizar, daremos especial relev ancia a la relación de dependencia o independencia del 
trabajador respecto del patr ono. Así, m ientras que el locator en régim en de locatio conductio 
operarum se encontraba en una situación de som etimiento personal respecto del patrono, estando 
obligado a ajustarse a las órdenes de éste, en la locatio operis entre el trabajador y el e mpleador 
no surgía ninguna relación de dependencia, pudie ndo realizar aquél la labor encom endada de 
manera autónom a, quedando únicam ente obligado a entregar la obra en tiem po y for ma. Esta 
configuración inicial del trabajo dependiente e independiente m arcará la evolución histórica del 
contrato de arrendam iento de servicios y de l propio contrato de tr abajo, que en páginas 
posteriores analizaremos9. Ejemplo del peso del trabajo autónomo en sus orígenes romanos, es la 
atención que las fuentes rom anas prestaron a la locatio operis, en detr imento de la locatio 
operarum.   
 
       No podemos olvidar una figura íntim amente relacionada con la locatio operis, 
probablemente la relación con m ayor grado de libertad de las que surgieron en el derecho 
romano: la emptio venditio. La diferencia principal existente entre estas dos figuras radica en que 
mientras que en la locatio operis la obra encargada se realizaba con materiales suministrados por 
el patrono, en la emptio venditio se llevaba a cabo con materiales propios del trabajador.10   
 
              En torno a estas figuras ordenaron su activ idad los artesanos  y com erciantes. En ellos  
podemos ve r reflejado al verdadero espíritu del trabajador por cuenta propia, que actúa sin 
sometimiento a un patrono, haciendo suya la util idad patrim onial de su  trabajo. Era tal su 
relevancia que no nos equivocaríamos al decir que, junto con los esclavos, constituían el cimiento 
económico de la época.  Coetánea a Num a Pompilio fue la creaci ón, por parte de este tipo de 
trabajadores, de asociaciones que recibían el nombre de Collegia. Aunque en un principio estos 
                                                 
9 Vid., De Robertis. F. M., La responsabilità contrattuale nel diritto romano: dalle origini a tutta l'età postclassica, 
Cacucci Editore, 1996. 
10 Alemán Páez, F y Castán Pé rez-Gómez, S., Del trabajo como hecho social al contrato de trabajo como realidad 
normativa: un apunte histórico-romanístico, Dykinson, Madrid, 1997, pág. 44. 
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órganos se constituyeron bajo la apariencia de asociaciones con fines funerarios y religiosos, a lo 
largo de los  años, term inarían desarrollando cierta activid ad política. Podem os decir que dentro 
de los collegia se distinguían tres gr andes colegios, collegia opificum, collegia artificum y 
collegia mercatorum y collegia negotiatorum, que acogían a artesanos, artistas y  pequeños y 
grandes co merciantes, respectivam ente. Del est udio de esta instituci ón se infiere un dato 
relevante para nuestro estudio: no n os encontramos frente al antecedente de los sind icatos, como 
parte de la doctrina ha  defendido, sino ante las prim eras asociaciones de trabajadores por cuenta 
propia. Y es que, com o afirma el Prof. MONTOYA MEL GAR, estas asociaciones “no fueron 
nunca asociaciones de trabajadores dependientes, sino de trabajadores autónomos”.11  
 
       Los profesionales liberales, otro de los colectivos tradicionales de traba jo independiente, 
también tuv ieron su parcela en la época rom ana. Estos, a diferencia de los m enospreciados 
artesanos, fueron m erecedores de una alta consideración  social. En tre las artes  quedaban 
incluidas, en palabras de Cicer ón y Ulpiano, la m edicina, la arquitectura, la agrim ensura, la 
abogacía… De los diferentes textos que han llegado a nosotros12, se desprende que en el Derecho 
Romano las denom inadas artes liberales queda ron, en principio, fuera del m arco de la locatio 
conductio. Probablem ente, esta expulsión del arrend amiento se debió a la repugnancia que 
sentían  dichos “sabios” a for mar parte de una relación, en cierto modo, análoga al trabajo 
manual realizado en régim en de esclavitud. Para es te colectivo, que  en su mayor parte provenía 
de las clases m ás altas de la sociedad, hubiera supuesto un despres tigio el pago de sus servicios; 
por ello, la prestación de su trab ajo tuvo que ser derivada por el cauce de otras formas jurídicas 
como, por ejemplo, el mandato con reclamación de honorarios extra ordinem. 
 
       Por último, hay que citar a dos colectivos que, aunque con escasa repercusión en la vid a 
económica romana, también mantenían una posición de independencia. Nos estamos refiriendo al 
liberto por cuenta propia que real izaba un trabajo, no en virtud de un obsequium respecto del 
señor, sino con ánimo de obtener ganancias (operae fabriles) y al pequeño propietario de tierra. 
 
       Del mismo modo, desde la Edad Media tam bién han llegado a nuestros días antiguos 
textos en los que la dicotom ía trabajador depe ndiente e independiente, resulta palm aria. Así, 
                                                 
11 Montoya Melgar, A., Derecho del Trabajo, cit , pág.54 
12 U lpiano, en  D. 50.13.1. Véase Alem án Páez, F y Cas tán Pé rez-Gómez, S., Del trabajo como hecho social al 
contrato de trabajo…, cit., pág.52. 
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encontramos docum entos en los que se hace alu sión a dos tipos de pres tación de trabajo 13: la  
realizada p or trab ajadores de índo le dom éstica y agraria, los cuales  se hallan en continua  
dependencia respecto de quienes les contra tan y la llevada a cabo por los denom inados 
menestrales independientes, únicam ente obligados  a entregar su obra, constituyéndose como 
auténticos trabajadores autónom os. Muy expresi vo resulta a la hora de entender la distinción 
existente entre am bos, un fragm ento de las Partidas: “ Que partimiento a entre labor e obra: 
labor es dicha aquellas cosas que los omes fazen trabajando en dos maneras. La una por razón 
de la fechura. La otra por razón del tiempo, assi como aquéllos que labran por pan e por vino e 
guardan sus ganados, o que fazen otras cosas semejantes de estas (…). E obras son las que los 
omes fazen estando en casa o en lugares cubiertos, assi como los que labran oro e plata, e fazen 
monedas e armas e armaduras…”14. 
 
       Según avanza la historia, una vez extendido el régimen de los m unicipios, se instituyó el 
régimen grem ial. En dicho sistem a, el trab ajador autónom o, bajo la figura del m aestro, 
desempeñó un  im portante papel, teniendo en cu enta que, aunque, teóricam ente, los grem ios 
comprendían tres categ orías de personas, apren dices, oficiales y m aestros, fueron estos últim os, 
sus verdaderos protagonistas. Tal afirm ación se  fundam enta en el hec ho de que oficiales y 
aprendices se encontraban en una posición de subordinación respecto del m aestro, mostrándose 
ajenos a la dirección y gestión de la institució n, reservada exclus ivamente a éste. Por ello, no  
erraríamos al decir que era el grem io lo que hoy pudiéramos llamar una asociación patronal y no 
una especie de sindicato m ixto como algunos han creído.  No pode mos obviar que fueron 
artesanos, e n def initiva traba jadores por cue nta propia o pequeños  em presarios, los que 
constituyeron la releva nte institución, y que el m aestro no era otra cosa que lo que hoy 
denominaríamos trabajador autónomo con trabajadores a su servicio. 
 
       En la Edad Moderna se inicia la decadencia del sistema gremial y aunque aún podíam os 
encontrar maestros que continuaban trabajando en sus talleres en régimen de autonomía –trabajo 
por cargo -, este s istema de producción em pezó a des vanecerse. Com enzamos a encontrar 
comerciantes convertidos en jefes de em presas que, en lugar de distribuir m aterias primas entre 
                                                 
13 García Gallo, A., “Las in stituciones sociales en  España de la Alta Edad Med ia”, Revista d e Estudios Po líticos, 
suplemento de política social, 1945, pág. 28-29.  
14 Partidas, II, 20, 5. Vid., Gibert, R., “El contrato  de servicios en el derecho medieval español”, Revista de Política 
Social, enero-marzo, Madrid, 1974, pág. 30.  
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los pequeños artesanos, reunían  a estos en grande s talleres, surgiendo así la m anufactura15; en 
efecto, se produjo la proletarización de la m ano de obra, es decir, ahora el antiguo m aestro 
trabajaba al lado de otro m aestro, supeditándose económicamente al patrón del que recibía tanto 
la m ateria p rima com o los ú tiles o  her ramientas. Resulta llam ativo q ue es te trab ajador de la  
manufactura, guarde similitudes con el que en nuestros días denominamos trabajador autónom o 
económicamente dependiente, en otras palabras , aquél que aunque legalm ente es considerado 
trabajador por cuenta propia, m antiene una fu erte relación de dependencia económ ica con una 
única empresa. 
       
       Volviendo al tema que nos ocupa en este apartado, hay que decir que, com o ya hem os 
apuntado, precisamente la transformación de las es tructuras económicas y sociales – del sistema  
gremial a la manufactura- fue el inicio de un proceso que culm inó con la organización fabril y la 
aparición del proletariado.  
 
        
2. El trabajo autónomo en la evolución de la legislación 
laboral  
 
       La finalidad de este apartado será,  por un lado, mostrar cómo, desde s u nacimiento, el 
Derecho del Trabajo tiene por objeto de su regulación al trabajador dependiente, por cuenta ajena 
y, por otro, exponer como sitúa al tr abajador independiente al margen de su esfera aplicativa. Por  
ello, en relación a esto últim o, observaremos cómo las diver sas leyes laborales dictadas desde el  
nacimiento de la legislación laboral se han enca rgado de expulsar a dicho colectivo de la órbita  
de su protección, bien, de m odo dir ecto, bien acuñando conceptos que de un m anera implícita 
han venido im pidiendo su inclusió n-obrero, trabajo m anual, depe ndiente, por cuenta ajena…-. 
Otra manifestación de este interés por m antener al trabajo en régim en de autonom ía extramuros 
de la d isciplina, la en contramos en la res istencia m ostrada por el ordenam iento a otorgar  
protección a colectivos caracterizad os por gozar de cierta independe ncia en la prestación de su 
actividad, por ejemplo, los trabajadores a domicilio, los agentes de comercio o altos cargos.  
 
 
                                                 
15 Gacto Fernández, E., Alejandre Ga rcía, J. A. y García Marín, J. M., Manual básico de historia del Derecho 
(Temas y antología de textos)”, 4ª Edc., Madrid, 2005, pág. 177. 
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La exclusión del trabajo autónom o, que ya ap reciáramos en los al bores del Derecho del 
Trabajo, será heredada por la multiplicidad de normas laborales que fueron dictadas a lo largo del 
siglo XX. Precisamente, será la propensión de la disciplina a perm anecer ligada al pasado lo  que 
ha llevado a algunos autores a afirmar que, si bien  el historicism o del ordenam iento tiene una 
cara pos itiva, en tanto que sus con ceptos tiend en a acom odarse a las circuns tancias de cada  
momento, no se puede olvidar su aspecto negati vo, en cuanto que en su for mación difícilmente 
deja de tenerse en cuenta el las tre de los preced entes históricos que trazaban una lín ea divisoria 
entre el trabajo dependiente y por cuenta ajen a y el trabajador aut ónomo, dejando a éste últim o 
extramuros del Derecho Laboral.16 
  
 
       A lo largo de esta exposición se vien e aludiendo a la expulsión del trabajador autónom o 
de la órbita aplicativa del Derecho del Trabajo. Pues bien, nada mejor para comprender las causas 
que llevaron a tal m arginación que indagar en  lo s motivos que propiciaron la aparición de este  
nuevo ordenam iento jurídico que exclusivam ente dirigió su atención hacia la figura del  
trabajador subordinado por cuenta ajena y que se m ostró indiferente ante el trabajador  
independiente, por cuenta propia.   
 
2.1 El trabajo autónomo en el nacimiento del Derecho del trabajo 
 
2.1.1 Causas sociales 
 
       Podemos decir que el Derecho del Trabajo es, entre los sectores típicos del ordenamiento 
jurídico, el que m ás tarde hizo su  aparición, allá por el último cu arto del siglo XIX . Resulta de 
vital importancia para comprender por qué en este momento, y no en otro, i nquirir en el contexto 
social en el que se desarrolló tal nacim iento. Ade más, ser cono cedores de este período de la 
historia nos  perm itirá com prender por qué el De recho del Trabajo es cogió com o objeto de su  
regulación el trabajo depe ndiente y por cuen ta ajena y  no el trabajo independiente y por cuenta  
propia.    
 
       Pues bien, en un contexto político en el que el Antiguo Régim en había  sido 
desentronizado y el pensam iento liberal erigi do com o i deología dom inante, una sociedad 
                                                 
16 Alonso García, M., “Trabajo y Ordenamiento jurídico”, en Cuadernos para el diálogo, octubre 1965, pág. 11. 
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industrial basada en la libertad de producción, com ercio y tr abajo, comenzó a manifestar graves 
problemas. Entre tales dificultades se encontraban las deficientes condiciones laborales y de vida 
del proletariado, que en base a la idea de autonom ía de la voluntad 17, im perante en e l 
pensamiento de la época, eran im puestas, libremente, por el fabricante. E n efecto, en palabras de 
ALONSO OLEA, en l os primeros años de la Re volución Industrial, en prácticamente todos los  
países, el contrato y la relación de trabajo apenas conocieron otra fuente normativa distinta de las 
dictadas po r el em presario18. Así, salar ios ir risorios, jo rnadas inter minables, def icientes 
condiciones higiénicas, abuso del tr abajo infantil o falta de m edidas de previsión social hicieron  
que autores como JORDANA DE POZAS19 llegaran a calificar al obrero com o “polvo humano” 
y que sobrecogedores testim onios sobre la situación de penuria de este colectivo abarcaran todo 
el siglo XIX. En  efecto, la situación  de estas “gentes desarraigadas, que dependían por completo 
de su ocupación en la industria, a la que solo aportaban sus brazos, puesto que trabajaban en  
locales propiedad de un em presario y con inst rumentos de producción pe rtenecientes a este” 20, 
llegó a ser comparada con la de los siervos y esclavos de tiempos pasados. 
 
       Así pues, en este sector, y no otro, surg ió lo que pasó a denominarse la “cuestión social”, 
emergiendo un sentir que se convirtió en sustento del conocido m ovimiento obrero 21, en cuy o 
seno germinarían manifestaciones reivindicativas, tales como las primeras grandes huelgas 22, los 
primeros congresos obreros23 o las primeras manifestaciones asociativas.  
  
                                                 
17 Bayón Chacón  refiriéndose a esta época s eñala que “el  espantoso vacío normativo existente” se deberá a que “la 
autonomía de l a vol untad, d urante l argos siglos oscurecida e i nsignificante, se co nvertirá en norma sobe rana e 
indiscutida del mundo del trabajo”. Bayón Chac ón, G., La Autonomía de la voluntad en el Derecho del Trabajo, 
Tecnos, Madrid, 1955, pág. 126. 
18 Alonso Olea, M., “La abste nción normativa en l os orígenes del  Derecho del Trabajo moderno”, en Estudios de 
Derecho del Trabajo en memoria del Prf. Gaspar Bayón Chacón, Madrid, 1980, pág. 14.  
19 El Instituto Nacional de Previsión: su obra, orientaciones presentes de los seguros sociales / discurso preliminar de 
José Marvá y Mayer. Conferencia de Luis Jordana de Pozas. Madrid: Sobrinos de la Sucesora de M. Minuesa de los 
Ríos, 1925. http://fama2.us.es/fde/ocr/2007/institutoNacionalDePrevision.pdf. 
20 Fontana J ., “Nacimiento del prolet ariado industrial y prim eras et apas del m ovimiento obre ro” en Cambio 
económico y actitudes políticas en la España del SXIX, A riel, Barcelona, 1 973, p ág.71; Tuñón de Lar a, M., El 
movimiento obrero en la historia de España, Madrid, 1985.  
21 Resu lta p aradójico qu e la prim era manifestación de la lu cha obrera, e s decir, el anti maquinismo, viniera de la 
mano de artes anos, e n otras palabras, trabajadores a utónomos. Y es  que, este m ovimiento sería l a reacción del 
colectivo mencionado como repulsa a la introducción de métodos de mecanización que les privaban de su empleo.  
22 La pri mera gran huelga tuvo lugar en Barcelona (principal centro i ndustrial –mayoritariamente textil-, en 1855 
bajo el lema obrero de  “Asociación o muerte”. Tuñón de Lara, M., Crisis del antiguo régimen e industrialización en 
la España del siglo XIX / Vol.1, “Crisis del Antiguo  R égimen e industrialización en la España del siglo XIX” , 
Editorial Cuadernos para el Diálo go, Madrid, 1977; Molero Manglano. C. (dir), AA.VV., Manual de Derecho del 
Trabajo, séptima edición, Aranzadi, Navarra, 2007 pág. 48. 
23 En 1864, en Saint Martin`s Hall de Londres tuvo lugar la constitución de la In ternacional. En 1869 se reunió, en 
Madrid, el grupo fundador. Por esos años se celebrarían el Congresos Obreros de Barcelona en 1865 y,  en  1870, el 
Primer Congreso Obrero Español, entre otros.  
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  Todas estas reivindicaciones fueron vitales pa ra que el Estado tom ara conciencia de la 
existencia de un problem a de extrem a gravedad an te el cu al la no inte rvención que postulaba la  
ideología liberal nada tenía que hacer. Por ell o, dos caus as, que s e entrelazan,  hacen que el  
Estado reaccione ante la situación en la que se encuentra el país: por un lado, la compasión que se 
siente ante el trabajador desvalido, que m alvive en condiciones ínfimas y, por otro, el tem or que 
le provoca la am enaza de ese proletariado unido  en asociaciones 24. Reflejo de esto últim o, eran 
las palabras de AZCÁRATE al manifestar que “la repetición de las huelgas y la multiplicación de 
las sociedades de resistencia han dado lugar a que todos reconozcan la  necesidad de hacer 
algo”25. 
       
       Por los motivos que acabamos de exponer, las clases dirigentes se vieron en la obligación 
de adoptar m edidas entre las que  se encontraba la promulgaci ón de leyes la borales. Hasta  
entonces, no había tenido lugar un presupuesto hist órico de tal envergadura que desencadenara la 
necesidad del desarrollo de la nueva disciplina. Hasta entonces, la legislación general de derecho 
privado había parecido suficiente para la regulación de las relaci ones de trabajo. Tendríamos que 
esperar a la generalización del tr abajo voluntario, dependiente y por  cuenta ajena de los obreros,  
para que la clase  dirigente comenzara a ocu parse de la cons titución de un  ordena miento nuevo 
ante la insuficiencia de la regulación existente26. Teniendo en cuenta que tanto las primeras leyes 
laborales co mo ciertas institu ciones de nueva creac ión enc argadas del estudio de la f igura del 
trabajador 27, surgieron de las exigencias propias del movimiento obrero, resulta fácil entender la 
lógica exclusión, por esta nueva disciplina, de aquellos colectivos no re presentados por aquél, 
entre los que se encontraban los trabajador es autónom os, que parecían  no requerir una 
legislación especial que exorbitara del derecho privado.  
 
                                                 
24 Montoya Melgar, A., Ideología y lenguaje en las leyes laborales de España (1873-1978), Madrid, 1992, págs. 30 y 
ss y 51 y ss. 
25 Discurso leído por el Señor D. Gumersindo de Azcárate, el día 10 noviembre de 1893 en el Ateneo científico y 
literario de Madrid con motivo de la apertura de su cátedra. 
http://www.eumed.net/cursecon/textos/2005/azcarate.htm 
26 Esta reflexión no nos debe conducir a ideas erróneas, y es que trabajo voluntario, dependiente y por cuenta ajena lo 
hubo t ambién en ot ros m omentos de l a hi storia. Véase así l a locatio conductio operarum romana o l a rel ación 
existente en tre el m aestro y el o ficial en  el rég imen g remial. Lo  qu e ocurre, es que este tip o de t rabajo so lo se 
difundirá hasta dar lugar a la celebración de contratos en masa y a su proclamación como el prototipo de relación de 
trabajo, con la llegada de la Revolución Industrial. 
27 Hay que mencionar la creación de la Comisión Moret en 1883 para el estudio de los problemas de la clase obrera,  
antecedente de lo que luego será el Instituto de Reformas Sociales.  
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       No queremos dar a entender ni que el co lectivo de los trabajadores por cuenta propia se 
encontrase en una s ituación idílica, carente de n ecesidades, ni que el nú mero de sus  integrantes 
fuera tan nim io que no m ereciera atención, ni  que éstos no conociera n las organizaciones 
representativas; y es que, no sólo la no perten encia al colectivo ob rero propició el olvido del 
trabajador autónomo por parte del incipiente De recho del Trabajo, sino que ta mbién existieron 
otras cau sas que hicieron creer a la nueva disc iplina la no necesidad de su protección. Por 
ejemplo, las  infinitas variedad es de trab ajo in dependiente existentes- artesanos, com erciantes, 
pequeño propietario agrario, arrendatario, aparcero, profesional liberal…- así com o, el hecho de 
que no compartieran  lo s m ismos interes es, p ropiciaron la falta de unid ad del colectivo y, por 
consiguiente, la falta de pujanza an te la clase dirigente. El trabajador autónomo tenía sus propios 
problemas a los que también pretendía encontra r solución. Sin duda, el hacerlo de un m odo 
pacífico, s in lleg ar a co nstituir un grupo de pres ión, h izo que estos  fueran o lvidados, en un  
momento de la historia en el que por la mente de los dirigentes sólo se encontraba el atemperar el 
violento movimiento surgido en el seno de la industria. A pesar de esto, no pode mos pensar que 
el proletariado ocupara la m ayor parte del conjunto de los tr abajadores. A finales del siglo XIX  
este colectivo era una m ínima parte de la clas e trabajadora, donde, casi la m ayor parte de los 
empleados eran artesanos y pequeños propietario s agrarios, sin olvidar a lo s c omerciantes y 
pequeños industriales. 
       
       Debido a la heterogeneidad del colectivo de los trabajadores autónomos, nos haremos eco 
únicamente de  las preocupaciones y reivindica ciones de las m odalidades m ás tradicionales y 
representativas del trabajo inde pendiente: el propietario agríco la, el pequeño industrial y el 
comerciante. Como veremos, sus intereses se m antenían alejados de las r eclamaciones de índole 
laboral: 
  
       El mayor problema que sufría el pequeño agricultor era la incap acidad del Estado para 
estimular s u acceso al crédito ag rario. Han que dado co nstatadas las dificultad es que este 
trabajador encontraba para acceder al s istema bancario o, simplemente, al crédito hipotecario, en 
parte por los altos costes de tram itación y re gistro de los créditos y, sobre todo, por la 
desconfianza existente hacia un cam pesino con ga rantías insuficientes para respaldar su s 
préstamos. Muchos vieron en las cooperativas o cajas de crédito una solución al problem a. Por 
ello, se extendió un m ovimiento corporativo de cr édito de inspiración ca tólica por todo el país, 
que, finalmente, no tuvo el éxito esperado. Tras este fracaso, al pequeño productor agrícola se vio 
forzado a recurrir a los usureros, personas disp uestas a ofrecer dinero pero a tipos  de interés  
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mucho más elevados que los ofrecidos por bancos o cooperativas. De  estas pinceladas relativas a 
la desesperada situación que tal cole ctivo vivía, inferimos que el pequeño propietario agrario, al 
igual que el obrero industrial, optó por asociarse 28 con el fin de defender sus intereses, los cuales 
a diferencia de los del proletari o, se encontraban lejos de la re gulación laboral. En efecto, para 
dar so lución a sus  preocupacion es, encabezad as por el acceso  al créd ito en  adecuad as 
condiciones y seguidas por otros asuntos tales com o la defensa de la pequeña propiedad, la  
mejora técnica del secto r o la reforma agraria, la legis lación laboral no parecía el cam ino más 
adecuado.  
 
       Los comerciantes y pequeños industriales también se unieron en defensa de sus intereses. 
Así, dos asociaciones se convirtieron en sus m áximos representantes: La Confederación Grem ial 
Española (CGE) y la Confederación Patronal Española (CPE) 29. Ambas pretendían dar respuesta 
a la fuerza creciente d el m ovimiento obrero y al progreso im parable de las nuevas fór mulas 
capitalistas. El objetivo de la prim era era part icipar en la vida económ ica y política del país, 
aunque no de un modo directo, buscando siempre la defensa de los intereses de aquéllos a los que 
representaba, princip almente, em presas de redu cido tam año y en m uchos casos f amiliares. E l 
ideario político de esta C onfederación, que se m ostraba moderado, no fue compartido por 
algunos de sus miembros, que se decantaban por pos turas más extremistas. Precisamente esto, es 
decir, la búsqueda de un idea rio po lítico m ás r adical, f ue lo que hizo que m uchos prefirieran 
pertenecer a la Confederación  Patro nal Españo la, que representaba esas  posturas más duras  y  
enfrentadas al sistema político. 
 
       Una vez analizados los motivos que propiciaron la aparición de l Derecho del Trabajo y 
haber observado com o, desde sus albores, esta nue va disciplina expulsó al  trabajador autónom o 
de su esfera aplicativa, llegamos a una serie de conclusiones: 
 El Derecho  del Trabajo surge básicam ente del m iedo burgués ante la am enaza de la 
revolución obrera; por eso excluye  de su protección a los trabajado res que no perten ecen al 
temido proletariado.  
                                                 
28 La principal figura del asociacionismo agrario fue la Asociación General de Agricultores Españoles, constituida en 
junio de 1 881, que i ncluía en sus fi las t anto a l os pr opietarios agra rios con asalaria dos, com o a los peque ños 
agricultores, colonos, ar rendatarios, peritos, i ngenieros agrónomos, además de vet erinarios y  topógrafos. También 
surgió la Liga Nacional Campesina, así como la Alianza de La bradores, entre otras. En el sector de la ganadería no 
podemos o lvidar a la Asociación General de Ganaderos del Reino, constituida de manera más temprana, el 31 de 
enero de 1836. Martínez Sanz, J. L., Aproximación histórica de las asociaciones empresariales en España, Tomo I, 
orígenes y evolución, Confederación Empresarial de Madrid (CEIM), Madrid, 2002, pág. 173. 
29 Cab rera Calvo  So telo, M. y Del Rey R eguillo, F., “En tre la con dena y el o lvido. Lo s em presarios y su s 
organizaciones en la historiografía española”, Sociología del Trabajo, nº 3, Madrid, 1988. 
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 El trabajador autónomo no requería una legislación especial que fuera más allá de la general 
del derecho privado, cosa que no  ocurría con  los trabajadores dependientes por cuenta ajena 
para los cuales tal regulación resultaba insuficiente. 
 Los tipos de trabajo autónom o eran diversos, por lo que divers as eran sus reivindicaciones.  
Esta variedad imposibilitó que los trabajadores por cuenta propia se convirtieran en un grupo 
de presión en defensa de intereses comunes. 
 Los trabajadores autónomos estaban organizados , aunque las asociaciones que constituían se  
dirigían a remediar problemas cuya solución no era competencia del Derecho del Trabajo. 
 
2.1.2 Consecuencias legales 
 
       Como ya hemos dicho, la legislación laboral tiene por objeto la regulación del trabajador 
dependiente y por cuenta ajena, expulsando a sensu contrario al trabajador independiente y por 
cuenta propia de su ámbito de aplicación. Lo dicho encuentra su origen en los albores de la nueva 
disciplina, tanto en la legislación obrera com o en los intentos infructuosos de regulación que, a 
pesar de no llegar a buen térm ino, resultan reflejo y en buen a m edida anticipación de dicha  
posición.   
  
a) Proyectos legislativos 
 
       Tiene un gran interés como fuente de este estudio indagar en los prim eros intentos 
legislativos de regular la relaci ón de trabajo, ya sea dentro del C ódigo Civil, ya sea a través de 
leyes independientes. Por eso, vale la pena anal izar tres proyectos, dos de ellos m uy tempranos, 
como son el Proyecto del Código Civil de 1821 y el Proyecto de Ley sobre ejercicio, policía, 
sociedades e inspección de la industria m anufacturera de 1855 (Proyecto de Alonso Martínez) y  
otro más tardío, como es la fallida reforma del Código Civil promovida por la Real Orden de 9 de 
noviembre de 1902. Adem ás, dedicaremos unas líneas,  por la im portancia que supone para una 
futura regulación, a los distintos Proyectos de Ley de Contrato de Trabajo que se sucedieron 
desde 1904 a 1922.    
 
      En todos ellos, ya se deja ver el ex clusivo interés hacia la figura del asalariado y, por 
consiguiente, la desatención histórica de la legislación laboral hacia los trabajadores autónomos. 
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i) Proyecto de Código Civil de 182130  
 
       En este Proyecto, que resultó innovador y revolucionario para la é poca en la que se llevó 
a cabo 31, apreciam os claram ente có mo al regular la re lación labo ral, centra su  atención en la  
figura del trabajador dependiente. Llegar a esta  conclusión no supone difi cultad alguna, ya que 
solo tendremos que centrarnos en el Título IV del Libro II de la primera parte (art.455 a 476), que 
bajo el expresivo nom bre “De la  condición de superi or y dependiente”, no deja lugar a dudas 
respecto de  tal ref lexión. Adem ás, por si esto no resultara sufi cientemente clarif icador, solo 
tendríamos que acudir a su articulad o, que ofrece, junto a un a innovadora y detallad a regulación 
del contrato de trabajo (lo que el proyecto curiosamente denomina “contrato de tácita sociedad de 
trabajo32”) un a clara m anifestación d e la nota de dependencia. Por ello, consideram os que el 
contenido de estos preceptos se convierte en el precedente de uno de los requisitos fundamentales 
y definidores del trabajo objeto del  futuro Derecho Laboral, es decir, de la dependencia. A modo 
de ejemplo, cabe m encionar el art.455, que define expresamente al sup erior, y que nos habla de 
“aquella persona a quien se le presta bajo su mandato un servicio diario” o el art. 462, que al 
aludir a las f acultades de éste, m anifiesta su derecho “a la d irección del trabajo y a la corre cción 
verbal”. Dicho artículo sugiere que la dependencia a la que alude el Proyecto no hace referencia, 
únicamente, al sometimiento al poder de dirección  del empresario, sino también al sometimiento 
al poder disciplinario. Igual m anifestación de lo  que venimos apuntando será el art. 467 que al 
tratar el as unto relativ o a las ob ligaciones del dependiente (al cual el Proyecto no define  
expresamente33) indica que el mismo “debe respeto y subordinación al superior”34. 
 No encontramos ninguna alusión al trabajador autónomo, que, como ocurrirá en, prácticamente, 
la totalidad de las normas que abordaremos a lo largo del estudio, es marginado por omisión.  
  
 
                                                 
30 Con este proyecto se inició el largo proceso de codi ficación que culminó con la obra legislativa de 1889. Entre el 
intento de 1821 y la promulgación definitiva del Código Civil mediaron otras tres iniciativas: la de 1832, 1836 y la 
de 1851. 
31 R odeado del  espíritu l iberal im perante en  l a época, el  Proyecto se atrevi ó a criticar la ig ualdad fo rmal d e lo s 
contratantes en el arrendamiento de servicios, manifestando una de las  ideas que vendría a caracteriza r al De recho 
del Trabajo desde sus inicios: el predominio contractual del empresario frente a la debilidad del trabajador.  
32 El art. 458 establece que “el convenio temporal entre superior y dependiente, en cuanto constituye tácita sociedad 
de trabajo por una parte y por otra de su remuneración, se disuelve por la separación de una de las partes”. 
33El cont enido de s u art iculado (véase art .462, 463, 468) su giere que el  pr oyecto pretendía c on el  t érmino 
dependiente hacer referencia a trabajadores manuales, especialmente, a servidores domésticos o braceros a jornal.   
34 Sosa M ancha, Mª T., La emergencia del contrato de trabajo. La codificación civil y los proyectos de la Ley de 
Contrato de Trabajo: 1821-1924, Madrid, 2002, pág. 45 y ss. 
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ii). Proyecto de Ley sobre ejercicio, policía, sociedades, jurisdicción e inspección en la industria 
manufacturera de 8 de octubre de 185535  
 
       La idea que se infería del Proyecto de Código Civil de 1821, es decir, la exclusiva 
atención hacia la figura del trabajador dependien te y el consiguiente abandono del trabajador 
autónomo, se vuelve a advertir en este Proyecto de Ley.  
Debido a que a través de esta Ley se pretendí a dictar norm as básicas para la prestación del 
trabajo en la industria m anufacturera, se construía sobre la re lación obrero-fabricante 36. Reflejo 
del protagonismos del trabajador asalariado es la  Exposición de Motivos del Proyecto que señala 
como principal objetivo de la futura norm a el “eliminar la s disid encias entre e l f abricante y  
operario”, “poniendo para ello en armonía las mi ras e intereses de am bos”. En dicho preámbulo, 
no solo la m ención al binom io operario-fabri cante nos conduce a la idea acerca del tipo de 
trabajador que tom a como piedra angular de su  regulación, sino que tamb ién en él encontram os 
referencias, tanto directas como indirectas, a la situación de depende ncia en la que se encontraba 
el operario que pretendía proteger. Así, de manera expresa, y en un intento conciliador, calificará 
a la mencionada nota de “vínculo de amor y confianza”. De igual m odo, aunque indirectamente, 
alude a esta nota al exigir al obrero “la exacta observancia de la discip lina de las condiciones a 
que se ha sometido libremente al ingresar en los establecimientos industriales”. 
 
 Ya en el articulado del Proyecto de Ley en contramos de nuevo indicios que apuntan al 
relevante papel de la dependencia . En efecto, al regular el q ue denominó “contrato de prestación 
de servicios” (art.2 y art.3), (esta denom inación resulta curiosa teniendo en cuenta que siglo y  
medio después será empleada en el Proyecto de Estatuto del Trabajador Autónomo Dependiente 
elaborado por la asociación de tr abajadores por cuenta pro pia UPTA) alude a la obligación del 
dueño del establecim iento industrial de “for mar y tener siempre a la vista de los operarios, el  
reglamento de orden y disciplina qu e deba regir dentro de la fábric a” (art.6 ). A través de  es te 
artículo, no solo se pondrá otra vez de m anifiesto el som etimiento del trabajador al poder de 
dirección del em presario sino que se hará referenc ia a las f acultades directivas de é ste, lo cu al 
resulta adelantado para la época, fundam entándose, principalm ente, en las exigencias de las 
                                                 
35 Co n este Pr oyecto d e Ley, el Min istro d e Fo mento A lonso Mar tínez quiso r esponder a u na ser ie d e con flictos 
sociales, derivados de la sit uación de explotación que venía s ufriendo la clase tra bajadora y que, finalm ente, 
terminaron desembocando en la Huelga General de Barcelona de 1855. 
36 A l o largo del proyecto se emplean distintos nombres para dirigirse tanto al  obrero como al  fabricante. Por una 
parte, t rabajador, o perario, obrero, de pendiente, y  por ot ra, fa bricante, dueño del est ablecimiento, enca rgado, 
superior, jefe de taller.  
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nuevas unidades de producción (habla del paso hacia “el poderío de los grandes centros de 
producción”). 
 
       Como vemos, al igual que ocurría con el Proyecto de 18 21, no se excluye de modo 
expreso al trabajador autónom o. Esta falta de  m ención directa no debe ser entendida com o 
inclusión del trabajador independi ente dentro de su á mbito de aplicación, sino todo lo contrario. 
Y es que, a través de los diferent es términos en los que se desa rrolla el infructuoso Proyecto, se 
deja claro que el trabajador independiente se m antiene al margen del tratamiento que el Proyecto 
de Ley concede. 
 
iii). Real Orden de 9 de novi embre de 1902  (falli da reforma del Código Civil de 
1889) 
 
       A los pocos años de la promulgación del Código civil de 1889 se comenzaron a sentir las 
diversas carencias que presentaba el texto legal en la materia que nos ocupa. En efecto, los cinco 
únicos artículos que regulaban  el arrendam iento de servicios se m ostraban del todo 
insuficientes37 para norm alizar las m últiples r elaciones de trab ajo de esa m asa de trabajador es 
dependientes y por cuenta ajena que se había ve nido desarrollando en la segunda m itad del siglo 
XIX. Por el contrario, y com o ya hem os dicho en  apartados anteriores,  esta in suficiencia no se 
hizo sentir en las relacio nes de trabajo en rég imen de autonomía, las cuales se conform aban con 
el tratamiento ofrecido por parte del Derecho Común. 
 
       De una primera lectura de la Real Orden de 1902, llama, especialmente, nuestra atención 
el empleo de la expres ión “contrato de trabajo” para denom inar a la relación de trabajo que s e 
regulaba en  esta parte de l Código civil. Esto no deja de resultar una m anifestación m ás de la 
importancia de esta infructuosa Orden, la cual, en palabras de SOSA MANCHA “representa en la 
historia de los intentos legislativos de regulació n del contrato de trabaj o, el punto de arranque de 
una nueva era en la ordenación de las relaciones de trabajo, o, lo que es lo m ismo, el final de la 
                                                 
37 Este sentir se hacia patente en la propia Orden cuando se habla de que “constituye el contrato de trabajo, a que se 
refiere el Código civil en el cap ítulo 3º, título 6º, libro 4º, una de las materias más deficientemente reguladas, como 
convence la lectura de los pocos artículos que de él tratan, deficiencia tanto m ás señalada cuando aquél se refiere a  
relaciones, í ntimamente, li gadas co n l as cu estiones soci ales, que t anto han preocupado si empre y , hoy  m ás que 
nunca, preocupan a todos los gobiernos, sin que baste para suplirla y subsanarla los principios generales en que se 
basan las obligaciones”, AAVV., La Legislación social en la historia de España. De la revolución liberal a 1936, 
Congreso de los Diputados, Madrid, 1987.   
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etapa del reinado del principio de la autonom ía de la voluntad com o única fuente reguladora de 
dichas relaciones”38. 
 
       La Real Orden y sus Bases adjuntas39 pretendían reformar todo el Capítulo III d el Titulo 
IV del Código, es decir, la totalidad de los ar tículos referentes al arrendam iento de obras y 
servicios. Pues bien, debido al am plio ámbito de aplicación de la reform a, así como al hecho d e 
que se empleara la expresión contrato de trabaj o con criterio extensi vo, afectando a todo tipo de 
arrendamientos, nos encontram os an te una situación que bien podría  calificarse de errónea, en 
base a la noción actual de contra to de trab ajo. En efecto, a través  del empleo extensivo de esta 
novedosa expresión, el fallido in tento de reform a in cluía dentro de la esfera del contrato de 
trabajo tipos de prestaciones que hoy calificar íamos de autónom as. Con la Real Orden, el 
incipiente Derecho del Trabajo abandonaría la posición m antenida desde sus inicios, acogiendo 
prestaciones de trabajo que no pr esentaban las notas de depende ncia y  ajenidad. Entre es tos 
trabajadores que se escapan del alcance de d ichos rasgos encontram os al trabajador por cuenta 
propia, que, com o venimos diciendo, ha queda do desde sus inicios extram uros del nuevo 
ordenamiento jurídico que surgía por entonces.  
 
        
 Las Bases, que com o hemos dicho eran m eras recomendaciones, comienzan  indicando 
que “el contrato de trabajo se clasificará para su  regulación por la naturaleza de los servicios que 
haya de prestarse”. Seguidamente, enumera una serie de contratos que se deben comprender en el 
ámbito de a quél. De entre ellos solo m encionaremos aquellos supuestos que abarcan situaciones 
que bien podrían calificarse de trabajo autónom o o, al menos, que plantean grandes dudas acerca 





                                                 
38 Sosa Mancha, Mª T., La emergencia del contrato de trabajo…, cit., pág 136. 
39 Estas Bases adjuntas contenían las directrices generales de cómo debía llevarse a ca bo la regulación del contrato 
de trabajo al entender del Ministerio. 
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 Contratos celebrados para ejecución de obra de utilidad o de arte 
 
       No se trata de un contrato de trabajo propiamente dicho, sino que hace referencia a un 
contrato civil de ejecución de obra. En este tipo de contratos, lo decisivo será la en trega de la 
obra de utilidad o arte, no siendo jurídicamente relevante el desarrollo de una actividad, como así 
exige el contrato de trabajo.  
 
 Servicios especiales que hayan de p restar, d entro o fuera d e los  de cas a, determ inadas 
personas po r su título,  prof esión en ocupació n habitual, com o el de educación  y 
dirección de los m enores de edad, el de la  enseñanza de los m ayores o m enores, el de 
asistencia médica, el de los servicios religiosos u otro análogo.  
 
       
       Dentro de este tipo de contratos parece poder encuadrarse una fi gura que, en la m ayoría 
de los casos, se ha venido regulando a través de un contrato civil de arrendamiento de servicios y 
ha sido calificada de trabajo en régim en de auto nomía. Me estoy refiriendo a  los profesionales 
liberales. Este tipo de trabajadores, como veremos detenidamente a lo largo del presente estudio, 
ha encontrado, a lo largo de su hi storia, enormes dificultades para ser encuadrado en el ámbito de 
protección del Derecho del Trabajo; en efecto, si bien es cierto que rec ientemente son numerosos 
los supuestos en los que el profesional com promete sus servicios laboralm ente, tradicionalmente 
este tipo de trabajadores ha sido expulsado de dicha esfera de  protección al faltar las notas  
configuradoras de la relación laboral, es decir, la dependencia y la ajenidad. 
 
 
 Relación de trabajo de los dependientes, mancebos o em pleados en estab lecimientos 
comerciales, casas mercantiles o empresas industriales. 
       
       
       En estas líneas podría quedar incluido un colectivo que a lo largo de la historia será 
objeto de controversia y debate judicial, el de los conocidos hi stóricamente como viajantes de  
comercio. Dentro de este grupo de trabajadores , podemos distinguir entre aquéllos que trabajan 
bajo la dirección de un tercero y aquéllos que prestan sus servicios de  un m odo independiente. 
Precisamente estos últimos -los que hoy conocem os como agentes de co mercio y que han sido  
regulados mediante la L ey de 27 de m ayo de 1992, del Contrato de Agencia-, a pesar de ser 
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trabajadores autónomos, podrían quedar incluidos en el ám bito del contrato de trabajo, en base a 
las recomendaciones de la Real Orden. 
 
 
 Contratos de obra por ajuste o precio alzado. 
 
       
       Se trata de la figura jurídica que tradicionalmente ha planteado mayores problem as 
respecto a su inclusión o no dentro de la esfe ra laboral y que, m ás adelante, abordarem os con 
mayor detenimiento. Ahora sólo cabe decir que estos contratos de obra por ajuste o precio alzado, 
al no especificar nada ni la Real Orden, ni su s Bases adjuntas, podrían incluirse dentro de la 




 Los contratos de servicios prestados para el trasporte por agua  y tierra, tanto de personas 
como de cosas. 
 
       Al igual que ocurriera con las profesiones liberales o con el c ontrato de ejecución de 
obra, esta figura tam bién ha ocupado un lugar de stacadísimo entre las relaciones calif icadas 
como zonas grises, resultando de gran com plejidad el determ inar si nos encontram os ante una 
relación laboral o, por e l contrario, ante un contrato  civil o mercantil. Al igual que ocurre en lo s 
anteriores supuestos nombrados, los escasos dato s que la Real Orden proporciona, nos obligan a 
decir que se trata de otro ejem plo del empleo incorrecto de la noción del contrato de trabajo, ya 
que, a través de su redacción se deja abierta la puerta a co ntratos de tran sportes realizados en 






iv). Proyectos de Ley de Contrato de Trabajo40 
 
La misma concepción v ista en los anteriores  intentos legislativos, es  decir, la atención 
prestada a la relación s urgida en tre el patrono  y el obrero dependiente, se repetirá en los 
proyectos de Ley del C ontrato de Trabajo qu e se suceden desde 1904 a 1922. Este interés se 
desarrolla de un modo paralelo a la ignorancia mo strada hacía la figura del trabajador autónom o, 
con alguna excepción aparente.  
 
       El Instituto de Reformas Sociales, desde su creación por el Real Decreto de 23 de abril de 
1903, se h izo eco de la necesid ad de dotar a la relación laboral existent e en tre el patrono y  el 
obrero de u n nuevo m olde jur ídico que sustitu yera al trad icional ar rendamiento de servic ios, 
contemplado insuficientemente en el Código civil de 1889 41. Muestra  de  ta l reacción serán los 
ocho proyectos de ley que se llevaron a cabo en m ateria de contrato, que no llegarían a  
transformarse en normas debido a “la sobresaltada vida parlamentaria de la época y, a veces, a las 
encontradas posiciones dentro  de la propia Institución” 42. Por añadidura, la tra nsición del 
arrendamiento de servicios al cont rato de trabajo era percibida com o el sím bolo del fin de la  
etapa liberal y de la inauguración de una era intervencionista. 
Estos infructuosos intentos legislativos fueron: 
 
 Proyecto Azcárate (1905): Proyecto de Ley de Contrato de Trabajo redactado conform e a los 
acuerdos del Instituto de 11 de m ayo de 1905. (O bjeto de reproducción posterior en varias 
ocasiones) 
                                                 
40 En otros países europeos también se desarrollaron distintos proyectos y leyes en materia de contrato de trabajo: la 
Ley de 10 de marzo de 1900, en Bélgica; la Ley de 13 de julio de 1907 modificando y completando las disposiciones 
del Código civil sobre c ontrato de c riados y obreros en Holanda; la Ley de 14 de diciembre de 1899, relativa a l os 
obreros em pleados en traba jos hidráulicos y  en l a co nstrucción de t ranvías y  cam inos de hierro, en Hungría; el  
Proyecto de Ley sobre contrato de trabajo, presentado a l a Cámara de l os Diputados el 2 de julio de 1906, por M. 
Gastón Doumergue, Ministro de Com ercio, Industria y Tra bajo, el Proyecto de  Ley sobre codificación de las Leyes 
obreras aprobado por el  Senado el  7 de junio de 1910 y el  Proyecto de Ley sobre el  contrato colectivo de trabajo 
presentado a la Cámara de los Diputados el 11 de julio de 1910 por M. Viviani, Ministro de Trabajo, en Francia; el 
Proyecto de ley sobre el contrato colectivo entre patronos y obreros de marzo de 1910, en Suecia   
41 Además de est os intentos de ordenación del contrato de trabajo, el  I. R. S. t rabajó en la elaboración de normas 
sobre aspectos específicos del contrato laboral: Proyecto de Ley sobre inembargabilidad del salario, 1905, Proyecto 
de Ley sobre limitación de la jornada en la industria textil, 1915, Proyectos relativos al descanso dominical acogidos 
en los Reglamentos de 1904 y 1905, Proyecto relativo al contrato de aprendizaje acogido en la ley de 17 de julio de 
1911, el Proyecto de Reglamento General de Seguridad e Higiene en el Trabajo, 1906, etc..  
42 Montoya Melgar, A., “El Reformismo Social en los orígenes del Derecho del Trabajo”, Revista del Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, 2003, número extraordinario, centenario del Instituto de Reformas Sociales,  pág. 107. 
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 Proyecto Dávila (1906): Proyecto de  Ley de Contrato de Trabaj o, presentado al Congreso el 
1º de noviembre de 1906 por el señor Ministro de la Gobernación, D.  Bernabé Dávila. (Mera 
reproducción del Proyecto Azcárate) 
 Proyecto de la Cierva (1908): Proyecto de Ley de  Contrato de Trabajo, presentado al Senado 
el 29 de mayo de 1908 por el Sr. Ministro de la Gobernación, D. Juan de la Cierva. (Se aparta 
ligeramente del Proyecto Azcárate). 
 Proyecto Merino (1910): Proyecto de Ley de Contrato de Trabajo, presentado al Senado el 16 
de julio de 1910 por el Sr. Ministro de la Gobernación, don  Fernando Merino. (Reproducción 
del de Azcárate) 
 Proyecto Sánchez Guerra (1914): P royecto de Le y de Contrato de Trabajo, presentado al 
Senado el 12 de junio de 1914 por el Sr.  Fe rnando Merino (Reproduc ción del de Azcárate 
con una ligera modificación). 
 Proyecto R uiz Jim énez (1916): Proyecto de Le y de Contrato de Trabajo, presentado al 
Senado el 22 de m ayo de 1916 por el Sr. Ministro  de la Gobernación, D. J. Ruiz Jim énez. 
(Idéntico al de Sanchez Guerra). Este sería objeto de una Propuesta de Dictamen de la 
Comisión del Senado en 1917. 
 Proyecto Burgos y Mazo (1919): Proyecto de Le y, presentado al Senado el 14 de noviem bre 
de 1919 por el señor Ministro de la Gobern ación, D. Manuel de B urgos y Mazo, sobre 
Contrato de Trabajo. (Se separa en diversos aspectos de los anteriores) 
 Anteproyecto de Ley de Contrato de Trabajo de 1924 
 
       Siguiendo la línea del presente estudio, es decir, m ostrando tanto el protagonism o 
absoluto del trabajo dep endiente en el ám bito de protección del Derecho del Trabajo, com o el  
abandono del trabajador autónom o por la emergent e disciplina, procederem os a analizar el 
contenido de estos proyectos, prestando especial  atención, por un lado, a aquellas nociones que, 
de m odo indirecto, excluyen al trabajador independiente de su  regulación y, por otro lado, al 
tratamiento recibido por determ inados colecti vos, que, debido a su indiscutible dosis de 
autonomía a la hora de prestar sus servicios, fueron apartados de estos intentos legislativos, de un 
modo u otro.  
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       Debido a que alguno de los Proyectos es una mera reproducción del anterior, centraremos 
nuestra atención, únicam ente, en l os intentos le gislativos cuyo conteni do es diferente de los 
demás: los trabajos de 1905, 1908, 1917, 1919 y 192443. 
 
       Aunque no cabe duda de que el eje central  de estas obras era la relación de dependencia 
surgida entre el obrero fabril y su patrón 44, es cierto que, en ninguno de  ellos, encontram os una 
definición del contrato de trabajo en la que se incluya dicho rasgo. A modo de ejemplo, ya que en 
esencia resulta sim ilar a otros tr abajos, reproducimos lo establecido en dos de ellos, quizás, por 
resultar los m ás representativo: el de Azcár ate de 1905 (punto de p artida y el m ás veces 
reproducido) y el de Burgos y Mazo (por su cont enido innovador). El primero de ellos, a la hora 
de señalar el objeto del contrato de trabaj o, indica que “tiene por objeto las prestaciones 
retribuidas de servicios  de carácter económ ico, ya sean in dustriales, m ercantiles, agríco las o  
domésticos”. El dictado por Burgos y Mazo , no escapa del contenido del anteriorm ente 
mencionado y dice que “el contrato  de trabajo es un convenio por el cual una persona prom ete a 
otra la prestación retribui da de servicios”. Esta referencia al  objeto del contrato  de trabajo, es 
decir, a la prestación retribuida  de obras o servicios de carácter económ ico, se repetirá en los 
distintos proyectos, faltando, en todos ellos, alusión alguna a las notas de dependencia y ajenidad. 
A pesar de esto, nada nos im pide señalar que, de la  simple lectura de sus artículos, se infiere que 
se dirigen a regular la prestaci ón de trabajo  llevada a cabo  por el  obrero fabril en régim en de 
subordinación. 
       
       Efectivamente, todas las propuestas legislativas dejaban bien claro que los sujetos de este 
nuevo contrato que se pretendía regular eran, por un lado, el obrero45 y, por otro, el patrono.  
Respecto al encarg ado de llevar a cabo es ta pr estación de servicios, aunque son múltiples lo s 
preceptos q ue aluden  a él,  so lo encontram os su definición expres a en dos de ellos : en el 
realizado por la Comisión del Senado de 1917 y en el llevado a cabo por Burgos y Mazo en 1919. 
                                                 
43 En rigor, solo puede hablarse de dos proyectos del Instituto de Reformas Sociales, pues el resto de los intentos que 
componen este iter legislativo es reproducción del texto elaborado por dicho Instituto en 1905, o bien en la obra de la 
acción ministerial o del Senado. Sosa Mancha, Mª T., La emergencia del Contrato de Trabajo…, cit., pág. 155.  
44 En  este sen tido, m uy ex presivas resu ltan las p alabras emitidas p or la Co misión del Sen ado en 1 917: “en  
concordancia con la legislación social española y extranjera, que en la medida de su especialización, para no divagar 
ensanchando desmesuradamente sus h orizontes, se ha ci rcunscrito, y  es y a, por si , materia harto extensa, al  mero 
problema obrero” . I nformación l egislativa espa ñola y  ext ranjera so bre con trato de tr abajo, leyes, pr oyectos, 
proposiciones y otros documentos para el estudio de la materia, Sobrinos de la Sucesora de M. Minuesa de los Ríos, 
Madrid, 1921, pág. 128. 
45 Este térm ino fue sustituido por el de “operario” al re gular el proyecto de Azcárate, en su art. 22, las causas de  
rescisión del contrato de t rabajo. Así, “cuando no se hubiese fijado plazo para l a duración del contrato, este podrá 
rescindirse: (…)4º Por voluntad del operario”. 
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Así, el art. 2 del prim ero, define la figura de l obrero com o “la persona natural o jurídica que  
presta habitualm ente un trabajo m anual, por cu enta ajena y  cualquiera otro as imilado por las  
Leyes de trabajo manual”. Por su parte, el de Burgos y Mazo, en su art. 2 apunta que son obreros 
“las personas que, teniendo capa cidad legal para contratar co n arreglo a ella, se dedican  
habitualmente al trabajo retribuido por cuenta  ajena”.Como ve mos, a pesar de no hallar en 
ninguna de estas definiciones la nota de depe ndencia, que, com o ya hem os dicho, tendrá que 
esperar a la Ley de Contrato de Trabajo de 1931 para irrumpir de modo definitivo en el panorama 
normativo español, si hallam os la nota de ajen idad. Rasgo, que resulta definitivo para el 
extrañamiento de cualquier tipo de trabajo desarrollado por cuenta propia.   
 
       También implican un motivo indirecto de marginación del trabajador independiente, las 
alusiones a la posición de subordi nación en la que se encuentra el  obrero respecto de su patrono. 
Realmente esto es lo que, desde el nacim iento del Derecho del Trabajo, ha propiciado la 
distinción entre trabajo autónom o y trabajo dependiente. En este se ntido, tanto en el art. 19 del  
Proyecto de 1905 como en el 20 del Proyecto de 1917, se señala que “el obrero acepta, en lo que 
concierne al objeto de su trabajo, la autoridad de l patrono y de las personas en que este delegue”. 
Esta misma idea late en el art. 95 del Proyecto de 1919, aunque en este caso haciendo únicamente 
referencia a la “au toridad técnica”. El art.15 d el Proyecto de 1924 tam bién deja sentir la id ea de 
sometimiento al patrono, al indicar que éste “se obliga a cum plir las disposiciones de la 
Dirección o de las personas que la representan y el reglamento establecido para cada clas e de 
trabajo”. 
La subordinación a la que se somete el trabajador se insinúa de nuevo en los preceptos dedicados  
a las causas de extinción del contrato. Así, tanto la Base XXII, el art. 10.4 como el art. 58.7 de los 
Proyectos de Azcárate, de la Cierva e IRS respectivamente, aluden a esta idea al establecer como 
causa justa de rescisión del contrato “la indisciplina o desobediencia por parte del obrero”. 
 
       Resulta de interés a la hora de tratar la posición de los Proyect os ante la figura del 
autónomo, destacar que alguno de e llos exigía que el trabajo fuera m anual. A t ravés de este 
requisito, se venía a excluir de m odo implícito a una de las m odalidades tradicionales de trabajo 
en régimen de autonomía como es e l llevado acabo por profesionales liberales. Si bien es cierto 
que la noció n de contrato de trabajo  ofrecida por el Proyecto de Azcárate no m encionaba dicho 
rasgo, no impidiendo que el prof esional liberal quedara com prendido en él, en la práctica 
resultaba un tanto forzado, especialmente teniendo en cuenta que, en el intento legislativo llevado 
a cabo por Azcárate, se hace constante referencia  a la figura del obrero, acepción im pregnada de 
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la nota de manualidad 46. A diferencia de esta fa lta de alusión a la que se  alude en relación con el 
primero de los Proyectos, tanto en el trabajo de la Cierva como en el de la Comisión del Senado 
mencionan de un m odo expreso dicha exigencia. El art. 1 del prim ero de ellos, hace referencia a 
los servicios m anuales com o obje to del contra to. El segundo, exige la nota, tanto en su  
Preámbulo, el cual resu lta m uy clarificado r al manifestar que la Comisión  “circunscribe la 
materia…limitándola al contrato de trabajo ce lebrado entre patronos y obreros, que tiene por  
objeto el trabajo m anual y por retribución el salari o”, como en su art. 2, al definir la figura del  
obrero como “la persona natural o jurídica que presta habitualmente un trabajo manual por cuenta 
ajena”.      
Con el Proyecto de Burgos y Mazo  se prescinde del requisito de  la manualidad, dando cabida en 
su esfera aplicativa al trabajo in telectual. Este quedaba incluido en la no menclatura “contrato de 
empleo”, definido por el art. 42 como “la prestaci ón de trabajo intelectua l por cuenta de otro, 
realizada habitualm ente y m ediante retribución” . Pues bien, respecto de los profesionales 
liberales hay que decir que en ningún caso pudieron ser acogidos por  tal noción, ya que, la nota 
de ajenidad que contenía result aba difícilmente cohonestable con el trabajo por cuenta propia y, 
más concretamente, con el trabajo de los profesionales liberales de aquella época. 
 
       Como dijimos al comienzo del apartado, la tendencia hacia la exclus ión de la figura del 
trabajo au tónomo tam bién em ana del trato recibi do por ciertos colectivos , que el Derecho del 
Trabajo, desde sus orígenes, observó con desconfia nza debido a su grado de autonom ía. Por ello, 
y una vez comprobado cómo el trabajo dependiente era la piedra angular de los Proyectos, resulta 
muy ilustrativo para acercarnos a la posición del trabajador autónomo en el m arco del Derecho 
del Trabajo,  indagar en  el tratam iento recib ido por estas activ idades, caracterizadas por la  
independencia con la que se desarrollan:   
 
 Obras por ajuste o precio alzado 
 
              Del tratamiento recibido por las obras por ajuste o precio alza do por parte de  alguno de 
los Proyectos, se extrae, la distinción  existe nte entre el trabajo d ependiente y el trab ajo 
independiente. En efecto, tanto el P royecto de Azcárate como el de la Com isión del Senado d e 
1917 aluden a este tipo de trabajos para excluirl os de su ámbito de protección. Ambos, en el 
                                                 
46 La C omisión del Senado, encargada de dictaminar el proyecto llevado a cabo por Ruiz Jiménez, que reproducía 
literalmente el de Azcárate, se v io obligada a añadir la no ta de manualidad con el fi n de ev itar dudas a cerca d e la 
materia objeto del contrato de trabajo.  
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segundo párrafo de su prim er precepto, señalan que quedan excluidos de las disposiciones de l a 
Ley “las obras por ajuste o precio alzado, realizadas fuera del establecimiento o explotación, o de 
la acción directa del patrono, los cuales se reg irán por los precep tos generales de la legislació n 
civil y mercantil”. Al indicar estas dos concretas circunstancias, ambos trazan una línea divisoria 
entre la obra en régim en de dependencia y por cu enta ajena y la obra llevada a cabo  en régimen 
de autonomía y por cuenta propia. Así, m ientras la prim era queda incluida en el ám bito de 
protección de los proyectos, la segunda es obligada a buscar su propia regulación en el ámbito del 
Derecho civil o mercantil.  
 
            Mientras que en el resto de los Proyectos nada se dice al resp ecto, el art. 3 d el llevado a 
cabo por Burgos y Mazo, señala expresam ente que “el contrato de trabajo comprende lo s 
servicios de prestación: … d) De obra por ajuste o precio al zado”. Ade más, dicho intento 
legislativo s e reafirm a en su postu ra a través  d e su art. 41  al inclu ir, dentro de la noción de 
“contratos d e trabajo  en  m ateria ind ustrial”, a las ejecuciones de obra a tanto alzado que bien 
pudieran ser acogidas por el art. 1588 y ss del Código civil. De es te modo, quedaban dentro de la 
esfera aplicativa del Proyecto “contratos (…) convenidos por los particulares con los maestros de 
obras, pintores, escultores, decoradores y dem ás artistas”. Pues bien, a pesar de que una sim ple 
lectura de estos artículo s nos pud iera sugerir la  pretensión por parte del Proyecto de laboraliza r 
globalmente este  tipo d e serv icios, tal ref lexión parece no s er exacta. Si pre stamos atenc ión a l 
articulado del intento legislativo en su conjunto, especialmente, al art. 2 y al art. 23 47 del mismo, 
que, por tratarse de preceptos genéri co ubicad os en el Título Prim ero48 le son de aplicación, 
podemos inferir que únicam ente se pretende inclui r aquellas obras en las que el trabajador se 
compromete personalmente a ejecutar un trabajo por cuenta ajena a cambio de una remuneración, 
por lo qu e vuelven a q uedar fuera de su ám bito aplicativo  aquéllas llevadas a cab o por cuen ta 
propia y total independencia. 
 
 
                                                 
47 Art. 2: “Son obreros a l os efectos de est a Ley: 1º Las pe rsonas que, teniendo capacidad legal para c ontratar con 
arreglo a ella, se dedican habitualmente al trabajo retribuido por cuenta ajena”. 
Art. 23 : “El  ob rero ha de prestar en  persona el t rabajo prometido, y no será v álida la su stitución, salv o conv enio 
especial para el caso de imposibilidad física y, en cada caso, con anuencia del patrono”. 
48 Relativo a la naturaleza y al objeto del contrato de trabajo. 
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 Servicios accidentales o sueltos 
 
       También serían excluidos de los proyectos los servicios accidentales o sueltos. Como ya 
viéramos en relación a la ejecución de obra, los Proyectos otorgan un tratamiento dis tinto 
respecto a su posible inclusión o exclusión. El  Proyectos de 1905, así com o el de 1917, señalan 
en su párraf o 2º art. 1 que “ quedan (…) excluidos de las dis posiciones de esta Ley los (…) 
servicios accidentales o  sueltos” cuya regulac ión delegarán a “los precep tos leg ales de las  
legislaciones civiles y m ercantiles”. Tal exclus ión cobra sentido teniendo en cu enta que am bas 
obras consideran el objeto del c ontrato incluido en su esfera aplicativa com o una presta ción de 
ejecución continuada. Por ello, dicha noción, basada  en la continuidad, resulta incom patible con 
la inm ediatez que caracteriza a es tos serv icios. Inmediatez, que tam poco parece acorde con la 
dependencia que exige una relación  de trabajo continuada. Mientras  que el Proyecto de la Cierva  
y el llevado a cabo por el IRS no  se pronunciaron al respecto, el  innovador y “r evolucionario” 
trabajo de Burgos y Mazo sí hizo llegar su parecer que, al igual que respecto de otros asuntos, fue 
contrario a lo anteriormente dictado. De este m odo, el párrafo 1 de su art. 3 m anifiesta que “e l 
contrato de trabajo com prende lo s servicios de prestacion es (…) c) A ccidental o  de serv icio 
suelto”.  
 
 Altos Cargos 
       
       Resulta de igual modo interesante, debido a las dificultades que a lo largo de la historia 
ha supuesto su laboralización, anal izar el tratamiento que los dist intos Proyectos han otorgado a 
los altos cargos. Se trata de uno de esos colect ivos que, debido a su grado de autonom ía, ha 
venido siendo expulsado de la esfera aplicativa del Derecho el Trabajo. Hasta 1919, este grupo de 
trabajadores se mantuvo al margen en los distin tos Proyectos que se fueron sucediendo, debido a 
que tanto el em pleo del térm ino obrero com o la  exigencia de m anualidad, por parte de ellos, 
resultaban difíciles de conciliar con la actividad llevada a cabo por el personal de alta dirección49. 
   
       En 1919, el Proyecto de Burgos y Mazo, caracterizado por la am plitud de su esfera de 
aplicación, silencia la nota de manualidad y dispone el llamado “contrato de empleo” a través del 
cual, implícitamente y vía apoderam iento mercantil, podría s er incluido, al m enos, un sector de 
dicho colectivo. En efecto, el art.43 del Proyecto defi nía como e mpleados a las personas que se 
                                                 
49 Borrajo Dacruz, E., Altos cargos laborales, Edersa, Madrid, 1984, pág. 27. 
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dedicaban habitualmente a la prestación de trab ajo en funciones mercantiles y análogas; a su vez 
incluía en dichas funciones la com isión de com ercio, el desp acho comercial y el apo deramiento 
mercantil. Precisam ente, respec to de esta últim a  f igura, el a rt. 55 señala ba que “el 
apoderamiento m ercantil se verifica por m andatarios generales o singular es para que hagan el 
tráfico en nombre del comerciante y por su cuenta en todo o en part e o para que le auxilie en él”. 
Precisamente, el Códig o de com ercio alud ía al a uxilio a l referirse a l fa ctor. Pues bien, a este  
precepto viene acogiéndose la doctrina50 para defender la inclusión del personal de alta dirección 
dentro del ám bito aplicativo del Proyecto, aunque, si bien es ta reflexión pudiera ser válida 
respecto de los a ltos cargos que p restan funciones de índole mercantil, es dec ir, respecto de los 
factores, resulta forzada si la em pleamos de m anera generalizada para t odo el personal de alta 
dirección, independientemente del ámbito en el que presten su actividad; y es que, parece m ás 
adecuado restringir la inclusión a los altos cargos que desarrollan funciones de carácter mercantil, 
teniendo en cuenta que a lo la rgo del Proyecto, encontram os exclusiones que nos corroboran la 
inadecuación de una aplicación general. A m odo de ejem plo, y en alusión a los altos cargos 
navieros, el Proyecto en su art. 62 excluye a estos expresam ente al s eñalar que “no quedan 
sometidos a las disposiciones de esta Ley los contratos que celebren lo s oficiales de los buque s 
mercantes y demás personal técnico con título profesional de su dotación con los armadores y las 
Casas navieras”.  
 
            A diferencia de la propuesta de Burgos y Mazo, del Proyecto de 1924 bien podríam os 
decir que incluye, sin restricciones, a este colec tivo al señalar en su art.6 que “el contrato de  
trabajo no será obligatorio para las personas que dentro de la industria, del com ercio o de la 
agricultura ocupen puestos de alta  dirección o que representen a la m isma”. En efecto, y a pes ar 
de que dicho precepto pudiera ser objeto de opiniones encontradas debido a su confusa redacción, 
otorga una facultad potestativa al colectivo, que  perm ite a sus m iembros, o bien celebrar un 
contrato de trabajo, con el consiguiente sometimiento al Proyecto, o, por el contrario, mantenerse 
al margen del mismo. 
 
            En fin, debemos decir que de una visión global de los P royectos, eludiendo las 
excepciones con anterio ridad citad as, tales in tentos legislativos trataron  a los alto s cargos co n 
grandes reservas, debido a esa aversión m ostrada por parte del Derecho del Trabajo hacia la 
                                                 
50 Al gunos a utores no c ompartían est a opinión c onsiderando q ue en  t ales p royectos no se regulaba l a fi gura del 
factor, a l os que la normativa posterior c onsideraría altos cargos excluidos del Derecho el Trabajo o sujetos de un 
contrato de trabajo de carácter especial. Lopera Castillejo, Mº J., El contrato de Trabajo especial de las personas que 
intervienen en operaciones mercantiles, Centro de Publicaciones del Ministerio de Trabajo, Madrid, 1990, pág. 190.  
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inclusión en su esfera aplicativa de trabajad ores en los que la nota  de dependencia no se  




            También corresponde mencionar otra form a de prestación de trabajo que, por situarse 
extramuros de la em presa, difum inándose la no ta de dependencia, ha resultado c ontrovertida 
desde los orígenes del Derecho del Trabajo hasta nuestros días. Me estoy refiriendo a la figura  
del comisionista. 
Mientras los Proyectos de 1908 y 1924, al igual que ocurriera con otras actividades, no se  
pronunciaron al respecto, el resto de intentos legislativos si  que plasm aron su parecer. Así, 
mientras los  Proyectos de Azcárate y de la Comisión del Senado optaron por excluir dicha  
actividad, el llevado a cabo por Bur gos y Mazo, volvía a hacer gala de la am plitud de su ám bito 
de aplicació n, incluy endo los trab ajos en coo peración o com isión en su  esfera aplicativa. 
Respecto a los aludidos, en prim er lugar, el art. 1.2 de am bos textos, dejaba “excluidos de las 
disposiciones de esta Ley los contratos de tr abajo en cooperación o comisión”. Los motivos que  
llevaron a tal exclusión fueron di stintos en cada Propu esta. As í, m ientras las dificultad es 
existentes para calificar como laboral la actividad de las personas que intervienen en operaciones 
mercantiles llevó al Proyecto de 1905 a ver a estos trabajos como meros contratos mercantiles y, 
por ello, a r eferirlos a la legislación mercantil, el motivo que llevó al Proyecto de la Comisión a 
mantener tal actividad  extram uros de la obra encuentra justificació n, sim plemente, en s u 
obcecación, ya manifestada al tratar otros aspectos, por limitar su esfera de aplicación. 
Como ya ocurrió en otros casos , el Proyecto de Burgos y M azo dio un giro inesperado al 
tratamiento que hasta entonces había recibido la figura del comisionista.  
A través de su art.3, que seña laba que “el contrato  de  tr abajo com prende los s ervicios d e 
prestación (…) en cooperación o com isión”, pasaba a quedar incluida en el ám bito de aplicación 
de la propuesta.    
 
            La regulación de esta modalidad de prestación la encontram os en el Título II dedicado al 
tratamiento de las d istintas “Espe cies del con trato de trabajo”, en concre to, en el “contrato de 
empleo”, anteriormente mencionado al hacer referencia al p ersonal de alta direcc ión. Pues bien, 
tras ser catalogados estos servicios como trabajos de índole intelectual (art. 42) que se desarrollan 
en el ámbito mercantil o de comercio, los art. 48 y ss procedían a regular tal figura.  
Tras la atenta lectura de estos preceptos se infieren, principalmente, dos conclusiones:  
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              La primera de ellas es que, a pesar de ser la am plitud de su  ámbito aplicativo el rasg o 
principal del trabajo de Burgos y Mazo, el análisis del art.49 m anifiesta cierta reminiscencia del 
recelo mostrado por anteriores proyectos a incluir dicha actividad en su ámbito de aplicación. En 
efecto, el referir los derechos y obligaciones del comisionista a los artículos que van desde el 245 
al 248 del Código de com ercio, su giere que en 1919 los redactores de este intento legislativo 
continuaban sintiendo la figura de la com isión como un contrato m uy próximo a la legislaci ón 
mercantil.  
 
            La segunda de las conclusiones desprendidas es la referida al  tipo de trabajador al que 
dichos artículos alud en. No pode mos caer en el e rror de pen sar que esto s preceptos se encargan  
de regular tanto la actividad prestada por el trabajo que realiza sus funciones som etido a las 
normas de su principal por cuenta de éste, com o las llevadas a cabo por a quél que trabaja por su 
cuenta sin e star sometido a las instr ucciones de un tercero. De la lectura del Proyecto no cabe 
duda que incluye en su ám bito de aplicación al primero de ellos, es decir, al em pleado 
dependiente por cuenta ajena y de ja fuera al trabajador in dependiente por cuen ta propia. Tal 
conclusión se encuentra reflejada en varios artículos de este in tento legislativo. Por ejem plo, el  
50, exige el cobro de un salario por parte del trabajador, con inde pendencia de que a este se l e 
añada un plus denom inado comisión. Pues bien, el hecho de que el trabajador reciba un salario 
constituye una nota del todo incompatible con la prestación de un trabajo por cuenta propia. Otra 
muestra de que es el trabajador dependiente, y no a otro, el que el  Proyecto pretende regular, lo 
encontramos en el art. 51, al advertir que “el empleado comisionista, encargado por el patrono de 
ultimar negocios o de servir de inte rmediario, no puede, sin su consentim iento, aceptar comisión 
o gratificación de un tercero con quien negocie”.  
 
            En efecto, de nuevo debemos de descartar la pos ible inc lusión de una m odalidad de 
trabajo autónomo en el ám bito normativo laboral, y es que, en m i opinión, y a diferencia de lo 
manifestado por algunos autores 51, la figura a la que hacía referencia la Propuesta era, 
únicamente, al com isionista representante por cuen ta ajena. De esto m odo, se aprecia,  ya a 
principios del SXX, la distin ción existente en nuestros días entr e el representante de com ercio, 
                                                 
51 Al gunos a utores ha n m anifestado que el  Proy ecto de B urgos y  M azo al udía al  co misionista en general y  n o 
únicamente al comisionista representante por cuenta ajena. Lopera Castillejo, Mº. J., El contrato de trabajo especial 
de…, cit., pág. 189. 
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acogido en la esfera ap licativa del D erecho del Trabajo 52 y  el agen te comercial, expulsado de 
ella53.  
 
 Trabajo a domicilio 
 
            Para term inar, y aunque sea a grandes ras gos, debemos m encionar a un colectivo que 
durante años se situó más cerca del trabajo en régimen de autonomía que del trabajo dependiente, 
el trabajo a domicilio. Sin encontrar ninguna alusión directa al mismo por parte de los Proyectos, 
podemos decir que por aquella época,  en la que la atención se centraba exclusivam ente en el  
obrero fabril, el arrendamiento de servicios sería el instrumento jurídico en el que se sustentaban 
las re laciones entre el trabaj ador a dom icilio y el em pleador54. La  falta de control directo por 
parte del empresario s ería lo que haría in concebible la regulación de tal figura por parte de un 
ordenamiento nacido para proteger al trabajador dependiente.  
 
            Su exclusión parecer inferirse del Proyecto de Azcárate así como de la Propuesta de la 
Comisión del Senado de 1977, al exceptuar ambos de su ámbito aplicativo a las “obras por ajuste 
o precio alzado, realizadas fuera del establecim iento o explotación o de  la acción directa del 
patrono”. A pesar de que Proyectos com o el de Burgos y Mazo nada decían al respecto, sus 
continuas alusiones al establecim iento mercantil nos llevan a pensar que en el m omento de su 
redacción únicamente se estaba pensando en el trabajador que realiza su labor en las instalaciones 
de la fábrica, bajo el control directo del patrón55.  
 
b) Primeras leyes laborales 
 
            Como ya hemos dicho con anterioridad, las prim eras leyes laborales surgieron de las 
necesidades de un colectivo  concreto, el obrero, así com o por el temor que la clase dirig ente 
sentía hacia el mismo. Por ello, el nacimiento de la nueva disciplina estuvo tan focalizado en una 
                                                 
52 Art. 2  E. T.: Se con sideraran relaciones lab orales de carácter es pecial f) las pe rsonas que i ntervengan e n 
operaciones mercantiles por cuenta de uno o mas empresarios sin  asumir el riesg o y v entura de aquellas”. Reg ula 
esta relación el RD 1438/1985, de 1 de agosto  
53 Art. 1.3 E. T.:  
Se excluye del ámbito regulado por la presente Ley f) la activ idad de las p ersonas que intervengan en operaciones 
mercantiles por cuenta de uno o mas empresarios, siempre que queden personalmente obligados a responder del buen 
fin de la operación, asumiendo el buen fin y ventura”. 
54 Gallardo Molla, R., El viejo y el nuevo trabajo a domicilio, de la máquina de hilar al ordenador, Ibidem, Madrid, 
1998, pág. 17; De la Villa Gil, L. E., El trabajo a domicilio, (dir.) Pérez Botija, Eugenio / Bayón Chacón, Gaspar, 
Ciencias Políticas económicas y comerciales, 1963. 
55 Ejemplo de ello los artículos 12, 31, 32 del Proyecto de Burgos y Mazo de 1919. 
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masa concreta de trabajadores, que dejó al margen a los autónom os. Como mencionam os en 
anteriores apartados, éstos, por entonces, no requ erían de una legislación especial que excediera 
de la norm ativa ofrecida por el Derecho Privado. En sentido cont rario, el co lectivo constituido 
por trabajadores dependientes y por cuenta ajena, concentrados en los centros fabriles, veía como 
el Derecho Civil de finales del siglo XIX se revelaba incapaz de satisfacer sus necesidades.  
 
            Así pues, debido a la premura con la que se d ebía satisfacer las insuficiencias d e lo s 
obreros y teniendo en cuenta las lagunas existentes en el Derecho Privado, surgió la necesidad de 
promulgar normas especiales dirigidas a este tip o de trabajador. De este m odo, y en un intento 
por lim ar las asperezar que  la  aplic ación d e la discip lina in dividualista de la contratación de 
servicios había provocado, se pr odujo lo que se denom inó “loc ura legislativa de nuestro 
tiempo”56, es decir, la promulgación de diversidad de normas dirigidas a ese colectivo obrero que 
compadecían y, que a la vez, tem ían. En efecto , a finales del siglo XIX y principios del XX  
vieron la lu z m últiples norm as, todas ellas enca minadas a m ejorar las condicion es, tanto d e 
trabajo como de vida del obrero fabril. Estas leyes no harán m ención alguna a los trabajadores  
independientes y por cuenta propia.  
 
Entre las normas más significativas se encuentran: 
 
 Ley de 24 de julio de 1873, sobre el trabajo en los talleres y la instrucción en la escuela de los 
niños obreros (Ley Benot). 
 Ley de 26 de julio de 1878, sobre trabajos peligrosos de los niños. 
 Ley de 13 de marzo de 1900, sobre condiciones de trabajo de las mujeres y los niños 
 Ley de 30 de enero de 1900 de Accidentes de Trabajo. 
 Ley de 3 de marzo de 1904 de Descanso Dominical. 
 Ley de 19 de mayo de 1908 de Tribunales Industriales. 
 Ley de 27 de abril de 1909 de Huelgas y Coligaciones 
 Ley de 27 de diciembre de 1910 de Jornada Máxima en las Minas 
 Ley de 17 de julio de 1911, sobre Contrato de Aprendizaje. 
 Ley de 22 de julio de 1912, reforma de la Ley de 1908 sobre Tribunales Industriales. 
 
                                                 
56 Instituto de Reformas Sociales: Catálogo de doc umentos y resum en de debates parlamentarios sobre cuestiones 
sociales. Madrid, 1910, págs. 17 y 18. 
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            De la letra de estas leyes se percibe, sin lugar a duda, que el destinatario de tales norm as 
era exclusiv amente el obrero, es decir, aqu el tr abajador qu e m antenía una relación  laboral d e 
dependencia con un patrono. Esto queda patente en m uchos de los preceptos de las normas en las 
que las palabras obrero 57 y patrono 58 adquieren total protagonism o. En alguna de ellas, esto s 
vocablos fueron sustituidos por términos como operario o prol etario, para designar a los 
trabajadores, y fabricante o capitalista, para hacer alusión al empresario.   
 
            Del análisis de estas leyes, y una vez comprobado que el obrero fabril fue el objeto de 
este esfuerzo norm ativo, se desprenden aquellos rasgos que definían la figura. Por un lado, el 
empleo reiterado de las voces obrero o patro no (u otras sim ilares), impregnadas de un m atiz 
claramente alusivo al trabajo m anual, nos lleva a pensar que precisamente a es te tipo de trab ajo 
será al que, de manera única, se dirigían. En sentido contrario, dicha exclusividad llevará consigo 
la ignorancia hacia cualquier o tra prestación no caracterizada por la m anualidad, prestada fuera 
del ámbito de la fábrica.  
 
            Por otro lado, en la mayor parte de las disposiciones, se alude expresam ente al 
extrañamiento del obre ro f rente a la utilidad p atrimonial de su trabajo, es decir, a la nota de 
ajenidad. Ejem plo de e llo resu lta el art. 2 del Real Decreto de 29 de febrero de 1912 que 
desarrolla la Ley de Jornada Máxim a en las Minas de 27 de diciembre de 1910 que considera 
obrero a “toda persona que ejecute por cuen ta ajena los trabajos”.  Este rasgo, a la espera del 
emerger de la nota de dependencia, se convirtió en el cim iento de la distinción existente entre el  
trabajo por cuenta ajena y el trabajo autónomo, en otras palabras, el de la persona que trabaja por 
sí y ante sí, produciendo bienes que él vende directamente, relacionándose de un modo inmediato 
con el mercado.  
 
            En efecto, ambos rasgos, manualidad y ajenidad, quedan reflejados en las distintas 
definiciones que del obrero concedían algunas de estas norm as. Así, el art.1 de la Ley de 
Accidentes de Trabajo de 30 de  enero de 1900 señalaba que es  operario “todo el  que ejecuta 
habitualmente un  tr abajo m anual f uera d e su  d omicilio por  cuenta a jena” y el p rimero de los  
preceptos de la Ley de Tribunales Industriales de 19 de mayo de 1908 apuntaba que es obrero “la 
                                                 
57 E mplean el t érmino o brero, p or ej emplo: Ley d e 2 4 de j ulio d e 1973 , sobr e el tr abajo en  lo s taller es y la 
instrucción en la escuela de l os niños obreros, Ley  de 30 de enero de 1900, de Accidentes de Tra bajo, Ley  3 de  
marzo de 1904, de Descanso Dominical. 
58 Emplean el término patrono, por ejemplo: Ley de 26 de julio de 1878, sobre trabajos peligrosos de los niños, Ley 
de 30 de enero de 1900 de Accidentes de Trabajo, Ley de 3 de marzo de 1904 de Descanso Dominical.   
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persona natural o jurídica, el aprendiz o depend iente de com ercio que presta habitualm ente un 
trabajo manual por cuen ta ajena, y cualquier otra  asimilada por las de trabajo m anual”. En es te 
sentido, también cobra importancia la Ley de Descanso Dom inical, de 3 de m arzo de1904, al 
referirse expresamente al trabajo autónomo, cuando prohíbe en domingo “el trabajo material que 
se efectúe con publicidad por cuenta propia”. Es ta alusión adquiere una m ayor relevancia si 
tenemos en cuenta el ob jeto del presente estudio y que se trata de la única referencia encontrada 
en estas iniciativas legislativas a dicha modalidad de trabajo.  
 
            De la lectura de estas normas, resulta hoy chocante la ausencia d e referencia expresa a l a 
nota de dependencia, a la que ya había hecho alusión el Proyecto de Código civil de 182159 y que 
tendrá que esperar a la Ley del Contrato de Trabajo de 1931 para irrum pir en el panoram a 
normativo. Aunque en un principio pudiera parece r que estas Leyes no eran conocedoras de 
dicho rasgo, ello no es del todo cierto, ya que, de un modo i mplícito, podemos intuir la 
dependencia en alguno de sus precep tos. Ejemplo de ello es, por un lado, el art.1 de la Ley de 13 
de marzo de 1900, sobre condiciones  de trabajo de m ujeres y menores que, tácitamente, insinúa 
tal rasgo al entender por patrono a aquella persona que “contrate por salario el aprovecham iento 
de servicios personales para un trab ajo cuya dirección y vigilancia se reserva” y, por otro,  el, ya 
mencionado, art. 3 del Reglam ento de la Ley de De scanso Dominical al refe rirse a la prestación 
del trabajo “por orden de un tercero”60.  
 
            Así pues, de estas iniciativas legislativas, com o ya dijé ramos de los inf ructuosos 
proyectos, se desprende claramente que el trab ajador autónomo fue completam ente ignorado por 
parte de la clase d irigente encargada de leg islar. Parece ser q ue el Gobi erno, atemorizado por la 
situación qu e se podía generar de no prestarse la  atención  que el ob rero fabril, n ecesitado y  
rebelde, requería, volcó su atención en él y olvidó al trabajador independiente y por cuenta propia 
que, a su parecer, no necesitaba de tan urgente tratamiento.  
 
                                                 
59 También encontramos alusiones a l a nota de dependencia por parte de  los Tribunales: STS de 17 de marzo de  
1860, de 16 de noviembre de 1861 y 12 de marzo de 1869. 
60 Ya encontramos alusiones a la nota de dependencia en el Código de Comercio de 1885. Así, observamos como su 
art. 297 in fine configura la posición del auxiliar de comercio como una posición de subordinación jurídica. 
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2.2 El silencio del Código del Tr abajo d e 1926 s obre el trabaj o 
autónomo. 
 
              El 23 de agosto de 1926, durante el gobierno de Prim o de  Rivera, se aprobó, por 
Decreto-ley, el Código del Trabajo 61. Éste fue objeto de num erosas críticas, siendo muchos los 
que no vieron en él una autént ica obra codificadora sino una co mpilación parcial de norm as 
protectoras de trabajo62.  
En efecto, pese a su denom inación, esta obra no reunía las característic as propias de los 
movimientos codificadores, ya que ni derogaba el derecho anterior, ni simplificaba el que declara 
vigente.  
 
              A pesar de tal deficiencia, cabe reconocerse que el Código fue, en c ierto m odo, 
trascendental para la época, tanto por la im portancia que asum ía en el paso de la legislación 
obrera al D erecho obrero, como por constitu ir la pr imera norma que, tras m últiples inten tos63, 
lograba regular el contrato de  trabajo, apostando por una term inología m oderna. Este segundo 
mérito es digno de m atización, y a que, si b ien al  Código  del Trab ajo se le debe la p rimera 
regulación del contrato de trabajo, éste fue abordado con mayor acierto en los Proyectos de Ley 
de Contrato 64. Muchos han sido los que han percibido, en  la regulación ofreci da por el Código, 
una sim ple reform a del contrato de arrendam iento de servicios y no un a verdad era regu lación 
instauradora del contrato de trabajo propiam ente dicho. En efecto, la definición que de tal figura 
confiere su prim er artículo, re produce el concepto que de di cho arrendam iento de servicios 
concedía el art. 1544 del Código civil, alterando, únicamente, la denominación de los sujetos que 
lo conciertan, es decir, obrero y patrón.  
 
                                                 
61 La base de est e Código se encuentra en la Real Or den de 22  de feb rero de 1 924, que  encomendó a una 
representación d el In stituto d e Reform as Sociales y d e lo s cu erpos juríd ico-militar y d e la Ar mada recop ilar y 
refundir la di sposiciones le gislativas del traba jo, c onsiderándose m ás acertado aplazar pa ra m ás adela nte la 
codificación, que resultaba más compleja y requería de un trabajo superior. 
62Para algunos autores no se ll evó a ca bo una verdadera codificación de la legislación laboral por dos  motivos: en 
primer lugar, porque, estando ya en vigor importantes leyes laborales, en materia de jornada, descanso dominical o 
relativas a mujeres y  ni ños, no f ueron i nsertas en el  C ódigo, y , en se gundo l ugar, porque en ese m ismo año se  
instauró la organización corpor ativa, es decir, el ré gimen de Com ités pa ritarios, c on todo el siste ma de Bases de 
trabajo que dilataría el ordenamiento que trataba de unificar  
63Hasta el momento la regulación del contrato de trabajo había resultado fallida, quizá por la falta de apoyo por parte 
de un sector de la doctrina que consideraba el contrato de trabajo como una figura ficticia, al consagrar en el punto 
de partida, la abstracta igualdad de las partes contratantes.   
64 Las discrepancias surgidas entre el Ejecutivo y el In stituto de Reformas Sociales, a propósito de la regulación del 
contrato de trabajo, parecen estar en la base de la supresión de este organismo en 1924.    
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               La Exposición de Motivos del Código de Trabajo, obra del Ministro de Trabajo, 
Comercio e Industria, Don Eduardo Aunós Pérez,  resulta reveladora de lo dicho hasta el 
momento. De la misma se desprende cómo el legislador fue consciente, tanto de las carencias de 
la obra, como de sus virtudes. Por un lado, asume sus insuficiencias, en u n intento p or 
adelantarse a las críticas que, efectivamente, tras su prom ulgación, iba a recibir, señalando que 
“el Código no abarca todo el Derecho del Trabajo, es por tanto parcia l (…) no es un código total, 
ni siquiera de carácter didáctic o”. Por otro, consciente del ad elanto que suponí a la iniciativa 
legislativa en m ateria de contrato de trabaj o, indicaba que “hoy por hoy estim amos un serio 
progreso la presente”.  
 
            El Código del Trabajo estaba compuesto por cuatro libros: E l Libro I, sobre el “contrato 
de trabajo”; el L ibro II, sobre el  “contrato de aprendizaje”; el Libro III, sobre “accidentes de 
trabajo”, y el Libro IV sobre los “Tribunales  Industriales”. Estos tres últim os no aportaban  
ningún com ponente innovador al lim itarse a reproducir leyes y regl amento anteriores com o la 
Ley del Aprendizaje de 1911, la Ley de Accident es de Trabajo de 1922 y la Ley de Tribunales 
Industriales de 1912. De l primero, aunque se pudiera ll egar a decir, que en apariencia se trataba 
de una auténtica revolución en el marco del contrato de trabajo, en realidad no deja de ser, como 
ya hemos dicho, una mera reforma del arrendamiento de servicios.  
 
            Para lo que interesa al objeto del presente estudio, verem os cómo ninguna referencia se 
hace en el Código al trabajador independiente . Por el contrario, se deja claro, desde s u 
Exposición de Motivos, que el contrato de trabajo “es la fuente y origen esencial de las relaciones 
jurídicas entre patronos y obreros”. Esto, unido a la pervivencia de la exigencia de la manualidad, 
obligó al trabajador autónomo a continuar extramuros del incipiente ordenamiento. El interés por 
mantenerlo al m argen, tam bién se desprendía de l tratam iento recibido por parte de distintas 
modalidades de trabajo, las cuales al gozar de cierta au tonomía a la hora de llevar a cabo sus 
funciones, fueron o bien desterradas, o bien regul adas con reserva. Esto ocurría con colectivo s 
tales como el de los profesiona les liberales, altos cargo s o el formado por aquéllos que trabajan 
en su propio domicilio.  
 
       Respecto al contrato de trabajo, el art. 1 del Código lo definía como “aquél por virtud del 
cual un obrero se obliga a ejecu tar una obra o a presta r un servicio a un patrono por un precio 
cierto”. Esta dicotom ía prestaci ón de servicios-ejecución de obra, ya vista en los infructuosos 
proyectos y refrendada por las posteriores Le yes de Contrato de Trabajo de 1931 y 1944,  fue  
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objeto de numerosos debates doctrinales. Así, la mayor parte de los juristas de la época llegaron a 
ver en e l a rtículo c itado la vía pa ra inc luir dentro de la regulació n del Código tanto las 
prestaciones por cuenta ajena y dep endientes, como las independientes por cuenta propia. Para 
estos autores, los trabajadores autónomos cuya expulsión se desprende de la totalidad del texto 
legal, encontrarían en este art. 1 el camino ideal para ser acogidos por la misma. Para entender tal 
razonamiento, defendido por expertos juristas, resulta ex presiva la lectura de la obra de  
ALARCÓN Y HORC AS, el cual, aludie ndo a la división rom ana de la locatio conductio 
operarum y la locatio conductio operis, sostuvo que “la locación de se rvicios es un contrato por 
el cual una persona pone su esfuer zo físico o sus conocimientos profesionales al servicio de otra, 
durante cierto tiem po, mientras que el objeto del arrendam iento de obra es la ejecución de una 
empresa determinada. Por consigu iente, en el arre ndamiento de serv icios, el obrero, mediante el 
salario, se obliga a trabajar dentro de los lím ites de su profesión, sin determinación específica del 
trabajo a ejecutar, o sea, ab arcando una com plejidad de serv icios, lo cual persigue, 
necesariamente, como requisito cardinal de su existencia, la más rigurosa subordinación respecto 
del patrono. El contrato de ejec ución de obra alude solo a una concreta, sin el requisito de 
subordinación, ya referido, por cu anto puede efect uarse, bien trabajando en el d omicilio d el 
obrero, b ien en el taller, ya por piezas o en cualquier otra forma de destajo, pero siem pre 
conservando su liber tad y su inicia tiva”…; “es evidente que am bas modalidades jurídicas es tán 
incluida dentro de la órbita de l contrato de trabajo, ya que, éste es un concep to genérico y 
aquéllas expresan diferencias específicas”.  
 
 
 Como se desprende del texto para el autor, el trabajador autónomo quedaría dentro de la 
esfera aplicativa del Código del Trabajo. Se trataba de una conc lusión errónea que , por  suerte, 
fue corregida por la doctrina posterior, que, a certadamente, vino dist inguiendo la ejecución 
laboral de obra del contrato civil de ejecución de obra. Dicha distinción, que para m uchos s e 
basaba en dualidades tales com o actividad-resultado, prestación instantánea-prestación duradera, 
asunción o no de riesgos, en nuestro s días se apoya, principalmente, en la posibilidad de apreciar 
manifestaciones propias de la depe ndencia, entendida ésta como la incorporación del trabajador 
encargado de realizar la obra en el círculo organi zativo de la empresa. Por ello, contradiciendo a 
la doctrina que en tiempos del Código del Trabajo defendió la inclusión de todas las modalidades 
del contrato de ejecución de obra, incluidas las realizadas en régim en de au tonomía, se ha 
impuesto la separación entre la ej ecución laboral de obr a y el contrato civ il de obra. A m odo de 
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ejemplo, MONTOYA MELGAR  señala que “pueden y deben distinguirse las obras realizadas a 
tanto alzado (contrato civil) de las obras dependientes, por cuenta ajena (contrato de trabajo)”.65  
        
 Una vez abordado lo que el Código entend ía por objeto del contrato de trabajo, 
procedemos al análisis del sujeto al que se dirige  su regulación. Como ya dijera anteriormente, se 
trataba d el obrero, es d ecir, de un trabajador m anual, dependien te y por cuen ta ajena.  Como 
vemos, la condición de obrero fabr il de una de las partes continuaba  siendo el criterio que servía 
para determinar la laboralidad de una concreta prestación. 
       
  El 
Libro III del Código del Trabajo trataba el co ncepto de obrero de un modo muy com pleto y 
descriptivo. De tal m anera, su art. 142 señala ba que se entiende por operario a “todo el que 
ejecuta hab itualmente u n trabajo m anual fuera de  su domicilio, por cuenta ajena, m ediante 
remuneración o sin ella, cuando se trate de aprendi ces, ya esté a jornal, ya esté a destajo, o en 
cualquier otra forma, o en virtud de contrato ve rbal o escrito”. Este precepto era matizado, tant o 
por el art. 195, que concedía una lista en la que se enumeraban diversos trabajadores a los que se  
les confería la condición de operario, como por el art.145, encargado de designar los trabajos que 
daban lugar a la responsabilidad del patrono en caso de accidente “debido a fuerza mayor extraña 
al trabajo en el que se produzca el accidente”. 
 
       De igual modo, el Libro IV del Código del Trabajo, dedi cado a los Tribunales 
Industriales, ofrecía, en su art.427, una definición de obrero, co incidente, en buena parte, con la 
que se aportaba en  el Libro an terior. Así, este  precepto entendía por tal a “la persona natu ral o 
jurídica que preste habitualmente un trabajo manual por cuenta ajena”. A continuación, proseguía 
con una enum eración de sujetos, incluidos, dire ctamente, dentro del c oncepto. El artículo 
finalizaba con una cláu sula de ci erre que asignaba la condici ón d e o brero a “cu alquiera o tras 
personas que presten trabajo manual o servicios asimilados al mismo”. 
 
       Como vemos, ambas nociones, tanto la aportada en el Libro III, como la que se desprende 
del IV del Código del Trabajo, compartían rasgos  tale s c omo la m anualidad, ha bitualidad y  
ajenidad de la prestación, así como la omisión de la nota de la dependencia. 
                                                 
65 Montoya Melgar, A., Ideología y lenguaje…, cit., pág. 164. 
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Estas notas,  por su mera esencia,  excluían a ciertos colectivo s cuya naturaleza resultab a 
desacorde con las m ismas. Así, la exigencia de la m anualidad66 de la prestación  67, dejaba fuera 
del ám bito de aplicación del Código al trabajo intelectual, e s de cir, al prestado por los 
profesionales liberales. Éstos, ni siquiera a trav és de la citada cláusula  de cierre del art. 427.3, 
fueron consideram os obreros, no pudiendo, por ta nto, resolver sus controversias ante los 
Tribunales Industriales. De hecho, estos Tribunales se mostraron completamente reacios a incluir 
a dicho colectivo en la esfera ap licativa del Derecho del Trabajo; en este sentido se m anifestó el 
Tribunal Supremo en su sentencia de 16 de junio de 1930 68, señalando que “los practicantes de 
medicina y cirugía no son obreros porque para el legítim o ejercicio de esa clase d e servicios se 
requieren conocimientos técnicos, cuyo estudio c ontribuye una de las carreras de la enseñanza  
pública, y también la posesión de un título y por que además no existe ley que a tenor del número 
tercero del 427 del Código de Trab ajo declare asim ilado el trabajo de los practican tes al trabajo 
manual del obrero que según el art. 475 del Código ti enen derecho a utilizar  las funciones de los 
Tribunales Industriales”. Efectivamente, su cualif icación intelectual y técnica les perm itía gozar 
de amplia libertad en la  prestación de su activ idad. Precisamente, esa libertad, interpretada por 
los Tribunales de la época com o una autonom ía stricto sensu, así co mo su alta consideració n 
social, que hacía que este colectiv o pareciera no necesitado de auxilio,  contribuyeron a que 
abogados, m édicos, arquitectos, etc. perm anecieran al m argen de la ór bita de protección del 
Derecho laboral del m omento, quedando vinculados, en la m ayoría de los casos, en virtud de 
contratos de arrendamiento de servicios. 
   
       La exigencia relativa a que la prestación se lleve a cabo por cuenta ajena resulta decisoria 
en el tratamiento marginal del trabajador autónomo por parte del Código. Resultan reveladoras en 
relación a lo dicho, las palabras  de ALARCÓN HORCAS, que jus tificaba la presencia de tal 
exigencia en los p receptos ded icados al accidente  de trabajo. Así, el jurista entendía que la 
exclusión del trabajador por cuenta propia resultaba obvia, ya que “si el riesgo profesional inspira 
las instituciones jurídicas de pr otección al obrero, por redundar en  el beneficio de la producción 
                                                 
66Realmente, no solamente los que realizan trabajos puramente manuales son acogidos por el Código, sino también 
algunos a l os que hace m ención e xpresa, por ejem plo, los viajantes de c omercio y el personal de oficinas  y 
dependencias, que, únicamente mediante un c riterio m uy am plio po drían ser co nsiderados t rabajadores de t al 
condición.  
67De m anera anecdótica, y c omo reflejo de la deso rientación m ostrada p or parte de l os Tri bunales d e l a época , 
debemos mencionar la se ntencia de 20 de septiembre de 1929, que niega la calificación de t rabajadores a la claque  
de un teatro al considerar que no pueden ser designados como trabajadores manuales “ya que si bien aplauden con la 
manos…utilizan a veces procedimientos igualmente ruidosos, pero no manuales, para mostrar su entusiasmo”. 
68 En el mismo sentido y coetáneas a este pronunciamiento encontramos las sentencias del Tribunal Supremo Civ. de 
7 de marzo de 1928, de 31 de enero de 1929, de 16 de agosto  de 1929, de 15  de febrero 1930 y d e 16 de jun io del 
mismo.  
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el esfuerzo que éste realiza,  desde el m omento en que se confunden en una persona los dos 
elementos de la relación  de Derecho , desaparece el riesgo p or el qu e el trabajo ejecutado por la  
víctima redunda en su pro, trabajo por cuenta propia. L os gastos generales de la em presa 
subsisten pero al desaparecer la  persona del deudor (patrono) y del acreedor (obrero) no puede 
haber accidente de trabajo”69. 
 
 
 Ejemplo del requisito de aj enidad y de su consiguiente aplic ación com o criterio  
diferenciador entre una relación laboral y una extr alaboral, lo encontramos en el Libro III del 
Código del Trabajo al tratar la figura del contratista. E l art. 140 asigna a éste la condición de 
patrón. Por el contrario, el ar t. 195.3 le considera operario. Esto, que en un principio pudiera 
resultar con tradictorio, encuentra s u justif icación en las últim as línea s del prec epto indic ado 
cuando se exige al contratista-operario no obtener  un lucro especial por la prestación de sus 
servicios. Por otro lado, y de igual modo con relación al 195.3, también se debe trazar una línea 
divisoria entre dicho contratista obrero a destajo,  por piezas o por tarea y el  tradicional artesano, 
que no quedaba com prendido en Código, precisam ente por no realizar su prestación por cuenta 
de un tercero. 
 
       El concepto de obrero, definido en el Libro III del Código del Tr abajo, a diferencia del 
Libro IV que no se pronunciaba al  respecto, exigía que la prestación laboral  se llevara a cabo 
fuera del do micilio del traba jador. Con esto el Código dejaba f uera d e su esf era aplic ativa al  
tradicional trabajo a do micilio70que, en cierto modo, constituía una m odalidad de trabajo en 
régimen de sem iautonomía. Esta modalidad de trab ajo no se refiere a la prestación que lleva a 
cabo un artesano por su cuenta en su propia casa sino al trabajo que  en su vivienda efectúa una 
persona por encargo y por cu enta de otra. Es cierto  que no se trata de un  trabajo autónomo, pero 
resulta indiscutible que dicha m odalidad com parte alguno de sus rasgos. Precisam ente estas 
similitudes fueron las qu e durante muchos años situ aron a e ste tipo de trabajo al margen de la  
esfera aplicativa del Derecho Laboral 71. En efecto,  a d iferencia del obrero, estos trabajadores no 
se hallaban sometidos a la vigilancia y direcc ión inmediata del patrono du rante la prestación del 
                                                 
69 Alarcón Horcas, S., Código del Trabajo…, cit. 
70 Las industrias  típicas del tra bajo a domicilio eran las del ramo de la c onfección, conocidas con el nombre de la  
aguja. E n esta s estaban em pleadas m ayoritariamente mujeres de dicadas a realizar enc ajes, bordados, calzados o 
guantes. También serían propias de esta modalidad las industrias encargadas de los trabajos de ebanistería, relojería, 
fabricación de armas, juguetes, etc. 
71 Tal expulsión resultaba del todo preocupante si tenemos en cuenta la pésima situación a la que debían hacer frente 
este t ipo de t rabajadores, so portando sal arios exi guos, j ornadas l aborales i nterminables y  condi ciones sani tarias 
pésimas en los lugares donde desarrollaban su trabajo.  
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trabajo, aportando, ellos m ismos, en algunos cas os, incluso el m aterial necesario. Tales 
características fueron las que, en m ateria de acci dente d e trabajo, llevaron al legislador del 
Código a pensar que resultaba imposible atribuir al patrono ajeno al modo, tiempo e instrumentos 
empleados en el trabajo, la responsabilidad de l daño que pudiera sufrir el trabajador en el 
desempeño de su labor. Por ot ro lado, podem os entender la despreocupación m ostrada por el 
Código respecto de esta m odalidad de trabajo  s i ten emos en cuenta qu e un m es antes de su  
promulgación había entrado en vigor el Real Decreto-ley de 26 de julio de 1926 72, al que se 
encargaba su regulación. Esta norma no sólo aclaraba el concepto de trabajo a domicilio sino que 
intentaba resolver la co nfusión existente entre es ta figura y el trabajo au tónomo. Así, su art. 1 
señalaba que “se entiende por tal el que ejecutan  los obreros en su morada o en otro lugar, 
libremente elegido por ellos, sin la vigilancia del patrono por cuen ta del cual trabajan ni del 
representante suyo, y del que reciben retribución por la obra ejecut ada”. Tras mostrar qué tipo de 
trabajadores quedaban acogidos por el Real Decret o-ley, éste indicaba, en su art.3, que “no se 
considerará, a los efectos legales, trabajo a do micilio: (…) b) El trab ajo autónomo, individual o 
colectivo, o en taller de familia, entendiéndose por trabajo autónomo el que se hace para la venta  
directa del producto, sin interm ediario del pa trono”. De ambos preceptos se desprenden las 
diferencias existentes entre una y otra figura. Así, mientras en el traba jo a domicilio “laboral” la 
nota de dependencia se manifiesta atenuada, en el  trabajo domicilio autónomo ni siquiera existe. 
Por otro lado, mientras en el primero, el obrero cede su trabajo al patrono a cambio de un salario 
mínimo que impide la asunción de riesgos, en el segundo, no confiere la utilidad de su prestación, 
obteniendo un lucro especial y asumiendo los riesgos de la misma. 
 
       El Código del Trabajo parecía desconocer la nota de dependencia pues, únicamente, hacía 
referencia expresa al contenido del vínculo de subordinación, cuando im ponía al trabajador 
aprendiz el deber de obediencia a las órdenes de su patrono (art. 73). En efecto, com o ya 
dijéramos al tratar anteriores obras legislativas, el surgir expreso de tal nota no tuvo lugar hasta la 
Ley de Contrato de Trabajo de 1931. Pues bien, a pesar de la ta rdanza de su apar ición, así como 
del aparente olvido por parte del legislad or del Código, com o bien dice MONTOYA  
MELGAR73, la no m ención exp resa “no  altera en  nada la estructura, constitutivam ente 
dependiente y por cuenta ajena, de  la prestación objeto del contrato  de trabajo”. De hecho, de la 
lectura de los precep tos del Código  se infiere q ue para adq uirir la con dición de o brero y, po r 
tanto, quedar incluido en su á mbito de aplicación, resultaba requisito esenci al que el trabajador 
                                                 
72 Sería desarrollado por el Reglamento de aplicación  de 20 de octubre de 1927. 
73 Montoya Melgar, A., Ideología y lenguaje… cit., pág. 170. 
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llevara a cabo sus servicios bajo la dirección y vigilancia del patrono, siendo, precisam ente, esta 




       No podemos olvidar mencionar dos figuras en las que también se hace patente el rechazo 
que el Derecho del Trabajo, desde sus orígenes, ha  manifestado respecto de la inclusión en su 
ámbito de  colectivos con cier to de grado de autonom ía: los vi ajantes de com ercio y los altos 
cargos.  
 
       Respecto a los viajantes de comercio, el C ódigo aludía a ellos en su Libro  III,  
concretamente, en los arts. 145.12 y 195.6, en donde se les consideraba personas dignas de ser 
protegidas contra los ac cidentes profesionales. Pues bien, ya que el C ódigo nada disponía al 
respecto, lim itándose a m encionar a dicho co lectivo, resulta del todo n ecesario no olvidar que 
existen dos tipos de viajantes. En  efecto, el viajante de comercio puede realizar su trabajo de dos 
maneras: por cuenta y b ajo dependencia de su princ ipal, quien, previam ente f ija los  itinerarios 
que tiene que recorrer, le im pone normas a las que  tiene que ajustar su c onducta y le retribuye a 
través de un sueldo; o por su propia cuenta y riesgo, sin estar som etido a ningún com erciante, 
siendo la utilid ad que recibe por s u prestación  un tanto por ciento s obre el im porte de las  
operaciones que realiza. Por todo es to y teniendo en cuenta que los trabajadores m encionados en 
los citados artículos, únicam ente podían gozar de la protección otorgada por  el L ibro III si en 
ellos  concurrían todos los requisitos que el art. 142 exigía a los trabajadores para ser  
considerados obreros, entendemos que el precept o 145.12, como el 190 solam ente se refieren al  
viajante por cuenta ajena, sometido a las normas de su patrono y no a aqué l que actua por cuenta 
propia, de modo autónomo.  
 
       Como ya hemos visto con anterioridad, la integración en la esfera aplicativa del Derech o 
del Trabajo de los denominados altos cargos, también resultó discutida. 
El m antenimiento de la relación obrero m anual-patrón como eje central del Código resultaba 
difícilmente cohonestable con la actividad llevada a cabo por el colectivo de los altos cargos. Por 
ello, el art. 427.3, al determ inar la competencia de los Tribunales  Industriales y después de fijar  
qué personas eran merecedoras de la condición de obrero, finalizaba precisando que no recibirían 
tal tratamiento “Los Directores y Gerentes de empresas y, en general, los Apoderados generales o 
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factores m ercantiles co n arre glo al Código de Com ercio”74. Los Tribunales de la época se 
mostraron partidarios de una interpretación extensiva del precepto, lo cual privó de su protección 
a un elevado número de trabajadores que fueron considerados personal directivo.   
 
2.3 La ausenci a del trabaj o aut ónomo en la Ley de Contrato de 
Trabajo de 1931  
 
      Durante la II República, se promulgó una de las piezas claves en el desarrollo del 
Derecho del Trabajo español, la  Ley de 21 de noviem bre de 1931, sobre Contrato de Trabajo. 
Esta norm a mostraba un claro influjo de leyes anteriores, entre las que destacaba el Proyecto  
socialdemócrata de Heinz Potthoff75 de 1923. Eran tales las sim ilitudes existentes  entre am bos 
que se llegó a señalar que la obr a nacional era una sim ple traducción de la alem ana. Dentro de  
nuestra frontera, sirvieron de base los anteriores proyectos, muy especialmente los elaborados  en 
1904 y 1924 por el Instituto de Reformas Sociales.  
 
      La LCT de 1931, a pesar de su signifi cativo valor jurídico, no tuvo la difusión que 
merecía76, probablemente, al coincidir con la promulgación, el 9 de diciembre del mismo año, de 
la Constitución republicana 77. Resultaba digna de atención por c onstituir un texto innovador, de 
gran calidad técnica, q ue perduró,  incluso, en  época de tan diferente cariz po lítico com o la 
franquista. 
 
      La nueva Ley supuso un giro respecto de lo que hasta ahora se  había venido sintiendo 
como función prim ordial del De recho laboral. En ef ecto, m arcó un punto de  inflexión en la 
ordenación de las relaciones labora les en España, cerrando la puerta de la legislación obrera para 
                                                 
74 El art. 427 at ribuye la condición de obrero a l os tres supuestos incluidos en el  art. 1 d e la Ley de Jorna da de l a 
Dependencia Mercantil, manteniendo la excepción. 
75 Sobre como ha influido esta obra en la Ley del Contrato del Trabajo de 1931, Rodríguez Piñero, M., “Contrato de 
Trabajo y relación de trabajo”, Anales de la Universidad de Sevilla, 1967.  
76 Muestra de ello es la escasez de escritos dedicados a ella. Entre lo poco que ha llegado a nosotros encontramos: de 
Hinojosa Ferrer, J.,  El contrato de trabajo. Comentario a la Ley de 21 de noviembre de 1931, Editorial Revista de  
Derecho Privado, Madrid, 1932; Gallart Folch, A., Derecho español del Trabajo, Labor, Barcelona, 1936.   
77Resulta d ifícil in terpretar que el trab ajador au tónomo se b eneficiara d e las d eclaraciones con stitucionales en  
materia de trabajo. E n ba se a esto merece la pena resalta r el art. 46 y el 47. E n el prim ero de ellos, a pesar de 
mostrarse en apariencia interesados po r el t ratamiento del “trabajo, en sus di versas f ormas”, expresión del  todo 
criticada, alude, expresam ente, com o y a h icieran n ormas prece dentes y a di ferencia de l a Ley  de C ontrato de 
Trabajo, al  arcaico voca blo “obre ro” al s eñalar que re gulará “la participación de lo s obreros e n la direcci ón, 
administración y beneficios de las Empresas”. Por el contrario, el art. 47 se dedica por entero al trabajo agrícola y a 
la pesca,  l levándonos a i nterpretar que a pesar de  di rigir su  i nterés a l mundo fabril, era n c onscientes de l as 
necesidades de otros colectivos.  
 53
abrir la del Derecho del Trabajo. Así, desde la pr omulgación de la m isma, la protección y tutela 
que esta disciplina concedía, de m anera única, al obrero manual, llegó a todo aquél que trabajara 
por cuenta ajena, bajo subordi nación, recibiendo una retribución, fuera cual fuera la form a de 
trabajo. 
  
 La definitiva aparición de la nota d e dependencia, así com o la sustitu ción del desf asado 
vocablo “ob rero” po r el nacien te térm ino “trab ajador”, resultaban m eras m uestras de los aire s 
renovados que traía la nueva Ley, la cual dejaba atrás la dedicación exclus iva al obrero fabril y 
abría paso a otros tipos de trabajadores. Gracias a ella, y a la consiguiente introducción de la nota 
de depende ncia, s e pe rmitió que, no solam ente quedaran bajo la p rotección del Derecho de l 
Trabajo los considerados proletarios, sino también otras categorías profesionales78.  
  
 De esta ten dencia de la LCT a extender su s beneficios s e hacen eco  los arts. 1  y 2, 
encargados de brindar la noción y objeto del contrato de trabajo, respectivamente. De este modo, 
mientras el primero de ellos entendía por contrato de trabajo “(…) aquél por virtud del cual una o 
varias personas se obligan a ejecutar una obra o prestar un servicio a uno o varios patronos, o a 
una persona jurídica de tal caráct er, bajo la dependencia de esto s, por una remuneración sea cual 
fuere la clase o forma de ella”, el segundo señalaba como objeto del mismo “a todo trabajo u obra 
que se realice por cuenta y bajo dependencia ajena (…).  
 
 La conjunción de am bos precepto s ofrece la pauta necesaria, inex istente hasta el 
momento, para establecer, dent ro del Derecho del Trabajo, la  distinción entre trabajador  
autónomo y trabajador dependiente 79. Por prim era vez en nuestro ordenam iento, em erge, de 
modo manifiesto, la nota de depend encia, hasta el m omento olvida da por la letra de la m ayor 
parte de las norm as precedentes. Por ello, defini do tal rasgo  como nota tipificadora del contrato  
de trabajo, el Derecho laboral pasó a cons tituirse como el or denamiento jurídico propio de un 
tipo de trabajo concreto, es decir, del trabajo subordinado, desarrollado en una organización ajena 
y de cuyos frutos se apropia directa y originariamente el empresario.  
                                                 
78 A pesar de mostrarse innovadora, la Ley no olvida la relación obrero-patrón que hasta ahora venía constituyendo 
el eje cent ral de norm as precedentes. Así pues, a pesar de encontrar preceptos en los que se emplean los té rminos 
trabajador-empresario, muchos serán los que continúen haciendo uso de los vocablos arcaicos.  En efecto se acude a 
la voz de obrero en los arts. 20, 43, 44, 49, 55, 58,75 y 87 y al término patrón en los arts. 24, 58, 59, 61, 72, 82 y 89, 
entre otros.   
79 Proveniente de la tradición romana bajo la denominación locatio conductio operarum y locatio conductio operis. 
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Todos estos extrem os resultaban del todo inco mpatibles con la independencia que acom paña, 
ineludiblemente, a la figura del trabajador autónomo, que autoorganiza su actividad, sin 
someterse a nadie. 
 
       La principal manifestación de la dependencia se hallaba en el art. 81 LCT, que imponía al 
trabajador “atender en el tr abajo a las órd enes e ins trucciones del Director, del dueño o 
encargados y represen tantes de és te”80. Junto a esta obligación, tam bién resultaban reflejo de la 
nota, las distintas facultades que el poder de dirección atribuía al empresario, tales como imponer 
correcciones, especificar el trabaj o que se debe llevar a cabo, fija r el horario o la jornada e, 
incluso, variar el trabajo  en casos excepcionales 81. A través de estos preceptos, se observa com o 
el concepto de dependencia, concebido hasta el momento como un rasgo meramente económico, 
pasa a adquirir connotaciones jurídicas82.   
   
       En esta época, la distinción existente entre trabajadores dependientes y autónom os, 
además de convertirse en el pr incipal objeto de controversia de  los asuntos que llegaban hasta 
nuestros Tribunales, captó la at ención de los juristas de la  época. A m odo de ejem plo, y 
valorando la expresividad de sus palabras, se de be citar a los tratadistas alem anes HUECK y a 
NIPPERDEY, que entendiendo por Derecho del Trabajo “el  derecho especial de  los trabajadores 
dependiente”, señalaban que “la actividad del fabricante, del artesano, del ag ricultor, del viajante 
o corredor, del agente…, es  trabajo y tam bién lo es la del médico, abogado o artista. Pero la  
situación social y económ ica de ellos, ¡es tan dis tinta! Además, en lo qu e respecta a su deber d e 
prestación de trabajo, igualm ente hay diferencia. Por ello, debe tratárseles tam bién de m anera 
diversa”83. Por parte de lo Tri bunales, tal diferenciación estaba presente en profusas sentencias. 
Entre ellas, a m odo de ejemplo, la de 8 de m arzo de 1934, que entendía por Derecho laboral “el 
Derecho de los trabajadores sujetos a depend encia” o aquélla de 4 de m arzo de 1938 que, 
enalteciendo dicho rasgo, sobre la base de su rígida interp retación, m anifestaba que “la m ás 
esencial característica del contrato de trabajo, es constituida por la dependencia o subordinació n 
                                                 
80 Est e prece pto de be se r co ncordado c on el  art . 8 9.6 que sanciona, con el  despido, l a des obediencia a l os 
Reglamentos de trabajo.  
81 Arts. 52, 76, 77. 
82 A pesar de estas co nnotaciones j urídicas, al gunos será n l os que co ntinúen h aciendo hincapié e n l a n oción 
económica de la not a de de pendencia. Así, Hi nojosa Fe rrer, al  com entar l a Ley , ent endía que “el  l egislador ha 
querido extender sus preceptos a todos los que en la prestación de su trabajo dependen del que les paga, de suerte 
que su libertad contractual puede quedar menoscabada en algún modo por su situación de relativa inferioridad con 
respecto al otro contratante”. Hinojosa Ferrer, J., El Contrato de Trabajo...cit., pág. 26.  
83Hueck-Nipperdey, Compendio de Derecho del Trabajo, traducción y notas al español de M. Rodríguez Piñero y  L. 
de la Villa Gil, Madrid, 1963. 
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que siendo efectiva en tiem po, modo y función, lo incl uye en su esfera y si constare relajada, no 
permite lo propio, porque lleva la relación jurídica establecida, al marco de otras convenciones, si 
análogas en su género de realiz ación de servicios, disp ares en sus tipos, que únicam ente en los 
casos de la aludida efec tividad, son del social definido en el  art. 1 de la Le y de 21de noviem bre 
de 1931; y en su consecuencia, cuan do se advierta que la actividad o el servicio pactado haya de 
rendirse en circunstancias que re velen libre determ inación temporal y de for ma que enuncien la 
insumisión al constante y posible control de la empresa, o la calidad funcional fuere de naturaleza 
expresiva de su desenvolvimiento con iniciativa propia o de dirección, el conjunto resultará ajeno 
al ámbito laboral, ya que la dependencia peculiar de esta, ni se concibe con tales circunstancias, 
aunque la materia, servicios en beneficio de otros sea adecuada”. 
 
       A pesar de que del conjunto de sus preceptos se desprende que la norma de 1931 estaba 
destinada a proteger al trabajador dependiente por cuenta ajena84, la Ley no otorgó una definición 
del mismo. Sería su art.6 85 el encargado de determ inar, a través de una sim ple enumeración no 
exhaustiva, quiénes eran los m erecedores de ta l condición. De todos los trabajadores que el 
artículo cita,  al igual qu e ya h iciera en el es tudio de anteriores norm as, vamos a dirigir nuestra 
atención exclusivamente hacia aquéllos cuya re gulación, por parte del Derecho del Trabajo, ha 
resultado debatida a causa de su alto grado de independencia en el desarrollo de sus prestaciones.  
 
 
 Antes de emprender el estudio del tratam iento que éstos recibier on, y con el fin de 
comprender m ejor la posición en la que se enc ontraban dichos colectivos, resulta de interés 
volver a hacer hincapié en la interpretación que de la nota de dependencia se daba en aquellos 
momentos. Esta Ley aún se m ostraba ligeramente impregnada por la re lación obrero industrial -
patrono que, en un primer m omento, impulsó el nacim iento del Derecho del Trabajo y situó al 
trabajador en estrecha vinculación con el empresario. Esta subordinación respecto del empleador 
no solamente abarcaba su aspecto técnico y jerá rquico, sino, que, en algunos casos, era tal que 
                                                 
84 Art. 23 LCT 1931:  
El producto del trabajo contratado pertenecerá al patrono a quien el tra bajador transferirá todos sus derechos sobre 
aquél por el hecho mismo del contrato. 
85 Art. 6 LCT 1931:  
Trabajadores son los aprendices, reciban o no un salario o paguen ellos al patrono, algún suplemento, en cuanto no 
se derive otra relación de su contrato particular, conforme a la regulación especial del contrato de a prendizaje; los 
ocupados en servicios domésticos; los llamados obreros a domicilio; los obreros y operarios especializados o no en 
oficios , profesiones m anuales o m ecánicas, y los que ejerzan tra bajos triviales ordinarios; los e ncargados de 
empresas, l os contram aestres y los jefes de talleres; lo s em pleados ocupados en  comercios, ba ncos, oficinas, 
contabilidad y gestión; los llamados trabajadores intelectuales; cualquiera otros semejantes. 
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llegaba a alcanzar el p ersonal. En efecto, en el pe nsamiento de la época, seguía viva la creencia 
de que el propio riesgo empresarial, la organización de la empresa y la estructura jerarquizada de 
ésta, eran  motivos suf icientes para oto rgar al empresario la m áxima disponibilidad sobre el 
trabajador, que quedaba estrictamente sujeto a los poderes de aquél. Por ello, tener en cuenta esta 
rígida interpretación, perm ite comprender mejor el  recelo m ostrado por parte del ordenam iento 
laboral hacia ciertos  co lectivos, qu e a pes ar de ser m encionados expresam ente por la Ley, 
encontraron numerosos obstáculos a la hora de su inclusión en la esfera aplicativa de la misma.  
 
       Una vez dicho esto, nos encontramos en disposición de abordar el tratam iento recibido 
por estos grupos de trabajadores:  
 
       En base a la letra de la Ley, que suprim ía la exigencia de m anualidad y hacía m ención a 
ellos en su art.6, se entendía que los trabajadores intelectuales 86 habían encontrado su espacio 
dentro de la órbita del Derec ho del Trabajo. P ues bien, en real idad, tales preceptos no fueron 
suficientes para provocar la laboralización del colectivo. Esta vez, la exclusión del mismo se basó 
en la aplicación extensiva del art. 7, que dejaba fuera de la esfera  de la Ley a los altos cargos, en 
base a su independencia. Así, el contenido de tal p recepto no só lo s e destinaría al personal 
directivo, sino a todos los trabaj adores técnicam ente independi entes, entre los que quedaban 
incluidos los profesionales liberales. Reflejo de ello y del parecer de la jurisprudencia mayoritaria 
es la sentencia del Tribunal Supremo de 16 de febrero de 1935 que sostenía que “los servicios de 
los abogados y dem ás personas  que ejercen profesiones libe rales, son estim ados como 
prestaciones de servicios civiles”. En efecto, fue necesario que transcurriera casi una década para 
apreciar un cam bio de actitud en  el seno de nuestros T ribunales. Así, durante el Régimen 
franquista, aplicándose todavía la L CT de 1931, éstos emprendieran el camino de la inclusión de 
los servicios intelectuales en el conc epto de cont rato de trab ajo. Tal g iro jurisprudencial resultó 
palmario en m uchos de los pronunciam ientos del Tribunal Suprem o, com o por ejemplo, en la 
sentencia de 15 de abril de 1941, que señalaba que el art. 6 permitía la inserción “como obreros a 
los efectos de la Legislación sobre el contrato  de trab ajo, entre otros, a los trabajadores  
intelectuales, entre los que ha de com prenderse sin duda al actor (m édico) (…) porque en él 
concurren las caracterís ticas esenciales de presta r el servicio por cuenta y bajo la dependencia 
                                                 
86 Por el contrario, normas coetáneas como la Ley de J urados Mixtos, de 27 de noviembre de 1931, mantendrán el 
tono obr erista, ex pulsando ex presamente a este colectivo. Así, el art. 104 de la m isma señala que “ (…) quedan 
exceptuados de la organizac ión esta blecida por esta Le y al servicio doméstico y cualquiera que se realice en 
despachos particulares, así como los que se presten por profesionales liberales por su propia cuenta sin mediación de 
un interés extraño”. 
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ajena con relación a la clase de trabajo contratado”, en la de 8 de abril de 1942 que apuntaba que 
“debe com prenderse en el concep to de contrato de trabajo el  convenido por un Banco con un 
abogado asesor para utilizar la competencia técnica de éste bajo su dependencia y subordinación 
y a cambio de una retribución m ensual fija” o en  la de 18 de noviem bre de 1944 que corregía la 
errónea interpretación del art.  7 al entender que “la capaci dad té cnica e importanc ia d e 
emolumentos a que alude para elim inar a los di rectores, gerentes y altos funcionarios de 
Empresas, están referidos, com o del propio texto gramatical resulta, a  la im portancia que teng a 
ante o para la propia empresa, no a la que puedan poseer individualmente los trabajadores en ella, 
que muy bien pueden serlo por si de la m ás alta estima y no tenerla para la entidad, bien por su 
dependencia en la función o porque no os tentan los cargos a los que se aluden”  87. Como vemos, 
fue el Tribu nal Supremo, ante las  reivindicaciones de este tipo de trabaj adores, el encargado de 
ensanchar el concepto de trabajador, que después se consolidaría en la posterior Ley de 1944. 
 
       En otro orden de cosas, el art. 6 de la Ley de Contrato de Trabajo de 1931, a diferencia 
del Libro III del Código del 26 que los expulsab a, in tegraba en su esfera aplicativa a los  
trabajadores a dom icilio. Esta inclusión, al i gual que ocurría con la de los trabajadores 
intelectuales, debe de  s er m atizada, ya que el legi slador, a pesar de m encionar al co lectivo 
expresamente, sentando las bases para su integración en la noción  de trabajado r, prefirió no  
entrar en su regulación, dejando el correspondiente tratamiento al amparo del Real Decreto de 26 
de julio de 1926. Quizás las  excesivas sim ilitudes existentes entre el trabajo  a do micilio y el 
trabajo autónomo, así com o la dificultad que entr añaba hacer efectivos en ellos los derechos y 
deberes derivados del contrato de trabajo com ún, hicieron que la Ley continuara m ostrando 
ciertas reservas hacia una auténtica ordenación. 
 
       Tres modalidades de prestación de trabajo quedaban taxativamente excluidas de la esfera 
aplicativa de la Ley, las  prestaciones de carác ter familiar y benévolo 88, por mostrarse el traba jo 
gratuito en pugna con los caractere s esenciales del contrato, y el trabajo realizado por los altos  
cargos. Precisam ente, esta últim a exclusión resu lta relevante al inf erirse de nuevo tanto el 
rechazo que el Derecho  del Trabajo  m anifestaba hacia cualquier p restación im pregnada por la 
nota de independencia , com o, la nítida f rontera que e l m ismo estable ce entr e el traba jo 
                                                 
87 En el mismo sentido, las sentencias del Tribunal Supremo, Sala de los social de 17de octubre de 1940, de 23 de 
junio de1941, de 8 de abril de 1942. 
88 Art. 2 LACT: 
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dependiente y el trabajo independiente 89. En efecto, el art. 7, ya m encionado al hablar de los  
trabajadores intelectuales, señalaba que “los directores, gerentes, alto s funcionarios de las 
empresas que por la representación que puedan ostentaren éstas, por su elevada capacid ad 
técnica, importancia de sus em olumentos y por la índole de su labor, puedan ser considerados 
independientes de su trabajo”. A diferencia del Código del Trabajo, que prestaba únicam ente 
atención a la función de representación y aplicab a la exclusión de un modo generalizado, la Ley 
de 1931 actuaba de m anera restrictiva y com pleja, perfilando de un modo detallado la figura 
objeto de rechazo. Por ello, solo q uedaban afectados los altos cargos- no los directivos m edios 
que eran incluidos en el art. 690-, y siempre que pudiera demostrarse que eran independientes a la 
hora de llev ar a cabo su  prestación. Respecto a la com plejidad a la que anteriorm ente hacíamos 
alusión, se debía, primordialmente, a la interpretación de los tres criterios que la Ley considerab a 
reflejos de independencia. Así, resultaba com plicado determinar si la citada nota se daba con la 
mera aparición de alguno de estos elem entos (representación, capacidad técnica y emolumentos), 
o si, por el contrario, era necesaria  la conjunción de los tres.  Pues bien, la doctrina d e la época 91 
consideró que tal exégesis debía de correr a cargo de los Tribunale s, los cuales valorarían, caso 
por caso, las circunstancias que rodeaban al trabajador en la empresa. 
 
       Finalmente debemos abordar el tratamiento recibido por otro discutido colectivo como es 
el constituido por los agentes com erciales. Por un lado, el art. 6 abría las puertas a este tipo de 
trabajadores concediendo tal c ondición a “los empleados de co mercio”, por otro, los arts.32 92 y 
3393 se encargaban de establecer el sistem a de  comisiones como régimen de retribución. Pues 
bien, en tales preceptos,  y al igual que ocurriera en el Có digo, no se distingue entre el agente 
                                                 
89 Similar exclusión se encuentra en normas coetáneas como la Ley sobre Jornada Máxima de 1 de julio de 1931 que 
señala que “(…) directores, gerentes y altos funcionarios de las empresas que  por la índole de sus tareas no pueden 
estar sujetos a una estricta limitación de la jornada”. 
90 Art. 6 LCT:  
Son trabajadores (…) los encargados de empresas, los contramaestres y los jefes de talleres. 
91 Hinojosa, El Contrato de Trabajo…, cit., pág. 32. 
92 Art. 32 LCT: 
 En el caso de que los trabajadores hubiesen de percibir una comisión por participación en negocios en que hubiesen 
mediado, si no se hubiese fijado cantidad, la decidirán los usos locales en la respectiva industria o comercio. 
El derecho a c omisión, a fal ta de acue rdo sobre el  particular, nacerá en el momento de realizarse y de pa garse el 
negocio, la colocación o la venta. 
Si el  negocio se deshiciera por culpa probada del pat rono, el  t rabajador podrá mantener su derecho a la comisión 
como si aquel se hubiera hecho, sin perjuicio de mejor derecho de un tercero.  
93 Art.33 LCT: 
 Si no se hubiera pactado otra cosa, la liquidación y el pago de las comisiones se harán al finalizar el año, pudiendo 
el trabajador pedir comunicación de la parte de los libros correspondiente y hasta pedir el auxilio del Jurado Mixto o 
de u n perito c ontable en s u defecto, c uyos ho norarios es tarán a ca rgo del o brero o del pat rono, s egún a quien 
perteneciere la condición de parte temeraria en lo contencioso. No siéndolo ninguna, los citados honorarios estarán a 
cargo del trabajador. 
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mediador que trabaja por cuenta y bajo depe ndencia de un tercero y aquél que puede ser  
considerado productor autónom o o com erciante indivi dual al trabajar  por su propia cuenta y 
riesgo. La ausencia de tal d istinción, al igua l que ocurriera en no rmas precedentes, pod ría 
conducirnos a la errónea conclusión de que la  Ley otorgaba im plícitamente la condición de 
trabajador a todos los empleados comerciales. Quizás, el último párrafo del art.32 pudiera aportar 
cierta claridad al asunto; en efecto, de sus palab ras relativas al derecho que  ostenta el trabajador 
respecto del m antenimiento de la com isión en el caso de que el negocio se deshiciera por culpa 
probada del patrono, se desprende la nota de ajenida d, al garantizar la Ley al trabajador que su 
intervención en el negocio sea retribuida. A pesar de esto, la formulación abstracta de la figura 
del comisionista provocó un debate en los Tribunal es de la época, dando lugar a jurisprudencia 
contradictoria. Ciertamente, aunque encontramos, ya en época franquista,  algunas sentencias en 
las que se otorga a los denominados viajantes de comercio la condición de trabajadores, la mayor 
parte de la Jurisprudencia se pronunció de un modo negativo, dejando a los m ismos fuera de la 
esfera aplicativa del Derecho laboral al ser considerados comerciantes autónomos. 
 
2.4 Marginación del tr abajo autónomo en la  Ley de Contrato de 
Trabajo de 194494. 
 
       
       Cuando el régimen franquista se propuso la reordenación de la figura del contrato de 
trabajo abandonó veleid ades “relacionistas” 95 y  se limitó, con marcada actitud continuista, a la 
mera refundición de la  LCT republicana con un tratamiento del contrato de trabajo muy cercano 
al modelo tradicional ofrecido por la obra predecesora.  
 
      Dicha refundición constaba de dos libros: el libro I, que compre ndían casi estrictam ente 
la Ley de C ontrato de T rabajo de 1931, junto c on alguna referencia al tr abajo a do micilio, y el  
Libro II, integrado por los libros  I y II del Código del T rabajo en  la parte en que se hallaba 
                                                 
94 En esta etap a se p romulgaron normas tales como el  Decreto  de 13  de mayo de 1938, que sustituye los Jurados 
Mixtos por la Magistratura de Trabajo, la ley de 18 de julio de 1938, que implanta el subsidio familiar, la Ley de 14 
de diciembre de 1942, que crea el Seguro obligatorio de Enfermedad, la Ley y Reglamento de Descanso Dominical, 
de 26 de enero de  y 31 de marzo de 1944, respectivamente, la Ley de Delegaciones de Trabajo de 10 de noviembre 
de 1942 o la Ley de Colocación Obrera de 10 de febrero de 1943. 
95 Sempere Navarro, A. V., Nacionalsindicalismo y relaciones de trabajo: la doctrina nacionalsindicalista de las 
relaciones de trabajo y sus bases ideológicas, Akal, Madrid, 1982. 
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vigente, por la Ley de mujeres y niños de 1900, con sus reglam entos correspondientes y por los 
preceptos de la llamada Ley de la Silla de 1912.  
 
       La LCT del 44 no puede ser califi cada de innovadora, ya que , como indicáramos, 
mantiene el esquema de la legis lación anterior. Pese a esto, y a las num erosas similitudes que se 
aprecian entre ambas leyes, no podemos caer en el error de pensar que nos encontramos ante una 
mera reproducción. De hecho, esta nueva norm a, en m ínima coherencia  ideológica con los 
principios franquistas, se vio obligada a introducir  lógicas variaciones, teniendo en cuenta el 
antagónico contexto político en el que una y otra se habían venido desarrollando.  
 
       En comparación con la norma precedente, la Ley de 1944 sustituy e, en  alguno de su s 
preceptos96, el térm ino obrero por el de trabajador; no obstante, si bien son ciertas estas 
variaciones, debem os de señalar que en otros  m uchos artículos 97, continúa haciendo uso del 
término arcaico. Más correcta fue, sin duda, la sustitu ción del vocablo patrono, que fue relegado 
por el de empresario en la  m ayoría de los preceptos 98. El m antenimiento, en m ayor o m enor 
medida, de dichas voces, nos lleva a pensar que esa relación obrero-patrono, que a finales del 
siglo XIX hizo germinar al Derecho del Trabajo, continuaba bien presente en el pensam iento del 
legislador de 1944. 
 
       A igual que ocurría en 1931, la LC T de 1944 no ofrecía una definici ón de la noción de 
trabajador. Será la lectura glob al d e sus p receptos la que nos llevará a entend er como tal a  la 
persona que realiza una obra o presta un servicio  por cuenta y bajo depe ndencia ajena, mediante 
una remuneración. De esta noción, claram ente se infiere que, al igual que ocurriese con las leyes 
precedentes, la norm a franquista volverá a cen trarse en el trabajado r tradicional, dependiente y  
por cuenta ajena, m anifestando total desinter és por la regulación y protección del trabajo 
autónomo99.  
 
       Este anquilosamiento que la norma mostraba en lo relativo a la atención exclusiva hacia 
el trabajador dependiente, no debe llevarnos a ig norar que la Ley de 1944, com o ya hiciera en su 
                                                 
96 Art. 16, 17, que se corresponden con los arts. 20, 21 y 58 de la Ley de 1931, respectivamente. 
97 Art. 28, 51, 52, 56, 59, 63, 75, que se corresponden con los arts. 22, 43, 44, 49, 55, 75 y 87 de la Ley de1931, 
respectivamente.  
98 En el 28, 17, 18, 20, 60, 70 y 76, que se corresponde, respectivamente, con los art. 24, 58, 59, 61, 72, 82 y 89 de la 
Ley de 1931, respectivamente. 
99 La i ndiferencia mostrada por el Derecho del Trabajo de la época hacia los tra bajadores autónomo, contrasta c on 
los avances en materia de previsión social alcanzados durante estos años, así como con el interés mostrado hacia esta 
figura a nivel internacional (las Recomendaciones n. 43 y 67 de la OIT). 
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día la LCT de 1931, ampliaba la esfera aplica tiva del D erecho Laboral, incorporando nuevos 
modelos de prestaci ón de trabajo. Así,  a través de esta no rma y de  la labor rea lizada por los  
Tribunales, prestaciones que, orig inariamente, integraban el c ontenido de vínculos jurídicos  
concebidos como relaciones de car ácter civil o m ercantil, ingresaron e n la esf era aplicativa del 
Derecho el Trabajo. De este m odo, actividades que tr adicionalmente habían  sido consideradas 
como trabajo autónomo, ahora eran objeto del contrato de trabajo, siempre que se llevaran a cabo 
por cuenta y bajo la dependencia de un tercero. 
 
       En relación a la dependencia exigida al trabajador por parte de la Ley, nos remitimos a lo 
dispuesto al tratar la Ley de  1931, teniendo en cuenta que  entre am bas apenas existen 
distinciones de fondo en lo relativo a las m anifestaciones de dicho rasgo, variando, únicam ente, 
el orden en que los precep tos se situab an en el cuerpo norm ativo. Baste decir que la  
subordinación requerida respecto del em presario volvía a m anifestarse en  la pluralidad de 
facultades q ue a lo lar go del ar ticulado se le otorgaba a este últim o100. L a  potestad para 
especificar el trabajo, fijar y  modificar el h orario, variar el tipo de prestación en casos 
excepcionales o elaborar el reglam ento de empr esa, de nuevo se convert ían en reflejo de la 
dependencia. 
 
       Siguiendo la línea de trabajo mantenida durante este estudio, y te niendo en cuenta que la 
tendencia a la expansión subjetiva de esta nueva Ley condujo, como ya he mos dicho, a la 
incorporación, dentro de la norm ativa laboral, de situaciones bien próximas al trabajo por cuenta 
propia, conviene analizar, uno a uno, el tratam iento que la  LCT de 1944 otorgó a ciertos  
colectivos de trabajadores que, por m ostrarse afines al trabaj o independiente, veían com o su 
inclusión en la esf era aplicativa del Derecho de l Trabajo era cuestion ada. Ejemplo de ellos, los  
profesionales liberales, a domicilio, los altos cargos y comisionistas.  
 
       Excepto la alusión al ejercicio de facultades intelectuales que introduce en el prim ero de 
sus preceptos al conceptuar el co ntrato de trabajo 101, la L ey del 44 nada varía respecto del 
tratamiento que la Ley precedente otorgaba al profesional liberal. De tal modo, al igual que en la 
                                                 
100 Estas facultades se recogen en los arts. 21, 64, 69 y 77. 
101 Art. 1 LCT 1944: 
 Se entenderá por contrato de t rabajo, cualquiera que sea su denominación, aquél por virtud del cual  una o  varias 
personas participan en la producción mediante el ejercicio voluntariamente prestado de sus facultades intelectuales y 
manuales, obligándose a ejecutar una obra o a prestar un servicio a uno o vari os pat ronos o empresarios o a una 
persona jurídica de tal carácter ba jo la dependencia de estos, mediante una remuneración, sea la que fue re la clase o 
forma de ella.  
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LCT de 1931, su art. 6 consider aba trabajadores a los trabaja dores intelectuales. Sería la 
Jurisprudencia la que aportaría nuevos dato s respecto de este colectivo, encargándose de 
admitirlos o  expulsarlos  del ám bito del contrato  de trabajo. En efecto, una vez superada la 
interpretación que del art. 7 de la Ley preced ente se vino haciendo, lo s Tribunales fueron los 
encargados de dilucidar dicha cu estión. En principio, aunque te óricamente consideraban la 
posibilidad de am pliar la esf era aplicativa de la  Ley a favor de este tipo de trabajadores, en la 
práctica, tal propósito quedó m ermado al conced er una interpretación restrictiva de la 
dependencia. Por ello, la Jur isprudencia, topán dose con múltip les d ificultades a la hora d e 
encontrar las m anifestaciones típic as de d icha nota en es te tipo de prestaciones,  optó, en la 
mayoría de los casos, por m antener al trabajador intelectual extramuros del Derecho del Trabajo. 
Ejemplo de tal res trictiva interp retación lo en contramos en diversas sentencias, entre las que 
destaca, por fijar la noción de tr abajador intelectual, la del Tr ibunal Supremo de 28 de junio de 
1944. Este pronunciam iento se encargaba de dete rminar los rasgos qu e debían acom pañar a 
aquélla, que, como veremos, resultaban reflejo de dicha exégesis. De este m odo, entendía que el 
trabajador intelectual q uedaba obligado a: 1 º Ejercer un cargo en la empres a en razón de titu lo 
universitario o de idéntico rango;  2º Prestar los servicios a la  empresa de un m odo exclusivo o 
preferente; 3º Ser remunerados mediante un sueldo o tanto alzado y sin sujeción, por tanto, a los  
aranceles o escalas de honorarios corrientes en la respectiva profesión.   
 
La exclusividad, así como la  retribución a través de sueldo, no resultaban criterios 
únicos de los Tribunales. Diversas Reglam entaciones de Trabajo también se hicieron eco de  
dichas exigencias. Por lo tanto, a finales de los a ños cuarenta y principios de los cincuenta, la 
posible inc lusión de  es te co lectivo resu ltaba aun m uy limitada, teniendo que esperar a años 
posteriores para que, con la flexib ilización de los rasgos esencial es d el contrato  d e trab ajo, se 
pudiera llegar a admitir la contratación laboral de los servicios de estos trabajadores102.  
       
       Otro co lectivo al que s e debe  alud ir deb ido a  s us sim ilitudes con   la f igura obje to de l 
presente estudio, es el trabajo a domicilio, cuya regulación fue acogida, por prim era vez, de  
forma completa, en el cuerpo legislativo de  1944. Si bien es cierto que la L ey de 1931  
mencionaba esta modalidad de trabajo, no fue hasta 1944 cuando se le otorgó una regulación más 
allá del RD de 1926, quedando completam ente inserta en  el ámbito del Derecho del Trabajo. De 
                                                 
102 R esulta de  i nterés m encionar el  D ecreto de 21de febrero de 1942 a  través del c ual se crea ron l os C olegios 
oficiales de Agentes Profesionales. La creación de dichos colegios resultó de gran importancia para la defensa de los 
intereses de este tipo de trabajadores autónomos marginados, al permitirles, mediante estas instituciones, la adopción 
de formas sindicales.   
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este m odo, la Ley calif icaba este tipo de pres tación com o contrato especial de trabajo 103 y le 
dedicaba su Libro II Título II (art. 114-121) que, junto con los arts. 5 y 6 de la Ley, constitu ía su 
marco normativo.  A través de esto s últimos preceptos, que incorporaban al tex to refundido los 
arts. 2, 3 y 5 del Real Decreto de  26 de julio de 926, la L ey introdujo el concepto de empresario 
del trabajo a domicilio y matizó la noción de trabajador que ya otorgara la ley precedente104. De 
la lectura del art. 6 se desprende  que el legislador, reacio hasta el momento a hacerse cargo de su 
regulación, debido a las anom alías que la nota de dependencia presentaba 105, a partir de la L ey 
del 44 am plía su ám bito de protección y adm ite la  coexistencia de dich os caracteres con cierta  
libertad en la prestación del trabajo. Reflejo de ésto eran los dos nuevos presupuestos que el art. 6 
introdujo y que aportaron una m ayor f lexibilidad a los  ras gos que acompañan al contrato de 
trabajo. Por un lado, ampliando el lugar en  donde puede llevarse a cab o el  trabajo,  admitiendo 
que se ejecutara tanto en la m orada de los trab ajadores como en “otro  lugar librem ente elegido 
por ellos”; por otro, permitiendo que la prestación se desarrollara “sin la vigilancia de la person a 
por cuenta de la cual trabajan, ni de representante suyo”. Ésta fa lta de vigilancia, que hasta el 
momento había sido entendida como una circunstancia que trastocaba toda la estructura sobre la 
que se asentaba el contrato de trabajo, pasó a s er con templada como una m era atenuación del  
poder de dirección empresarial. Así, la doctr ina m ayoritaria de la é poca entendió que una 
vigilancia  y dirección no inm ediata y un control no constante por parte del empresario, en 
ningún caso dejaba al trabajado r a dom icilio en situación de independen cia, que le condujera a 
una posición extram uros del Derecho de Trabaj o, como si de un trabajador autónom o se 
tratase106.  
                                                 
103 Se pr odujo u n de bate d octrinal rel ativo al  rasg o q ue otorgaba al  cont rato de t rabajo a dom icilio su caráct er 
especial. Así, mientras de la Villa Gil en tendían que la es pecialidad de este tip o de contrato se en contraba “en  el 
lugar en que se realiza la prestación de trabajo, Cabrera Bazán señalaba que tal especialidad radicaba en el hecho de 
su ejecución al margen de l a vigilancia del  empleador. De la Villa Gil, L. E., El trabajo a domicilio, (dir .) Pérez 
Botija, Eugenio / Bayón C hacón, Gaspar, Ciencias Po líticas econó micas y co merciales, 1963; Cabrera Bazán , El 
trabajo autónomo y el Derecho del Trabajo…, cit. 
104 Art. 5: (…) Se considera empresarios del trabajo a domicilio los fabricantes, almacenistas, comerciantes, etc.; los 
contratistas, subcontratistas y destajistas que encarguen trabajo a domicilio, pagando a tarea o a dest ajo, dando o no 
los materiales y útiles de trabajo. 
Art. 6: Trabajadores son (…) los llamados obreros a do micilio, entendiendo por tales los que ejecutan el trab ajo en 
su morado u otro lugar libremente elegido por ellos, sin la vigilancia de la persona por cuenta de la cual trabajan, ni 
de representante suyo, y del que reciben retribución por la obra ejecutada 
105 Hay que señalar qu e en el con trato a domicilio q uiebra, en m uchos caso s de m anera abso luta, la no ta de 
dependencia, por mucha flexibilidad con la que se in terprete. Esto llevó a algunos autores a optar por u na solución 
radical que dejaba a estos trabajadores al margen del contrato de trabajo. 
106 Gallart consi deraba que “e n el Derec ho español esta de pendencia no exige que el tr abajo se preste baj o l a 
vigilancia directa del patrono o de sus apoderados o delegados, porque son manifestaciones de la misma en el trabajo 
prestado fuera de los locales  del establecimiento patronal, el compromiso de dedicar a e ste trabajo toda o una parte 
de la jornada, la aceptación de un programa determinado de gestiones a realizar, la obligación de da r cuenta de las 
realizadas, la e xigencia de la justificación del tiempo, la ob ligación de un rendimiento mínimo de la labor dia ria y, 
sobretodo, el  monopolio de la act ividad de l obre ro, manifestado en l a prohibición de  real izar ot ros trabajos de la 
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  La completa regulación otorgada por la Le y del 44 consiguió alejar  es ta modalidad de 
trabajo de aquella figura del artesano 107, paradigma tradicional del trabajo independiente y cuyas 
similitudes tanto habían perjudicado al trabajador a domicilio en aras de su inclusión en la esfera 
aplicativa del Derecho Laboral. Ahora, su art.  115 al señalar que no consideraba trabajo a 
domicilio “el que se hace para la venta directa del producto si n intermediación del patrono” se 
hacía cargo de la expulsión de todos aquellos pr oductores que acuden directam ente al m ercado, 
sin que previamente un empresario haya intervenido determinando la prestación a realizar para la 
obtención del producto a vender.  A lo largo d e los años, las  similitudes existentes entre am bos 
habían inducido al error de cons iderarlos iguales. Así, debido a tales semejanzas y teniendo en 
cuenta el rechazo que el Derecho del Trabaj o había m ostrando, desde sus orígenes, hacia el 
trabajador autónomo, resultaba difícil, o al menos controvertido, para esta disciplina incluir en su 
esfera aplicativa una figura tan próxima a aquél. Con esta Ley, parece que ambas modalidades de 
trabajo quedaban perfectam ente definidas, otorgando a cada una de ellas su correspondiente  
tratamiento. De hecho, el trabajo del artesano, tan olvidado desde la aparición del maquinism o, 
parece que en esta etap a, volvió a ser objeto de atención, como se desprende de la letra de la  
Declaración IV del Fuero del Trabajo al señalar que “el artesanado, herencia viva de un glorioso 
pasado grem ial, será fom entado y eficazm ente pro tegido”.  La Orden del Ministerio de 
Organización y Acción Sindical de  de 27 de ab ril de1939 desarrollaba tal precepto proclamando 
que se restaurará “en su antiguo esplendor el trabaj o artesano”. Para la consecución de tal fin, es  
decir, la protección de aquel trabajador que real izaba habitualmente y por cuenta propia, en s u 
domicilio o fuera de el, una actividad de produc ción, transformación y reparación d e bienes, s e 
constituyó, junto a otras instituciones, la Com isión Nacional de Artesanía que encauzaba todas 
las cuestiones relacionadas con esta modalidad de trabajo, durante tantos años olvidada. 
 
       
       Los altos cargos, al ig ual que en la norm a precedente y d ebido a la responsabilid ad y 
autonomía que estos trabajadores ostentaban, fuer on expulsados del ám bito aplicativo de la Ley. 
Tal rechazo, quedaba expresamente recogido en su art. 7, el cual disponía que “no regirá esta Ley 
para las personas que desem peñen en las em presas las funciones de alta  dirección, alto gobierno 
o alto consejo características de los siguientes cargos o de otros semejantes: Director general, 
                                                                                                                                                           
misma índole o índole distinta, ya en provecho del mismo obrero, ya en provecho de otras personas”. Gallart Folch, 
A., Derecho español…, cit., pág. 10. 
107 Martín Granizo, L., “El artesanado”, Revista de Trabajo, abril y mayo de 1941, Madrid, pág. 497. 
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Director o Gerente de la em presa, Subdirector general, Inspector  general, Secretario general y 
excluidos en las correspondientes reglamentaciones de trabajo”. Co mo vemos, la estructura del 
precepto varía respecto de la del artículo hom ólogo de la LCT de 1931. En la norm a de 1944, el 
art.7 quedaba estructurado del siguiente m odo: un concepto general, en el primer párrafo, una 
relación no taxativa de difere ntes cargos, en el segundo, fina lizando con una rem isión a las  
posibles exclusiones contenidas en las Reglamentaciones de Trabajo108.  
  
       La redacción del artícu lo, en com paración con la facilitada en la LCT de 1931, sugiere 
una nueva orientación por parte del legislador, al resultar la actual m enos expresiva debido a la 
supresión de toda referencia a la función de representación, a la  importancia de emolumentos y a 
la elevada capacidad técnica 109. Ahora será el elem ento funcional el que se convierta en el dato 
esencial para la atribución de la cualidad de al to directivo. De este m odo, no importará ni que el  
alto cargo ostente una elevada cual ificación técnica, ni que reciba em olumentos elevados ni cual  
sea el nom bre con el que las partes decidan asig nar al cargo ; lo verd aderamente relevante será 
que éste realice funciones materialmente directivas.  
 
       Tal giro interpretativo no pasó desapercibido para el Tribunal Suprem o, que dictó 
abundantes sentencias en torno a esta cuestión. De todas ellas, resulta especialmente demostrativa 
de lo anteriorm ente referido, la  de 21 de junio de 1946 que ente ndió que: “Prim ero: No es el 
cargo el que exclusivamente de termina la excepción, sino la f unción. Segundo: Es la sem ejanza 
de función y no el nombre de los cargos. Tercero:  La s emejanza ha de decid irles  la acertada 
percepción de lo que debe entenderse por a lta dirección, alto gobi erno o alto consejo, 
encomendados de modo ordinario a las personalida des, enunciativa y no lim itativamente, citadas 
en el párrafo segundo del precep to com entado. Cu arto: El art. 7 d e la Ley  de 1931 fijaba,  
predominantemente, su atención sobre las circunstancias subjetivas del trabajador; el de 1944, sin 
olvidarlas destacaba aquellas que objetivamente caracterizaban el servicio.”   
 
       Finalmente, debemos hacer una rápida mención al consejero alud ido en el art. 7.  Sin  
entrar en detalles decir que, en este período, al igual que en nuestros días, dicha figura resultará 
objeto de m últiples controvers ias qu e dar án lug ar a  deba te jur isprudencial. Así, al igua l que  
                                                 
108 Vid., Alonso García, M . Introducción al Derecho del Trabajo, M adrid, 1 961, pá g. 1 08 y  10 9; Sagar doy 
Bengoechea, J . A., “El  per sonal di rectivo de l as empresas nacionales” , Revista de De recho español y a mericano, 
1967, pág. 39. 
109 Muestra de ello encontramos en la STS de 7 de junio de 1946, en la el Tribunal, en aplicación de la Ley de 1944, 
no e xceptúa de l a con dición de t rabajador al  act or q ue reu nía esas t res ci rcunstancias (suel do de 11 .000 pt s 
mensuales, participación de benéficos, condición de ingeniero y labor organizadora). 
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encontramos pronunciam ientos como la senten cia de 14 de m arzo de 1945, que otorgan a un 
miembro del Consejo de Administración la condición de trabajador, otras, como la de 1 de m ayo 
de 1944, niegan tal condición al que ostenta similar cargo.  
 
       Respecto a los profesionales que recibían comisión por la participación en negocios en 
los que habían m ediado, poco varía la nueva Ley en relación a la de 1931. Los arts. 32 y 33, 
analizados anteriormente, fueron reproducidos, pr ácticamente, en su tota lidad, por los artículos 
42 y 43. De  este m odo, y a excepción de m eras variaciones estilísticas y de la supresión de la 
referencia al auxilio po r parte de lo s Jurados Mixtos 110, los  señalados artículos s e lim itaron a  
repetir el confuso tratam iento que a estos profesionales se ha bía otorgado hasta el m omento. La 
formulación abstracta de la figura del comisionista volvía a repetirse, continuando el desconcierto 
en el seno de los Tribunales, los cuales por la cierta independencia que el comisionista ostentaba, 
pese a estar la com isión regulada en la Ley co mo for ma de retribuci ón, tendían a negar la 
existencia de contrato de trabajo por la falta de subordinación. 
 
       Los términos representante y agente comercial, actualm ente, claram ente distinguidos, 
continuaban entendiéndose en la Ley de 1944 co mo sinónimos referidos a los prof esionales que 
realizaban la activ idad propia del interm ediario mercantil. De hecho, para m itigar tal confusión 
habría que esperar a la Reglamentación de Trabajo del Comercio de 5 de abril de 1948 que, en su 
art. 3. c, excluía d e su esfera aplicativa “a todos los qu e trabajan a co misión representando  a 
varias empresas”, incluyendo, a sensu contrario, a lo s que trab ajan a com isión representando a 
una sola empresa. Años m ás tarde, la crea ción de la denom inada Agrupación Sindical de 
Representantes de Comercio por Orden de Se rvicio de 24 de enero de 1956, antagónica a los  
Colegios Of iciales de A gentes comerciales,  cr eados en 1926 por el Decreto de 8  de ene ro111, 
prosiguió clarificando dicha dist inción, al incluir en su articul ado una definición legal de los 
representantes de com ercio. Así,  ta l Reglam ento seña laba que la  Agru pación se c onstituía po r 
“los que ofrecen o realizan ventas de mercaderías por cuenta ajena con carácter permanente”.   
 
                                                 
110 El art. 43 de la Ley de Contrato de Trabajo suprime la posibilidad que la norma precedente ofrece al trabajador de 
“pedir el auxilio del Jurado mixto en el caso de que surgiera algún conflicto respecto del pago de la comisión. 
111 Sustituido por el Decreto de 7 de noviembre de 1931 y, posteriormente, por el Reglamento aprobado por Decreto 
de 21 de enero de 1942. 
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       Una vez analizado el tratamiento legal que estos discutidos colectivos, por m uchos 
denominados “zonas grises” 112, recibieron por parte de la Le y de 1944, debemos afirmar que los 
tribunales encontraron graves problemas para determinar qué relaciones quedaban incluidas en el 
Derecho del Trabajo y cuales fuera de su ám bito. Esto fue lo que les llevaría a constituir, a par tir 
de la segun da década d e los cin cuenta, un sis tema de indicios, indicad or de la ex istencia de la 
nota de dependencia.  
 
       La legalización de este sistema se debió a la lucha em prendida por los representantes de 
comercio por adquirir de la cond ición de trabajador. Interés que se fundamentaba, no tanto en la  
conquista de la protección que la Ley de 1944 ofrecía en materia laboral, sino en la posibilidad de 
acudir a los Tribunales laborales y no a los ordinarios, carentes  de rapidez y gratuidad. La 
respuesta a estas reivindicaciones vino de la m ano de la Ley 21/1962,  21 de julio, que introdujo 
dos relevantes novedades. Por un lado, la cláusula de cierre contenida en el art. 6 de la Ley -qu e 
extendía la condición de trabajad or a “cualesquiera otros sem ejantes”-, fue sustituida por una  
fórmula más completa través de la cual se cons ideraban trabajadores a “todos los que desarrollen 
actividades en situación de dependencia con respecto a las pers onas que las ordenan o encargan, 
pagando por ellas o por sus resultados una retri bución”. Por otro lado, y a modo de respuesta 
directa a las peticiones que el colectivo de los representantes de com ercio venía efectuando, se 
introdujo un segundo párrafo a dicho precepto, que disponía que “son tam bién trabajadores, 
aunque no se hallen sujetos a jornada determ inada o a vigilancia en su actividad, las personas 
naturales que intervengan en operaciones de compraventa de mercancías por cuenta de uno o más 
empresarios con arreglo a las instrucciones de los mismos, siempre que dichas operaciones exijan 
para su perfeccionam iento la ap robación o confor midad del empresario y  no queden 
personalmente obligadas  a responder del buen fin o de cualquier otro elem ento de la operación. 
Su situación laboral será regulada específicamente por el Gobierno, a propuesta del Ministerio de 
Trabajo, previo informe del de Comercio, y oída la Organización Sindical”113. 
  
       De la lectura del nuevo párrafo incluido en el art.6 LCT de 1944 se desprende que 
requisitos ta les como la  vigilancia directa, la jornada de trabajo d eterminada o la exclus ividad, 
hasta ahora considerados exigibles y esenciales pa ra la laboralización de una relación de trabajo, 
quiebran, pasando a ser percibidos com o simples características habituales del contrato de 
                                                 
112 Sería Deveali el que comenzó a utilizar la expresión “zonas grises” al referirse a aquellas relaciones que, como él 
dijo, pisaban l a frontera de l a l aboralidad. Deveali, M. L. , Lineamientos del Derecho del Trabajo, Buenos Aires, 
1953, pág. 369.  
113 Este precepto fue desarrollado por el Decreto 2412/1962, de 20 de septiembre. 
 68
trabajo, cuya ausencia no im plica su inexistenc ia. Esta novedosa orientación, que am pliaba el 
ámbito subjetivo de la Ley de 1944, fue tomada por la jurisprudencia para abrir un nuevo periodo 
caracterizado por la flexibilidad de las notas que definen el contrato de trabajo. De este m odo, y 
si bien es cierto que durante la prim era m itad del régim en fra nquista, los Tribunales sociales 
mostraron escaso interés por e xpandir el ám bito de aplicac ión del Derecho del Trabajo, 
interpretando de manera restrictiva las notas caracterizadoras de la figura contractua l114, tras esta 
reforma, la elasticidad, predicab le de un m odo especial de la de pendencia, se convirtió en el 
rasgo que caracterizaba a las notas que definían  la relación laboral y que perm itió, no sólo dar 
cobijo en tre las norm as labor ales a los repr esentantes de com ercio, sino también a otros 
colectivos. Ejem plo de ello, la sentencia, de 22 de m ayo de 1964, dictada por la Sala 6ª del 
Tribunal Supremo en la que se señalaba que “conc urre la dependencia si aparece probado que el 
demandante estaba obligado a la norm al da ción de cuenta al dem andado, s in que tales 
circunstancias, en el sentido corr iente de su jeción a hora rio fijo y som etido a directa vigilancia, 
sean esenciales, aunque sí caract erísticas del contrato  de trabajo, que no re sulta desnaturalizado 
por su relajam iento o ausencia, en  razón a la particularidad de alguno de ellos, así lo tienen 
reconocido no solam ente la doctrina y la jurispr udencia, sino, el propio legislador, que tras 
otorgar carácter laboral al trabajo a domicilio y al intelectual en el art. 6 de la dicha Ley, incluyó 
en la esfera de su aplicabilidad, por otra Ley de 21de julio de 1962, a  quienes intervengan en  
operaciones de compraventa115”.  
       
 
 Antes de poner punto final al tratam iento de esta etapa, hay que decir que el carácter 
extensivo de las norm as de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social repercutió, en cierto 
modo, en la figura del trabajador autónom o; en efecto, este trabajador i ndependiente continuaba 
existiendo, aunque de modo decreciente 116, en tradicionales  sector es com o las profesiones 
                                                 
114 En este periodo, habrá que hacer referencias a las tesis relacionistas e incorporacionistas apoyadas en los primeros 
años del  ré gimen fra nquista y  consa gradas en el  F uero del Tra bajo de 19 38. Est a c oncepción partía de u na i dea 
comunitaria y armonicista de las relaciones en el ámbito de la empresa, que potenciaban el elemento personal de la 
dependencia c uyo origen no se enc ontraría en el c ontrato sino e n las  necesidades  deriva das de la  inserci ón del  
trabajador en la orga nización empresarial. Lo dicho s upondría un reforzamiento de los poderes em presariales y la 
ampliación de los deberes de obediencia y lealtad del trabajador, todo ello encaminado a la defensa de los intereses 
unitarios de la empresa. Sempere Navarro, A.V., Nacionalsindicalismo y relación de trabajo: la doctrina nacional 
sindicalista de la relación y sus bases ideológicas, Ed. Akal, Madrid, 1982, pág. 231 y ss.    
115Con anterioridad a la modificación de 1962, encontramos alguna sentencia que también que interpre ta la nota de 
dependencia de un modo flexible. Así, la sentencia que el Alto Tribunal dictó el 22 de septiembre de 1948,  señala 
que “ni la exclusividad ni el cumplimiento de precisa jornada son requisitos típicos del contrato de trabajo, como de 
la simple lectura del comentado art. 1 de la Ley se infiere”. 
116 El  Profesor Alonso Olea, en 1967, se pr onunció respecto del  descenso del número de t rabajadores autónomos, 
señalando que “la razón de que haya menos trabajos autónomos y cada  vez más trabajos por cuenta ajena, depende 
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liberales clásicas, esp ecialmente el Derecho y la  Medicin a, en el trabajo agrícola, o en la  
actividad llevada a cabo por pequeños com erciantes. Así, y aunque las m anifestaciones de es ta 
tendencia extensiva fueron escasís imas respecto de tal figura, encontramos algún reflejo de ellas  
en las norm as sobre descanso dom inical -apli cables a todo trabajo m aterial que suponga el 
empleo de la actividad  hum ana mediante el ejercicio de facultades físicas , incluido el de por 
cuenta propia 117- y en las nor mas de Seguridad Social que establecieron un régim en especi al 
dirigido al trabajador agrario po r cuenta propia y otro para los trab ajadores autónom os de 
servicios, industria y consumo. Estos extremos, aunque si bien es cierto suponen un avance en el 
tratamiento del colec tivo, no debemos interpr etarlos como una aproxim ación de éste al trabajo 
dependiente y por cuenta ajena, s ino, sim plemente como un sutil reflejo de la tendencia 
expansiva imperante en la época.  
 
2.5 P rimeras referenci as al trab ajo autónomo en la l egislación 
laboral por vía excepción: la Ley de Relaciones Laborales de 1976 
y el Estatuto de los Trabajadores 
 
       El final de la etapa franquista y la instauración de la Mona rquía trajeron consigo la 
modificación de la norm ativa labo ral. En  un contexto  po lítico ines table118 y en plena cris is 
económica, entró en vigor la Ley de Relaciones Laborales 119, que si bien  fue concebida com o 
una ambiciosa modificación total de la normativa laboral existente, finalmente, nacería como una 
mera alteración de la ordenación del contrato de trabajo. Respecto de lo que al objeto del presente 
estudio atañe, la Ley de 1976 t uvo un valor trascendental al ser la primera norma que abrió sus 
puertas, por vía de excepción, al  trabajador autónom o. De un m odo subsidiario, también resultó 
                                                                                                                                                           
de u n fe nómeno viejo ca da vez m ás desar rollado, a sa ber: el  fen ómeno de l a división de t rabajo. En el  m undo 
cultural en que vivimos, lo que pide la  sociedad no son bienes simples, sino bienes muy complejos, y esos bie nes 
muy complejos solo su rgen del e sfuerzo cooperativo de muchos trabajadores. (…) Entonces el t rabajo por c uenta 
ajena viene impuesto por esta necesidad, que a la vez impone la existencia de una persona, que es la que recoge estos 
esfuerzo i ndividuales”. Alonso Olea, M ., Montoya M elgar, A ., Se rrano C arvajal, J., Lecciones de Derecho del 
Trabajo (Curso médicos de empresa), Madrid, 1967,  pág. 14.  
117 C orresponde al art . 1. 1 de  l a Ley  de D escanso D ominical, de 13 de jul io de 1940. Est a i nclusión de l os 
trabajadores por cuenta propia se corroboraba en su párrafo segundo, que continúa diciendo que de la prohibición se 
excluyen “los trabajos realizados por cuenta propia por puro pasatiempo o destinados al mejoramiento del hogar”, 
por lo que a sensu contrario quedaban incluidos todos los demás. 
118 Se promulgó en el último Gobierno de Arias Navarro, siendo Ministro de Trabajo José Solís Ruiz. 
119 Para algunas autores, esta Ley trajo consigo cierta confusión, reflejo de la cual sería la modificación y suspensión 
de alguno de sus preceptos a  penas seis meses después de su naci miento por el  Real Decreto Legislativo de 8 de 
octubre de 1976, sobre medidas económicas. Alonso García, M., Curso de Derecho del trabajo, 8ª edc., Barcelona, 
1982, pág. 5. 
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relevante la inclus ión en su ám bito de colec tivos que hasta el m omento habían sido m arginados 
o, en el m ejor de los casos, tratados con recelo, a través de las r elaciones especiales de trab ajo. 
Sin lugar a dudas, tal apertura de la Ley de Relaciones Laborales, supuso, como dijera VALDÉS 
DAL-RE, “un m omento ascendente de las  tendencias a la dispersión de la  disciplina norm ativa 
del contrato de trabajo”120. 
 
       Esta norma, conformada por treinta y cinco artículos, tres dis posiciones finales, diez 
adicionales y dos transitorias, erige protagonista de su esfera de aplicación al trabajo dependiente 
por cuenta ajena, siguiendo la línea tradicional. 
 Dicha consideración se despre nde desde su primer precepto, que  mostrándose reacio al em pleo 
de la expresión contrato de trabajo, incluye en la presente Ley y demás normas reguladoras de las 
relaciones de trabajo a “todas las actividades labora les  retribuidas que se realicen  por cuenta y 
dependencia ajenas, salvo las excl uidas expresamente en el artí culo segundo”. Como se aprecia 
de su lectura, la Ley de 1976  recogía las caracterís ticas del contra to de trabajo al que la Ley de 
1944 aludía, pero evitando m encionar al mismo –“contrato de trabajo”- 121. Así, la nueva norm a 
volvía a exigir las notas de depe ndencia y ajenidad para la inse rción en su ám bito, aunque con 
ciertas m atizaciones. A  pesar de que la Ley  de  Relacio nes Laborales heredó el rasgo de 
dependencia de la normativa prec edente, a m ediados de los setent a, la concepción de la m isma 
era m uy distinta a la d e treinta añ os atrás, de bido a la evolución doctri nal y jurisprudencial, 
aludida en el apartado anterior. Ad emás, debemos señalar que la nota  de la ajenidad, al igual que 
en la Ley de 1944 –“todo trabajo u obra que se realice por cuenta  y bajo dependencia ajenas 
(art.2)”- res ultaba espe cialmente signif icativa, no sólo por  rem itir a e lla en el m omento de  
delimitar su esfera aplicativa, sino también por excluir ésta al trabajo por cuenta propia122.  
 
       Precisamente por este segundo párrafo, al que acabo de aludir, la Ley  de Relacio nes 
Laborales constituye una pieza de gran valor para el objeto del estudio, al  trata rse de la primera 
disposición que, sin perjuicio de la Ley de Descanso Dom inical, hace referencia  a la inc lusión 
del trabajado autónomo, aunque por vía de excepción, en el ámbito de aplicación del Derecho del 
Trabajo. As í, el art. 1. 2 LRL se ñalaba que “el trabajo  realiza do por cuenta propia no estará  
                                                 
120 Val dés Dal-Re, F., “ Unidad y  di versidad en l a re gulación del co ntrato de t rabajo: apu ntes de su  evol ución 
histórica”, Rev. Relaciones Laborales, nº 8, abril 2005,  pág. 13. 
121 Esto no nos puede llevar a creer que en ninguno caso acude al concepto de contrato de trabajo, ya  que, a pesar de 
no mencionarlo en el art. 1, si que recurre a él en otros preceptos como el 8.1, 10.2, 11, 12.1, 14… 
122 Se infiere de dicha exclusión la importancia que la Ley de Relaciones Laborales otorgaba a la nota de ajeneidad, 
ya que no expulsa expresamente al trabajo independiente o al trabajo no retribuido, sino que dedica parte de uno de 
sus artículos a marginar al trabajo por cuenta propia en contraposición con el prestado por cuenta ajena. 
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sometido a la legislación laboral, excepto en aquellos aspectos que por precepto legal se disponga 
expresamente”. En esta época, escasísim as er an las referencias que del trabajador autónom o 
encontrábamos, siendo la ya tan aludida Ley de  Descanso Dominical el ejemplo más conocido y 
que mejor clarificaba la referencia que el art. 1.2 hacía a “aquellos aspectos en que por precepto 
legal se disponga expresam ente”. Así, como ya dijera en el apartado an terior, dicha Ley prohíbe 
“en dom ingo y en fiestas oficiales de carácter  religioso, todo trabajo m aterial que suponga 
empleo de la actividad hum ana mediante el ejercicio de las  actividades físicas”, es decir, tanto el 
trabajo por cuenta ajena com o por c uenta propia. Tal inclusión se reafir ma cuando se rechaza a 
“los trabajos realizados por cuenta propia por pu ro pasatiempo o destinados  al mejoramiento del 
hogar”, es decir, a sensu contrario, incluye a los dem ás. Aunque pue de resultar in necesario por 
evidente, hay que decir que la ex tensión al trabajo por cuenta pr opia de norm as destinadas al 
trabajo po r cuenta ajena debía r ealizarse a trav és de dispo siciones con  rango  de ley, com o se 
desprende de la expresión “precepto legal”. 
 
       El Art. 2 LRL ofrecía una lista en la que encerraba una serie de relaciones que “se 
excluyen del ám bito de la legislación labora l”. Aunque cinco serán las m arginadas, solo 
prestaremos atención a una de ellas por gozar de ci erto interés respecto de la temática de estudio. 
Me refiero a “la actividad que se lim ite, pura y sim plemente, al cargo de con sejero en la s 
empresas que revis ten la for ma jurídica de sociedad ”123 y que trataré, posteriorm ente, en 
combinación con la relación especial del trabajo de alta dirección. 
 
       Como ya vi mos en el apartado an terior, durante la década d e los sesen ta se produce un a 
tendencia expansiva por vía judicial  que perm ite la inclusión en e l ámbito laboral de relaciones 
consideradas, hasta el mom ento, fronterizas. Pues bien, con la Ley de 1976, el fenóm eno 
expansivo vivido en el seno de los T ribunales se trasladó al ámbito de la legislación de la m ano 
de las relaciones laborales especiales. No se debe  caer en el error de p ensar que la L ey de 1976 
fue pionera en este tipo relacione s. De un m ero repaso a las leye s precedentes se desprende que 
las relaciones especiales de trabajo resultaron una constante en la historia del Derecho Laboral124. 
                                                 
123 Esta exclusión fue tomada del art. 61.2.a) de la Ley de Seguridad Social, que tras incluir en su esfera aplicativa a 
los altos cargos, a los cuales l a Ley de Contrato de Trabajo de 1944 rechazaba, mantiene al margen de su regulación 
a “quienes ost enten pura y sim plemente cargos de consejeros e n las empresas que adopten form a jurídica de 
sociedad”.   
124 Ya el Código del Trabajo de 1926 aludía a diferentes contratos especiales como el de aprendizaje, el de trabajo en 
relación a las obras y servicios públicos y al contrato de embarco. Las Leyes de Contrato de Trabajo de 1931 y 1944 
distinguían entre las modalidades especiales del  contrato, ent re las que se encontraban los contratos de t rabajo en 
común, en grupo, la relación de auxilio asociado, servicios u obras publicas y unos contratos especiales, entre ellos, 
el de aprendizaje. 
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        Parece que el principal interés de la LRL era ampliar la esfera aplicativa del Derecho del 
Trabajo. Muestra de estas ansias de progreso es su  Exposición de Motivos la cual señala que “la 
Ley no puede ni debe olvidar el futuro y ha de anticiparse, en la medida de la posible, a los 
criterios y nuevos planteam ientos que se adivinan  en un porvenir inm ediato”. Así, y en busca de 
tal avance, el legislador reconoció que no todas las relaciones laborales tenían cabida en un 
régimen unitario com ún y otorgó a las que hasta el  momento habían resultado discutidas por su 
especialidad, el tratamiento específico que requerían.  
 
       El art. 3 L RL se hizo cargo de ell o, ofreciendo una lista en la que se calificab a de  
relaciones laborales de carácter esp ecial a d oce m odalidades de trabajo 125, cuyo único 
denominador común era el interés de singularizar su régimen jurídico respecto del ordinario. Esto 
fue criticado en la época, ya que al no señalars e el por qué de sus espe cialidades, exigiéndoseles 
únicamente los requisitos previs tos por el art.1, colectivos no mencionados se sintieron 
marginados al no  co mprender q ué es lo q ue había llevado al legislador a incluir a unas 
modalidades de trabajo, dejando al margen a otras, igualmente, peculiares. 
Esta relación, finalizaba con una  cláusu la de cierre, que  catal ogaba de relació n especial a 
“cualesquiera otros trab ajos prof esionales que sean expres amente declarados com o relación 
laboral de carácter especial por una ley”. Tal disposición resultaba  controvertida, ya que, a tenor 
de la letra, podría permitir la laboralización de otras actividades, hasta el momento marginadas al 
ser consideradas trabajo autónomo. De hec ho, autores de la época contemplaron tal 
                                                 
125 Art.3: Uno. Son relaciones laborales de carácter especial las que, reuniendo las características del artículo uno, se 
enumeran en el apartado siguiente: 
a) El trabajo al servicio del hogar familiar, en sus diversas modalidades. 
b) El trabajo a domicilio. 
c) El t rabajo c on l as pe rsonas c on ca pacidad física o psíquica di sminuida, en el  grado que 
reglamentariamente se determine.  
d) El trabajo en el mar. 
e) El trabajo en la navegación aérea. 
f) El aprendizaje en la artesanía. 
g) El trabajo de los deportistas profesionales. 
h) El trabajo del personal civil no funcionario al servicio de establecimientos militares. 
i) El trabajo de los artistas de espectáculos públicos. 
j) El trabajo de los representantes de comercio. 
k) El trabajo de alta dirección o de alta gestión de la empresa no excluido en el art. 2, apartado c). 
l) Las actividades laborales de los internos de los centros penitenciarios en su s diversas modalidades y d e 
acuerdo con su naturaleza respectiva. 
m) Cualesquiera otr os trabajos pr ofesionales qu e sean expresamente declarados c omo relación la boral de 
carácter especial por a Ley. 
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ensanchamiento del á mbito aplic ativo de l Der echo del Trabajo co mo una tendencia de la 
disciplina laboral hacia su conversión en derecho profesional126.  
 
       Por otro lado, la disposición ad icional 4ª LRL com pelía al Gobierno a aprobar, en el 
plazo m áximo de dos años, disposiciones especial es que contuvieran el tratam iento específico 
que cada una de las relaciones enum eradas debía de recibir. Pues bien, el  Gobierno no desarrolló 
el régimen de ninguna de las relaci ones en el plazo previsto, lo cu al dio lugar a que, en base a la 
disposición transitoria 1ª, continuara en vigor la normativa hasta entonces aplicable. 
 
       A pesar de que, com o hemos dicho antes, son doce las relaciones especiales de las que 
habla la Ley, solam ente nos haremo s cargo d e tres d e ellas , al se r las de m ayor interés para la 
investigación, es decir, el trab ajo a dom icilio, el de los representa ntes de comercio y el de alta 
dirección y gestión:  
 
       La especialidad del  trabajo a domicilio ha sido puesta de m anifiesto a lo largo  de este 
estudio, apreciándose un debilitam iento de la nota de dependencia . Autores como ALONSO 
OLEA127 señalaban, en la época, que la Ley de 1976 perdió una gran oportunidad para 
“establecer la distinción, hoy y si empre, tan confusa, y con repe rcusiones profundas en m ateria 
de Seguridad Social, de cuando nos hallam os ante un trabajador autónom o y cuando nos 
hallamos ante un trab ajador por cu enta ajena, c on presunción en favor de este últim o tipo de  
relación en cuanto aparezca la fi gura de un empresario  com o autor del en cargo realizado a  
domicilio, e specialmente, si hay  en trega d e m ateriales por su parte, o traba jo segú n m odelos, 
patrones o instrucciones, aunque el pago del trabaj o se pretenda hacer a tanto alzado”. El m ero 
hecho de efectuar dicha reflexión nos lleva a pe nsar que, a estas altura s y tras los num erosos 
debates que se habían llevado a cabo a lo largo de los años en torno a la figura, aún a finales de 
los años setenta se seguía contemplando al trabajador a domicilio con cierta desconfianza, debido 
a su alto nivel de independencia.128 
 
                                                 
126 Bayón Chacón y Pérez Botija entendían que el  art . 3 c onvertía a una  seri e de pr ofesionales en t rabajadores 
especiales, es  decir, t rabajadores s ometidos a l a l egislación l aboral, aunque c on un r égimen no rmativo si ngular. 
Bayón Chacón, G. y Pérez Botija, E., Manual del Derecho del Trabajo, 11ª edc., Madrid, 1977-1978, pág. 255. 
127 Alonso Olea, M., Diecisiete Lecciones sobre la Ley de Relaciones Laborales, Universidad de Madrid-Facultad de 
Derecho Madrid, 1977, pág. 51. 
128 En materia de trabajo a domicilio resulta de g ran interés las obras llevadas a cab o por de la Villa Gil, L. E., El 
trabajo a domicilio, ( dir.) Pérez B otija, Euge nio / Bayón C hacón, Gas par, Ciencias Po líticas económicas y  
comerciales, 1 963; “Con trato d e trab ajo a d omicilio”, en  AA VV: d e la Villa Gil,  L. E., García Nin et, J. I., 
Comentarios a las Leyes Laborales. El Estatuto de los Trabajadores, t. III. Madrid, Edersa, 1985 
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       Sólo a m odo de m ención, y aprovechando que el colectivo que m ayor confusión genera 
en relación al trabajo a dom icilio es la artesanía, hem os de apuntar  que, como ya ocurriera en la 
Ley precedente, se v e cierto inte rés por parte del leg islador de fomentar el trabajo d el artesano, 
estableciendo como relación especial el aprend izaje en la artesan ía. Tal interés resu lta del todo  
chocante, si tenemos en cuenta que el trabajo ar tesano viene constituyendo el tipo tradicional del 
trabajo autónomo. 
 
       Respecto a los agentes de comercio, cuya m ayor transformación vino de la m ano de la 
Ley precedente, tenemos que decir que continu ó recibiendo igual tratam iento al adoptado hasta 
entonces. La falta de desarrollo por part e del Gobierno de un régim en específico129 hizo que el 
régimen jurídico de este tipo de trabajadores continuara condicionado al segundo párrafo del art. 
6 de la Ley de Contrato de Trabajo de 1944.  
Encontrar la singularidad que ha cía especial a es te co lectivo resultaba dificultoso, ya que 
teniendo en cuenta qu e la retribu ción en form a de com isión era contem plada como algo usual, 
difícilmente podía ser calificada de  especial la prestación de una  persona que trabaja para un 
empleador para al cual queda sometido. En ef ecto, una vez llevada a cabo la distinción entre 
agentes co merciales y  represen tantes de comerc io, nada im pedía c onsiderar a estos últimos 
trabajadores comunes. Por ello, se p uede llegar a pensar que más que un régimen especial lo que  
se llevó a cabo fue un régimen artificial, motivado, quizá, por condicionamientos externos. 
   
       Respecto de los altos cargos, debemos afirmar que, aunque teóricam ente, a través de la 
LRL, queda ban incluidos en la esfera aplicativ a del Derecho del Trabajo com o una relación 
laboral especial, en la práctica, su situación apenas varió.   
El art. 3.k ), rela tivo a la inclus ión del trabajo de alta dirección o de alta g estión en la esf era 
laboral, finalizaba refiriéndose al art. 2. c), lo que nos obliga a analizar, de manera conjunta, el 
tratamiento otorgado al personal de  alta dirección y a los consej eros de em presa. El régim en 
jurídico que la LRL ofrecía a am bos colectivos fue tom ado del ar t. 61.2 a) de la Ley de la 
Seguridad Social de 21 de abril de 1966, que distinguía, dentro del grupo de los altos cargos de la 
empresa, dos categorías, una, que incluía al pe rsonal directivo y, otra, que excluía al sim ple 
consejero.  
Así, en base a a mbos precep tos, podem os decir que la Ley de Relaciones Laborales pasaba a 
constituir tres categorías distintas dentro de los colectivos situados en los estratos más altos de la 
                                                 
129 Su in corporación definitiva a la esfera ap licativa del Derecho del Trabaj o se retrasó hasta lo s Reales Decreto s 
2003/1981, de 4 de septiembre y 1195/ 1982, de 14 de mayo. 
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empresa. De este modo, hallamos exceptuados de su es fera aplicativa a los consejeros; incluidos 
en la misma, a través de una relació n especial, a los puestos de alta gesti ón o de alta dirección; e 
incorporados, pero a través de una relación común, al resto de los cargos directivos. 
 
       El comportamiento seguido por la legislación laboral respec to de este grupo de 
trabajadores, es decir, p rimero excluirlo para, tr as su regulación en la esfera de la Seguridad 
Social, proceder a su inclusión, parece un patró n adecuado para extrapolar al caso del trab ajador 
autónomo. Y es que, si bien su aplicación al autónom o stricto sensu p udiera resu ltar forzada,  
parece del todo idónea para el trabajador autónom o econó micamente dependiente, cuyas 
especialidades respecto  del trab ajador com ún as alariado, no se alejan demasiado de las que 
ofrece el co lectivo de los altos cargos. De dicha reflex ión nos ha remos cargo,  a lo largo de la 
tesis.  
 
       Por otro lad o, hay que decir que d e la LRL parece inferirse que el le gislador estab a 
plenamente convencido de que el trabajador de a lta dirección era un trabaj ador asalariado en el 
que concurrían todas las notas tí picas del contrato de trabajo, ya que si no, le exigiría la 
concurrencia de “las características del artículo primero uno”. Pues bien, encontram os, en cierto  
modo, incompatibles la exigencia de tales notas y el art. 3. k). Re querir la nota de dependencia al 
alto cargo, teniendo en cuenta qu e, por lo general, se le otorga una se rie de facultades 
caracterizadas por la autonom ía c on la que se llevan a cabo, no parece resultar del tod o 
apropiado, si no es debidamente matizado.  
 
       Para terminar, y volviendo a lo dicho al inicio de la exposición, aunque en base a la letra 
de la ley, los altos cargos dejaba de situarse extramuros del Derecho del Trabajo al irrumpir como 
una relación especial, esto no fue del todo cier to. Y es que, al no cumplir el Gobierno con la 
obligación que le constreñía de aprobar disposici ones que establecieran el tratam iento específico 
que el colectivo debía de recibir130, en base a la disposición transitoria primera, continuó en vigor 
el art. 7 de la Ley de Contrato de trabajo de  1944, que com o ya sabem os, les exceptuaba de su 
ámbito. Así, la aplicació n, por parte de los Tr ibunales, de esta norm a preceden te provocó que 
numerosos trabajadores de alta dirección continuaran al margen de la normativa laboral. 
 
                                                 
130 Su incorporación definitiva a la esfera ap licativa del Derecho del Trabajo se retrasó hasta el RD 1382/1985, de 1 




       El Estatuto de los Trabajadores, de 10 de marzo de 1980, sucesivamente modificado hasta 
desembocar en la refundición de 1995, vuelve a er igir como único prota gonista de su esfera  
aplicativa al trabajador dependiente. Nos conducirá a tal concepción una sim ple lectura de su art. 
1.1, el cual señala que “la presente ley será de  aplicación a los trabajadores que presten sus  
servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y dirección de otra 
persona, física o jurídica, denom inada empleador o empresario”. Como se aprecia, los  rasgos de 
dependencia y ajenidad, que desde sus orígenes han acompañado a la figura objeto de regulación 
del Derecho del Trabajo, continúan presentes en esta norma. En efecto, esto queda so bradamente 
reconocido, no sólo en el precep to mencionado, sino en otros m uchos que a continuación citaré.  
Desde su inicio, en el Título I, bajo la rúbrica “De la relación individual de trabajo”, encontramos 
artículos en los que se ponen de m anifiesto di chas notas. Así, la dependencia, tal y como 
sucediera en leyes precedentes, ha ce acto de presencia cuan do se alude a los derechos y deberes 
laborales. D e este m odo, el art. 5.c) señala que “los trabajadores tienen  com o deberes bás icos 
(…) cum plir con las órdenes o instrucciones del empresario en el ejercicio regu lar de sus  
facultades directivas”. Lo propio ocurre con el rasgo de ajenidad, incluido en la definición que de 
salario con cede el art. 26 y que  entiende por tal concepto “la totalidad de las percepciones  
económicas de los trabajadores, en  dinero o en especie, por la s prestaciones de los servicios  
laborales por cuenta ajena”. El Título II no esca pa al protagonism o del trabajador dependiente. 
Así, al regu lar “lo s derechos de representación  colectiva y reunión de los trabajadores en la 
empresa”, deja claro que se está  haciendo referencia a los órganos  de representación unitaria de  
los trabajad ores depend ientes y por cuenta a jena. De la m isma manera, el T ítulo III, ba jo e l 
enunciado “de la negociación colectiva y de los convenios colectivos”, continúa esta línea, 
dejando claro, en los doce precep tos que lo cons tituyen (arts. 82-9 2), que los sujetos qu e 
participan en los convenios col ectivos son los representantes de  los empresarios y trabajadores  
asalariados y que el objeto de los m ismos es la regulación de  las con diciones de  tr abajo de l 
trabajador dependiente.    
 
       El extrañamiento del trabajador autónomo del ámbito aplicativo del Estatuto también se 
manifiesta en el tratamiento recibido por las llamadas relaciones especiales de trabajo, las cuales, 
a pesar de revelar ciertas anom alías, responden al m olde del trabajo de pendiente por cuenta 
ajena. De este m odo, y continuando la línea se guida a lo largo del es tudio, analizarem os l a 
situación de aquellos colectivos que, por su ci erto grado de autonom ía, se m antuvieron durante 
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largo tiem po al m argen del Der echo del Trabajo y que ahora s on incluidos en él siem pre y 
cuando vayan acompañados de la dependencia y ajenidad que la relación laboral exige.  
 
       La norma laboral adoptó para el personal de alta dirección un esquem a equivalente al 
utilizado por la Ley anterior. E l Estatuto, tras  excluir de su  ámbito aplicativo al co nsejero131, al 
igual que ya hiciera la Ley de 1976, da albergue, en  su art. 2.1.a), al pers onal de alta dirección y 
encarga al Gobierno la aprobación de una norma especifica, en su Disposición adicional segunda.  
 
       Al igual que ocurriera con anterioridad, hasta el m omento en que se aprueba una 
regulación especifica, la inclu sión de este colect ivo en la ór bita del Derecho del Trabajo result ó 
del todo conflictiva. Po r ejemplo, resultaba m uy complicado, debido a la incertidumbre y a la 
falta de homogeneidad de los criterios en los que se apoyaban las distintas soluciones  
jurisprudenciales, llevar acabo una distinción clara entre la fig ura del alto cargo respecto de la de 
consejero. Por todo ello, debem os decir que la verdadera inte gración del personal de alta 
dirección dentro de los  contor nos del ordenamiento laboral no tuvo lugar ha sta la entrada en 
vigor del Real Decreto 1.389/1985, de 1 de agosto.  
 
       Esta afirmación no nos debe llevar a pensar que la entrada en vigor de dicha norma  
resolvió todas las cuestiones surgidas en torno a la figura. Precisamente, será su propio contenido 
el que nos conduzca a nuevas controversias. El art. 1, en su apartado  segundo, señala que se 
considera personal de alta dirección “a aquellos trabajadores que ejercitan poderes inherentes a la 
titularidad jurídica de  la Em presa, y re lativos a los  obje tivos g enerales d e la m isma, con 
autonomía y plena responsabilidad  solo lim itadas por los criterio  e instrucciones  directas 
emanadas de la persona o de los órganos superiores de gobierno y adm inistración de la Entidad  
que respectivamente ocupe aquella titu laridad”. De su mera lec tura, se  desprende que lejo s de  
exigir al alto cargo sub ordinación en el desem peño de sus funciones, como así requiere el art. 1 
del Estatuto, le otorga un alto grado de autonomía para el desarrollo de las mismas (“autonomía y 
plena responsabilidad”). Este pr oceder por parte del legislador, solo r esultará comprensib le en 
base a una atenuación extrema de la nota de dependencia132. 
                                                 
131 Art. 1. 3.c) ET: 
 Se excluye del ámbito regulado por la presente Ley: (…) La activ idad que se limite p ura y sim plemente, al m ero 
desempeño del cargo de consejero o miembro de los órganos de administración en las empresa que revistan la forma 
jurídica de sociedad, siempre que su actividad en la empresa solo comporte la realización de cometidos inherentes al 
cargo. 
132 Esta idea ha sido apoyada por buena parte de la doctrina. Así, autores como Pérez de l os Cobos Orihuel o Vidal 
Caruana afirmaron la atenuación de la subordinación en relación con los altos cargos. Pérez de los Cobos Orihuel, F., 
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        La laboralización de esta figura vino acom pañada, desde un punto de vist a doctrinal, de 
opiniones encontradas. Así, m ientras algunos cr eían hallarse ante verdaderos trabajadores 
subordinados, otros consideraban que se trataba de una m era laboralización parcial, de carácter 
constitutivo, es decir, una laboralización decidida por la ley al m argen de que concurran o no las 
notas del art.1 del Estatu to, y que ob edece a otro tipo de m otivaciones, distintas a las puram ente 
jurídicas133. El conflicto que la dicotom ía autonom ía-subordinación del alto cargo llegó a 
provocar que diversos com entaristas134 del Real D ecreto de 1985 vier an en la figura del alto 
cargo, una tercera categoría situada entre el trabajador dependiente  y el trabajador autónom o, es 
decir, un trabajador cuasi autónomo o cuasi dependiente. 
  
       Como ya dijéramos al tratar la Ley de  1976, la vía seguida para la  regulación de los altos 
cargos, en la que la nota de depe ndencia adquiere un grado de flex ibilidad extremo, parece una 
solución idónea para dar respuesta a las ansias de protección m anifestadas por el trab ajador 
autónomo económ icamente dep endiente. Tales  son las  sim ilitudes en tre am bas figuras que,  al 
igual que ocurría con la alta dirección, tam bién encontramos voces que apoyan la idea de un  
tertium genus relativo al autónomo dependiente.  
 
       El Estatuto también incluye dentro de su art. 2.1.f) la siem pre controvertida figura de los 
representantes de comercio y señala que se considerará relaci ón laboral de carácter especial “la 
de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios 
sin asum ir el riesgo o ventura de aquéllas”. P or otra parte, a sensu contrario, su art. 1.2.f), 
excluye de su ám bito de aplicación a “la activ idad d e las perso nas que intervengan en 
operaciones m ercantiles por cue nta de un o o m ás em presarios, siem pre que quede n 
personalmente obligados a responder del buen fin de la operación asum iendo el riesgo y ventura 
de la misma”.  
 
       En el Estatuto, la dicotomía trabajo dependiente-trabajo autónomo queda reflejada en el 
tratamiento conferido a la figura del rep resentante de co mercio y a la del agente com ercial, 
                                                                                                                                                           
“El tr abajo subordinado como t ipo con tractual”, Documentación Laboral, n º 39, 1993 ; Vidal Caruana, G., El alto 
directivo y su relación laboral: personas afectadas, poderes y responsabilidad, Consejeros Laborales e Información 
Social, Madrid, 1987, pág. 249. 
133 Martínez Moreno, C., La relación de trabajo especial de alta dirección, Madrid, CES, 1994, pág. 149. 
134 Pendás Díaz , B., “El ámbito subjetivo de la relación la boral especial del  personal de al ta dirección a la luz de la 
jurisprudencia”, en Documentación Laboral, número monográfico sobre las relaciones laborales de carácter especial 
a la luz de la jurisprudencia, 1985, pág. 98. 
 79
basando tal distinción en la nota de ajeneidad. As í, m ientras los representantes de com ercio 
quedan incluidos en su esfera ap licativa, aquéllos que responden “del buen fin de la operación 
asumiendo el riesgo y ventura de la misma” se mantienen al margen.  
 
       Tras diferentes intentos135, esta relació n especial fue de sarrollada por el  Real Decreto  
1.439/1985, de 1 de agosto 136, a través del que se pretendió “resolver las cuestiones que l a 
experiencia de los últimos años ha mostrado necesitadas de una regulación más completa”, como 
señala la E xposición de Motivos. Pues bien, tr as su prom ulgación, m ientras la figura del  
representante de com ercio quedaba perfectam ente regu lada, la del age nte com ercial resu ltaba 
carente de todo tratam iento esp ecífico. En efecto, tal colectivo constituía una figura jurídica 
atípica que quedaba a expensas de lo establecido en los propios  contratos y en alguno de los 
preceptos incluidos en la legislación mercantil y civil.  
 
       Esta imprecisa situación se mantuvo hasta 1992, año en el que se ap robó la Ley de 27 de 
mayo de 1992, reguladora del Contrato de Agenci a, en aplicación de la Directiva CEE 86/653 de 
18 de diciembre sobre coordinaci ón de los  ag entes com erciales. A pesar de que  con la nueva 
norma, la confusión que había perseguido a lo la rgo de los años a tale s figuras debiera haber 
desaparecido, en realidad no fue así.  Casi en su totalidad, el tratamiento normativo de la agenci a 
mercantil coincid ía con  el RD 1438/1985. Para justif icar la deslabo ralización del contrato de 
agencia, la Ley sustituy ó el concep to definitori o de la aje nidad ( riesgo y ventura) por el de 
dependencia. De este modo, la nota funda mental que perm itía diferenciar al representante de 
comercio del agente mercantil era la dependencia del primero frente a la autonomía del segundo. 
No obstante, distinguir tales figuras en base a dicha nota resulta cier tamente dificultoso, en 
mayor medida en aquellos casos en los que la de pendencia de los representantes de com ercio se 
presenta atenuada y la independencia del agente  se ve lim itada com o c onsecuencia de ciertas 
instrucciones. Por todo ello, habrá que decir que la línea existente entre una y otra se muestra tan 
extraordinariamente tenue, que, en muchos casos, hace imposible la distinción. 
Así pues, baste decir que, pese a no habers e llevado a cabo una derogación expresa del RD 
1438/1985, lo que se ha producido realmente es una novación normativa137. Aún en nuestros días 
el debate judicial entre ambas figuras persiste138.  
                                                 
135 Los Reales Decretos  2.033/1981, de 4 de septiembre y 1.195/1982, de 14 de mayo. 
136 Su promulgación se fundamentaba en la disposición adicional primera de l a Ley 32/1984, de 2 de agosto, sobre 
modificación de determinados artículos del Estatuto de los Trabajadores. 
137 López Gandía, J., Contrato de trabajo y figuras afines, Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, pág. 45. 
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        Volviendo al ET, simplemente, hay que hacer una mención al tratamiento recibido por el 
trabajo a domicilio, el cual, al no  coincid ir con exactitu d con el modelo de trabajo que la 
legislación laboral había erigido como típico, resultó  controvertido. Ahora, tras la flexibilización 
de la nota de dependencia, el carácter laboral de esta p eculiar modalidad de prestación resulta 
incuestionable. 
 
       A diferencia de la LRL, en la que e l trabajador a dom icilio aparece como una rela ción 
especial, en el Estatuto de los Trabajadores pasa  a configurarse como una relación común. El art. 
13 ET es el encargado  de establecer el tratamiento que se le otorga. E l precepto comienza con la 
noción de trabajo a do micilio, en la que se dest aca, al igu al que ocu rriera en ley es anteriores,  
tanto el lugar en donde se lleva a cabo la prestaci ón, como la falta de vigi lancia directa por parte 
del em presario. Por el contrario, nada se dice  de aquellos supuestos que desde la prim era 
regulación de la figura, en el año 1926, habían sido diferenciados de la misma. Ahora, el Estatuto 
omite cualquier alusión relativa al trabajador autónomo, concretamente a aquél que trabajando en 
su domicilio acude directamente al mercado sin intermediación de un empresario. Este “olv ido” 
no nos debe llevar a eng año, ya que, a través de la dispos ición adicional 4ª, el legislador rem itía, 
en todo lo que no estuviera contem plado en el E statuto, a las previsiones c ontenidas en el Título 
II, del Libro II, de la Ley del Contrato Trabaj o de 1944, es decir, al art.115, encargado de acoge r 
tal exclusión.  
 
       Digamos por último que aquellos colectivos que años atrás, cuando la fuerza del concepto 
estricto de dependencia se hacía  palmaria, habían sido expulsados de la disciplina laboral por ser 
considerados independientes, ahora, a partir de  una noción de dependencia flexible, pasaban a 
formar parte de la m isma, no como trabaja dores autónomos sino como personal subordinado 
sometido a una dependencia atenuada.   
  
       Visto el protagonismo del que goza el trabajador dependiente en el Estatuto, y ya para 
concluir este apartado, aludirem os al tratam iento recibido por el tr abajador autónom o. Su 
exclusión n o sólo se p roduce de u n m odo indirecto, como de m uchos de los p receptos d el 
Estatuto se desprende, sino que expresam ente la Ley se hace cargo de esa m arginación. Así, por 
un lado, el art. 1.3.g) exceptúa de su esfera de  protección a “todo trabaj o que se efectúe en 
                                                                                                                                                           
138Cámara Botía, A., “C ontrato de Tra bajo y  agencia m ercantil: ¿ modificaciones de las frontera s del contrato de 
trabajo?”, Revista española de Derecho del Trabajo, nº 77, 1996.  
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desarrollo de relación distinta de la que define el apartado 1 de este artículo”, entre los que se 
encuentra, por supuesto, el trabaj o independiente por cuenta propia . Por otro, reproduciendo lo 
indicado en la LRL, la disposición final 1ª, bajo  la rúbrica “Trabajo por cuenta propia”, acuerda 
que “el trabajo realizado por cuenta propia no estará sometido a la legislación laboral, excepto en 
aquellos aspectos que por precepto legal se disponga expresamente”. Resulta convencionalmente 
admitido que la expresión legal “por cuenta propi a” abarca tanto la actividad de quien asum e los 
resultados y riesgo de su trabajo, com o de los trabajadores independientes que trabajan en 
régimen de autoorganización 139. Con esta disposición, aun conde nando al trabajador autónomo a 
mantenerse fuera del perímetro del ordenamiento laboral, se deja abierta una  vía que asegura, de 
modo excepcional, una discrecional laboralización parcial de la institución, cuando convenga por 
razones de política social.  
 
       No podemos decir, que la aplicación de esta disposición haya sido generosa, sino m ás 
bien todo lo contrario. Quizá, ello se deba , como ha señalado MONTOYA MELGAR, a que “la 
propia naturaleza del trabajo aut ónomo impide la aplicación del grueso de las norm as laborales, 
cuya efectividad pende de  la exis tencia de una empresa que las cum pla”140. El desarrollo de tal 
disposición será abordado, con detenimiento, en el siguiente apartado. 
                                                 
139 Garcí a R ubio, M . A., “ Presunción de no laboralidad y pr omoción de trabajo i ndependiente en  l a expe riencia 
francesa”, en Relaciones Laborales, nº 18, 1986, pág. 26. 
140 Montoya Melgar, A., “Sobre el trabajo dependiente…”, cit., pág. 71. 
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Capítulo II. APLICACIÓN DE NORMAS DE DERECHO DEL TRABAJO Y 
DE LA SEGURIDAD SOCIAL AL TRABAJO AUTÓNOMO 
 
 
 Como hemos señalado, la disposición final 1ª del Estatuto de los Trabajadores, a penas ha 
sido implementada, existiendo escasísim as previsiones para una aplicación parcial del Derecho 
del Trabajo  al colectiv o de los trabajadores p or cuenta p ropia. Únicam ente, para cuestiones  
concretas, tales como el reconocimiento de la posibilidad de afiliación sindical de los autónomos 
sin em pleados a su servicio o la extensión de  ciertos deberes em presariales en m ateria de 
prevención de riesgos laborales, el legislador ha optado por materializar lo dispuesto por aquélla. 
Por el contrario, desde los años ses enta este colectivo ha quedado incluido en la norm ativa de la 
Seguridad Social, produciéndose una paulatina convergencia entre el régim en general y el 
especial de los trabajadores autónomos. 
 
1. Legislación sindical 
 
Antes de proceder al an álisis de los  derechos colectivos propios de estos trabajado res, 
debemos contextualizar la temática a analizar. En las últimas décadas, parece que el individuo ha 
entendido q ue la consecución de s us fines, resu lta m ás eficaz si en su  lucha se une a o tros 
individuos con los que com parte un m ismo interé s. Hoy, am parados en el  artículo 9.2 de la 
Constitución española de 1978 141, num erosas son las personas que, organizándose, aúnan sus 
fuerzas en la lucha por un objetivo com ún. Este fenóm eno asociativo 142 se  extiend e 
progresivamente en lo s distintos  ám bitos de la soc iedad; person as que co mparten un a 
enfermedad, una af ición o sim plemente una determ inada situ ación143 batallan reclam ando 
                                                 
141 Art. 9.2 CE: 
 Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de 
los grupos en que se i ntegra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o di ficulten su pl enitud y 
facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. 
142 Se trata de un fenómeno propio de las sociedades democráticas y del Estado de Derecho, como así lo entiende el 
Tribunal Con stitucional, en  su sen tencia de 14  de junio, en la qu e sub raya que “la libertad de aso ciación es un  
componente esencial de las democracias pluralistas, pues sin ella no parece viable en nuestros días un sistema tal, del 
que resu lta en d efinitiva, uno de sus elemen tos estructurales como ingrediente del Estado Social de Derecho, que 
configura nuestra constitución y, por su propia naturaleza repele c ualquier interferencia de los poderes públicos”. 
(RTC 1999\104). 
143 Resultan un ejemplo destacado de este fenómeno asociativo las asociaciones de c onsumidores y usuarios, a l as 
cuales se refie re el art. 51.2 CE, y que se regula n en la Ley  26/ 1984, de 19 de j ulio, pa ra l a Def ensa de l os 
Consumidores y Usuarios. La razón de ser de estos entes hemos de buscarla en el hecho de que, en nuestros días, se 
 83
aquello que consideran que en justicia les pert enece, ejerciendo en muchos casos una importante 
presión frente al Gobierno, que, en num erosas ocasiones, se ve obligado a som eterse a sus 
peticiones. En este tejido es en el que debem os fijar el es tudio de los d erechos colectivos de los 
autónomos; y es que la tom a de conciencia de que la unión de fuerzas es el instrum ento m ás 
eficaz para la obtenció n de un fin, no ha pasa do desapercibido para estos trabajadores que 
comienzan a constituir asociaciones en defensa de sus intereses 144. Como ya dijéramos en el 
capítulo anterior, fue precisam ente la unión de los obreros la que propulsó el nacimiento de la 
disciplina laboral, com o respuesta a sus reivind icaciones. Sólo cuando lo s individuos se aliaron  
se vieron satisfechas sus preten siones, que el D erecho Común, er a incapaz de satisfacer. Sería 
este conjunto de trabajadores de caracterís ticas e intereses semejantes el que consiguiera avan zar 
en lo que a sus condiciones de vida y laborales se refiere. Por el contrario, los heterogéneos 
autónomos nunca tuvieron en su mano este medio de defensa que sólo el compartir una condición 
o situación determ inada otorga, propiciando ta l carencia que encontraran un arduo cam ino a la  
hora de reivindicar sus disímiles intereses. En los últimos años, asistimos a un cambio relativo en 
la situación anteriormente descrita; en efecto, recientemente grupos concretos de trabajadores por 
cuenta propia, tras identificar problemas comunes145, y tras la estela del fenómeno asociativo en 
auge en nuestros días, se han unido constit uyendo un cada vez m ayor número de asociaciones, 
algunas de ellas de gran tras cendencia y representatividad 146, que vienen reclam ando la atención 
hasta ahora147 negada por parte de los poderes públicos. De este modo, partiendo de la necesidad 
de constituir colectivos  de in terés sem ejantes para la c onsecución de instrum entos colectivo s 
eficaces, emprenderemos el análisis de la m ateria ten iendo en m ente la necesid ad de oto rgar 
tratamientos dispares según se traten de tr abajadores autónom os tradicionales, tam bién 
denominados puros, o de trabajadores autónom os económicamente dependientes, dado que sus 
reivindicaciones poco tienen en común. 
 
                                                                                                                                                           
da una mayor complejidad del mercado y  una posición frágil del  consumidor (desde el  punto de vista individual) 
frente a las grandes empresas. 
144 Entre otras, la Organización  de Profesionales y Autónom os (OPA), la  Uni ón de Profesionales y Trabaj adores 
Autónomos (UPTA) o la asociación de Trabajadores Autónomos (ATA). 
145 Sobre este tema, Cru z Villalón afirma que “La p rogresiva evolución del tej ido social en lo  que atañe a cierto s 
grupos de trabajadores autónomos, está produciendo progresivamente lo que podríamos denominar una conciencia 
identitaria”. Cruz Villalón, J., “Propu estas para un a regulación del trabajo autónomos”, en Fundación Alternativas, 
http://fundaciónalternativas.com, Documento de trabajo 17/2003, págs. 42-43. 
146 Las asociaciones m ayoritarias del sector s on ATA (Federación Nacional de Tra bajadores Autónomos) y UPTA 
(Unión Profesional de Trabajadores Autónomos). 
147 Con la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo, el Gobierno ha p retendido poner fin al 
oscurantismo jurídico en el que el colectivo se encontraba. 
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Pues bien, en este novedoso contexto, en  el que destaca la participación de los 
ciudadanos en la v ida política, económica, cultural y social del país y en el que el colectivo de  
trabajadores autónomos une sus fuerzas en defens a de intereses com unes, veremos como éstos, 
hasta la promulgación de la Ley 20/2007, de 11 de julio, venían rigiéndose por una nor mativa 
que hoy se antoja sup erada y anclada en una ins titución que en nuestros días se m anifiesta en  
decadencia148: el sindicato.  
 Así, nos centraremos en el Derecho positivo que,  hasta la llegada de tan esperado Estatuto, regía 
los derechos colectivos de los trabajadores autónomos. 
 
 
Comenzando por el Texto Constitu cional de 1978, considerándolo punto de partida de 
la temática a abordar 149, diremos que éste, contin uando con la  tradición de norm as precedentes, 
no realiza de manera expresa mención alguna al trabajador autónomo a lo largo de su articulado. 
Tendremos que acudir al art. 28 CE para encontra r una posible vía en la que enm arcar, de algún 
modo, dicha figura. Con la expresión “todos tienen  derecho a sindicarse libremente”, se inicia un 
artículo extenso que sólo aporta ambigüedad a una materia por sí misma compleja150. El hecho de 
que no contenga una definición de “trabajador” acentú a la dificultad de determ inar a qué sujetos  
se refiere cuando apunta a “todos”co mo titulares de  un derecho funda mental de tal envergadura.  
La flexibilidad con la q ue la Constitución abo rda la sind icalización debemos interpretarla en el 
contexto en  que la m isma se lleva a cabo 151, que queda reflejado en palabras del Tribunal 
Constitucional cuando afirma que “la Constitución es un marco de coincidencias suficientemente 
amplio como para que dentro de él quepa n opciones políticas de  muy diferente signo” 152. 
Debemos tener en  cuenta que el designio de ésta era conciliar di stintas posturas que, tras el fin 
del régimen franquista, afloraban con fuerza y que era necesario ac ercar; por ello, qué mejor que 
un texto abierto para posteriorm ente perfilar m ediante normas de desarrollo. Para clarificar e l 
conflictivo térm ino del art. 28, debem os acudir, irremediablemente, al art. 7 CE, para algunos 
                                                 
148 Ojeda  Avilés  advierte de l a “enfe rmedad se nil del si ndicato”. Ojeda Av ilés, A., “La sindicac ión de l os 
trabajadores…”, cit., pág. 705. 
149 Hasta el tex to constitucional la no rmativa que servía de soporte a estas en tidades estaba constituida por la Ley  
19/1977, de 1 de abril, sobre regulación del Derecho de Asociación Sindical y su norm ativa de desa rrollo, el Real 
Decreto 873/1977, de 22 de abril. 
150 En el m ismo sentido que el a rt. 23.4 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, en donde se señala que 
“Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses”. 
151 Nos referimos a la etapa com únmente denominada “transición”, es decir, el período histórico en el que se da el  
proceso por el que España deja atrás el régimen de Francisco Franco, pasando a regirse por una Constitución, la cual 
consagra un Estado social, democrático y de Derecho. 
152 STC 11 /1981, de 8  de abril, que resuelve el recurso de inconstitucionalidad frente al Real Decreto  Legislativo 
17/1977, de Relaciones de Trabajo, que regula el ejercicio del derecho de huelga (RTC 1981\11). 
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desvalorizado por la doctrina 153, el cual nos aporta un indicio de  la id entidad del su jeto que s e 
esconde tras el vocablo “todos”. Al señalar que “los sindicatos de  trabajadores y las asociaciones 
empresariales contribuyen a la defensa y prom oción de los intereses económ icos y sociales que 
les son propios” pone de relieve la  relación existente entre el trabajador y empresario, lo cual nos 
lleva inferir, en base a tal binomio, que la Constitución de 1978 únicamente parece contemplar la 
sindicación de trabajado res asalariados. Igual p lanteamiento se deduce de su art. 37 en el que, 
encargándose de m edidas de acció n sindical com o la negociación colectiv a o la adopción de 
medidas de conflicto colecti vo, vuelve a acudir a la cone xión anteriormente citada, garantizando 
tanto “el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores  y 
empresarios”, como “el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto 
colectivo”. De este modo, si bien es cierto que el Texto Cons titucional no facilita un concepto de 
trabajador, empleando una fórm ula amplia, el hecho de conectar su instrum ento de organización 
colectiva al del em presario nos d irige a pensar que hablamos de un trabajador subordinado a un 
empleador154. Por el contrario, no han faltado voces que han considerado que tras el discutido 
término “todos” se esconde un vo cablo abierto, global, bajo el cual tendrían cabida todos los 
trabajadores sin limitación alguna155.  
  
 
Tanto el derecho a la libertad sindical co mo el reconocimiento a las organizaciones 
sindicales, recogidos en los arts. 28 y 7 de la  Constitución española, respectivamente, exigían un 
desarrollo legal en base al art. 9.2 de la misma. Por ello, aunque siete años después de la entrada 
en vigor del Texto de 1978, el le gislador, en cum plimiento de su comprom iso, dictó la Ley 
Orgánica 11/1985 de Libertad Sindical 156, que, si bien en m uchos as pectos se mostraba tan 
oscura como el Texto Constitucional precedente, al menos clarificaba el concepto de “trabajador” 
y contemplaba la posib le afiliación del autónom o al sind icato. La Ley, que com ienza con una 
                                                 
153 En este sen tido, Cru z Villaló n d ispuso qu e “llam a sig nificativamente la aten ción el hecho d e qu e el an álisis 
doctrinal se haya centrado habitualmente en la interpretación, aplicación y alcance otorgado a la libertad sindical, tal 
como est a vi ene rec onocida a t ravés del art. 2 8 C E, c on el  efect o perverso de haber ol vidado y  desvalorizado 
inconscientemente la relev ancia d el art. 7”. Cru z Villal ón, J., “La rep resentatividad si ndical y em presarial en las 
elaciones laborales y en el sistema político español”, Relaciones Laborales, núm.8, 2005, pág. 17. 
154 Est a post ura, en base al  em pleo del  bi nomio t rabajador-empresario, es confi rmada t anto po r l a C arta Soci al 
Europea (parte  II, art. 5) como por los Conve nios nº 87, sobre la lib ertad sindical y la protecci ón del derecho de  
sindicación, y 98, sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva de la OIT (art.2 de ambos acuerdos).  
155 Cabría entender que “todos” no son únicamente los trabajadores subordinados y funcionarios, sino que, al utilizar 
su art. 28.1 ese ap elativo tan un iversal, la t itularidad habría de reconocerse a todos los trabajadores sin  distinción. 
Ojeda Avilés, “La sindicación de los trabajadores…, cit., pág. 715. 
156 Ley 11/1985 de 2 de agosto, de 8 de agosto. Modificada por la Ley Orgánica1 14/1994, de 19 de mayo, por la que 
se incluye una m odificación adicional c uarta, por la que se incl uye una dis posición adicional cua rta en la Ley 
Orgánica 11/1985, de libertad sindical. 
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expresión genérica que otorga la titularidad de tal dere cho a todos los trabajadores 157, establece 
en su art. 1.2, qué entiende por los m ismos; en efecto, el precepto, lim itando la supuesta 
extensión que de la libertad sindical ofrece la Constitución, determ ina que “se consideran 
trabajadores tanto aquéllos que sean sujetos de una relación laboral como aquéllos que lo sean de 
una relación de carácter adm inistrativo o estatu tario al servic io d e las Adm inistraciones 
públicas”. Siguiendo la estela del art. 1.1 del Es tatuto de los Trabajadores, de nuevo una norm a 
vuelve a excluir del térm ino trab ajador a aquéllos qu e rea lizan su trabajo por cuenta propia, 
aunque en este caso, si bien los ign ora al establecer su ámbito de aplicación, en su art.  3.1, y en 
base a la disposición final 1ª de la norma laboral, permite su limitada sindicación al prescribir que 
los trabajadores por cuenta propia que no tengan trabajadores a su servicio podrán afiliarse a las  
organizaciones sindicales constituidas, pero no fundar sindicatos que tengan precisam ente por 
objeto la tutela de sus intere ses singulares, sin perjuicio de su capacidad para constituir 
asociaciones al amparo de la legislación específica158 . Se trata de un precepto com plejo del que 
se desprende que el legislador de  la época era co nsciente tanto de  la heterogénea situación en la 
que se hallaban los m iembros del colectivo de  autónomos, como de la existencia de un grupo 
concreto con necesidad es similares a las del as alariado, que, encontrándose en una situación de 
debilidad económ ica pareja a la de l pro tegido trabajador p or cuen ta ajena, necesitaba de un  
instrumento de defensa de sus intereses. Volvie ndo a la recom endación realizada al principio de 
la exposición, relativa al  tratamiento diferenciado de los de rechos colectivos correspondientes a 
los trabajadores autónomos puros, que ofrecen sus iniciativas en el mercado abierto directamente, 
de los que incum ben al trabajador económ icamente dependiente, que tr abaja mayoritariamente 
para una empresa, apreciam os que en base al  art.3.1 LOLS, la Ley sólo perm ite un disfrute 
limitado del derecho de sindica ción al últim o de  ellos –adem ás de a cualquie r prof esional 
independiente sin empleados a su servicio y si n sometimiento económico a uno o a varios de sus 
clientes-.  
 
A pesar de com portar un paso cualitativ o en la expansión subjetiva de la  
representatividad sindical 159, ocupándose de m anera directa, si bien lim itada, del trabajador 
autónomo, e n la práctica dicha referencia resu lta vacía, teniendo en cuenta que, por un lado, 
                                                 
157 Art. 1.1LOLS:  
Todos l os t rabajadores t ienen de recho a  si ndicarse l ibremente para l a prom oción y defensa de sus i ntereses 
económicos y sociales. 
158 Esta ap ostilla, referid a a las aso ciaciones, fu e fru to d e un a en mienda del g rupo p arlamentario v asco. Con  tal 
inciso se pretendía evitar que una inte rpretación rest rictiva d el artícu lo llevara a la creencia de que el trabaja dor 
autónomo sin personal a su cargo, tampoco podía constituir asociaciones. 
159 Cruz Villalón, J., “La representatividad sindical y empresarial en las relaciones...”, cit. Pág. 26. 
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excluye al trabajador autónom o tradicional, que  considera suficientem ente a mparado por sus  
asociaciones em presariales160 o colegios profesionales, y por  otro, ofrece a aquéllos que no 
tienen trabajadores a su servic io una dispensa que resulta inopera tiva si tenemos en cuenta qu e 
las org anizaciones s indicales a las que pueden  acced er tienen, en la m ayoría de los casos, 
intereses propios, m uy alejados de los suyos, es  decir, únicam ente les ofrece un cauce que les 
llevará a convertirse en mera rémora del sindicato en el que decidan integrarse.  
                                                
 
La principal reclam ación que se ha llevado a cabo y que ha sido objeto de lucha por 
parte del colectivo de trabajadores autónom os, el negado derecho a fundar sindicatos, resulta del 
todo paradójica teniendo en cuenta la  situación de decadencia del sindicato 161; mientras que lo s 
autónomos no ha hecho m ás que aum entar en núm ero y ganar fuerza en los últimos años, e l 
sindicato ha perdido el poder y cap acidad de influencia que le ca racterizaban desde los albores 
del Derecho del Trabajo . Este auge de unos y d ecadencia de otros tienen un ger men común: las 
diferentes transform aciones soci oeconómicas que se han ido m anifestando durante las últim as 
décadas. Fenóm enos como la te rciarización, la descentralizaci ón p roductiva o la g lobalización 
han provocado que el núm ero de trabajadores situados al m argen del Derecho del Trabajo 
aumente, siendo, consiguientemente, cada vez mayor la cifra de trabajadores no capacitados para 
la fundación de sindicatos 162. En las  últim as dé cadas, se han venido haciendo cad a vez m ás 
habitual determ inadas prácticas empresariale s que van rom piendo con la idea de em presa 
 
160 Las organizaciones empresariales no se enc uentran incluidas en el á mbito de protección  del derec ho de libertad 
sindical, co mo así h a p uesto d e m anifiesto el Trib unal Co nstitucional, en su  sen tencia 5 2/1992, d e 8 d e ab ril, al  
afirmar que “ Es preciso i nsistir en qu e l a libertad si ndical es predi cable tan so lo d e los trab ajadores y sus 
organizaciones, sin que pueda incluirse en la misma el asociacionismo empresarial, dado que es incompatible con la 
propia naturaleza del derecho a la libertad sindical, que es siempre una proyección de la defensa y promoción de los 
intereses de los trabajadores”.   
161 Entre sus causas se menciona el desempleo, la sostenida disminución de efectivos en el sector industrial, la menor 
proclividad a l a agremiación de los t rabajadores que se desempeñan en s ectores o categorías crecientes, como son, 
respectivamente, el sector terciario y la de los trabajadores precarios, la también creciente heterogeneidad de la clase 
trabajadores, e l adve nimiento de  nue vas c ategorías y pr ofesiones, así como n uevos perfiles en  las trad icionales 
(menos ope rario, m ás t écnicos y  adm inistrativos, m ás mujeres, m ás trabajadores m ás jóve nes y con ni veles 
formativos m ás altos) que i nstalan c onductas in dividualistas y menos so lidarias, la critica situ ación en qu e se 
encuentran los mercados de trabajo y el empleo, el “achicamiento” de la base negocial mínima 
producto de las políticas de flexibilización laboral, etc. Goldin, A. “Las tende ncias de transformación del Derecho 
del Trabajo (Hipótesis sobre un destino complejo)”, D. T., núm. 29, febrero 2003, pág. 50. 
162 Dichas transformaciones no solo han propiciado el aumento del trabajo por cuenta propia, sino que también han 
permitido la creación de numerosas microempresas, encargadas del desa rrollo de una única actividad del proces o 
productivo. Éstas, debido a s u reducida dimensión, han encontrado numerosos obstáculos para el  desarrollo de  l a 
actividad sindical; no obstante, debemos apuntar que, en los últimos años, vienen encontrando respaldo por parte del 
Tribunal Constitucional, siend o su  máxima represen tación la sen tencia 3 6/2004, de 8  de marzo, la cu al g iraba en 
torno a un recurso de amparo promovido por la Confederación Sindical de Comisiones Obreras del País Valenciano 
respecto de un pronunciamiento de un Juzgado de lo social de Valencia que declaraba nulas las elecciones sindicales 
celebradas en una empresa con una plantilla entre seis y diez trabajadores. Se discutía la posibilidad de los sindicatos 
más representativos para prom over elecciones de delegados de personal  en em presas de reducido ta maño (RTC  
2004\36). 
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tradicional. Frente a la clási ca organización, que inte graba todas y cada una de las actividades 
necesarias para poner el producto final en el mercado, se va instaurando un modelo caracterizado 
por el desarrollo de esas actividades por una pl uralidad de e mpresas, que coparticipan en la 
producción última de lo s bienes y  servicios163. Serán m uchas de estas actividades integradoras 
del proceso productivo, las que se ll even a cabo por el trabajador por  cuenta propia, sujeto al que 
se le  niega la pos ibilidad de cons tituir s indicatos para la defensa de sus propios intereses. Por 
todo ello, com o decíamos en anteriores líneas , resulta incongruente có mo los poderes públicos 
impiden esta posibilidad cuando tal m edida hubiese favorecido el resurgim iento del movimiento 
sindical. Hay que tener en cuenta que el sistem a de fábrica, sobre cuyos presupuestos se había 
efectuado la constru cción clás ica del sind icato, ha perdido fuerza; este trabajo industrial, por 
cuenta ajena, prestado en las dependencias de la empresa bajo el poder de dirección de un único 
empresario, en torno al cual se había cimentando la institución, re sulta anacrónico, por lo que la 
penetración de la decadente organ ización en ám bitos hasta ahora marginales pero en auge 
actualmente164, quizá, hubiera perm itido el re surgimiento de una institu ción165 ex cesivamente 
apegada a sus antecedentes ancestrales.  
 
El Proyecto de la Ley de 1985 fue objeto de controversia  al existir posiciones 
encontradas relativas a varios aspectos de la misma. Tales discrep ancias hicieron q ue su m ero 
proyecto fuera llevado ante el Tribunal Constitucional, con el f in de acallar las m últiples voces 
que proclamaban la inconstitucionalidad de muchos de los aspectos que del derecho fundam ental 
de libe rtad sindic al en ella se re cogían166. Entre estos puntos discor dantes, encontramos aquél 
que volvía a sumir a los autónomos en una situación de marginalidad, es decir, el párrafo primero 
                                                 
163 Los afiliados potenciales son más individualistas que en el pasado y, por lo tanto, son menos propensos a afiliarse 
a los sindicatos. El alcance de la individualización no esta claro, pero si lo está que los afiliados potenciales son más 
utilitaristas que en el pasado, lo que significa que los sindicatos deben demostrar que les aportan un valor si quieren 
captarlos. También se pone de relieve que muchos de los afiliados potenciales sienten que pueden negociar mejor 
con su jefe directamente, que dejándolo en manos del delegado sindical y por eso también se mantienen alejados de 
la decade nte i nstitución. Je remy W addington, “Afiliaci ón sindical en Europa. La  magnitud del problem a y la 
variedad de las respuestas sindicales”, Documentos de trabajo  para la Universidad de verano de la CES/ETUI-REHS 
de los dirigentes sindicales europeos, Florencia, 1 y 2 de julio de 2005. 
164 El sindicalismos de reivindicación primara, es decir, del trabajador frente a su empresario, vinculados entre sí por 
contratos de trabajo, deberá acoger al pujante sindicalismos de segunda generación, entre pequeños autónomos y un 
gran em presario, e n el  m arco de l os c ontratos de  o bras o se rvicios. Ojeda A vilés, A., “La si ndicación de l os 
trabajadores…”, cit. pág. 708.  
165 Martínez Barroso. M. R., Régimen profesional, prevención de riesgos y derechos colectivos de los trabajadores 
autónomo, Ediciones CEF, 2006.  
166 La STC  98 /1985, de 29 de julio, resuelve varios recu rsos de inconstitucionalidad promovidos por lo s Grupos 
Parlamentarios popular, centrista y vasco. Respecto del art. 3 del Proyecto, los recurrentes impugnaron tal precepto 
al co nsiderar que éste se oponía a la liber tad si ndical que cor responde a t odos, inter pretada segú n conv enios 
internacionales tales com o el 141 de la  OIT sobre las organizaciones de traba jadores rurales, con a rreglo al cual, 
según estos, tanto si son asalariados como si trabajan por cuenta propia, tienen derecho a constituir organizaciones en 
las que se deben respectar los principios de libertad sindical. 
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del artículo 3, que establecía la prohibición de constitución de sindicato s es pecíficos d e 
trabajadores por cuenta propia s in trabajadores a su serv icio 167. A través de la Sentencia 
98/1985, de 29 de julio,  el Tribunal Constitucio nal aquietaba a aquellos  contrarios al conten ido 
de una Ley que cuatro días m ás tarde entraría  en vigor y que m antendría el contenido del 
cuestionado precepto. El Alto T ribunal entendió que no existían motivos para considerar caren te 
de fundamento el derecho limitado de participación sindical que el precepto proclama respecto de 
los trabajadores por cuenta propia; consideraba que una institución como el sindicato encuentra 
esencialmente justificación en el ejercicio de la  libertad sindical, que re quiere la existen cia de 
otro sujeto al que se perm anece vinculado y frente al que ejercita una serie de derechos 168. En 
base a esto, para el Tribunal C onstitucional resultaba inverosímil que el colectivo de autónom os 
pudiera fundar sus propias organizaciones sindicales, si tenemos en cuenta que el desarrollo de su 
actividad no  requiere la existencia de un te rcero al que ne cesariamente perm anecer ligado y  
frente al cual ejercitar derechos169.  
                                                
 
El Tribunal, a la hora de pronunciarse re specto del colectivo de los trabajadores 
autónomos, lo hace en base a los tradicionales pará metros del trabajo por cuenta propia, es decir, 
entendiendo por este tipo de trabajadores a quéllos que llevan a cabo su prestación de un m odo 
independiente, no recibiendo salari o por parte de un tercero, aut oorganizando el desarrollo de su 
actividad y  accediend o direc tamente o m ediante e l a uxilio de asocia ciones o colegio s 
profesionales al m ercado de bi enes y serv icios. Com o bien sabem os, a cons ecuencia de las 
diferentes trasform aciones socio-económ icas que se han producido en los últim os tiem pos, ha 
aparecido una nueva variedad de autónom os, m uy alejada de la que históricam ente venía 
presidiendo su configuración. Ah ora, no solo tenem os que hacern os cargo d el trabajado r 
autónomo tradicional sino que también debemos as umir la existencia de un nuevo conjunto de  
trabajadores que si bien son considerados por cuenta propia, comparten algunas de las 
 
167 Hal lamos posturas encontradas: unas consideran que extender el  ámbito  del derecho a l a l ibertad s indical, sin 
límites, d esnaturalizaría  la in stitución del sindicato, en tendiendo, por ello , qu e el términ o “tod os” del art. 28  CE 
debería ser interpretado de modo restrictivo. Por el contrario, otros otorgan carácter universal a dicho vocablo, por lo 
que prohibir a los trabajadores por c uenta propia sin traba jadores a su se rvicio la c onstitución de tal orga nización, 
contravendría el designio del legislador constitucional.  
168 En este sentido, Montoya Melgar entiende que “la propia naturaleza del trabajador autónomo impide la aplicación 
del g rueso de las normas l aborales, cuya efectividad depende de l a existencia de un empresario que l as cumpla”. 
Montoya Melgar, A., Sobre el trabajo dependiente…, cit., pág. 723 
169 La citada  STC 98/1985, de 29 de julio afirma que “El sindicato, en cuanto sujeto de la libertad de sindicación, se 
justifica primordialmente por el eje rcicio de la activida d sindical, y que e sta se caracte riza por la exist encia de otra 
parte ligada al titular del derecho por una relación de servicios y frente a la que se ejercita, siendo su expresión una 
serie de derechos como el de los de huelga, de negociación colectiva y de conflicto”. 
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características esenciales del trabajador asalariado, en concreto, la existencia de un tercero al que 
permanecen vinculados, al menos económicamente.  
 
Así pues, teniendo esto en cuenta y susten tando la reflexión en palabras del Alto 
Tribunal, direm os que si bien es cierto que el trabajador autónom o puro halla un obstáculo 
insoslayable en la inex istencia de co ntraparte a la que perm anezca en conexión170, el trabajado r 
autónomo dependiente debería poder fundar sus propios sindicatos, en base a la presencia de un 
tercero ante el que ejercitar sus derechos en la defensa de sus propios intereses. En efecto, si la 
figura del trabajador autónom o puro escondía trad icionalmente dos perf iles, por un lado, el de 
empresario que desarrolla una activ idad por cuenta propia, y por ot ro lado, el de trabajador, que 
no se limita a poner en marcha una actividad productiva, sino que participa en el desarrollo de la  
misma171, ahora, respeto al que venimos denominando TRADE, adquieren mayor peso sus rasgos 
laborales, que le acercan a la figura del asalariado. Así las cosas, y al ig ual que vienen haciendo 
los trabajadores por cuen ta ajena, desde los orígenes de la  institución sindical, los autónom os 
podrían emplear este instrumento para la mejora de sus condiciones de vida y de trabajo - salario, 
la jornada, las vacaciones, etc- . Teniendo esto en cuenta, y a lo que al trabajador autónom o 
económicamente dependiente se refiere, parece que resultara coherente mantener en tela de juicio 
las palabra s del Constitu cional q ue entiend e que si lo s traba jadores autóno mos f ueran 
trabajadores “deberían  tener, no  solo d erecho a afiliarse a las organizacio nes sind icales 
constituidas con arreglo a lo dispuesto en el Proyecto, que aquí se les reconoce, sino el de 
también crearlos libremente en bas e de los art.  7 y 28 de l a CE”. En fin, com o ya  hiciéramos 
referencia anteriormente, la norm ativa sindical actual se encuentra ancl ada en unos parám etros 
que deberían ser revisados. Si tenemos en cuenta que el sindicato es una de las instituciones m ás 
relevantes del Derecho del Trabajo y que éste se  caracteriza por su capacidad de adaptación a las  
transformaciones socio-económ icas que en él repercuten, la organi zación sindical debería 
imitarle, abandonando rígidas corrientes, que af erradas al pasado y paralizadas por el m iedo a 
una posible desnaturalización de la institu ción, impiden su avance. Las organizaciones sindicales  
deberán transfor marse al com pás de la descentr alización productiva y pa rticularización de la 
economía, donde han aparecido nuevos trabaj adores, reclam ando antiguos, incluso, nuevos 
                                                 
170 Sepúlveda Gómez entiende que si bien estos pueden reivindicar frente a los poderes públicos, por diversas causas 
-mayor cobertura de protección en materia de Seguridad Social, menor fiscalidad, reglamentaciones administrativas 
más favorables, subvenciones, etc. -este tip o de requerimientos, por si so los, no  justifica que se pu edan constituir 
sindicatos por los trabajadores autónomos puros. Sepúlveda Gómez, M., “Derechos colectivos y r epresentación  d e 
los trabajadores no asalariados”, Temas Laborales nº 81, 2005, pág. 193. 
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planteamientos sindicales 172. Resulta evidente la neces idad de evitar un desfase entre las  
necesidades actuales de la nueva organización del trabajo y modelo tradicional sobre el que se ha 
sustentado la organización sindical, bajo el que se escondía una visión de la sociedad en la que el 
sindicalismos se reducía a los colectivos más desfavorecidos de la esfera laboral.  
 
Por otra parte, y por si no fueran suficien tes los m otivos esgrimidos anteriormente en 
defensa de la constitucionalidad del Proyecto de  la Ley Orgánica de Libertad Sindical, e l 
Tribunal Constitu cional consideró que la posibilid ad de que los  trabajadores autónom os sin  
empleados a su serv icio pudieran  afiliarse a u n sindicato, no dejaba de ser un a vía accesoria, 
teniendo en cuenta que el co lectivo contaba con un instrum ento de re presentación, podíam os 
decir, a medida, para la defensa de sus intereses, como es la asociación 173. Así consideró que e l 
legislador no había querido exclui r a dichos sujetos del derecho a la promoción y defensa de sus 
propios intereses, sino que había considerado más adecuado reconducir dicha tutela al art. 22 del  
CE y no al 28, Adem ás, entendía que sindicatos  y asociaciones gozaban de análogo grado de 
protección, por lo que situaba la  representación de trabajadores  por cuenta ajena y la de  
autónomos a un m ismo nivel. Respecto de dicha sem ejanza, si bien es cierto que a través de 
ambos preceptos se reg ulan derech os funda mentales, con la m ayor protección jurídica posible 
reconocida por el art. 53 de la C.E., a través del artículo 28 se adjudica al titular del m ismo 
prerrogativas que, siendo propias de la actividad sindical -derecho a la negociación colectiva, a la 
huelga y a la incoación de conflicto s individuales y colectivos-, en  la práctica se convierten en 
instrumentos idóneos para la consecución de los objetivos de cualquier colectivo. Si bien es 
cierto que el art. 28.1 únicam ente considera integrantes de la liber tad sindical derechos 
asociativos u organizati vos, tales com o el derecho a fundar  sindicato s, sile nciando cualquier  
mención referente a los derechos de actividad, re sulta evidente que es tos afloran del conten ido 
del art.7 CE 174.  Además, lo dicho resulta avalado por la  LOLS que, tras indicar en su art. 2.1.d) 
                                                 
172 Ojeda Avilés, A., “La sindicación de los trabajadores...”, cit. 707. 
173 La STC 98/1985, de 29 de julio, afirmaba que “no hay motivo para considerar carente de fundamento razonable 
una regulación que en último término orienta el derecho de los trabajadores  autónomos para defender sus intereses o 
hacia su integración en los sindicatos de los trabajadores o, como hemos visto, hacia la constitución de “asociaciones 
al a mparo de  la legislación especifi ca”, y reconociéndoles un derec ho que tam bién de riva di rectamente de la  
Constitución y  esta dotado de igual gr ado de protección y de idéntica autonom ía que  el derecho de  asociación 
sindical” (RTC 1985\98). 
174La Con stitución al recon ocer en  su  articu lo 28 .1 la lib ertad sind ical, no esta ad mitiendo so lo el derecho d e los 
trabajadores a sindicarse libre mente o el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al  de su elección, así co mo e l 
derecho de los  sindicatos a  formar confederaciones, sino ta mbién, por la necesaria remisión al artíc ulo 7, del que 
aquél es i nterdependiente, e l derech os de los si ndicatos a act uar l ibremente para l a defe nsa y  pr omoción de l os 
intereses econó micos y so ciales qu e le son  propios, p ermitiendo así que la propia activ idad del si ndicato, co mo 
elemento teleológico que forma parte del contenido esencial de la lib ertad sindical, entre en el artículo  28 .1 de la 
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que la libertad sindical com prende el derecho a la actividad sindical, esclarece el contenido de la 
misma en su art. 2.2.d), considerando que el ejercicio de ésta comprende, entre otros, el derecho a 
la negociación colectiva, a la huelga y al plante amiento de conflictos in dividuales y colectivos. 
Como ve mos, lim itar los derechos colectivos de  los trabajadores autónom os al derecho de 
asociación encerrado en el art.22, supone privar  a este grupo de una serie de instrum entos 
idóneos para la eficaz represen tación de sus inte reses y ob jetivos frente al Estado, las em presas 
grandes u otros colectivos . Por todo ello, y hasta la entrada en vigor de la LETA, que ha dotado 
de un régimen jurídico específico a las asocia ciones de trabajadores autónom os, a sí com o un 
instrumento singular para los TRADE com o es e l acuerdo de interés profesi onal, el colectivo de 
los trabajadores por cuenta propia se encontraba sumido en una situación de debilidad. 
 
A pesar de tal situac ión, y sin olvid ar la pos ible afiliación individual a organiz aciones 
sindicales, es cierto qu e en los ú ltimos años  han surgido m ovimientos que, desde el vacío 
legislativo, han promovido el acercamiento de los trabajadores autónomos al fenómeno sindical. 
Desde hace algún tiem po, se han desarrollado in iciativas, auspiciadas por los dos grandes 
sindicatos, UGT y CCOO, para impulsar la sindi cación de los trabajador es autónom os. Así , 
resulta cada vez más frecuente, aunque no ajustado a lo dispuesto por la LOLS, que los sindicatos 
más representativos a nivel estatal acojan a ag rupaciones sindicales m enores constituidas 
únicamente por este colectivo. En tal sentido UGT  impulsó en su Congreso de 1998 la creación 
de un sindicato que, finalm ente cristalizó el 25 de noviem bre del 2001 en la Unión de 
Profesionales y Trabajadores Autónomos (UPTA). Vinculada al mismo sindicato, y dirigida a un 
sector concreto de la activid ad, se constituyó la Unión de pequeños agricultores y ganaderos 
(UPA) que representa y defiende los intereses de los profesionales de la agricultura y la ganadería 
en España. CCOO se planteó también este problema en su Congreso de Abril 2000.  
 
Ante la co mplejidad d e la prob lemática de este colectiv o, se decan tó por fórmulas  
organizativas flexibles dentro de las respectivas federaciones sindicales. En Cataluña, CCOO fue 
mucho más lejos que su hom ónima estatal prop oniendo la creación de una Federación Sindical, 
                                                                                                                                                           
Constitución y goce de la proyección que el artículo 53.2 atribuye a los de rechos y libertades rec onocidos en la  
sección primera del capítulo segundo. 
La libertad sindical implica la libertad para el ejercicio de la acción sindical, comprendiendo en ella todos los medios 
lícitos, en tre lo s qu e lo s Tratad os Internacionales ratific ados po r Esp aña y, m uy es pecialmente, los Conveni os 
números 87 y  98 de la Organización Internaci onal del Traba jo y las resol uciones i nterpretativas de los m ismos 
dictados por su Comité de Libertad Sindical, así como la sentencia de este Tribunal de 8 de abril de 1981, incluyen la 
negociación colectiva y la huelga, debiendo extenderse también la incoación de conflictos colectivos. STC 37/1983, 
de 11 de mayo (RTC1983\37). En el mismo sentido  STC 73/1984, de 27 de junio (RTC 1984\73). 
Siguiendo las directrices marcadas por el TC, STS 6545/1994, de 11 de julio. 
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que tendría el nom bre de “Traballador s Autonom s Dependents” (T RADE-CCOO)175. Estas 
fracasadas experiencias fueron criticadas por alg unos autores. Cruz Villalón se m ostró detractor 
de tales prácticas al considerar q ue “estas fó rmulas integrativas, c on asociaciones propias, 
difícilmente pueden universalizarse para el conjunto de autónomos, pretendiendo extenderlas más 
allá de las experiencias (…) de  los trabajadores agrícolas aut ónomos (…)insistimos en la idea 
que los trabajadores autónom os no constituyen un bloque social y de intereses hom ogéneos, por 
lo que son básicam ente propensos a constitu ir tantas asociaciones com o profesionales liberales 
existen en la actividad productiva y economía actual176. 
 
 
            Centrándonos en el asociacionism o -cauce idóne o para la representa ción del trabajador 
por cuenta propia segú n el TC-, v uelve a resu ltar necesario trazar una línea divisoria entre el 
trabajador autónom o puro y el económ icamente dependiente de nuevo cuño. En efecto, 
mientras que el primero podía encontrar satisfechas sus necesidades representativas a través del 
derecho de asociación 177, el TRADE topaba con num erosas limitaciones; no debem os olvidar 
que nos encontramos ante un derecho que atañe a todos los ciudadanos 178, no existiendo, hasta 
la entrada de la LETA, una regulación específi ca para aquellas asocia ciones constituidas, 
precisamente, por autón omos. Nos planteam os la  neces idad de realizar una distinción que el 
legislador encubre otorgándoles el mismo tratamiento. Al margen del derecho de agrupación en 
torno a asociaciones genéricas con arreglo a la Ley Orgánica 1/2000, de 22 de marzo que, como 
venimos diciendo, resulta inhere nte al conjunto de los ciudada nos, resulta evidente que el 
trabajador por cuenta propia con empleados a su servicio puede encontrar satisf echas sus 
                                                 
175 En la Comisión Gestora de esta Federación se encuentran representados sectores tan diversos como diseñadores 
multimedia, fotógrafos, nutricionistas, iluminadores de televisión, consultores de nuevas tecnologías, profesionales 
de l a fo rmación y  l a i nserción s ociolaboral, psi cólogos, museólogos y  gest ores de pr oyectos, t raductores y  
transportistas. http://www.ccoo.es/diariodigital/20010409.pdf. 
176 CRUZ VILL ALÓN, J., “L a tutela colectiva por l os tra bajadores a utónomos de s us intereses p rofesionales”, 
Relaciones Laborales, 2000. 
177 El derecho de asociación viene regulado en la Ley 1 /2002, de 22 de marzo, que vino a derogar la norma legal 
que, con anterioridad a la C onstitución de 1978, venía rigiendo este d erecho, es d ecir, la Ley 191 /1964, de 24 de 
diciembre, de  asoci aciones. Algunas de las di ecisiete Comunidades Autónomas han pr omulgado su pr opia 
normativa en esta materia, puesto que según sus Estatutos de Autonomía están legitimadas para ello. Ejemplo de  
lo dicho lo encontramos en los Estatutos de Autonomía de Andalucía, Canarias, Comunidad Valenciana, Navarra, 
Cataluña y País Vasco, no obstante, no todas han dictado una normativa asociativa, optando en algunos supuestos, 
por legislar en ámbitos específicos o parciales. El punto de referencia de la legislación autonómica en materia de 
asociaciones son la Ley vasca de Asociaciones, de 18 de febrero de 1.988, y la catalana Ley 7/97, de 18 de junio.  
178 La Ley  1/2000, al  igual que hiciera la Ley 191/1964, de 24 de diciembre, contempla la asociación como “la 
unión o agrupación de personas para la consecución de un fin determinado, carente de lucro, y de interés común o 
público”. Como vemos, no realiza referencia alguna a los trabajadores, sino que reconduce este derecho a todas las 
personas que compartan un objetivo común. 
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necesidades reivindicativas a través  de las asociacion es empresariales 179. La singularidad que 
preside los fines asociativos de  estas agrupaciones obliga a que  se vean separadas de la 
regulación general, estando dotad as de una normativa propia como es la Ley 19/1977, de 1 de 
abril, sobre la regulación del derecho de asociación sindical 180. Como ya dijé ramos, la f igura 
del trabajador autónomo puro acoge tradicionalm ente dos perfiles, por un lado, el de 
empresario y por otro, el de trabajador; así pue s, el autónomo típico que tenga especialm ente 
desarrollada su faceta empresarial, sí podrá en contrar eficaz cobijo en estas asociaciones con  
intereses sim ilares a los suyos. Cosa contraria ocurre con el novedoso autónomo 
económicamente dependiente, ya que, aunque na da im pide su integración aislada en estas 
agrupaciones181, dos razones suscitan el rechazo de dicha opción; por un lado, el Tribunal 
Supremo mantiene que las asociaciones em presariales han de estar proyectadas para intervenir 
en las relaciones laborales, considerando su acción en paralelo a la de los sindicatos. Por lo 
tanto, poco podrían intervenir  en las relaciones laborales , asociaciones em presariales 
constituidas únicam ente por trabajadores sin empleados a su cargo 182. Por otro lado, en un 
sentido práctico, y a diferencia de lo que ocurre con el autónom o puro, el dependiente 
económicamente ve cómo sus rasgos e mpresariales quedan prácticam ente difum inados, 
produciéndose un cada vez m ayor distanciamiento entre sus intereses y los de las asociaciones 
empresariales. En general debem os decir que, au nque la patronal se em peña en apuntar que el 
asociacionismo e mpresarial no sólo está abier to para los e mpresarios, la rea lidad es que los  
intereses de m uchos integrantes del colectivo de los autón omos no sólo están c ada día m ás 
                                                 
179 No se trata de una novedad, ya que, a partir de la Ley de Asociaciones Profesionales, de 8 de abril de 1932, la 
existencia de este t ipo de a grupaciones resulta u na c onstante. Tal  norma se ocu paba de l as a sociaciones de 
patronos, integradas únicamente por quiénes alcanzaban la capacidad legal pa ra ejercer el c omercio, o tratá ndose 
de agricultores, fueran propietarios de tierras y las labraran por cuenta propia. 
180 N orma der ogada por l a di sposición de rogatoria de l a L ey Or gánica 11/1985, de 2 de a gosto, de Libertad 
Sindical, en todo c uanto se oponga a la m isma, permaneciendo vigente la regulación que contiene referida a l as 
asociaciones profesionales y, en particular, a las asociaciones empresariales. 
181 Para la STSJ Comunidad Valenciana, de 30 de enero de 2003 se desvirtúa el sentido de la Ley 19/1977 cuando 
se permite “(…) la integración como asociados a personas físicas que gozan de la cualidad de empresarios, ya que, 
si bien con arreglo a la Ley de Asociaciones no existiría óbice alguno a  la posibilidad citada, que se podría hacer 
extensiva a cualquier persona física en el ejercicio de sus derechos, sin más limite que la admisión de la so licitud 
que d ecida la Junta con stituida al efecto , (…)” (AS 2003\3199). La Ley d e Asociaciones a la que se refiere la 
sentencia es la Ley orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación. 
182 La STS de 2 5 de e nero de 19 99 (R J 1999\1022) a punta que “l a di ferencia es pecifica de l as as ociaciones 
empresariales dentro del género de asociaciones profesionales de empresarios radica en el campo en que aq uéllas 
actúan y e n l os m edios de acción que el orde namiento pone a disposición de las mismas. Las asociaciones  
empresariales deben est ar proyectadas  pa ra i ntervenir en las relaciones  laborales , contribuyendo, como d ice e l 
artículo 7 de la Constitución, en paralelo con los sindicatos, a la defensa y promoción de los intereses económicos 
que le s on propios”. Los medios típicos de acción de  las asociaciones empresariales son la ne gociación colectiva 
laboral, el planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, el dialogo social, la participación institucional en los 
organismos públicos de las Administraciones Laborales. (…). Una asociación de empresarios que no este diseñada 
para desarrollar esta activ idades en  el camp o de las relaciones la borales, no es una asociación empresa rial en 
sentido estricto que tiene la expresión en nuestro ordenamiento, por lo que queda fuera en razón de la materia de la 
competencia de la jurisdicción social”. 
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alejados de los de aquéllos, sino con mucha frecuencia enfren tados, teniendo en cuenta que los 
trabajadores por cuenta propia se están convirtiendo, en bastantes sectores, en fuerza de trabajo 
controlada por las empresas183. 
 
Esta no es la única sen da que encuentran lo s trabajadores  por cuenta propia para la  
defensa y representación de sus intereses; al gunos de ellos, podrán hallar otros cauces de 
similar eficacia, com o, por ejem plo, los colegios profesionales 184. Al igual que ocurre con las 
asociaciones em presariales, es evid ente, que dicha vía ún icamente resulta eficaz para un  
limitado sector del, cada vez m ayor, colectivo de trabajadores pro cuenta propia 185. Serán los  
tradicionales profesionales liberal es los que encuentren albergue  en estas singulares entidades, 
recogidas en el art.36 del Texto Constitu cional186 y desarrolladas por la Ley 2/1974, de 13 de 
febrero, sobre Colegios Profesionales, adapta da por la Ley 74/1978, de 26 de diciem bre, de  
normas reguladoras de los Colegios Profesionale s, cuyo objeto fue el ad ecuar la prim era al 
nuevo contexto político del país 187. Este instrumento asociativo podría resultar apropiado en 
base al concepto tradicional de  trabajo autónomo en el que se integraba un reducido y concreto 
número de trabajadores; a trav és de los colegios un importa nte sector del colectivo, los 
profesionales lib erales, veían su s n ecesidades re ivindicativas satisfech as. En nues tros d ías y 
tras las tran sformaciones sufridas en el seno del trabajo independiente , nos encontram os ante 
una multiplicidad de figuras suscep tibles de encu adrarse en el concep to de trabajo autónom o, 
por lo que la vía colegial de representación de intereses colec tivos se convierte en un cauce 
                                                 
183 Obse rvatorio Eu ropeo de R elaciones La borales (EIR O). B ase de dat os EI ROonline. 
http://www.eurofound.europa.eu/eiro/2000/02/word/es0002277fes.doc 
184 En tendemos por co legios profesionales las corporacion es de derecho público legalmente constituidas para la 
defensa de los intereses de sus colegiados. Esta singular entidad se ca racteriza por la  obligatoriedad de afiliación 
para el  e jercicio de l a p rofesión, su l abor a sistencial, el  i ntervencionismo de est os  a l a ho ra de l a fi jación de 
baremos po r los serv icios profesionales prestados y la leg itimación p rocesal para v elar por su s in tereses 
profesionales. 
185 A pesar de esta limitada esfera de a plicación, si es ci erto que cada vez es mayor el número de activi dades que 
se regulan a través de ta n singular institución. Las tradicionales profesiones liberales, como la abogacía, medicina 
o ar quitectura, ha n venido a u nirse l a c olegiación de otro t ipo de  a ctividades–colegio de procuradores, de 
administradores de fi nca, de API, de gestores administrativos, de ec onomistas, de gra duados sociales, notariales, 
de regi stradores, de bi bliotecarios y  doc umentalistas, de ingenieros en i nformática, de educa dores s ociales, de 
licenciados en cien cias políticas y so ciológicas, d e pilotos d e av iación comercial, d iplomados en  trab ajo so cial, 
fisioterapeutas, etc-. 
186 Art.36 CE:  
La Ley regulará las peculiaridades propias de los Colegios Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. 
La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos. 
187 Posteri ormente, se llevaron a cabo varias reform as de  caráct er m ás econ ómico que  jurídico. Así, el Real 
Decreto Ley 5/1996, de 6 de junio y la Ley 7/1997, de 14 de abril, de medidas Liberalizadoras en materia de Suelo 
y de C olegios Pr ofesionales, abo rdó as untos t ales com o l a sujeci ón del ejerci cio de pr ofesiones c olegiadas al  
régimen de  d efensa de l a competencia, l a rec onversión de  l a fi jación de honorarios m ínimos a l a i dea de  
honorarios orientativos o la implantación de la colegiación única para el ejercicio profesional en todo el territorio 
nacional. Además esta norma tiva se com pleta co n la leg islación qu e en  s u ca so hay a si do ap robada por l a 
Comunidades Autónomas, así como por sus Estatutos Particulares, Reglamentos de Régimen Interior. 
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apto para una minoría que únicamente ve cubiertos algunos de sus objetivos al coincidir en esta 
institución con profesionales asalariados, de intereses disímiles188.  
 
 Otro ejemplo de asociacionismo al que los autónomos tienen acceso es el que ofrecen las 
organizaciones profesionales. Este  tipo de entidades, que traen su  origen en el art. 52 de la 
CE189, acogen un variado núm ero de corporaci ones de derecho público, dotadas de 
personalidad jurídica y capacidad de obrar, que a tienden los intereses de un concreto secto r 
productivo; cám aras de com ercio190, agrarias 191 o cofradías de pescadores 192 r epresentan, 
defienden y promocionan los intereses socio-econó micos de los trab ajadores, en muchos casos 
autónomos, en ellas integrados, actuando como órganos de consulta y colaboración con la 
                                                 
188 Multitud de profesiones ca recen de cole gios u orga nizaciones profesionales, a pesar de lo c ual son ta n 
necesarias c omo las otras. (…) E n ot ros c asos, l os a utónomos se orga nizan en c olegios e xclusivos y tienden a  
practicar el  e goísmo cor porativo que e ncuentra parcial r eflejo en  al gunos si ndicatos  de profesiones al tamente 
cualificadas. Ojeda Avilés, A., “La sindicación de los trabajadores…”, cit. , pág. 709. 
189 Una de l as p rincipales diferencias d e l os col egios profesionales res pecto de est as ent idades es su di ferente 
fundamento constitucional, ya que los colegios profesionales derivan del art. 36 CE y estas organizaciones del art. 
52 CE, que tienen diferente alcance y niveles de garantía y protección jurídica. 
190 Su reg ulación se rem onta al  9 de abri l de 1886 momento en el que se publica el Real Decreto por el que se 
autoriza la creación de Cám aras de Com ercio en Espa ña. Más tarde, el Real Decreto de 21 de junio de 1901 les  
otorgó el carácter d e establecimientos públicos y, po r último, la Ley d e Bases de 1911, determinó el m odelo de 
adscripción forzosa y pago obligatorio de cuotas. Esta disposición permaneció vigente hasta la actual normativa 
constituida por la Ley 3 /1993, d e 22 de marzo , Básica d e las Cá maras Oficiales d e Co mercio, Indu stria y  
Navegación. Dicha norm a mantenía la adscripción f orzosa, l o cual  dio l ugar a n umerosas co ntroversias q ue 
obligaron al Tribu nal Constitucional a pronunciarse respecto del asunto en sus Sentencias 179/1994 y 107/1996. 
La pri mera d eclaró l a n o imposición de adscri pción de l os em presarios a l as Cámaras y , p or t anto, l a 
inconstitucionalidad en  esta m ateria d e la Ley d e Cá maras d e 1911. Por el contrario , el segun do de los 
pronunciamientos marcó una nueva doctrina por la que se admitió que el legislador, con apoyo en el artículo 52 de 
la Constitución, pudiera a rticular la creaci ón de corpora ciones de de recho público para la defe nsa de intereses 
económicos para ev itar la multiplicidad de aso ciaciones representativas d e in tereses p arciales y generalmente 
contrapuestos.  Cabra de Luna. M. A. y de Lorenzo García, R., “El tercer sector en España. Tipología jurídica de 
las orga nizaciones. Un re paso a los distintos tipo de pe rsonas jurí dicas y su legislación aplica ble”, Revista 
española del Tercer Sector, nº 1, Oct-Dic. 2005. 
191 Mediante el Real Decreto 1336/1997, de 2 de junio, se crearon las Cámaras Agrarias, tal y como las conocemos 
hoy en día. Tras la promulgación de la Constitución, y una  vez producido el traspaso de competencias en materia 
de agricultura y ganadería a todas las Comunidades Autónomas, pareció oportuno elaborar una norma estatal, que 
regulara los aspectos esenciales, sin menoscabar el bloque competencial. La norma aludida es la Ley 23/1986, de 
24 de di ciembre (de rogada por l a Ley  18 /2005, de 3 0 de sept iembre), po r l a que s e apr obaron l as bases del  
Régimen Ju rídico d e las Cámaras Ag rarias, resp ecto d e la cu al el Trib unal Con stitucional, en  su Sen tencia 
132/1989, de 18 de julio, declaro la inconstitucionalidad  de la adscripción obligatoria que la norma promulgaba. 
El Alto Tribunal tras en tender que  “el criterio para determinar la aceptabilidad de la adscripción obligatoria a una 
corporación es  el de tal adscripción es té justificada por la naturaleza de lo s fines pe rseguidos, de forma que la  
integración forzosa resultase necesaria para el cumplimiento de los fi nes relevantes de interés general” consideró 
que este t ipo de p ertenencia resul ta prescindible si  t enemos en cuent a que estas C ámaras son pe rfectamente 
atendibles sin necesidad de integrarse obligatoriamente a las mismas. 
192 Mediante el  Real Decreto 670/1978, de 11 de marzo, sobre Cofradías de Pescadores, se pretendió adaptar al 
nuevo orden democrático, recogiendo a su vez la trad ición histórica de la institución. Posteriormente, se llevó  a 
cabo una de scentralización que di o luga r a la prom ulgación de di versas no rmas de á mbito autonóm ico, por 
ejemplo, la Ley  22/2002, de 12 de julio, de Cofradías de Pescadores en Cataluña, la Ley 16/1998, de 25 de junio, 
de Cofradías de Pescadores en el País Vasco o la Ley 9/1993, de 8 de julio, de Cofradía de Pescadores en Galicia, 
entre otras. 
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Administración. Com o vem os, se  trata de ag rupaciones específicas para profesionales 
concretos, entre los que, por supuesto, no encuentran cabida los autónomos económ icamente 
dependientes, lo cuales tienen en común no una  profesión, sino la s condiciones en que ésta se 
desempeña. 
 
2. Legislación de seguridad y salud en el trabajo 
 
2.1 Prevención de riesgos laborales en el trabajo autónomo 
 
A pesar de constituir las dos últim as décadas el período en donde m ayormente han  
proliferado normas dirigidas a la protección de la salud de los trabajadores, hay que apuntar que 
la preocupación por la seguridad de éstos se rem onta a tiem pos rem otos193. Resulta 
sorprendente que, si bien es cierto que en la  historia reciente el autónom o no ha sido 
contemplado como sujeto expuesto a situaciones de  riesgo en el trabajo, en  el SXVIII, antes de 
la llegada de la Revolución Industrial y con ella , del apogeo del trabajo por cuenta ajena, los 
artesanos, es decir, profesionales libres que juga ban un papel esencial en la vida cotidiana de 
las ciudades por las actividades que desem peñaban, fueran objeto de estudio de la prim era obra 
que sistem atiza todas las enferm edades relaci onadas con el trabajo: el Tratado de las 
Enfermedades de los Artesanos 194. Por eso, aunque haya sido el colectivo obrero el que 
dirigiera sus reivindicaciones al reclamo de protección ante  las consecuencias de una actividad 
cuyo beneficio era recogido por el  em presario, hay que decir que , tiempo atrás, ya se había 
tomado conciencia de los peligros a los que el trabajador autónomo se exponía en su puesto de 
trabajo. En España, desde el arranque de la legislación laboral, en 1873, todas las m iradas 
fueron puestas en el trabajo por cuenta ajena.  En aquellos m omentos, los poderes públicos 
tomaron conciencia y reaccionaron tratando d e controlar, únicamente, las situaciones de riesgo 
a las que estaban som etidos lo s ob reros f abriles. Distintas  normas fueron prom ulgadas a lo 
                                                 
193 Para e ncontrar a l os precursores del t ratamiento de esta cuestión debemos re montarnos a la Grecia clásica 
(siglos IV y V a. c.), época en la que ciertos autores se percataron de la existencia de enfermedades producidas por 
la  extracción y manipulación de minerales (mercurio, plomo). Posteriormente, en 1541, Pa racelso o Philippus 
Aureolus Theophrastus Paracelsus Bombastus von Hohenheim, precursor de l a Higiene Industrial, desarrolló un 
importante estudio de las enfermedades profesionales de los trabajadores metalúrgicos y de fundiciones. 
194 En 17 00 se pu blicó en M ódena De morbis artificum, de Berna rdino Ra mazzini, tr aducida en Es paña, con 
evidente y sintomático retraso en 1983. Como escribe el prologuista de la traducción española “en el caso de l a 
medicina del trabajo, Ramazzini fue el más influyen, el más entusiasta, el primero entre los médicos que atisbó la 
trascendencia de una cie ncia médica pre ocupada por la variada patología derivada del traba jo”. Ramazzini, B., 
Tratado de las Enfermedades de los Artesanos. Ministerio de Sanidad y Consumo, Madrid, 1983. 
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largo del SXX195, no prestándose atención alguna al autónomo, por un doble motivo: en primer 
lugar, por la inexistencia de una relación labo ral que vinculara a trabajador y empresario y 
generara un haz de derechos y deberes; por otro, por la adquisición de la condición de 
empresario por parte d el trab ajador por cuenta propia co n trabajadores a su servicio, qu e 
adjudicaba al mismo el corolario de responsabi lidades propio de un em pleador. En esta época, 
resultaba in verosímil plantearse el estab lecimiento de un sistem a de seguridad y salud en el 
trabajo para artesanos, profesionales liberales, pequeños agricultores, es decir, trabajadores que 
llevaban a cabo su actividad con total independencia, siendo ellos, y sólo ellos, los que decidían 
en que condiciones desempeñaban su labor, enc ontrando, únicamente, en la autotutela, garantía 
para su seguridad en el terreno laboral. 
  
 En los últimos años, las transformaciones sufridas por nuestro tejido productivo han dado 
un giro radical a la situ ación anterior. La descentralización productiva de la actividad, que ha 
traído el aumento de las prestaci ones en régimen de subcontratación, así como, la aparición de 
nuevas formas de llevar a cabo el trabajo independiente, han hecho que las norm as preventivas 
que antaño resultaban de aplicación impropia para los trabajadores autónomos, ahora se antojen 
adecuadas, al menos, para un sector del colectivo. Comenzaba a ponerse de manifiesto que este 
colectivo estaba expuesto a los mismos riesgos para su salud y su seguridad que los asalariados, 
abundando, incluso, este tipo de trab ajadores en sectores considerad os de alto riesgo com o la  
agricultura, la pesca, la  construcción y los transportes. An te esta situación, obligada por las 
directrices marcadas desde Europa 196, sería la Ley 31/1995, de 8 de  noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales 197 la que im pulsara un cam bio sustancial en la m ateria, instaurando un 
                                                 
195 Así, normas como la Ley de Accidentes de Trabajo de 1900, reflejaban el desasosiego que producía la salud del 
colectivo obrero en la clase dirigente de la época. Hasta 1940, momento en que se publicó el Reglamento General 
de Seguri dad e Higiene en el Trabajo -de  aplicación a cu alquier activida d producti va por cue nta ajena-, se  
desarrollaron diversas normas que regulaban riesgos singulares, por ejemplo, el Real Decreto de 19 de febrero de 
1926, p or el  que se  p rohíbe el  em pleo d e cer usa, s ulfato de plomo y  ot ros productos q ue co ntengan est os 
pigmentos para pi ntar e n el  interior d e l os edi ficios. A partir del  R eglamento de  1940, se dictaron normas de  
aplicación general aunque c on aspect os de m arcado carácter sectorial. Vi d., M ontoya Melgar, A., Ideología y 
lenguaje en la Leyes laborales…, cit. 
196 La LPRL nació con el propósito de transponer al ordenamiento español la Directiva del Consejo 89/391, de 12 
de junio de 1989, relativa a  la aplicación de  las medidas para promover la mejora de la seguridad y salud  de  los 
trabajadores e n el tra bajo. La norm a com unitaria, a pesar de l a propuesta del P arlamento Eur opeo, e n s u 
Resolución  sobre el marco general de la acción de la Comisión en materia de seguridad, higiene y protección de la 
salud en el tra bajo, relativa a la inclusión de los tra bajadores autónomos en s u ámbito de aplicación, permanece 
fiel a los tradicionales esquemas preventivos, dirigidos únicamente a la protección del trabajador por cuenta ajena. 
No podemos dejar de m encionar, por encontrarse de i gual modo en l os cimientos de  l a normativa española, el  
Convenio nº 155 de la OIT, de 22 de junio de 1981, sobre seguridad y salud de los trabajadores y medio ambiente 
de trabajo, ratificado por España el 26 de julio de 1985. 
197 Es cierto que con anterioridad encontramos mención expresa del trabajador autónomo en la Ley 8/1988, de 7 de 
abril, sobre infracciones y sanciones en el orden social (art. 2, 17, 30 y 35). 
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nuevo enfoque de la prevención de riesgos en el trabajo. Además, y esta vez apartándose de la 
norma comunitaria, hacía alusión a un colectiv o, hasta el mom ento proscrito de la norm ativa 
preventiva, com o era el de los trab ajadores autónomos. A pesar del espíritu renovado que 
propugnaba, com o m ás adelante apreciarem os, la  atención que esta norm ativa prestaba al 
trabajador independiente, no era más que la regulación de una situación concreta, propia del 
nuevo tejido em presarial, en la que podían vers e involucrados los trabajadores autónom os. La 
LPRL, en su art. 3.1 198, incluía en su ámbito de aplicación tanto a la relación laboral como a la 
funcionarial, continuando el pr ecepto con una apostilla residua l de l s iguiente teno r “Ello  sin 
perjuicio d el cum plimiento de las obligacio nes que se establecen  para los fabricantes,  
importadores y sum inistradores, y de los derech os y deberes que puedan  derivarse para los 
trabajadores autónomos”. En este precep to se ap recia la diferencia existente en tre el m andato 
tajante que efectúa con  relación al trabajador típico o funcionarial y la cláusula genérica e 
imprecisa empleada res pecto del au tónomo. Esta cláusula final guarda importantes sim ilitudes 
con la disposición final 1ª ET, ya que, al igual que ésta, en un prim er lugar, excluye a los 
trabajadores por cuenta propia de  las previs iones incluidas en la Ley, para después optar por 
extenderles, de un m odo selectivo, alguno de su s preceptos. Muchos han sido los autores que 
han tachado de a mbigua y técnicam ente deficiente la redacción  del art.3  LPRL 199, 
considerando que no determ inar a que derechos y obligaciones se refier e, genera inseguridad 
jurídica200. Tras ras trear en la LPR L201, exiguas son las referenc ias que encontramos en 
relación con los derechos y obligaciones que el art. 3.1 adjudica al autónom o. Nada hallamos 
en el cap ítulo III en el que se concretan lo s derechos y obligacione s de trab ajadores y  
                                                 
198 Durante el período de elaboración de la LPRL, la redacción del art. 3.1 no estuvo exenta de controversia. Así, el 
Grupo Parlamentario Catalán (CIU), mediante la enmienda nº 135, planteó la alteración del contenido actual del 
art. 3, incluyendo en la ámbito de la norma a los trabajadores autónomos. De este modo, propuso que la redacción 
de dicho artículo fuera la siguiente: “esta ley y sus normas de desarrollo  serán de aplicación tanto en el ámbito de 
las relacio nes laborales reg uladas en  el Est atuto de lo s Trabajadores, c omo en el ám bito de lo s t rabajadores 
autónomos”. Boletín de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, de 17 de marzo de 1995, Serie A, nº 99-
5. Esta propuesta no resulta del todo impropia, si tenemos en cuenta que no estamos ante un precepto circunscrito 
únicamente a la relación c ontractual laboral, sino que incluye también en el á mbito de aplicación de la Ley a las 
sociedades cooperativas, constituidas de acuerdo a la legislación que le sea aplicable (Ley 27/1999, de 16 de julio) 
o al personal civil con relación de carácter administrativo o estatutario. 
199 Mateos Beato, A., “El trabajador autónomo en l a prevención de riesgos laborales”, Anuario del Ministerio de 
Trabajo y  As untos Sociales, 2005, pág. 8 . Palomeque Ló pez co nsidera el prece pto c omo “una f ormulación de 
alcance genérico y vaporoso”..Palomeque López, M. C., “El trabajo autónomo y las propuestas de refundición  del 
Derecho del Trabajo”, Relaciones Laborales, nº 7/8, pág. 54; García Murcia entiende que “el trato dispensado por 
la Ley al Trabajador autónomo como “indirecto, de manera circunstanciada y del todo singular”. García Murcia, J., 
“Trabajo autónomo y seguridad y salud en el trabajo”, Relaciones Laborales, nº 7/8, 2000, pág. 142.  
200 Sagardoy Bengoechea, J . A.,  Los trabajadores autónomos. Hacia un nuevo Derecho del Trabajo, Ediciones 
Cinca, Madrid, 2004, pág. 90-91. 
201 No podemos olvidar la referencia que de los trabajadores autónomos realiza el art. 15.5, el cual permite a éstos 
la p osibilidad d e asegu rar su s posibles respon sabilidades civ iles, tan to de carácter co ntractual co mo 
extracontractual.  
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empresarios en m ateria preventiva, ni siquiera en el genérico de recho a la protección frente a 
los riesgos laborales indicado en el art.  14 -que acoge el derecho cons titucional proclamado en 
el art. 40.2-, ni en los debere s que impone el art. 29 a todos lo s trabajadores y que exigen la 
existencia de un relación laboral. 
                                                
 
  Habrá que acudir al art. 24.5 L PRL, para comprender, por un lado, que el art. 3, 
únicamente remite a este precepto a la ho ra de definir los derechos y obligaciones adjudicados 
a los autónom os y, por otro, que exclusivam ente se r efiere a una situación productiva 
particular, en concreto, aquélla en que los trab ajadores llevan a cabo su activ idad en relación 
directa con otra em presa, en concreto, trabajan do en los locales de la m isma o coincid iendo 
físicamente con personal de ésta. El aparta do quinto de este precepto, dedicado a la 
“concurrencia de actividades empresariales”202, debe ser interpretado a la luz de los apartados 1 
y 2 203 que le preceden  con arreg lo a su teno r lit eral: “Los deberes de cooperació n y d e 
información e instrucción recogidos en los aparta dos 1 y 2 s erán de aplicación respecto de los 
trabajadores autónom os que desarrollen actividades  en dichos centros de  trabajo”. Por tanto, 
entendemos que el trabajador independiente gozará del derecho a ser inform ado e instruido por 
parte del empresario principal, en un ambiente de cooperación proclive a la correcta aplicación 
de las norma. Asim ismo, deberá informar a los  trabajadores con los qu e concurra en el cen tro 
de trabajo de los riesgos que implica el desarrollo de la actividad que lleve a cabo.     
 
 Así las cosas, debemos afirmar que, por un lado, el deber de cooperación pesa sobre todas 
las em presas concurrentes, por lo que no se diri ge en exclu siva a proteger al trabajador po r 
cuenta propia; por otro lado, el derecho de in formación e instrucción, dispuesto en el art.24.5 
LPRL, únicamente encuentra como designio la protección de los trabajadores por cuenta ajena 
que lleven a cabo su labor en el centro de trabaj o, teniendo en cuenta que, a m ayor preparación 
 
202 El  t ratamiento de est e fen ómeno em presarial no res ulta del  t odo novedoso. Hay que recordar que y a l a 
Ordenanza General de Seguridad e Higiene en el Trabajo se hizo cargo de esta nueva forma de organizar el trabajo 
y de la responsabilidad que de la misma se deriva. Así, su art. 1 53 señalaba que “la empresa principal responderá 
solidariamente co n l os co ntratistas y  su bcontratistas de l cum plimiento de l as obligaciones que impone est a 
Ordenanza respecto a los trabajadores  que aquéllos ocupen  en los centros de trabajo de la empresa principal”. 
203 Art. 24.1:  
Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores de dos o más empresas, éstas deberán 
cooperar en la aplicación de la normativa de prevención de riesgos laborales. A tal fin, e stablecerán los medios de 
coordinación que sean necesarios en cuanto a la pre vención y protección de riesgos laborales y la inform ación 
sobre los mismos a sus respectivos trabajadores, en los términos previstos en el apartado 1 del art. 18 de esta Ley. 
Art. 24.2:  
El em presario titular del  c entro a doptará las m edidas necesarias pa ra que a quellos otros em presarios que 
desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la información y las in strucciones adecuadas, en relación 
con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las medidas de protección y prevención correspondiente, así 
como sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus respectivos trabajadores.  
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en m ateria preventiva p or parte d e las em presas concurrentes, entre la s que se incluye a los 
trabajadores autónomos, mayor garantía de segu ridad para los asalaria dos que desarrollan su 
actividad en el cen tro de trabajo  en cues tión; es decir,  el trabajador autóno mo no es  
contemplado de manera aislada, sino como una pieza más del engranaje productivo.  En efecto, 
la Ley no recoge ninguna referencia explícita a la protección que estos trabajadores debieran 
recibir como sujetos que pueden correr riesgos a resulta de su trabajo; únicam ente, se verán 
afectados debido a los posibles riesgos que pued an ocas ionar a los trab ajadores por cuenta 
ajena a consecuencia de su participación en el proceso productivo. Este hecho explica la 
proliferación de la contratación de trabajadores autónomos como último escalón de una cadena 
de subcontratación. Está claro que los escasos de beres del em presario principal para con el 
autónomo, provocan que la contratación de éstos re sulte más rentable que la de un trabajador 
asalariado, que disfruta de todos los  derechos recogidos en el Capítulo III LPRL. P or tanto, la 
Ley, otorgando un papel relevante al  dato físico del desem peño de la actividad en un centro de 
trabajo común, reconoce, exclusivamente, la extensión de la normativa preventiva a autónomos 
ocupados en un mismo local, es decir, a un sect or muy reducido del heterogéneo colectivo que 
forman los trabajadores independi entes. Tal reflexión nos lleva a concluir que escasam ente se 
avanza respecto de los s istemas preventivos tradicionales 204 al continuar contem plándose a los 
autónomos en su condición de em presario205 e ignorando las nuevas fo rmas de llevar a cabo el 
trabajo independiente206.  
 
En efecto, si al trabajador autónomo tradicional nos referimos, diremos que su exclusión 
de la normativa de salud laboral parece en contrar justificación en la  libertad p ersonal que 
caracteriza el trabajo por cuenta  propia y que apunta a la autotu tela com o el m ecanismo m ás 
eficaz en aras de garantizar su seguridad; resultar ía, al menos, peregrino obligar al trabajador por 
                                                 
204 Esta situación tan desfavorable, no era única en España. Dentro de los países integrantes en la Unión Europea, 
únicamente Portugal e Irlanda aplicaban  de fo rma in distinta la n ormativa preventiva a trabaja dores por cue nta 
ajena y a aut ónomos; países como Dinamarca, Reino Unido y también Suecia, aunque en m enor medida; por lo 
que respecta a los demás Estados miembros, sus legislaciones en materia de seguridad y salud en el  trabajo no se 
aplicaban a los trabaja dores por cuenta propia. No obstante, en determinadas circunstancias, por e jemplo, cuando 
los aut ónomos ejercía n su actividad e n u na o bra o e n régi men de subcontratación (p or ejemplo, Bélgica,  
Luxemburgo, Grecia, Países  Bajos), quedaban cu biertos y  de bían por l o t anto r espetar l as disposiciones  
pertinentes a la legislación existente en materia de prevención. Propuesta de Recomendación del  Consejo relativa 
a la aplicación de la legislación sobre salud y seguridad en el trabajo a los trabajadores autónomos. Bruselas, 3 de 
abril de 2002. 
 
205 En  este sen tido, Ap illuelo Martín , M., Los derechos sociales del trabajador autónomo: especialmente del 
pequeño y del dependiente, Tirant Lo Blanch, nº 171, Valencia, 2006, pág. 71. 
206 T anto e l TRADE co mo e l tr abajador au tónomo pu ro quedan aboca dos a lo esta blecido por el a rt. 1902 y ss  
Código Civil de responsabilidad contractual por daños y perjuicios con fundamento en una falta de diligencia  de la 
empresa en alguna de sus actuaciones. 
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cuenta propia a llevar a cabo su actividad bajo unas directrices cuyo incum plimiento dañara al 
mismo, en otras palabras, sería co mo castigar un com portamiento del cual el pro pio trabajador 
infractor resulta a la vez víc tima. La condición de este au tónomo clásico no encaja con el 
esquema basado en el doble binom io trabaja dor-empresario/derechos-deberes. La doble 
condición que recae sobre el trabajador independiente- empleador y empleado-, la inexistencia de 
una relación laboral de la que em ane un haz de de rechos y deberes o la fa lta de espacio físico 
delimitado donde enm arcar la normas de prevenci ón, dificultan la intervención del Estado, que 
únicamente encuentra justificación a su intrusión en la actividad  desarrollada por los autónomos, 
en los m andatos constitucionale s recogidos en los art. 15, 40.2 y 43 CE, que abogan por la 
existencia de valores que los poderes públicos pueden/deben proteger, incluso, contra la voluntad 
del sujeto beneficiario de dicha tutela, como así ocurre con las normas de seguridad vial207. 
 
 Algunas voces han optado -siem pre para supue stos en los que la actuación negligente 
del trabajador por cuenta  propia solo pudiera af ectarle a él mismo- por mecanismos indirectos a 
través de lo s cuales se obtuviera u na m ayor imp licación por parte de estos trab ajadores en  la  
temática preventiva, y por tanto, un grado de autotutela mayor. En este sentido, se propone 
desarrollar cursos específicos, ch arlas de sensibilización, edición de guías inform ativas, etc., en 
una palabra., cualquier actividad  que conciencie a un colectivo que, en la m ayoría de las 
ocasiones, contempla la prevención de riesgos más como un gasto im puesto que com o algo que 
les favorece, al evitar, no sólo  daños para su propia salud, si no también consecuencias negativas 
que pudiera desencadenar la omisión de medidas preventivas208.  
 
En cuanto a los trabajador es de nuevo cuño, es decir, los autónomos económicamente 
dependientes, tam bién se encuentran exceptuados  de la norm ativa preventiva relativa a la 
prevención de riesgos laborales. En efecto, esto s trabajadores, que no tienen por qué desarrollar  
su activ idad en la em presa para la que desem peñan su lab or209, pierden, en cierta m edida, el 
control abso luto de su p ropia activ idad al qued ar vinculados a la em presa, si bien no por una  
dependencia jurídica, ya que conservan cierta dosis de libertad, sino por llevar a cabo su labor en 
unas circunstancias que m erman su poder decisiona l, situándoles en una posición de especial 
                                                 
207 Sempere Navarro, A. V. y Cardenal Carro, M., en AA.VV., Derecho de la Seguridad y Salud en el Trabajo, 4ª 
edición, Madrid, 2002. 
208 Lahera Forteza, J., “ Prevención de Riesgos Laborales de los autónomos t ras la Ley 54/2003 y el  Real Decreto 
171/2004”, Documentación Laboral, nº 70, 2004, pág. 104. 
209 Puede darse el supuesto de que el  trabajador autónomo dependiente realice su  actividad en el m ismo centro de 
trabajo de la e mpresa a la que perm anece vinc ulado. E n este caso, se  verá afecta do por el c ontenido del a rt. 24 
LPRL, no p or enc ontrarse e n una si tuación de dependencia en  rel ación co n l a em presa pa ra l a que p resta s us 
servicios, sino por  desempeñar su labor en concurrencia con otras entidades. 
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debilidad frente al em presario-cliente para el que trabaja. Tal desconocim iento por parte de la 
Ley chirría con el tradicional designio de las normas de prevención de riesgos laborales, es decir, 
el amparo del trabajador débil. 
 
Un paso adelante, en lo que a la p rotección de la seguridad y salud de los autónomos se 
refiere, fue el llevado a cabo por la Recom endación del Consejo de 18 de febrero de 2003, 
relativa a la  m ejora de la pro tección de la sa lud y seguridad en el trab ajo de los trabajadores 
autónomos210, que incitaba a los países m iembros a fo mentar, en el m arco de sus políticas de 
prevención de accidentes y enferm edades profesionales, la seguridad y salud de los m iembros de 
este colectivo. Hasta el momento, y a pesar de las num erosas voces que en el m arco comunitario 
habían abogado por la n ecesidad de abandonar la tendencia a otorg ar tal protección,  de m anera 
exclusiva, a los asalariados211, los trabajadores autónomos no estaban cubiertos por las Directivas 
concernientes a la salud y la segurid ad en el trabajo, las cu ales no sólo  eludían tod a referencia 
relativa al trabajador p or cuenta p ropia, sino que descansaban sobre el tradicional binom io 
trabajador-empresario212. La Recomendación hacía un llam amiento a los Estados m iembros para 
que tomaran las medidas necesarias que perm itieran el acercamiento del colectivo a la m ateria a 
través del acceso a una for mación e inform ación adecuada y responsable, que perm itiera a lo s 
autónomos tomar conciencia de la relevancia de la cues tión. Al tratarse de un acto no vinculante 
no tuvo en estos Estados la repe rcusión deseada. En concreto  España no respondió a tales 
                                                 
210 DOCE de 28 de febrero de 2003 
211 La Com unicación de la Comisión sobre un programa c omunitario de seguridad, higiene y salud e n el trabajo 
(1996-2000) preveía examinar la necesidad de una propuesta de recomendación del Consejo de la seguridad y salud 
de los tr abajadores por  cuenta propia, dado el  número cada vez mayor de t rabajadores autónomos. El Parlamento 
Europeo, en su Resolución sobre el  Marco General de acción de l a Comisión en  materia de  seguridad, higiene y  
protección de la salud en el trabaj o (1994-2000) propuso que se  tom aran m edidas tendent es a la inclusión del 
colectivo en la  Directiva  marco. En el m ismo sentido, la  Comunicación de la C omisión de 11 de marzo de  2002, 
“Como adaptarse a los cambios en la sociedad y en el mundo del trabajo: una nueva estrategia comunitaria de salud 
y seguridad (2002-2006). 
A nivel internacional esta nueva tendencia encuentra manifestación en el Convenio de la OIT 18 4/2001, de 21 de 
junio, so bre l a segu ridad y  sal ud en l a agr icultura, a t ravés del  cual  se recom ienda a l os Est ados miembros l a 
ampliación progresiva a los agricultores autónomos de la protección prevista para  los asalariados. 
212 Únicamente hallamos tres directivas que, de un modo u otro, toman en consideración al trabajador autónomo: 1. 
La Di rectiva 92/57/CEE, relativa a l as disposiciones mínimas de se guridad y  de  salud que deben aplicarse en  l as 
obras de construcciones t emporales o móviles, que t iene en cu enta a  lo s tr abajadores autónomos que e jercen una 
actividad en una obra, en la medida que pueden constituir, debido a dicha actividad, una fuente potencial de peligro 
para los t rabajadores por cuenta a jena qu e s e en cuentren e n la ob ra. 2. La Directiv a 9 2/29/CEE, relativ as a las 
disposiciones de seguridad y de salud para promover una mejor asistencia médica a bordo de los buques, en la que se 
recoge una definición muy amplia de trabajadores que incluye a los autónomos. 3. La Directiva 2001/45/CE, relativa 
a la utilización de l os e quipos de tra bajo en los traba jos tem porales de altura , que se refie re e n uno de sus 
considerandos a los trabajadores autónomos, recordando que cuando uno de éstos utilizan personalmente equipos de 
trabajo pueden poner en peligro la seguridad y salud  de los em pleados. Como vemos, estas tres directivas tiene un 
condicionante común: la prot ección de los trabajadores por cuenta propia se de riva de los trabajadores por c uenta 
ajena. 
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apelaciones - solam ente en parte- hasta la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del 
Trabajador Autónomo, como más tarde analizaremos. 
 
  Tras la aparición de la Recom endación de l Consejo, escasas fueron las referencias que 
hallamos de dicho colectivo en nuestra legislación de seguridad y salud en el trabajo ; en efecto,  
las normas que fueron promulgadas, seguían las di rectrices marcadas por la LPRL, considerando 
a estos trabajadores, exclusivamente, en los supuestos de concurrencia empresarial. Así las cosas, 
tanto el autónomo puro, como el económicamente dependiente que no llevara a cabo su actividad 
en el centro de trabajo del em presario al que  permaneciera vinculado, continuaban encontrando 
en la au totutela, la únic a vía de  garantizar su seguridad en el  ám bito labora l; en  ef ecto, el 
desarrollo del ambiguo art. 24 LPRL a través de la Ley 54/2003, de 12 de diciem bre, de reforma 
del m arco norm ativo de la prevención de riesgos laborales 213, aportó poca luz a tan oscura 
cuestión, añadiendo, por lo que a noso tros atañe, un nuevo apartado 6, por el que se establecía la 
necesidad d e desarrollar reg lamentariamente la s indicacion es que en m ateria de coordinació n 
empresarial dicho precepto recogía 214. Este m andato tendría respue sta in mediata al entrar en  
vigor, al siguiente m es, el Real Decreto 171/20 04, de 30 de enero, por el que se desarrolla el 
artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Preven ción de Riesgos L aborales, en 
materia de coordinación de actividades em presariales. Esta norm a impone a los autónom os una 
serie de obligaciones preventivas para el caso de concurrir con otras empresas, deberes que en 
ningún caso incurren de m anera directa en su propio beneficio 215, pretendiendo exclusivam ente 
la seguridad laboral del centro de trabajo. Dichos m andatos va rían, dependiendo del tipo de 
relación que se establezca entre los trabajadores  autónomos y las empresas con las que coinciden 
en el mismo espacio físico. Por un lado, la norma se encarga del supuesto en  el que trabajadores 
de varias empresas concurren en un m ismo centr o de trabajo. En este supuesto, en el que 
                                                 
213 La dificultad  de la aplicación práctica del art. 24 LPRL, debido a su redacción genérica y, por tanto, a su falta de  
concreción, l levaron al Gobierno y a l os interlocutores sociales a i niciar en octubre de 2002 una Mesa de Dialogo 
Social en materia de Prevención de Riesgos Laborales, que posteriormente se amplió a las Comunidades Autónomas 
en el seno de l a Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales. Como consecuencia de es te diálogo se aprobaron una 
serie de propuestas refrendadas por el Pleno de l a Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, el 29 de  
de ene ro de 2 003. F ruto de estas pr opuestas es l a apro bación de l a Le y 54/ 2003, de 12 de diciembre. A guilera 
Izquierdo, R., “El  desarrollo reglamentario del  art . 24 de la LPRL: la  coordinación de activ idades empresariales”, 
RMTAS, núm. 53, pág. 268. 
214 Además in trodujo un  n uevo art. 3 2 b is en el q ue, considerando el efecto  multiplicador d el riesgo  que tien e la 
concurrencia empresarial, se exige la p resencia en el cen tro de trabajo de los correspondientes recursos preventivos 
con el objeto de vigilar el cumplimiento de las directrices preventivas. 
215 Resulta al menos i ncoherente la escasa atención pres tada al autónom o como suje to necesitado de protección. , 
especialmente en un momento en el que dicho colectivo ampliaba sus derechos frente a la Seguridad Social mediante 
el R D 1273/2003, de  1 0 de  oct ubre, por el que  re gula la cob ertura de l as co ntingencias profesionales de l os 
trabajadores incluidos en el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, y la ampliación 
de la prestación de incapacidad temporal para los trabajadores por cuenta propia. 
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prevalece la concurrencia física de las empresas frente a la existencia de una relación jurídica que 
vincule a las m ismas, vía art. 4.1 RD 171/2004, se ad judica, al trabajador por cuenta propia el 
deber de cooperación con el resto de las firm as con las que coincide en un  m ismo local. Nada 
dice la LPRL 216 acerca de los m edios de coordinación pa ra la prevención de riesgos laborales, 
por el contrario, este RD re mite a lo dispue sto con carác ter g eneral en su  Capítulo V, 
concretamente, a su art.11, en el que no se menciona expresam ente al autónomo. Aquí 
encontramos una lista no exhaustiv a que recoge una relación de medios de coordinación, de los 
cuales, deb ido a sus características,  pocos les pue den ser adjudicados a los trabaja dores por 
cu   
rganización de un sistema preventivo propio, eso sí, siempre dentro de la 
es era de la autotutela.  
por la correcta for mación impartida por el titular de l centro, procedan de 
m nera inapropiada.  
                                                
enta propia.
  
 Por todo ello direm os que, el deber im puesto por el citado RD a l os trabajadores 
autónomos, se lim ita a la obligación de inform ar a las em presas con las que concurre. Com o 
vemos, en ningún momento es sujeto de protección directa, únicamente resultaría beneficiario del 
contenido del precepto, en un sentido hipoté tico, s i es peculamos que al con vertirse en 
destinatario de la inf ormación del resto de em presas, queda situado en una posición privilegiada 
en aras de una posible o
f
 
 El siguiente supuesto del que  se encarga el RD 171/2004, part e de la existencia de una 
empresa que es titu lar del cen tro d e trab ajo217. Sobre esta recaerá un a m ayor responsabilidad  
respecto del resto de las com pañías concurrent es. El relevante papel preventivo que la m isma 
asume, debido a su poder de disposición, en cuanto al  centro de trabajo se re fiere, la sitúa en una 
posición de prevalen cia respec to del resto  de las e mpresas concurrentes, adjudicándola 
obligaciones de m ayor intensidad que las asum idas por el resto de em presarios, recogidas en el 
art. 7 y 8 del RD. Se tr ata de deberes for mativos e infor mativos dirigidos a instruir a las otras  
empresas en prevenció n de riesgo s laborales.  El titular del cen tro que da liberado de toda 
responsabilidad siempre que la información y formación aportadas sean adecuadas, no resultando 
responsable de los incum plimientos de las restantes em presas, que, aun conociendo el m odo 
óptimo de actuación, 
a
 
216 La LPRL únicamente propone en su art. 39.3 la posibilidad de “acordar la realización de reuniones conjuntas  de 
los Comité de Seguridad y Salud y, en su defecto, de los delegados de prevención y empresarios de las empresas que 
carezcan de dichos Comités, u otras medidas de acción coordinadas. 
217 El art . 24 LPR L nada di ce respecto de a qui én corresponde dicho estatus, lo cual dio lugar a di stintas posturas 
doctrinales. El Real Decreto puso fin a esta situación al definir en su art. 2 al empresario titular del centro de trabajo 
como “la persona que tiene capacidad de poner a disposición y gestionar el centro de trabajo”. 
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  Como ve mos, a pesar de que la existenc ia de un sujeto do tado de una mayor 
responsabilidad podría parecer indicativo de una protección superior del trabajador autónom o, 
éste s e m antiene en s ituación s imilar a la an alizada en el anterior sup uesto –con currencia de 
varios trabajadores en un mismo centro de trabajo-, mostrándose únicamente sujeto adjudicatario 
de responsabilidades, como la que se infiere del art. 8.1 RD 171/2004, es decir, la de inform ar a 
la empresa titular y a las  demás empresas concurrentes. Por último, el Capítulo IV se encarga d e 
un tercer supuesto en el que concurren trabajadores de varias empresas en un centro de trabajo en 
el que existe un em presario principal 218. Para incurrir en esta hipó tesis, el RD exige tre s 
requisitos: por una parte, la existencia de una relación contractual, civil o mercantil, con terceros, 
contratistas o subcontratistas -aunque se trate de autónom os-; por otra, que el objeto del contrato 
se corresponda a la p ropia actividad del em presario que contrata o  subcontrata; por último, que 
estas actividades se desarrollen en el propio centr o de trabajo de dicho empleador. En este caso, 
el art. 10 RD 171/2004 intensifi ca las obligaciones del em presario principal, sobre el que 
recaerán, no sólo los deberes de cooperación, información e instrucción, tratados en los supuestos 
anteriores, sino tam bién la obligación de vigilar el cumplimiento de la n ormativa en materia de 
seguridad laboral por los contratistas o subcontratistas219. A diferencia de lo  que pudiera parecer, 
teniendo en cuenta el d esignio del precepto, que no es otro que desterrar la  inseguridad jurídica 
que hasta el momento se había instalado en torno a esta modalidad de organización del trabajo, el 
refuerzo de los deberes de seguridad de la empresa que contrata o subcontrata en relación con los 
trabajadores del contratistas 220 no repercutió en el colectivo de  autónomos, que continuaba en la 
misma situación de des amparo. Desde esta perspectiva, a los em presarios partic ipantes en un  
proyecto de este tipo y desde el punto de vista de la com petencia, les sale más rentable 
económicamente la contratación de autónomos que la de trabajadores ordinarios221. En fin, el RD 
171/2004, tan esperado como decepcionante en lo que a la protección del colectivo se refiere, no  
aportó nada nuevo, es más, desoía las directrices marcadas por la Estrategia comunitaria de salud 
                                                 
218 El art. 24 LPRL no habla de empresario principal, sino que emplea la definición que del mismo ofrece el art. 2 del 
RD, es decir, el e mpresario que contrata o subcontrata con otros la realización de obras o servicios correspondientes 
a la propia actividad de aquél y que se desarrollan  en su propio centro de trabajo. 
219 La LPRL, haciendo gala de su ambigüedad, nada precisa respecto del supuesto de contrata seguida de sucesivas 
contratas. E n este caso se plantea la cuest ión relativa a si el  de ber de  vi gilancia se extiende o no  a t odos l os 
empresarios implicados en la cadena de contratas. El art. 10.2 del RD, reforzado por la opinión doctrinal mayoritaria, 
aclara este asunto al ente nder que dicho deber se e xtiende a la e mpresa contratista cuando s ubcontrate con otra la 
realización de  parte de la obra o servicio. Alfons o Mellado, C.L., Responsabilidad empresarial en materia de 
seguridad y salud laboral, Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 1998, pág. 110; Miñarro Yanini, M., “La prevención de 
riesgos laborales en las contratas y subcontratas”, Documentación Laboral, núm. 68, 2003, pág. 100. 
220 Sempere Navarro, A., García Blasco, J., González Labrada, M., Cardenal Carro, M., Derecho de la Seguridad  y 
Salud en el Trabajo, Ed. Civitas, 3ª Edición, Madrid, 2001. 
221 Apilluelo Martín, M., Los derechos sociales del trabajador autónomo…, cit. pág. 75. 
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y seguridad en el trabajo (2002- 2006) que abogaba por el establecim iento de m edidas como “la 
inclusión de las problemát icas específicas relacionadas con las PYMES, las m icroempresas y los 
trabajadores autónomos”. 
 
.2 Los trabajadores autónomos en el sector de la construcción 
 
e la Directiva 89/391/CEE cuya actividad 
rofesional contribuya a la ejecución de la obra”.   
 




En el ám bito comunitario pronto se percatar ían de la necesidad de  otorgar un especial 
tratamiento al sector de la cons trucción. El alto índice de siniestralidad que en dicho sector de 
la actividad económ ica se daba, exigía garant izar un m ayor nivel de seguridad y salud a 
aquellos que en él vinieran desarrollando su trab ajo; efectivamente, la peligrosidad inherente a 
la propia actividad y el plus de  riesgo que aportaba la concurrenc ia empresarial típica de es te 
sector, hacían inevitable la concesión de un trat amiento normativo específico. De este modo, la 
Directiva 92/57/CEE, de 24 de junio , que es tablece las d isposiciones mínimas de seguridad y  
salud para las obras de construcción 222, fijó las directrices que de bían desarrollar los Estados 
miembros. En lo que al trabajador autónom o concierne, cabe añadir qu e la Directiva tam bién 
revelaba- como posteriorm ente dispusiera la Recomendación del Consejo de 18 de febrero de 
2003 - la elevada presencia se este  tipo de trabajadores  en las obras de construcción; adem ás, 
incluía una exigua definición de l m ismo en su art.2.d): “cual quier persona distinta de las 
mencionadas en las letras a) y b) del artículo  3 d
p
La norma que llevó a cabo la transposición de la Directiva citada fue el RD 1627/1997, 
de 24 de octubre,  por el que se es tablecen disposiciones mínimas de seguridad y salud en las  
obras de construcción 223. Esta disposición, de gran relevanc ia por lo que a avance normativo 
 
222 A nivel internacional ya en contramos referencias a la  temática en cues tión en el Convenio número 155 de la 
OIT, relativo a la seguridad y salud de los trabajadores, de 22 de junio de 1981- ratificado por nuestro país el 26 de 
julio d e 1985-, y en  particular, el Convenio n úmero 6 2 de l a O IT, d e 23  de junio de 1937, relativo a l as 
prescripciones de seguridad en la industria de la edificación -ratificado por España el 12 de junio de 1958-. 
223 Encuentra su  precedente en  el RD 55/1986, de 21  de f ebrero, por el q ue se i mplanta l a obligatoriedad de la  
inclusión de un estudio de seguridad e higiene en el trabajo en los proyectos de edificación y obras públicas.  
El RD 1627/1997, de 24 de octubre, fue complementado por: 
 La Resolución de 8 de abril de 1999, sobre Delegación de Facultades en Materia de Seg uridad y Salud en las 
Obras de Construcción, que complementa el art. 18 del Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre de 1997. 
Modificado por: 
 El Real Decreto 604/2006, de 19 de mayo, por el que se modifican el Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el 
que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención y el Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre. 
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supone, implicó, en prim er lugar, el tratam iento pionero en nuestro ordenam iento jurídico de 
uno de los fenóm enos que con m ayor pujanza ve nían afectando a los modos de organización 
del trabajo, es decir, la des centralización productiva; en segundo lugar, supuso el intento por 
alcanzar, al m enos aparentem ente, la efectiva  integración  de los autónom os en el s istema 
preventivo. Si bien es cierto que no otorgó al colectivo protección idéntica a la correspondiente 
a los asalariados, sí acercó su posición a la de éstos, reconociendo en su Exposición de Motivos 
la habitual participación de este tipo de trabajadores en las obras. 
n empresario, dotando a cada una de estas condiciones de un régim en distinto, 
como es lógico. 
                
 
El RD, en su art. 2 se ocupa de definir a quellos sujetos qu e, como bien indica, no son 
habituales en otros ám bitos que han sido regulados  con anterioridad ; así, junto a los térm inos 
promotor, proyectista, contratis ta o subcontratista, se encarg a de señalar qué entiende por 
trabajador autónomo224. A renglón seguido, el legislador ex cluye del tratam iento recibido por 
los trabajadores autónomos, a aquellos que em pleen en la obra a trabajadores por cu enta ajena, 
que pasan a recibir la condición de contratistas o subcontratistas, es decir, de empresarios, a los 
efectos del RD. A diferencia de lo que ocurría en la norm as pr eventivas analizad as hasta el 
momento, que sólo con templaban al trabajador i ndependiente en su faceta em presarial, vemos 
cómo esta norma considera al mismo bajo un doble prisma, por un lado, com o un trabajador y, 
por otro, como u
 
En base a esto procederemos a exa minar el tratamiento que los trabajadores autónomos 
reciben, dependiendo de la faceta que desarroll en. Podem os decir que,  en aplicación de la 
disposición final primera del Es tatuto de los Trabajadores, el RD 1627/1997 pretende asim ilar 
la posición del trabajador por cu enta prop ia a  la de l trabajador asalariados. La intención de 
amparar al autónom o, c onsiderándolo sujeto ne cesitado de protección, se  hace p atente en el 
hecho de que el m ismo, no sólo es contem plado como tal al entab lar relaciones profesionales 
con un contratista o subcontratista, sino que, para el caso en que el vínculo se establezca 
directamente con el prom otor, a tenor del ar t. 2.3 RD, éste será c onsiderado contratista, 
                                 
y directa una actividad 
lizar determinadas partes o instalaciones de la obra”. 
224 Art. 2.1.h) RD 1627/1997:  
Trabajador autónomo:  
La persona física distinta del contratista y del subcontratista, que realiza de forma personal 
profesional, sin sujeción a un contrato de trabajo, y que asume contractualmente ante el promotor, el contratista o 
el subcontratista el compromiso de rea
Se trata de una definición bastante tradicional que guarda significativas similitudes con la recogida en el art.2.1.d) 
del RD 2530/1970, de 20 de agosto.  
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evitando, en el supuesto en cuestión, que el autónomo adquiera dicha condición 225, que, por un 
lado, le adjudicaría las obligaciones propias de  aquél, por ejem plo, llevar a cabo un Plan de 
Seguridad (art.7.1) y, por otro, le apartaría del amparo que a los trabajadores concede la norma.  
iones previstas están orientadas a prot eger la salud del propio trabajador por cuenta 
propia226.  
 
En su condición de trabajador, el aut ónomo se verá constreñido por los deberes 
dispuestos en el art. 12 RD- “Obligaciones de los trabajadores au tónomos”- que invoca a 
aquellos recogidos por la LPRL re specto de los  asalariado s. Así, este p recepto abo ga por la 
aplicación de los principios de  la acción p reventiva, por el uso adecuado de los equipos de 
trabajo, de los equipos de prote cción personal, de los d ispositivos de s eguridad, por informar 
sobre situaciones de riesgo, así como, por cont ribuir al cum plimiento de las obligaciones 
establecidas por la au toridad competente. Además, por lo dispuesto en el art. 11.1.d) del RD 
1627/1997, los autónomos gozarán del derecho a ser form ados e instruidos en m ateria 
preventiva por parte d el con tratista o subcon tratista al qu e perm anezcan ligados,  debiendo  
responder con una actuación adecuada en base a las directrices marcadas por las instrucciones 
dictadas por aquellos. P arece que en este precepto se vislumbra un avance si se considera que 
las instrucc
 
Este progreso se ve reforzado si tenemos en cuenta que el deber por parte del trabajador 
por cuenta propia de cumplir con las instruccio nes recibidas, se verá m itigado por el art. 11.2  
del RD 1627/1997, en el que se indica que “los  contratistas y los s ubcontratistas serán 
responsables de la ejecución correcta de las medidas preventivas fijadas en el plan de seguridad 
y salud en lo relativo a las obligaciones que les correspondan a ellos directamente o, en su caso, 
a los trab ajadores autónomos por ellos contratados”. Com o vemos, esta norm ativa se m uestra 
más protectora que la analizada anteriorm ente, es decir, el Real Decreto 171 /2004227, que 
                                                 
225 Excepto, como señala el art. 2.3 R D1627/1997,  cuando “la actividad contratada se refiera exclusivamente a la 
nación en el sector de la construcción serán los establecidos en Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, y 
construcción o reparación que pueda contratar un cabeza de familia respecto a su vivienda”. 
226 González Ortega, S., “El tratamiento de  los ries gos del trab ajo de los trab ajadores au tónomos”, Tem as 
Laborales, núm. 81, 2005, pág. 169. 
227 Este Real De creto, por el que se desarrolla el art. 24 LPRL, en  su  disposición ad icional 1ª y en  aras de su 
aplicación a las obras de construcción, señala que las obras incluidas en el ámbito de aplicación del RD 1627/1997 
se regi rán por l o est ablecido en el citado Real Decreto.  A tales efectos se tendrá en cuenta lo si guiente: a)La  
información del art. 7 se entenderá cumplida por el promotor mediante el estudio de seguridad y salud o el estudio 
básico, en lo s términos esta blecidos e n los artículos 5  y 6 del  Real Decreto 1627/1997, de 24 de  oc tubre. Las  
instrucciones del art. 8  se e ntenderán cumplidas por el  p romotor mediante las impartidas por el  coordinador de  
seguridad y salud durante la ejecución de la obra, cuando tal figura exista; en ot ro caso, serán impartidas por la 
dirección facultativa. b) La s medidas establecidas en el Capítulo IV para el em presario principal corresponden al 
contratista, de finido en el  artículo 2.1.h)  del  Real Decreto 1627/1997 , de 2 4 de oc tubre. c) L os medios de  
coordi
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excluía al colectivo de autónomos del deber de vigilancia encomendado al empresario principal 
únicamente respecto de los trabaj adores asalariados; como vemos, se produce lo que se puede 
calificar de retroceso normativo.  
abajo adecuado 
n donde los empleados lleven a cabo su actividad con garantías de seguridad.  
 
 
Todas estas consideracio nes no serán de aplicación al autóno mo con trabajadores a su 
servicio, es decir, aquél que el art. 2.1.j) considera contratista o subcontratista. La condición de 
trabajador s e transm uta en la de empresari o, con las consecuencias que de tal cam bio se 
derivan; ya no se le imputan los deberes propio s de los trabajadores, en anteriores líneas 
citados, sin o que se le asig nan deberes de obligado cum plimiento para la totalidad de 
empresarios concurrentes en la obra, recogidos en el art.11 RD- “Obligaciones de los 
contratistas y subcontratis tas”-; en tre tales  obligacion es, la aplicación de los principios de 
acción p reventiva reco gidos en el art.  15 LPRL e invocados por el art.  12.1.a) RD 228, el 
cumplimiento de los principio generales aplicable s durante la ejecución de la obra, es decir, 
tareas concretas recogidas en el art. 10 RD, la observancia de los deberes de coordinación a los 
que alude el art. 24 L PRL o la elección de m edidas adecuada s relativas a los equipos de 
protección individual,  previs tas en el Real Decreto 773/1997 . En aras del cum plimiento de  
estos deberes, el RD destinado a las obras de construcción creó la figu ra del coordinador en 
materia de seguridad y salud, que  es designado por el promotor. Asimismo, el art. 13 del RD  
1627/1997, permite el acceso del autónomo al libro de incidencia, documento custodiado por el 
coordinador de la obra, con fines de control y seguimiento del plan de seguridad y salud. Como 
vemos, el trabajador autónom o en condición de e mpresario, no resulta adjudicatario de 
obligaciones encam inadas a su propio am paro, que vuelve a quedar condicionado a la 
autotutela, siendo el designio de estos deberes la consecución de un luga r de tr
e
                                                                                                                                                           
en la d isposición ad icional d ecimocuarta d e la Ley 31 /1995, de 8 de no viembre, d e Pre vención de R iesgos 
Laborales, así como cualesquiera ot ros complementarios que puedan establecer las  empresas concurrentes en la  
obra. 
228 Cabe señalar que no todos estos “principios” son aplicables al trabajador autónomo, por ejemplo, la evaluación 
de ries gos o l a planificación de la  activi dad preventiva. Mateos Be ato, A., “El t rabajador a utónomo en la  
prevención…, cit., pág. 13. 
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La Ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación 229, pretendió da r 
respuesta a la problemática existente en esta modalidad de organización productiva que, si bien 
es cierto, en m uchos casos permite un mayor grado de especialización, de cualificación de los 
trabajadores y de inversión de nuevas tecnol ogías, en otros da lugar a un encadenam iento 
excesivo de subcontrataciones que, especialm ente en  el sector de la co nstrucción, facilita la 
participación de empresas sin una mínima estructura organizativa que permita garantizar que se 
hallan en condiciones de hacer frente a resp onsabilidades preventiv as230. Era un hecho 
incontestable la existencia de un sector com o el de la construcción que, constituyendo uno de 
los ejes del crecim iento económ ico de nuestro  país, perm anecía som etido a unos riesgos 
especiales, registrando una siniestralidad laboral muy notoria por sus cifras y gravedad; durante 
el año anterior a la entrada en vigor de la Ley 32/2006, se producían en España 904.908 
accidentes de trabajo con baja, de los que 241.624 se daban en el sector de la construcción; del 
total de accidentes el 26,6% de  todos los leves, y el 32% de todos los graves y m ortales, se 
produjeron en este ám bito. Teniendo en cuenta que el total de trabajad ores em pleados en la 
construcción se situaba alrededo r del 12% del total de sectores, se puso de m anifiesto que los 
porcentajes de siniestralidad er an proporcionalmente m uy superiores en este sector. Por todo 
ello, el fin que la nueva norm a perseguía era la reducción  de la al ta siniestralidad en l as obras 
de construcción, en un intento por obtener una m ayor transparencia a partir de una serie de 
medida
a y responsabilidad p ropia y fuera del ám bito de organización y dirección de la 
                                                
s preventivas entre las que d estacaban nuevas obligaciones documentales y de registro ; 
en una palabra, esta Ley tenía com o princi pal designio el im pedir que dicha realidad 
organizativa pudiera desarrollarse en detrimento de la seguridad y salud en el trabajo.  
A lo que al trabajador autónom o231 atañe, la Ley  regulado ra de la subco ntratación le  
define en los mismos términos que el RD 1627/1997 y en línea con el por entonces proyectado 
Estatuto del Trabajador Au tónomo, es decir, distinguie ndo entre autónom o con o sin 
empleados. En su art. 4. 1.c) exige a los trabajad ores por cuenta prop ia que ejecuten el trabajo  
con autonomí
 
229 Ha si do desarrollada por el  Real Decreto 1109/2007, de 24 de agosto. Los principales aspectos en los que la 
Ley 32/ 2006, de 18 de octubre req uería regl amento eran:  el  regi stro de em presas acredi tadas, el  li bro de  
subcontratación, l as reglas de c ómputo de p orcentajes de t rabajadores i ndefinidos marcados en  l a Ley  y  l a 
 Encuesta Nacional de  
392, Nº 8, 2000, pág. 27 y ss. 
simplificación doc umental de las obli gaciones esta blecidas para las obras de  constru cción e n el ordenamiento 
jurídico. 
230 Vid., García Blasco, J., Se mpere Nava rro, A., Comentarios a la Ley 32/2006, de 18 de octubre, A ranzadi-
Thomson, 2007. 
231 Con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 32/2006, de 18 de octubre, en el 21% de los centros de trabajo 
había t rabajadores externos con los que l a empresa no guardaba una relación laboral. IV
condiciones de Traba jo: avance de  res ultados. AA VV. Prevención, trab ajo y salu d: Rev ista del In stituto 
Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, ISSN 1575-1
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empresa que le haya contratado, prevaleciendo la  nota de independencia en contraste obligado 
con la subo rdinación d el trabajado r asalariado 232 y eludiendo, en todo mom ento, m ención 
alguna a la posible dependencia económica propia del nuevo m odelo de trabajo en régim en de 
autonomía.   
 
Más novedosa y polémica resulta la prohibición recogida en el art. 5.2.e) LS que impide 
al colectivo de los trabaja dores autónom os la subcontrat ación de los trabajos a él 
encomendados ni a otras em presas subcontratistas 233 ni a otros autónom os. La controversia se 
suscitó ya en los albores de la norm a, sie ndo num erosas las voces que  consideraron ésta 
contraria al art. 38 CE, que cons agra la libertad de empresa. Desde el inicio de su an dadura, es 
decir, desde que el Grupo Parlamentario Iz quierda Verde-Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya Verds presentara en el Congreso de los Di putados su proposición de Ley reguladora 
de la subcontratación en el sector de la construcción, en abri l de 2004, la norma tuvo que hacer 
frente a diferentes im pedimentos a lo largo de su tram itación. La enm ienda que en m ayor 
medida afe ctó a los trabajadores por cuenta propia, procedió del Grupo Popular 234 que, 
contando con el apoyo de diferentes asoc iaciones de trabaj adores autónom os235, enmendó la 
proposición a su paso por el Senado con el propósito de suprimir el artículo que impedía a estos 
subcontratar los trabajos a ellos encom endados, considerándolo inconstitucional al entender 
que la contratación y subcontrataci ón de obras y servicios es una  expresión de la libe rtad de 
empresa que reconoce la  Constitución en su art. 38 236. A pesar de la elim inación del apartado 
referido a los autónomos por parte de esta Cá mara, sería de nuevo introducido en el texto 
definitivo aprobado por el Congres o237. En este punto debem os plantearnos si las alegacion es 
                                                 
232 M ercader Uguina, J. y  N ieto R ojas, P ., “La Ley  regul adora de l a subc ontratación en el  sec tor de la 
construcción”, Relaciones Laborales, núm. 4, 2007, pág. 71. 
233 Lim itaciones sim ilares y a vení an produciéndose vía con venio c olectivo. E jemplo de el lo, el  C onvenio 
Colectivo para la construcción de Barcelona y su provincia -AC 19-X-1998, DOGC 18-XI-1998-, mediante el que 
“se restringe la contratación de trabajadores autónomos por los empresarios que se encuentren vinculados por este 
convenio, de conformidad al Anexo X, Acuerdos de la Comisión Mixta de I ntrusismo”. Ministerio de Trabajo e 
Inmigración. http://explotacion.mtin.es/wregcon/. 
234 La Comisión de Trabajo y Asuntos Sociales en el Senado, aprobó, con 21 votos a favor y 11 en contra, el texto 
de l a pr oposición de l a Ley  de su bcontratación, que i ncluyó t res enm iendas del  G rupo P opular, que sal ieron 
adelante con 12 votos a fa vor y 11 en contra.. Además de l a dirigida a la supresión del art ículo que impedía la 
subcontratación por parte del trab ajador au tónomo, las o tras dos hacían referencia, por un lado , a lo s requ isitos 
exigibles a l os con tratistas y sub contratistas, oponiéndose al estableci miento de  un porce ntaje de contratos 
indefinidos con carácter obligatorio y, por otro, a la definición que de los autónomos otorgaba la propuesta.  
235La Federación Nacional de Trabajadores Autónomos (ATA) ya mostró su más enérgico rechazo a la proposición 
de ley cuando el texto fue aprobado en el Congreso de los Diputados al considerar que suponía una limitación a la 
libertad  econó mica d el co lectivo. Po r otro lado , la Asociación Nac ional de Em presarios y  Pro fesionales 
autónomos (Asnepa) de igual manera entendió que esta proposición era discriminatoria y lesiva.  
236 Enmienda número 20 presentada por el Grupo Popular en el Senado. DOGC 19 de junio de 2006. 
237 BOGC 11 de octubre de 2006. 
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planteadas tanto desde el plano político com o de sde el sen o de asociaciones de trabajado res 
autónomos gozan de fundamento; en otras palabras, si resulta cierta la inconstitucionalidad que 
de tal restricción proclama. La libertad de empresa se presenta como un derecho constitucional, 
aunque sin acceso al recurso de am paro y a la re serva de ley orgánica -prerrog ativas dirigidas 
únicamente a los “derechos fundamentales y de  las libertades publicas”. Debem os em pezar 
haciendo costar que los derechos  fundam entales no son derechos  absolutos. Esta realidad 
emana de la propia Constitu ción, que establece límites a los m ismos, por ejemplo, su art. 10.1 
del que se infiere que el ejerci cio de los derechos fundam entales encuentra su techo en los  
derechos de los dem ás o el art.21.2 respecto de l orden público en relación con el derecho de 
manifestación. Por otra parte, será posible el establecimiento de límites implícitos -no previstos 
expresamente en la Con stitución-, siempre y cu ando vengan justificado s por la necesidad d e 
preservar a otros derechos cons titucionales, y a otro s bienes o valores constitucionalmente 
protegidos. El alcance de estas limitaciones, por supuesto, tiene que ser controlado. El Tribunal 
Constitucional238 ha señalado que estas restricciones deben ser interpreta das con criterios 
restrictivos y en el sentido m ás favorable a la es encia de los  derechos, por lo que el legislador 
no podrá lim itar a su antojo; así pues, el Alto Tri bunal estableció un criter io para c ontrolar el 
alcance de estas restricciones: toda interven ción limitadora de un derecho funda mental (aparte 
del fundamento mediato o inmediato del Texto C onstitucional) deberá ser adecuada,  necesaria 
y proporcional. Pues bien; en este contexto es en el que debem os enm arcar la controversia 
surgida a partir de la Ley 32/2006 y, en concre to, de su art. 5.2.e). Teniendo en cuenta que 
dicho precepto restringe el ejerci cio de la libertad de em presa, en aras de un m ayor nivel de 
seguridad en el trabajo, diremos que de un análisis  preciso de la medida inferimos la idoneidad 
de la m isma; en prim er lugar, en base al contenido del art. 5.3 LS 239, hay que apuntar que se 
trata de un limite relativo, que deja un margen a distintas situaciones en los que  sí se permitirá 
la contratación de tercero en un tercer nivel de subcontratación –llama la atención que el 
                         
autónomo, hasta en este apartado extensivo, oc upe un lugar m arginal-; en segundo lugar, se 
                        
con terce ros, exce pcionalmente se podrá ex tender la 
 ca usa o causas m otivadoras de  la m isma en el Libro de 
or. 
238 STC 1 59/1986, de 12  d e diciembre ( RTC 1 986\159); STC 2 0/1990, de 1 5 de f ebrero ( RTC 199 0\20); STC 
301/2006, 23 de octubre (RTC 2006\301). 
239 Art. 5.3 LS:  
No obstante l o di spuesto e n el  apa rtado ant erior, c uando e n cas os fo rtuitos debidamente just ificados, por 
exigencias de especialización de los trabajaos, complicaciones técnicas de la producción o circunstancias de fuerza 
mayos por las que  puedan atravesar los agentes que intervienen en la obra, fuera necesario, a juicio de la dirección 
facultativa, la  contratación de alguna parte de la obra 
subcontratación establecida en el  apart ado ant erior e n u n ni vel adi cional, si empre que se hag a co nstar p or l a 
dirección facultativa su a probación previa y la
Subcontratación al que se refiere el artículo 7 de esta Ley. 
No se a plicará l a am pliación e xcepcional de l a s ubcontratación prevista en el  párrafo a nterior, s alvo que l a 





Para finalizar, destacar otro aspecto de la norm a, que s upone un avance en lo que a la 
 
 y subcontratista quedan constreñidos a 
igilar el cumplimiento de lo establecido en la Ley 32/2006, por parte de los autónomos con los 
que co
e el trabajador por cuenta pro pia 
ervicios a  las  del tr abajador de pendiente resulta acu ciante en nu estros días,  
especia
 una medida proporcionada, si tenemos en cuenta que a partir de ella se pretende reducir 
el alto índice de siniestralidad del sector; en tercer lugar, está justificada por los datos obtenidos 
en años anteriores, en que la perm isividad i ndiscriminada de la s ubcontratación, hasta ahora 
indiscriminados, no ha  hecho sino  propic iar situaciones de  rie sgo gen eradoras de  m últiples 
accidentes labo
seguridad del trabajador autónom o respecta, en  contraposición con lo aportado por el RD





3. Legislación de Seguridad Social 
 
La necesidad de asim ilar las cond iciones en las qu
presta sus  s
lmente si tenemos en cuenta el aum ento del número de trabajadores que, en los últim os 
años, se han integrado en el colectivo de los tr abajadores por cuenta propia; en efecto, debemos 
tener presente que, de los diferentes Regí menes Especiales de la Seguridad Social, el de los 
autónomos es hoy el más im portante cuantitativamente, habiéndose pro ducido en los últim os 
veinte años un crecimiento de la afiliación del casi 40%241.  
  
El Derecho de la Seguridad Social cons tituye un vasto bloqu e normativo caracterizado, 
por un lado, por la evolutiva ampliación de su ámbito subjetivo de protección y, por otro, por su 
autonomía, aceptad a actualm ente por la m ayoría de la doctrina. A pesar de esta reconocid a 
independencia no podemos pasar por alto la estr echa relación existent e entre la Seguridad 
Social y el Derecho del Trabajo, si tenem os en cuenta que muchas normas de Seguridad Social 
están vinculadas al trabajo asal ariado, es decir, al objeto centr al del Ordenam iento laboral. 
                                                 
240 Sempere Navarro, A.V., “Limitaciones a la su bcontratación en obras de construcción”, en La subcontratación 
en el sector de la construcción  análisis de la Ley 32/2006, de 18 de octubre , coor d. por Juan García Blasco, 
Ángel Luis de Val Tena, Ed. Aranzadi, 2007. 
241 Cámara Botía, A. y Gil Plana, J., “El  Régimen Especial de Seguridad Social de los Trabajadores Autónomos: 
génesis, evolución y perspectivas”, cit. , pág. 3 
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Precisamente al trabajo  por cuen ta ajena s e dirigían las p rimeras políticas de protección social 
en España, teniéndonos que rem ontar a fechas mu cho más tardías para encontrar al trabajador 
autónomo acogido en su esfera protectora. Esta preterición late en las prim eras normas sobre 
seguros sociales que, de igual m anera, lim itaban su cam po de aplicación a los trabajadores  
asalariados: La Ley de 30 de enero de 1900 de accidentes d e trabajo  es tableció, la  
responsabilidad objetiva del em presario pa ra con el trabajador  en los casos d e accidente de  
trabajo. Su desi gnio chocaba fr ontalmente con l a naturaleza del trabajador  autónomo, en donde 
ambos sujetos, trabajador y empresario, se aunaban en una figura singular que recogía aspectos de 
ambos. El RD de 11 de mar zo de 1919, por el que se a probó el Régimen de inte nsificación del 
Retiro Obrero, se dirigía exclusivamente a los trabajadores por cuenta ajena; si tenemos en cuenta 
que la financiación de este seguro provenía de las cuotas sufragadas por los patr onos y el Esta do, 
la inexistencia de una contrapart e e mpresarial, en el caso de l os trabajadores por cuenta propia  
dificultaba la expansión de este seguro de vejez a dicho colectivo. El RD de 18 de marzo de 1919, 
por el que s e creó e l se guro de par o forz oso, al igual que ocurr e act ualmente- a pesar de los  
intentos de l a Le y 20/2007- , no pr otegía del riesgo de dese mpleo a los  autónomos, ya que la 
inexistencia de una re lación la boral y la s di ficultades para c onstatar la volunt ariedad o 
involuntariedad de la s ituación de  de socupación242 hacían de este se guro una pr estación 
inconcebible para un colectivo de tales características. El RD de 22 de marzo de 1929 por el que se 
regulaba el seguro obligatorio de materni dad, y que entr ó en vigor el 1 de oct ubre de 1931, 
constituye la primera me nción normativa del trabajo en régimen de autonomía 243, al plantear al  
Gobierno, vía Disposición Transitoria 2ª, el desarrollo de un proyecto de aplicación de aquél a este 
tipo de tra bajadoras, aunque fi nalmente tal propue sta se vería  desatendida, por disti nto motivos: 
por un lado, hay que tene r en cuenta que “el germen de la cobertura soci al se encuentra en pleno 
desarrollo industrial, actuando como instrumento conciliador, orientado a atenuar la aspereza de la 
lucha 
débil de la sociedad, entr e el que, por  supuesto, no se hallaba el trabajador autónomo245; por otro 
de cl ases en la industria y mantener de esta m anera con m ayor facili dad el orde n 
público”244, es decir, a apaciguar a la vez que pr oteger al sector consi derado económicamente 
                                                 
242 Pérez Capitán, L., El concepto de trabajador autónomo en la ..., cit., pág. 61. 
243 Prev ia en trada en v igor de esta norma, el Institu to Nacional d e Prev isión, con el propó sito d e analizar la 
aplicación en España del Se guro de Maternida d, convoc ó la C onferencia Nacional de Se guros de Enfermedad, 
Invalidez y  Maternidad de Barcelona, cel ebrada en noviembre d e 1922, en la qu e ya se pon ía de man ifiesto la 
rnidad en la época de la Restauración española”, Cuadernos de Historia Moderna y Contemporánea, 1985. 
onsideraba que la p revisión social se di rigió primero a l os obreros por ser económicamente 
necesidad de proteger a la traba jadora aut ónoma. Cabeza Sánc hez Albornoz, S., “Le gislación protectora de la  
Mate
244 Rodríguez-Piñero Bravo Ferrer, M., “El Estado y la Seguridad Social”, Revista Política Social nº 61, 1964, pág. 
44. 
245 Bayón Chacón c
débiles. Bayón Chacón, G., “Los problemas de personalidad de la Ley de Bases de la Seguridad Social”, RPS nº 
61, 1964, pág. 13.  
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lado, el Estado –aún impregnado del pensamiento liberal- considerara inadecuada su intervención 
en las cuest iones relat ivas al trabaj o no dependi ente, teniendo e n c uenta que los tr abajadores 
autónomos habían tomado la opción de entr egarse a un estilo de vi da independi ente y de 
organización libre de los aspectos relativos a su trabajo246.  
 
e los trabajadores p or cuenta p ropia y su 
dispersión geográfica”. Al amparo de estas normas se constituyeron la Mutualidad Laboral de 
Trabaj
                                                
La voluntad de ampliación del ámbito subjetivo de protección que caracteriza al sistema de 
la Seguridad Social comienza a apreciarse con la promulgación de las medidas de Previsión Social 
Agraria. Nor mas c omo la Le y de 1 de s eptiembre de 1939 sobre el  Régimen Obli gatorio de  
Subsidios Familiares en la agricultura o la Orde n de 3 de febrero de 1949  que establece la Cartilla 
Profesional Agrícola, ofreciendo un pionero c oncepto de tra bajador autónomo, acercaron a parte  
de este colectivo a la previsión social247.  
 
La extensión de la protección social a la totalidad  de los autónom os tendría lugar año s 
más tarde, m ediante el m utualismo248. Así, el art.1 del Decr eto 1167/1960, de 23 de junio, 
dispuso la extensión de los beneficios d el Mu tualismo La boral “a los trabajadores 
independientes, autónomos y artesanos”, aunque  reconociendo la dificultad de su inclusión 
debido a la “heterogeneidad de las caracterís ticas laborales del sector”, “su composición 
demográfica”, “la variedad de emolum entos” d
“
adores Autónomos de la Alim entación y la Mutualidad Labor al de Trabajadores 
Autónomos de Traspor te y Com unicaciones249. Posteriormente, la Orden de 30 de m ayo de 
1962 creo una serie de Mutualidad es en las que se integrarían las anteriormente mencionadas; 
la Mu tualidad Laboral de Trabajad ores Autóno mos de Ser vicios, la  Mutualidad Laboral de  
 
s económico s”. Po steriormente la  
ciedad, tiene derecho a la Seguridad Social”. 
 Vid., Montoya Melgar, A., “La Seguridad Social de los trabajadores autónomos”, Revista Iberoamericana de la 
246 Cerv illa Garzó n, M ª. J., La acción protectora de los trabajadores autónomos en el Sistema Español de 
Seguridad Socia, Consejo Andaluz de Relaciones Laborales, Sevilla, 2005, pág.  32.  
247 En estas fechas comenzaba a intuirse un cambio en lo que respecta a la integración del traba jador autónomo en 
los mecanismos de protección social. Refl ejo de tal modificación son los diversos textos legales, tanto nacionales 
como internacionales, que abogan por dicha inclusión. Así, la Con stitución española de 9 de diciembre de 1931, 
reconoce, vía art. 46, el derecho a  la Seguridad Social a “todo trabajador”; desde 1933, la  OIT e n su 
Recomendación nº 43 sobre los seguros de invalidez, vejez y muerte, hace mención a los trabajadores autónomo al 
establecer en su art. 1.b) que “cuan do las condiciones ec onómicas, sociales  y ad ministrativas lo permitan, la s 
legislaciones n acionales de berían i ncluir e n el  seguro ( ...) a l os t rabajadores i ndependientes de l a i ndustria, el  
comercio y la agr icultura que cu enten  so lamente co n escaso s recurso
Declaración Universal de los Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948, en su art. 22, afirmaba que “toda 
persona, como miembro de la so
824
Seguridad Social, núm.5, 1965. 
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Trabajadores Autónomos de la Industria y la Mutualidad Laboral de Trabajadores Autónom os 
de las Actividades Directas para el Consumo250.  
 
Con este importan te antecedente, el Régim en Especial de la Seguridad  Social de los  
Trabajadores Autónom os aparece en la Ley G eneral de S eguridad Social, de 21 de abril de 
1966. Dicha disposición, en su art.  7.b), que incluía en su ám bito de aplicación al trabajador 
autónomo “ sea o no titular de em presas indiv iduales o fam iliares, m ayores de 18  años que 
reúnan los requisitos que de m odo expreso se de terminen reglamentariamente”, estructurando 
el sistema de Seguridad Social a partir  en un Régimen General y varios Especiales. Así, com o 
bien dijo MONTOYA MELGAR,  la  creación  de es tos regím enes especia les “o peró com o 
vehícu
trabajadores por cuenta propia y la de los trabajadores inco rporados al Régim en General; 
efectivamente, si comparamos la situación en la que se encontraban ambos colectivos, podemos 
                                                
lo de introducción en el ám bito de los seguros sociales de nue vos grupos de personas 
protegidas, cuyas características, sobr e todo económ icas, habían im posibilitado 
precedentemente su integración en el seguro social” 251. En efecto, dicha Ley preveía, en su art.  
10.2.c), el establecim iento de un R égimen Especi al  para los Trabajadores Autónom os que 
posteriormente sería desarrollado por el Real Decreto 2530/1970, de 20 de agosto y la Orden de 
29 de septiem bre, incorporándose a él t odos los trabajadores  por cuenta propia 252, s alvo 
aquellos integrados dentro del Régim en Especial Agrario o el de a los  Trabajadores del Mar  y  
Servicio Doméstico. 
 
 A pesar de que la regulación de este peculi ar régimen debía efectuarse con la m ayor 
homogeneidad posible respecto del Régim en Gene ral- ya la Ley de Bases de la Seguridad 
Social 193/1963, de 28 de diciem bre, proclamaba  este principio homogenizador- ello no fue 
así253, resultando, desde el punto de  vista protector, m uy desi guales las posiciones de los 
 
250 Sáez Fernández, F. J., Mutualismo de previsión social y los sistemas de protección complementarios, Cívitas, 
so y la adaptación”, en AA.  VV., 
cia y a jenidad es, e n principio, e ncuadrable e n el R égimen Especial de los  
”, en AA.VV. Diecisiete Lecciones sobre regímenes especiales de la Seguridad Social, Madrid, 1972, 
pág. 10.  
1ªEd. 2006, pág. 86. 
251 Montoya Melgar, A., “Estudio Preliminar. Seguridad Social: entre el progre
Comentarios a la Ley General de Seguridad Social, Laborum, 2003,  pág 37. 
252 Entiende por traba jador a utónomo “aquél  que realiza de form a hab itual, pe rsonal y directa  una  actividad 
económica a tí tulo lucrativo, sin sujeción por ella a co ntrato de trab ajo aunque utilice el serv icio remunerado de 
otras personas” (art.2.1). Se t rata de una amplia noción que permite incluir en este Régimen a todo el que por un 
motivo u otro se encuentre extramuros del Derecho del Trabajo. Así pues, toda prestación en la que se encuentren 
ausentes las notas de  de penden
Trabajadores por Cuenta Propia. 
253 Ya advirtió Bayón Chacón esta desigualdad al entender por régimen especial “aquél e n el que las  prestaciones  
de los trabajadores incluidos en él  son diferentes de las previstas en el  Régimen General de la Seguridad Social”. 
Bayón Chacón, G., “ El elemento de pluralidad en la Seguridad Social Española: Régimen General y Regimenes 
Especiales
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concluir diciendo que se ignoró el m andato contenido en el ar t. 10.4 de la Ley General de 
Seguridad Social que preveía el des arrollo de una regulación de los Regím enes Especiales que 
ndiera a la máxima homogenización del Régimen General. Si en una primera etapa se negaba 
la prot
 la estru ctura y de la  acción pro tectora de la Seguridad Social. La 
prestación por incapacidad permanente vio facilitado su acceso tras el Real Decreto 9/1991, de 
11 de enero, por el que se establecían las no rmas de c otización a la Seguridad Social, 
                                                
te
ección a los trabajadores autónomos por no ser considerados como sujetos necesitados de 
ella, en esta época la razón más invocada para justificar la desigualdad de niveles de protección 
entre los dos Regím enes se orientaba, y se c ontinua orientando en nuestros días, hacia las 
dificultades económ ico-financieras derivadas de las característi cas inherentes a esta form a 
independiente de prestación de servicios 254. La inexistencia de un em presario traslada todo el 
esfuerzo contributivo al trabajador, el cual se ve obligado a asumir la totalidad de la cuota255.  
  
Con la llegada de la democracia se m antuvo aquella normativa, aunque se produjeron 
diversos avances en  cuanto a la intensificación de la protección recibida  por el colectivo.  A 
través d el Decreto 43/1984, de 4 de enero, por el que se am plía la acción p rotectora de 
cobertura obligatoria en el RETA, se incluyeron en la misma las prestaciones sanitarias para los 
supuestos de enfermedad común, maternidad y accidente, cualquiera que fuese la causa que lo  
motivara256. Por m edio de dicha norm a, se convertía en obligatoria la inclusión de la 
incapacidad temporal, prestación qu e, ulterio rmente y debido a las dificultades de control, el 
Real Decreto 2110/1994, de 28 de octubre, que modificó determ inados aspectos de la 
regulación de los Regimenes Especiales de la Se guridad Social de los tr abajadores por cuenta 
propia, autó nomos, agrario y  em pleados del ho gar, tornó en voluntaria , desplazánd ose, años  
después, su gestión a las Mutuas  de Accidentes de Trabajo en un irrefutable reconocimiento de 
las ca rencias gerenc iales del s ector público 257. El colectivo tam bién se  vio favorecido en su 
ámbito familiar a través de la  Ley 26/1990 y el Real Decret o 356/1991, que fijó asignaciones 
contributivas y no contributivas por hijo  a carg o en e l RETA, en virtud de las disposiciones  
adicionales 6ª de la Ley y 3ª del RD; se trataba de prestaciones negadas hasta ahora al colectivo 
de los trabajadores por cuenta propia por la  Ley 26/1985, de 31 de juli o, de m edidas urgentes 
para la racionalización de
 
254 Blasco Lahoz, J. F., El Régimen Especial de los Trabajadores Autónomos, Tirant Lo Blanch, 1995, pág. 45. 
255 Torollo González, F. J., “La  nueva acción protectora del Régim en Especial de los  Trabajadores Autónomos”, 
Revistas del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, nº 49, marzo 2004, pág. 36. 
256 A t ravés de esta norma se complementó la exigua protección que el RETA preveía, ya que hasta entonces, en 
virtud de lo prev isto en su art. 27 .1, só lo se g arantizaba la asistencia sanitaria a pensionistas y una ayuda 
económica con ocasión de intervención quirúrgica. 
257 Desdentado Bonete, A. y Tej erina Alonso, J. I., La Seguridad Social de los trabajadores autónomos, Ed. Lex 
Nova, Valladolid, 2004, pág. 36. 
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Desem
o bipolar 259 que pusiera f in a la m ultiplicidad de re gímenes 
existentes y que viniera a encuadran a todos lo s trabajadores, bien en el Régimen de los 
trabaja
dicha figura el mayor esfuerzo.  
pleo, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional. Este Decreto acabaría con los 
dos requisitos que el art.37 del Decreto 2530/1970 exigía para la percepción de la prestación: el 
periodo m ínimo de carencia de sesenta m eses dentro de los diez años inm ediatamente 
anteriores a la fecha del hecho causante y la exigencia relativa a la edad del trabajador, marcada 
en cuarenta y cinco años.  
 
Otra mejora acogida, y que dio respuesta a una de las principales reivindicaciones de las 
trabajadoras autónomas, vendría de manos de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Adm inistrativas y del Orden Social, norm a por la que  se introdujo, dentro de las 
disposiciones adicionales de la Ley General de la   Seguridad Social, una nueva, la 11ª bis, por 
la que se le reconocía a las tr abajadoras por cuenta propia de todos los Regímenes Especiales, 
la prestación de maternidad en los mismos términos que los previstos para las trabajadoras por 
cuenta ajena integrados en el Régim en General. Como vemos, y a pesar de que la desigualdad 
de posiciones ha sido una cons tante cuasi inamovible hasta nuestros días, los autónom os 
pudieron apreciar, aunque paulatinamente, cómo el sinuoso camino por el que habían transitado 
en materia de protecció n social has ta el m omento comenzaba a em plazarles en una posición  
cada vez m ás cercan a a la de lo s trabajad ores integ rados en  el Régim en General. Tal 
aproximación se vería intensificada a partir del Pacto de Toledo de 1995258, el cual abogaba por 
el establecim iento de un m odel
dores por cuenta ajena, bien  en el de los trabajado res por cuenta propia 260. Parece 
inviable la reducción de estos Regím enes a u no único teniendo en cuenta las diferencias 
insoslayables exis tentes entre am bos tipo s de  trab ajo. Pa rece eviden te la im posibilidad de  
incluir a un trabajador sin em presario en un Ré gimen, como el General, que hace recaer sob re 
 
                                                 
258 El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 6 de abril de 1995, ratificó el texto aprobado por la 
Comisión de Presupuesto el  dí a 30 de m arzo de 1995, so bre l as bas es del  i nforme em itido p or l a Po nencia, 
constituida en su seno, para el análisis de los problemas estructurales del Sistema de la Seguridad Social y de las 
principales reformas que debían acometerse, que pasaría a ser conocido como “Pacto de Toledo”. 
259 También es esta la tendencia en países como Alemania, Bélgica, Francia, Italia, Suecia y Reino Unido, el cual, 
a modo de e jemplo, com prende t res re gímenes: el  de l os asal ariados, el  de l os a utónomos y  el de l os no 
trabajadores. Cubas Morales, A., “Por un nuevo Régimen de Seguridad Social para los trabajadores autónomos: 
cuatro bases y una cuestión de principios”, RTSS, octubre-diciembre 1995, pág. 149. 
260 No podemos señalar que éste sea el primer documento que hiciera referencia a esta tendencia homogenizadora. 
Anteriormente, otros estudios gubernamentales se hicieron eco de tal necesidad. Ejemplo de ello, el Libro Blanco 
de la Seguridad Social, Ministerio de Trabajo, Subsecretaria de la Seguridad Social, 2ª Ed., mayo 1977, pág. 213.  
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De contenido similar al previs to en el Pacto de 1995, en lo que al trabajador autónomo 
se refiere, un año m ás tarde, el 9 de octubr e, se suscribió el Acuerdo de Consolidación y 
Racionalización del Sistem a de la Seguridad S ocial, por el cual los trabajadores autónom os 
vuelven a avanzar en s u camino haci a el logro de una  mayor protección 261. Así, a partir de l 
Real Decreto-ley 5/1998 de 23 de diciembre, que dicta las reglas para el reconocimiento de la 
jubilación anticipada del sis tema de la Seguridad Social en determinados casos especiales, esta 
modalidad de jubilación, hasta el m omento vetada a este colectivo, se hi zo viable, siempre que 
el trabajado r cumpliera con una serie de requ isitos262. Completando las mejoras establecidas 
por Ley 42/1994 dirigidas al am paro de la trabajadora autónom a, l a 39/1999, de 5 de  
noviembre, de conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras, reconoció 
a éstas la p rotección d el riesgo d urante el em barazo. Las prestaciones que afectaban a la 
protección de la familia también se verían acrecentadas a partir del Real Decreto 1368/2000, de 
19 de julio, de desarrollo de las prestacione s económ icas de pago único por nacim iento de 
tercer o sucesivos hijos y por parto múltiple.  
 
A pesar de que la desigualda d entre Regím enes, reiteradam ente aludida a lo largo de  
nuestro relato, ha sido una constante cuasi inam ovible hasta nuestros días, a partir del Acuerdo 
para la Me jora y Desarrollo de l Si stema de Protección Social de 2001 263, los autónom os 
comenzaron a apreciar cóm o el tortuoso cam ino por el que habían transitado en m ateria de 
protección social, comenzaba a situarles en una posición cada vez más ventajosa y cercana a la 
de los trabajadores integra dos en el Régim en General 264. Este texto, concretam ente en su 
apartado VII, bajo la rúbric a “Convergencia de Regim enes Especiales”, se encargó de 
desarrollar lo establecido en los acuerdos precedentes - Pact o de Toledo, y el A cuerdo de 
Consolidación y Racionalización del Sistem a de la Seguridad Social-,  defendiendo por un 
lado, la convergencia de los regím enes que con centraban a los trabajad ores autónomos, y por 
otro, la m ejora de su acción protectora. En una palabra, lo que se plan teaba era la aplic ación 
                                                 
261 La Disposición Adicional 1ª de la Ley 24/1997, de 15 de julio establecía que “El Gobierno en el plazo de dos 
meses desde la entrada en vigor de esta Ley presentará ante la Comisión de Política Social y Empleo del Congreso 
de los Diputados un estudio técnico y económico  sobre el Régimen Especial de los Trabajadores Autónomos que 
ción de quienes trabajan al cuidado de su propio hogar y no están amparados por 
s regímenes de la Seguridad Social, necesari amente al 
bajador por cuenta propia c omo posible origen de desa justes”, Relaciones Laborales, 
contemple l a mejora de l as prest aciones y su apr oximación a l as del  R égimen General , así  com o l a posi ble 
inclusión en su campo de aplica
las prestaciones contributivas”. 
262 El trabajador autónomo debía haber cotizado a distinto
menos en alguno, con anterioridad al 1 de enero de 1967.  
263 Acuerdo firmado entre CCOO, CEOE, CEPYME y el Gobierno el 9 de abril de 2001. 
264 Sobre este asunto Piñeyro de la Fuente, A. J., “La protección social del trabajador autónomo: el transplante del 
esquema previsto para el tra
nº 7/8, 2000, pág. 188 y ss. 
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conjunta de los principios de hom ogeneidad e integración en relación  con dicho  colectivo265, 
pretend
prestación tenía carácter voluntario 266, to rnándose únicam ente en  
obligatorio para las actividades peligrosas. Ta l voluntariedad quedaba c onstreñida al exigirse,  
para su
iendo plasmar de modo práctico dichos fundamentos, referidos en numerosas ocasiones 
en tex tos p recedentes, alcanzando  u na m ejora efectiva y  un a aprox imación entre R egímenes 
veraz. A partir de este Acuerdo se inició un período de reformas, que aunque venían a satisfacer 
en buena parte las necesidades de los trabajad ores autónom os, continuaban sin asignarles la 
protección de la que ya gozaban los componentes del Régimen General en su integridad.  
 
Una de las m ás i mportantes reivindicaciones del colecti vo era la referida a las  
contingencias profesionales, prestación de la cual el trabajador autónom o perm anecía 
desprovisto desde el Decret o 2530/1970. Muchos eran los m otivos a los que el Estado se 
aferraba para negar tal protec ción a un colectivo que, por sus si mples rasgos, hacía de esta 
cobertura algo im planteable por la  dificultad de control y verifi cación de los accidentes de 
trabajo que los m ismos pudieran  padecer. La Ley 53/2002,  de 30 de d iciembre, de Medidas 
Administrativas, Fiscales y de Orden Social, añ adió la disp osición ad icional 34ª en el Texto 
Refundido de la Ley General de Seguridad Soci al, en la que se reconoció al trabajador 
autónomo la posibilidad  de incluirse en el ré gimen de accidentes de trabajo y enferm edades 
profesionales. Esta 
 disf rute, el acceso previo a la protecc ión de la inca pacidad temporal. Por o tro lado , 
polémico resultó  el restrictivo concepto qu e de accid entes de trabajo form ulaba d icha 
disposición267, que únicam ente reconocía com o laboral  aquél sufrido com o consecuencia 
directa e inmediata del trabajo que  se lleve a cabo, y que apartaba de tal tutela al denominado 
accidente in itinere. 
 
Posteriormente, el Real Decreto 1273/2003, de  10 de octubre regularizó la cobertura  
voluntaria de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, excluyendo expresamente 
el recargo de prestaciones de Seguridad Social por falta de medidas de seguridad e higiene en el 
trabajo previsto de antiguo para  el Régim en General. Por últim o, en cuanto a contingencias 
                                                 
265 Cervilla Garzón, Mª.  J., “La acción protectora de los trabajadores autónomos…”, cit., pág. 66. 
266 Esta vol untariedad en la protección económica de los ries gos profesionales no im pide que si el trabaj ador no 
opta por la misma no se le proteja de estos riesgos. Tal como venía realizándose hasta que se le ha reconocido esta 
posibilidad, la protección se  le dispe nsara bajo la c obertura propia de los ries gos com unes siempre que el 
trabajador autónomo haya optado por la misma. Torollo González, F. J., “La nueva acción protectora…”, cit. pág. 
40.  
267 Se entende rá com o accidente de traba jo del traba jador autónomo el ocurrido co mo consecue ncia directa e  
inmediata del trabajo que realiza por su  propia cuenta y que determ ina su inclusión e n el campo de aplicación de 
dicho Régimen Especial. (Disposición Adicionales 34ª LGSS) 
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profesionales se refiere, la Ley 42/2006, de 28 de diciem bre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2007, en su Disposición Adici onal 4ª, estableció la regulación de las tarifas 
de primas de acciden te de trabajo y enfer medades profesionales e inc luyó a los trabajadores 
autónomos como posibles cotizantes de los distin tos epígrafes según la actividad. Otro de los 
hitos de es ta etapa reformista es el relativo a la prestación p or incapacidad permanente, que a l 
igual que la referida a las contingencias profesionales vendría a cargo de la Ley 53/2002, de 30 
de diciembre. Esta norma, nacida con vocación de  satisfacer lo establec ido en el A cuerdo para 
la Mejora y el Desarrollo del Sistem a de Protección Social, que abogaba por el reconocim iento 
de esta prestación al colectivo de autónomos en general, no cum plió con tales expectativas, ya 
que la misma quedó limitada a los circunscritos en el Régimen Especial Agrario (REA) y en el 
Régim res del Mar (REM ), resultando contradict orio con el principio 
de hom
a p rimera. Este proc eso de m ejora y hom ogenización en m ateria de 
                                                
en Especial de Trabajado
ogeneidad que el Acuerdo defendía. Si bien es cierta esta deficiencia, tenemos que decir 
que el reglam ento al que se supeditaba la apli cación de la norm a, es decir, el Real Decreto 
463/2003, de 25 de abril, sobre reconocim iento del incremento de la pensión de incapacidad 
permanente total para la profesión habitual para  los trabajadores por cuenta propia, enmendaría 
la carencia anteriorm ente alud ida, extendien do tal p restación a t odos los Regím enes que  
albergaran en su seno a trabajadores independientes.  
 
También colaboró en este proceso de apro ximación la reducción del tiempo de espera 
para percibir la prestación económ ica por incapacidad temporal. Desde el origen de ésta, aquél 
había sido de 15 días, tiem po excesivo en comparación con el establecido por otras 
normativas268.  Esta dem asía encontraría su fin a pa rtir del Real Decreto-ley 2/2003, de 25 de 
abril, de medidas de refor ma económ ica, m ediante el cual se previó que, para todos los 
trabajadores afiliados a los Regim enes Especiales, dicha p restación pasara a percibirse a par tir 
del cuarto día para enfermedades comunes269. Según lo establecido en el art. 8 de dicha norm a, 
la m isma re quería de desarrollo reglam entario para su aplicación, de tal m odo que, tras un 
breve periodo, sería promulgado el  Real Decreto 1273/2003, de 10 de  octubre, el cual, adem ás 
de regular la cobertura de las contingencias profesionales del colectivo, se encargaba de 
ampliar su prestación por incapacidad tem poral. No podemos obviar que am bas asistencias 
permanecen estrecham ente ligad as al ser oblig atoria la co tización de la últim a en caso de 
pretender p ercibir l
 
268 Resultaba excesivo en comparación con el periodo establecido tanto por la Ley General de Segu ridad Social- 
cuatro días-, o por el Convenio 102 de la OIT de norma mínima de la Seguridad Social de 1952 -tres días-. 
269 En el  c aso d e co ntingencias p rofesionales, esta prestaci ón se percibirá de sde el  día si guiente al  de l a ba ja 
laboral. 
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protección social continuó, esta vez proyectado a la financiación, a partir de consideraciones de 
ión de 13 días; la prestación 
e riesgo durante el embarazo pasa a consid erarse prestación deriv ada de contingencias 
profesi
ara las nuevas 
prestaciones de paternidad y riesgo durante la lactancia natural270. 
                                                
política de em pleo, con avances  qu e afectab an a colectivos considerad os neces itados de una  
mayor protección. En efecto,  el Real Decreto- ley 2/2003, de 25 de abril y la Ley 36/2003, de 
11 de noviem bre, de Medidas de Refor ma Ec onómica, redujeron la cotización para los 
trabajadores por cuenta propia que en el m omento del alta inicial tuvieran 30 años o m enos o 
45 o más si fueran mujeres y exoneraron de la cotización a los trabajadores con más de 65 años 
y 35 de cotización.  
 
 Los trabajadores autón omos vuelven a ve rse favorecidos m ediante la Ley Orgánica 
3/2007, de 22 de m arzo, para la igualdad efectiv a de m ujeres y hom bres, prom ulgada en la 
misma VIII Legislatura que la LETA. Muchos son los aspectos que se ven mejorados por dicha 
norma: respecto a la prestación de maternidad, se rebajan los períodos de carencia y se crea una 
prestación más básica para las trabajadoras que no alcancen la carencia precisa; se reconoce 
una nueva prestación de paternidad del 100%  de la base reguladora de la prestación de  
incapacidad temporal derivada de contingencias com unes y durac
d
onales y se eleva del 75 al 100%; se crea  para es te colec tivo la  prestación de riesgo 
durante la lactancia natural para ev itar el riesg o por el trabajo en la salud de la m adre o del  
niño; se m odifican el R eal Decreto Ley 11/1998 y la Ley 12/ 2001, para inclui r entre otros 
colectivos a los que son de aplicación la bonifi cación del 1 00% de las cuotas de la Seguridad 
Social por los trabajadores aut ónomos sustituidos e incluir esta s bonificaciones p
 
Resulta significativa la Ley 18/2007, de 4 de julio, de integración de los trabajadores por 
cuenta propia del Régimen Especial Agrario al Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores Autónomos, que pretende, con m ás de una década de retraso, dar cumplim iento a 
la previsión contenida en la Recom endación VI del Pacto de Toledo en aras de la consecución 
de una sistema bipolar que acabe con la multiplicidad de Regímenes existentes.  
 
270 El art. 1.c) del Real Decreto-ley 11/1998 queda redactado del siguiente modo: “c) los contratos de interinidad 
que se celebren  co n personas d esempleadas p ara su stituir a lo s trab ajadores au tónomos, so cios trabajadores o 
socios de trabajo de las sociedades cooperativas, en los supuestos de riesgo durante el embarazo o riesgo durante la 
lactancia natural, períodos de descanso de maternidad, adopción, acogimiento o suspensión de la paternidad, en los 
términos establecidos en los párrafos anteriores”. 
La Disposición adicional segunda de la Ley 12/2001 en su letra b) queda redactada de la siguiente forma: “b) Una 
bonificación del 100% de la cuota que resulte de aplicar s obre la base mínima o fi ja que corresponda el tipo de 
cotización establecido como obligatorio para los trabajadores incluidos en un régimen de Seguridad Social propio 
de trabajadores autónomos”. 
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 ue la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, 
e Medidas Fiscales, A dministrativa y del Orde n Social, tan significativa por reconocer de 
ane
 su totalidad, aún son muchos los que consideran la 
revisión social un instrumento adecuado y suficiente para satisfacer muchas de las necesidades 
ual considero acer tado, el prof. 
elgar señaló  que la protección de lo s trabajadores por cuenta propia tradicionales  
endada m ás bien a la norm ativa pro pia de la Seguridad  Social,  con 
. Legislación procesal y sancionadora 
Orden Social. 
 Una de las petic iones tradicionales del co lectivo en lo que a protecc ión social se refiere 
versa sobre la prestación por desempleo. La dificultad existente para controlar la realización de 
los actos tendentes a la constitu ción y extinción de la relació n jurídica por la que el autónom o 
queda vinculado a quienes presta sus servicios,  ha provocado que su posible im plantación haya 
sido considerada por primera vez en tiempos recientes. F
d
m ra expresa a los trabajadores autónom os depe ndientes, la que al re ferirse a ellos en su 
disposición final sexta, que lleva el epígrafe  “trabajadores autónom os”, contem pló por vez 
primera la posibilidad de im plantar esta prestación, señalando que: “En el prim er semestre del 
año 2003, el Gobierno emitirá informe relativo a la situación de los trabajadores autónomos que 
dependen económicamente de uno o varios em presarios, estudiando el establecimiento de un 
fondo de garantía en caso de cese por causas objetivas”. 
 
 Con la LETA ya en vigor, y siempre partiendo de la imposibilidad de otorgar un régimen 
uniforme para el colectivo de autónomos en
p
del trabajador autónom o tradiciona l. Desde este prism a, el c
Montoya M
debe estar encom
independencia de la posible aplicación puntua l de determ inados aspectos im portados del 
Derecho del Trabajo dirigido a los trabajadores dependientes, a tr avés de la disposición final 




               Para finalizar este Capítulo, no pode mos dejar de m encionar dos norm as, que, en 
cierto modo, estimaron las necesidades del colectivo; nos referimos al Real Decreto Legislativo 
2/1995, por el que se aprueba el T exto Refundi do de la L ey de Proc edimiento Laboral, así 
como el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de  agosto, sobre Infracciones y Sanciones en el 
 
                                                 
271 Montoya Melgar, A., “Sobre el Trabajo dependiente…”, cit., pág. 72. 
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    La primera de estas norm as, con anterior idad a la entrada en vi gor de la Ley 20/2007, 
de 11de julio, del Estat uto del Trabajo Autónom o, que, mediante su disposición adicional 1ª, 
modificó la redacción de la letra p) de su art.2 272, oto rgaba exclus iva c ompetencia al orden  
jurisd
e extranjeros considera, por un lado, sujetos 
sponsables de infracciones a los empresarios y trabajadores por cuenta  propia respecto de la 
ormativa sobre trabajo de extranjeros (art .2LISOS); por otro, entiende por conductas 
t.37.2). 
 Capítulo 
I (art. 21 y ss.), precisam ente, a las infra cciones com etidas por pa rte de los e mpresarios, 
infractor, en su art.17 (“Infracciones de los trabajadores por cuenta ajena y propia”)273. 
iccional social, en todas las reclam aciones que pudieran plantear los trabajadores 
autónomos respecto de su Régimen de Seguridad Social (art.2.b)), y de las cuestiones litigiosas 
entre las sociedades cooperati vas de trabajo asociado o a nónimas laborales y sus socios 
trabajadores (art.2.ñ)). 
 
Con referencia a la LIS OS, ésta, en m ateria d
re
n
constitutivas de infracción m uy grave las de “los  extranjeros que ejerzan en España cualquier 
actividad lu crativa, lab oral o profesional, por  cuenta prop ia, sin haber obtenido el precep tivo 
permiso de trabajo o no haberlo renovado (ar
 
 
 Asimismo, en m ateria de Seguridad Social, la norma dedica la Secci ón I de su
II
trabajadores por cuenta propia y asimilados. 
 
 En m ateria de em pleo, la LISOS también c ontempla al autónom o como posible su jeto 
                                                 
272 Incluye, entre las com petencias del orden jurisdiccional social, la resolución de las controversias que pudieran 
encias de  
mas de  e mpleo, incluidos los de inserci ón 
stablecidos en 
el apartado 3 del artículo 2 31 del  t exto re fundido de l a Ley  General  d e l a Seguri dad Soci al, apr obado por R eal 
surgir en relación al  régimen profesional, t anto en  s u vertiente i ndividual c omo co lectiva, de l os t rabajadores 
autónomos económicamente dependientes. 
273 Art.17 LISOS: 
“Infracciones de los trabajadores por cuenta ajena y propia” 
Constituyen infracciones de los trabajadores: 
Leves. 
No c omparecer, previ o requerimiento, an te el servicio público de empleo, las age ncias de coloca ción sin fi nes 
lucrativos o las entidades asociadas de los servicios integrados para el empleo, o no renovar la demanda de empleo 
en la forma y fechas que se determinen en el documento de renovación de la demanda salvo causa justificada. 
No devolver en  p lazo, salvo cau sa ju stificada, al servici o público de e mpleo o, en su caso, a las ag
colocación sin fines luc rativos, el corres pondiente justificante de ha ber comparecido en el luga r y fecha indicados  
para cubrir las ofertas de empleo facilitadas por aquéllos. 
Graves: rechazar una oferta de empleo adecuada, ya sea ofrecida por el servicio público de empleo o por las agencias 
de colocaci ón sin fines lucrativos, o negarse a participa r en progra
profesional, o en acciones de promoción, formación o reconversión profesional, salvo causa justificada, ofrecidos  
por el servicio público de empleo o por las entidades asociadas de los servicios integrados para el empleo. 
A los efectos previstos en esta Ley, se entenderá por colocación adecuada la que reúna los requisitos e
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  Finalmente, en materia de prevención de riesgos laborales, como ya hemos apuntado con 
anterioridad, su art. 12.1 3 de la norm a sancionadora califica de infracción grave “n o adoptar los 
delantándonos al análisis que de la Ley 20/2007, de 11 de julio, llevarem os a cabo con 
osterioridad, debemos señalar que  si bien esta norm a condiciona la conducta del autónom o al  
mplimiento de num erosas reglas, nada dis pone respecto de la posibles consecuencias 







                                                                                                                                                          
empresarios y trabajadores por cuenta propia que desarrollen actividades en un mismo centro de 
trabajo, o a los em presarios a los que se refiere el art.24.4 de la Ley de Prevención de Riesgos  
Laborales, las medidas de cooperación y coordinación necesarias para la protección y prevención 










Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, en aquellos aspectos en los  que sea de aplicación a los demandantes de 
empleo no solicitantes ni beneficiarios de prestaciones por desempleo. 
Muy graves: l a no a plicación, o la des viación en la aplic ación de las a yudas, en general, de fomento del em pleo 
percibidas por l os t rabajadores, así  c omo l a co nnivencia co n l os em presarios y  l os be neficiarios de ay udas y  
subvenciones, para la acreditación o justificación de acciones formativas inexistentes o no realizadas. 
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Capítulo III.  APLICACIÓN DE NORMAS PARA-LABORALES Y NO 
LABORALES AL TRABAJO AUTÓNOMO 
  
Al m argen del p recario tratam iento que desd e el Orden amiento la boral se ha venido 
otorgando a los trabajadores aut ónomos, no podemos obviar la regulación derivada de sectores 
jurídicos ajenos al Derecho del Trabajo estr icto, aunque próxim os a é l, los cuales acogen 
numerosas norm as concernientes  a este colectivo;  así, en  m aterias com o el em pleo o la 
formación profesional, estos trabajadores, con  an terioridad a la entra da en vigor  de la Ley 
20/2007, ya era contem plados com o sujetos de  las disposiciones re guladoras de tales 
cuestiones. 
 
1. Normas de fomento del autoempleo 
 
Antes de adentrarnos en el análisis de esta materia, consideramos necesario advertir que, 
con relación a la creencia relativa a la autonomía de un supuesto Derecho del Empleo, no existe 
unanimidad en la doctrina; en efecto, m ientras que ciertos estudiosos consideran tal área un a 
parcela del Derecho del Trabajo 274, otros entienden que, al des bordar aqu élla los  lím ites de l 
Ordenamiento laboral, pasa a constituir un sector jurídico propio275. 
 
La necesid ad de adaptarse a las recom endaciones form uladas por las institucio nes 
comunitarias, especialm ente desde la  Estrategia Europea por el Empleo 276, así com o el 
mandato constitu cional recogido e n los ar tículos 40 y 1 31CE277, obligaron a los poderes 
públicos a incentivar el trabajo en régim en de  autonomía; efectivamente, éste com enzó a ser 
contemplado com o una vía alte rnativa al tradicional trabaj o asalariado, que favorecía la 
consecución del pleno empleo.  
                                                 
274 Sagardoy Bengoechea, J. A., Los trabajadores autónomos…, cit.,  pág. 144. 
275 Montoya Melgar, A. y Martín Jiménez, R., “Estatuto del Trabajo Autónomo. Comentario a la Ley 20/2007, de 
11 de julio. Ed. Aranzadi, Pamplona, 2007, pág. 41. 
276Los E stados miembros se c omprometieron a fomentar el es píritu em presarial, cons triñéndose a e studiar “los 
obstáculos e xistentes co n m iras a red ucirlos, e n pa rticular en lo que respecta a los  regím enes fiscales y de  
Seguridad S ocial, al  paso al  em pleo por  cuent a pr opia y a  la crea ción de pequeñas em presas, así co mo 
promoviendo acciones de formación  en m ateria de creaci ón de empresas y servicios  específicos de a poyo a los  
empresarios”. Estrategia Europea por el Empleo. 
277 Bajën García, A., “El fomento del trabajo autónomo en España”, Documentación Laboral, núm. 78, 2006, págs. 
131 y ss. 
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Este bloque jurídico traspasa la esfera ap licativa del Derecho del Trabajo al ser el 
colectivo de los trab ajadores por cuenta propia el  receptor de sus m edidas; a pesar de esto, es  
decir, de que en esta materia los autónom os abandonan la clásica m arginación a la que el 
Ordenamiento laboral les había condenado trad icionalmente, debem os tener presente que, la 
decisión de incluirles en su á mbito aplicativo, no se debe a pretensiones tuitivas, sino a la 
necesidad de poner fin al desem pleo, el cual re sulta insuperable cen trando tales po líticas, de 
manera exclusiva, en el trabajo asalariado. Así la s cosas, es evidente que en el establecim iento 
de aquéllas, en ningún caso, se presta atención a los au tónomos necesitados de un  tratamiento 
especial, como son los  económ icamente depe ndientes, teniendo en cuenta que lo único 
relevante es favorecer la colocación de los demandantes de empleo278.  
 
La doble proyección de políticas sobre el trabajo asalariado y sobre el trabajo por cuenta 
propia, comenzó a intuirse a partir de la Le y 51/1980, de 8 de octubre, B ásica de Empleo, que 
dejaba entrever la nueva línea de actuación dirigida a la inclusión de los autónomos en este tipo 
de m edidas; así, tanto su art. 7, que dispone ayudas para constituir o a mpliar con carácter 
general sociedades o cooperativas, como su art. 8, que aboga por la dotación de créditos para el 
establecimiento de traba jadores autónomos, dejaban sentir el interé s por estas a lternativas vías 
de empleo279. 
Posteriormente, efectu ada la incorp oración de España a las Com unidades Europeas y 
siendo efectivo el acceso a las ayudas del Fondo Social Eur opeo, se promulgó una de las m ás 
significativas norm as de fom ento del trabajo por cuenta propia, la Orden del Ministerio de 
Trabajo y S eguridad Social, de 21 de febrero de 1986, por la que se establecieron diversos 
programas de apoyo a la creación de em pleo. El  legislador, consciente de la necesidad de 
completar e l m arco de estas po líticas280, m ás en la época de cris is en la que la norm a fue 
elaborada, dispuso cinco program as: Apoyo al e mpleo en cooperativas y sociedades laborales 
(Programa I)281; Promoción de iniciativas locales para la creación de em pleo (Programa II)282; 
                                                 
278 En este se ntido, Luján Alcaraz, J., “El empleo de los trabajadores autónomos”, Documentación Laboral, núm. 
69, 2003. 
279 Gutiérrez-Solar, B., “La política de empleo autónomo”, Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 
2001,  núm. 33, pág. 264. 
280 Tal necesidad quedaba plasmada en la Exposición de Motivos de la norma, en la cual el legislador apuntaba a la 
necesidad de “completar el marco de la política de e mpleo con otras actuaciones, y a tradicionales en nuestro 
derecho, para fomentar el cooperativismo, el trabajo autónomo, las iniciativas locales de empleo, o la contratación 
de mujeres en sectores o profesiones en las que estén subrepresentadas, introduciendo aquellas modificaciones que 
permitan acceder a l os trabajadores y a  las empresas españolas a las m ismas ayudas que tendrán en el resto de  la 
Comunidad Económica Europea”. 
281 Derogado por la Orden de 29 de diciembre de 1998. 
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Promoción del em pleo autónom o (Program a III) ; Apoyo salarial para la contratación de 
mujeres en profesiones u oficio s en los qu e se encuentren s ubrepresentadas (Programa IV) 283; 
Integración laboral de los m inusválidos en centr os especiales de em pleo y trabajo autónom o 
(Programa V)284.  
El programa dirigido a la prom oción del empleo autónom o tie ne com o finalidad 
promover y ayudar a financiar aque llos proyectos que faciliten la  constitución en trabajadores 
por cuenta propia a personas que se encuentran inscritas como desempleados en las Oficinas de 
Empleo o en Agencias de Em pleo Autorizad as, concretadas con posteri oridad por la Orden 
Ministerial de 24 de junio de 2002. Mediante este program a, se fomenta el establecimiento de 
trabajadores com o autónom os a través de tres  tipos de ayudas: subv enciones financieras, 
ayudas de asistencia técnica y subvenciones por renta de subsistencia285. 
Años después, otras n ormas vendrían a p erfeccionar lo  dispuesto por la Ord en 
Ministerial de 1986. Por un lado, la Ley 53/2001, de 30 de diciembre, que, mediante su art. 47, 
se encarga de fom entar la prim era contratación laboral por parte de un autónom o; por otro la 
Ley 45/2002,  de 12 de diciem bre, de m edidas urgent es para la re forma del s istema de 
protección por desempleo y m ejora de la ocupa bilidad286, que, del m ismo modo, apuesta por 
impulsar el autoem pleo; en efecto,  esta no rma no solo dispuso, a través de su disposición 
adicional 11ª, bonificaciones de cuotas a la Se guridad Social para la s personas m inusválidas 
que se establezcan co mo trabajad ores por cu enta prop ia287, sino que introdujo, m ediante su 
                                                                                                                                                           
282 Derogado por la Orden  de 12 de abril de 1994. 
283 Derogado por la Ley 22/1992, de 30 de julio.  
284 Derogado por la Orden de 16, de octubre de 1998. 
285 Art. 13 “Ayudas” Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 21 de febrero de 1986: 
.Subvenciones financiera s que faciliten la disposición de los recursos necesarios pa ra fina nciar las inversi ones 
requeridas para la conversión en trabajadores autónomos. Las subvenciones se regirán por lo dispuesto en los arts 
5 y 8. 
La ayuda previ sta en este apartado es tará sometida a la limitación establecida en el apartado 1 del art. 11 de esta  
orden. 
2. Ayudas p ara asisten cia técn ica en lo s térm inos prev istos en  lo s artí culos 6 y 8 y en  la m edida en  que sea 
compatible con la realización del trabajo autónomo. 
3. Subvenciones por una sola vez de hasta 500.000 pesetas (3.005,06 euros), que contribuyan a garantizar durante 
el inicio de la actividad unos ingresos mínimos o renta de subsistencia, cuando se trate de desempleados menores 
de veinticinco añ os o m ayores de  vei nticinco a ños que l leven, al  m enos, un añ o i nscritos c omo par ados e n el  
Oficina de Empleo, y que se hayan beneficiado de l a ayuda señalada en el apartado 1 u obtenido el pago de una 
sola vez de su prestación por desempleo. 
286Modificada por la Ley 36/2003, de 11 de noviembre, de medidas de reforma económica. 
287 La disposición adicional 11ª de l a Ley 45/2002, de 12 de diciembre, dispuso que las personas discapacitadas 
que se est ablecieran com o t rabajadores au tónomos, vi nculados a un proyecto de aut oempleo apr obado p or l a 
Administración  competente, se beneficiarán durante los tres siguientes a dicha aprobación de una bonificación del 
50% d e la cu ota co rrespondiente  a la base d e co tización m ínima estab lecida en  el Rég imen Esp acial d e 
Trabajadores A utónomos. Posteriormente, est a di sposición se ría modificada por l a disposición fi nal sext a de l a 
Ley 43/2006, la cual, quedando su redacción del siguiente modo: “Las personas con discapacidad que causen alta 
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disposición transitoria 4ª, el “P rograma de fomento de empleo en la economía social y em pleo 
autónomo”, referente a la posibilidad de recibir en pago único la prestación por desempleo, con 
vistas a emprender una actividad profesional autónoma o como socio de una cooperativa. 
 La Ley 56/2003, de 16 de diciem bre, de Em pleo, es prim ordial en el estudio de esta 
materia288, al incluir expresamente en la definición de políticas activas de empleo (art. 23.1), el 
fomento del trabajo en régim en de autonom ía; en efecto, el le gislador entiende por tales 
políticas “el conjunto de program as y m edidas de orientación, em pleo y for mación que tienen 
por objeto mejorar las posibilidades de acceso al empleo de los desempleados en el mercado de 
trabajo, por cuenta prop ia o ajena, y  a la adap tación de la form ación y recalificación para el 
empleo de los trabajadores, así como aquellas otras dedicadas a fomentar el espíritu empresarial 
y la economía social”. Asimismo, de un modo singular, su art. 25 establece que los programas y 
medidas que integr en las políticas  activas de  e mpleo se orientarán y ordenarán por sus 
correspondientes normas reguladoras, m ediante actuaciones que persigan, entre otros, el 
objetivo de fom entar el autoem pleo, la econo mía social y el desarrollo de las pequeñas y 
medianas empresas 289. Las causas de la proclam a de tan extenso á mbito se desprenden de la 
Exposición de Motivos de la norm a, en la que el legislador destaca los profundos cambios que, 
en los últimos años se han experim entado en  el ento rno social, eco nómico, organizativo y 
tecnológico. Tales m odificaciones resultan m erecedoras, no solo del es tablecimiento, a través  
de los “Planes Nacionales de Em pleo”, de medidas de variada naturaleza - ayudas económ icas 
de incentivo a la iniciativa económ ica, m edidas de carácter fiscal o m ejora de la protección 
social por desempleo para propiciar el tránsito al trabajo en ré gimen de autonomía, entre otras- 
sino también, de diversa procedencia, abogand o por la efectiva im plicación tan to del Estad o 
como de las Comunidades Autónomas290. 
 Ulteriormente, otra norma vendría a completar el tratamiento hasta el momento otorgado 
al autónomo en esta materia. Se trata de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del 
crecimiento y el em pleo. Ésta, m ediante el Pr ograma de Fomento de Empleo- Sección I de su 
Capítulo I- establece bonificaciones a la contratación indefinida, tanto a tiempo completo como 
                                                                                                                                                           
inicial en el  Régimen Especial de l a Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, se  
beneficiaran, durante los próximos cinco años siguiente a la fecha de alta, de una bonificación del 50% de la cuota 
que res ulte de  apl icar s obre l a base m ínima del  t ipo vigente e n ca da m omento en  el  mencionado R égimen 
Especial”. 
288 Vid., Cristóbal Roncero, R., “Política de empleo y Estatuto del Trabajo Autónomo”, Documentación Laboral, 
nº 81, 2007. 
289 Sobre esta cuestión, Luján Alcaraz, J., “El empleo de los trabajadores...” cit., pág. 151 y ss. 
290 Apilluelo Martín, M., Los derechos sociales del trabajador autónomo…, cit., pág. 37. 
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a tiem po parcial, de colectivos especialm ente desfavorecidos. El legislador cataloga com o 
beneficiarios de tales bonificacion es a los trab ajadores autónom os y s ociedades laborales o  
cooperativas a las que se incorpor en trabajadores com o socios trabajadores, siempre que estas 
últimas hayan optado  por un régim en de Segu ridad Soc ial propio d e tr abajadores por cuen ta 
ajena. Del m ismo m odo, los  autón omos serán  favorecidos en el caso  de transform ación de 
contratos temporales en contratos o vínculos societarios indefinidos.  
Recientemente, y de manera p rácticamente simultánea a la prom ulgación de la Ley 
20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trab ajo Autónom o, entró en vigor la Orden 
TAS/1622/2007, de 5 de junio, por la que se regula  la concesión de subvenciones al program a 
de promoción del em pleo autónomo, aprobada en desarrollo y ejecución del RD 357/2006, de 
24 de m arzo, por el que se regula la concesión directa de determ inadas subvenciones en los  
ámbitos del e mpleo y de la for mación profesional ocupacional. Esta norm a, que  vendrá a 
sustituir al Program a de Fom ento del Em pleo Autónomo, vigente desde 1986, trata de 
favorecer la inserción laboral de los desem pleados con mayores dificultades, es decir, jóv enes, 
mujeres, discapacitados, etc. Asim ismo, el nue vo programa apoya la inversión de los nuevos 
trabajadores por cuenta propia con ayudas a fondo perdido y subvenciones en los tipos de 
interés de préstamos dirigidos a la inversión, potencia el microcrédito- hasta ahora inexistente-, 
subvenciona los costes d e la asisten cia técnica al inicio d e la actividad  y, por ú ltimo, fomenta 
su formación profesional291.  
 
 Numerosas han sido las críticas vertidas sobr e este tipo de enraizadas políticas, dirigidas 
a fomentar el trabajo autónom o entre los desemp leados que presentan m ayores dificultades de 
encontrar empleo; en efecto, cierto s autores ha n considerado estas m edidas un grave error, 
entendiendo que si ya de por sí es com pleja una integración estable en el m ercado de trabajo 
asalariado, mucho m ás lo es en el ámbito del trabajo autónomo cuando se trata de individuos 
sin la suficiente preparación. Por ello, consideran que lo sensato es que este tipo de medidas de 
fomento del empleo por cuenta propia se dirijan preferentemente a quienes gozan de un mínimo 
de solven cia profesion al, en concreto, h acia quienes han pasado por una fase previa de 
vinculación a una organización empresarial como asalariados292. 
 
                                                 
291 Purcalla Bonilla, M. A., “El fo mento del empleo autónomo”, Revista española de Derecho del Trabajo, núm. 
137, 2008, pág. 110. 
292 Cruz Villalón, J., Propuestas para una regulación del trabajo autónomo, Fundación Alternativas, Documento 
de trabajo, 17/2003, pág. 39; en el  mismo sentido, Sagardoy Bengoechea, J. A., Los trabajadores autónomos...” 
cit., pág. 145.  
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2. Normas sobre formación profesional 
 
 Lugar destacado m erece entre las norm as, aunque próxim as al Derecho del Trab ajo, 
ajenas a él, las reguladoras de la formación profesional. Se trata de un objetivo específico de las 
políticas de fomento del empleo autónomo, anteriormente abordadas de manera genérica. 
 
El derecho a la form ación profesional constituye un principio rector de la política social 
y económ ica, recogido en el ar t. 40.2 CE, por el que se c onstriñe a los poderes públicos a 
adoptar una política dirigida al fom ento de la for mación y readaptación profesional. La 
generalidad con la que está redactado tal precepto, no deja  lugar a dudas respecto de la 
extensión del ámbito de aplicación del mismo, es decir, se requiere que dichas medidas queden 
circunscritas tanto al trabajador as alariado como a aquél que desarrolla su actividad por cuenta 
propia. Pese a la generosa pr oclama de tal derecho, debemos manifestar que en m ateria de 
formación, sea continua u ocupacional, con resp ecto a los autónom os, tradicionalm ente, ha  
existido un significativo déficit. De nuevo, la inexistencia de una contraparte que viniera a 
materializar tal derecho, dejaba a los poderes púb licos solos en cuanto al establecim iento de 
acciones formativas. Esta circu nstancia dificultaba su desarrollo, derivando en la ausencia d e 
este tipo de medidas dirigidas al colectivo y obligando a los miembros del mismo a acudir a l a 
costosa form ación privada. Así las cosas, n o resulta extraño que una de las clás icas 
reivindicaciones de las asociaci ones de trabajadores autónom os fuera el reconocim iento del 
derecho a la for mación profesional, especialme nte, a aquéllos en situación de dependencia 
económica293.  
 
Efectivamente, en nues tro país tal caren cia norm ativa se refleja en las escas as 
referencias a los autóno mos en materia de formaci ón en los principales re ferentes legislativos. 
Así, apreciamos cóm o tanto el genérico Real  Decreto 631/1993, de 3 de m ayo, por  el que se 
regula el Plan Nacional de Form ación e Inserci ón Profesional com o el I Acuerdo Nacional de 
Formación Continua (1992-1996) nada disponían re specto de estos trabajadores, obviándoles 
de la misma manera que lo hace el Ordenamiento laboral.  
                                                 
293 En este sentido, el art.4.2.b) del Proyecto de Estatuto del Trabajador Autónomo Dependiente (UPTA) reconoce 
a éste el derecho básico a la formación profesional. Asimismo, el art.11 de la Proposición de Ley socialista señala 
que “L os tra bajadores a utónomos con dependencia la boral podrán participar en las acciones form ativas 
desarrolladas por la e mpresa con la que contraten, de biéndose tener e n cuenta esta fo rmación en la planificación  
general de las  actividade s form ativas en l a em presa. En  todo cas o, el em presario deberá proporcionar a esto s 
trabajadores la formación correspondiente en materia preventiva y la relativa al u so de los equipos administrados 
por este empresario”. 
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 Hubo que esperar al II Acuerdo Nacional de Formación Continua, para encontrar alguna 
referencia a ellos; ciertamente, bajo la influencia de la Estrategia Europea para el Empleo294, en 
junio de 1996, en el marco del diálogo social abierto por el Gobierno con las Organizaciones 
Empresariales y Sind icales, se  con stituyó una  Mesa Tr ipartita sob re F ormación Profesional. 
Las negociaciones perm itieron constatar la necesi dad de proseguir y reforzar la política de 
formación permanente en las em presas y de pot enciar la cooperación de los poderes públicos 
con las Organizaciones Empresariales y Sindicales, así como el interés de hacer llegar este tipo 
de form ación a otros colectivos hasta ahora no cub iertos com o los trabajadores fijos 
discontinuos en el período de inactividad, dete rminados col ectivos del sector agrario o los 
autónomos. Del mismo modo, conciertos posteriores, es decir, el III (2002-2004) y IV Acuerdo 
(2006-2010), en nada difieren de lo dispuesto en aquél, m anteniéndose lo ya establecido con 
anterioridad. De la m isma manera, el Real Decreto 1046/2003, de 1 de a gosto, por el que se 
regula el subsistema de formación profesional continua, extiende su ámbito de aplicación a los 
trabajadores por cuenta propia, los cuales podrán  participar en las acciones for mativas que se 
desarrollen mediante contratos programas. Observamos como mediante su art. 14.4, se perm ite 
suscribir este tipo de contrato s con “las asociaciones de trab ajadores autónom os que tengan 
ámbito estatal y suficiente im plantación, siem pre que acrediten experien cia en la gestión y 
desarrollo d e accione s form ativas y se hallen legalm ente constitu idas con anterioridad a la  
fecha que se determ ine en la norm ativa de desa rrollo de esto s contratos programa. Los planes 
formativos tendrán por objeto la form ación de los trabajad ores autóno mos en competencias  
transversales y horizo ntales a va rios se ctores de actividad económ ica, o bien satisfacer 
necesidades específicas de form ación continua para un sector productivo, y deberán afectar en  
ambos casos a un ámbito superior a una comunidad autónoma”. 
 
Por otro lado, en cumplim iento de la Carta Europea de la Pequeña Em presa, 
comúnmente conocida com o la Ca rta de Feir a- adoptada en junio de 2000 por m andato del  
Consejo Europeo de Lisboa-, se incorporó el fo mento del espíritu emprendedor al contenido de 
los ciclos educativos; en efect o, el art.3.4 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
                                                 
294 A raíz de la introducción del nuevo título “Empleo” en el Tratado de la Unión Europea (UE) en 1997, los Jefes 
de Estado o de Gobierno lanzaron la estrategia europea de empleo (EEE) en l a Cumbre Europea de Luxemburgo 
sobre el em pleo, a fi n de c oordinar las políticas nacional es en esta materia. La EEE establece una vigilancia  
multilateral que incita a los Estados mie mbros a aplicar  políticas más eficaces en este á mbito. Se dirige en 
particular a la capacidad de inserción profesional, el espíritu empresarial, la capacidad de adaptación y la igualdad 
de oportunidades en el mercado de trabajo europeo. 
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Cualificaciones y de la  Form ación Profesional 295, así lo contem plaba al disponer que se 
integraran en la oferta form ativa “acciones d e formación que capaciten para el desempeño de 
actividades em presariales y por cuenta propia, así com o para el f omento de las inicia tivas 
empresariales y del esp íritu emprendedor que contemplará todas la s formas de constitu ción y 
organización de las e mpresas ya sean éstas indi viduales o colectivas y en especial las de la 
economía social” 296. En esta m isma línea, referente a lo s diferentes niveles educativos, desde 
infantil al bachillerato, encontramos la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciem bre, de Calidad 
de la Educación, que, en su artículo primero, erige en principio de calidad del sistema educativo 
el espíritu em prendedor, que considera necesari o para hacer frente a la evolución de las 
demandas de empleo en el futuro. 
 
3. Disposiciones extralaborales 
 
Sin retractarnos de la afirm ación referente a la posición m arginal a la  que el trab ajador 
autónomo ha sido condenado tradicionalm ente, no podemos obviar las distintas alusiones que 
de él encontram os en nuestro O rdenamiento ju rídico extralaboral; ciertam ente, resultan  
numerosas las normas que se dirigen al colectivo, al menos, de un modo accesorio. 
 
En este sentido, no podem os dejar de m encionar el caso de determ inadas modalidades 
de trabajo por cuenta propia- desde antaño generadoras de problem as en c uanto a su 
calificación-, que disponen de normativas específicas. Así, los socios de cooperativas de trabajo 
asociado gozan de un estatuto propio, perfil ado en la L ey 27/1999, de 16 de julio, de 
Cooperativas. Del m ismo m odo, el agente m ercantil, p olémica figura, cuestio nada por s u 
cercanía al repres entante de com ercio- su jeto a una relación laboral de  carácter especial-,  
encuentra en la Ley 12/1992, de 27 de m ayo, sobre el Contrato de Agencia, el m arco jurídico 
en el que d esarrollar su  prestación de serv icios. En la m isma línea, se  sitúan los agentes d e 
seguros, cuya actividad profesional queda sujeta a lo disp uesto en la Ley 26/2006, de 17 de 
julio, de mediación de seguros y reaseguros privados297. 
                                                 
295 Desarrollada por el Real Decreto 1128/2003, de 5 de septiembre, por el que se regula el Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales, modificado por el Real Decreto 1416/2005, de 25 de noviembre. 
296 Otorgando  si milar i mportancia al esp íritu em presarial, h allamos n ormas p osteriores tales co mo el Decret o 
1538/2006, de  1 5 d e di ciembre, p or el  que se est ablece l a or denación ge neral de l a fo rmación p rofesional del 
sistema educativo.  
297 Deroga la Ley 9/1992, de 30 de abril, por la que se regula la actividad de mediación en los seguros privados. 
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 Otro colectivo, con importantes problem as de delim itación, principalm ente en los 
últimos años, es el de los prof esionales liberales298. El trabajo profesional, clásico exponente 
del trabajo en régim en de autonom ía, también goza de una norm ativa distintiva. Por un lado, 
los correspondientes colegios profesionales- regidos por la Ley 2/1974, de 23 de febrero, sobre 
Colegios Profesionales 299-, a los que resultan ads critos esto s trabajadores, m arcan las pautas 
que rigen este tipo de actividad. Asim ismo, estos autónomos también se ven afectados por un 
gran número de disposiciones que, de algún modo, repercuten en el desarrollo de su prestación; 
por ejemplo, la Ley 2/2007, de 15 de  marzo de Sociedades Profesionales, así com o, otras más 
genéricas tales com o la Ley 7/1998, de13 de abril, de C ondiciones Generales de la 
Contratación, dirigida a concre tar los derechos y obligaciones de estos profesionales con sus 
clientes o la Ley 34/1988, de 11 de noviem bre, General de Publicidad, que dispone 
restricciones, en esta m ateria, para cierto s profesionales. Por otro lado, cada una de las 
múltiples manif estaciones de esta  modalidad de prestación de se rvicios, cuenta c on norm as 
específicas; a modo de ejemplo, los profesionales del derecho se rigen por disposiciones, como, 
por ejem plo, el Real Decreto 658/2001, de 22 de junio, por el que se aprueba el Estatuto 
General de la Abogacía Española, así com o, dando cabida a las consideraciones éticas, el 
Código Deontológico, aprobado por  el Consejo General de la  Abogacía Española el 27 de 
septiembre de 2002. De igual m anera, los profes ionales sanitarios cuentan con una norm ativa 
singular, presidida por la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de Ordenación de las Profesiones 
Sanitarias, así com o por  el Código de Ética y Deontología Médica, ap robado por el Consejo 
General de Colegios Médicos, en 1999.  
 
En otro orden de cosas, el posible desarrollo de una prestación en régimen de autonomía 
por parte de personas llegadas de fuera de nue stras fronteras, tam bién tiene cabida en nuestro 
ordenamiento jurídico; en efecto, la Ley Orgá nica 4/2000, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España 300, reconoce, en su art.10.1, el derecho de estos “a ejer cer una actividad 
remunerada por cuenta propia o ajena, así como al acceso al sistema de la Seguridad Social, de 
conformidad con la legislación vigente”. 
                                                 
298 Cevilla Garzón, D., La prestación de servicios profesionales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2001 
299 Modificada por: 
- Ley 74/1978, de 26 de diciembre  
- Ley 7/1997, de 14 de abril   
- Real Decreto-Ley 6/1999, de 16 de abril.  
- Real Decreto-Ley 6/2000, de 23 de junio  
300 Esta norma ha sido reformada por la Ley Orgánica 8/2000,  de 22 de diciembre, la Ley Orgánica 14/2003, de 
20 de noviembre, y la Ley orgánica 1172003, de 29 de septiembre. 
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 No podem os obviar la m ención que de los autónom os rea lizan norm as de especial 
trascendencia para la opinión pública, tales com o la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, 
de Medidas de Protección Integr al contra la Violencia de Géne ro o la Ley Orgánica 3/2007, de 
22 de marzo, para la igualdad efectiva de m ujeres y hombres; efectivamente, la prim era de las 
disposiciones enunciadas, cita al colectivo en  su art. 21.5, el cual determ ina que “a las 
trabajadoras por cuenta propia ví ctimas de violencia de género que cesen en su actividad para 
hacer efectiva su pro tección o su  derecho a la asis tencia social in tegral, se les  suspenderá la 
obligación de cotización durante un período de seis  meses, que les serán considerados como de 
cotización efectiva a efectos de las prestaciones de Seguridad So cial. Asimismo, su situación 
será considerada como asimilada al alta”. La segunda, ampara al colectivo de trabajadores po r 
cuenta propia, cuando, mediante su art.5, garantiza el disfrute, por parte de estos, de la igualdad 
de trato y de oportunidades  en el acceso  al em pleo, en la form ación y en la prom oción 
profesional.  
 
Para finalizar con este som ero repaso a alguna s de las de las refere ncias dispersas a lo 
largo del Ordenamiento jurídico que han venido afectando al trabajo en régimen de autonomía, 
así com o a sus distintas m anifestaciones, d ebemos de aludir, en m ateria de garantías 
retributivas, tanto a la Ley 22/2003, de 9 de  julio, Concursal, com o al denom inado 
procedimiento monitorio, instaurado por la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
creado para la reclamación de deudas dinerarias; indiscutiblemente, la primera de estas normas 
goza de especial valor al intuirse, en su art .91.3, cierta referencia al autónomo económicamente 
dependiente, erigiendo en crédito con privilegio general, el deri vado del “trabajo personal no 
dependiente”, devengado durante los seis meses anteriores a la declaración del concurso. Por su 
parte, el procedimiento monitorio constituye una vía sencilla y teóricamente rápida- no precisa 
de abogado ni de procurador para reclamaciones judiciales de cantidad inferior a 30.000 euros-, 




El régimen jurídico del trabajo autónomo a partir de la Ley 
20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo 
 
 
Capítulo IV . ANTECEDENTES DE LA LEY 20/ 2007, DE 11 DE JULIO, 
DEL ESTATUTO DEL TRABAJO AUTÓNOMO 
 
1. Transformaciones del sistema productivo  
 
Vista la posición periférica, a la vez que marginal, del trabajo autónomo frente al trabajo 
por cuen ta ajena,  debemos dete nernos a contemplar las transf ormaciones que han llevado al 
resurgimiento del trabajo en régimen de autonomía. En efecto, nos corresponde afirmar que, en 
las últimas décadas, se han producido una serie de cambios de tipo político, económico y social 
-tanto en el panoram a internacional com o en el nacional- que, sin du da, han afectado a la 
tradicional concepción del trabajo.  
 
En el contexto actual, de mundialización de la economía, incremento del sector terciario y 
flexibilidad económica y laboral , proli fera la descent ralización productiva, i nstrumento 
considerado como uno de los factores determinantes de la evolución del trabajo autónomo301. Esta 
organización flexible de l a producción tuvo consecuencias inmediatas en la s relaciones laborales, 
por e jemplo, una mayor alternancia entre empleos por cuenta ajena y por cuenta propia, un 
aumento del núm ero de trabajadores en régim en de autonomía, del tele trabajo y del trabajo a 
domicilio, d e los  contra tos de  obra  y de serv icio y de l em pleo tem poral, una  var iación d el 
número de empleados en función de las necesidades  de la empresa, etc.  Por otro lado, en esta 
etapa, se asiste a una te rciarización de las activ idades productivas, adquirien do m ayor 
consideración lo que se ha ve nido denom inando sociedad del conocimiento. L as c risis d el 
último tercio del SXX disminuyer on el núm ero de obreros industri ales en la pobl ación activa, 
mientras que, de for ma parale la, produjer on un a umento de los e mpleados técni cos, origina ndo 
                                                 
301 Del Rey Guanter, S. y Gala Durán, C., “Trabajo autónomo y descentralización productiva   …”, cit. pág. 72. 
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una gran expansión del empleo en el sector de s ervicios, que ha pasado a ser, a lo largo de las dos  
últimas déca das, el predomina nte e n las economía s de la Uni ón Eur opea. Por ot ro lado, no 
podemos obviar aludir a las modificaciones sufridas en materia tecnológica y que han incidido con 
una fuerza cada vez mayor en el mundo del trabajo, dotando al mismo de mayor flexibilidad302.  
  
 Las mutaciones expuestas no pasaron desaperc ibidas en el contexto laboral, que se vio 
obligado a inic iar una  f ase ac elerada d e inn ovaciones, tant o por lo que respecta a los 
trabajadores asalariados, como al mundo empresarial. Dichas modificaciones han favorecido el 
cambio en el concep to de trab ajo trad icional, objeto del Ordenam iento la boral, es decir, el 
trabajo típico, clásico, subordina do, según el modelo fordista. De este m odo, el sistem a de 
fábrica, sobre cuyos presupuestos se había efectuado la construcción clásica de las fronteras del 
contrato de trabajo, pierde terr eno. Así, el trabajo industrial por  cuenta ajena, prestado en las 
dependencias de la empresa bajo el poder de dirección de un único empleador, en torno al cual 
había cim entando el Derecho del T rabajo trad icional su regulación protectora, com enzó a  
resultar insuficiente ante las  variadas formas de desarrollar la activid ad profesional, las cuales 
quedaban desam paradas al resultar im posible su integración en dicho ordenam iento de 
caracteres estrictos.  
 
 La enraizada dicotomía trabajo dependiente-trabajo autónomo comenzó a ser cuestionada 
con la aparición de una modalidad de trabajo cu yas características distin tivas no resultaban de 
sencilla identificación con las de uno u otro de estos dos grupos tradicionalmente considerados. 
Si bien es cierto que no resultaba del todo nove dosa la existencia y análisis de prestaciones 
situadas en una zona de incertidum bre entre las clásicas y contrapuestas maneras de desarrollar 
una actividad–solam ente hay que acudir a la ya m encionada Ley 21/1962, de 21 de julio, 
promulgada, precisam ente, para aclarar las numerosas dudas surgidas respecto de la 
calificación de dos figur as, representan tes de com ercio y profesionales liberales, cuya 
integración en el ám bito de aplicación del De recho del Trabajo resultaba puesta en duda por 
cierto sector doctrinal, ab anderado por CABRE RA BAZÁN303-, si será,  en la  última etapa del 
SXX, cuando se polemice con mayor intensidad el modelo de actividad productiva, identificada 
durante mucho tiempo con el trabajo industrial manual; efectivamente, el Derecho del Trabajo 
empezaba a no con templarse como un ord enamiento perfectamente delimitado, dado que los 
                                                 
302 Pérez de los Cobos, F., Nuevas tecnologías y relación de trabajo, Tirant monografías, Valencia, 1990, pág. 3. 
303 En la década de los sesenta este visiona rio ya pla nteó la necesida d de re definir el  Derec ho del Trabajo, 
abogando por un ordenamiento de mayores dimensiones. Cabrera Bazán, J., “El trabajo autónomo y el Derecho del 
Trabajo”, Separata del libro homenaje al profesor Jiménez Fernández, Sevilla, 1967 
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cimientos, es decir, trabajador y empresario, sobre los que había sostenido su principal pilar, el 
contrato de trabajo, comenzaban a distorsionarse en este nuevo contexto socio-económico304. 
 
 La incidencia de las nuevas tecnologías en los procesos productivos y los cam bios en las 
estructuras de la organización de las empresas, fueron dando lugar a la aparición y desarrollo de 
nuevas formas de o rganización y gestión de la  fuerza de trabajo, que provocaron un abandono  
progresivo de la tendencia general del pasado de  canalizar dicha fuerza únicam ente a través de 
la relación laboral. Ello gene ró u na crecien te externalizaci ón de prestaciones, hasta ese 
momento realizadas en la m isma empresa, lo cu al derivó en  un increm ento de las a ctividades 
prestadas en régim en de autonom ía y un descenso del tr abajo dependiente 305. En est a nueva 
forma de or ganización podemos observar dos cl ases de trabajadores bi en diferenciados. Por una 
parte, un núcleo central de empleados estables, de número reducido, cualificados y encargados de 
realizar l as t areas cardinales de aquélla y, por otro lado, un númer o más amplio de e mpleados, 
generalmente de menor  cuali ficación y con un  m ayor gr ado de ines tabilidad, que sue len 
encargarse de realizar las tareas más instrumentales.  
 
 
La situación económ ica y social anteriorm ente narrada, también afectó a la tradicional 
figura del empresario; lo dicho resulta obvio teni endo en cuenta que la evolución de ésta qued a 
inexorablemente ligada a las profundas trasformaciones sufridas por las propias organizaciones 
empresariales. En efecto, comenzaron a ser cada vez más frecuentes determinadas prácticas que 
fueron rompiendo con la idea de empresa tradiciona l que teníamos hasta el m omento. Frente a 
la clásica organización, que integraba todas y cada una de las act ividades necesarias para poner 
el producto final en el mercado, se fue instaurando un modelo caracterizado por el desarrollo de 
esas prestaciones por una pluralidad o “red” de  empresas, que coparticipan en la producción 
última de lo s bienes y s ervicios. A este fenóm eno, como decimos, consisten te en extraer d el 
ámbito de la empresa que actúa como principal, determinadas fases del proceso productivo que 
anteriormente se integraban en ella, se le conoce con distintos nombres. Probablemente los más 
empleados sean “externalización”,  “ outsourcing” y “descentralización” 306. Se trata de un 
                                                 
304 Rivero Llamas  se refiere a ello como la quiebra de validez de las nociones de trabajador y empresario. Rivero 
Llamas, J., “La descentralización productiva y las nuevas formas de trabajo”, cit., pág. 16. 
305 C asas B aamonde cal ificó t al fen ómeno c omo l a “cri sis del  m odelo fordista”. C asas Baamonde, M ª. E. , “El  
trabajo a utónomo dependi ente”, en A A. V V., Las trasformaciones del Derecho del Trabajo y el Futuro del 
Derecho del Trabajo, Madrid, 2000 pág. 64. 
306 Del Rey Guante r, S. y Gala Durá n, C., “Traba jo autónomo y descentralización productiva : nue vas 
perspectivas...”, cit., pág. 65 y ss. 
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fenómeno que se m aterializa a través de diferent es técnicas, com o pueden ser el recu rso a las 
contratas y subcontratas, las Em presas de Trabaj o Temporal o a través de la figura objeto de 
nuestro estu dio, el trab ajo autóno mo. La i mplantación de  este m odelo de organización fu e 
justificada con diferentes argum entos, por ejem plo, la reducción de costes fijos, la dedicación 
por parte de la empresa a las actividades que considera que realmente le aportan valor, dejando 
en manos de especialistas el resto, el im perativo em presarial de ganar en productividad o l a 
capacidad de adaptación en un mercado cada vez más competitivo e internacionalizado.  
 
          A consecuencia de esta nueva realidad productiva y em presarial, asistimos a la escisión 
de la persona del em presario, que es sustituido por una pluralidad de sujetos, lo que genera 
cierta confusión en su identificación. De es te modo, el empresario en algunos casos aparece 
difuminado, dándose lo que algunos han venido a calificar com o la inconsistencia del 
empleador, derivada de que éste no es el titular del aparato empresarial para el que se presta el 
servicio, quebrándose de este m odo la relación tradic ional existente entre el trabajador y el 
empresario. Asim ismo, estas nuev as form as de  organización trastornan notablem ente los  
poderes de dirección y organizaci ón, inherentes a la figura del empresario, al poner dichas 
potestades en m anos de personas distintas a las del titular de la em presa.  Así, la trad icional 
regla que dispone que quién percibe la utilidad  del trabajo por cuenta  ajena y dependiente, 
ejerce de manera no compartid a los poderes de dirección y or ganización, pierde sentido en 
estas novedosas formas, al desplazarse a sujetos distintos de quién concierta la relación laboral, 
como ocurre, por ejemplo, con las Empresas de Trabajo Temporal.. 
         
         Respecto de la figura del trabajador, la nueva situación económ ica y social descrita huye 
del concepto enraizado hasta el  momento, que im plicaba un elevado nivel de subordinación y 
de control disciplinario por pa rte del em presario. Ciertamente, observamos cómo el operario  
tradicional, a cuya prot ección se dirigía, históricam ente, el Derecho del Trabajo, pierde fuerza,  
dando paso a un nuevo trabajador que cala en esta novedosa ordenación. Se trata de un 
empleado con un mayor margen de autonomía en la propia ejecución del trabajo, un trabajador 
que no se integra físicam ente en la organiza ción em presarial, m ás responsable, con m ayor 
iniciativa en el desarrollo de su actividad. La  cr isis de l em pleado típ ico, propio del modelo 
fordista, crea un entorno adecuado para que un m ismo trabajador pueda desarrollar su 
prestación tanto en régim en de dependencia como de autonom ía, lo cual no deja de ser una 
respuesta a las necesidades de flexibilizac ión que las nuevas orga nizaciones productivas 
exigen. Tra dicionalmente, el traba jo solo se concebía por cuenta ajena y regulado por el 
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Estatuto de los Trabajadores; toda prestación que se situara extramuros de él, quedaba expuesta 
al vacío, al desam paro. Ahora hallam os dos ti pos de trabajo, el por cuenta propia y el 
desarrollado en régimen de autonomía, con su propio Estatuto. 
 
2. El trabajo autónomo en el ámbito internacional 
 
 No pode mos dejar de aludir a los esfuerzo s realizados por el sistem a de nor mas 
internacionales del trab ajo en relación al tratam iento del trab ajo autónom o. En este ám bito 
apreciamos como se recoge el trabajo autónom o bajo la categoría más amplia de autoempleo –
self-employment-, que en la definición adoptada por la O IT engloba a lo s trabajadores po r 
cuenta p ropia y a los em pleadores307. Esta m odalidad de empleo  se m anifiesta relevan te 
cuantitativamente en un im portante núm ero de  las econom ías, no siendo su im portancia 
uniforme en todos los países. 
 
 Debido como decimos a la importancia del trabajo en régim en de autonomía, numerosos 
han sido los estudios desarrollados en torno al mismo. Destacamos la labor de la Organización  
para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), que ha dedicado relevantes estudios a 
esta cuestión; por ejem plo, el docu mento elaborado en 1995 sobre “Program as de prom oción 
del trabajo autónom o para desem pleados”- “ Self-Employment Programmes for the 
Unemployed”308 -, así com o el llevad o a cabo en el año 2000- Employment Outlook 2000-309, 
que dedicaba al trabajo autónomo su capítulo 5 – The partial renaissance of self-employment-, 
en el que destacaba la significativa evolución sufrida por el mismo en las últimas décadas.   
 
 La Organización Internacional del Trabajo ta mbién ha manifestado su interés respecto de 
la figura del trabajador autónom o y de toda la problem ática que ha  surgido en torno a él; así, 
debemos de stacar los debates que desde 1998 se han producido acerca del concepto de 
trabajador y de la relación de trabajo, en los que la figura del trabajad or por cuenta propia 
adquirió protagonism o. En este sentido, la 91ª Reuni ón de la Conferenci a Internacional del 
                                                 
307 Guzmán Cuevas, J. y Romero Luna I., “La trascendencia económica del trabajo autónomo “, Temas Laborales, 
núm. 81, 2005, pág. 79. 
308 Documento “Self-Employment Programmes for the Unemployed”, Proceedings from a Joint US Department of 
Labour/OECE International Conference, OCDE/GE (95)104, 1995. 
309 OCDE ( 2000, a) “ Employment Outlook 2000”, Núm . 2, Vol. 70, diciembre. Publicación on.line 
http.www.oecd.org. 
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Trabajo de 2003, en la que se pr etendió, por un lado, exam inar con detenimiento el problem a 
relativo a la proliferación del empleo inadecuado de contratos civiles o m ercantiles, en aras de 
ocultar verdaderas relaciones laborales; por ot ro, aclarar supuestos de  relaciones de trabajo 
ambiguas, las tradicion almente lla madas zonas grises e n las que no resulta  clara la  
determinación de la autonomía o dependencia del trabajador 310. Posteriormente, la 95ª Reunión 
de la Conferencia In ternacional de Trabajo,  in corporó estas cues tiones a su orden del día, 
aprobando la Recomendación de la OIT, sobre la relación de trabajo, de 2006.  
 
 Centrándonos en la figura del TRADE debe mos subrayar la labor llevada a cabo por la 
OIT; en ef ecto, desde la ú ltima década, ap reciamos un proceso  tendente a prom over la 
aprobación de un Convenio Internacional de T rabajo que se haga cargo de las necesidades de 
protección de trabajadores cuyos  vínculos no pueden encuadrarse, claram ente, dentro de la 
categoría de la dependencia la boral. En esta lín ea, la Confer encia In ternacional del Trabajo,  
85ª, Reunión de 1997 propuso la elaboración de un Convenio, que se aplicara al “trabajo 
efectuado personalm ente en condiciones de de pendencia o subordinación a la empresa en 
cuestión, siendo dichas condiciones sim ilares a las que caracterizan a una relación laboral 
regulada por la legislación en vigor y las prácti cas nacionales, pero en la que la persona que 
lleva a cabo  el trab ajo no posee un a relación laboral reconocida con la em presa para la que 
trabaja”311. De este m odo, por el art.5 de la Propuest a elaborada, se trataba de asegurar para 
este tipo de trabajadores la libertad de asociación y de negociación colec tiva, la prohibición de 
discriminación, el limite de edad para trabajar , condiciones mínimas de remuneración, salud y 
seguridad en el trab ajo, protección en caso  de accidentes de trabajo o enferm edades 
profesionales y seguridad social. Desafortunadam ente, tales intencion es finalmente fracasaron 
por no existir consenso acerca del concepto mismo de trabajador necesitado de protección. 
 
3. El trabajo autónomo en el derecho comunitario europeo 
 
 Al igual que ha ocurrido en España, en el m arco comunitario el trabajado r asalariado ha 
sido el protagonista indiscutible. Aunque esto es cierto, igual de verídico resulta que a lo largo 
de las últimas décadas, la Unión Europea ha comenzado a prestar cierta atención al colectivo de 
                                                 
310 Rodríguez-Piñero Bravo-Ferrer, M., “La determinación de la relación de t rabajo”, Relaciones Laborales, núm. 
20, 2006, pág. 4. 
311 Sagardoy Bengoechea, J. A., “Los Trabajadores Autónomos…”, cit., pág. 90-91 
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trabajadores autónomos, especialmente, respecto de concretas temáticas; en efecto, actualmente 
hallamos numerosos documentos que, o bien dedicados de forma exclusiva a estos trabajadores, 
o bien, m eramente haciendo referencia a ellos,  rechazan la tradicional m arginación de los 
mismos. Quizás, el m ayor error de l legislador comunitario, en este  asunto, haya sido incluir la 
mayor parte de las indicaciones re ferentes al colectivo en textos carentes de fuerza vinculan te- 
soft law-, derivando tal falta en que dichas alusiones hayan sido en muchos casos ignoradas por 
parte de los Estados miembros. 
Pues bien, así las cosas, nos aproxim aremos a los ám bitos en los que m ayormente, desde la 
Unión Europea, se ha incidido en la cuestión; de  este modo, nos centraremos en el tratam iento 
que el au tónomo ha recibido en cu anto a la seg uridad y salud en el trab ajo, en las políticas  en 
aras de la igualdad de trato entre hombres y m ujeres, en el notable interés mostrando respecto 
de los tiem pos de descanso, concretam ente, en el sector del transporte y, finalm ente, en la 
políticas comunitarias en fomento del autoempleo. 
 
 Como ya señalam os en anteriores  capítu los, num erosas son las circunstancias que 
dificultan la protección de la seguridad y sal ud en el trabajo del aut ónomo, comenzando por su 
propia naturaleza que, fundada en la independencia, así como en la ausencia de  contraparte, 
difícilmente casa con el juego tr adicional de  las norm as preventivas cuya obligatoriedad 
descansa sobre los em presarios. Por ello, al igua l que ocurre en nuestro  Ordenamiento interno, 
en el ámbito comunitario el autónomo se ha contemplado y se contempla ajeno a tal protección, 
únicamente digno de alusión al resultar un sujeto potencialmente peligroso respecto de terceros, 
especialmente, asalariad os concurrentes en el  espacio  físico en el q ue llevan a cabo su  
actividad. La piedra angular de las normas preventivas llegadas desde el contex to comunitario, 
es decir, la Directiva marco 89/391//CE del Cons ejo, de 12 de junio, relativa a la aplicación de 
medidas para prom over la m ejora de la segurid ad y sa lud de los  tr abajadores, optó por no 
incluirlos en su esfera aplicativ a. Tendrem os que acudir a Directivas  se ctoriales para hallar 
exiguas referencia al colectivo. Entre éstas, destaca la Directiva 92/57/CEE, del Consejo, de 18 
de febrero de 2003, relativa a las disposiciones mínimas de seguridad y de salud que deben 
aplicarse en las obras de construcciones tem porales o móviles, que tiene en cu enta a lo s 
autónomos, en la medida en que éstos pueden constituir una fuente potencial de peligro para los 
asalariados que se encuentran en la obra.  
 
Asimismo, hay otras dos Directivas que, de un modo u otro, tom an en consideración al 
trabajador por cuenta propia: por un lado, la Directiva 92/29/ CEE, del Consejo, de 31 de 
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marzo, relativa a las disposiciones de seguridad  y salud para prom over una m ejor asistencia 
médica a bordo de los buques, en la que se recoge una definici ón muy amplia de trabajadores, 
entre los que se incluye a los que  llevan a cabo su labor en régi men de autonomía; por otro, la 
Directiva 2001/45/CE, del Consejo, de 27 de junio, relativa a la utilización de los equipos de 
trabajo en los trabajos tem porales de altura, que  se refiere, en uno de sus considerandos, a los 
autónomos, recordando que, cuando uno de éstos utiliza personalm ente equipos de trabajo, 
puede poner en peligro la segurid ad y salud de los em pleados. Como vemos estas tres norm as 
tienen un fin com ún: la protección de los trab ajadores por cuenta propia derivada de la 
protección de la seguridad de los asalariados. 
 
 Como decíamos al inicio de este capítulo, es en el Derecho no vi nculante en donde el 
legislador comunitario mayor atención presta a los trabajad ores por cuenta propia. Reflejo de 
tal afirmación es la Recomendación del Consejo, de 18 de febrero de 2003, relativa a la m ejora 
de la protección de la salud y seguridad en el trabajo de los autónom os, es decir, una norm a 
dirigida directa y exclus ivamente a la pro tección de éstos, hasta ahora tenidos en cuenta de 
manera indirecta a co lación de la protecci ón de los  asalariado s. La Reco mendación, 
impregnada del espíritu de la Estrategia  Comunitaria de Salud y Seguridad 2002-2003- 
reiterado por la actual, para  2007-20012-, hacía un llam amiento a los E stados miembros para 
que tomaran las medidas necesarias que facilitaran la aproximación del colectivo a la materia, a 
través del acceso a una formación e información adecuada y responsable, que permitiera a estos 
trabajadores tom ar conciencia  de la im portancia del asun to, De este m odo, entre las 
exhortaciones efectuadas destacaban el fomento de la seguridad y salud del colectiv o, teniendo 
en cuenta los riesgos existentes en  determinados sectores, la puesta en marcha de campañas de  
concienciación o el acceso de los autónom os a la formación e inform ación en m ateria 
preventiva, sin que suponga para ellos un coste económico. 
Al tratarse, com o hemos comentado, de un acto  no vinculante, la Recom endación no tuvo en 
los Estados m iembros la repercusión deseada. Concretamente, España no respondió a dichos 
llamamientos hasta, sólo en cierto modo, la Ley 20/2007, de 11 de ju lio, del Estatuto del 
Trabajo Autónomo.  
 
 Otra de las cuestiones profusam ente aborda das desde el m arco com unitario, ha sido la 
relativa a la igualdad d e trato entre hombres y mujeres. La más relevante de las norm as que en 
torno a este asunto ha sido promulgada en la  esfera com unitaria, ha sido la Directiv a 
86/613/CEE del Consejo, de 11 de noviem bre de 1986, relativa a la aplicación del principio de 
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igualdad de trato entre hom bres y mujeres que ejerzan una actividad autónom a, i ncluida l a 
agrícola, así como sobre la protección de la maternidad. 
 
La principal relevancia de esta no rma em ana de la  apor tación de un concepto de 
trabajador autónom o, hasta el m omento inexis tente y únicam ente intuido por contraposición  
con los rasgos definitorios de l asalariado; en efecto, la norm a com unitario en su art.2.a), 
dispone que se entiende por tr abajador autónomo “toda persona  que ejerza en las condiciones 
previstas en  el derecho  nacional, una actividad  lucra tiva, por cuen ta propia, incluidos los 
agricultores y los m iembros de las profesiones liberales”. Ap reciamos que este concepto 
descansa sobre la enraizada noción  que de es te tipo de trabajadores venía existiendo, es decir,  
limitado a ciertas modalidades de trabajo llevado a cabo en régimen de autonomía- agricultores, 
ganaderos, artesanos, profesiona les liberales-, que discrepa de l abierto concepto con el que 
contamos en nuestros días y que viene a agrupar diversas modalidades de trabajo autónomo312.  
  
En otro orden de cosas, desde la Unión Europ ea, especialmente, en la últim a década, se 
ha prestado atención al tiem po que los trabajadores autónomos de dican a la prestación de sus 
servicios. Tocante a este asunto, resulta de notable interés la previsión contenida en la Directiva 
2002/15/CE, del Parlamento Europeo y del Consej o, de 11 de m arzo de 2002, relativa a la 
ordenación del tiempo de trabajo de las personas que realizan actividades móviles de transporte 
de carretera, no exenta de cont roversias interpretativas. Esta disposición, en principio se 
aplicará a los conductores autónomos a partir de l 23 de m arzo de 2009. Com o señalamos, esto 
será en principio, ya que, por el  art.2 de esta norma comunitaria, a más tardar dos años antes de 
dicha fecha, la Com isión quedaba constreñida a presentar un informe al Parlamento Europeo y 
al Consejo, donde se analizaran los efectos de la exclusión de  los conductores autónom os del 
                                                 
312 Resulta notable la atención prestada por esta Directiva a la denominada “ayuda familiar”, tan extendida entre el 
colectivo femenino. En este sentido, proyecta la condición de trabajador por cuenta propia a los cónyuges, siempre 
que no sean ni asalariados para el titular, ni socios, y participen de manera habitual y en las co ndiciones previstas 
en el Derecho nacional, e n la activi dad del aut ónomo, efectuando, bien las mismas tareas, bie n tarea s 
complementarias, com o así señala su a rt.2.a). De bido a la escasa relevancia práctica de lo esta blecido e n este  
precepto, veinte años después de la entrada  en vigor de dicha norma, con el fin de pal iar su exi gua eficacia, se  
aprobó l a R esolución del Pa rlamento Eur opeo de 21 de febrero de 2 007, so bre l a si tuación de l os cóny uges 
colaboradores d e lo s tr abajadores au tónomos, in stando a que l a C omisión el aborase una Directiva que , 
modificando la aprobada en 1986, también afectara a las parejas de hecho. No resultando aquél texto vinculante, la 
Directiva reclamada, hasta la fecha no ha sido dictada. Por el contrario, sí ha sido llevada a cabo una Directiva que 
viene a aglutinar a todas aquéllas que, de algún modo, venían haciendo alusión al principio de igualdad de trato; en 
efecto, en el  año 2006, fue ratificada la Direct iva 2006/54/CE, del  Parlamento Europeo y  del  Consejo, de 5 de  
julio, relativa a la aplicación del pri ncipio de igualda d de trato entre hombres y mujeres en as untos de empleo y 
ocupación, que conforme al contenido de su art.6, incluía en su ámbito aplicativo al trabajador autónomo. García 
Jiménez, M. y Molina Navarrete, C., El Estatuto profesional del trabajo autónomo: diferenciación de lo verdadero 
de lo falso, Tecnos, Madrid, 2008, pág. 32. 
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ámbito de aplicación de la Directiva, desde el punto de vista de la  seguridad vial, las 
condiciones de com petencia, la estructura de la profesión, as í com o aspectos sociales. Se 
debían tener en cuen ta las circunstancias de cada Estado miembro en lo relativo  a la estructura 
del sector del transporte y al entorno profesional del transporte  por carretera; además, sobre la 
base de este informe, dicha entidad tendría que presenta una propuesta, con objeto de definir las 
modalidades para la inclusión de  los conductores autónom os en el  ámbito de ap licación de la 
norma, con respecto a ciertos conductores que desarrollan su actividad en régim en de 
autonomía, que no participan en actividades de transporte por  carretera en otros Estados 
miembros y que están sujetos a obligaciones locales por razones objetivas, como una ubicación 
periférica, unas distancias interiores considerables o un entorno com petitivo concreto, o bien, 
no incluir a los conductores autónomos en el ámbito de aplicación de la norma. 
  
Como se infiere del contenido de la Directiv a, se adoptó una postura  dubitativa sobre la 
inclusión o exclusión del colectivo de los trabajadores autónomos. De igual m anera, 
apreciamos tal vacilación en la propia Com isión, la cual, si bien, duran te el debate de la 
Directiva, defendió la inclusión de estos conduct ores, tras el desarrollo del extensivo estudio 
sobre esta cuestión, a cuya elaboración, com o hemos visto, quedaba constreñida, m anifestó 
ciertas dudas al reconocer, en térm inos de “ impacto social”, que “el equilibrio entre las 
desventajas y ventajas globales de  la exclusión o la inclusión es  contradictorio. Un aumento de 
las horas de trabajo de los conductores autónomos, posibilitado por la exclusión de la Directiva, 
podría considerarse no deseable en sí mismo desde la perspectiva de  la mejora de la salud y la 
seguridad de los conductores. Pero la in clusión podría generar una m ayor angustia y 
dificultades económicas para los autónom os, podría ser difícil de aplicar y, por tanto, resultar 
ineficaz”. 
 
 Ante tal ind ecisión, la Com isión ha entendido  necesario hacer otra ev aluación antes de 
presentar su propuesta, teniendo  en cuenta los nuevos elem entos que han surgido desde la 
adopción de la norm a. Igual indecisión apr eciamos por parte de los Estados m iembros; 
intentando sin éxito, dos de ellos, España y Finl andia, la anulación de la Directiva ante el 
Tribunal de Justicia, principalm ente para ex cluir de form a perm anente a los conductores 
autónomos de su ám bito. Éstos alegaban, por un  lado, que su inclusión tendría como efecto el  
impedir que dedicaran el esfuerzo necesario para garantizar el éxito empresarial, por otro lado,  
que la aplicación de la Directiva a los trabajad ores por cuenta propia lesionaría sus derechos 
básicos, en concreto, el libre ejercicio de su actividad pro fesional, as í com o su libertad d e 
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empresa. Tales argum entos fueron rechazaron p or el Tribun al, el cual dispuso que la norm a 
comunitaria impugnada tiene por objeto mejorar la seguridad vial y responde, por consiguiente, 
a un objetivo de interés general. Por ello, ente ndía, que esta regulación interfiere en las 
modalidades de ejercicio de la actividad profes ional por cuenta propia, pero no afecta a la 
propia existencia de la libertad de ejercer dicha actividad. 
Como observam os, la propia natu raleza de es te tipo de trabajadores vuelve a colisionar con  
cualquier intento de regulación, m ostrándose la independencia que les caracteriza, obstáculo 
difícil de soslayar.  
 
Para finalizar este breve repaso por las normas que, desde el ám bito comunitario, han 
incidido en el tratam iento del colectivo de trabajadores autó nomos, debemos hacer m ención a 
las políticas de fomento del autoempleo313, tan extendidas en este contexto; en efecto, pronto se 
tomó conciencia del relevante papel que el trabajo por cuenta propia podía asumir en orden a la 
creación de em pleo. Así, duran te el Consejo de Essen, en 1994, se dispuso una estrategia 
conjunta de lucha contra el de sempleo y se establecieron las bases para la elaboración de 
Programas Plurianuales de Em pleo; no obstante, no sería hasta la entrada en vigor del Tratado 
de Ámsterdam, en 1997, cuando verdaderam ente se im pulsaran estas políticas. En el Consejo 
Europeo Extraordinario sobre el Em pleo, celebrado en Luxem burgo, se  definieron los cuatro 
pilares en  e sta m ateria: 1. Mejo ra de la capac idad de inserción profesional, 2.Fom ento del 
espíritu de em presa, 3. Fom ento de la capacidad  de adaptación de los trabajadores y de la 
empresas, 4. Refuerzo de la política de iguald ad. Respecto de la cuestión que ahora nos ocupa, 
debemos de stacar el segundo pilar, m ediante el  cual los Estados miem bros asum ían el 
compromiso de fom entar “el trab ajo por cuenta propia, para lo cual estu diaran los o bstáculos 
existentes con miras a reducirlos, en particular en lo que respecta a los regimenes fiscales y de 
Seguridad Social, al paso al empleo por cuenta propia y a la creación de pequeñas empresas, así 
como promoviendo acciones de form ación (...)”. Como vemos, se abandonan, en la m edida de 
lo posible, las políticas pasivas,  qu e únicam ente persegu ían sust ituir los ingresos dejados de 
percibir por la pérdida de un empleo, abogando por aquéllas dirigidas a suprimir la infinidad de 
trabas que dificultaban el acceso a esta modalidad de trabajo314. 
. 
                                                 
313 Vid., Cristóbal Roncero, R., “Política de empleo…”, cit... 
 
314 Martín Valverde, A., “Trabajo asalariado y trabajo autónomo en el Derecho Comunitario Europeo”, en AA. 
VV., Trabajo subordinado y trabajo autónomo en la delimitación de fronteras de Derechos del Trabajo. Estudios 
en homenaje al profesor José Cabrera Bazán, Tecnos, Madrid, 1999, pág. 81. 
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Posteriormente, diversos fueron los avances logrados; por un lado, en el Consejo 
Europeo de Colonia, celebrado en junio de 1999, se adoptó el Pacto Europeo para el Em pleo, 
por otro, un año después, se llevó a cabo el  Consejo E uropeo Extraordinario de Lisboa, 
iniciándose así la Estrategia Europea de Lis boa, renovada en 2005. Siguieron a éste el Consejo 
de Estocolmo, de m arzo de 2001, el de Laeken, de diciembre de 2001, el de Barcelona, de  
marzo de 2002..., todos ellos continuando la misma estrategia. 
La Decisión  del Consejo de 4 de oc tubre de 2004, relativa a la Directrices para las políticas de 
empleo de los Estados miembros, acordó mantener las directrices ya existentes, entre las que se 
encontraban potenciar el espíritu de empresa y promover la creación de empleo. El denominado 
Informe Kok- “Hacer frente al desaf ío: la Estrategia de Lisboa para el crecim iento y empleo”- 
propuso el relanzamiento de la Estrategia de Lisboa315. 
  
Además, la Unión Europea reconoc ió la importancia de la m icro-empresa a través de la 
adopción de la Carta Europea de la Pequeña Em presa, en Lisboa, el 13 de junio de 2000 y la 
aprobación de dicha Carta con o casión del Consejo Europeo de Feira, celebrado los días 19 y 
20 de junio, de ese m ismo año. En este docum ento se re comendaba a los Gobiernos que 
concentren sus esfuerzos estratégicos en diez  líneas de actuación, que giran en torno a la 
educación y formación del espíritu empresarial, la disminución de los  costes y du ración de los  
registros, la m ejora de la legislación y de la reglam entación, el su ministro de for mación 
permanente y consultoría, la m ejora del ac ceso en línea, un m ayor aprovecham iento del 
mercado único, regím enes fiscales m ás beneficiosos y acceso a la financiación, al increm ento 
de la capacidad tecnológica de las pequeñas em presas, a estim ular a las em presas para que 
adopten las m ejores prácticas y, por últim o, al de sarrollo, potenciación e intensificación de la 
eficacia d e la rep resentación de lo s interese s de la pequeña y m ediana em presa a escal a 
nacional y comunitaria 
 
  
Muestra de la preocup ación exis tente en los órganos representativos de la Unión 
Europea con relación a los trabajadores por cu enta propia son dos inf ormes: por un lado, el 
denominado Informe Supiot, sobre “trabajo y empleo” (Trans formaciones del trabajo y futuro 
del Derecho  del trabajo  en Europa,  de 1999, coordinado p or la Universidad Carlos III d e 
Madrid) y, por otro, el Inform e Perulli sobre “Trabajo eco nómicamente dependiente (trabajo 
                                                 
315 García Valverde, Mª. T., “Promoción y fomento del autoempleo”, Temas Laborales, núm. 81, 2005, pág. 109. 
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parasubordinado), presentado el 19 de junio de 2003 en el Parlamento Europeo. 
 
4. Un precedente de Derecho comparado: Italia 
  
 Una de las experien cias más significativas, en  el ámbito europeo, reflejo de la evolución 
cualitativa sufrida por la figura del trabaja dor autónom o, l a hallam os en el Ordenam iento 
jurídico italiano, donde pronto se comenzó a apreciar com o la fr ontera que trad icionalmente 
venía discerniendo el trabajo asalariado de aq uél llevado a cabo en régim en de a utonomía 
comenzaba a difuminarse. 
 
 Antes de adentrarnos en el fenóm eno de la parasubordinazione, de cuyo tratam iento el 
ordenamiento italiano fue precursor, debem os decir que, al igual que en España, en Italia el 
desconcierto ha girado y gira en  torno a la figura del trabajo autónomo, así como a sus rasgos 
distintivos que le a lejan del trabajo dependiente. El Codice civile316, estab lece tal diferencia; 
así, mientras su art. 2.094 se encarga de apun tar qué se entiende por trabajo subordinado- “ È 
prestatore di lavoro subordinato chi si obbliga mediante retribuzione a collaborare 
nell'impresa, prestando il proprio lavoro intellettuale o manuale alle dipendenze e sotto la 
direzione dell'imprenditore”-, el art. 2222 hace lo mismo respecto del llevado a cabo por cuenta 
propia317 –“Quando una persona si obbliga a compiere verso un corrispettivo un'opera o un 
servizio, con lavoro prevalentemente proprio e senza vincolo di subordinazione nei confronti 
del committente, si applicano le norme di questo capo, salvo che il rapporto abbia una 
disciplina particolare nel libro IV”-. En efecto, la regulación concerniente al trabajo por cuenta 
ajena viene recogida en la Sección (Sezione) II y III del Título II del Libro V del Codice  Civile, 
mientras que el trab ajo por cuenta p ropia, encuentra su ordenación en el Título III  del m ismo 
libro. A pesar de esto, debem os afirmar que nos encontramos ante dos n ociones insuficientes, 
que no aclaran los rasgos que distinguen a a mbos tipos de trabajo, especialm ente la nota de la 
“subordinación” (subordinazione), concepto, el cual resulta imposible de construir mediante los 
arts. 2094 y 2222 del  Codice. Por ello, debem os señalar que, deslindar la prestación llevada 
acabo por cuenta a ajena, de la desarrollada en régimen de autonomía, no ha supuesto una labor 
sencilla pa ra los Tribu nales italian os; y es  que, dos han sido las líneas jur isprudenciales 
                                                 
316 R.D. 16 marzo 1942, n. 262 Approvazione del Codice civile 
317 Santoro Passarelli G., voce Lavoro autonomo. I) Diritto del lavoro, in Enciclopedia giuridica Treccani, Roma, 
Il Veltro, 1999, vol. XVIII. 
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seguidas en torno al concepto de “subordinación” ( subordinazione); por un lado, el m étodo 
subjuntivo (il metodo sussuntivo), por otro, el método tipológico (il metodo tipologico)318. 
Mediante el prim ero de los m étodos m encionados se lleva  a c abo un juic io de  id entidad, es  
decir, se halla el rasgo de subordinación únicam ente cuando se garantiza la com pleta presencia 
de una serie de indicios tales com o la existencia de un horario establecido por el empresario, el 
pago de un salario o la ausencia de riesgo pa ra el trabajador. Por el contrario, debido 
especialmente a las dificultad es que presentab a esta operación de calificación, la doctrina y 
jurisprudencia mayoritaria se ha decantado por el método tipológico, que lleva a cabo un juicio 
de aproximación, por el que se da  mayor relevancia al supuesto concreto, no exigiendo el total 
cumplimiento de aquellas conjeturas319.  
 
En otro orden de cosas, hay que señalar, sí  del tratam iento recibido por el trabajador 
autónomo hablamos, que el Codice Civile, a diferencia del Ordenamiento español, el cual obvia 
al mismo, dedica la Sección I, del Capítulo I, del Título  II al emprendedor. De tal regulación 
destaca co mo disting ue dicha f igura –“ E' imprenditore chi esercita professionalmente 
un'attività economica organizzata al fine della produzione o dello scambio di beni o di 
servizi”- (art. 2082 CC) de la del pequeño e mprendedor –“ Sono piccoli imprenditori i 
coltivatori diretti del fondo, gli artigiani, i piccoli commercianti e coloro che esercitano 
un'attività professionale organizzata prevalentemente con il lavoro proprio e dei componenti 
della famiglia- (art.2083), otorgando sendas definiciones. Aunque legalmente esta distinción es 
recogida, entre la doctrina se pone  en duda si en realidad exis tente diferenciación entre el 
trabajador autónomo, el emprendedor y el pequeño emprendedor. 
 
Por otro lado, tras establecer las disposiciones generales del trabajo autónomo, el Codice 
Civile dedica el Cap ítulo II d el Título I I al prof esional liberal (professioni intellettuali), cuya 
prestación de servicios es regida , tanto por estos artículos, como  por su propia norm ativa, por 
ejemplo, el R.D.L. 27 novembre 1933, n. 1578, Ordinamento delle professioni di avvocato e 
procuratore. Llam a la atención com o el abogado no podrá desarrollar su actividad ni com o 
trabajador dependiente, ni a proyecto - m odalidad que posteriormente analizaremos-; en efecto, 
únicamente prestará sus servicios bien en régimen de autonomía, bien mediante una relación de 
colaboración continuada continua ( rapporti di collaborazioni coordinata e continuava 
                                                 
318 Persiani Mattia, Autonomia, subordinazione e coordinamento nei recenti modelli di collaborazione lavorativa 
Cacucci, en Diritto del lavoro, 1998, I, 208 




Asimismo, no podemos dejar de citar la Legge 18 giugno 1998, n. 192, Disciplina della 
subfornitura nelle attività produttive, norma especialmente relevante por dos m otivos: por un 
lado, por ordenar el fenóm eno de  la descentralización productiv a, tan significativo en la 
evolución sufrida en los últim os tiempos por el trabajo autónomo; por otro, por ser la única en 
aludir al rasgo de la dependenc ia económica, tan importante si del trabajador parasubordinado 
hablamos. 
 
En fin, como vem os, en Italia  la regulación  concedida a es ta modalidad de trabajo, al 
igual que ocurría en España hast a la entrada en vigor  de la LETA, se encuentra dispersa a lo 
largo de su Ordenam iento, no existiendo norm a alguna dedicada en exclusiva al trabajo 
autónomo. Si algo llama la atenci ón de la regulación italiana, es que, a di ferencia de lo que 
ocurre en la  española, dotada de un Código Civil,  así como de un Códig o mercantil, en és ta el 
Codice Civile aglu tina el conten ido pr opio de estos dos tipos de textos- Código civil y 
mercantil-. 
 
No obstante, com o veni mos adelantando, si bi en España ha sido pionera respecto del 
establecimiento de un e statuto dirigido a estos trabajadores, Italia lo fue en relación  a la figura 
de la parasubordinazione320; y es que, la doctrina italiana321 pronto apreció la presencia de esta 
figura, a medio camino entre la autonomía y la subordinación.  Fue a partir de la Ley 533/1973 
di riforma del processo del lavoro, cuando se introdujo legalm ente la idea de la 
parasubordinazione, codificada en el Artículo 409.3 del Codice de Procedura Civile, por el 
cual, quedan som etidos al procedim iento laboral los litigios que surjan  en la relaciones “d e 
agencia, de repres entación comercial, y o tras relaciones de co laboración que se concreten en 
una prestación de obra continuada, coordinada  y prevalentem ente personal, aunque no de 
carácter subordinado”. Por tanto, a tenor literal de este precepto, la prestación deberá llevarse a 
cabo de manera coordinada, no en régimen de subordinación, sino en colaboración con quién lo 
recibe, continuada, excluyéndose prestaciones de  actividad esporádicas o no prolongadas en el 
                                                 
320 El Derecho alemán se mostró, al igual que el italiano, adelantado respecto de esta nueva modalidad de trabajo, 
ubicada entre el desarrollado por cuenta ajena y el trabajo en régim en de autonomía. En este país se reconoció la 
categoría de t rabajo aut ónomo económ icamente depe ndiente, m ediante l o q ue l a no rmativa t ipificó c omo 
Arbeitnehmerhänlichen Personen o cu asiasalariados, en la trad ucción d ada en  la literatu ra labo ral esp añola; 
efectivamente, la Sección 12 de la Ley de 1974 sobre Conve nios Colectivos, se encargó de definir dicha figura 
entendiendo p or c uasiasalariados “a quellas pe rsonas que so n ec onómicamente dependientes y que son 
comparables con los trabajadores en cuanto a su necesidad de protección social”. 
321 Santoro Passarelli G., Il lavoro “parasubordinato”, Milano, F. Angeli, 1979. 
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tiempo y, por último, de manera personal, muy próxima a la exclusividad. 
 
Años después, a partir de la Ley 335/1995, de reform a del sistem a de jubilación 
obligatorio y com plementario ( Reforma del sistema pensionistico obligatorio e 
complementare)322 el deb ate vo lvería a ab rirse alred edor de una figura im pregnada de la 
esencia de la parasubo rdinación: la relaci ón de colaboración continuada continua ( rapporti di 
collaborazioni coordinata e continuativa), figura que sería em pleada en num erosas ocasiones 
de manera fraudulenta. Esta norm a vino a m odificar el régim en de cotización de este tipo de 
relaciones, como respuesta a la difusión de las mismas. 
 
En torno a la noción de  parasubordinazione, la situación no sufrió im portantes cambios 
hasta la reforma laboral de 2003323; en efecto, el 5 de febrero de 2003, el Senado aprobó la Ley 
sobre el empleo y del m ercado de trabajo, conocida com o Legge Biaggi, que vino a incorporar  
dos nuevas figuras: la co laboración según proyecto  (collaborazioni a progetto) y las 
prestaciones ocasionales (prestazioni occasionali): 
 
A partir del Decreto Legislativo núm. 276 de  2003, que desarrollaba la citada Ley, el 
contrato de colaboración coordinada y cont inuada, utilizado, com o ya hem os indicado, de 
forma fraudulenta durante los últim os años , fue sustituido por la colaboración según 
proyecto324. Ahora, sin perjuicio de la  regu lación rela tiva a  lo s agen tes y  repr esentantes d e 
comercio, la relación de colaboración coordina da continuada, aludida  por el art. 409.3 del 
Código Civil, debe de estar dirigida a uno o más proyectos específicos o programas de trabajo o 
fases del m ismo, fijados por el que los en carga y gestionados autónom amente por el 
colaborador en función del resu ltado, respectando la coordinaci ón con la organización del que 
encomienda, independientemente del tiempo empleado a la actividad325. Estos contratos, que se 
                                                 
322Vid., Aznar López, M., “Reforma de l a Seguridad Social i taliana. Medidas introducidas en relación al factor 
edad”, Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, núm. 1, 2007. 
323 Aunque sí  que se l levaron a cabo diversas propuestas; la más interesante fue la d e ley d e 1999, denominada 
Norme per la tutela dei lavore atipici, que tenía p or obj etivo regular el estatuto ju rídico d e los trabajadores 
parasubordinados, en tendiendo po r tales lo s ocupados en  r elaciones de co laboración, d e car ácter no  ocasional, 
desarrolladas sin vínculo de subordinación, de forma prevalentemente personal, coordinados con la actividad del 
comitente, y teniendo por objeto prestaciones desarrolladas con aut onomía, al menos operativa, a cam bio de una 
retribución. Rodríguez-Piñero Royo, M. C., “La laboralización del Trabajo Autónomo: experiencias comparadas y 
situación en España”, Grupo de Investigación PAI SEJ-322. 
324 D e Lu ca Tamaj o, R., 2003 , Dal lavoro parasubordinato al lavoro a progetto, i n Itinerari d'impresa. 
Management, diritto, formazione, n. 3/2003 e anche nei working papers del Centro Studi "Massimo D'Antona", n. 
25 in http:// www.lex.unict.it. 
325 Art. 61. 1 Decreto Legislativo, núm. 276, de 10 de septiembre de 2003 
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deben formalizar por escrito, deben indicar el contenido de la colabo ración, su duración, la 
contraprestación por la realización de los trabajos, así como el método de pago de éstas. 
 
 De acuerdo con el cumplim iento de tales re querimientos, que aproxim an esta fi gura al 
trabajo subordinado -art. 2094 Codice Civile-, el legislador italiano do tó de cierta protección a 
los trabajadores vinculados por este tipo de cont ratos; así, estos vendrán disfrutando del acceso 
al proceso laboral, de la protección por enfermedad326, accidente profesionales y maternidad327, 
así como de cierta tutela en materia de seguridad y salud en el trabajo. Como vemos, se trata de 
una protección cercana a la recibida por el autó nomo económicamente dependiente a través de 
la Ley 20/2007, reguladora del Estatuto del Trab ajo Autónomo; en efecto, dicha aproxim ación 
será la que despoje a la norma española del carácter del todo novedoso de ella proclamado. 
 
En definitiva, en coherencia con tales rasgos, así como con el contenido del art. 61.3 del 
Decreto Legislativo, núm . 276, debem os señalar que quedan excluidos de esta m odalidad 
contractual:  
- los agentes y representantes de comercio 
-  las prestaciones ocasionales cuya duración en su conjunto  no supera los 30 días en el 
año con el m ismo comitente, y por el cual e perciba una cantidad que en conjunto no 
supere los 5000 euros. 
- Las profesiones intelectuales para cuyo ejercicio sea necesa ria la inscripción en los 
correspondientes colegios profesionales. 
-  las actividades de colaboración continuada y continua realizad as y utilizadas para fines 
institucionales a f avor de asocia ciones y sociedade s deportivas af iliadas a las  
federaciones deportivas nacionales, a las disc iplinas deportivas asociadas y a los entes  
de promoción deportiva. 
- Los miembros de los órganos de adm inistración y con trol de las socied ades, y  con lo s 
participantes en colegios y comisiones. 
- El trabajo de los que reciben la pensión de vejez. 
- Las relaciones de trabajo con las Administraciones Públicas. 
 
                                                 
326 En caso de enfermedad se produce una interrupción de la actividad no retribuida por un máximo de 30 días o un 
sexto de la duración del contrato, sí ésta ha sido determinada.  
327 En cas o de maternidad se produ ce una interrupción re tribuida de ci nco m eses, pudiendo ser a plazada la 
finalización del contrato por 180 días. 
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 Como ya  hem os señalado, el Decreto Le gislativo, núm . 276, incorporó, junto a la 
colaboración según p royecto, la prestación  ocasional, perm itiendo, a trav és de su  
reconocimiento, la regulación de determ inadas categorías de trabaja dores que desarrollan 
pequeños trabajos por los que reciben ínfim as remuneraciones. Esta modalidad contractual ha 
sido definida por el art.  70 de dicho Decreto L egislativo; en efecto, dispone que se entienden 
por prestaciones ocasionales “las  activ idades laborales de naturaleza m eramente ocasion al 
realizadas por sujetos con riesgo de exclusi ón social o que de todo s modos no han entrado 
todavía en el m ercado de trabajo, o a punto de  salir del m ismo”. La  nor ma  considera e l 
desempeño ocasional de algunas actividades tales como:  
 
- Los pequeñ os trabajo  d omésticos d e carácter  e xtraordinario, incl uyendo el cuidado a 
domicilio de niños, ancianos, enfermos o minusválidos. 
- Las clases particulares 
- Pequeños trabajos de jardinería, de limpieza y mantenimiento de edificios. 
- Realización de actividades sociales, deportivas, culturales o de beneficencia. 
- Colaboración con las asociaciones de volunt arios pa ra lleva r a cabo trabajos de 
emergencia com o los provocados por desast res natur ales o  evento s repentinos, o de 
solidaridad. 
 
 La Ley sobre el empleo y del mercado de trabajo, a partir de su art.61.2, establece ciertas 
restricciones a este tipo de cont ratos; por un lado, fija un lim ite temporal, al disponer que la 
actividad llevada a cabo por el  trabajador no podr á suponer una dedicaci ón que en conjunto 
supere los treinta días a los largo del año sola r; por otro, establece un lím ite cuantitativo, al 
señalar que dichas prestaciones no deberán dar lugar a una remuneración global superior a 3000 
euros. 
 
 Por últim o, se debe destacar el curioso si stema de pago establecid o respecto de este 
contrato ocasional; en efecto, los trabajadores vinculados a través de este tipo de relación, 
recibirán unos bonos que com pra el em pleador y que en trabajador canje a en los servicios de 
empleo por dinero. 
 
 Junto a estas dos modalidades, se mantiene la existencia de los supuestos tradicionales de 
la parasubordinación: los ag entes, represen tantes de co mercio y las prestaciones de 
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colaboración coordinada y continua sin proyecto, así com o el paralavoro en la Administración 
Pública328. 
 
5. Propuestas de regulación del trabajo autónomo 
 
 La proliferación del trabajo por  cuenta propia, derivada de las transformaciones sufridas 
en el diseño organizativo e mpresarial español, pronto se convirtió en motivo de preocupación 
para las organizaciones sindicale s y partidos políticos, así com o para los juristas. Éstos se 
mostraron em peñados en dar respuesta a un colectivo, hasta ahora m inoritario y 
autoorganizado, actualm ente en pleno desarrol lo. Com o hem os visto, hasta el mom ento, los 
autónomos habían sido los grandes olvidados , contem plándose su característica autonom ía 
como rasgo com pensador de su marginaci ón. Con la aparición del denom inado autónom o 
económicamente dependiente, tan cercano al asalariado, dicho fundamento decae, por lo que tal 
aislamiento muta en necesidad de tutela para con estos trabajadores.  
  
En efecto, debido a dichos cam bios y con ante rioridad a la elabor ación del definitivo 
Estatuto del Trabajo Autónomo, hallamos diferentes propuestas y reivindicaciones llegadas del 
ámbito político, sindical y doctrinal, en las que  manifiestamente se pe rcibe la dificultad que 
entraña dotar de una regulación a este heterogéneo colectivo. 
 
 
5.1 Propuestas parlamentarias 
 
 En el año 2002, fueron dos las iniciativas parlamentarias presentadas por el Grupo 
Parlamentario Socialista y tram itadas en el Congreso de los Diputados; una, el 28 de enero, 
como Proposición no de Ley, relativa a la elaboración de un Estatuto del T rabajador 
Autónomo, y la otra, de 29 de  noviembre, como Proposición de Ley sobre la Regulación del 
Trabajo Autónomo Dependiente. Mientras la prim era de ellas ten ía en cuenta al co lectiv en su 
totalidad, la segunda centraba t oda su atención en al trabaj ador autónom o económ icamente 
dependiente. Apreciam os com o ambas contem plaban al que hoy conocem os como TRADE 
muy próximo al trabajador asalar iado. Así, fruto de la reflexi ón insuficiente de las propuestas, 
                                                 
328 Rodríguez-Piñero Royo, M. C., “La laboralización del Trabajo Autónomo …”, cit., pág. 8. 
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son los nombres asignados a la nueva figura; en  efecto, m ientras que en la Proposición no de 
Ley, se emplea la locución “trabajador autónomo subordinado”, la propuesta posterior opta por 
nombrarle “trabajador autónom o dependient e” o, incluso, “trabajador autónom o con 
dependencia laboral”, en fin, denom inaciones se mejantes e igualm ente inadecuad as, si del 
Ordenamiento laboral se pretende huir. 
 
 La Proposición no de Ley, com o hemos señalad o, referida al colect ivo de trabajadores 
autónomos en general, com ienza poniendo de reli eve la importancia de éste, tanto desde el 
punto de vista económico- “13% de aportación al PIB”-, como de sde el laboral- “20% del total 
de ocupados”-. Tras determinar las notas que concurren en este tipo de trabajadores-“por cuenta 
propia, de f orma independiente y no rem unerado salarialmente-, destaca como a consecuencia 
de la descentralización producti va, la terciarización y las nuev as tecnologías han surgido dos 
nuevas modalidades de trabajadores autónom os: por un lado, los que la Proposición denom ina 
“innovadores”; por otro, los “t rabajadores autónom os dependi entes” o “parasubordinados”, 
respecto de los cuales reconoce que “se encuentran a medio camino entre el trabajo autónomo y 
el trabajo por cuenta propia”. Tras este acerc amiento a la figura en cuestión, se insta al 
Gobierno a la elaboración de un Estatuto del Trabajo Au tónomo, siguiendo una serie de 
directrices en materia de rela ciones laborales, protección social , materia fiscal y fom ento del 
empleo autónom o. Del contenido de estas paut as, ciñéndonos a las relativas a las relaciones 
laborales, cabe destacar, por un lado, com o la proposición, en materia de prevención de riesgos 
laborales propone una m edida que, obviada tanto en propuestas poste riores, como en la propia  
LETA, resulta sugestiva; nos referim os a “ potenciar y ho mologar los sistem as d e 
autoevaluación de riesgos para lo s empleadores con menos de seis trabajadores y desarrollar el 
análisis de riesgos en m ateria de autoprev ención para las actividades profesionales m ás 
habituales que desarrolla el trabajador autónom o”. Por otro lado, resulta significativa, como ya 
apuntáramos, la confusión existente en torno a la figura del que hoy conocemos como TRADE, 
al cual llega a denom inar “autónomo subordi nado”, reconociendo que es ta nueva form a de  
trabajo, aunque for malmente incluida en las re laciones civiles o m ercantiles, se enc uentra “en 
la realidad, plenamente circunscrita a la dependencia propia del derecho laboral.  
  
La Propuesta de Ley, dedicada en exclusiv a al autónomo económicamente dependiente, 
destacaba por la total laboralizac ión que de éste llevaba a cabo, lo  cual se infería de la m ayor 
parte de los preceptos que conformaban su articulado: 
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De este m odo, su art. 4, ofrecí a una definición del “trabaja dor autónom o con dependencia 
laboral”, señalando que se trataba de “toda aque lla persona física que, sin integrarse en una 
empresa como trabajad or por cue nta ajena, realiza una prestación de trabajo personal o 
profesional, cualificada o no, por cuenta propia, para un determinado empresario. Como vemos, 
nos encontram os ante un concepto parco, en el  que se silenciaba el rasgo principal y 
justificativo de un especial tr atamiento como es la dependencia económ ica. El m imetismo del 
autónomo con el trabajador por cuenta ajena se h acía patente en otros muchos preceptos; así, el 
art.6, proclam aba nor ma supletoria  al Estatuto de los Trabajadores, el art.9, conf ería a los 
sindicatos la representación de los autónomos con dependencia laboral y dotaba a los convenios 
colectivos acordados po r estos, de la eficacia erga omnes de la que disfrutan los concertados 
por los asa lariados; por  últim o, en lo que a los derechos  colectivos se ref iere, su art. 19,  
reconocía el derecho de sind icación y de asociación especí fica, de representación, de 
negociación colectiva y, lo que es más, de hue lga. Además, en relación a su protección social, 
mediante su art.12, se incorporaba la pres tación por desem pleo. La m anifestación de la 
confusión del artífice de esta propuesta llega a su nivel m áximo, cuando en el art. 24 se 
regulaba lo que venía a denom inar relación m ixta, es decir, en base al precepto, “aquélla en 
que, por las propias circunstancia s de realización de la prestaci ón , no es posib le aplicar los 
criterios de distinción establecidos  en los artícu los anteriores”, a la que “se aplicará de for ma 
conjunta las  norm as laborales  y m ercantiles estab lecidas en es ta ley para las  respec tivas 
relaciones del autónom o y el em presario”, esto no obstante, “el  autónomo podrá optar por la 
aplicación de la normativa más favorable, si ex istiere y fuere ap licable por analogía” (art.25). 
Como ve mos, todo era posible en esta pro puesta, que parecía ig norar los num erosos 
impedimentos que deben ser soslayados para dotar  a este complejo colectivo de un tratamiento 
adecuado y acorde a su propia naturaleza.  
 
Asimismo, junto a estas  iniciativ as parlam entarias, se llevó  a cabo el Inf orme de la  
Subcomisión (dentro de la Com isión de Econom ía y Hacienda) creada en el C ongreso a 
iniciativa de CIU, en abril de 2000, aprobado por  el Pleno del Congreso el 20 de junio de 2002; 
de esta m anera, se formuló una  P ropuesta del Grupo Parlam entario Catalán, bajo el título 
“Introducción a un nuevo m arco de protección y de  relaciones laborales para los trabajadores 
autónomos dependientes”, para crear una Subcom isión, en la Com isión de Política Social y 
Empleo, para m ejorar la prot ección y seguridad jurídica de  los trabajadores autónom os 
dependientes, el 22 de octubre de 2002. 
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5.2 Propuestas sindicales 
 
Desde las organizaciones sindicales tam bién se desplegó  u na sign ificativa activid ad 
respecto de la regulación de la  figura del trabajador autónom o; en efecto, a las alud idas 
propuestas legislativas y en su m isma línea, debemos añadir los textos  articulados promovidos 
por la Unión de Profesionales Trabajadores Autónomos (UPTA), vinculada a UGT, y por la 
Asociación de Trabajadores Autónomos (ATA).  
 
 El texto elaborado por la UPTA, en m ayo de 2002, bajo el título “Propu esta de Estatuto  
del Trabajador Autónomo Depend iente”, sin renunciar a la labo ralización de la figura, a 
diferencia de las iniciativas parlam entarias, incurría en la m isma de un m odo, diríam os, 
encubierto, aunque, eso sí, eviden ciándose claros indicios de ta l laboralización; en efecto, se  
intentaba huir de todo aquello que pudiera aproximar la figura del trabajador autónom o 
dependiente a la del asalariado, em pleando numerosos eufemismos en aras de evitar el tem ido 
y, en él finalmente incurrido, mimetismo; por ello, al igual que posteriormente aconteció con la 
LETA, el artífice del texto optó por em plear la locución “contrato de pres tación de servicios”, 
en lugar de “contrato de trabajo”, o “tiem po de prestación de servicios” en lugar de “jornada”. 
Por el contrario, com o m anifestación de la co ntradicción que preside la Propuesta, tam bién 
hallamos alusiones propias de Derecho del Tr abajo; por ejem plo, el em pleo de la voz 
“empresario” para designar al receptor de la  prestación desarrolla da por el autónomo 
dependiente o rem isiones laborales explícitas tales com o la incluida en su art. 11, mediante la 
que confería a la Adm inistración laboral el regist ro de los contratos por ellos suscritos. Y es 
que, tan paradójica propuesta, dirigida a esta blecer un régim en jurídico propio del autónom o 
dependiente, parece chirriar con ciertas manifestaciones de su articulado, como, por ejemplo, la 
toma como modelo del Título I de l Estatuto de  los Trabaja dores, as í como las dis posiciones 
relativas a los derechos colectivos, tan cercanos a los del trabajador por cuenta ajena. 
En definitiva, a pesar d e comenzar dotando de  una noción m ás apropiada a estos autónom os- 
“aquellos trabajadores por cuen ta propia o au tónomos que, de form a coordinada, continuada, 
personal, directa y en régim en de no exclusivid ad, realizan una activ idad para un empresario 
del cual dependen económ icamente”-, incluye ndo la dependencia económ ica como rasgo 
definitorio del mismo-, el texto propuesto de nuevo laboralizaba la figura.  
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 En cuanto a la defensa del trabajador aut ónomo se refiere, no podemos dar por concluido 
este apartad o sin aludir a la labo r de antici pación desarrollada por el  sindicato C omisiones 
Obreras, que puso en m archa en Cataluña  la Federación Sindica l TRADE, llevando a cabo 
seminarios y publicaciones, com o la titulada  “Autónomos dependientes: ¿ una realidad a 
regular?”. Como dispone esta organización en su página web329, el objetivo prin cipal de esta 
Federación es el reconocimiento de los derechos a la negociación de las condiciones de trabajo 
de las trabajadoras y trabajado res au tónomos dependientes con las em presas y el 
establecimiento de unos m ínimos que garanticen su dignificación y el final de la indefensión 
jurídica de los TRADE. 
 
5.3. Propuestas doctrinales  
  
Del mismo modo, pronto la doctr ina dio cuenta de que las transformaciones del sistema 
productivo habían incidido en el  seno del trabajo desarrollado en  régim en de autonom ía, no 
sólo incrementando el núm ero de sus m iembros, sino derivando en la aparición de una nueva 
modalidad de trabajo por cuenta propia. Por ello, inspirados por las experiencias procedentes de 
otros países, los estudiosos del Derecho de l Trabajo se aventuraron a proponer distintas 
opciones de regulación del autónomo, especialm ente del trabajador que, a pesar de gozar de 
independencia en el desarrollo de su prestación, depend ía económ icamente del recepto r 
principal de ésta. 
 
La generalidad de la doctrina, en el desarro llo de sus propuestas, tenía en com ún tres  
pensamientos: por un lado, era por  todos aceptada la necesida d de prestar atención a este 
colectivo tradicionalmente marginado330. Ahora, más que nunca, en un momento en el que la 
línea de grueso trazo que tradicionalm ente separaba el trabajo subordinado del llevado a cabo 
por cuenta p ropia comenzaba a difu minarse, la regulación del colectivo resultaba inexcusable, 
fundamentalmente, la del autónom o económicamente dependiente, figura, que dem andaba su 
tutela, al igual que ocu rrió en lo s albores del Derecho del T rabajo respecto del asalariado; po r 
otro, la doctrina era consciente de las dificultad es que debería soslayar si  de dotar al colectivo 
                                                 
329 http://www.fstrade.org. 
330 García Murcía h aciendo referencia a la si tuación en  la  que se e ncontraba est e c olectivo, se ñaló que “… l a 
ordenación jurídica del tra bajo autónomo aparece aún ( y  no sabemos por cuánto tiempo) como un  universo en 
construcción, com puesto de  momento por piezas dispe rsas y faltas de cone xión…”. García Murc ia, J., “La 
problemática “laboral” del trabajo aut ónomo: unos primeros trazos a part ir de la jurisprudencia reciente”, Revista 
Española de Derecho del Trabajo, núm. 26, 2005, pág. 25. 
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de una protección se trataba: en prim er lu gar, su p ropia na turaleza, la  cua l resultaba  
contrapuesta a cualquier intervención legislativa,; en segundo lugar, la carencia de un concepto, 
tanto a nivel general, como respecto de la nueva m odalidad, que permitiera su distinción tanto 
del autónomo puro como del conocido com o falso autónomo. Por últim o, los estud iosos de la 
figura del trabajador por cuenta  propia eran conocedores de que el autónom o clásico y el 
económicamente depend iente tenían  necesidades desem ejantes, por lo  que un tratam iento 
unitario no resultaba opción idónea331. 
 
Al hilo del debate relativam ente reciente surgido alrededor de la neces idad de normar y  
tutelar al colectivo de los trabajadores autónom os, se renovó la cuestión relativa a la 
construcción del Derecho del Trabajo com o un  derecho profesional que se ocupara no en 
exclusiva del contrato de trabajo y, por cons iguiente, del asalariado, sino que se redefiniera 
como un ordenam iento de m ayores dim ensiones, que ab arcara las  dis tintas m odalidades d e 
trabajo, en su totalidad. Com o anteriorm ente señalamos, ya a principio del siglo veinte, 
LOTMAR abogó por una concepción tan extens a del vínculo laboral que pudiese comprender 
todos los supuestos de trabajo humano. Aunque este intento fracasó, no faltaron partidarios que 
décadas d espués, defenderían  dicha idea; en efecto, estudioso s tales com o HUECK, 
NIPPERDEY332, DEVE ALI333, fuera de nuestras fronteras , así como, en España, -
especialmente a partir de la en trada en vigor de la Ley 21/1 962, de 21 de julio, encam inada a 
resolver las dudas de la relación de trabajo de los profesionales liberales y, especialm ente, de 
los repr esentantes de c omercio y agentes co merciales-, BAYÓN CHACÓN 334, CABRE RA 
BAZÁN,335 o DEL PESO Y CALVO 336 entendieron que el trabajo pa ra otro no sólo lo prestan 
                                                 
331 En el informe Perulli se plantean diferentes opciones que el mismo observa que se debaten en algunos Estados 
miembros d e la Un ión Eu ropea. En  este sentido, alud e a cu atro posibilidades: “m antenimiento d el statu  quo , 
establecimiento de un terce r tipo de traba jo entre el trabajo s ubordinado y creación de un núcle o de derec hos 
mínimos que no se refieran a una relación laboral en concreto y sean comunes a todos los tipos de trabajo”. Perulli, 
A., “T rabajo económicamente de pendiente (trabajo parasubordinado)”, Estudio el aborado pa ra l a C omisión de 
Empleo y Asu ntos Soci ales del  P arlamento Eur opeo, j unio 2 003, p. 6 
http://www.europarl.eu.int/hearings/20030619/empl/study_es.pdf).  
332 Hueck, A., Nipperdey, H.C., Compendio de Derecho del Trabajo, versión cast ellana a ca rgo de M iguel 
Rodríguez –Piñeiro y Enrique de la Villa Gil, Madrid, Editorial Revista de Derecho Privado, 1963. 
333  Mario L. Deveali, Tratado del Derecho del Trabajo, I, Buenos Aires, 1964. 
334  Bayón Chac ón, G., “Del c ontrato de  tra bajo al contrat o profesional de servicios. Catorce lecciones sobre  
contratos especiales de trabajo”, Revista de la Facultad de Derecho UCM, Madrid, 1965. 
335 Cabrera Bazán, J., “El trabajo autónomo y el Derecho del Trabajo…”, cit., 1967. 
336 Del  Peso Y Calvo, “El  ám bito de apl icación pe rsonal d e l as norm as del Derec ho d el Trabaj o”, R evista de 
Política Social, 1966, núm. 71. 
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los asalariados, sino también otras muchas personas. Pues bien, actualmente este planteamiento 
ha vuelto a vivificarse para cierto sector doctrinal337.  
 
Para otro s, la soluc ión m ás adecuada partía de  la extens ión de cier tas institucion es 
tradicionales del Der echo del T rabajo aplicand o la d isposición f inal 1 ª del Es tatuto de los  
Trabajadores, la cual, como ya sabemos, dispone que “el trabajo realiza do por cuenta propia no 
estará sometido a la legislación laboral, excepto en aquellos aspectos que por precepto legal se 
disponga”. Se trata, como ya hemos visto, de un vía escasam ente em pleada en nuestro 
ordenamiento; en efecto, esta lab oralización parcial ha quedado restringida a cuestiones 
concretas, tales como la seguridad y salud en el  trabajo, a través del art.3.1 de la Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, por el que se ap licaba a este colectivo 
los derechos y obligaciones que de esta norm a pudieran derivarse o m ediante la Ley Orgánica 
11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, en concreto su art.3, que establecía el derecho de 
los trabajadores autónomos sin empleados a su  servicio a afiliarse a lo s sindicatos, aunque les  
veda la fundación de organizaciones sindicales específicas para el colectivo. 
 
A pesar de tratarse, en principio, de  un cam ino idóneo, extendiendo instituciones 
concretas del Ordenam iento, la controversia  surge debido a su falta de concreción; 
efectivamente, la disposición del ET nada señala respecto de su sujeto destinatario, únicamente, 
se refiere al “trabajo realizado por cuenta prop ia”, es decir, al colectivo en general. Como 
venimos diciendo, la existencia de dos grupos , perfectam ente diferenciados, com o son, los 
autónomos puros y los TRADE, c on necesidades, en m uchos casos,  opuestas, dificulta la 
materialización de esta vía, ya que , en base a l tenor literal de la misma, la extensión de ciertas 
instituciones laborales, se produciría de m anera genérica a todos los tr abajadores por cuenta 
propia, obv iando la satisfacción d e las verd aderas n ecesidades d e cada uno de ello s338. 
Posiblemente, la opción adecuada hu biese sido dirigir el conteni do de la Disposición del ET al 
autónomo stricto sensu, para el cual la restrictiva ap licación de aq uélla s e aju sta a su s 
                                                 
337 Valverde Asencio, A., “Condiciones de trabajo del trabajador autónomo dependiente: protección y tutela del 
contratante débil”, Temas Laborales, núm. 81, 2005, pág. 131; en el Informe Supiot se afirma que “la perspectiva 
es la de un Derecho c omún del Tra bajo en el que, en ca mbio, alguna de s us ramas podrían a daptarse a la  
diversidad de l as situaciones laborales”, Supiot, A., Trabajo y empleo. Transformaciones del trabajo en Europa, 
en colaboración con Mª E. Casas, J. de Munck, P. Hanau, A. Johansson, P. Meadows, E. Mingione, R. Salais y P. 
van der Heijden, París, 1999. 
338 Tam poco cab e ob viar l a e xistencia de ci ertos i nconvenientes o problemas ent re l os que no s on m enores l a 
consiguiente dispersión, los riesgos de contradicción, las posibles mermas de la seguridad jurídica, la ausencia de 
una unidad necesaria para un colectivo socialmente tan amplio o la mezcla de planos laborales con otros que no lo 
son. Calvo Gallego, J., “Los trabajadores autónomos dependientes: una primera aproximación”, Temas Laborales, 
núm. 81, 2005, pág. 63. 
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necesidades, teniendo en  cuenta que los autónom o tradicionales, prefieren que su actividad se 
desarrolle con las mínimas intromisiones posibles. Por el contrario, lo dicho difiere respecto del 
autónomo económ icamente dependiente, ya que éste dem anda, no una intervención  
circunstancial, sino, prácticamente integra, en base a su cercana posición al asalariado. 
 
 Otra solución propuesta fue configurar el contrato de trabajo autónom o económicamente 
dependiente como una relación laboral de carácter especial.  
Es indudable que a partir del art.3 de la Ley de Relaciones Laborales de 1976 339, por el que se 
otorga reconocimiento legal a las relaciones laborales especiales, resulta viable la incorporación 
al Ordenamiento laboral de cier tos vínculos en los que los requi sitos exigidos al contrato de 
trabajo se presentan difusos. Entre los funda mentos que se han creído apr eciar en este tipo de 
relaciones, encontram os el objeto de la r elación, la cua lidad de las personas que prestan su 
actividad y las peculiares funciones que realizan, el singular lugar en el que se desarrolla el 
trabajo, la propia naturaleza d e la relación, la utilización de parámetros de organ ización y 
dirección inhabituales, la atenuación de la  subordinación y la a lteración del contenido 
protector340. Pues bien, en base a esto, parece no  resultar difícil jus tificar la  creación de u na 
relación lab oral espec ial del traba jador au tónomo económicam ente dependiente – no del 
trabajador por cuenta propia clásico-, en la que observam os claram ente el funda mento 
enunciado en últim o lugar. Resulta evidente q ue la depen dencia econ ómica a la que queda 
sometido el TRADE deriva en una subordin ación atenuada; en efecto, quien deja l a 
subsistencia de su familia, así como la suya propia en manos de un único cliente, en la práctica 
terminará sometiéndose a todo aquello que éste considere. Ciertamente, el vínculo por el que el 
autónomo económicamente dependiente queda ligado, parece no distanciarse de la relación a la 
que quedan sujetos tanto los altos cargos como los representantes de comercio. 
Ver en las relaciones laborales especiales la vía a través de la cual normar y tutelar el desarrollo 
de la pres tación llevad a a cabo  po r es tos trab ajadores, ha tenido partidarios 341, as í com o 
detractores que han considerado esta opción forzada y del todo inadecuada342.  
                                                 
339 Anteriormente, la doctrina había hablado de contratos especiales de trabajo. AAVV, Catorce lecciones sobre 
contratos especiales de trabajo, Madrid, Servicios de Publicaciones e  intercambios de la Facultad de Derecho de 
la Universidad Complutense de Madrid, 1965. 
340 Cardenal Carro, M. A., Los quince años de existencia de las relaciones laborales especiales. Un balance y una 
propuesta, Aranzadi Social, 2000, núm. 9. 
341 Sagar doy B engoechea, J. A., Los trabajadores autónomos...”, cit., 2 004. E n el  mismo sent ido, Supiot, A ., 
Trabajo y empleo. Transformaciones del trabajo en Europa, en colaboración con Mª E. Casas, J. de Munck, P.  
Hanau, A. Johansson, P. Meadows, E. Mingione, R. Salais y P. van der Heijden, París, 1999. 
342 C avas M artínez afi rma que  no cabe a dmitir est e t ipo d e prest ación c omo una relación l aboral de  caráct er 
especial, pues estaríamos hablando de u n trabajo en el  que no hay  dependencia jurídica, y no p uede hablarse de 
relación laboral, por m uy e special que  es ta sea, sin de pendencia del  e mpresario. Cavas Martíne z, F., “L os 
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  También se abogó por la posibilidad de esta blecer una regulación sectorial específ ica 
para los autónom os, s emejante a la llevada a cabo para la ordenación de los agentes 
comerciales independientes m ediante la Le y 12/1992, de 27 de m ayo, sobre contrato de 
agencia. Apreciamos en esta norma extralaboral fuerte inspiración en el Derecho del Trabajo y 
en su tutela garantista; en efecto, la Ley se encarga de normalizar cuestiones tan laborales como 
la remuneración de los agentes (art.11), la form alización de sus contrato s (art.22), la extinción 
de los mismos (art.23 y ss), etc, es decir, ofrece un marco proteccionista en el que desarrollar su 
prestación autónom a de trabajo 343. En principio, esta opción, se mejante a la destinada a los 
trabajadores ligados por un contrato de agencia, pudiera resultar adecuada para la regulación de 
los autónomos, suscitándonos únicam ente cier tas dudas la falta de hom ogeneidad de los 
mismos; en efecto, el tratam iento del que se dota a los agentes de com ercio se m uestra 
oportuno al ir dirigido a un grupo de rasgos pr ácticamente idénticos. Así las cosas, las 
controversias surgirán al aplicar este tipo de regulación a un colectivo, com o el de los 
autónomos, caracterizados por una m ayor heterogeneidad. Quizás, la aplicación en exclusiva a 
los trabajadores autónomos económ icamente dependientes pudiera ser viable teniendo en 
cuenta sus numerosos rasgos coincidentes.  
  
 
 Otro sector de la doctrina344, optó por reconducir a la negociación colectiva la ordenación 
de los autónomos. Siendo conscientes de la imposibilidad de esta vía a partir de la Ley 20/2007, 
que aparta a los trabajad ores por cuenta prop ia de dicho instrum ento negocial, entendemos, en 
base al contenido de la m isma, que únicam ente los TRADE podrán pactar sus condiciones de 
trabajo a través de los acuerdos de interés pr ofesional, que, com o ya verem os, gozan de una 
                                                                                                                                                           
trabajadores autónomos dependientes: una nueva encrucijada para el Derecho del Trabajo”, Aranzadi Social, núm. 
14, 2004. 
Valdés Alonso entiende que el recurso a la  creación de las relaciones l aborales especiales no debe constituir el  
modelo al cual  debe atender la regulación para el tr abajo au tónomo. No  se bu sca una asimilación depende ncia- 
autonomía, sino encontrar espacios propios dentro del ordenamiento, donde quepa la integración de las diferentes 
categorías o modalidades del trabajador autónomo. Valdés Alonso, A., “El trabajo autónomo en España: ...”, cit., 
pág. 39. C ruz Villalón ha manifestado que no resulta acertado acudir c omo pro puesta ge neral de re forma 
legislativa a e sta figura de l as relaciones l aborales especiales. Las m ismas no se pueden am pliar en e xceso y 
utilizarlas para  hacer frente a la tota lidad de los supuest os im aginables de prestación de servicios efectua das 
personalmente. Serí a f orzar demasiado l a si tuación pretender id entificar el conj unto de las fórm ulas d e trab ajo 
parasubordinado con las prestaciones de servicios laborales, pues no se adaptarían suficientemente a la legislación 
laboral, por mucho que se les d iera el tratamiento de relaciones laborales de carácter especiales. Cruz Villalón, J., 
“Propuestas para una regulación del trabajo autónomo”, Documento de trabajo 17/2003, pág. 28. 
343 López Gandía, J., Contrato de trabajo y figuras afines, Valencia, 1999. 
344 Valdés Al onso considera ba esta solución “apta pa ra la regul ación de det erminadas fo rmas de t rabajo 
parasubordinado”. Valdés Alonso, A., “El trabajo autónomo en España…”, cit., pág. 40. 
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eficacia lim itada, qu e impide erig ir a los  m ismos com o solución al desam paro legal del 
colectivo; ciertamente, al afectar estos acuerdos a una porción insignificante del conjunto de los 
trabajadores autónom os, concretam ente, a los económicamente dependientes, afiliados a las 
asociaciones o sindicatos que hayan acordado los mismos, la solución se presenta del todo 
insuficiente. 
 
 Otra propuesta plan teada, es aquélla basada en  el estab lecimiento de m ecanismos de 
protección y tutela del TRADE co mo contratante débil, teniendo en cuenta, el desequilibrio 
existente entre la posición del autónom o econó micamente dependiente y la de su cliente 
predominante; en efecto,  parte de la doctrina co nsideró la conveniencia de  definir este tipo de 
mecanismos en el ámbito puram ente contract ual- civ il, m ercantil o adm inistrativo-, 
distinguiendo la identificación y prohibición legal de determinadas cláusulas tipo qu e pudieran 
entenderse abusivas para el c ontratante débil. El esquema que  estos  autores def endían era 
similar al empleado en ocasiones para la defe nsa de los consum idores y usuarios. Asim ismo, 
consideraban acertado fijar determ inadas cláus ulas tipo ob ligatorias a través  de las que s e 
hicieran efectivos ciertos de rechos reconocidos a los autónom os fr ente a sus cliente s 
principales345. 
 
 Además de estas propuestas planteadas, enc ontramos alguna otra, como la aportada por 
CRUZ VILLALÓN, que pretendía extrapolar del or denamiento francés, lo que en éste se 
conoce como agrupam iento de empleadores ( groupements d´employeurs). Se trata de una 
institución q ue perm ite a las em presas agrupars e en una estructura asociativa de carácter n o 
lucrativo, cuyo único objetivo es  la puesta a disposición de personal a sus m iembros. Esta 
figura facilita el acceso de los trab ajadores a un empleo dotado de m ayor estabilidad, a través  
de una contratación única, por cuanto que las em presas usuarias pueden ser varias, aunque el 
empleador es en exclus iva la agrup ación de empresas 346. CRUZ VILLALÓN proponía est e 
procedimiento de intermediación para incorporar a la esfera aplicativa del Derecho del Trabajo 
a un grupo de trabajadores aut ónomos en situación de parasubor dinación. Advertía del interés 
de incluir en el Ordenam iento español una figura sim ilar, aunque, recalcaba que la m isma no 
vendría a norm ar el trabajo autónom o en su totalidad, ni siquiera en cuanto al c onjunto de los 
                                                 
345 Valverde Asencio, A. J., “Condiciones de trabajo del trabajador autónomo dependiente…”, cit., pág. 133. 
346 Auvergnon, P., “El a grupamiento de empleadores: relación triangular de trabajo y fórmula jurídica de empleo 
adaptada al se ctor de la a gricultura”, Temas laborales: Re vista andaluza  de t rabajo y bienestar social, núm. 56,  
2000, pág. 166.  
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económicamente dependientes, sino que sería r ecomendable respecto de ciertos sectores de 
pequeñas empresas no competitivas entre sí, en los que abundan estos últimos347.  
                                                 
347 Fuentes Rodríg uez, F. y Cruz Villaló n, J., “La posible im plantación del agrupamiento de empleadores e n 
España”, Temas laborales: Revista andaluza de trabajo y bienestar social, núm. 56, 2000.  
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Capítulo V  LA LEY 20/2007, DE 11  DE JULIO, DEL ESTATUTO DEL 





El Ministerio de Trabajo y Asuntos Social es, tras un proceso de diálogo con varias 
organizaciones representativas del colectivo de los trabajadores autónomos348, acordó constituir 
una Comisión de Expertos a la que confió una  doble labor: por un lado, evaluar la situación 
económica del trabajo autónom o e n España y, por  otro, analizar el régim en jurídico y de 
protección social de los trabaj adores autónomos, todo ello encam inado a la elaboración de un 
estatuto que dotara a éstos de la protección que desde tiem po atrás venían dem andando. Este 
mandato fue atendido con la entrega, en oct ubre de 2005, de un extenso infor me, acompañado 
de una propuesta de Estatuto349.  
 
Al cabo de pocos m eses, el in terés por el tem a volvió a deja rse sentir en la disposición 
adicional 69ª de la Ley 30/2005, de 29 de dici embre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2006, que incorporaba el encargo al  Gobierno de presentar al Congreso de los 
Diputados, en el plazo de un año, un Proyecto de Ley de Estatuto  del Trabajador Autónomo en 
el que se facilitara la noción de trabajador autónom o, se contemplaran los derechos y 
obligaciones de este colectivo, su nivel de pr otección social, las rel aciones laborales y la 
política de fom ento de l em pleo a utónomo, as í com o la figura del trabajador autónom o 
económicamente dependiente.  
 
                                                 
348 El primer paso de este proceso fue la creación de una mesa de dialogo entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales y tres organizaci ones de aut ónomo: La Unión de  Profesionales y Trabajadores Autónomos (UPTA), la  
Federación N acional de A sociaciones de Traba jadores Aut ónomos (AT A) y  l a Fede ración Española de 
Autónomos. P osteriormente, el  26 de se ptiembre de 2006, dicho M inisterio y  l as as ociaciones U PTA y  A TA 
firmarían un acuerdo sobre el texto del Anteproyecto de Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo, no contando tal 
convenio con el apoyo de la CEAT que entendía que dicho anteproyecto no ofrecía suficiente seguridad jurídica.  
El 24 de noviembre del mismo año se convirtió en Proyecto de Ley y se envió a las Cortes Generales. 
349 Un Estatuto para la promoción y tutela del trabajador autónomo. Informe de l a C omisión de Expertos, 
designada por el Ministerio de Traba jo y Asuntos Soci ales para la elabor ación de un Est atuto de l Traba jador 
Autónomo, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2006. El Comité de expertos estaba formado por: Fernando 
Valdés Dal-Re (coo rdinador), Jesú s Cru z Villalón, Sa lvador del Rey Gu anter, Ju an An tonio Maro to Acín y  
Carmen Sáez Lara. 
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El 26 de septiem bre de 2006, el m ismo Ministerio, junto con las asociaciones UPTA y 
ATA firm aron un acuerdo sobre el Texto del A nteproyecto de Ley del Es tatuto del Trabajo  
Autónomo, no contando con el beneplácito de la CEAT que entendía que dicho anteproyecto 
no ofrecía suficiente seguridad  jurídica. El 24 de noviem bre del m ismo año, dicho texto s e 
convirtió en Proyecto de Ley, si endo enviado a las Cortes Genera les. Tras los correspondientes 
trámites parlamentarios, el BOE de 12 de ju lio de 2007 publicó la L ey 20/2007, de 11 de julio 
del Estatuto del Trab ajador Autónomo. Dado que en su dis posición final 6ª prevé una vacatio 
legis de tres meses, el texto no entró en vigor hasta el 12 de octubre. 
 
La esperada nor ma, venía a traer a estos tr abajadores el tratam iento unitario- aunque 
como veremos la LETA consta de dos regímenes distintos-, tan buscado hasta el momento y de 
tan difícil hallazgo, a consecuenci a de la diversidad del colect ivo en cuestión. Desde tiem pos 
atrás, el deseo de establece r un régim en com ún, integrador  de todos los trabajadores 
autónomos, chocaba con la dificultad de ofrecer un tratamiento que satisficiera las n ecesidades 
de cada uno de los m iembros del colectivo. Ahora, m ediante este novedoso texto, que resulta 
una prim icia tanto a nivel nacional com o com unitario, se pretende conferir un tratam iento 
unitario y sistem ático a dichos trabajadores; y  es que, h asta el m omento, en lo que a la 
regulación del trabajo se refiere, únicam ente gozábamos de un bloque norm ativo dirigido a la 
ordenación de un trabajo concreto, subordinado por cuenta ajena. 
 
 Con la LE TA este es cenario ha cam biado para un núm ero cada vez m ayor de 
trabajadores, los cuales han accedido a un estatuto protector, a veces más aparente que efectivo. 
Por otro lado, la nueva norm a se exhibe precurs ora al fijar un concepto  unívoco de trabajador 
autónomo, hasta el m omento inexistente en nue stro derecho lim itado ex clusivamente, a la 
definición legal de la figura, no exenta de conf usión, a efectos de su inclusión en el Régim en 
Especial de la Seguridad Soci al de los T rabajadores Aut ónomos, a partir del Decreto 
2530/1970, de 20 de agosto. Del mismo modo, la Ley resulta digna de alabanza por el hecho de 
introducir en el Ordenam iento jurídico español la figura del trabajador autónom o 
económicamente dependiente, fruto del nuevo sistema productivo que han ido conformando las  
numerosas transform aciones socio-económ icas acae cidas en las  dos últim as décadas. Esta 
figura, cuya existencia ya se conocía desde  añ os atrás, especialm ente a partir del tratam iento 
que se le dispensó en algunos países europeos, y a la que in cluso se había referido en la 
disposición final sexta de la Ley 53/2002, de  30 de diciem bre, de Medidas Fiscales, 
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Administrativa y del Orden Social , que alentaba al estudio de la misma, irrumpe con fuerza en  
el Estatuto, atribuyéndosele un régimen profesional específico.  
 
 Si bien son ciertos algunos de los méritos que a la norma se atribuyen, no podemos evitar, 
antes de profundizar en su análisis, adelantar alguno de los yerros que, a nuestro juicio, de su 
lectura se in fieren. Las tradicionales  reiv indicaciones que, de la m ano de las asociaciones de 
trabajadores autónom os, abogaba n por la realización d e u n esfuerzo norm ativo dirig ido a 
clarificar la situación en  la que sus m iembros perm anecían inm ersos, parecen no haber sid o 
satisfechas de m anera com pleta; en efecto, la Ley incurre en una falta de concreción grave, 
mostrándose en m uchos aspectos m ás com o un a declaración de intenciones que com o una  
auténtica a mpliación d e la tute la hasta e l m omento conferida al cole ctivo. Algunas de las 
cuestiones, presentadas com o novedosas, ya tenían su tratam iento hom ólogo en norm as 
precedentes, no representando la n ueva Ley m ás que un com pendio en el que se recop ilan 
medidas tuitivas dispersas a los largo del Ordenamiento jurídico español: desde la Constitución 
de 1978 y sus derechos funda mentales, a las leyes que de igual modo se ocupan del colectivo y 
que fueron analizadas en epígrafes anteriores.  
 
También apreciamos a lo largo del articulado ciertas lagunas, las cuales pueden generar, 
a m edio plazo, una inseguridad jurídica que situ é al trabajado r por cuenta propia en una  
posición indeseable, muy alejada de la que en un  principio pretendieron mostrar los artífices de 
la Ley y que solo encuentra justificación a la espera de un desarrollo reglam entario350. Por otro 
lado, y partiendo del mism o conce pto “trabaja dor autónomo económicam ente dependiente”, 
que entraña una contradictio in terminis, la LETA da m uestra de ciertas contradicciones e 
incongruencias. El esfuerzo por desm arcarse del Ordenam iento laboral, choca con la 
laboralización realm ente pretendida, a la vez que  encub ierta, de la figura del TRADE. El 
espíritu de la norma, es decir, la desviación total del colectivo del Derecho del Trabajo, se aúna  
con la necesidad de dotar a es tos trabajadores de un régim en protector, dando com o resultado 
un claro mimetismo de la LETA hacia el Estatuto de los Trabajadores, no sólo por calificarse la 
norma co mo un estatuto, sino por la te rminología em pleada en la LETA, y que 
sospechosamente guarda num erosas sim ilitudes con la em pleada en la norm a labor al: 
empresario-cliente, contrato de trabajo-contrato para la realización de la  actividad profesional, 
                                                 
350 Recientemente, el 18 de septiembre de 2008, se presentó el Proyecto del Real Decreto por el que se desarrolla 
el Estatuto del Trabajo Autónomo en materia de contrato del trabajo autónomo económicamente dependiente y su 
registro y se crea el Registro Estatal de asociaciones profesionales de trabajadores autónomos. 
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salario-contraprestación económ ica, jornada la boral-jornada de la actividad profesional, 
vacaciones-interrupción de la actividad, pres tación por desem pleo-prestación p or cese de 
actividad, etc. En fin, locuciones semejantes en el fondo pero leve mente distintas en la forma , 
para a sí po der ju stificar la  dis tancia que e l le gislador pretende es tablecer en tre la  figura de 
nuevo cuño y el tradicional trabajador dependiente por cuenta ajena. 
 
    Además debemos cuestionar la falta de acier to de la Ley, especialm ente, en lo que a la 
regulación del TRADE se refiere. Para sus detractores, esta fi gura se ha convertido en uno de 
los puntos m ás controvertidos de la norm a, al  poder generar una profunda hendidura en e l 
Derecho del Trabajo, favoreciendo que las em presas desechen la contra tación de asalariados, 
optando por la figura del autónom o dependiente, con m enos costes para aquéllas, lo cual 
terminaría por convertir el Estatuto en un ca ldo de cultivo de posib les fraudes. Pero no 
solamente debemos predecir este éxodo respecto de ámbito de la legislación laboral, tam bién 
podemos augurarlo en relación con aquellos que  hasta el m omento venían prestando s u 
actividad de m anera autónom a a la vez que económicamente dependien te, los cuales podrán 
contemplar como él que hasta el momento era su empleador principal, prefiere encargar la tarea 
a varios trabajadores y así rechazar el nuevo pape l que la LETA le asigna y que le sitúa en una 
posición más onerosa. 
 
Por todo lo dicho, y si tenem os en cuenta qu e más del 80% de la Le y esta dirigido al 
TRADE -el puro, a nuestro juici o, recibe una regulaci ón prácticamente testimonial- y que el 
tratamiento a él prestad o adolece de deficiencias , las altas expectativas g eneradas a lo largo de 
la tramitación parlamentaria de la L ey 20/2007 quedan reducidas a la aprobación de un texto 
que reconoce derechos en su m ayor parte ya existentes, aunque es  cierto que ahora citados de 
forma expresa. Con esta norm a resulta palpable , una vez más, la dificultad de regulación de l 
colectivo, colisionando las buenas  intenciones de sus redactores con la naturaleza m isma de 
estos trabajadores. Si la plasm ación for mal de derechos en un texto  parece no  entrañar 
problema alguno, cosa distinta sucede al traslada r a la práctica estos buenos propósitos, ya que 
estos chocan con la propia naturaleza del autónom o. Siendo bien sabido que el disfrute de un 
derecho queda condicionado a la existencia de otra parte, adjudicataria de un deber, la 
reclamada protección del trabaj ador autónomo tendrá siem pre en s í m isma un elem ento 
discordante que supeditará el establecim iento de  su régim en jurídico, com o así se refleja en 
muchos puntos de la nueva Ley.   
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2. Estructura y contenido 
 
 La LETA regula claram ente dos estatuto s diferenciados: uno, el  del trabajador 
autónomo en sentido amplio, definido en los arts. 1 y 2; y, otro, el del trabajador autónom o 
económicamente dependiente, conceptuado en el  art.11, y al que se de dica en exclusiva el 
Capítulo III del Título II; no podemos olvidar que el régim en conferido por el Estatuto a esta 
modalidad de trabajo autónomo no queda lim itado a este singular apartado, sino que se am plía 
al resto de precep tos constitutivos de la norm a. Un análisis exhaustivo de la LETA nos lleva a 
deducir que, la parte de la Ley presuntam ente común a la generalidad de trabajadores por 
cuenta propia, contiene cierto s artículos únicam ente aplicables al autónom o económicamente 
dependiente; por ejemplo, el 3.2, respecto de las fuentes del derecho, el art. 19.2.b), en relación 
con los derechos colectivos o los art. 25.2 y 26.3, en materia de protección social351. 
 
La Ley se concibe como un texto de m ínimos, que establece las normas esenciales de la 
regulación específica del trab ajo autónom o. Son veintinueve lo s artículos que integran su 
contenido, los cuales se estructuran en cinco t ítulos, que vienen acom pañados de diecinueve 
disposiciones adicionales, tres transitoria, una derogatoria y tres finales, que en algunos casos 
aclaran e incluso justifican, la oscuridad emanada de aquellos. 
 
El Títu lo I se encarga, com o bien se infi ere d e su encab ezamiento, de estab lecer el 
ámbito de aplicación del Estatuto; a pesar de su reducida dimensión (únicamente dos artículos), 
resulta relevante al presentar uno de los m ayores aciertos de la  norm a, a saber, el concepto 
genérico de trabajador autónom o. Junto a dich a noción se indica algunos colectivos incluidos 
expresamente y, por el contrario, otros que por sus características son exceptuados.  
 
El Título II, rubricado “Régim en profesional del trabajador  autónomo”, consta de tres 
Capítulos. E l primero se com pone de un solo artículo, art.3, dedicado a listar las fuentes del 
régimen profesional de este trab ajador. A través de tal precepto, la LE TA pretende zanjar el 
controvertido asunto, que desde antaño ha veni do siendo objeto de debate, relativo a la 
naturaleza de las relaciones ju rídicas establecidas por el au tónomo en el desarrollo de su 
actividad profesional. Pues bien, a través de este  artículo se fija la naturaleza civil o  mercantil 
                                                 
351 En  este sen tido, Alarcón Caracuel, M. R., “Asp ectos crítico s d el Pro yecto d e Estatuto d el Trabajador 
Autónomo”, http://www.upf.edu/rrll/_pdf/estatuto-trabajador-autonomo.doc. 
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de dichos vínculos, desechando por com pleto cualquier rastro de laboralidad. Alusión especial 
precisa su apartado segundo, por establecer, podríamos decir, una de las mayores originalidades 
de la LETA, los acuerdos de interés profes ional para los trabajadores autónom os 
económicamente dependientes. El Capítulo II, dedicado al “Régimen profesional del trabajador 
autónomo”, regula los derechos profesionales bási cos del colectivo, sus deberes profesionales, 
la forma y duración del contrato, la prevención de riesgos laborales, la protección de menores y 
las garantías retributivas y económicas, donde se  plantea la im portantísima cuestión de la 
limitación de la responsabilidad patrim onial de los miembros de este colectivo. En el Capítulo 
III se presta especial a tención al rég imen profesional del trabajador autónomo dependiente. Se 
trata sin duda de la incorporaci ón legal más controvertida y que mayores dudas suscita. A este 
tipo de trabajador se le privil egia con una pro tección mayor que la recibida por el trabajador 
autónomo clásico; en efecto, se procede a regular la formalización de su contrato, su derecho de 
descanso, sus permisos por maternidad y paternidad, etc. Asimismo, se asigna la competencia a 
la Jurisdicción Social para los litig ios que se susciten en relación con su régim en profesional, 
tanto en su vertiente individual com o colectiv a. Digno de ser destaca do resulta el art. 13 
dedicado íntegramente a los acuerdo s de interés profesional, los cu ales el legislador pretend e 
desvincular de toda  apr oximación a la  leg islación labora l, rem itiendo su r egulación a las  
disposiciones del Códig o Civil y rechazando, s in m ucha razón, cualqu ier sim ilitud con los  
convenios colectivos. 
 
El Título III, bajo el enunciado “Derec hos colectivos del tr abajador autónomo”, 
comienza dotando, tanto a los trabajadores por cuen ta propia como a las asociaciones por estos 
integradas, de ciertos derechos de disfrute colectivo. A continuación, y dedicando a ello el resto 
de su articu lado, establece el rég imen aplicable  a tales asociaciones especificas, creando u n 
Consejo Estatal del Trabajador  Autónom o como expresión de l derecho de las asociaciones 
representativas conf ormadas por estos tr abajadores a la p articipación in stitucional, 
constituyéndose como máximo órgano consultiv o del Gobierno en m ateria socioeconómica y 
profesional del colectivo. Por eso, por su signifi cativo papel en la elaboración de la norm a, no 
resulta extraña la atención que a ellas presta la Ley. 
 
El Título IV -“Protección social del trabajador autónomo”-, determina las prestaciones a 
las que el co lectivo de trabajadores por cuenta propia tiene derecho a acceder, las obligaciones 
de cotización y af iliación, así como otro tipo de medidas, siempre tendentes a la con vergencia 
del RETA con el RGSS; por ejem plo, la incor poración obligatoria de la protección por las 
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contingencias de accid entes d e trabajo y  en fermedades profesionales a los trabajado res 
autónomos económicamente dependientes y el reconocimiento de la posibilidad de la jubilación 
anticipada para aquellos que desarrollan una actividad tóxica, peligrosa o penosa. 
 
El Título V  se dedica al “fom ento y pr omoción del trabajo autónomo”, haciendo 
mención a aspectos  que se es timan esenciales  en  esta m ateria, como son la prom oción de la 
cultura emprendedora, las ayudas para el inicio de actividad o la intensificación de la formación 
profesional.  
 
Las diecinueve disposiciones adicionales con la  que la Ley se cierra revisten esp ecial 
importancia tanto por incluir, en algunos casos, coordenadas a partir de las que se proyecta dar 
solución a algunas de las históricas reivindica ciones de los trabajadores autónomos- por 
ejemplo, la espinosa prestación por cese de ac tividad-, co mo por em plazar al Gobierno al 
estudio de determinados aspectos de gran relevancia para el colectivo. Igualmente, diremos que 
estas disposiciones requieren atención debido a su  influjo sobre la regulación de profesiones 
concretas- por ejem plo, la relativ a al transporte de m ercancías-, así como por ahondar en las 
correspondientes modificaciones legislativas necesarias en aras a la adaptación de disposiciones 
ya vigentes al contenido de la L ETA- especial m ención a la  reform a que de la Ley de 
Procedimiento Laboral se lleva a cabo. 
 
Tres son las disposiciones transitorias que la Ley incluye. La primera, aborda el tema de 
la convalidación de las asociaci ones profesionales de trabajadores autónomos ya constituidas y 
con personalidad jurídica propia; para la acom odación de sus estatutos se dota a éstas de un 
plazo de seis m eses desde la en trada en vigo r de la Ley. La segunda,  hace referencia a la 
necesidad d e adaptar lo s contratos vigentes de los trabajadores au tónomos económ icamente 
dependientes en base a las líne as marcadas por el texto. Por  último, la terce ra, establece una 
especificidad en el plazo de adaptación de dichos contratos para los sectores del transporte y de 
los agentes de seguros. 
 
La disposición derogatoria única deroga , con habitual for ma genérica, cuantas 
disposiciones se opongan a la Ley. 
 
Las seis disposiciones finales afrontan as untos tales co mo la reserva com petencial 
correspondiente al Estado para dictar la Ley; la alusión al principi o general del Pacto de 
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Toledo, tendente a la equiparación en aportaciones, derechos y obligaciones de los trabajadores 
integrantes del RETA con los inclu idos en el RG SS; la habilitación al Gobierno para dicta r 
cuantas dis posiciones sean nec esarias par a la ap licación y desa rrollo de l E statuto; e l 
emplazamiento a aquél a infor mar anualm ente a las Cortes Generales de la ejecución de 
previsiones contenidas en la norm a o la garantía  de un futuro desarrollo reglam entario de los 
contratos del trabajador autónomo económicamente dependiente, en el plazo de un año desde la 
entrada en vigor de la Ley 352. La últim a disposición f inal, la vacati legis de la ley , 
condicionando su entrada en vigor al transcurso de tres meses desde su publicación en el BOE, 
es decir, al 12 de octubre de 2007.  
      
   
3. Ámbito subjetivo de la Ley 20/2007, de 11 de julio 
 
3.1 Concepto de trabajador autónomo “puro” o “clásico” 
 
 
 La LETA com ienza, como hacen otras disposic iones, en aras del princip io de seguridad 
jurídica353, delim itando la esfera aplicativa de la norma. Para ello em prende la ardua, y 
tradicionalmente perdid a batalla, de hallar un concepto singular de trabajador autónom o. El 
desafío se presentaba espinoso debido especialm ente a las realid ades sociales extrem adamente 
diferentes que en la noción se pretendía englobar ; por ello, el hecho de que la nueva norm a se 
aventurara con tan comprometida labor resultaba del todo digno de alabanza. Algunos críticos, ya 
en los inicios de tan peliagudo trabajo, llegaron a referirse al intento denominándole “cuadratura 
del círcu lo”, al entender inviable el establec imiento de una única regulación jurídica para tan 
heterogéneo grupo 354. Bien por falta de interés hacia un colectivo reducido en núm ero, bien por 
la dificultad antes planteada, lo cierto es que  con anterioridad a la LETA escasos han sido los 
intentos por definir al trabajador autónom o, hallándose únicam ente nociones fragm entarias 
ligadas a parcelas concretas del ordenamiento jurídico. La falta de noción nítida y genérica obligó 
                                                 
352 Tal plazo no ha sido cumplido, ya que a la fecha señalada únicamente contamos con el Proyecto de tal desarrollo 
reglamentario, el cual, por el momento, se presenta decepcionante. 
353 El Informe de la Comisión de Expertos así lo afirma: “desde una elemental perspectiva de sistemática jurídica, la 
primera y inesqui vable tarea  que ha de ac ometer cualquie r norm a es la defi nición de su ám bito de im putación 
normativa; esto es , l a delimitación de a quélla conc reta y  singular realidad s ocial que se pretende juridificar” . Un 
estatuto para la promoción…, cit., pág. 90. 




a los interesados en aproximarse a la figura a acudir a una definición negativa o por exclusión, 
partiendo de la noción que del trabajador subordina do ofrece el Estatuto de  los Trabajadores; así 
pues, y al igual que ha venido ocurriendo en la mayoría de los países europeos, en España, la 
identificación del trabajador autónomo se venía logrando por la técn ica de exclusión de las notas  
que caracterizan al trabajo dependiente.  
 
 Si el art. 1  del ET. establece que el or denamiento laboral “será de  aplicación a los 
trabajadores que voluntariam ente presten sus  s ervicios retr ibuidos po r cuenta ajen a dentro de l 
ámbito de organización y direcci ón de otra persona, física o ju rídica, denominada empleador o 
empresario”, como no podía ser de otro m odo, tradicionalmente se ha entendido por trabajador  
autónomo aquella persona física que realiza una ac tividad lucrativa por cuenta propia, y que, sin 
percibir una remuneraron de naturaleza salarial, no se encuentra bajo la esfera de organización y  
dirección de un tercero. Así, el concepto de trabajador au tónomo, respondía a una doble nota 
caracterizadora: en  prim er lugar, en relación  al  régim en de atribución de  la titularidad d e lo s 
resultados del trabajo, el autónom o realiza su ac tividad por cuenta propia , es decir, adquiriendo 
de modo originario los resultados de su labor productiva y, en segundo lugar, en relación al modo 
de organización y ejecución de su  actividad, el trabajador aut ónomo es independiente, en otras 
palabras, no está som etido a criterios, órdenes e instrucciones em anadas del poder de dirección 
de un tercero.  
 
        Este concepto, extraído por contraposición a las notas típicas que  desde sus orígenes han 
venido acotando el objeto de re gulación del Derecho de Trabajo, f ue com pletado con la 
definición aportada por la Segurid ad Social. Hay que destacar que nuestro ordenamiento jurídico 
únicamente se había preocupado de dotar de una definición legal a es ta figura a ef ectos de  su 
inclusión en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos. Dicho régimen, en aplicación del 
art.10, apartados 2 c) y 4 de la Ley de Segur idad Social, fue constitu ido por el Decreto  
2530/1970, de 20 de agosto, y desarrollado por la Orden Ministerial de 24 de septiem bre del  
mismo año. A estos efectos, el art. 2.1 D 2530/1970 define al tr abajador autónomo como “aquél  
que realiza de form a habitual, personal y direct a una actividad económ ica a titulo lucrativo, sin 
sujeción por ella a contrato de trabajo y aunque utilice el servicio remunerado de otras personas”. 
Esta definición se complem enta mediante el establecim iento de  una presunción por la que se 
consideran trabajadores  por cuen ta propia a “q uienes osten tan la titula ridad de  es tablecimiento 
abierto al público, ya sea como propietario, usufructuario, arrendatario u otro concepto análogo”. 
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      Como veremos al profundizar en el concepto ofrecido por la nueva L ey, parece que el 
legislador del Estatuto del Trabajo Autónomo, a pesar de su propósito de presentar una novedosa 
norma, apartada en su to talidad de cualquier evocación a la esfera laboral- com o si el trad icional 
rechazo sufrido du rante tan tos añ os le llev ara a zafars e del ordena miento protector por  
excelencia-, utiliza tanto la noci ón que por exclusión se alcanzaba a partir del a rt.1ET, como la 
facilitada por el Derecho de la Seguridad Soci al, estableciendo, de este modo, un concepto que, 
en cierta manera, aúna elementos de las nociones ya existentes. 
 
         En nuestro ordenamiento jurídico, esta v ez en  una norm a sect orial, encontram os otra 
referencia al concepto en el Real Decreto 1617/1997, de 24 de octubre, de disposiciones mínimas 
de seguridad que deben aplicarse  en las obras de construcción. Así, a efectos de dicho Real  
Decreto, se entiende por trabajador autónom o a “la persona física, dis tinta del contratista y 
subcontratista, que realiza de fo rma personal y directa una activid ad profesional, sin sujeción a 
un contrato de trabajo, y que as ume contractualm ente an te el promotor, el contratista o el 
subcontratista el compromiso de realizar determ inadas partes o instalaciones de la obra. Cuando 
el trabajador autónomo emplee en la obra a trabajadores por cuenta ajena tendrá la consideración 
de contratista o subcon tratista a efectos del presente Re al Decreto”. Sim ilar noción ha sido 
empleada por el art.3.g) de la Ley 32/2006, de 18 de octubre,  reguladora de la subcontratación en 
el Sector de la Construcción.  
 
Expandiendo nuestro perím etro de búsqueda, fuera de las  fronter as del Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social, no podemos dejar de mencionar el intento de conceptualización 
que lleva a cabo una norm a de á mbito fiscal, co mo es la Ley 40/1998, de 9 de diciem bre, del 
Impuesto sobre la Renta de Personas Físicas y ot ras normas tributarias. Esta norm a, pareciendo 
mostrarse temerosa por acuñar un concepto de trabajador autónomo claro y manifiesto, opta por 
ofrecer una noción, que, sin ser referida expl ícitamente en ningún mom ento a la figura en  
cuestión, cualquier lector perspicaz entenderá q ue es precisamente a ella a la que v a dirigida. En 
efecto, tras la lectura del art. 25 de dicha Le y, no cabe duda que es al trabajador autónom o a  
quien se ref iere cuando  estab lece q ue “se cons iderarán ren dimientos íntegros d e activ idades 
económicas aquellos que, procediendo del trabajo personal y del capital conjuntamente, o de uno 
solo de estos factores, supongan por parte del c ontribuyente la ordenaci ón por cuenta propia de 
medios de producción y de recursos hum anos o de  uno de ambos, con la finalidad de intervenir 
en la producción o distribución de bienes o servicio s. En particular, tienen esta consideración los 
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rendimientos de las actividades extractivas, de fabric ación, comercio o prestación de servicios, 
incluidas las de artesanía, agrícolas, forestales, ganaderas, pesqueras, de construcción, mineras, y 
el ejercicio de profesiones liberales, artísticas y deportivas”.  
 
 En la legis lación com unitaria, se h ace eco explícito del co ncepto de trabajado r por 
cuenta propia la Directiva 86/613/CE E del Consejo, de 11 de noviem bre de 1986, relativa a la 
aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres que ejerzan una actividad 
autónoma, incluidas las actividades agrícolas, as í como sobre la protección de la m aternidad. 
Su art. 2 a) define al trabaj ador autónomo como “toda person a que ejerza en las con diciones 
previstas en  el derecho  nacional, una actividad  lucrativ a, por cuen ta propia, incluidos los 
agricultores y los miembros de las profesiones liberales”. 
 
   
3.2 Delimitación de la figura 
 
 
La LETA, com o venimos diciendo, se atreve  a acuñar un concepto de trabajador 
autónomo c lásico, en el cual pretende encuadrar a la totalidad de tan di símil colectivo; así, 
establece que la norma será de aplicación a “las personas físicas que realicen de forma habitual, 
personal, directa, por cuenta propia y fuera de l ám bito de dirección y organización de otra 
persona, una actividad económ ica o profesional a título lu crativo, den o no ocupación a 
trabajadores por cuenta ajena”.  Así pues, para q ue el trabaja dor sea in cluido en el ámbito de  
aplicación de la Ley, la prestación de servicios llevada a cabo por él de berá de c umplir lo s 
siguientes requisitos: 
 
3.2.1 Persona física 
 
Al igual que ya hiciera el Real Decreto 1617/1997, de 24 de octubre, de disposiciones 
mínimas de  seguridad que deben aplicarse en las obras de construcción, así como, la Ley 
32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, exige 
que sea una persona física la que lleve a cabo el trabajo en régim en de a utonomía. De la m era 
lectura del art. 1.1 de la Ley, se infiere que tal requerim iento constituye un límite del ámbito de 
aplicación de la LETA, impidiendo a través de dicha exigencia, que las personas jurídicas puedan 
ser consideradas trabajadores autónomos. La que podría suponer una restricción de relevantes 
consecuencias, es soslayada a través del art.1.2 de la Ley, por el que sí se consideran trabajadores 
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por cuenta propia- con lim itaciones- a los m iembros de ciertas personas jurídicas –sociedades 
regulares co lectivas, sociedades co manditarias, co munidades de bienes, sociedades civiles, así 
como sociedades m ercantiles cap italistas-, como posterio rmente analizarem os al abordar el  
contenido del apartado segundo de art. 1.    
 
 
3.2.2 Actividad habitual, personal y directa 
  
En concordancia con la prim era nota analizada, a través del carác ter personal y directo 
exigido, se requiere al trabajador que se invol ucre en el desarrollo de la actividad, bien 
directamente bien gestionando la mism a. Se pretende mediante el requerimiento de estos rasgos, 
ya asumidos por conceptos previos al ofrecido p or la LETA, hacer distin ción entre el trabajado r 
autónomo y otras figuras tales como, por ejempl o, los socios capitalistas o los m iembros de 
órganos de administración sin aportación de trabajo personal. 
 
 
 Dicha nota adquiere sum a relevancia tant o en el trabajo autónomo com o en el 
dependiente, ya que en am bos supuestos se exige que la prestación sea cum plida por la m isma 
persona que aparece como deudor de ella en la relación jurí dica. Tales requisitos, reclam ados 
para ambas modalidades de trabajo, se infieren de las normas que así los regulan. Por ejemplo, en 
cuanto al trabajo subordinado se re fiere, el art. 49. 1.e)  señala que “el cont rato de trabajo se 
extinguirá: (…) e) Por  m uerte, gran invalid ez o invalid ez perm anente tota l o absoluta del 
trabajador (…)”. Respeto a la figura objeto de nuestro estudi o, tam bién se desprende de su 
normativa aplicable el carácter personal y direct o. Así, el art. 1595 del Código civil apunta que 
“cuando se ha encargado cierta obra a una persona por razón de sus cualidades físicas, el contrato 
se rescinde por la m uerte de esta persona”. Como  vemos, si bien resulta adecuado aludir a este 
rasgo al estudiar la no ción del trabajador autónom o, es necesario  aclarar que se trata de un  
carácter no exclusivo del mismo 
 
La controvertida nota de  habitualidad, si bien ya figurab a en el concepto de empresario 
del art. 1.1 del Código de Comercio de 1885, así como en el art. 2.1 del Decreto 2530/1970, no se 
recogía en las nociones aportad as por normas precedentes como el Real Decreto 16 17/1997, de 
24 de octubre o en el concepto asumido por la Comisión de Expertos en su propuesta de Estatuto. 
Con anterioridad a la entrada en vigor de la LETA, la doctrina mayoritaria admitía la inclusión de 
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la habitualidad en la noción de trabajador autónomo, a pesar de que parecía no resu ltar del todo 
adecuado acudir a una característica traída del R ETA para esclarecer dicha figura. En definitiva, 
se trata de un rasgo de acogida diversa, no exen to de debate debido a su  inherente complejidad, 
como ahora veremos. 
 
  La noción de habitualidad es un concepto jurídico indeterm inado, que carece de una 
traducción jurídico-laboral incuestionable. Tal indefinición resulta especialmente problemática en 
el ám bito del que procede, es decir, en el  de la Seguridad Soci al, donde dicho concepto 
constituye uno de los requisitos exigibles para la inserción del trabajador por cuenta propia en el 
RETA, como ya he mos señalado. La norm ativa que regula tal régimen no aporta elem entos 
interpretativos suf icientes que permitan de terminar un criterio que conduzca al esclarecim iento 
de la noción de “habitualidad”, sino que, únicamen te, facilita unas pautas com plementarias para 
dos situaciones que pudiera n re sultar espe cialmente conf lictivas: la  sus pensión d e la a ctividad 
por enfermedad o accidente y los trabajos de temporada.  
 
  
 Respecto del primero de los supuestos, éste aparece contemplado en el art. 1.2 OM d e 24 
de septiem bre de 1970, precepto q ue señala q ue si la suspensión pro cede de enferm edad o 
accidente, la habitualidad subsiste hasta el último día del segundo m es natural siguiente al inicio 
de la suspensión. A partir de dich o momento, el trabajador pasa a beneficiarse de la situación 
asimilada al alta específica regulad a en el art.  73 de dicha norm a, a efectos de posibilitar la 
continuidad en el pago de cuotas. A pe sar de ello, un sect or de la doctrina 355 viene advirtiendo 
del peligro que puede suponer el exceder del plazo  establecido en el art. 1.2, ya que considera  
que, en el supuesto de superar di cho término, el trabajador dejarí a de ser considerado trabajador 
por cuenta propia.   
                                                
 
       El supuesto relativo a los trabajos de tem porada, es decir, aquellos que por su propia 
naturaleza tienen lim itada su rea lización a determ inados periodos anua les, se contiene  en el art. 
2.2 del RETA y en el 1.2 de la Orden de 24 de  septiembre, en los que se dispone que “la 
habitualidad para lo s trabajadores que se ocupen en trabajos de temporada quedará referida a la 
 
355 Almansa Pastor, J. L., El acceso a la Seguridad Social de los agentes y subagentes de seguros, Madrid, pág. 567. 
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duración normal de ésta”. Tales preceptos supondr án que, en este caso, el carácter tem porero del 
trabajo no rompa la habitualidad que debe apreciarse dentro de la temporada356.  
 
       Dichas reglas especiales no permitieron superar las dificultades de las que venimos dando 
cuenta. Parecía claro, p ara un am plio secto r de la doctrina, que la idea de “continuidad en el 
desarrollo de la actividad” era esencial respecto de la noción  de habitualidad 357. A pesar de ello, 
tal concepción pronto se manifestó insuficiente para resolver el conflicto surgido en torno a dicho 
concepto, ya que partiendo únicamente de este rasgo, las zonas de penumbra seguían existiendo. 
  
       La falta de idoneidad de la “continuidad” para resolver el conf licto surgido alrededor del 
significado de la nota de “habitu alidad”, provocó que su delim itación quedara en m anos de la 
doctrina científica y de los Tribunales. La labor de éstos últim os, debido a la extensa casuística 
existente, vino comportando cierta inseguridad jurídica al no ofrecer un único criterio general que 
limitara la noción y que pudiera ser destinado a cada uno de los distintos supuestos que se 
presentaban. De este m odo, los Tribunales, a lo largo de las últim as décadas, fueron variando la 
significación de la habitualidad, pasando del sentido originario, ba sado en la idea de continuidad 
en el desa rrollo del trabajo, a  llegar  a adm itir, incluso, e l carácter esporádico de u na ac tividad 
cuando se simultanea con otra. 
 
      
 Una de las manifestaciones más notorias del interés mostrado por la Jurisprudencia por 
hallar un único criterio  que viniera a esclarecer el significado de la controvertida nota, la 
encontramos en torno a la figura del subagente de seguros de la m ano de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativo, que id entificó la actividad habitual con la actividad principal, 
excluyendo por ello a dichos trabajadores del Régimen Especial de los Autónomos - STS 3ª de 
21 de diciembre de 1987- 358. Así, en  base a ello,  tanto la c itada Sentencia, com o la de 2 de 
diciembre de 1988, señalaron que “l a habitualidad no es confundibl e con la periodicidad, sino 
que el trabajo personal y directo debe ser la pr incipal actividad productiva que el trabajador  
desempeñe”.  
                                                 
356 López Aniorte, M. del C., Ámbito Subjetivo de del Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, P amplona, 
1996, pág. 73. 
357 Esta teo ría fue resp aldada po r la Profeso ra Ballester Pa stor, la cual se ñalaba que el trabaja dor autónomo debe  
desarrollar un a activ idad “con  co ntinuidad y co n pro fesionalidad”. Ballester Past or, I., “Régimen Especial de  los  
Trabajadores Autónomos: las actuales pec uliaridades en materia de acción protectora”, Doc umentación Laboral 
núm. 69, 2003. 
358 STS 3ª de 21 de diciembre de 1987 
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        En 1997, la sentencia del Tribunal Supremo de 29 de octubre (RJ 1997\7683) estableció 
un nuevo criterio interpretativo que nada tenía que ver con el anteriormente citado y que incluía a 
los subagentes de seguros en el ámbito subje tivo del Régim en Espe cial de los Trabajado res 
Autónomos. En el pronunciamiento señalado, se defendía un criterio basado en el m ontante de la 
remuneración obtenida por el trabajador y disp onía que “lejos de establecer una equiparación 
conceptual entre la habitualidad y un determ inado nivel de ingresos, lo que se aplica es ese nivel 
como indicador de la existencia de aquella ante  las dificultades virtualm ente insuperables de 
concreción y de prueba de las unidades tem porales de terminantes de  la  habitua lidad”. Así, e l 
Tribunal Supremo entendía que “en las actividades de los trabajadores autónom os, el m ontante 
de la retribución guarda norm almente una co rrelación es trecha con el tiem po de trabajo  
invertido” y, en ese sentido, consideraba que “la superación de l um bral del salario m ínimo 
percibido en un año natural puede ser un indicador adecuado de habitualidad”.  
 
       Dicha Sentencia fue objeto de numerosas críticas, entre e llas, la que co nsideraba que el 
criterio basado en el m ontante de las prestaci ones económicas resultaba erróneo y contradictorio 
con la no exigencia al trabajador autónom o de  la  efectiva percepción de rentas a través del 
ejercicio de su activid ad359. Esta postura, a nuestro parecer, resulta del todo acertada s i tenemos 
en cuenta que el trabajador por cuenta propia únicamente queda obligado a orientar su trabajo a 
la buena m archa del negocio, no descartándose, in cluso, el supuesto de que  tuviera que asum ir 
pérdidas.  
A pesar de contar la crítica an terior con nuestro apoyo, quizás, de  una lectura m inuciosa de la 
sentencia de 1997, llegaríam os a la conclusi ón de que no es dicho pronunciam iento el 
desacertado, pues dejaba claro que el criterio  económico s e e mplearía de un modo subsidiario 
ante la im posibilidad d e aplic ación de otros má s apropiados, sino la interpretación efectuada 
posteriormente por parte de algunos Tribunales que entendieron que el pronunciam iento de 1997 
establecía el criterio del montante como de aplicación única a todo tipo de supuestos. 
                                                 
359 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de los Social) de 30 de abril de 1998 (RJ 1998\3883) dispuso, en cuanto al 
caso en cuestión que “En efecto, aunque en ambos casos se trata de socios mayoritarios de una empresa constituida 
bajo la forma jurídica de Sociedad Anónima que de sempeñan el  cargo de A dministrador Único con facultades de 
gestión, l a di ferencia ese ncial est riba en q ue en l a i mpugnada l a act ividad desarrollada p or el  Administrador er a 
retribuida, lo que no ocurre en la de confrontación. Esta circunstancia es trascendente a los fines perseguidos por el 
recurrente, dado lo dispuesto en el  ci tado a rtículo 2 del  Decreto 20 agosto 1970 para poder ser e ncuadrado en el  
RETA. Lo  cua l es co herente co n l o di spuesto e n l a Disposición Adicional 4 3 de l a r eciente Ley  6 6/1997, de  3 0 
diciembre, que introdujo la Disposición Adicional 27 en la Ley General de la Seguridad Social, aun cuando no sea 
aplicable por razón de temporalidad”. 
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        Debido a los detractores que, como decimos, se levantaron en contra de la sentencia de 
1997, pronunciam ientos recientes han venido m atizando, de m anera acertada, la cuestión 
debatida. Así, el Tribunal Supremo ha establecido que, como regla general, el módulo económico 
no es el elemento básico definitorio de la habitualidad, por lo que no habrá que aplicarlo cuando 
existan datos suficientes que perm itan por sí solos apreciar la observancia o inobservancia de tal  
nota. Esta últim a postura ju risprudencial en tenderá que el m ontante económ ico, únicam ente, 
constituye un m ero indicio que debe ser teni do en cuenta cuando no existan otros datos que 
otorguen solución a la problemática360.  
 
Volviendo a la LETA, algunos han intuido, enmas carado bajo esta nota, el olvidado por 
la misma361, trabajo autónomo a tiempo parcial; sí hacía referencia a él el informe de la Comisión 
de Expertos en el cual se postulaba “la necesaria cobertura social de los trabajadores autónomos a 
tiempo parcial”, al igual que en la propuesta de Es tatuto elaborada por la misma, en cuyo art. 1.1 
disponía que “esta actividad aut ónoma o por cuenta propia podrá re alizarse a tiempo completo o 
a tiempo parcial, s ea o no de tem porada”. En el texto definitivo no se resuelve la necesid ad de 
muchos autónomos de cotizar al R ETA en esta modalidad, en especial cuando cotizan adem ás a 
otros régimen de la Seguridad So cial, normalmente al Régimen General. Resulta evidente que la 
dedicación a tiem po pa rcial debe ría incluir necesariam ente cotiz aciones reducidas, lo que el 
                                                 
360 En este sen tido, STSJ C omunidad Valenciana, d e 21 de j unio de 2000  (A S 200 0\4349) d ispuso que “h a de  
significarse que, en cua nto al requisito de medio fundamental de vi da, si lo exige claramente el régim en especial 
agrario no aparece consagrado con esa nitidez, al menos en el plano normativo, para el RETA; y así se observa en el 
Decreto 2 530/1970. Y l a se ntencia unificadora de 2 9-10-1997 est á m ostrando l a i nfravaloración de  est e cri terio 
frente al de los ingresos, es decir, está suponiendo que determinado nivel de ingresos viene a implicar la realidad de 
ser esa actividad medio fundamental de vida. Y, así, debemos rechazar este argumento del recurso. Sin embargo, es 
bien ciert o que el nivel de ingresos no a parece e n el Decreto re gulador, ni en la  Orde n Ministerial de 24 de 
septiembre de 1970, como índice básico de la habitualidad, ni siquiera como presunción de la misma. Y es indudable 
que concurren otros datos y requisitos, aparte de la retribución, porque si se está en relación laboral, por ejemplo, no 
se in gresa en  el RETA, y si  se m antiene la activ idad habitual, co n lo s d emás requ isitos p ara estar en el RETA, 
procede el alta aun que no se tenga ingreso alguno o aunque se tengan pérdidas; porque no cabe la baja en el RETA 
por pérdidas o por tener ingresos inferiores al  salario mínimo: el  montante de l os ingresos no determina nunca la 
inclusión o exclusión del RETA. Pero la sentencia del Tribunal Supremo de 1997, que por aislada que se encuentre 
no por eso deja de surtir los legales efectos de unificación doctrinal, no está afirmando ninguna presunción neta por 
el nivel de ingresos; bien leída, manifiesta que la superación del salario mínimo anual en la retribución del subagente 
«puede ser un indicador adecuado de habitualidad», «puede revelar en su aplicación al trabajo por cuenta propia una 
cierta perm anencia y continuidad...»; y en estas frases el  Tribunal no s e es tá cerra ndo a u na valoración global y  
circunstanciada, pa ra ate nder e xclusivamente al dato de la  retri bución. Quiere  deci rse que, apa rte de  este dato, 
pueden y deben valorarse otros varios, si se dispone de ellos, claro está.”. 
361 A pesa r de que t al medida y a fue cel ebrada p or el  M inistro de T rabajo y  Asu ntos S ociales; en efe cto, el Sr. 
Caldera Sánchez-Capitán, el  10 de mayo de 20 07, durante la t ramitación parlamentaria de l a LETA, dispuso, t ras 
calificar la medida de “ vieja reivindicación del traba jador autónomo que hoy que da satisfecha”, que “reconoce su 
derecho a trab ajar tam bién a tie mpo parcial”. Diari o de Sesiones d el Cong reso de lo s D iputados, sesión 
parlamentaria núm. 23, celebrada el jueves 10 de mayo de 2007.  
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legislador por el momento ha considerado inviable. De todos modos, este motivo de no inclusión 
no parece d e suficien te peso s i ten emos en cuen ta que la disposición adicional 2ª de la Ley 
20/1007, de 11 de julio, sí contem pla minoraciones en la cotización de colectivos propicios par a 
este tipo de trabajo como son la venta am bulante y el trabajo a dom icilio. Quizás la dificultad de 
controlar esta actividad, unida al  fraude que, en cierto m odo, ha  rodeado al colectivo y que ha 
provocado que el legislador tradicionalm ente venga contemplándole con sospechas, ha suscitado 
que la LETA haya pospuesto para otro m omento este cambio legal de em inentes consecuencias 
prácticas.  
 
3.2.3 Trabajo por cuenta propia 
       
En esta nota encontram os uno de los rasgos verdaderamente definidores del trabajador 
autónomo, que nos perm ite distinguir tal figura del trabajador asalariado. Con la expresión “por 
cuenta prop ia”, tantas veces em pleada com o si nónimo de “au tónomo”, se hace referen cia al 
hecho de que los autónom os desarrollen su trab ajo para sí m ismos, haciendo suya, desde el 
principio, la utilidad de éste. En efecto, el resultado económ ico de  la activ idad que pres tan s e 
encuentra d esde un prim er m omento en su es fera patrimonial, con independencia de que, a 
posteriori, puedan tran smitir dicho s resu ltados a cam bio de un pre cio, a través  de f iguras 
contractuales civiles o mercantiles. Como vemos, en el trabajo por cuenta propia no se da la nota 
de ajenidad362, entendida por MONTOYA MEL GAR como “la cesión anticipada de la utilidad 
del trabajo”363, es decir, la transm isión anticipada por parte del trabajador de la titularidad de los 
beneficios de su trabajo, que se incorporan automáticamente al patrimonio empresarial.  
 
      Consecuencia de la ajenidad en los frutos o en la utilidad p atrimonial, a diferencia del 
trabajador dependiente, que requier e de una infraestructura ajena para producir bienes o prestar 
servicios, el trabajador autónom o es el titular d e los m edios necesarios para el d esarrollo de su 
trabajo, corriendo con los riesgos derivados de su propia actividad.  
 
                                                 
362 La doctrina científica a la hora de interpretar la noción de ajenidad ha adoptado principalmente dos posturas: la 
que explica tal rasgo como un modo de trabajar sin asumir los riesgos del trabajo (ajenidad en los riesgos) y la que 
entiende tal concepto como una manera de t rabajar sin apropiarse de l os frutos del trabajo (ajenidad en los frutos). 
Apoyaron la prim era de las posturas autores como G. Bayón Chac ón o E. Pé rez Botija ( Manual de Derecho del 
Trabajo, Marcial Pons, 1978-1979, 12 ªed., pág. 15), siendo partidario de la segunda, Alonso Olea (Introducción al 
Derecho del Trabajo, Civitas, 2002 pág. 23. 
363 Montoya Melgar, A., Derecho del Trabajo, 29ª ed., Madrid, 2005, pág. 37. 
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3.2.4 Actividad desarrollada “fuera del ámbito  de dirección y o rganización de otra 
persona” 
 
  La LETA en su afán p or presentarse com o antagónica al Estatuto de los Trabajadores, 
acude a la expresión empleada por éste, aunque esta vez en senti do opuesto. De esta m anera se 
aleja de toda alusión al contrato de trabajo, aunque sin renunciar a mencionar tan relevante rasgo 
como ocurría en el concepto aportad o por la Com isión de Expertos en el que se descartaba toda 
mención a la nota.  No resulta de extrañar,  teniendo en cuenta que la ind eterminación viene a s er 
una de las notas que caracterizan a la nueva nor ma, que el legislador haya optado por no precisar  
quien es  esa “otra perso na” de cuyo  ámbito de di rección y organización el  autónomo es ajeno . 
Recurrir al térm ino empresario parece resultarle a la Ley del todo inapropiado, si tenem os en 
cuenta su constante afán por alejarse todo aquello que pueda vincular a la LETA con la 
legislación laboral; así que, teniendo en cuenta que el empresario no deja de ser una de las piezas 
clave del contrato de trabajo, recu rrir a dich o térm ino no parece lo m ás adecuado desde su  
prisma364. 
 
Como ya sabemos, desde hace décadas, la ex presión “dentro del ám bito de dirección y 
organización de otra persona” in corpora la nota clásica de depe ndencia, es decir, el elem ento 
jurídico esencial del contrato de trabajo y por tanto, el rasg o más característico del trabajo p or 
cuenta ajen a365. De este modo, teniendo en cuenta que la nueva Ley enuncia la locución en 
sentido negativo, entenderem os que es a la nota  de independencia a la  que se pretende dar 
relevancia en el concepto aportado. Tal rasgo pa rece resultar el más acertado para comprender la 
contraposición existente entre el trabajo autóno mo y el trabajo subordinado. Así, frente al 
trabajador dependiente, que queda a disposició n del em presario, el trabajador autónom o, en 
palabras de MONTOYA MELGAR , será el que trab aje en régimen de autoorganización 366; es 
decir, aquél que no se encuentra incardinado en una organización empresarial ajena. Sin ignorar 
que esta nota supone, podríam os d ecir, el carácter distintivo esencial entre am bas figuras, 
conviene hacer algunas puntualizaciones. Y es que te nemos que distinguir la dependencia laboral 
más allá del m ero sometim iento a órdenes, ya que éste puede llegar a dars e en el trabajo  
                                                 
364 Mientras que el ET explica quié n es esa  “otra persona” (la persona física o jurídica denominada empresario o 
empleador), la  LET A omite cualquier re ferencia sim ilar, a cas o por no atre verse a  n ombrar a ta l pers ona (los 
términos “em presario” o “em pleador son seguram ente de masiado jurídico-laborales para la LETA y la  palabra  
“cliente”, u sada m ás ad elante en  la Ley, demasiado m ercantilista). M ontoya Melg ar, A. y Martín Ji ménez, R., 
“Estatuto del Trabajo Autónomo..., cit., pág. 83.  
365 Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 10 de enero de 1968. 
366 Montoya Melgar, A., Derecho del Trabajo, 29ª edc., Madrid, 2008, pág. 281. 
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autónomo, al menos como configuración de  la prestación y de su contenido 367. Así, en base a la 
jurisprudencia sentada por nue stros Tribun ales, resultará más adecuado id entificar ta l 
característica con el som etimiento del trabajador al poder de organización y disciplina del 
empresario, en otras palabras, con su inserción en el círculo rector y disciplinario empresarial.  
 
Además, en nuestros  días resu lta cada ve z m ás difícil separar dependencia  e 
independencia, ya que, a mbos concep tos, han difum inado sus contornos 368. El trabajador 
dependiente cada vez lo es m enos y el autónomo cada vez lo es m ás. Muchas actividades ya se 
pueden realizar indistintam ente de las dos maneras, como bien  ha puesto de m anifiesto el 
Tribunal Supremo en su sentencia de 8 de octubre de 1992, en la cual dejó bien claro que en estos 
momentos num erosos trabajos pueden llevarse a cabo tanto en régimen de laboral com o en 
régimen de independencia 369. Qué mejor que la “novedosa” figura del TRADE para comprender 
los difusos contornos que delim itan las d iferentes m odalidades de prestación de servicios 
existentes en el m omento actual; lejos queda la gruesa línea que separaba  el trabajo por cuen ta 
propia del trabajo subordinado; en otras palabras, resultan ya re motas las m arcadas diferencias 
que disociaban al obrero fabril del profes ional liberal. Por eso direm os que la que 
tradicionalmente resultaba llave que abría las puertas de una delimitación entre ambos modos de 
prestar servicios, ahora puede presentar su peor cara, al manifestarse de un modo tan confuso.  
 
                                                 
367 Cabrera Bazán, J., “El Trabajador autónomo y el Derecho del Trabajo…”, cit., pág. 518. 
368 La C omisión de E xpertos es co nsciente de l a di ficultad q ue act ualmente se p resenta respect o de l bi nomio 
dependencia-independencia. Por el lo, en ci erto modo justificando l as numerosas dudas que s urgen de una l ectura 
pormenorizada de su propuesta, especialmente en lo relativo a este aspecto,  señala que “al margen de que esa nota 
(dependencia) puede ser objeto de múltiples matices o intensidades, la misma debe referirse, en nuestra opinión, a un 
nivel básico: a  la independencia valorada desde la perspectiva profesional, definida ésta en u n sentido amplio. Es 
esta noción la que, a los e fectos de la LETA, permite calificar com o traba jadores autónom os a los TRADE , 
colectivo este que desarrolla una actividad en la que concurre una dependencia de carácter económico derivada de la 
propia estructura del mercado. Pero también permite esa misma calificación respecto de otros grupos, como aquellos 
profesionales l iberales que desarrollan su  act ividad pr ofesional i ntegrados de ntro de un ám bito or ganizativo 
coordinado. Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 91. 
369 El TS en su sentencia de 8 de octubre de 1992 (RJ 1992\7622) afirmaba “El trabajo de valoración de daños de los 
peritos tasadores de seg uros, como otros muchos de carácter profesional, puede realizarse tanto en régimen laboral 
(contrato de trabajo) como en régimen de ejercicio libre (arrendamiento de servicios). O visto desde la perspectiva de 
las compañías aseguradoras: la tasación pericial de daños puede llevarse a cabo como recursos personales propios, o 
mediante encargo a peritos colaboradores externos o a socieda des de  peritación. La elección entre una y otra  
posibilidad corresponde, como es obvio, a las compañías y a los peritos tasadores (en uso de la libertad de empresa y 
de la lib ertad profesional, respectivamente), los cuales, de común acuerdo, pue den dar a la relación de servicios la  
configuración que tengan por conveniente. La línea divisoria entre una y otra opción está en lo que la jurisprudencia 
llamó «i ntegración en el  cí rculo rector y  di sciplinario del empresario», concepto que en l a l egislación vigente se 
formula como «servicios... dentro del ámbito de organización y dirección de otra pe rsona, física o jurídica» (art. 1.1  
ET), y que la doctrina científica denomina nota o criterio de «dependencia”. 
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3.2.5 Actividad económica o profesional a título lucrativo 
 
Recurrir a la expresión “actividad económica” no resulta novedoso si tenemos en cuenta 
que normas precedentes como el DRETA o la mism a propuesta de la Com isión de Expertos ya 
han empleado tal locución. Adem ás, como ya hem os dicho anteriorm ente, alguno de los rasgos 
incardinados en el concepto de trabajador autónomo, también puede ser predicable del trabajador 
dependiente, ejem plo de ello, la p restación de  u na “activid ad económ ica”. Por el contrario, y 
aunque ya aparecía en la noción aportada por la Ley 32/2006, sí podemos atribuir a la LETA la 
fijación de un elem ento en cierto modo innovador; as í, a diferencia de muchos de los anteriores 
trabajos normativos, emplea el térm ino “profesional”, estableciendo cierta analogía entre am bos 
vocablos, con lo cual parece querer dilatar el ámbito de aplicación subjetivo de la norma. 
  
La expresió n “actividad económ ica”, que en  un princip io puede resultar vag a e 
imprecisa, viene siendo entendida por la doctrina co mo aquel trabajo productivo a través del cua l 
se provee el hom bre de los m edios materiales o bienes económicos que precisa para subsistir 370. 
Tomando tal noción como funda mento, entenderem os que el trabajador por cuenta propia 
pretende, a través de la puesta en el m ercado de los bienes y servicios que produce, obtener el 
rendimiento necesario p ara su subsistencia-al ig ual que o curre con el trabajado r dependiente a 
través del salario que recibe por parte del empresario 371-. Debido a ello, resulta del todo 
coherente q ue quede fuera del ám bito del trabaj o en régimen de autonom ía- y en régim en de 
subordinación-, cualquier otro tipo de actividad que no produzca ninguna clase de renta, es decir, 
que no suponga un medio dirigido a su m antenimiento, com o ocurre con las actividades 
realizadas de un m odo altruista, las encam inadas únicamente a la  formación personal o aquellas 
dirigidas al m ero recreo, cuya exclusión resulta del todo lógica teniendo en cuenta que ninguna 
de ellas genera renta. 
         
Al igual que decíam os anteriorm ente, la re ferencia al “titulo lucrativo” no puede ser 
únicamente predicable del trab ajador autónomo. Así, del m ismo m odo que ocurriera con la 
expresión a ctividad ec onómica, la  necesid ad de  lucro ta mbién cons tituye una carac terística 
identificativa del trabajador depen diente. Esta  expresión rem ite a una actividad tendente a 
obtener un benéfico económ ico, un significado que debe ir m ás allá  de la obtención de m edios 
                                                 
370 Alonso Olea, M. y Casas Baamonde, M. E., Derecho del Trabajo, 21ª edición, Madrid, 2003, pág. 35. 
371 El art. 1.1 ET acude a la expresión “servicios retribuidos” para plasmar tal idea. 
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para subsistir. De hecho, para una mejor comprensión, resulta necesario llevar a cabo una serie de 
matizaciones, en cuanto a la figura del trabajador autónomo se refiere: 
 
 En primer lugar, hay que señalar que el caráct er lucrativo de la actividad efectuada por el 
trabajador independiente no viene dado por la efectiva percepción de beneficios económicos, sino 
que resulta suficiente con que és te eje rza ta l activ idad o rientado a  o btenerlos. R eflejo de  la  
matización aludida es  el hecho  de que en n ingún momento se exija al trabajador por cuenta 
propia la obtención de una renta m ínima para  ser considerado  com o tal.  Esto resulta 
comprensible teniendo en cuenta que este tipo de trabajador asume los riesgos de su actividad, no 
siendo descartable que en el ejer cicio de su trabajo, en algún momento, pueda no sólo no obtener 
ganancias, sino incluso tener que hacer frente a pérdidas.  
 
       En segundo lugar, no debemos entender que este tipo de trab ajador viene obligado a 
depender necesaria y ex clusivamente de la activ idad realizada en régim en de autonomía para su 
sustento. D e hecho, lo único que se le exige es la realización de una actividad productiva 
tendente a la obtención de un benefi cio, independientemente de que tal actividad se desarrolle de 
forma si multánea con o tra activ idad por cuenta propia o ajena 372. Traspasando el ám bito del 
Derecho de l Trab ajo, direm os que ta l com patibilidad r esulta r econocida en la norm ativa 
reguladora del RETA, que adm ite la posibilidad de  compatibilizar la a ctividad que determ ina el 
encuadramiento en este Régimen con otros trabajos. Así, el art. 2.2 de la  Orden Ministerial de 24 
de septiembre de 1970, de m anera expresa, consiente la  inclusión de un trab ajador en el RETA 
con independencia de que desarrolle “otras actividades por cuenta ajena o por cuenta propia, qu e 
den lugar a su inclusión en alguno o algunos de los restantes regím enes de la Seguridad 
Social”373.  
 
       En tercer lugar, en base al ánimo lucrativo que se demanda a la actividad desarrollada por 
él, se deduce que tampoco podrán ser consider ados trabajadores autónom os l as personas 
perceptoras de beneficios pro cedentes de f uentes dis tintas al  desarrollo de una actividad 
económica, por ejemplo, el arrendador de un inmueble  que se limita a la obtención de una renta. 
De igual m anera, tam poco serán considerados tr abajadores autónom os aquellos que realizan 
actividades tendentes, ún icamente, al autoconsu mo, debido a que el esfuerzo del trabajador “no 
se dirige a obtener lucro, en el  sentido económ ico de lograr una  ganancia entre el costo de  
                                                 
372 Valdés Alonso, A., “El trabajo autónomo en España:...”, cit.. 
373 López Aniorte, M. del C., Ámbito subjetivo del…, cit , pág. 77. 
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producción y de venta en el m ercado”374.  Lo m ismo ocurre con el tr abajo gratuito, el cual , al 
igual que sucede respecto del Estatuto  de los Trabajadores, vía art. 1.3.d) 375, queda fuera de l 
concepto aportado por la Ley 20/2007. 
 
  La LETA a través de la exigencia relativa al título lucrativo evita pronunciarse sobre el 
carácter no asalariado de la actividad realizada por el trab ajador autónom o, quizá en su 
obstinación por huir de cualquier referencia alusiva a la legisl ación laboral. A diferencia del  
trabajo por cuenta ajena, en el que se produce un intercambio de trabajo por salario como soporte 
del sistem a de producción de bienes y servicios, en el trabajo en régim en de autonom ía, las 
ganancias q ue el tr abajador r ecibe proceden d el aprov echamiento dire cto de  la  utilid ad de  su  
prestación en el m ercado de bienes y servic ios, no existiendo un empresario que retribuya 
periódicamente la realización de s u activid ad. Podem os decir que, entr e otros aspectos, lo s 
trabajadores autónomos se diferencian de los as alariados en su for ma de rem uneración, ya que, 
“sus ingresos son el rendim iento de su cap ital y, a la vez, de su  espíritu em presarial y de los 
riesgos que comporta su actividad”376.  
 
3.2.6. Irrelevancia de la ocupación de trabajadores por cuenta ajena 
 
Al igual que ya hiciera la propuesta del in forme de la Co misión de Expertos, la LETA 
permanece ligada al concepto ap ortado po r el DRETA en 1970, perm itiendo al trabajado r 
autónomo dar ocupación a trabajadores asalaria dos. El hecho de que confluyan en una m isma 
figura la condición de em presario y trabajador resulta esp ecialmente extraño des de el prisma 
laboral, en donde cada uno de ellos resulta contraparte del otro. Siendo la Comisión consciente de 
que la com patibilidad de am bas condiciones en un mismo sujeto pod ía resultar polém ica -sobre 
todo si era contemplada desde una visión laboralista-  se vio obligada a justificar el por qué de tal 
permisión. Así, alegó que dicha anuencia resultaba idónea para alcanzar los principales objetivos 
del Estatuto: la protección y prom oción del tr abajo autóno mo; adem ás, entendía q ue resultaba 
imperiosa al facilitar la coordinación del nuevo concepto con el de la DRETA 377. En relación con 
                                                 
374 López Aniorte, Mª. del C., Ámbito subjetivo del…, cit , pág. 80. 
375 Art. 1.3.d): se ex cluye del á mbito regu lado por la presente Ley: d ) los trab ajos realizados a titu lo d e amistad, 
benevolencia  o buena voluntad. 
376 Loutfi,  M. F., Configuración y postulados básicos del trabajador por cuenta propia en Europa, Revista 
Internacional del Trabajo, núm. 2, 1991, pág. 154. 
377 El  In forme de l a C omisión de E xpertos postulaba que “las razo nes que f undamentan esa c oncreta o pción s on 
esencialmente dos; y ambas de índole instrumental. Por lo pronto, la expresa declaración de la compatibilidad entre 
aquellas dos condiciones sirve a la finalidad protectora y de promoción del trabajo autónomo que persigue el LETA. 
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la disco rdancia existen te respec to de l conten ido del Estatuto de los Trabajadores, la Com isión 
zanja la cuestión señalando sim plemente que ta l licencia resulta única mente “una opción de 
política de derecho que pretende acom odarse a la realidad existente”. Las razones que  
fundamentan esa concreta alternativa son esen cialmente dos de índole instrumental. Por lo 
pronto, la expresa declaración de la compatibilidad entre aquellas condiciones sirve a la finalidad 
protectora y de promoción de l trabajo autóno mo que pers igue el LETA. Adem ás, dicha 
compatibilidad, adicion almente, perm ite la coordinación, ya apuntad a, con el concepto de 
trabajador autónom o e mpleado por  el DRETA. Como ya verem os esta facultad se ciñe 
únicamente al trabajador autónom o com ún, resu ltando, como después anal izaremos, fuera del  
alcance del TRADE.  
 
También se mostró partidario de p ermitir la contratación el sectorial RD 1627/1997, de  
24 de octubre, el cual indica que “cuando el trab ajador autónomo emplee en la obra trabajadores 
por cuen ta ajena tend rá la cons ideración de contratista o subcontratis ta”. De dicha no rma 
debemos no sólo inf erir la posib ilidad de e mplear tr abajadores as alariados p or parte d el 
autónomo, sino tam bién, y aunque la Ley 20/2007 no di sponga nada al respec to, la facultad del 
autónomo de celebrar tam bién contratas o subc ontratas; dicha afirm ación debe ser m atizada 
debido a que ha sufrido cierta restricción por parte del polémico y ya aludido art. 5.2.e) de la Ley 
32/2006, el cual dispone que “el tr abajador autónom o no podrá subc ontratar los trabajos a él 
encomendados ni a otras e mpresas subcontratistas ni  a otros trabajadores autónom os”, es decir, 
pone fin a la cadena de subcontratación.. 
 
La escasa relevancia que la LETA otorga a la contratación o no de trabajadores, 
colisiona con su im portancia práctica; y es qu e, se esta ría pres tando sim ilar protección al 
emprendedor que acaba de iniciar su  proyecto empresarial, sin empleados a su cargo, que al gran 
empresario que cuenta con una plan tilla significativa. Quizás las estadísticas nos den la respuesta 
respecto del porqué el legislador de la Ley ha actuado de este m odo; del total de trabajadores 
autónomos, en sentido propio378, que asciende a 2.233.861, 1.779.405 no tienen asalariados, 
siendo únicamente 454.456 los que por el contrario, cuentan con personal a su servicio. Ade más, 
de estos últimos la gran mayoría cuenta únicamente con uno o dos empleados379. Como vemos de 
                                                                                                                                                           
Pero d icha com patibilidad ad icionalmente, p ermite la  co ordinación ya ap untada, con  el co ncepto d e trab ajador 
autónomo empleado por el RETA. Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 93. 
378 Sin incluir a los trabajadores comprendidos en el Régimen Especial Agrario ni en Régimen Especial del Mar. 
379 T rabajadores a utónomos, po r cu enta p ropia, en  alta en  la Seg uridad Social, 30  sep tiembre 2 007. 
ttp://empleo.mtas.es/empleo/economiasoc/BaseDeDatos/TrabajAutonomos/2007/3Trim/Autonomos3AltaSS.pdf 
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los datos expuestos podría parecer que al legislador no le resultab a rentable enemistarse con un  
grupo, que aunque reducido, podría hacer incurrir a la Ley en discriminación.  
 
 
3.3 Inclusiones expresas 
 
3.3.1 Familiares de trabajadores autónomos 
 
En base al párrafo 2º  del artículo 1, la LETA extiende su ámbito de aplicación a “los 
trabajos realizado s de form a ha bitual, por fam iliares de las pers onas definidas en el párrafo 
anterior que no tengan la condición de trabajadores por cuenta ajen a, conforme a lo establecido 
en el artículo 1.3. e) del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo”. 
  
Nos encontramos ante una disposición que de bido a su conf usa redacción requerirá de 
un significativo análisis. La tem ática que aborda , es decir, el tratam iento recibido por los  
familiares del autónomo, no ha dejado de resultar controv ertida desde que por primera vez las  
Mutualidades Laborales de trabajadores por  cuenta propia (alim entación, transporte y 
comunicaciones; y serv icios, industrias y actividad es directas para el consum o) decidieran  
incluirlos en las mismas y en similar condición que su empleador.  
 
 La primera cuestión a esclarecer es la relativa a la identidad de las personas que la LETA 
considera familiares. La nueva norma no dice nada  al respecto aunque teni endo en cuenta que el 
precepto, como ya dispuso la Comisión de Expertos380, resulta concordante con lo establecido en 
el art. 1.3.e) del ET 381, podemos deducir que el legislador se refiere a todos aquellos incluidos en 
la definición de la norm a laboral, es decir, “el cónyuge, los descendientes, ascendientes y de más 
parientes por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado inclusive y, en su caso, por 
                                                 
380 En este sentido, el Informe de la Comisión de Expertos señalaba que “tampoco puede ni debe el presente Estatuto 
esquivar el tra tamiento de l os familiares que  cola boran con  el t rabajador au tónomo. En pr imer lu gar por una 
exigencia de  c olaboración n ormativa; es de cir, por l a necesidad de adoptar una p ostura d e co ncordancia co n l os 
dispuesto en el art. 1.3.f). Y en segundo lugar por la exigencia de carácter sustantivo. La  relación entre el trabajador 
autónomo y sus familiares transciende a menudo, el propio vinculo familiar, de manera que estos llevan a cabo una 
actividad de c olaboración, que debe dar lugar al reconocimiento de los corr espondientes derechos y obligaciones”. 
Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 94. 
381 Se trata de una exclusión de larga tradición legal, resultando incluida no sólo en este art. 1.3.e) del Estatuto de los 
Trabajadores, sino también en normas laborales precedentes como la Ley de Contrato de Trabajo, de 1944 (art. 2.a) o 
la Ley de Relaciones Laborales de 1976 (art. 2.c). 
 190
adopción”. Tal indefinición requie re dos apreciaciones; en prim er lugar, cabe recordar que el 
DRETA contiene una n oción de fam iliares que se separa en cierto m odo de la facilitada por el 
ET.; aquella norma, en su art. 3.b) incluye en su ámbito de aplicación “al cónyuge y los parientes 
por consanguinidad o afinidad h asta el tercer g rado inclusive, de los trabajadores determ inados 
en el punto anterior que de for ma habitual, pers onal y directa colaboren con ellos m ediante la 
realización de trabajos de la actividad de que  se trate, siempre que no tengan la condición de  
asalariados respecto a aquellos y cumplan los requisitos señalados en el apartado b) de dicho 
punto”. Como bien se aprecia, en lo que al gr ado de parentesco se refiere, se produce una 
antinomia e ntre la no rma laboral  y de la Seguridad Social. Po r ello,  resu ltando coheren te el 
contenido del  Estatuto de los Trabajadores con el art.7.2 LGSS 382, en ap licación de la teoría de 
fuentes383, debemos entender como de segundo grado el parentesco señalado por el DRETA, ya 
que, se produce a través de es te párrafo segundo del art. 1.1 de la LETA una corrección indirecta 
del citado art. 3.b)384. 
 
En segundo lugar, la LETA podr ía haber establecido un concepto m ás a mplio del  
término “f amiliar” en e l que queda ra recog ido el víncu lo e xistente entr e las pare jas de hecho, 
legalizadas extram atrimonialmente385; resulta extraño que esta Ley, a diferencia de norm as 
coetáneas, que prevén el supuesto de convivencia more uxorio- por ejemplo, la Ley 40/2007, de 4 
de diciem bre, de m edidas en m ateria de Seguri dad Social-, prefiera n o adaptarse a la nueva 
realidad social, recurriendo a una noción ya a portada por norm as pr ecedentes, actualm ente, 
                                                 
382 Desde los inicios de la legislación de Seguridad Social, hasta el RDL 7/1989 de 29 de diciembre, sobre medidas 
urgentes en mater ia p resupuestaria, f inanciera y tr ibutaria, se vino produciendo una polémica co ntradicción en tre 
aquélla y las normas laborales que excluían a los familiares de los trabajadores por cuenta propia. Habría que esperar 
hasta la reforma de 1989 para que el  art. 7.2 LGSS se ada ptara de manera casi mimética al contenido del art. 1 .3.e) 
ET- no idé ntico ya que el precepto de la L GSS exige, además de la convi vencia, el “ estar a cargo” del fam iliar-. 
Poniendo fin a la tradicional discordancia existente entre las diferentes regulaciones, ambos artículos confluyen en 
cuanto a la conside ración del parentesco hasta el segundo grado. A pesar de est a concurrencia en el contenido de 
dichos p receptos, el  art . 3 .b) R ETA n unca fue m odificado expresam ente. Sobre esta cuestión, con detalle, pue de 
verse, Tortuero Plaza, J. L., “Comentario al art. 7 de la LGSS” en AAVV, Comentario a la LGSS, Tomo I, Monereo 
Pérez, J.L. (dir.), Granada, 1999;  Ál varez Cortés, J.C., “La presunción de la condición de trabajador autónomo de 
los familiares del empresario en la protección por desempleo (A propósito de las SSTS  de 17 de enero de 2001 y de 
13 de marzo de 2001)”, Temas Laborales, nº 63, 2002, pág. 203 y ss.; Sán chez-Urán Azaña, Y., “Ámbito subjetivo 
de la Seguridad Social: interpretación por el Tribunal Constitucional a la luz del principio de igualdad (comentario a 
la STC 2/1992, de 13 de enero)”, Revista española de Derecho del Trabajo, nº 58, 1993. 
383 Que obliga a interpretar una disposición de rango inferior de acuerdo con una de rango superior 
384 Gala Durán, C., “El ámbito jurídico de la LETA”, en AAVV, Del Rey Guanter, S (dir.), Comentario al Estatuto 
del Trabajo Autónomo, Ed. Lex Nova, Valladolid, 2007, pág.57. 
385 Desde Europa se viene abogando por tal inclusión; así se desprende de la Resolución del Parlamento Europeo de 
21 de febrero de 2007, sobre la si tuación de los cónyuges colaboradores de l os trabajadores autónomos. Mediante 
esta Resolución se instaba a la Comisión a que llevara a cabo un Directiva, modificativa de la Directiva 86/613/CEE, 
del Consejo, de 11 de diciembre, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres 
que ejerzan una actividad autónoma, incluidas las agrícolas, así como sobre la protección de la maternidad, que fuera 
de aplicación  al miembro colabora dor de las pa rejas que m antienen form as de  convive ncias distintas del 
matrimonio. 
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incompleta386; realmente, la causa que justificaba la exclusión de la prestación de servicios de los 
familiares d el ám bito la boral no era  la ex istencia de par entesco sino  la  ausencia d e las no tas 
propias del trabajo asalariado, dependencia y ajen idad, carencia que acontece de igual m anera en 
una pareja de hecho, pues también en este caso se forma una comunidad de bienes e intereses que 
neutraliza dichas notas. Por este motivo, parece que el legislador de  la LETA debería haber sido 
consciente de la inadecuación del art. 1.3.e) de l ET, no vol viendo a incurrir en tal desacierto, 
remitiendo a lo dispuesto en él387. 
  
Como he mos dicho, el artículo resulta eq uívoco, por lo que num erosas cuestiones 
deberán ser sometidas a nuestra propia reflexión; parece dubitab le, ya que únicam ente menciona 
la de po r s i imprecisa “habitualidad”, si la LET A requiere a los f amiliares e l cumplimiento de 
todos los requisitos so licitados en el párra fo primero del art.1 388- habitual, personal, directa, por 
cuenta propia y fuera del ám bito de dirección y organización de otra persona- o, por el contrario, 
únicamente exige que no tengan la c ondición de trabajadores por cuen ta ajena. En el caso de que 
sí se precisen tales notas, parece resultar innecesario el tener o no tener un familiar autónomo, ya 
que en ambos casos el parien te ostentaría la condición de trabajador por cuenta propia. Por todo 
ello, creemos que a q uien se es tá refiriendo la LETA es al f amiliar que sim plemente colabora, 




 Junto a esta inclusión tenem os que analizar el  contenido de la disposición adicional 10ª 
de la Ley, enunciada a través de un encabezamiento no del todo acertado- “Encuadramiento en la 
Seguridad S ocial de los  fa miliares del trabajad or autónomo”-, que viene a alterar tanto el art.  
1.3.e) ET co mo el art.1.1 de la LETA al señala r que “los trabajador es autónomos podrán 
                                                 
386 La noción aportada por el Estatuto de los Trabajadores no considera familiares a los convivientes mediante unión 
de hecho sino q ue e xige, e n t odo ca so, el  re quisito del matrimonio. E sta fal ta de  eq uiparación t ambién resul ta 
palpable en n uestra doctrina jurisprudencial, habiendo señalado el Alto Tribunal que “cuando el art . 1.3 e) del ET 
habla de parientes se est á refiriendo a l os q ue t ienen s u origen e n uniones m atrimoniales, e n ningún cas o se 
comprende a la uniones esta bles de hecho, por tanto, no es de aplicación dicho precepto para denegar la prestación 
de desempleo, si no l o dispuesto e n el  a rt. 1. 1 E T, e xistiendo u na relación l aboral al  conc urrir l as n otas de  
dependencia y  ajenei dad que caracterizan a  ésta. El mero hecho de la convive ncia more uxorio, n o d etermina la 
existencia de la relación familiar, sin que pueda ser de aplicación, por analogía como sostiene la sentencia recurrida 
la presunción favorable a l a existencia de re laciones familiares previstas en el  art . 1.3 e ) del ET” (ST S 24 fe brero 
2000 (RJ 2000, 2236).   
387 Vidal Gil, E. J., y Martín Morón, M. T., “Jurisprudencia y cambios legislativos: la equiparación del cónyuge y el 
conviviente more uxorio en la más reciente doctrina del Tribunal Constitucional”, Revista General de Derecho, nº 
586-587, pág. 6890. 
388 En este sentido, Gala Durán, C., Comentarios al Estatuto del Trabajo Autónomo, Valladolid, 2007, pág. 58. 
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contratar, com o trabajadores por cuenta ajen a, a los hijos m enores de treinta años, aunque 
convivan co n él. En  es te caso,  del ám bito de la acción p rotectora d ispensada a los fam iliares 
contratados quedará exclui da la cobertura por desem pleo”. El  designio de esta  d isposición se  
presenta confuso, especialmente, en relación con el apartado primero del art.1, teniendo en cuenta 
que, mientras en este precepto el legislador da mu estras de su interés por fom entar el trabajo por 
cuenta propia, en aquél parece decantarse por vivifi car el dependiente, por cuenta ajena, es decir, 
intenciones alejadas qu e parecen  p lantearse al unísono  en  una m isma Ley. A través de  esta 
disposición, se resuelve parcialm ente la presunc ión legal de no laboralidad que contiene nuestr a 
legislación en los servicios prestados a favor del autónomo por los hijos que convivan con él. A 
tenor del co ntenido de la norm a extralaboral, parece que, en  cierto m odo, la LETA perm ite las 
situaciones fraudulentas; y es que, es  precisamente entre los hijos que colaboran junto a su padre 
en el desarrollo de un a activ idad por cuen ta propia, donde m ayores fraudes se producen, 
falseándose la situación de convivencia y de pendencia para poder estar protegido por la 
Seguridad Social, lo cual a partir de ahora no será necesario. 
 
La disposición plantea muchas  interrogantes. En prim er lugar, según dispone la LETA, 
el hijo menor de treinta años no necesita demostrar la condición de trabajador asalariado para ser 
considerado com o tal, aunque tan rápido acceso tr ae consigo su exclu sión de la cobertura por 
desempleo. Así las cosas, nos planteam os sí el hijo m enor de treinta años continua teniendo 
abierta la vía tradicional, es decir, si podrá demostrar que cumple con todos los rasgos del trabajo 
por cuenta ajena, y en caso afirm ativo, acceder al  Régimen General de la Seguridad  Social sin  
restricción alguna, por tanto, disfrutando de la cobertura por desempleo. Tal exclusión demuestra 
que el legislador continúa m ostrando ciertas dudas  respecto de la veraci dad de la condición que 
estos trabajadores declaran; y  es  que, se h an dado en la práctica num erosas situaciones 
fraudulentas en las qu e los fam iliares se han encu adrado en el s istema de la Segu ridad Social 
como trabajadores por cuenta ajen a con el ob jeto precisam ente de obtener prestaciones po r 
desempleo389.  
 
El sujeto al que va dirigida la disposición ad icional, es decir, el hijo menor de treinta 
años, también resulta objeto de controversia. P or un lado, nos planteamos por qué el legislador 
                                                 
389 La tra dicional negativa por parte del legislador de abrir las puertas de la protección por desempleo al trabajador 
autónomo se d ebe a q ue la misma resulta ser l a prestación que mayores lazos de unión mantiene con la legislación 
laboral teniendo en cuenta que trata de proteger al trabajado asalariado que ha perdido su anterior empleo. El art. 203 
LGSS refleja lo expue sto al  señalar que “ la protección de la con tingencia de desempleo e n que s e encue ntren 
quienes, pudiendo y queriendo trabajar, pierdan su empleo o vean reducida su jornada ordinaria de trabajo”. 
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únicamente ha dirigido su atención a los hijo s, olvidando al cónyuge, que, de igual m anera, 
mantiene con el empresario una relación estrecha y directa, con el agrav ante de que éste siem pre 
tendrá que luchar contra un indicio de no laboralidad como es la convivencia, que resulta del todo 
necesaria en cuanto de cónyuges hablam os. Hubi era sid o adecuado  haberlos incluido en la 
disposición, ya que hubiese resultado favorable para fomentar el trabajo fe menino, teniendo en 
cuenta que en la m ayoría de los casos, es la  m ujer la que colabora con el marido. Ésta, 
frecuentemente, realiza una activ idad a tiem po parcial, generando unos recursos por los que no 
compensa económicamente cotizar al RETA -a unque sea sobre la base m ínima de cotización-, 
resultando arduo su acceso al trabaj o asalariado al convivir en el hogar de los titulares de la  
actividad por cuenta propia. El límite de edad ta mbién resulta discutible. En es te momento en el 
que los hijos suelen abandonar el hogar familiar a edades cada vez más avanzadas, tal restricción 
parece, al menos, inadecuada a la realidad social existente. 
 
Apreciamos, respecto de esta controvertida disposición, un elem ento que podría 
resultar positivo: el contrato a tiempo parcial, negado por la nueva norma, parece no encontrar 
obstáculo alguno en cuanto a la contratación de hijos menores de treinta años.  
 
3.3.2. Colectivos incluidos en el art.1.2 de la Ley 20/2007, de 11 de julio 
 
Al igual que hiciera el Estatuto de los Trab ajadores en su art. 1.1 y 3, así  como la Le y 
General de la Seguridad Social en su art.  97, la LET A, siguiendo en cierto m odo las 
indicaciones de la Com isión de Expertos  390, incluye exp resamente en su art. 1. 2 vario s 
colectivos de trabajadores, los cuales tienen en común haber sido incorporados al RETA, no sin 
antes suscitar su calificación num erosas dudas. Con el fin de dar por fi niquitado el debate que 
tradicionalmente s e hab ía gene rado alred edor d e esto s trab ajadores, la nueva norm a decide 
incluirlos en su á mbito de aplicación de m anera expresa. A pesar de su loable intención, 
creemos que, com o ya verem os, la Ley no logr a dar por finalizada la polém ica que alguno de 
estos colectivos acarrea de tiempo atrás; además, el hecho de tratarse de una mera enumeración 
ejemplificativa, como así se desprende del art.1.2.e) que deja abiert a la puerta a “cualquier otra 
persona que cumpla con los requisitos establecidos en el art.1.1 de la presenta Ley”, nos lleva a 
plantearnos cual ha sido el criterio empleado por el legislador para mencionar a estos colectivos 
y no a otros en sim ilar situación com o, por ej emplo, los socios de cooperativas de trabajo 
                                                 
390 Algunos de los colectivos por cuya inclusión se aboga en el informe fueron descartados. 
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asociado, sí previstos en dicho inform e. La no rma supedita la incorporación de éstos al 
cumplimiento de los req uisitos referidos en el ap artado primero, los cuales, en alguno de estos 
colectivos, no se muestran con la nitidez espera da. Tal exigencia resulta ciertamente repetitiva, 
teniendo en cuenta que el legi slador, aun a riesgo de parece r  redundante, no duda en volver a 
requerir dichos rasgos en la letra e) del art.1.2. También incita cierta controversia el contenido 
del apartado 3 del art.1 al disponer que estas inclusiones “se entenderán sin perjuicio de la 
aplicación de sus respectivas no rmas específicas”. El debate surge al poner en relación dicha 
disposición con ulteriores precep tos; aunque lo establecido en el párrafo 3 se m uestra acorde 
con el contenido del art. 3.1.a), dedicado al si stema de fuentes, no ocurre lo m ismo con la 
disposición derogatoria única, la cu al establece que serán derogadas “cuantas dispo siciones se 
opongan a la presente Ley”. Como vemos se produce una contradicción difícil de conciliar. 
 
a) Socios industriales de sociedades regulares colectivas y de sociedades comanditarias 
  
El art.1.2.a) incluye en el ámbito de protección del Estatuto a “los socios industriales de 
sociedades regulares colectivas y de sociedad es com anditarias”. Tras  com probar com o el 
legislador exige que el trabajador por cuenta  propia- art. 1.1 –se ca racterice como persona 
física, apreciamos que inicia su lista de inclus iones incorporando, en el seno de las sociedades 
mercantiles personalistas (cole ctiva y com anditaria sim ple), a aqu ellos traba jadores que  
ostenten la condición d e socio ind ustrial. De este m odo parece que la LETA ar moniza la 
exigencia citada con la posibilidad de que el autónom o configure su em presa bajo form a 
societaria. 
 
Como ya s ucede respecto de otros asunt os, la Ley 20/2007 reproduce, con ciertos 
matices, el contenido del DRETA. No pode mos olvidar como este último, desde hace varias 
décadas, presta especial atención a dicha m odalidad de trabajo; as í, el art. 3 del Decreto  
2530/1970, de 20 de agosto ya establece la forzosa inserción en su ámbito de aplicación de “los 
socios de las com pañías regulares  colectivas  y los socios colectiv os de las com pañías 
comanditarias que trabaja en el neg ocio con tal car ácter, a título luc rativo y de for ma habitual, 
personal y directa”. A diferencia de la inclusión contenida en la LETA, éste precepto alude a 
los socios en general, s in excepción, aunque tal di similitud es superada a trav és de  los rasgo s 
exigidos, que dejan claro que se refiere únicam ente a los socios industriales y no al socio 
capitalista o comanditario que únicamente aporta dinero a la sociedad.  
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Respecto de la sociedad co lectiva, parece no presen tar dudas la catalogación de 
trabajador autónomo del socio industrial. En es ta compañía, de m arcado carácter personalista, 
la figura del socio adquiere especial relevancia , pudiendo aportar éste no solo su capital sino 
también su trabajo (so cio capitalista o socio ind ustrial, respectivamente). La com anditaria es  
una sociedad mercantil que se c aracteriza por la coexistencia de socios colectivos, que aportan 
capital y trabajo, responden ilim itadamente de las deudas sociales y particip an en la gestión de 
la sociedad, y socios co manditarios que no participan en la gestión y cu ya responsabilidad se 
limita al capital aportado. A difere ncia de lo señalado respecto de  la prim era, ubicar al socio 
industrial en la segunda ya no resulta tan sencillo. Así ha sido declarado por parte de la doctrina 
la cual ha encontrado serías dificultades para su  admisión391, que, en cierto m odo, parece que 
pudiera hacer quebrar la inclusión de la LETA en cuanto a la sociedad comanditaria. 
 
 Centrándonos en la colectiva, de igual m anera apreciamos ciertas fisuras, especialm ente 
al indagar en su estatuto jurídico, no exento de peculiaridades. Tanto el art. 138 como el 141 
del Código de Com ercio ponen en tela de juicio los requisitos exigidos por la LE TA en su 
art.1.1. El primero de los preceptos señalados impide al socio industrial participar en la gestión 
de la sociedad, salvo pacto en contrario 392; res ulta evid ente que negar su acceso  a tales  
cometidos le aboca, de alguna m anera, a su inse rción en el ámbito de dirección y organización 
de otra pers ona (los socios capitalis tas), es decir, le hace p oseedor de un carácter propio del 
asalariado. El contenido del art. 138393 también cuestiona su condición de trabajador por cuenta 
propia cuando libera a los socio s industriales de las pérdidas, salvo pacto en contrario. Como 
ocurría con el artículo anterior, parece que esta singularidad típica del socio industrial, vuelve a 
desviarle de los rasgos propios del trabajador autónom o; esta v ez, el excluirle del pago de las 
deudas pone en duda que la prest ación se realice “por cuenta pr opia”, circunstancia que, com o 
                                                 
391 La p osibilidad d e ad mitir un so cio ind ustrial reco gida en  n uestro Ordenamiento j urídico po r parte d e la  
doctrina, sobre la base del reconocimiento de una acción directa de los acreedores para exigir una responsabilidad 
a este socio por las deudas sociales, mitigando así su condición de socio capitalista, aunque  de lege ferenda fuera 
interesante admitirla, no tiene en el Derecho vigente una fundamentación clara. Ni la acción directa de los terceros 
está claram ente rec onocida e n nuestro De recho ni puede prescindirse de la clara asi milación que  en los  text os 
vigentes y derogados del Código de Comercio se ha hecho desde siempre entre socio comanditario y accionista de 
la sociedad anónima, lo que dificulta notoriamente el reconocimiento de un socio comanditario industrial. Vergez 
Sánchez, M, “Socio industrial”, Enciclopedia jurídica básica, Cívitas, Madrid, 1995, vol. IV, págs. 6352 y ss. En 
el mismo sentido, Montoya Melgar, A. y Martín Jiménez, R., Estatuto del Trabajo Autónomo…, cit., pág. 88.   
392 Art. 138 C. de C.: 
 El socio industrial no podrá ocuparse en negociaciones de especie alguna, salvo  si la co mpañía se lo  permitiere 
expresamente; y en caso de verificarl o, quedará al arbitrio de los s ocios capitalistas excluirlo de l a com pañía, 
privándole de  l os be neficios q ue l e co rrespondan en  el la, o apr ovecharse de l os q ue h ubiere o btenido 
contraviniendo a esta disposición. 
393 Art. 141 C. de C.:  
Las pérdidas se imputarán en la misma proporción entre los socios capitalistas, sin comprender a los industriales, a 
menos que por pacto expreso se hubieren éstos constituido partícipes en ellas. 
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ya sabem os, exige la L ETA y que resulta ser uno de los principales ra sgos definidores del 
trabajo autónomo. Es precisamente a la no asunción de los riesgos a lo que se refiere parte de la 
doctrina al hablar del trabajo por cuenta ajena, as í que, el art. 141, no deja de volver a 
aproximar al socio industrial a aquel trabajador protegido por la legislación laboral394.  
 
b) Comuneros de las sociedades de bienes y socios de sociedades civiles irregulares  
  
 La com unidad (art.392 CC) y el contrato  de sociedad (ART.1665 CC) com parten 
numerosos aspectos aunque sin lle gar a confundirse debido a que la sociedad es una persona 
jurídica, con capacidad y fines propios, distintos de las personas individuales que la com ponen 
y la comunidad hace referencia a la titu laridad dominical de la cosa que perten ece a varias 395. 
Si bien es verdad que esto sucede con relación a las sociedades en general, las irregulares serán 
catalogadas com o tales  precisam ente por carecer  de dicha personalidad al incumplirse los 
requisitos f ormales exigidos a la for ma societ aria. Por tanto, am bas figuras, es decir, el 
comunero de la sociedad de bienes y el socio de  la sociedad civil, se manifiestan especialmente 
cercanas, como así se infi ere del art. 1669 CC, a tr avés del cual se requ iere a las sociedades 
carentes de personalidad jurídica que se rijan, justam ente, por las d isposiciones relativas a la s 
comunidades de bienes. Por ello, abordando am bas de manera conjunta, señalarem os que , 
teniendo en cuenta que la LETA p ermite a sus beneficiarios contratar asalariados, no existe 
ningún im pedimento para que los com uneros y los socios de las sociedad es irregulares sean 
tenidos por trabajadores autónom os, m ostrándose tanto la com unidad com o la sociedad 
irregular como empresarios laborales, siempre y cuando lleven a cabo una actividad por cuenta 
propia y no desempeñen meramente el cargo de administrador, ya que en base al art.2.b) serían 
excluidos del ámbito de aplicación de la Ley 20/2007396.  
 
                                                 
394 Tal consideración puede ser rebatida teniendo en cuenta que la propia LETA contempla un supuesto similar en 
su articulado, concretamente, el recogido en su disposición adicional 19ª, la cual dispone que “en los supuestos de 
agentes c omerciales que,  act uando c omo int ermediarios independientes, se enca rguen de m anera co ntinuada o 
estable y  a ca mbio de rem uneración, de promover act os u operaciones de c omercio por c uenta ajena, o a  
promoverlos y  co ncluirlos por c uenta y  e n nombre a jenos, a l os e fectos de  ser  c onsiderados t rabajadores 
autónomos económicamente dependientes, no les será de aplicación el requisito de asumir el riesgo y  ventura de 
tales operaciones, contemplado en el artículo 11, apartado 2, letra e)”. 
395 Diez Picazo, L. y Gullón Ballesteros, L., Sistema de Derecho Civil, 3ª ed., Madrid, 1982, pág. 391. 




El apartado  2, letra c) inco rpora a “quien es ejerzan  la s funciones de dirección y 
gerencia que desempeña el cargo de consejero o adm inistrador, o presten otros servicios para 
una socieda d m ercantil capitalista, a títu lo lucr ativo y de form a habitual, persona l y directa,  
cuando posean el control efectivo, directo e indirecto de aquella, en los términos previstos en la 
disposición adicional 27ª LGSS”. La LETA incluye dos clases de sujetos cuya selección debe 
mucho a la espinosa en crucijada relativa al encuadram iento de los adm inistradores sociales en 
la Seguridad Social, superada años antes  tras la reform a legal llevad a a cabo p or la Ley  
50/1998-que venía m odificar la Ley 66/1977, de 30 de diciem bre de m edidas fiscales y 
administrativas, introduciendo la disposición ad icional 27ª  a la que alude la LE TA- y por  
distintos pronunciamientos jurisprudenciales. T ras esta reform a, según dis pone el art. 34 de la 
Ley de 1998, los adm inistradores sin control efec tivo de la sociedad quedaban incorporados al 
Régimen General, aunque sin la prestación por desempleo, mientras que aquellos con el control 
efectivo se encuadraban en el RETA; así, tras estos cambios, la situación quedaba del siguiente 
modo: por el art. 97.2.a) LGSS, se incorporaban  al Régim en General, “los trabajadores por 
cuenta ajena y los socios trabajadores de soci edades mercantiles capitalistas, aún cuando sean 
miembros de su órgano de adm inistración, si  el desem peño de este cargo no conlleva la 
realización de las funciones de dirección y gerencia de la socied ad, ni poseen su control”, por 
otro lado, vía art. 97.2.k) LGSS, quedaban inte grados, como asim ilados a los trabajadores 
asalariados y con exclusión de la protección po r desempleo, los consejeros y adm inistradores 
de sociedades mercantiles capitalistas, siempre que no poseyeran el control de éstas, cuando el 
desempeño de su cargo conllevara la realización de las funciones de dirección y gerencia de la 
sociedad, siendo retribuidos por ello o por su condición de trabajadores por cuenta de la misma; 
finalmente, la LGSS re mite a trav és de la disposición  a dicional 27  ª al RETA a “los  
trabajadores por cuenta propia o autónom os qu ienes ejerzan las funciones de dirección y 
gerencia que conlleva el dese mpeño del cargo de consejero o administrador, o presten otros 
servicios para una sociedad mercantil capitalista, a título lucrativo y de forma habitual, personal 
y directa, siempre que posean el control efectivo, directo o indirecto, de aquélla”.  
 
Observamos que el contenido de la Ley 20/2007 resulta prácticam ente idéntico a la 
disposición anteriormente citada; y es que el control de la soci edad, al igual que  ocurriera en 
relación con el ám bito de la Seguridad Social, resulta s er el f actor determ inante par a la  
inclusión o no en el ámbito de aplicación de la misma, resultando indiferente si el sujeto ejerce 
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funciones de dirección y gerenc ia. De este m odo, vem os que se incorpora al ámbito de la 
LETA, por un lado, los consejeros o adm inistradores de sociedades m ercantiles de capitales 
que ejerzan funciones de direcci ón y gerencia y posean el contro l efectivo y, por otro, quienes 
presten otros servicios para una sociedad, a t ítulo lucrativo y de forma habitual, personal y 
directa, cuando posean el control efectivo de aque lla. Respecto del primero de los supuestos, la 
norma fracasa al dar p or hecho q ue el cargo  de adm inistrador o c onsejero “conlleva” el  
ejercicio de funciones de dirección y gerencia, lo  cual sabemos que no resulta siempre cierto al 
existir adm inistradores o consej eros con funciones m eramente de asesoram iento. Prueba de 
ello, es el art. 1.3.c) ET  que excluye tal figur a de su esfera. En el  segundo supuesto, parece 
innecesario requerir rasgos ya exigidos al inicio del precepto en cuestión, quizá debido a que el 
legislador se ciñe a reproducir prácticamente en su totalidad la Disposición adicional 27ª LGSS. 
  
Pues bien, estableciendo un paralelism o entre el rég imen previs to en el sis tema de la 
Seguridad Social, la LETA y el ET,  llegamos a  la  conclusión de que el Estatuto del Trabajo 
Autónomo, ha preferido silenciar a unos trabaja dores, los cuales quedan en una situación de 
indefensión al resultar excl uidos tanto por ET com o po r la LETA; m e refiero a aquellos 
trabajadores que la LGSS asimila a los asalariados, es decir, los consejeros o administrador que 
ejerciendo f unciones de dirección y gerencia, no poseen el cont rol efectivo de la sociedad. 
Sabemos que a pesar, de ser acogidos por el RGSS, con ciertas particularidades,  estos son  
exceptuados del ordenamiento laboral a través de la denominada “doctrina del vinculo” 397, que 
viene a señalar que “la adm inistración social está  excluida del ám bito laboral por el art.1.3.c) 
ET y ello tanto cuando se desem peña un m ero cargo de co nsejero delegado o m iembro de la 
comisión ejecutiva, porque quien ejerce funcion es delegadas por el consejo no hace otra cosa 
que realizar funciones propias del cargo de ad ministración, y no cabe en estos caso acudir al 
contrato de alta direcció n. Este con trato solo tiene sentido cuando se trata de un a relación co n 
una persona ajena al órgano de administración a la que se “apodera” para realizar esas 
funciones, pero no cuando se delegan funciones propias del órgano de administración en uno de 
sus m iembros”398. Resulta al m enos singular que el LETA no incluya en su ámbito de 
aplicación a este colectivo y por el contrario, otorgue total protección a aqué llos que tienen el 
control directo de la s ociedad, es  decir, qu e se encuen tran acom odados en un a situ ación 
privilegiada  
                                                 
397 Denominada “doctrina del vínculo” a partir de la STS Sala Sexta de 29 de septiembre de 1998 (RJ 1988/7143). 
398 Desd entado Bonete, A., “Ad ministradores so ciales: re lación p rofesional y  enc uadramiento en l a Seg uridad 
Social. Un repaso critico por la última jurisprudencia”, Justicia Laboral, nº 21, 2005, pág. 17. 
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d) Trabajadores autónomos económicamente dependientes 
 
El legislador opta por insertar  en la relación d e inclu siones recogida en el art. 1.2 
LETA esta novedosa figura. Tal mención no resulta banal sobre todo puesta en relación con el 
art. 11.1 de la m isma, que, junto a la noci ón de trabajador autónom o económ icamente 
dependiente, remite a su cita en la lista en  cuestión. De este modo, exigiendo vía art. 1.2. los 
requisitos previstos en el art.1.1, se pretende de jar claro que nos encontram os ante una especie 
del género trabajo autónom o; así,  este peculiar trabajado r por cuenta propia deb erá llevar a 
cabo su actividad cumpliendo no solo con las exigencias requeridas en el Capítulo III del Título 
II a él dedicado, sino también aquéllas reclamadas al colectivo de autónomos en su totalidad, es 
decir, que la actividad  económica o profesional que dicho tr abajador realice sea llevada a cabo 
a título lucrativo, de form a habitual, personal, di recta, por cuenta propia y fuera del ám bito de 
dirección y organización de otra persona. Conociendo ya que nos encontram os ante una 
relación género-especie, el estudio detenido de la misma será abordado en posteriores líneas. 
 
 
3.3.3 Otras inclusiones 
 
No podemos dejar de citar a va rios colectivos específicos,  cuyos integrantes han sido 
calificados por la LETA de autónomos económicamente dependientes.  
 
 Nos referimos, en prim er lugar, a los tr abajadores autónomos del sector transporte 399. La 
disposición adicional 11ª 400, como si de una réplica del propio Estatuto se tratase, distingue al 
                                                 
399 C abe rec ordar q ue res pecto de est e col ectivo Es paña s olicitó l a anul ación de l a D irectiva 2 002/15/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de marzo de 2002, relativa a la ordenación del t iempo de trabajo de las 
personas que realizan actividades m óviles d e transpo rte por carretera, en la m edida en que ésta se  refiere a los  
conductores autónomos; invocaba motivos basados en: a) una violación de los derechos de libertad profesional y de 
empresa, del principio de proporcionalidad y en que la Directiva impugnada no tiene por objeto la seguridad vial; b) 
una violación del principio de no discriminación y del art.74 CE; c) una infracción de los arts.137 CE, apartado 2, y  
157 CE; d) y una falta de motivación. Estas causas  fueron desestimados por la STJCE de 9 de septiembre de 2004. 
400 Disposición adicional 11ª LETA:  
De conformidad con lo dispuesto en el  art.1.3.g) del Texto Refundido del Estatuto de l os Trabajadores Autónomos 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 24 de m arzo, se consi deraran incluidas en el  ámbito regulado 
por la presente Ley las personas prestadora s del servicio del transporte al a mparo de autorizaciones administrativas 
de las que sean titulares, realizada mediante el correspondiente precio con vehículos comerciales de servicio público 
cuya p ropiedad  o poder d irecto de  di sposición o stenten, a un cua ndo dichos se rvicios se realicen de f orma 
continuada para un mismo cargador o comercializador. 
 200
transportista puro, es decir, a quél que presta sus servicios al amparo de autorizaciones 
administrativas de las que son titulares, ostentando la propiedad o poder directo de disposición de 
vehículos comerciales de servicio público –y que ya fueron  exclui dos expresamente de la esfera 
aplicativa del Estatuto de los Trabajadores a través de su art. 1. 3.g) -, del transportista autónom o 
económicamente dependiente cuyos servicios r ealiza de f orma continuada para un m ismo 
cargador o com ercializador; en segundo lugar, vía disposición adicional 17ª 401, acepta la figura 
del TRADE en el sector de los agentes de seguro s, aunque deja su determ inación, es decir, las 
características que serán exigidas  al trabajador para quedar incl uido en este supuesto, en m anos 
de un f uturo desarrollo reglamentario, respetándose, en todo  caso, su re lación mercantil. Tanto 
para el colectivo de transportistas, com o para los agentes de com ercio, siempre y cuando hayan 
sido calificados de autónom os ec onómicamente de pendientes, la dispos ición transitoria 3ª  
dispone un tratamiento singular, ampliando, para el caso de contratos suscritos con anterioridad a 
la entrada en vigor de la Ley, el plazo para su adaptación a las disposiciones de la nueva norm a a 
partir de la entrada en vigor de  las  disposic iones reglamentarias; as í, mientras para el resto d e 
autónomos económicamente dependientes éste es de 6 meses, para dichos colectivos se am plia a 
dieciocho. De igual m anera, la norma dilatada el periodo otorgado al T RADE para comunicar a 
su cliente el deseo de adquirir es ta nueva condición, de tres m eses a seis. Por últim o, a través de 
la dispo sición adicion al 19ª 402, enm arca en el ámbito del trab ajo autónomo dependiente a los 
agentes comerciales. Respecto de dicho colectivo cabe destacar cierta transigencia para con ellos, 
al no exigírseles el requ isito contemplado en el art. 11, apartado 2. e), re lativo a la asunción de l 
riesgo y ventura de las operaciones de com ercio que llevan a cabo. Tanta condescendencia para 
con éstos, nos conduce a especu lar sobre cuales han sido los motivos que han llevado al 
legislador a tan favorable  trato ; q uizás el alto interés de aquél por incluirlos en el régim en 
jurídico del TRADE, no ha ya sido tal respecto de otros trabajadores que, si endo afines al trabajo 
autónomo dependiente, fueron excluidos por no cu mplir con alguno de los requisitos requeridos 
                                                                                                                                                           
En este caso, serán tra bajadores a utónomo económ icamente de pendientes a l os que se refi ere el  art .1.2.d) de l a 
presente Ley aquellos que cumplan con lo dispuesto en el art.11.1 y 11.2.a) de la misma”. 
Esta disposición fue incluida 
401 Disposición adicional 17ª LETA:  
Los contrato celebrados por los agentes de seguros que cumplan con las condiciones establecidas en el Cap ítulo III 
de la pr esente Ley y lo s su puestos en  lo s qu e dichos ag entes qu edarían suj etos al mismo se  d eterminan 
reglamentariamente, sin afectar, en ningún caso, su relación mercantil. 
402 Disposición adicional 19ª:  
En los supuestos de agentes comerciales que, actuando como intermediarios independientes, se encarguen de manera 
continuada o estable y a cambio de remuneración, de promover actos u operaciones de comercio por cuenta ajena, o 
promoverlos y concluirlos por cuenta y en nombre ajenos, a los efectos de ser considerados trabajadores autónomos 
económicamente depe ndientes, no les se rá de a plicación el  requisito de as umir el riesgos y ventura de tale s 
operaciones, contemplado en el art. 11, apartado 2, letra e). 
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en el Capítulo III. En efecto, si ya de por sí el trabajador autónomo económicamente dependiente 
se encuentra próximo al asalariado, en este caso, la cercanía al mismo resulta desmesurada, sobre 
todo si tenemos en cuenta la exis tencia de la relación laboral de carácter especial de las personas 
que intervienen en oper aciones mercantiles por cuenta de u no o m ás empresarios sin asum ir el 
riesgo y ventura de aquéllas, recogida en el art. 2.1.f) ET y excluida de la LETA por su art.2.c). 
 
3.3.4 Extranjeros  
 
 
La LETA, al igual que la legi slación laboral, intenta adapta rse a la realidad social 
existente; p or ello, se hace cargo de la situac ión que viven num erosos extran jeros que elig en 
España como destino id óneo para establecerse e in iciar una nueva vida,  lejos d e las penurias de 
sus países de origen. Com o es l ógico, para  el logro de una auténtica integración, estos 
trabajadores foráneos luchan por incorporarse  al m undo laboral y con él a unos ingresos que 
permitan tanto su mantenimiento como el de su f amilia. Pues bien, debido a las dif icultades que 
en m uchos casos encuentran para acceder a un trabajo  asalariado – nor malmente em pleos 
previamente rechazados por los nacionales-, ya s on muchos los que optan por el desarro llo de 
una actividad por cuenta propia. Reflejo de tal elección resulta el  elevado núm ero de 
emprendedores llegados de fuera de nuestras f ronteras que deciden inic iar una actividad por 
cuenta propia en España; así, a 31 de di ciembre de 2007, eran  223.597 los extranjeros que 
habían sido dados de alta en el RETA. De este núm ero, 135402 pr ocedían de la Unión Europea  
(que incluye ya los datos de Rumania), 88.195 provenían de países  extracomunitarios. De entre 
ellos, el m ayor colectivo sigue  siendo el chino con 20.501 trabaj adores dados de alta. Esto 
significa que el núm ero de autónomos inm igrantes se sitúa ya en el 6,31%  de este colectivo, y 
representa el 9.64 % del total de autónom os, un porcentaje sim ilar al de  inm igrantes sobre la 
población total, que es de un 10%. El 25 % de los nuevos autónomos son inmigrantes, por lo que 
uno de cada cuatro nuevos autónomos es extranjero, un 40% de todas las alta s.  Más de la m itad 
de estos trabajadores venidos de f uera de nuest ras fronteras proceden de países com unitarios 
frente a un 42% de extracom unitarios. Rumanos y búlgaros están entre los colectivos de m ayor 
crecimiento. 
 
Siendo consciente de esta s ituación, la LETA dedica el ap artado 4 de su art.1 a este 
colectivo, estableciendo que la nueva norm a “s erá de aplicación a los tr abajadores autónom os 
extranjeros que reúnan los requis itos previstos en la Ley Orgáni ca 4/2000, de 11 de enero, de 
 202
derechos y libertades d e los ex tranjeros en España y su  integración social 403”. Como vemos, se 
exige, por un lado, cumplir con los requisitos que en cualqui er caso deben acom pañar al 
trabajador que pretenda gozar de la protección del Estatuto, es decir, “que realicen de for ma 
habitual, personal y directa, por cuenta propia y fuera del ámbito de dire cción y organización de 
otra persona, una actividad económ ica o profesional a título lucr ativo”, por otro lado, alude al 
cumplimiento de aquellas ex igencias reque ridas por la denom inada vulgarm ente Ley de 
Extranjería. Así, en observancia  de los artículos 36.1 y 37 de la misma, los extranjeros m ayores 
de 16 años que pretendan ejerce r una actividad por cuen ta propia en E spaña, deberán obtener, 
además del perm iso de residencia, una autorización adm inistrativa para trabajar 404, así com o 
cumplir una serie de req uisitos- satisfacer las exigencias que la leg islación vigente reclama a los 
nacionales para la apertura y funcionam iento de la actividad proyectada, así como los relativos a 
la suficiencia de la inversión y la potencial creación de empleo-. El art. 37 LOE remite a posibles 
exigencias que pudieran ser dispuestas en un futuro desarrollo reglam entario, el cual, vino a 
materializarse, años después, a través de l Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciem bre405. El 
Reglamento, en su art. 58, i mpone una serie de  condiciones tales com o la posesión de la 
cualificación prof esional exig ible o experienc ia acreditada suficien te en el ejercicio d e la 
actividad p rofesional, la titu lación necesar ia para las profesione s cuyo desarrollo ex ija 
homologación específica y, en su c aso, la colegi ación cuando así se requiera, la acreditación de 
que la inversión prevista para la im plantación del proyecto resulta suficiente, la incidencia, en su 
caso, en  la creación de em pleo, en los térm inos en que se es tablezcan m ediante Orden del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, la certificaci ón que dem uestre la colegiación, en el 
                                                 
403 Reformada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre, y la 
Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre. 
404 Art. 36 LOE: 
1. Los extranjeros mayores de 16 años para ejercer cualquier actividad lucrativa, laboral o profesional, precisarán de 
la correspondiente autorización administrativa previa para trabajar. 
Esta autorización habilitará al extranjero para residir durante el tiempo de su vigencia, extinguiéndose si transcurrido 
un m es desde  la notificaci ón al em presario de la c oncesión de la  mis ma no s e solicitase, e n s u cas o, el 
correspondiente visado. 
2. Cuando el extranjero se propusiera trabajar por cuenta propia o ajena, ejerciendo una profesión para la que se exija 
una titulación especial, la concesión de la autorización se condicionará a la tenencia y, en su caso, homologación del 
título correspondiente. 
También se condicionará a la colegiación, si las leyes así lo exigiesen. 
3. Para la contratación de un extranjero el empleador deberá solicitar la autorización a que se refiere el apartado 1 del 
presente artículo. 
La carencia de la correspondiente autorización por parte del empresario, sin perjuicio de las responsabilidades a que 
dé l ugar, i ncluidas aq uellas en m ateria d e seg uridad s ocial, no invalidará  el contrat o de tra bajo respecto a los  
derechos del trabajador e xtranjero, ni  se rá obstáculo para l a o btención de l as prestaciones q ue pudieran 
corresponderle. 
4. En la conce sión inicial de  la auto rización administrativa para tra bajar podrán aplicarse criterios es peciales para 
determinadas nacionalidades en función del principio de reciprocidad. 
405 Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 
11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social. 
 203
caso de ejercicio de actividades prof esionales independientes que la requ ieran, la previsión de 
que el ejercicio de la actividad producirá desde el prim er año recursos económ icos suficientes al 
menos para la m anutención y alojam iento del interesado, una vez deducidos los necesarios para 
el m antenimiento de l a activ idad, carecer de anteced entes penales en  España y en sus países  
anteriores de residencia por delitos existent es en el ordenam iento español y no hallarse 
irregularmente en España.  
 
De la lectura del precepto inferimos un dato curioso. La LETA, aludiendo únicamente a 
la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, parece ol vidar a los trabajadores com unitarios. Ya es  
conocido que estos reciben el m ismo trato que los nacionales, pero parece que no hubiera estado 
de m ás, en una ley co mo la 20/2 007, de m arcado carácter tu itivo, h aber hecho  referencia al  




Hasta el momento, la protección del menor en el ámbito laboral quedaba condicionada a 
la existencia de un contrato de trabajo; tal afirmación resulta del todo lógica teniendo en cuenta, 
como ya hem os visto, que, desde los albores de nuestra disciplina, nacida en torno a la  
Revolución Industrial, la misma centró su atención en la figura del trabajador subordinado, sujeto 
a un contrato de trabajo. Teniendo ello en  cuenta, y como no podía ser de otro m odo, 
extrapolando dicho esq uema al menor trabaja dor, direm os que éste en  el caso de no estar 
vinculado a un em presario a través de una rela ción laboral quedaba desp rotegido. En base a lo 
dicho, supuestos típicos de trabajo de m enores, tales como la colaboración en pequeños negocios 
familiares, quedaban a bsolutamente desam parados406. La aparición del art. 3 del Decreto 
2530/1970, vino a traer cierta protección al colectivo, f ijando en dieciocho años la edad de inicio 
del trabajo por cuenta propia. Realmente no se trataba de un precep to dirig ido en  exclus iva a 
proteger a estos sujetos especialmente sensib les, sino, simplem ente, uno de los requisitos 
exigidos por el RETA para su inclusión en el mismo; además, lo dispuesto desde el Derecho de la 
Seguridad Social no resultó del todo pacífico, ya que, no faltaron los que consideraron aquella  
                                                 
406 Mientras exist e un rechazo generalizado del trabajo infantil en el á mbito del trabajo industrial y d e servicios en 
régimen subordinado, la valoración social no es la misma cuando nos referim os al trabajo por cuenta propia y, en 
particular, en los negocios familiares, en lo que estadísticamente se califica como “ayuda familiar”. Y, ello , además, 
coincide c on el hecho de que la prin cipal regla de prohibición del trabajo de menores en Espa ña a parece insert a 
dentro del texto legal dedicado a la regu lación del trabajo por cuenta ajena. Cruz Villalón, J., “Propu estas para una 
regulación del trabajo autónomo”, Documento de trabajo 17/2003. 
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medida discriminatoria al colocar a los trabajadores autónomos en una posición disímil a la de los 
trabajadores por cuenta ajena,  los cuales podían adquirir la condición de asalariados a los 
dieciséis años. Esta situación ha evolucionado a ra íz de la LETA que  dedica a dicho colectivo su 
artículo 9. De este m odo, como ya señalaran los miembros de la Com isión de Expertos en su 
informe407, en aras del cu mplimiento de la escolarizac ión obligatoria, con vi stas a una adecuad a 
formación de los futuros trabajadores, condiciona el  acceso de éstos al tr abajo por cuenta propia 
al cumplimiento de los dieciséis añ os, incluso cuando de colaboracion es en negocios fam iliares 
se trate. Como excepción a esta regla general, respecto d e las prestaciones de s ervicios de 
menores en espectáculos públicos, la Ley rem ite al artículo 6.4 del Estatuto de los 
Trabajadores408. De la lectura de éste inferim os que  a través del m ismo lo que se esta 
prohibiendo realmente es el trabajo efectivo por cu enta propia, es decir, aquél llevado a cabo de 
manera habitual, lo que, a sensu contrario, no estaría estableciendo tr aba alguna a una posibles 
colaboración esporádicas del menor, por ejemplo, en un negocio familiar409. Si bien es cierto que 
este precepto supone un avance, el legislador de bería haber aprovechado la oportunidad que se le 
ofrecía estableciendo medidas m ás am biciosas como, por ejem plo, la prohibición del trabajo 
nocturno o de cualquier otra activ idad que pueda ser in apropiada por los perj uicios que pudieran 
ocasionar sobre la salud del trabajador menor; además tenemos que resaltar la disociación que se 
produce entre el lim ite dispuesto en la LETA, es decir, 16 años, y el establecido respecto del  
Sistema de la Seguridad Social, fijado en los 18. 
 
3.4. Colectivos silenciados en la LETA  
 
Aunque es cierto que el legislador de m odo indirecto engloba en la esfera de aplicación 
de la Ley “a cualquier persona que cum pla con los requisitos establecidos en el artículo 1.1”,  
                                                 
407 El  i nforme de l a C omisión, c omo ocu rre respecto de ot ros as untos e n él  a bordados, res ulta, al  m enos, 
contradictorio; y es qu e, a la v ez que reniega de la rectitud mostrada tradicionalmente por la leg islación laboral en 
todo lo relativo a l os menores, reproduce las medidas que, en relación al colectivo, el Estatuto de los Trabajadores 
recoge, llegando a remitir de un m odo expreso al  art.6 del mismo: “Reglas sim ilares a las esta blecidas desde sus 
orígenes por la legislación industrial respecto de l os menores en el  trabajo deben extenderse también al ámbito del 
trabajo por cuenta propia; aunque lo sea t eniendo bien presente las especialidades que s e producen en estas formas 
de trabajo. Por ello, la prohibición o limitación que se introduce no tiene porque recogerse con el carácter tan estricto 
del de la legislación laboral”.   
408 No han faltado críticas respecto de este artículo. Así, durante la tramitación de la LETA, tal disposición fue objeto 
de reprobación: “Por último, quisiera decir que la perversión más llamativa de este proyecto de ley es que se permite 
trabajar a menores de dieciséis años en actividades circenses, lúdicas, artistas, etc.. Usted sabe que la prohibición de 
trabajar a m enores de dieciséis años e s una prohibición de derecho necesario absoluto, indisponible incluso para el 
legislador”. Intervención del  seño r Ol avaria en n ombre del  Gr upo Parlamentario Va sco (E AJ-PNV). Diario de  
Sesiones. Congreso de los Diputados. Sesión Plenario núm. 237, celebrada el jueves 2 de mayo de 2007. 
409 En  este sen tido, García Mu rcia, J. (d irector), AAVV, El trabajo autónomo y otras formas de trabajo no 
asalariado, Ed. Aranzadi, Navarra, 2007, pág. 373.   
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resulta al menos digno de m ención que grupos de trabajadores c on similares motivos para ser 
citados de m anera expresa com o aquellos prev istos en el p recepto primero de la norm a, hayan 
visto suprimida su mención; si comparamos los colectivos finalmente incluidos en este art. 1.2 de 
la LETA con aquellos por los que abogaba en el precepto hom ónimo410 de la propuesta de 
Estatuto del Trabajador Autónomo, sugerida por la Com isión de Expertos, descubrimos que seis  
han sido los om itidos en el texto finalm ente aprobado, en concreto, los em prendedores, los 
profesionales liberales, los socios de cooperativas de trabajo asociado, los so cios trabajadores de 
sociedades laborales que poseyeran el control ef ectivo de la sociedad, lo s agentes mercan tiles o 
comerciales y los pre stadores de s ervicios de transporte titulares de auto rización administrativa. 
Respecto de los dos últim os, como ya vi mos al tratar el tem a del trabajo autónomo 
económicamente dependiente, la Ley les dedica se ndas disposiciones adicionales, por lo que de 
ellos no podem os decir que hayan sido com pletamente desdeñados. Por otro lado, no debem os 
olvidar el teletrabajo, no citado ni  en la propuesta ni en el texto final, pero sí m encionado en el 
informe elaborado por la Comisión de Expertos designada por el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales. 
 
                                                 
410 Art. 1.2 Propuesta de Estatuto del Trabajador Autónomo:  
Se declaran expresamente comprendidos en el ámbito de esta Ley, siempre que cumplan los requisitos a los que se  
refiere el apartado anterior: 
a) Q uiénes no t eniendo t rabajadores a s u servicio, de sarrollan s u act ividad de f orma cont inuada, c oordinada y  
predominantemente para un solo cliente, del que dependen económicamente. Se p resumirá que e xiste dependencia 
económica cuando el tra bajador reci ba de m anera reg ular de un  mismo cliente rem uneraciones que  supongan su 
principal fuente de ingresos. 
b) Los emprendedores, den o no ocupación a trabajadores por cuenta ajena. A los efectos de esta Ley, se entenderán 
por tales aqu éllos qu e se encu entren en  la fase in icial del d esarrollo de un a activ idad eco nómica o pro fesional 
autónoma. 
c) Los socios de cooperativas de trabajo asociado. 
d) Los socios de sociedades regulares colectivas y los socios colectivos de sociedades comanditarias que reúnan los 
requisitos legales. 
e) Los comuneros o socios de comunidades de bienes y sociedades civiles irregulares. 
f) Quienes ejerzan l as f unciones d e di rección y  gerencia q ue c onlleva el  desem peño del  ca rgo de co nsejero o 
administrador, o presten otros servicios para una sociedad mercantil, a título lucrativo y de forma habitual, personal 
y di recta, c uando posean el  cont rol e fectivo, di recto o indirecto, de aquélla, e n l os t érminos pr evistos e n l a 
disposición a dicional 1 7ª del R eal Decret o Legi slativo 1/1994, de  2 0 de j unio, p or el que se aprueba el  Te xto 
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 
g) Los socios trabajadores de una sociedad laboral, formen o no parte del órgano de administración social, cuando 
posean el control efectivo, directo o indirecto, de aquélla. 
h) Los agentes mercantiles o comerciales, sin perjuicio de lo previsto en la Ley 1 2/1992, de 27 de mayo, sobre el  
Contrato de Agencia. 
i) Las pers onas prestadoras del servicio de transporte al amparo de a utorizaciones administrativas de las que sea n 
titulares, realizad o, m ediante el co rrespondiente p recio, co n vehículos co merciales d e serv icio p úblico cu ya 
propiedad o poder directo de disposición ostenten, aún cuando dichos servicios se realicen de forma continuada para 
un mismo cargador o comercializador. 
j) Los profesionales liberales , respecto de los que se entenderá que no es motivo de exclusión de por sí el hecho de 
realizar su trabajo dentro de una organización coordinada. 
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Los motivos que llevaron al legislador a silenciar a estos colectivos en la LETA resultan 




A pesar del destacado papel que el inform e de la Com isión de Expe rtos otorgó al 
emprendedor411 (térm ino proveniente del francés  entrepreneur412) catalogándole, junto al 
TRADE, de “nueva figura” a la que la LETA “debía dar carta de naturaleza”, éste no fue incluido 
en su articulado definitivo 413. La justificación por la cual el grupo de e xpertos entendió que los 
emprendedores requerían una inclusión expresa y diferenciada por parte del Estatuto, pareció no 
convencer al artífice de la Ley 20/2007 al basarse,  únicamente, en las características propias y 
especiales d e este trabajador. Es  evidente que se trata de un aleg ato insus tancial sobre tod o 
teniendo en cuenta, por un lado, qu e el rasgo que lo singulariza-  encontrarse “en una fase de 
despegue de una actividad económ ica o profesional 414”- no tiene entidad bastan te para delimitar 
una nueva realidad jurídica subjetiva de trab ajo autónom o y, por otro, que el colectivo de  
trabajadores por cuen ta propia,  se caracteriza , precisam ente, por su heterogeneidad, estando 
integrado por m iembros de rasgos dispares, lo cual implica que tal referencia pudiera llevarse a 
cabo respecto de cualquiera de ello s. Quizás la atención  que en el entorno com unitario se venía 
prestando a este colectiv o 415, animó a la Com isión de Expertos a inclu irlo en e l ámbito de s u 
propuesta de Estatuto; en fin, este  estado por el que todo em presario debe transitar, bien, de  
manera previa a la consolidac ión de un negocio, bien  un a v ez afianzad o pa ra perfe ccionar su 
gestión, fue pasado por alto por el legislador, q ue consideró su m ención expresa in necesaria al 
tratarse de un grupo de personas respecto de las cuales no cabía  duda alguna en relación a su 
condición de trabajador por cuenta propia416.    
 
                                                 
411 En su i nforme, la Comisión de Expertos entendió por emprendedor aquella persona que se encuentra en  l a fase 
inicial del desarrollo de una actividad económica o profesional, tenga o no t rabajadores a su servi cio. Un Estatuto 
para la promoción…, cit., pág. 94. 
412 Moriano León, J. A., El perfil psicosocial del emprendedor, Consejo Económico y Social, España, 2005, pág. 21.  
413 Aunque sí fue incluido en el Preámbulo de la LETA. 
414 Preámbulo LETA 
415 Comisión de l as Comunidades Europeas (2003). Libro Verde, El Espíritu Empresarial en Europa. Bruselas. De 
acuerdo con este informe, el espíritu emprendedor es importante, por cuanto contribuye a la creación de empleo y al 
crecimiento económico, así co mo por su capacidad para i mpulsar la com petitividad y p or ende la productividad de 
las empresas. 
416 Consideramos que no todo concepto impuesto en el  l enguaje y  análisis de otras ci encias ha de serlo en l a del  
Derecho, sin que tenga capa cidad críti ca o condicionante  alguna. Ga rcía Ji ménez, M. y Molina Navarrete, C., El 
estatuto profesional del trabajo autónomo…, cit., pág. 70.  
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3.4.2 Socios de cooperativas de trabajo asociado 
 
Las causas por las que la LETA fin almente decidió no mencionar de manera expresa a 
los socios de cooperativas de trabajo asociado 417 parecen claras teniendo en cuenta la naturaleza 
de éstos. Como ya sabemos, la finalidad de una  cooperativa es proporcionar a sus socios puestos 
de trabajo, mediante su esfuerzo personal y directo, a tiem po parcial o completo, a través de la 
organización en com ún de la producción de bienes o servicios para terc eros. En esta estructura 
productiva se confunden diversos tipos de trab ajadores: asalariados, socios colaboradores y  
socios trabajadores. P recisamente la condición jurídica de estos últim os, citados tanto en la 
Propuesta de Estatuto de la Com isión com o en el Preámbulo de la LETA, h a resultado 
tradicionalmente contro vertida al a unar la m isma la relación societaria que le vincula a la 
cooperativa y la prestación de serv icios tan próxim a a la realizada por el trabajador por cuenta 
ajena. Ejemplo de tal contigüidad, y, por cons iguiente, de su lejanía respecto del autónom o, 
resulta el r égimen disciplin ario al que los socios de cooperat ivas de trabajo asociado están 
sometidos, totalmente antagónico de la independen cia que de los trabajador es por cuenta propia 
se proclam a418. Tam bién el hecho de que puedan optar por  disfrutar de los beneficios de la 
Seguridad Social tanto incorporándose al RGSS com o asimilados a lo s trabajadores asalariados, 
como integrándose en el RETA en calidad de  autónom os, dice m ucho sobre su naturaleza 
híbrida. Como ve mos, la alus ión a ellos podría resultar dem asiado comprometida para una L ey 
que pretende clarificar la delim itación del colectivo de los autónomos, cuyas fronteras, ya de por 
sí, resultan difusas. Adem ás, no podem os olvidar que este tipo de trabaja dores disfruta de una 
situación privilegiada, no requiriendo de una pronta protección como la m ayoría de los 
                                                 
417 Vid. sobre el  t ema, ent re ot ros: M ontoya M elgar. A., “ Sobre el  soci o-trabajador de  l a cooperat iva de t rabajo 
asociado” en Estudios de Derecho del trabajo en memoria del Profesor Bayón Chacón, Tecnos, Madrid, 1980, pág. 
139; Morgado Panadero, P., “El régimen laboral y de Seguridad Social de los socios trabajadores en las cooperativas 
de trabajo asociado”, Actualidad Laboral, nº 82, 2002; López Gandía, J., Las cooperativas de trabajo asociado y la 
aplicación del Derecho del Trabajo, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2006. 
418 Art. 82 Ley de Cooperativas: 
1. Los Estatutos o el Reglamento de régimen interno, establecerán el régimen disciplinario de los socios trabajadores, 
regulando los tipos de faltas que puedan producirse en la prestación de trabajo, las sanciones, los órganos y personas 
con facultades sancionadoras delegadas. 
Los Estatutos regularan los procedimientos sancionadores con expresión de los trámites, recursos y plazos. 
2. El régimen disciplinario regulará los tipos los tipos de faltas que puedan producirse en la prestación del trabajo, las 
sanciones, los órganos y personas con facultades sancionadoras delegadas, y los procedimientos sancionadores con 
expresión de los trámites, recursos y plazos. 
3. La exp ulsión de los socios trabajadores sólo podrá ser acordada por el Consejo Rector, contra cuya decisión se 
podrá rec urrir, en el plaz o de qui nce días des de la notificación de la  misma, ante el Comité de Recurs os que 
resolverá e n el plazo de dos  meses o ante  la Asa mblea General que resolve rá en la prim era Asam blea que se 
convoque. Transcurrido dicho plazo sin haber adoptado la decisión, se entenderá estimado el recurso. El acuerdo de 
expulsión sólo será ejecutivo desde que sea ratificado por el correspondiente órgano o haya transcurrido el plazo para 
recurrir ante el mismo, aunque el Consejo Rector podrá suspender al socio trabajador en su empleo, conservando éste 
todos sus derechos económicos. 
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trabajadores por cuenta propia; y es que, a partir de la Ley de Cooperativas, 27 /1999, de 16 de 
julio, los  so cios trab ajadores go zan de un  esta tuto casi ta n garan te co mo el otorgado por la 
legislación laboral. En efecto, ap reciamos cómo la jornad a de trabajo, el descanso m ínimo 
semanal, las fiestas, las vacacion es anuales, etc.  se encuentran perfectam ente regulados en esta  
última norma 419, resultando en su conjunto m ás benefici osa que la tutela que pudiera darle la 
LETA, que solo será de aplicación de modo subsidiario420. Como vemos, teniendo en cuenta esta 
beneficiosa situación, la referencia expresa o no a dichos trabajadores por parte del articulado del 
Estatuto del Trabajo Autónomo, se reduce a una mera anécdota.  
 
3.4.3 Socios trabajadores de una sociedad laboral 
    
  Al igual que en el anterior supuesto, el  art.1.2 de la LETA opta por no m encionar a los 
socios trab ajadores de una sociedad laboral 421. Se trata de Sociedades Anónim as o de 
Responsabilidad Limitada de naturaleza mercantil, en las que la mayor parte del capital social es 
propiedad de trabajadores que pr estan en ellas s ervicios retribuidos en f orma personal y directa, 
cuya relación laboral lo es por tiempo indefini do. Dichas organizaciones, reguladas por la Ley 
                                                 
419 Art. 83 Ley de Cooperativas, 27/1999, de 16 de julio: 
1. Los Estatutos, el Reglamento de régimen interno o en su defecto, la Asamblea regularán la duración de la jornada 
de tra bajo, el descanso m ínimo se manal, las fiestas y las vacaciones anuales, res petando, en t odo caso, com o 
mínimo, las siguientes normas: 
a) Entre el final de una jornada y el comienzo de la siguiente, mediarán como mínimo doce horas. 
b) Los menores de dieciocho años no podrán realizar más de cuarenta horas de trabajo efectivo a la semana. 
c) Se respetarán, al menos, como fiestas, la de la Natividad del Señor, Año Nuevo, 1 de mayo y 12 de octubre, salvo 
en los supuestos excepcionales que lo impida la naturaleza de la actividad empresarial que desarrolle la cooperativa. 
d) Las vacaciones anuales y, al menos, las fiestas expresadas en  el apa rtado c) de este núm ero serán retribuidas a 
efectos de anticipo societario 
e) Las vacaciones anuales de los menores de dieciocho años y de los mayores de sesenta años tendrán una duración 
mínima de un mes. 
2. El socio trabajador, previo aviso y justificación, tendrá derecho a ausentarse del trabajo por alguno de los motivos 
y por el tiempo siguiente: 
a) Quince días naturales en caso de matrimonio. 
b) Dos días en l os casos de nacimiento de hi jo o e nfermedad grave o fallecimiento de parientes h asta el seg undo 
grado de consanguinidad o afinidad. Cuando, con tal motivo, el socio trabajador necesite hacer un desplazamiento, al 
efecto, el plazo será de cuatro días. 
c) Un día por traslado del domicilio habitual. 
d) Por el tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público y personal. 
e) Para realizar funciones de representación en el movimiento cooperativo. 
Los Estatutos, el Reglamento de régimen interno o, en su defecto, la Asamblea General podrán ampliar los supuestos 
de permiso y  el  t iempo de d uración de los mismos y , en t odo caso, deberán fi jar si l os permisos, a  efectos de l a 
percepción de los anticipos societarios, tienen o no el carácter de retribuidos o la proporción en que son retribuidos. 
420 Art. 1.3 LETA:  
Las inclusiones a las que se refiere el apartado anterior se entenderán sin perjuicio de la aplicación de sus respectivas 
normas específicas. 
421 Vid. sobre el tema, entre otros: Alonso Espinosa (director), Régimen jurídico de las Sociedades Laborales, Tirant 
Lo B lanc, Valencia, 1997; Cano López, A., Creación de empresas de economía social: la sociedad laboral: una 
forma jurídica de empresa de economía social, Consejo Económico y  Social, Madrid 2002; Del Rey Guanter, S.  
(director), AAVV, Sociedad mercantil y relación laboral, La Ley, Madrid, 2007; 
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4/1997, de 24 de m arzo, de Sociedades Laborales, es tán integradas por socios no trabajadores, 
trabajadores asalar iados y socios trabajadores ; pues bien, son a estos últim os a los que la  
Propuesta de Estatuto de la Comisión y el Preámbulo de la LETA dieron tal relevancia como para 
expresamente incluirlos en su ám bito de aplicación, eso sí, exigiéndoles el  control efectivo de la 
sociedad- al igual que ocurre re specto de los  socios trab ajadores de sociedad es m ercantiles 
capitalistas-, aunque considerando irrelevante el hecho de que form en parte o no del órgano de 
administración social. Se trata de trab ajadores que p restan a la o rganización s us serv icios 
retribuidos de forma directa y personal, con una relación laboral por tiempo indefinido y a la vez 
son propietarios de acciones o particip aciones sociales de clase laboral422 de dicha sociedad, que 
en su conjunto supondrán al menos el 50,01% del capital social. 
 
   Como vemos, la LETA se enfrentaba de nuevo a una figura de carácter mixto (trabajador 
dependiente de la sociedad-socio), cuya inclusión expresa en su esfera de protección se presen ta, 
al m enos, i ncómoda. Reflejo de esa doble condici ón es su encuadram iento en e l sistem a de 
Seguridad Social, ám bito en el q ue se les c onsidera, independientem ente de cual sea su  
participación en el capita l socia l, dentro del límite establecido en el artículo 5 de la Ley 423,  
trabajadores por cuenta ajena a ef ectos de su inclusión en el Ré gimen General o E special de la  
Seguridad Social que corresponda por razón de su actividad.  
 
 3.4.4 Profesionales liberales; en particu lar, los socios profesionales de las sociedades  
profesionales  
 
El art.1.2 de la Propuesta de Estatuto de la Comisión de Expertos, a diferencia del texto 
definitivo, mencionaba expresamente a los profesionales liberales 424. Consideramos acertado que 
                                                 
422 Art. 6 Ley de Sociedades Laborales: 
Las acciones y participacione s se divi dirán en dos clases: las que sea n propiedad de los trabajadores, cuya relación 
laboral sea por t iempo i ndefinido y  l as re stantes. La primera clase se denominará “c lase laboral” y  las resta ntes, 
“clase general”.  
423 Art.5.3 Ley  de Sociedades Laborales: 
Ninguno de los socios podrá  poseer acciones o participac iones sociales que representen más de la  tercera parte de l 
capital social, salvo que se trate de sociedades laborales participadas por el Estado, las Comunidades Autónomas, las 
Entidades lo cales o  las so ciedades púb licas p articipadas por cu alquiera d e tales  i nstituciones, en  cuyo caso  l a 
participación de las entidades públicas podrá superar dicho límite, sin alcanzar el 50% del capital social. 
424 Profesi onal li beral es quién estando e n posesión de un título acre ditativo de su form ación o c ualificación 
profesional (técn ica o in telectual) y prev ia su  i nscripción en  el reg istro ad hoc o colegio pr ofesional, p resta 
habitualmente, a títu lo profesional servicios preferentemente intelectuales en favor de un tercero, a cam bio de una 
remuneración si n vínculo de  dependencia respect o del  m ismo. Luján Alcaraz, J., La contratación privada de 
servicios y el contrato de trabajo, Ministerio de Trabajo y de Seguridad Social, Madrid, 1994, pág. 439. 
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el legislador de la LETA  desechara su inclusión 425, sobre todo, teniendo en cuenta que la m isma 
resultaba in necesaria en  base a la f inalidad del catálogo d e inclu siones, es  decir, clarificar el 
ámbito de la norm a. Parece qu e hablando de u no de los colectivos más tradicionales de trabajo  
independiente426, tal neces idad aclaratoria resu ltaría excusada debido a su perfecto encaje en la 
cláusula de cierre del art.1.2.e). Si  bien esto es cierto, es decir,  el hábitat de los profesionales 
liberales se encuentra extram uros del Derecho de l Trabajo, siendo el arrendam iento de servicios 
su principal instrumento, debemos señalar que, debido a la evolución de la disciplina del trabajo 
subordinado, actualmente contemplamos supuestos en los que el profesional liberal se m anifiesta 
próximo al asalariado 427. Com o ya declaró la Comisión en su inform e, esto ha provocado 
especiales p roblemas de deslinde en la esfera  jur isprudencial al co njugarse en esta figura, 
indicios propios de la relación laboral con la independencia inhe rente a la natu raleza de es tos 
profesionales428. En el inform e emitido por los expertos , estos dejaban entrever una solución a 
tan con trovertida cu estión; as í, declarab an que la consustancial independe ncia d e este tipo  de 
trabajadores debería prevalecer so bre los indici os propios de la relación laboral. Quizá el 
legislador d e la LETA prefirió no hacer caso a las ind icaciones señ aladas en la propuesta al  
resultar las  m ismas de difícil acoplamiento con la solución aportada por ciertas norm as. Nos 
referimos, principalmente, a la Ley 22/2005, de 18 de noviem bre429, y su desarrollo por el RD  
1331/2006, de 17 de noviem bre430, que de m anera sorpresiva y r ecurriendo a la técnica de las  
                                                 
425 La LET A úni camente se refiere expresam ente a estos trab ajadores en  su disposición ad icional 5ª , al p ermitir, 
respecto del encuadramiento de estos profesionales liberales en la Se guridad Social, bie n su inclusión en el RET A 
bien en una Mutua de Previsión Social constituida por un Colegio Profesional, de acuerdo con lo establecido en la 
Ley 30/1995, de Supervisión y Ordenación de los Seguros Privados (Disposición adicional  decimoquinta, declarada 
en vigor por el RD legislativo 6/2004, de 29 de octubre, Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de 
los Seguros Privados).  
426 A pesar de esto, debemos señalar que no han faltado autores que han cuestionado tal independencia; así, Gonzalez 
Seara dispuso que “en un pl ano teórico, el profesi onal posee libertad para aceptar o no la prestación de servicios  
solicitada por el cliente; pero es indudable que esa actitud de negativa no se puede prolongar de un modo indefinido 
por razo nes eco nómicas q ue co nstituyen el p rimer co ndicionamiento d e esa in dependencia. Po r o tra p arte, el 
profesional viene obligado a defender los interes de s u cliente, en virtud del compromiso contraído con él, aun en 
contra de l os suyos propios, y  est o da l ugar a ot ro c ondicionamiento de l a i ndependencia i nherente al  ejerci cio 
profesional”. Gon zález Seara, L., “La in dependencia d e la s p rofesiones lib erales”, Rev ista d e Estud ios Po líticos, 
núm. 113-114, 1960, pág. 149. 
427 Realmente no se t rata de una si tuación del todo novedosa; y es que, l a penetración o no de este colectivo en el  
ámbito del  Derecho del T rabajo ha res ultado una c uestión vacilante des de prácticamente l os orígenes de  l a 
legislación laboral. Si bien es cierto que las primeras normas de la disciplina rechazaron rotundamente tal inclusión, 
desde años at rás encontramos p ronunciamientos jurisprudenciales que se decantan, en  supuestos concretos, por l a 
laboralización de profesional es liberales . Un ejem plo de ello es la STS  de  17 de octubre de 1940 que c onsideró 
trabajador asalariado a un ingeniero.  
428 En este sen tido, resulta de interés el est udio jurisprudencial llevado a cabo por A. Montoya Melgar y A. Cámara 
Botía, Abogados: profesional liberal y contrato de trabajo, Tecnos, Madrid, 1990.  
429 Ley 22/2005, de 18 de noviembre, por la que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas 
comunitarias en m ateria de fiscalidad de productos energéticos y  electricidad, y del régimen fiscal aplicable a las 
aportaciones transfroterizas a fondos de pensiones.  
430 Real Decreto 1331/2006, de 17 de noviembre, por el que se regula la relación laboral de carácter especial de los 
abogados que prestan sus servicios en despachos de abogados, individuales o colectivos. 
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relaciones laborales especiales, incorpora a la disciplina laboral a los abogados que trabajen por 
cuenta de despachos de profesionales. Al contrario de lo establecido en dicho informe, la libertad 
proclamada de m anera expresa por el art. 437.1  de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del  
Poder Judicial, así com o por el art. 1.1 del Estatuto General de  la Abogacía Española, dejaba 
paso a los rasgos que asim ilaban al profesional con el trabajador asalariado. Con la entrada en  
vigor de estas dos nuevas norm as- la LETA y el RD 1331/2006-, parece que la situación lejos de 
resolverse se com plica aún m ás; y es que, si c on anterioridad encontrábam os dificultad para 
trazar la línea de separación entr e el trabajo en régimen de autonomía y el asalariado debido a su 
cada vez m ayor proxim idad, ahora, una vez que  se ha legalizado el trabajo autónom o 
económicamente dependiente y simultáneamente se ha constituido una nueva relación laboral de 
carácter especial que tiene por destinatario a un  profesional liberal, el trazo que an teriormente 
separaba las  figuras, res ulta tan déb il, que parece lleg ar a desaparecer 431. En efecto, siendo la 
dependencia jurídica el único rasgo que supuestam ente las dis tingue, direm os que en m uchos 
casos  tal característica s e presentará excesivamente difuminada, teniendo en cuenta que “no es 
fácil encontrar un trabajador económ icamente de pendiente que a la postre no lo sea tam bién 
jurídicamente”432.  
 
 Al hilo de lo dispuesto  en este ap artado, d ebemos destacar que la evolución de las 
actividades llevadas a cabo por estos profesiona les liberales ha ocasionado que cada vez sean 
menos los  que opten por desarrollar su tr abajo de m anera individualizada, prefiriendo la m ayor 
parte de estos prestar sus servicios en un ámbito organizativo coordinado 433; y es que, la 
creciente com plejidad de es tas activ idades, as í com o las ventajas que  se derivan de la 
especialización y divisió n del trabajo han propiciado la tenden cia a org anizar el ejercicio de las 
                                                                                                                                                           
Vid. Sobre el tema, entre ot ros: Esteban Legarreta, R. “ Una aproximación critica al ám bito sub jetivo de la fu tura 
relación laboral esp ecial d e lo s abog ados”, IUSLabo r 4/2006 (recurso  electró nico); De la Pu ebla Pin illa, A., “La 
nueva rel ación l aboral es pecial de l os abo gados que prestan ser vicios en des pachos i ndividuales o col ectivos”, 
Relaciones Laborales, nº 4, Madrid, 2006; Del Rey Guanter, S. (coordinador), La relación laboral especial de los 
abogados en despachos individuales y colectivos: Comentarios al RD 1331/2006, La Ley, Madrid, 2007;VVAA, La 
relación laboral especial de los abogados, Tirant Lo Blanch , 2007, Valencia; García-Perrote Escarpín, I., “El Real 
Decreto 1331/2006, de 17 de noviembre, por el que se regula la relación laboral de carácter especial de los abogados 
que presten servicios en despachos de abogados”, Revista General de Derecho del trabajo y de la Seguridad Social, 
nº 13, 200, http//www.iustel.com.  
431 A pesar de lo señalado, resulta evidente que del tenor literal del art. 2.c) de la LETA, que excluye de su ámbito de 
aplicación a las relaciones laborales especiales, se desprende el imposible acercamiento de ambas figuras, a pesar de 
sus múltiples puntos coincidentes.  
432 Al respecto, Montoya Melgar, A. “El ámbito personal del Derecho del Trabajo: tendencias actuales”, Aranzadi 
Social, nº 3, 2006, pág.46. 
433 Al respecto, García Pérez, R., El ejercicio en sociedad de profesiones liberales, J. M. Bosch, Barcelona, 1997; 
Moreno-Luque Casariego, C., Sociedades profesionales liberales, Bosch, Barcelona, 1994. 
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profesiones colegiadas p or medio de sociedades 434. La Com isión de Expertos ya dio cuenta de 
esto en su infor me, haciendo hincapié en lo s problem as de delim itación que presentaba este 
colectivo en el ám bito jurisprudencial a con secuencia de esta propensión; así,  hace referencia a 
los médicos que autoorganizan su trabajo, pero utilizan los medios materiales y personales de una 
clínica o a los abogados que actúan bajo  la cobertura de una m isma em presa435. Incluso se 
aventura a s eñalar, en relación a los profesiona les del derecho, que la ac tividad desarrollada por 
estos “debe llev arse a cabo con libertad  e in dependencia para defender adecuadam ente los 
intereses de sus clientes, lo que les confiere un estatuto de autonomía que podría prevalecer sobre 
datos com o la  utilización de los m edios m ateriales y personales del despacho profesional, el  
sometimiento a un sistem a coordinado de  horarios, el cobro de honorarios o el  régimen de 
vacaciones”436. Precisamente, por el interés m ostrado por la Comisión de Expertos en relación a 
este pujante fenóm eno asociativo en el seno de la s profesiones liberales, extraña que el texto 
definitivo no diera cuenta de ello, más aun sí c onsideramos que meses antes de su promulgación, 
había entrado en vigor la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de Sociedades Profesionales437. 
                                                
 
 Mediante esta Ley se pretende regular todas aquellas organizaciones colectivas que 
operan en el ám bito de los servicios profesiona les, dotando a las sociedades profesionales de un 
régimen singular hasta ahora inex istente, a la vez que necesario. Así, la norm a se presenta 
cercana a la LETA en cuanto marco general y norma de garantías; en efecto, según su exposición 
de m otivos, tiene como objetivo garantizar la  seguridad jurídica para las  socied ades 
profesionales, a las que se facilita un régim en peculiar has ta ahora in existente, as í como, a los 
clientes o usuarios de los servicios profesionales prestados de forma colectiva. Debemos destacar 
como la Ley de Sociedades Profesio nales se muestra especialmente flexible al permitir que éstas 
se acojan a cualquiera de los tipos sociales existentes en nuestro ordenamiento jurídico 
 
 
434 Exposición de Motivos de la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales. 
435 Un estatuto para la promoción…, cit., pág. 99. 
436 En el  mismo sentido, STS ( Sala de l o Social) 23 de ene ro 1990, la cu al dispone que “en principio, por ende, es  
claro que la existencia de un grupo de Abogados que trabajan en un mismo despacho, no implica relación laboral 
entre la persona más caracterizada del grupo y el resto de su s miembros, pese a que lleve las funci ones de dirección 
del grupo, pues todo grupo que actúa precisa una ordenación, mas ello o no implica carácter laboral de las relaciones, 
siempre que ello no suponga dependencia empresarial. Cabría decir que para  que se aprecie relación laboral debería 
estar reconocida expresamente o por hechos concluyentes que no permitan dudar al respecto, no bastando que se dé 
alguna nota que aparentemente implique dependencia” (RJ1990\197). 
437 Vid., García Valdecasas Butrón, J. A., Sobre la Ley de Sociedades Profesionales. Aspectos prácticos, Fundación 
Registral, Madrid, 2007; Yanes Yanes , P., Comentarios a la Ley de Sociedades Profesionales, Tirant Lo Blanch,  
Valencia, 2007; Castañar Codina, J., Comentarios a la Ley de Sociedades Profesionales, Cisspraxis, Madrid, 2007. 
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La LSP entiende por socios profesionales,  por un lado, las personas físicas que reúnan 
los requisitos exigidos para el ejercicio de la actividad profesional que constituye el objeto social 
y que la ejerzan en  el seno de la m isma; por otro lado, las sociedades profesionales debidamente 
inscritas en los respectiv os colegios profesionales que, constituidas con a rreglo a lo dispuesto en 
dicha Ley, participen en otras sociedades pr ofesionales (art.4.1 LSP). Es evidente que las 
sociedades consideradas por la Ley socios profesionales quedan al margen de la esfera aplicativa  
de la LETA a tenor de lo dispuesto en su art. 1.2 que limita ámbito de aplicación a las personas 
físicas. En sentido contrario, nada im pide que lo s socios aludidos en prim er lugar, es decir, 
personas físicas sean consider ados trabajadores autónom os438; y es que, aunque apreciam os 
ciertos rasgos que cuestionan la na turaleza extralaboral del título que vincula al socio profesional 
con la sociedad profesional, por ejemplo, la imputación de su activ idad profesional a la socied ad 
o la posibilidad de retribución conform e a la actuación empresarial (“contribución efectuada por  
cada socio a la buena m archa de la sociedad” (art.10.2LSP)) 439, entendemos que, junto a la 
independencia inh erente a es tas actividades p rofesionales, otros rasgos que la LPS adjudica a 
estos trabajadores, hacen que queden incluidos en  el ámbito de aplica ción de l Estatu to de l 
Trabajo Autónomo; en efecto, el derecho de codecisión de estos socios profesionales (art.4 LSP), 
así como su participación en los beneficio y en las perdidas, entre otros rasgos, distancian a estos 
de las principales notas configur adoras de la relación laboral: la dependencia y la ajeneidad.  
Además refuerza tal tesis, el hech o de que esto s trab ajadores queden  encuadrado s bien en el 
RETA, bien en la Mutualidad de Previsión Social que tenga constituida  el  colegio profesional al 
que pertenezcan, com o así determina la disposic ión adicional 5ª  de la LSP - análoga a la 
disposición adicional 5ª de la LETA440. 
 
Además, tal naturaleza queda claram ente evidenciada en caso de adoptar los socio s de 
sociedades profesionales algunas de las fór mulas enunciadas expresam ente en la LETA –socios  
industriales de sociedades regulares colectivas y socied ades comanditarias, los comuneros de las 
                                                 
438 En este sentido, García Jiménez, M. y Molina Navarrete, C.,  El Estatuto profesional…”, cit., pág 73. 
439 González del Rey Rodríguez, I., “Trabajo asociado y en cooperativas” en AA. VV., García Murcia, J. (direct.),  El 
Trabajo autónomo y otras formas de trabajo no asalariado, Aranzadi, 2007, Navarra, pág. 328. 
440 Disposición adicional 5ª LETA: 
“Profesionales incorporados a Mutualidades de Previsión Social alternativas” 
Lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 23, en los artículos 24 a 26 y en el párrafo c), apartado 2, del artículo 27, 
así como en las d isposiciones adicionales segunda y tercera y en  la d isposición final segunda de la presente Ley no 
serán de a plicación a los t rabajadores por cuenta propia o aut ónomos que , en los térm inos establecidos e n la  
disposición adicional decimoquinta de l a Ley 30/1995, de supervisión y ordenación de l os seguros privados, hayan 
optado u opten en  el futuro por ad scribirse a la Mu tualidad de Prev isión So cial que ten ga con stituida el C olegio 
Profesional al que pertenezcan y que actúe  com o alternativ a al Régim en Es pecial de la Segurida d Social de l os 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos. 
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comunidades de bienes y los soci os de sociedades civiles irregulares, los administradores activos 




Para terminar este paradójico apartado, en cuanto dedicado al análisis, precisamente, de lo 
que no contempla la LETA, tenemos que hacer refe rencia a la compleja figura del teletrabajo 441, 
olvidada tanto por el art. 1.2 de  la Ley com o por la Propuesta de Estatuto de la Com isión de 
Expertos, aunque aludida con fer vor en el inform e redactado por los versados aludidos. Parece 
que la confusa naturaleza de esta n ueva for ma de  trabajar, de perfecto engranaje con la actual 
tendencia hacia la descentralizaci ón productiva y la flexibilidad de la estructura em presarial, ha 
hecho cejar al legislad or de la L ETA en su em preño por incluir el tele trabajo en la esfera 
aplicativa d e la norm a. Nuestro or denamiento ju rídico no cuenta ni con un concepto, ni, por  
supuesto, con una regulación jurídica específica de esta m odalidad de trabajo. En el ámbito de la 
Unión Europea esta falta de no rmativa h a sid o suplida con la firm a de un Acuerdo-Marco,  
aprobado el 16 de julio de 2002, por los agen tes sociales (CES, UNI CE/UEAPME y CEEP). 
Estas org anizaciones, junto con represen tantes del Comité de En lace CEC/Eurocuadros,  
decidieron asumir por sí m ismos la aplicación de l Acuerdo, sin que su c ontenido fuera recogido 
en una Directiva del Consejo. Por eso, el Acuerdo constituye, en síntesis, el m arco general que 
debería ten erse en cu enta para estab lecer los p rocedimientos y las prácticas de em presarios y 
trabajadores en cada E stado m iembro. En España 442, lo m ás próxim o a su  trans posición, lo  
encontramos, desde el año 2003, en los Acuer dos Interconfederales para la Negociación 
Colectiva. El programado para 2007, en línea con los anteriores, contempla el teletrabajo com o 
un medio para m odernizar la organización y conc iliar la vida profesional y personal, abogando 
por su carácter voluntario y reversible, así co mo por la igualdad de derechos legales y 
convencionales de los teletrabajadores y del rest o de empleados que trabajan en las instalaciones 
de la em presa. El principal obstáculo al que debe enfrentarse aquél que pretenda otorgar un 
                                                 
441 Vi d. so bre el  t ema: Izqui erdo C arbonero, F. J., El teletrabajo.  Difusión j urídica y  Tem as de Act ualidad, 
Barcelona, 2 006; Sel las i  B envingut, El régimen jurídico del teletrabajo en España, Aranzadi, Pa mplona, 2 001; 
Thibault Aranda, J., El teletrabajo: análisis jurídico- laboral, Consejo Económico y Social, Madrid, 2001; Pérez de 
los Cobos Orihuel, F. y Th ibault Aranda, J., El teletrabajo en España: perspectiva jurídico-laboral, Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, Madrid, 2001. 
442 Nada se ha re gulado al respecto, a pesar d e que en el  programa electoral con el que el  Partido Socialista Obrero 
Español c oncurrió a las Elecci ones Generales del año 2004, se afirma que “nues tra legislación laboral y la 
negociación colectiva deben abordar una larga lista de materias que favorezcan la concil iación de la vida pe rsonal y 
laboral como la jornada laboral flexible o la incorporación de las nuevas prácticas en conciliación familia-trabajo a la 
cultura de la responsabilidad social de las empresas”.   
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tratamiento específico a esta form a de trabajar  será determ inar si nos encontramos ante un 
supuesto de trabajo dependiente o si de lo cont rario se trata de trabaj o autónomo. La solución 
simplista de equiparar el teletrabajo al tradicional trabajo a domicilio no resulta la más adecuada, 
existiendo pronunciamientos jurisprudenciales contrarios a dicha coincidencia 443; por todo ello, 
parece que habrá que atender a las  circuns tancias concretas de cada caso para co ncluir si el 
teletrabajador es un trabajador autónomo o, si por el contrario, es un trabajador por cuenta ajena, 
lo cual coloca a la posibilid ad de encuadrar esta  nueva modalidad de trabajo en la LETA en una 
posición demasiado arriesgada, sobre todo, si tene mos en cuenta que podem os citar experiencias 
de los tribunales en las q ue se estima la existencia de relación laboral entre el teletrabajador y la 
empresa444. Si es cierto que debido al relevante papel que esta nueva  modalidad de trabajo es tá 
adquiriendo, hubiese resultado oportuno que la  nueva norm a hubiera aprovechado esta 
oportunidad para plasmar legalm ente ciertos criter ios delimitadores en aras de facilitar la ardua  
labor a la que hoy se enfrentan nuestros Tribunales.  
 
3.5 Exclusiones 
   
 El mimetismo de la LETA respecto del Estatuto de los Trabajadores vuelve a revelarse en 
su art. 2, que, bajo el epígrafe “supuestos excluidos”, expulsa de modo explícito a ciertos 
trabajadores de característic as antagónicas a las proclam adas en relación con el sujet o 
destinatario de la Ley 20/2007; al igual que hiciera la dis posición reguladora del trabajo 
asalariado en su art.1.3, la LETA aporta una lista ejemplificativa de colectivos excluidos. A pesar 
                                                 
443 “El contrato de trabajo a domicilio se define en el art.13 ET com o aquél en el  que la prestación de trabajo de la 
actividad laboral se realiza en el domicilio del trabajador o en el lugar libremente elegido por éste y sin vigilancia del 
empresario. Por su parte, el teletrabajo “es una forma de organización y/o de realización del traba jo, con el uso de la 
tecnologías de la información, en el  marco de un contrato o de una realización de trabajo, en la que un trabajo, que 
hubiera podido ser real izado igualmente en los locales del e mpleador, se efectúa  fuera de estos locale s de manera 
regular” (punto 2 del Acuerdo Marco Europeo sobre Teletrabajo). No se trata de co nceptos coincidentes, porque el 
teletrabajo puede prestarse en u n lugar no elegido por el trabajador y d istinto al d e su  domicilio y p orque además 
puede haber formas de t eletrabajo en la que exista una vigilancia empresarial (algunas manifestaciones trabajo “on 
line” ) auque este elemento del control pudiera ser hoy menos decisivo en orden a la calificación y en cualquier cas o 
las formas de control a través de las tecnologías informáticas no siempre son equiparables a la vigilancia tradicional, 
que es la que menciona el art.13 ET por referencia también a los tipos tradicionales del trabajo industrial a domicilio. 
Pero hay formas de teletrabajo que se ajustan al modelo de trabajo a domicilio y en este sentido la doctrina se refiere 
a un nuevo contrato a domicilio vinculado a las m uevas tecnologías frente al viejo contrato a domicilio”. STS Sala 
de lo Social de 11 de abril 2005 (RJ 2005\4060) 
444 STSJ de Asturias de 16 de marzo de 2001 (2001\335), que analiza los servicios de un colaborador periodístico al 
que se le encarga la cobertura informativa de una comarca; STSJ de Andalucía, Sala de lo Social de Granada, de 5 de 
febrero d e 2002 (A S 200 2\1274), qu e an aliza las tareas de una operadora de telemarketing que at iende consultas 
telefónicas desde su domicilio; STSJ de Galicia de 8 de noviembre de 2005, (AS 2006/ 19837), que estudia las tareas 
de una trabajadora cuya actividad era “echar las cartas del tarot” por teléfono, con intervención de la recepcionista de 
la empresa que le pasaba las llamadas. 
 216
de tal sim etría, no podemos pasar por alto el hec ho de que m ientras el ET recoge una relación 
relevante en la que se incluye seis supuestos espe cíficos, la LETA, a pesar de dedicar un artículo 
completo a ellos,  únicam ente cita  a tres, dos  de los cuales re sultan perfectam ente eludibles. 
Partiendo de un supuesto general, a través del que  exceptúa de su esfera aplicativa a “aquellas 
prestaciones de servicios que no cum plan con los requisitos del artículo 1.1”, apunta tres 
supuestos específicos: a) las rela ciones de trabajo por cuenta ajen a a que se refiere el art.1.1 ET; 
b) la ac tividad que se lim ita pura y sim plemente al m ero desempeño del cargo de consejero o 
miembro de  los órganos de adm inistración en la s em presas que rev isten la form a juríd ica d e 
sociedad; c) las relacion es laborales de carácter especial a las que se refiere el art.2 ET. Parece 
ciertamente paradójico que el legislador emplee la expresión  “y en especial” an tes de proceder a 
la enum eración de estos casos concretos, sobr e todo teniendo en cuenta que, al menos dos de 
ellos- a) y c)-, son los supuestos en que de m anera m ás evidente se m anifiesta una situación 
extramuros de la LETA; por ello, consideram os que dichas alusiones resultan del todo obvias y 
redundantes, sobre todo teniendo en cuenta que la Ley acoge un supuesto general en el que 
quedarían perfectamente encastrados. 
 
3.5.1 Trabajadores por cuenta ajena 
 
 
 Como decimos, la letra a) ex cluye al trab ajador asalariad o. No puede existir nada m ás 
evidente que disponer que una norma dirigida a regular el trabajo autónomo no regulará el trabajo 
dependiente, sobre todo si con anterioridad –párra fo primero del art.2 L ETA- se indica que no 
quedarán incluidas aquellas pr estaciones de servicios que no cumplan con la nota de 
independencia. En efecto, se trat a de una misma idea manifestada de distinta manera, en fin, una 
alusión inadecuada que además se ve agravada por la obviedad de la misma. 
 
3.5.2 Administrador pasivo 
 
 La letra c) recoge la exclusión del administrador pasivo de la sociedad, es decir, del mero 
consejero que se lim ita a una actividad de asesoram iento de carácter no profesional. Se trata de 
un precepto  de contenido sim ilar al dispuesto en el art.1.3 .c) ET, al que rem ite; en base a tal  
conexión, direm os que esta clase de adm inistradores queda situ ada en una posición m arginal 
respecto de los dos Estatutos. La causa de tal rechazo la hallamos en la finalidad común de una y 
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otra norm a, ya que el objetivo de  am bas es proteger a su s destin atarios, es de cir, otorgar una 
tutela que apreciam os no necesita este cargo so cietario en u na situación, diríamos, privilegiada. 
En otro orden de cosas, si bien es cierto que el  análisis de la exclusión del art.1.3.c) E T nos lleva 
a concluir que quedan fuera de su ámbito de ap licación tanto los adm inistradores pasivos- mero 
cargo consultivo-, como los activos, que asumen funciones de gestión, dirección o representación 
de la socied ad445, no podemos adjudicar tal interpretación ex tensiva al art.2.b) del Estatuto del 
Trabajo Autóno mo, ya que sabem os que los acti vos son asu midos por la LETA. Por lo dicho 
consideramos inade cuada la expres ión “de con formidad” e mpleada po r aqué lla al rem itir a l 
contenido del Estatuto, teniendo en  cuenta que el signif icado de un precepto y otro tiene ciertos 
matices, lo cual impide asemejarlos.  
 
5.3 Relaciones laborales especiales 
   
 Por último, la letra c),  que hace referencia a las relaciones laborale s especiales,  resulta 
vacía de contenido puesta en relación tanto con el supuesto ge neral enunciado al com ienzo del  
precepto como con la letra a) del m ismo. En efecto, ten iendo en cuenta que este tipo d e 
relaciones, al m argen de sus singularidades, de ben cumplir con los requ isitos requeridos por el 
art.1.1 ET- aquellos a los que rem ite el aparta do a)- y que la rem isión a éstos, com o he mos 
señalado anteriormente, resulta obvia puesta en conexión con el supuesto general, diremos que tal 
referencia no aporta nada al objetivo del art.2, que  se dirige a aclarar la esfera aplicativa d e la 
Ley. A pesar de lo superfluo de la exclusión, debemos citar aquellas relaciones excluidas, sobre 
todo haciendo hincapié en un h echo rem arcable; y es que, com o ya analizam os en el capítulo 
primero, la m ayor parte de ella s recogen colectivos  que dur ante largo tiem po estuvieron 
alternando entradas y salidas del ámbito de aplicación del Derecho del Trabajo, ello por gozar de 
cierta independencia, que les alejaba del trabajo asalariado, aproximándoles al autónomo.  
 
                                                 
445 “Y así , se ha di cho que solo estaría excluido del ámbito laboral el mero consejero del órgano colegiado, que se 
limita a una  a ctividad de as esoramiento o  co nsejo, pero que que daría incluido en el ámbito labora l el conseje ro 
miembro de una comisión ejecutiva, que ya no es mero consejero, sino que asume un plus de actividad profesional. 
Pero con ello se o lvida que el mero consejero no se dedica a “aconsejar”, como creen algunos filólogos ingenuos y 
algún legislador poco avispado, sino que también asume la gest ión social, aunque lo haga de forma colegiada y sin 
dedicación profesional. Y se olvida tam bién que el precepto lo que excluye es toda actividad propia del miembro de 
la administración social cuando se realiza por el órgano que tiene ese carácter, sea colegiado o personal, y se trata de 
administración ori ginada o d elegada”. Des dentado B onete, A., “ Administradores s ociales: rel ación pr ofesional y  
encuadramiento en la Seguridad Social. Un repaso crítico por la ú ltima jurisprudencia”, Revista Justicia Laboral, nº 
21, 2005, pág.17. 
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 Sin perjuicio de futuras incorporaciones en base  a la cláusula recogida en el art.2.1.i) ET- 
“se considerarán relacio nes laborales de carácte r especial (…): cualquier otro trab ajo que sea 
expresamente declarado com o relación laboral de  carácter especial por una Ley”-, actualm ente 
son consideradas com o tal y, por tanto, quedan ex cluidas de la LETA: la del personal de alta  
dirección no incluido en el art.1.3.c) ET, la del s ervicio del hogar fam iliar, la de los penados en  
las ins tituciones penite nciarias, la  de los deportis tas pr ofesionales, la de los  artis tas en  
espectáculos públicos, la de las personas que inte rvengan en operaciones m ercantiles por cuenta 
de uno o m ás em presarios sin asum ir el riesgo y ventura de aquellas, la  de los trabajadores 
minusválidos que presten sus servic ios en los centros e speciales de empleo, la de los estibadores 
portuarios que presten servicios a través de sociedades estatales o de los sujetos que desempeñen 
las mismas funciones q ue éstas en los puestos gestionados por las Com unidades Autónomas, la 
de los menores incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 5/2000, de 12 de enero, reguladora 
de la responsabilidad penal de los menores sometidos a la ejecución a la ejecución de medidas de 
internamiento446, la de residencia para la form ación de especialistas en Ciencias de a S alud447 y 
la de los abogados que prestan servicios en despachos, individuales o colectivos448. 
                                                 
446 Declarada relación laboral de carácter especial por el art. 39 de la Ley 53/20002, de 30 de diciembre de Medidas 
Fiscales, Administrativas y de Orden Social. 
447 Declarada rel ación laboral de carácter es pecial por la disposición ad icional 1 ª de l a Ley  44/ 2003, de 2 1 de  
noviembre, de la ordenación de las p rofesiones sanitarias, siendo desarrollada por el Re al Decreto 1146/2006, de 6 
de oct ubre, por el  que se regula l a rel ación l aboral es pecial de resi dencia para l a fo rmación de es pecialistas de 
Ciencias de la Salud. 
448 Declarada relación laboral por la disposición 1ª de la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, por la que se incorporan 
al Ordenamiento jurídico español diversas directivas comunitarias en materia de fiscalidad de productos energéticos 
y electricidad, y del  régimen fiscal apl icable a l as aportaciones t ransfroterizas a fondos de pensiones, desarrollada 
por el Real Decreto 1331/2006, de 17 de noviembre, por el que se re gula la relación laboral de carácter especial de 
los abogados que prestan sus servicios en despachos de abogados, individuales o colectivos. 
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Capítulo VI FUENTES DEL RÉGIMEN PRO FESIONAL DEL 
TRABAJADOR AUTÓNOMO. 
 
1. Fuentes del régimen profesional  
 
 El legislador dedica a es ta materia un capítulo con un único precep to, el art. 3. De nu evo 
prefiere desmarcarse de las indicaciones dispensadas por la Comisión de Expertos, la cual, en su 
informe, se  inclinó por incardinar el artículo dedicado al sistem a de fuentes (art.11) en el 
Capítulo II del T ítulo II, consagrado al régimen profesional del trabajador autónom o 
económicamente dependiente. En efecto, m ientras la P ropuesta se decanta por fijar un sistem a 
dirigido únicamente a este autónom o en situación de especial debilidad, el texto legal considera 
más favorable que el m ismo af ecte al cole ctivo en su  to talidad, no obstante con cierta s 
puntualizaciones. Realmente hubiera sido m ás razonable, como así hiciera el grupo de expertos,  
limitar es te sistem a de fuentes al T RADE, respect o del cual si se produce una variación del 
mismo al incorporar la LETA los acuerdo de interé s profesional, hasta el m omento inexistente. 
En relación con el autónom o puro, poco añade esta Ley, presentándose com o una nor ma 
compiladora de disposiciones precedentes hasta el m omento dispersas en el ordenam iento 
jurídico. Realmente, el clás ico no requiere de u na regulación que exced a de la au tonomía de la 
voluntad, instrumento típico del derecho privado y garante de esa independencia en él innata.  
 
 El legislador de la LETA, en eso sí cerca no al grupo de expertos, pretende desvincular 
enteramente la nueva norm a -de marcado carácter  privativista-, de todo aquello que pudier a 
conexionar al autónomo con la legislación labor al; por ello, decide m antener en vigor la  
disposición final 1ª del Estatu to de los Traba jadores, que, a pesar de pe rmitir la exte nsión de lo 
contemplado en el mismo al trabajador por cuenta propia, en específicos supuestos, le excluye de 
su á mbito. A diferencia de propuestas anteriores 449, que apostaban por aplicar de m anera 
supletoria el Estatuto de los Trabajadores a los autónom os económ icamente dependientes, los 
artífices del texto definitivam ente aprobado prefirieron  mantener, incluso a éstos,  tan cercanos a 
los asalariados, totalm ente al m argen del Dere cho del Trabajo, considerando que éste tiene un 
significado tuitivo excesivamente acusado. Dos matizaciones debemos hacer al respecto, es decir, 
                                                 
449 Véase Proposición no de Ley relativa a la elaboración de un Estatuto del Trabajo Autónomo, la Proposición de 
Ley de la Regulación del Trabajo Autónomo Dependiente del Grupo Socialista, así  como las iniciativas promovidas 
por las asociaciones UPTA y ATA.  
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en relación a la atracción y rechazo m ostrado por la LETA h acia el derecho privado y la 
legislación laboral, respectivam ente. En pri mer lugar, y aunque el legislador no hace alusión 
directa a ello, diremos que la Comisión de Expertos realizó afirmaciones difíciles de armonizar, y 
es que,  tr as vitup erar a  la  leg islación civ il y m ercantil, a  las  que ta chó de o rdenamientos 
“desfasados e inadecuados a la realidad social”,  acude a ellas en su art.11, actuación que se 
agrava en la norm a final la cual les otorga  un lugar preem inente. Respecto de la segunda 
aserción, aquella relativa a la f obia que la LET A muestra hacia el  ordenamiento laboral, parece 
no casar co n las sim ilitudes que el art.3 de l ET, dedicado a  “las f uentes de la relación labora l”, 
comparte co n el precepto de igual enum eración de aqu élla; en  fin, n os encon tramos ante u n 
mismo esquema, para leyes que pretenden presentarse como antagónicas.   
 
1.1 Disposiciones contempladas en la LETA 
   
La LETA inicia el precepto dedicado a las fu entes profesionales ha ciendo referencia a 
su propia normativa. Lo que podría parecer algo del todo lógico, llegando incluso a la obviedad, 
queda alterado por la cláusula que viene a com pletar el contenido del art.3.a) y que condiciona la 
aplicación de la Ley “a las legislaciones específicas450 aplicables a su actividad así como al resto 
de las norm as legales y reglam entarias complementarias que sean de aplicación” 451. En prim er 
lugar, debemos resaltar la extrañeza que nos produce el hecho de que una norm a como la LETA, 
que se erige com o una Ley garante de derechos, históricam ente re ivindicada452, a la vez, 
reconozca su papel supletorio; en otras palabras , de qué nos valdrá tal “envergadura” si en la 
práctica la Ley puede no ser apli cada debido a su subsidiari a posición. Considerando que el 
principal o bjetivo del Estatuto era superar la  situación  de desprotección de un colectiv o 
                                                 
450 La l egislación especi al y  pre valente de la rel ación co ntractual del  a utónomo engl oba l as n ormas est atales, 
autonómicas, europeas e internacionales aplicables al caso conc reto. Gutiérrez-Solar Calvo, B. y Lahera Forteza, J., 
“Ámbito y fuentes de regulación del trabajo autónomo” en Cruz Villalón, J., Valdés Dal-Ré, F. (Dir.), AA. VV., El 
Estatuto del Trabajo Autónomo, La Ley, Madrid, 2008, pág. 101. 
451 Son numerosas l as normas que  desde t iempo at rás han venido regulando el  t rabajado autónomo, eso sí , no de 
modo unitario, sino respecto de actividades o asuntos concretos. Ejemplo de ello, la Ley 16/1987, de 30 de julio, de 
Ordenación de los Transportes Terrestres, la Ley 12/1992, de 27 de mayo, sobre el Contrato de Agencia, modificada 
por l a di sposición fi nal 29 ª de l a Ley  22/ 2003, de 9 d e j ulio, Con cursal, la Ley 2 7/1999, de 16 d e j ulio, d e 
Cooperativas, la Ley 4/1997, de 24 de marzo, de Sociedades Laborales, la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación 
de seg uros y  reaseg uros privados, l as nor mas sobre col egiación o i ncluso, di sposiciones caract erizadas p or s u 
especial concreción como la Ley 19/2003, de 4 de julio, encargada de normalizar los servicios de taxi en Cataluña.   
452 El  M inistro d e Traba jo y  A suntos S ociales, el  Sr. C aldera Sánc hez-Capitán, t ras ace ntuar l a magnitud de l a 
entrada en  vigor del Estatu to de los Tr abajadores en  1980, y pr etendiendo asim ilar la r epercusión de este a la  
aprobación de la LETA, seña ló que “ Hoy, veintisiete años después, también es un día i mportante. Hoy más de tres  
millones de t rabajadores van a t ener p or fi n su  propio Est atuto y , de est e m odo, garantizados y  rec onocidos 
plenamente sus derechos”. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, número 237, celebrada el jueves, 10 
de mayo de 2007. 
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únicamente am parado por norm as “ desfasadas e inadecuadas”, direm os que aquél no ha sido 
alcanzado debido a que dicha norm ativa entendida obsoleta continúa siendo aplicable de m anera 
preferente. El legislador estableciendo tal disposición manifiesta una conducta al menos anómala 
teniendo en cuenta el principio de temporalidad453 en el que se funda la ordenación de la sucesión 
de las normas en los sistem as contemporáneos de fuentes del Derecho (art.2.2 Código civil) 454, 
que, actuando com o criterio tradic ional de solución de contradicciones norm ativas, proclama la  
preferencia de la norm a posterior sobre la anterior de igual rango 455. Siendo esto así, y en busca 
de una justificación a este m odo de actuar del legislador, debem os a firmar que el m ismo ha  
podido ampararse en otro princi pio general del derecho: el principio de especialidad 
normativa456. Éste dispone la pr eferencia aplicativa de la no rma reguladora de una especie de 
cierto género sobre la norm a reguladora de tal gé nero en su totalidad. Es  cierto que la LETA se 
presenta como una nor ma general al resultar de aplicac ión a la totalidad de l colec tivo d e 
trabajadores autónomos, lo cual le  haría ceder su puesto a otras le gislaciones específicas. En fin, 
como ve mos, entran en tensión los principios de tem poralidad y de especialidad norm ativa. 
Como ocurre en este tipo de supuestos conflic tivos, debemos acudir a la  interpretación legal y 
jurisprudencial, para resolver la cuestión.  
 
Así, tendremos en cuenta lo  dispuesto por nuestro Código  Civil, que en su art. 2.2 
requiere como regla general que la  derogación de la norm a anterior por la norm a posterior sea 
expresa y tan sólo se admite la derogación tácita cuando la norma nueva sea incompatible con la 
anterior en la m isma materia. Nuestra doctrina 457 ha interpretado tal precepto, entendiendo que 
de lo dispuesto en éste se deriva el principi o de no presunción de la derogación, pesando sobre el 
legislador la carga de la der ogación expresa. Confor me a lo dispuesto, el Tribunal Suprem o458 
también se decantará por resolver la oposición a favor del principio de especialidad normativa, en 
perjuicio del cronológico, estableci endo que la ley posterior cuando es general no deroga la ley 
especial anterior si la posterior no lo es tablece expresam ente, o tácitam ente cuando no es  
incompatible con la anterior. Trayendo tal tesi s al asunto en cuesti ón, direm os que la LETA 
presenta cierta desviación, aun justificando su actu ación en el principio de  especialidad. En bas e 
                                                 
453 También denominado principio de modernidad o cronología. 
454 STS 30 de junio de 1998 (RJ 1998/ 5793). 
455 Díaz Aznarte, Mª T., Teoría general de la sucesión de normas en el tiempo, Ed. Tirant Lo Blanch, 2002. 
456 Ya a preciamos l a si gnificación del principio de es pecialidad e n el a rt.1.3, el c ual, al h ilo de l os supu estos 
incluidos en e l á mbito de aplicación s ubjetivo de la LE TA, dispone que “las inclusi ones a las que  se refiere el 
apartado anterior se entenderán sin perjuicio de la aplicación de sus respectivas normas específicas”.  
457 Tardío Pato, J. A., “El prin cipio de especialidad normativa (Lex specialis) y sus aplicac iones jurisprudenciales”, 
Revista de Administración Pública, 2003, pág. 19 y ss. 
458 STS, Social, de 19 de junio de 2000 (RJ 2000\5165).  
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a lo dicho, la norm a, com o requiere el C ódigo Civil y su consiguiente interpretación 
jurisprudencial y doctrinal, de be derogar expresam ente la nor ma anterior. Recurriendo a la 
disposición derogatoria única de  la LETA, en contramos que ésta, efectivam ente, elim ina de 
modo expreso a “cuantas disposiciones se opongan a la presente Ley” 459. Esto resultaría del todo 
usual, si no fuera por que el art.3.1.a) concede un lugar preferente a la legislaciones específicas460 
que se opongan a la nueva norm a461. Las discordancias no encuentran en lo señalado su fin; y es 
que la última parte de la controvertida letra a) del apartado prim ero de dicho artículo, concede 
dicha prevalencia incluso a norm as reglam entarias, quedando las norm as de rango inferior 
sometidas a aquellas que ostentan un rango supe rior. Estaríam os ante un supuesto de colisión 
triple de principios: por un la do, el principio de tem poralidad, por otro, el principio de 
especialidad y, por último, el de  jerarquía norm ativa. En fin, un cúmulo de contradicciones que  
resultan opuestas a la finalidad clarificadora del precepto y que conduce al intérprete de la norma 
a un total desconcierto, que va a mayores según se avanza en el estudio de la misma. 
 
1.2 Normativa común relativa a la contrat ación civil, m ercantil o 
administrativa 
 
 La letra b) del art.3.1 rem ite a “la norm ativa com ún relativa a la  contratación civil, 
mercantil o  adm inistrativa regulad oras de la co rrespondiente relació n jurídica d el trabajado r 
autónomo”, en una palabra, a las disposiciones r ecogidas en el Código Civil, en el Código de 
Comercio y en el Texto Refundido de la Ley de  Contratos de las Adm inistraciones Públicas, 
aprobado por el Real Decreto Le gislativo 2/2000, de 16 de junio 462. A diferencia de la propuesta 
de Estatuto de la Com isión de Expertos, que situaba a es ta norm ativa general en p osición d e 
inferioridad respecto de las normas de contratación específicas463, el artífice de la LETA prefiere 
                                                 
459 En consonancia con el art.1.3, referido a los supuestos incluidos en la esfera aplicativa de la LETA, el cual señala 
que estas inserciones “se entenderán sin perjuicio de la aplicación de sus respectivas normas específicas”. 
460 Martín  Ji ménez, R. en tiende que esta cont radicción “ debe s olventarse entendiendo que las “legislaciones  
específicas” habrán de ser distintas d e las p rofesionales o  b ien qu e aqu éllas se refieren  a cuestio nes m ercantiles, 
civiles o adm inistrativas (nunca labora les, aunque en el caso de los a utónomos depe ndientes las sem ejanzas son 
evidentes) que surgen en la relación en tablada entre el autónomo y su empresario. Martín Jiménez, R., “Las fuentes 
reguladoras del trabajo autónomo” en Estatuto del Trabajador Autónomo…, cit., pág.110. 
461 Es cierto que al tratarse la L ETA de una norma marco, que deja al desarrollo reglamentario las cuestiones más 
relevantes, no serán muchos los casos en los que la nueva norma sea contraria a la anterior y específica. 
462 Derogada por la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, a excepción del Capítulo IV del 
Título V del Libro II, que comprende los artículos 253 a 260. 
463 Art.11.b) Propuesta de Estatuto del Texto articulado del Estatuto del Trabajador Autónomo:  
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no hacer referencia a tal distin ción. De nuevo, apr eciamos esa oscuridad que empaña el objetivo 
clarificador del legislad or al deja r a la inte rpretación del lector la aplicación de estas norm as 
contractuales464. A pesar de que, como venimos señalando, la redacción otorgada a la disposición 
resulta m ejorable, si es  cierto que p arece ev idente que aqu ellas norm as especiales  que hacen  
referencia a relaciones contract uales concretas, pueda n quedar perfectam ente enmarcadas en el  
apartado anterior, ejemplo de ello, la Ley 12/1992, de  27 de mayo, sobre el Contrato de Agencia. 
Yendo más lejos, podríamos decir que la  totalidad de las norm as en la letra b) aludidas, es decir, 
las comunes relativas a la contratación bien pod rían ser reconducibles, del mismo modo que las 
específicas, al apartad o anterior ya que éste  menciona a “el resto de  las no rmas legales  y 
reglamentarias com plementarias qu e le sean de aplicación ”, por tan to, nada im pide integrar 
aquellas “normas legales” aunque comunes, civile s, mercantiles o adm inistrativas; así las cosas, 
parece que en caso de contradi cción de dichas norm as comunes con lo dispuesto en la LETA, 
éstas prev alecerán, por lo señalado  art.3.1.a) 465. N o resu lta ta n eviden te la supletoriedad de la 
normativa común respecto de las normas específicas por el principio de especialidad en el que se 
basa este sistema de fuentes profesionales; y es que, encontramos normas comunes –por ejemplo, 
el Código Civil o el Código de Com ercio- que entran a regular asp ectos concretos de relaciones 
específicas466.    
Quizás con este apartado el legislador buscara hacer hincapié en la naturaleza civil o mercantil de 
las relaciones entabladas por estos, proclam ando, de modo indirecto, el rechazo manifiesto hacia 
todo aquello proveniente de la legislación laboral.   
 
 
 Percibimos la f alta de  otro  tipos de norm as contractuale s provenientes de diferentes 
                                                                                                                                                           
La no rmativa co mún relativ a a la con tratación ci vil, m ercantil o  ad ministrativa regu ladora de la correspon diente 
relación jurídica del traba jador autónomo dependiente, que será de aplicación supletoria en defecto de la normativa 
específica aplicable a su relación contractual. 
464 Se de be dest acar la gra n i nseguridad jurídica que generan lo s arts. 3.1.a) y 3.1.b) LETA e n la aplicación de 
normas de los autónomos. Lo más lógico en un estatuto que pretende ser transversal a todo trabajo por cuenta propia, 
creando ade más una esp ecie dent ro del  géne ro den ominada aut ónomo de pendiente, hubiera si do su  
autoproclamación c omo nor ma preval ente fre nte a no rmas especiales en caso de contra dicción. El centro de 
gravedad  de la  L ETA co n el d esarrollo de un a normativa especí fica norm almente co mpatible con su c ontenido 
hubiera creado un escenario  de mayor seguridad jurídica. Gutiérrez-Solar Calvo, B. y Lahera Forteza, J., “Ámbito y 
fuentes…”, cit., pág. 102. 
465 En sentido contrario, González Biedma entiende que “esta normativa subsidiaria civil, mercantil y administrativa 
habrá de e ntenderla en cua nto que se re fiera al Derecho común  de cont ratos- pri vados o p úblicos- y  n o a l a 
normativa reguladora específica de cada actividad. Si esta normativa- sea mercantil o administrativa- es específica de 
una actividad o profesión, en tal caso se a plica con c arácter prioritario a l a LETA, pero si se refie re a l a normativa 
general de obligaciones y contratos e n un aspecto no regulado por la LETA se a plicará con carácte r subsidiario a  
ella”. González Biedma, E., “Fuentes del régimen profesional del trabajo autónomo” en del Rey Guanter (dir.), AA. 
VV., Comentarios al Estatuto del Trabajo Autónomo, Lex Nova, Valladolid, 2007, pág.86. 
466 En el mismo sentido, Gutiérrez-Solar Calvo, B. y Lahera Forteza, J., “Ámbito y fuentes…”, cit., pág. 102. 
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ámbitos como el intern acional o comunitario, cuya aplicación resulta evidente en base al art. 4.1 
LETA, mediante el que se reconoce el derecho de los trabajadores autónomos al ejercicio de los 
derechos fundam entales y libertades públicas di spuestos en los Tratados Fun damentales y 
Acuerdos Internacionales ratifi cados por España. En relación c on lo apuntado anteriorm ente, 
consideramos que todas las disposiciones proced entes de otras ram as jurídicas no mencionadas 
podrán ser aplicadas en base a la letra a). En ef ecto, al legislador le bastaba para lograr su 
objetivo, es  decir,  res altar la naturaleza civil o m ercantil de las relacion es concertad as por lo s 
autónomos, aludir a estos ordenamientos, excluyendo al laboral.  
 
1.3 Pactos individuales 
 
 La letra c) del art.3, que h ace referencia a “los pactos  establecidos individuam ente 
mediante contrato entre el trab ajador autónomo y el cliente para  el que desarrolle su actividad 
profesional”, no aporta a penas nada nuevo al régimen profesional de este colectivo. Hace alusión 
al instrum ento por excelencia del trabajo  po r cuen ta propia, la autonom ía de la voluntad.  
Precisamente, ésta constituye un elem ento diferenciador que aleja el trabajo por cuenta ajena del 
autónomo. Asim ismo, m ientras el asalariado se veía constreñido por num erosas norm as, 
principalmente a lo disp uesto en el Estatu to de los Trabajadores, el trabajador por cuenta propia 
encontraba en su propia voluntad su primordial fuente de regulac ión. Precisamente, éste ha sido 
el principal obstáculo al que tuviero n que hacer  frente aquellos que desd e tiempo atrás buscaron 
dar respu esta a las reiv indicaciones de este cole ctivo tradicionalm ente desprotegido; y es que, 
como se fue  apreciando, aunar tutela y autono mía resultaba especialm ente dificultoso, debido a  
que los trabajadores autónom os pretendían de mandar m ejores condiciones laborales pero sin 
renunciar a la independencia que les caracterizaba.  Quizás haya sido por eso por lo que el 
legislador haya preferido no introducir excesivas modificaciones que pudieran mermar, de algún 
modo, tan apreciada libertad. De  este m odo, observamos cómo prácticam ente todo lo que este 
apartado contempla, ya está recog ido en no rmas preexistentes, perfectamente aplicables a esto s 
trabajadores, por su, ta ntas ve ces a ludida, n aturaleza c ivil o m ercantil. Aun así, y  debido a  la  
pretensión garantista de la LETA, advertim os alguna variación significa tiva, especialm ente, 
respecto de la figura del TRADE. 
 
  El 
contenido de la letra c) del precepto finaliza con una máxima en la que se asevera “se entenderán 
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nulas y sin  efectos las cláu sulas estab lecidas en e l co ntrato ind ividual contr arias a la s 
disposiciones legales de derecho necesario”. Como antes señalábamos, el legislador, en este caso, 
transfiere la restricción recogida en al art.1255 del Código Civil 467- “Libro IV. De las obligación 
y contratos”- a la LETA. Aquél condiciona los pactos  que pudieran establecer  los contratantes al 
cumplimiento de las leyes, la moral y el orden público. En fin, se trata de un texto disímil aunque 
de igual propósito, garantizar los derechos m ínimos de estos trabajadores. Resulta paradójico, 
teniendo en cuenta el rechazo m ostrado por la LETA hacia el Ordenam iento Laboral, que este 
espíritu garantista apreciado en las normas anteriores, sea también com partido por el Estatuto de 
los Trabajadores, el cual, en su art.3.1.c)468 establece una restricción semejante, una muestra más 
del mimetismo existente entre la nueva norma y la reguladora del trabajo asalariado469. 
 
Para apreciar la m ayor pr otección otorgada por parte de la LE TA al autónomo 
económicamente dependiente, debemos acudir a la parte última del apartado segundo del art.3, en 
donde se condiciona lo establecido en pacto individual a “lo dispue sto en un acuerdo de interés 
profesional firmado por (tal) sindicato o asocia ción que le sea de aplicación a dicho trabajador 
por haber prestado su consentim iento”. Observam os cóm o se concede carácter preferente a la 
norma colectiva, subordinando al  contenido de ésta todo aquello  dispuesto m ediante contrato 
individual. Resulta evidente que la especial situación de debili dad en  la que se encuentra el 
TRADE, respecto de su cliente pr incipal, requiere m ayor protección, de ahí que apreciemos de  
nuevo el paralelismo con el trabajador por cuenta ajena, ahora con mayor intensidad si cabe, por 
la cercanía existente entre ambos. 
  
 
                                                 
467 Art. 1255 C. C.:  
Los contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, siempre que no 
sean contrarios a las leyes, a la moral, ni al orden público.  
468 Art.3.1.c): 
Los derechos y deberes concernientes a la relación laboral se regulan por la voluntad de las partes, manifestada en el 
contrato de tra bajo, siendo su objeto lícito y sin que en ningún caso puedan establecerse en pe rjuicio de trabajador 
condiciones menos favorables o contrarias a las disposiciones legales y convenios colectivos antes expresados. 
469 En el mismo sentido, Montoya Melgar, A. y Martín Jiménez, R., Estatuto del Trabajo Autónomo…, cit., pág. 117. 
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1.4 Usos y costumbres locales y profesionales 
 
 
 Finaliza esta relación con el trad icional recuerdo a “los usos y costumbre locales y 
profesionales”. Al igual que ocur ría en el ordenam iento civil (a rt.1.1 CC), mercantil (art. 2C. de 
C) y laboral (art. 3 ET), la LETA decide aludir a esta fuente secundar ia, aunque de especial 
relevancia para un colectivo tr adicionalmente carente de exce siva regulación, y por tanto, m ás 
receptivo a la integración de esta norma supletoria en sus relaciones profesionales. Manifestación 
del cierto interés mostrado por e l legislador hacia la inf ravalorada norma es el número de veces 
que recurre a ella a lo largo del articulado. Ya  la Com isión de Expertos quiso resaltar su 
notoriedad, justificando su integr ación en el sistem a de fuentes en base a “la flexibilidad y  
sometimiento a habituales prácticas sociales y ec onómicas en este ám bito”. Esta vez, el artífice 
del texto definitivo sí atendió a las recomendaciones de aquélla470, haciendo referencia a los usos 
y costumbres, no sólo en el art.3.1.d), sino también en ciertos preceptos; así, tanto en relación con 
los deberes profesionales (art. 5.a), com o en  m ateria de extinción c ontractual (art. 15.1.d)), 
recurre a esta fuente de segundo orden –a pesar del silencio de la LETA respecto de su posición.  
 
 De nuevo, escasa novedad posee este apartado, teniendo en cuenta la estrecha vinculación 
existente en tre los autó nomos y la  leg islación ci vil y  m ercantil a partir de la cual se ven ía 
rigiendo. La única d isimilitud enc ontrada vuelve a estar ligada a la confusa red acción d e la 
LETA; así, m ientras los ordenamientos citados – incluso el laboral- es clarecen su posición 
jerárquica, la Ley 20/20 07 se lim ita a hacer ref erencia a ella 471. Por ello direm os que la norm a 
nacida, teóricamente, para superar la regulación pre-existente, se presenta, respecto de este punto, 
con mayores deficiencias que ésta. Quizás sus gana s de poner fin al vacío legislativo en el cual 
supuestamente perm anecía sum ido el colectivo,  no se supo aunar con su vocación  de nor ma 
marco, produciéndose, por ello, ciertas lagunas como la ahora mencionada.  
                                                 
470 Incluso diríamos que fue más allá, recurriendo a la costumbre en un número mayor que la propuesta de Estatuto 
de la Comisión de Expertos; en efecto, además de en el art. 11, dedicado al sistema de fuentes, en el art. 13, relativo 
a la extinción contractual. 
471 El art. 1.3 del Código Civil establece que “la costumbre sólo regirá en de fecto de ley aplicable, siempre que no 
sea contraria a la moral o al orden público y que resulte probada”; por otro lado, el Código de Comercio, en similares 
términos, determina en su art. 2, que los actos de comercio se regirán por las disposiciones contenidas en él y “en su 
defecto, por l os usos del comercio obse rvados ge neralmente en cada plaza”. Hasta el rechazado Estatuto de los  
Trabajadores, en su a rt. 3.4, se ocu pa de este asunt o y  dispone que “l os usos y c ostumbres sól o s e aplicarán e n 
defecto de disposiciones legales, convencionales o contractuales, a no ser que cuenten con una recepción o remisión 
expresa. 
 227
Como viene siendo habitual, la LET A vuelve a mostrar cierta incohere ncia en lo que se refiere a 
sus ans ias d e alejam iento respe cto del Es tatuto de los Trabajadores. L lama la atención que el  
legislador, en lugar de transcribir o al m enos tomar como modelo la referencia que de los usos y 
costumbres hacen  las  norm as de Derecho  priv ado, precisam ente cal que el contenido  del 
art.3.1.d), de la norma laboral por excelencia472.   
 
 Una vez enum eradas las fuentes que van a re gir las relaciones profesionales de estos 
trabajadores autónomos, el precepto se cierra con dos matizaciones que, indirectamente, integran 
en la lis ta otras dos m anifestaciones normativas: los acuerdos de interés p rofesional, únicamente 
referidos al TRADE, y ciertas disposiciones laborales, siem pre y cuando así se determ ine 
mediante precepto legal. 
 
1.5 Acuerdos de interés profesional 
  
 El art.3.2 hace alusión a la, probablem ente, mayor aportación de la LETA al panoram a 
legislativo, los acuerdos de interés pr ofesional, que, a diferencia de lo que ocurría en  el art.11 de 
la propuesta del grupo de Expertos, son extraídos de la relación por estar referidos a un autónomo 
peculiar, como es el económicamente dependiente. Teniendo en cuenta que únicamente repercute 
en la figura del TRADE y debido a su especial relev ancia, este instrumento es abordado por la 
LETA en su art. 13, el cual se integra en el Capí tulo III dedicado al régi men profesional de este 
tipo de trabajador por cuenta pr opia. Respecto a su repercusión en  el s istema de fuentes aho ra 
examinado, debemos recurrir a lo ya dispuesto al  tratar los pactos i ndividuales, señalando que 
estos deberán quedar subordinados  a todo aquello establecido en  acuerdo colectivo, siem pre y 
cuando el autónom o dependiente haya prestado su  consentimiento para que el m ismo le sea de 
aplicación. En fin, una m edida pr oteccionista para unos trabaja dores que entablan relaciones 
profesionales con sujetos posicionados en situación de superiorid ad y que, por tanto, sufren un 
desequilibrio inter partes, impropio de relaciones civiles o mercantiles, a la vez que característico 
del contrato de trabajo. 
  
 El art. 13 L ETA, com o ya hem os dicho, se encarga de regular es te tipo de acuerdos. 
Adjudicar carácter novedoso a lo dispuesto por este precepto no sería una afirm ación del todo 
                                                 
472 Véase Aguilera Izquierdo, R., “La costumbre laboral y sus usos”, Aranzadi Social, nº 5, 2000.  
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correcta, teniendo en cuenta , por un lado, la existencia de e xperiencias piloto 473 y, por otro, la  
presencia en nuestra realidad social de un instrumento, el llamado convenio extraestatutario, que 
se muestra muy cercano a aquél, es pecialmente, en lo que se refiere a s u eficacia, como después 
veremos474.  
Aunque es cierto que respecto  del trabajador autónom o puro, al carecer de contraparte 
empresarial, la adopción de m edidas en torno a esta cuestión se presenta inviable, 475 en r elación 
con el autónomo económicamente dependiente la co sa cambia teniendo en cuenta su cercanía al 
asalariado, así como a la existencia del cliente principal. 
 
 La necesidad de a es te tipo de trabajadores a la negociación colectiva en sentido a mplio, 
para la toma de acuerdos en defensa de sus inte rese profesionales, resultaba acercar una cuestión 
indubitada para nuestra doctrina 476. La controver sia su rgía en  torno  a la  identif icación de los  
instrumentos de articulación de dichos acuerdos.  Pa rte de  l a doc trina se decantaba por la 
ampliación del ám bito subjetivo de la aplicaci ón de los convenios colectivos laborales del 
Estatuto de los Trabajadores, de m odo que algunas de las cláusulas fueran tam bién de aplicación 
a ciertos grupos de trabajadores autónomos477. Otro sector doctrinal, abogaba por un instrumento 
similar al incorporado  en el texto finalm ente aprobado,  así, cierto s autores d efendían la 
posibilidad de que las asociaci ones profesionales específicas de  los trabajadores autónom os 
lograran acuerdos de alcance colectivo con  qu ienes de ordinario suelen  establecer relaciones 
                                                 
473 Acuerdo sobre las condiciones de trabajo y económicas de los transportistas por cuenta propia o repartidores 
autónomo en el Grupo Panrico. Mesa Nacional de Autónomos,  20 de mayo de 2005. 
474Respecto de los co nvenios colectivo, Montoya Melgar, A., “Sobre la v iabilidad legal de co nvenios colectivos al  
margen del Estatu to d e lo s Trab ajadores”, AAVV, Problemas actuales  de la negociación colectiva,  Sem inario 
organizado po r la Asociación de Cajas de  Ahorros para  Relaciones Laborales y el Departamento de Derecho del 
Trabajo de l a Facultad de Derecho de l a Universidad Complutense de M adrid, los días 10 y  11 de junio de 1983, 
Asociación de Cajas de Ahorros para Relaciones Laborales, Madrid, 1984 
475 La i nexistencia de cont raparte no quita p ara q ue p uedan l levar a cab o, a t ravés de  l as di versas fórmulas 
asociativas, a que hacíamos referencia supra, una negociación no laboral, con otros posibles sujetos frente a los que 
puedan rei vindicar pretensiones rel acionadas c on el  ejercicio de su act ividad, gene ralmente fre nte a l as 
Administraciones Públicas- im puestos, tasas, reglam entaciones administra tivas de actividades , cobe rtura de  
Seguridad Social, sub venciones y  f omento de act ividades, ayud as por  sucesos dañosos. Sepúlveda G ómez, M., 
“Derechos c olectivos y representación de los t rabajadores n o asal ariados”, Temas Labo rales, núm. 81/ 2005, pág. 
198. U n e jemplo de l o dicho, l as negociaciones l levadas a ca bo, e n j unio de 2008, e ntre el  G obierno y  l as 
asociaciones de transportistas, las cuales demandaban la toma de medidas por parte de aquél, respecto del abusivo 
incremento del precio del carburante.  
476 La ampliación de la negociación colectiva debe realizarse al trabajo contractual que no se presta en el marco del 
contrato de trabajo, hacia los trabajadores autónomos económicamente dependientes (dependencia manifiesta en las 
relaciones de contratación y subordinación) o, al menos, hacia los trabajadores no asalariados o subordinados. Casas 
Baamonde, M ., “Las t ransformaciones del  t rabajo y  de las rel aciones colectivas”, R elaciones La borales, 1 997, 
núm.2, pág.93. 
477 La necesida d del reconocimiento de l de recho a la ne gociación c olectiva a los trabaja dores a utónomos se 
demuestra con la existencia de algunos convenios colectivos, de pretendida eficacia general, que buscan incluir a los 
autónomos de ntro de su ám bito de a plicación. Gutiérrez-Solar Calvo, B., “ La reg ulación d e l as con diciones de 
prestación de serv icios d e los au tónomos po r la n egociación co lectiva estatuaria”, R elaciones La borales, núm .1, 
2001, pág. 703. 
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contractuales civ iles, m ercantiles o adm inistrativas, s iendo prec isamente contenido de  ta les 
pactos colectivos la fijación de las condici ones económicas y de otra índole que afectan 




 Centrándonos en el tratam iento que la LETA  otorga a esta cuestión, debem os decir que 
ésta reniega de todo aquello que pueda evocar al convenio colec tivo propio de los trabajadores  
por cuenta ajena; así, deja claro en su preámbulo que el reconocimiento de los acuerdos de interés 
profesional, no supone traslada r la negociación colectiva a es te ámbito, sino sim plemente 
reconocer la posibilidad de exis tencia de un acuerdo que trascienda  del mero contrato individual, 
pero con ef icacia perso nal lim itada, pues sólo vincula a los af iliados a las org anizaciones 
firmantes. Indagando en propuestas anteriores , apreciamos que este rechazo se ha ido 
acrecentando progres ivamente, si tenem os en cu enta qu e las pr esentadas tan to p or la  UPTA, 
como por el Grupo Socialista 479 se m ostraban muy cercanas a la  negociación colectiva laboral, 
extrapolando el convenio colectivo al ám bito de los autónomos económ icamente dependientes. 
La Propuesta llevada a cabo por la  Comisión de Expertos, a pesar de m anejar unos términos aun 
próximos al empleado por el Derecho del Trabajo, (“ pactos colectivos”), se manifestaba reacia a 
la importación del instrumento laboral. Finalmente, la LETA intenta apartarse totalmente de éste; 
no solo en la denom inación, sino en num erosos aspectos sustantivos , com o m ás adelante 
veremos. 
   
La relevancia de estos acuerdos respecto de l régimen profesional de los TRADE resulta 
evidente, no sólo por ser considerados fuente de  derecho por el art. 3.2.c) LETA y  prevalecer 
                                                 
478 Cruz Villalón, J, “Propuesta para una regulación…”, cit. pág. 45. 
479Art. 9.3 Propuesta Grupo Socialista: 
Los convenios colectivos podrán incluir la regulación de las condiciones de t rabajo de los trabajadores autónomos 
con dependencia laboral que desarrollen su actividad en el ámbito de aq uéllos. Sin perjuicio de los anteriores será 
también posible la negociación de acuerdos colectivos para estos trabajadores en el caso de que el convenio colectivo 
aplicable en el ám bito en que desa rrollen su  activ idad no incluya a este tip o de t rabajadores, o  si  t al convenio se  
remitiese a l o q ue se regule en est os ac uerdos. L os a cuerdos c olectivos para l os trabajadores a utónomos c on 
dependencia laboral tendrán la eficacia de  convenios colectivos en el s upuesto de que fuese n suscritos por sujetos 
legitimados pa ra a cordar co nvenios co lectivos co nforme a l E statuto d e lo s T rabajadores y,  en s u ca so, po r 
representaciones.   
Art.25 Propuesta de la UPTA: 
Los sindicatos que representen los intereses de los trabajadores autónomos dependientes podrán negociar acuerdos y 
convenios colectivos con la representación de las empresas para regular las condiciones de prestación de servicios. 
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sobre lo dispuesto en el contrato individual 480, sino también por la inci dencia de los m ismos en 
numerosas cuestiones atenientes a los au tónomos económ icamente dependientes tan 
significativas com o la jornada de la actividad prof esional (art.14), la extinción contractual 
(art.15), la  inter rupción justif icada de la actividad (art. 16) o los procedim ientos no 
jurisdiccionales de solución de conflictos (art.18). 
 
 
 Antes de proceder al anális is de las cuestiones concreta s abordadas en cada uno de los 
apartados que conforman el art.13, consideramos  relevante establecer un paralelismo entre el 
acuerdo de interés profesiona l y el convenio colectivo, teni endo en cuenta que no podem os 
olvidar que el acceso  de los autónom os a  éste  ha constitu ido una de las  tradicionales 
reivindicaciones de las asociaci ones de autónomos. Dos son las notas principales que separan 
ambos instrumentos: su eficacia y su naturaleza. Respecto del primer rasgo, mientras el convenio 
colectivo, como sabemos, se ap lica a todos aquellos contratos in cluidos dentro de su cam po de 
aplicación y obliga a todos los trabajadores y empresarios comprendidos dentro de su ám bito481, 
los acuerdos de interés profes ional se des tinan a los  autónomos económicamente dependientes  
afiliados a  un sindic ato o asoc iación que lo negocie y que, ade más, hayan em itido su 
consentimiento. A colación de la  segunda nota direm os que la natu raleza laboral del convenio, 
contrasta con la civil de este tipo de acuerdos concertados al am paro de las disposiciones del 
Código Civil (art.13.4). 
 
  En cuanto a las notas p or las cuales  ambas figuras se m uestran próximas, debemos decir 
que resultan numerosas, por lo que, parece que la finalidad del legislador de la LETA relativa a la 
no traslación de la negociación colectiva al ám bito del trabajo autónomo, ha fracasado, en cierto  
modo; el hecho de que dichas figuras constitu yan fuente de derecho, que am bas prevalezcan 
frente al contrato individual y que requieran de negociación previa a su establecim iento, la  
formalidad exigida para el concierto de ambas, su contenido o la posibilidad, por parte de los dos 
instrumentos, de establecer sis temas de solu ción de conflictos extrajudiciales, impiden que 
podamos profundizar en estos acuerdo sin tener en mente al laboral convenio colectivo. 
                                                 
480 De ot ro modo, tal concurrencia se hubi era convertido en una de las principales fuentes de desave nencias de t an 
compleja figura; así, había sido a dvertido por Cruz Villalón, que con anteri oridad a la LETA, ya señaló que “el 
elemento m ás delicado, a nuestro juicio, e s que vía contratación civil no podría objetarse nada  a que el acuerdo 
colectivo de autónomos fuera sucesivamente contradicho por cualquier tipo de contrato individual concertado por un 
trabajador autónomo con una empresa, aunque ambos hubiesen estado representados en la mesa de negociación del 
acuerdo colectivo”. Cruz Villalón, J., “Propuestas para una regulación…”, cit., pág. 45. 
481 Art. 82.3 ET 
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  El art.13.1 resulta una gran norm a de inform ación respecto de los acuerdos de interés 
profesional, al disponer los sujetos legitim ados para llevar a cabo su concertación, su 
contenido, así com o su principal lím ite. Resp ecto de la prim era de las cuestiones, la LETA  
legitima para estipular este tipo de acuerdos, por  una parte, a las asociaciones o sindicatos que 
representen a los trabajadores au tónomos econó micamente dependientes y, por la otra, a las 
empresas para las que aquéllos ejecuten su ac tividad p rofesional. Acerca de la par te 
concerniente a los trab ajadores, s e perm ite su negociación no solo  a las aso ciaciones 
profesionales, como así hiciera la C omisión de  Expertos en su Propuesta, sino también a los 
sindicatos482. Respecto de am bas instituciones, la nor ma exige que representen a este tipo de 
trabajadores, afirm ación de la cu al ex traemos diferentes conclusion es: por un lado, la 
imposibilidad de que el TRADE concierte ind ividualmente tales pactos, por otro , aunque 
resulta clara, la necesidad de que estos sindicatos o asociaciones cuenten con afiliados. Lo más 
relevante, especialm ente en com paración con la  tantas veces m encionada propuesta de la 
Comisión de Expertos, es cómo el legislador del texto definitivo opta por no incluir el requisito 
de la representatividad de dich as organizaciones. En efecto, la  propuesta inicial nos hablaba de 
asociaciones representativas, a diferencia de  la LETA, más conform ista, que se lim ita a 
requerir, únicamente, que representen a los citados trabajadores, es decir, que estos trabajadores 
estén afiliados a las m ismas. La LETA ha pref erido deslindar la posición de las asociaciones 
más representativas, a las que el art. 21 otor ga determ inadas f acultades, de aquellas qu e 
meramente les representan pero que no ostentan una posición, diríamos, privilegiada.  
 
Centrándonos en la contraparte de estos acuer dos, diremos que el legislador erige como 
tal a las empresas para las que los autónom os económ icamente dependientes ejecuten su 
actividad. L lama la atención cóm o finalm ente el  artífice de la norma se ha decantado por 
nombrar únicamente contraparte a las em presas que actúan como cliente principal, a diferencia 
de la  propuesta anterior que, jun to a éstas, p ermitía la con certación de tales acuerdos con las  
asociaciones empresariales483. Dicha eliminación no supone una m era diferencia de estilo sino 
                                                 
482 El Grupo Mixto presentó una enmienda (núm.4) a través de la cual pretendía  excluir a los sindicatos de este 
derecho de concertación de acuerdos de interés profesional. 
483 Respecto de este asunto, el  CES señal ó e n s u Dictam en so bre el  Anteproyecto de l a Ley  del  Est atuto del 
Trabajo Autónomo que “respecto a los acuerdos de interés profesional, la capacidad otorgada a las asociaciones de 
autónomos para negociarlos, representando a los económicamente dependientes, produciría incompatibilidad en la 
representación de intereses si aquéllas están vinculadas o federadas con asociaciones empresariales, o si la misma 
asociación lo es de trabajadores autónomos dependientes y de clientes autónomos, por lo que la legitimación para 
negociar debería limitarse a los sindicatos. Salvada así la concurrencia de interés, los acuerdos debería concertarse 
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que dificulta la interpretaci ón del precep to, ya que condu ce a pensar que esto s conciertos 
únicamente podrán tener ámbito de empresa 484. Finalmente, se aprecia que, teniendo en cuenta 
que los autónom o clásicos puede n asociarse a asociacion es pr ofesionales, parece que nada 
impediría que éstos se vieran afectados por los acuerdos de referencia485. 
 
 Con relación al contenido de estos pactos, la  LETA señala que a través de los m ismos se 
podrán establecer “las condicione s de modo, tiempo y lugar de di cha actividad, así como otras 
condiciones generales de cont ratación” (art.13.1). Com o ya hemos dicho, en cuestión de 
contenido, la norm a se presenta  s imilar al Es tatuto de los  Trabajadores, concretamente en lo 
dispuesto por el art. 85.1 de és te, el cual, tras enunciar de m odo genérico ciertas m aterias que 
pueden ser abordadas en el convenio colectivo, opta  por emplear la cláusula de cierre, “cuantas 
otras afecten a las con diciones de em pleo”. La  gran diferencia que separa el tratam iento 
otorgado por la disposición laboral del establ ecido por la Ley 20/2007 es que m ientras la 
primera dispone un contenido m ínimo para los convenios colectivos 486, la segunda elude dich a 
fijación, lo cual resulta desa fortunado. A pesar de que, como  he mos observado, la Ley se 
muestra especialmente parca487, no podemos obviar que la misma, aunque no de manera directa 
sino im plícitamente, va referenciando, a lo la rgo de su articulado, materias que pueden ser 
                                                                                                                                                           
no s olo co n e mpresas, si no con as ociaciones patronales”. Dictamen del Consejo Económico y Social sobre el 
Anteproyecto de la Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo, …, cit., pág. 10. 
484 En el mismo sentido, Barrios Baudor, G. y Apilluelo Martín, M., Introducción al Estatuto del..., cit., pág. 118. 
485 La enmienda núm.4, presentada por el Grupo Mixto proponía que “las negociaciones para llegar a  acuerdos 
relativos a i nterese p rofesionales de l os t rabajadores aut ónomos dependientes sean l levadas a cab o p or 
asociaciones que  actúen en representación de los mismos, sin que aquéllos sean representantes de autónomos que 
no t engan est a co ndición de  dependientes. Tratamos de e vitar que e n una m esa de negociación  c onfluyan e n 
ambas partes, los que tienen que ceder y los que tienen que asumir unas mejoras de las condiciones profesionales, 
las mismas asociaciones y, por tanto, que la misma asociación represente a la e mpresa y, a la vez, al trabajador 
dependiente”. 
486 Art.85.3 ET: 
Sin perjuicio de la libertad de contratación a que se refi ere el párrafo anterior, los convenios colectivos habrán de 
expresar como contenido mínimo lo siguiente: 
a. Determinación de las partes que los conciertan. 
b. Ámbito personal, funcional, territorial y temporal. 
c. Condiciones y procedim ientos para la no aplicación del ré gimen salarial que establezca el mismo, respecto de 
las empresas incluidas en el ámbito del convenio cuando éste sea s uperior al de empresa, de conformidad con lo 
establecido en el art. 82.3. 
d. Forma y condiciones de denuncia del convenio, así como plazo de preaviso para dicha denuncia. 
e. Designación de una comisión paritaria de la representación de las partes negociadoras para entender de cuantas 
cuestiones le sean atribuidas, y determinación de los procedimientos para solventar las discrepancias en el seno de 
dicha comisión. 
487 O bservamos como pr opuestas ant eriores llegaban a dedicar un prec epto completo al conteni do de e stos 
acuerdos; así  l a Pr opuesta presentada por l a UPT A, disponía e n s u art . 27 , bajo el  e pígrafe “C ontenido”, que 
“dentro del re speto a l as l eyes, l os co nvenios y  l os ac uerdos col ectivos podrán re gular l as co ndiciones  d e 
prestación  de serv icios del trab ajador autónomo de pendientes así  com o cual esquiera m aterias de í ndole 
económica, sindical, y c uantas otras que afecten a  la re lación e xistente ent re el trabajador aut ónomo y el 
empresario”. 
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abordadas en estos acuerdos, tales com o la jorn ada de la activ idad prof esional, las  
interrupciones jus tificadas de la  m isma o el establecim iento de procedim ientos no 
jurisdiccionales de solución de conflicto. Resulta destacable  que la LETA haya ignorado en el 
art.13 y  en  los dem ás precep tos de la no rma, el contenido de lo s acuerdo s de interés 
profesional, toda referencia a la remuneración, sobre todo teniendo en cuenta la importancia de 
ésta, en cuanto a la adquisición de la condici ón de TRADE. Creem os que el peligro estaría en 
el establecim iento de retribuci ones a través de estos pactos, ya  que, podría hacer peligrar el 
respeto a la libre co mpetencia, que com o ahora veremos, se presenta com o un lí mite 
infranqueable para éstos.  
 
En otro orden de cosas, y a tenor de la Ley, estos pactos colec tivos tam bién podrán 
encerrar co ndiciones g enerales d e contratació n, es d ecir, “cláusulas  pred ispuestas cuya 
incorporación al con trato sea im puesta por un a de las partes, con independencia de la autoría 
material de  las m ismas, de su apa riencia ex terna, de su extensión y de cualesq uiera o tras 
circunstancias, habiendo sido redactadas con la finalidad de ser incorpo radas a una pluralidad  
de contratos”, como así dispone la L ey 7/1998, de  13 de abril, sobre condiciones generales de 
la con tratación488. No se trata de una incorporación novedosa de la LE TA a los contratos 
concertados por los trabajadores por cuenta pr opia, ya que la citada  Ley de 1998, en su 
Exposición de Motivos, dejaba claro que “las condiciones generales de  la contratación se 
pueden dar tanto en las relaciones de prof esionales e ntre sí co mo de éstos con los 
consumidores”.  
 
 El legislador pone fin al apartado prim ero del art.13 fijando un lí mite a lo dispuesto 
mediante acuerdo de in terés profesional; así es tablece que, en todo caso, tales pactos, deberán 
observar lo dispuesto en la legi slación  de d efensa de la com petencia. Resulta un a cues tión 
problemática surgida alrededor  de las relaciones laborales 489, que parece heredar con m ayor 
                                                 
488 Modificada por la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
489 Muchos han sido los que han considerado que la especial protección de la que gozan los convenios colectivos 
les ampara de la aplicación de las norm as en de fensa de la competencia, sin pe rjuicio ello, de que teóricamente 
nada impida tal aplicación: “De hecho, aun cuando podría considerarse necesario, no hay base jurídica para excluir 
la aplicación de la Ley de Defensa de la Com petencia a los convenios colectivos por los jueces y tri bunales del 
orden social. Sin embargo, esta aplicación debe comenzar, en cualquier caso, analizando la posi ble activación de 
sus exenciones, siendo en esta materia la más relevante la llamada “exención por ministerio de la ley” . El art. 4.1 
de la LDC exime de la prohibición establecida en el art. 1 LDC a aquellas conductas restrictivas de la competencia 
que resulten de la aplicación de una ley.  Esta exe nción excluye la prohibición antitrust por la e xistencia de otra 
disposición legislativa que imponga de manera ineludible el acuerdo o la pr áctica y que se revele como necesa ria 
para la consecución de los objetivos de la norma. Aunque no se ha aplicado hasta la fecha, parece posible situar a 
los conveni os colectivos bajo el pa raguas de l a exe nción po r m inisterio de  l a l ey, t anto por el  rec onocimiento 
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intensidad la LETA, teniendo en cuenta que la  naturaleza del trabajo autónom o resulta el 
hábitat idóneo para el desarrollo de la libre competencia. Se trata de una incorpo ración al texto 
definitivo, ni siquiera intuid a en anteriores propuestas. En efecto, la redacción de la L ey 
20/2007 varió respecto de su Ant eproyecto, que  de m odo m ás clarificador, disponía las 
limitaciones precisas que debían ser respetad as por los acuerdos de interés profesional 490, en 
concreto, aquéllas fijada s en el art.1.1 de la Ley 16/1989, de  17 de julio, de Defensa de la 
Competencia, norma, actualmente derogada por la  Ley 15/2007, de 3 de julio. E l art.1 de esta 
Ley considera conductas colusorias determinados comportamientos; así, “prohíbe todo acuerdo, 
decisión o recom endación colectiv a, o práctica concertada o c onscientemente paralela, que 
tenga po r o bjeto, p roduzca o pu eda producir el ef ecto d e im pedir, restring ir o  falsear la 
competencia en todo o parte del m ercado naciona l y, en particular, los que consistan en la 
fijación, de for ma directa o indi recta, de precios o de otras condiciones com erciales o de 
servicio, la lim itación o el cont rol de la producción, la distribución, el de sarrollo técnico o las 
inversiones, el reparto del m ercado o de las fu entes de aprovisionamiento, la ap licación en las  
relaciones comerciales o de serv icio, de condiciones desiguales para prestaciones equivalentes 
que coloquen a unos competidores en situación de sventajosa frente a otros o la subordinación 
de la celeb ración de co ntratos a la  aceptación  de prestaciones suplem entarias que, por su 
naturaleza o  con arreg lo a los usos de com ercio, no guarden relación con el objeto  de tales  
contratos.  
 
El Anteproyecto de la LETA remitía, junto a estas conductas prohib idas recogidas en el 
art.1.1 del la Ley 16/1989, al apartado primero del precepto número tres de la misma (en la Ley 
actualmente en vigor, el núm ero cuatro), mediante el cual se exim e de di cha prohibición a los 
comportamientos que contribuyan a m ejorar la producción o la com ercialización de bienes y 
                                                                                                                                                           
constitucional de la negociación co lectiva, como p or la i mposición del d eber d e n egociar en  el art . 89 .1 del 
Estatuto d e los Trab ajadores. Por añ adidura, p odríamos incluso traer a escena la doct rina Albany, e n la que el  
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas inaplicó el análisis antitrust en función de la naturaleza y objeto 
del convenio”. Baylos Grau , A., h ttp://www.baylos.blogspot.com/2008/05/convenios-colectivos-y-defensa-de-
la.html. 
A colación de este asunto, Guamal Hernández, A., “La interacción entre el Derecho del Trabajo y la defensa de la 
competencia: apuntes sobre  la cuestión”, R elaciones Lab orales, núm.17, 20 06; M artínez Fo ns, D., Libre 
competencia y derecho del trabajo, La Ley, Madrid, 2006. 
490Anteproyecto de la Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo (29 septiembre 2006)  
Artículo 13. Acuerdos de interés profesional 
1. Los acuerdos de interés profesional p revistos en el  apartado 2 del ar tículo 3 de la presente Ley , concertados 
entre las asociaciones o sindicatos que representen a los trabajadores autónomos económicamente dependientes y 
las em presas para las que eje cuten s u actividad podrán est ablecer las condiciones de m odo, tiem po y lugar de  
ejecución de dicha actividad, así como otras condiciones generales de contratación. En todo caso, los acuerdos de 
interés profesional observarán lo s lí mites d el artícu lo 1.1 d e la Ley 16/1989, de 17 de ju lio, de Defensa d e la 
Competencia, salvo que reúnan las condiciones previstas en el artículo 3.1 de dicha Ley. 
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servicios, o a prom over el progreso técn ico o económico, siem pre que perm itan a los 
consumidores o usuarios participar de form a adecuada de sus v entajas, no im pongan a las 
empresas interesadas restricciones que no sean i ndispensables para la consecución de aquellos 
objetivos, y no consientan a las e mpresas partícipes la posibilidad de elim inar la com petencia 
respecto de una parte sustancial de los productos o servicios contemplados.  
 
Además de esta vía d e excepción , apreciam os otras tres  por las qu e los acuerdos 
colectivos podían sortear las prohibiciones im puestas por el art.1.1 L ey de Defensa de l a 
Competencia: en primer lugar, mediante lo establecido en el art.1.5 de la nueva Ley de Defensa 
de la Com petencia, en el que se dispone la po sibilidad de que sea el Gobierno el que declare  
mediante Real Decreto  el estab lecimiento de la exención anteri ormente dispuesta a 
determinadas categorías de conductas, previo  inform e del Consejo de Defe nsa de la 
Competencia y de la Comisión Nacional de la Competencia; en segundo lugar, la declarada por 
el art. 4, el cual fija  la inaplicación de aqué llas a las conductas que re sulten del desarrollo de 
una ley; po r últim o, también, por el art.5, s e m antendrán al m argen de tales p rohibiciones 
aquellas conductas que, por su escasa im portancia, no sean capaces de afectar de m anera 
significativa a la com petencia. Si bien es cierto que los c onvenios colectivos bien podrían 
quedar incluidos en cualquiera de estos supuestos que vienen a exonerar determ inadas 
conductas, los acuerdos de interés profesional,  teniendo en cuenta el ám bito en que se 
desarrollan las rela ciones prof esionales llevad as a cabo por los trabajadores autónom os, no 
resulta tan evidente su exceptuación; y es  que, el establecimiento de honorarios o cualesquiera 
otros conceptos retributivos, parecen resultar contrarios a la Ley de Defensa de la Competencia.  
 
 El art. 13.2 LETA dispone la formalización por escrito del acuerdo de interés profesional. 
En aras de la seguridad jurídica de tales acuerdos, el legislador, desmarcándose del principio de 
libertad de for ma, propio del derecho com ún, exig e, al igual que hiciera el Estatuto de los 
Trabajadores respecto del convenio colectivo, la forma escrita. Por el contrario, la L ETA, en 
base a la naturaleza priv ada de estos  acuerdos y apartada de lo dispues to en la norma labora l 
para los con venios491, obvia su registro, a diferencia de lo  dispuesto respecto de los contratos 
celebrados entre el TRADE y su cliente principal. Entendemos que constituyendo el acuerdo de 
interés profesional una de las fuentes del régimen profesional del TRADE, no hubiera estado de 
                                                 
491 En base a la eficacia normativa de los conve nios colect ivos, el Estatuto de l os T rabajadores, a t ravés de su 
art.90, cond iciona la mis ma a tres so lemnidades fo rmales: el regi stro del  co nvenio, el  dep osito de ést e, ya 
registrado, en la Administración de Trabajo y, por último, la publicación obligatoria y gratuita en el Boletín Oficial 
del Estado o en el de las Comunidades Autónomas, una vez autentificado mediante su registro y deposito. 
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más que se hubiese respaldado su  registro, constituy endo éste un requis ito po rtador de 
seguridad y control. 
 
 Por el art.13.3, al igual  que  sucede con el contrato indivi dual (art. 3.1.c) se entienden 
nulas y sin efectos las cláusulas de estos acuerdos contrarias a disposiciones legales de derecho 
necesario492, aquí entendiendo por tales no sólo la previstas en la s propia LETA, sino cuantas 
resulten de aplicación a la rela ción existente entre el autónomo  económicamente dependiente y 
su clien te p rincipal. Lo  establecido  por este p recepto, m ero reco rdatorio del p rincipio d e 
jerarquía no rmativa, implica  que la regulación de estos acue rdos pued e m ejorar los lím ites 
establecidos por las dis posiciones legales ap licables, (a sí, ad exemplum, el art.14.1, el cual 
dispone que “el trabajador autónomo econó micamente dependiente tendrá derecho a una 
interrupción de su actividad anual de 18 días há biles, sin perjuicio de que dicho régimen pueda 
ser mejorado mediante contrato entre las partes o mediante acuerdos de interés profesional”).  
Junto a este lím ite, no podem os ol vidar, teniendo en cuenta que nos encontram os ante una 
figura de naturaleza jurídico-privada, las restricciones recogidas en el Código Civil, en concreto 
en el art. 1255, que exige el respeto a “las leyes, a la m oral y al orden público”, así com o en el 
art. 1261 en el que se  recogen los requisitos esenciales del contrato: consentim iento, objeto y 
causa. 
 
Con el apartado cuarto f inaliza el art. 13. Resulta llam ativa la actuación del legislador, 
dejando para el final dos datos esen ciales respecto de cualquier fi gura jurídica: su naturaleza y 
eficacia, aspectos del todo in terrelacionados; asim ismo, debido a que resulta inviable el 
tratamiento de los acuerdos de interés profesiona l sin hacer alusión a tan relevantes cuestiones, 
ambos asuntos ya han sido abordados anteriorm ente. Respecto del prim er asunto, tenemos que 
señalar que nos encontram os ante contratos colectivos 493, obligados a observar lo dispuesto en 
                                                 
492 El CES reclamó la clarificación de la redacción otorgada a este apartado en el Proyecto de Ley del Estatuto del 
Trabajo Autónomo; así manifestó que “a  juicio del CES, para su mejor comprensión el art.13.3 debería redactarse 
en el sentido de que se entenderán nulas y si efectos las cláusulas de los acuerdos de interés profesional contrarias 
a disposiciones legales de derecho necesario” y no “se entenderán nulas y sin efecto las cláusulas contrarias a las 
disposiciones l egales de de recho neces ario incluidas en l os ac uerdos de interés profesional” c omo disponía el 
Anteproyecto. Dictamen del Consejo Económico y Social sobre el Anteproyecto de la Ley del Estatuto del Trabajo 
Autónomo,…, cit., pág. 8. 
493 La doctrina ya valoró esta hipótesis com o vía de acer camiento a la  negociación cole ctiva de condi ciones de 
trabajo por parte del colectivo de t rabajadores autónomo económicamente dependientes; así, Cruz Villalón, años 
atrás, ya apuntaba “la posibil idad de que las asociaciones profesionales específicas de los trabajadores autónomos 
logren acuerdos de cará cter colectivo con los que de ordinario suelen establecer relaciones contractuales civiles,  
mercantiles o  ad ministrativas, sien do precisamente co ntenido d e tales acuerdos co lectivos la fij ación de las 
condiciones ec onómicas y de otra índole que afecte n individualmente a las relaciones  entre es os a utónomos y 
terceras empresas de las que dependan en la perspectiva económica”. Tal vía, aunque posible, el autor destacó sus 
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el art. 1254 y ss del Código civil -Título II  “de los contratos”-. Dicho carácter privado hace que 
resulte obv ia su eficacia lim itada “a las  partes  firmantes y , en su  caso , a los afiliados a las  
asociaciones de autónomos o sindicatos firm antes que hayan prestado expresam ente su 
consentimiento para ello”, teniendo en cuenta que los contratos solo producen efectos entre las  
partes que los otorgan, com o así establece el ar t. 1257 CC. Se trata de la princip al disimilitud 
existente entre estos acuerdos y los convenios colectivos laborales que, como sabemos,  a tenor 
del art. 82.3 ET 494, obligan a todos los em presarios y tr abajadores incluidos dentro de su 
ámbito de aplicación y durante todo el tiempo de su vigencia. 
                                                                                                                                                          
Resulta inn egable la n ecesidad de  que los afiliados a dichas o rganizaciones presten  su 
consentimiento495, no só lo porque tal requerim iento de igual manera aparece enunciado en el 
art.3.2, sino por lo establecido en las disposiciones del Código Civil a las cuales perm anecen 
ligados. En efecto, el art.1259, estipula que “ninguno puede contratar a nombre de otro sin estar 
por éste autorizado o sin que tenga  por la ley su representación legal”. Teniendo en cuenta que 
estas asociaciones o sin dicatos no actúan com o representantes legales de sus af iliados, resulta 
imprescindible la autorización de éstos496. 
 
Como ocurre siem pre que profundizam os en el espíritu de la LETA, nos encontramos 
con grandes dificultades para acceder a él, ya que, debido a su parquedad y confusión, 
numerosas cuestiones quedan en el aire. Por ejem plo, nos preguntamos qué ocurre si no se dan 
estos dos requisitos exigidos, la afiliación y el consentimiento; en qué momento deberá emitirse 
el consentimiento, ¿una vez negociado el acuerdo o de manera previa a él?; su emisión ¿deberá 
ser expresa o tam bién se perm ite la  tácita?; ¿podrá adherirse a lo aco rdado un trabajador no 
afiliado a la  asociación o sindica to que lo nego ció?; ¿cual será la vige ncia temporal de es tos 
acuerdos?; ¿que interés va a tener un empresario en firmar con una asociación o sindicato unas 
condiciones, si lo con certado tendrá que ser a su vez aceptado, de manera individualizada, por 
 
carencias, señalando que “al mantenerse en la esfera de las categorías jurídicas de la contratación civil, los mismos 
por sí solos no podrían lograr el plus de eficacia jurídi ca otorgado por la legislación laboral a los conveni os 
colectivos strictu sensu: ni sería viable otorgarles eficacia inderogable frente a sucesivos pactos, ni mucho menos, 
eficacia erga omnes”. Cruz Villalón, J, “Propuestas para una regulación…”, cit., pág. 45. 
494 Goerlich Peset, J.Mª, “Concepto y eficacia del convenio colectivo (art.82)” en ejemplar dedicado a: El estatuto 
de los trabajadores. Veinte años después, Revista española de Derecho del Trabajo, núm.100, 2000. 
495 Tanto la enmienda núm.3, presentada por el Grupo Mixto, como la núm. 52 del Grupo Parlamentario Izquierda 
Unida, abogaban por la s upresión de la exi gencia del consentimiento.  De igual m anera, el CES e n su Dictam en 
sobre el Anteproyecto del Estatuto del Trabajo Autónomo, se m ostró contrario a tal requ erimiento. Dictamen del 
Consejo Económico y Social sobre el Anteproyecto de la Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo…, cit. pág. 10. 
496 Ningún precepto de la LETA pro clama la representatividad legal de e sta asociaciones y sindicatos , a los que  
únicamente concede , m ediante su art. 19.2.b), el derec ho a “conce rtar acuerdos d e i nterés p rofesional p ara lo s 
trabajadores au tónomos econ ómicamente dependientes afiliados en  l os térm inos prev istos en  el art.13  d e la 
presente Ley”. 
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cada autónomo económicamente dependiente; ad emás, ¿que presión puede  tener el empleador 
principal para llevar a cabo la negociación, si la LETA no  ha reconoci do a estos trabajadores 
ninguna medida de conflicto?; si el  trabajador se da de baja de  la asociación o sindicato que 
firmó el acuerdo, ¿lo dispuesto en éste permanecería en vigor respecto del contrato del TRADE 
ya no afiliado? , ¿ Resultaría justo que trabajador es que llev an a cabo  s imilares prestaciones, 
desarrollaran sus servicios bajo diferentes cond iciones? En fin, arduas cuestiones de respuesta 
intrincada dado el tenor de la LETA. En efecto, la  vaguedad de ésta parece que va a dificultar 
su desarrollo práctico. No pode mos olvidar qu e con la regulación que del m ismo existe 
actualmente, parece que el clien te principal, a p esar de es tar legitimado para negociar dichos  
acuerdos, n o estará obligado; es to, unido a las dificultad es existen tes en la actualidad para 
acceder a un puesto de trabajo a causa del crecient e paro, el cliente p rincipal no s e encontrará 
forzado a llegar a acuerdos con este tipo de trabajadores. Además, en el supuesto en el que sí se 
llegaran a negociar estos acuerdos, debido a la ex igencia de afiliación, podrían los trabajadores 
verse obligados a afiliarse a asociaciones o sindicatos , con el fin de participar en los benef icios 
adquiridos por la vía de la negociación. En otra s palabras, se podría vul nerar el derecho a la 
libre sindicación, rozando situaciones aberrantes típicas del sindicalismo británico497.  
 
1.6 Mantenimiento en vigor d e la Disposición Final 1ª del Estatuto 
de los Trabajadores 
 
 Se pone punto y final al art.3, con una de  tantas remisiones al Estatuto de los 
Trabajadores498, quizás la de mayor relevancia. A través de este precepto, el legislador excluye 
al autónomo de la esfera aplicat iva del Derecho del Trabajo, ex cepto en aquellos aspectos que 
por precepto legal se disponga expresam ente; este apartado n os viene a decir que la LETA s e 
limita a mantener en vigor la disposición final primera del ET, con el fin de arm onizar y evitar 
                                                 
497 No hay que olvidar que este derec ho acepta cláusulas del tipo closed shop, que al ser i ncluida en un convenio 
colectivo, o bliga a lo s e mpresarios afectado s a co ntratar ex clusivamente a trab ajadores afiliad os al sin dicato 
pactante; la cl áusula union shop, que impone a los trabajadores contratados por los empresarios afectados por el 
convenio a adherirse al sindicato pactante, so pena de ser despedidos sino lo hacen; la cláusula preferential hiring, 
que co mpele a lo s e mpresarios afectad os a co ntratar pr eferentemente a lo s trab ajadores afiliado s al sin dicato 
pactante; la cláus ula maintenance of membership, que obliga a la p ersistencia en  la afiliación sindical d e lo s 
trabajadores, que en cas o contrario serían despedidos. Finalmente, por la cláu sula de agency shop, por la que l os 
empresarios afectados por el convenio colectivo se comprometen al descuento, recaudación e ingreso de las cuotas 
sindicales de los trabajadores. Montoya Melgar, A., Derecho del Trabajo, Tecnos, Ed. 29ª, 2008, pág. 129.  
498 Como ya se hiciera en el art. 1.1 LETA, respecto de los trabajos realizados por familiares del art.1.3.e) ET o en 
el art.2.b) LETA, en relación a la actividad que se l imita al mero cargo de consejo o a dministrador  m encionada 
del art.1.3.c) ET  
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la colisión entre ambas normas. A pesar de que su artífice intenta, en todo momento, destacar la 
naturaleza extralaboral del co lectivo, no renun cia a qu e el m ismo pueda disfrutar de m edidas 
promovidas desde el ámbito labo ral, como ya ocurriera con  aquellas relativas a la prevenció n 
de riesgos laborales o al der echo sindical, aunque con ciertas reservas De todos modos, aunque 
la LETA únicamente permita esta restringida extensión, hay que d ecir que el espí ritu protector 
del ordenam iento laboral continua  presente a lo largo de su articulado; lo seña lado resulta  
razonado si tenemos en cuenta que si lo que se  persigue mediante esta Ley es la m ejora de las 
condiciones profesionales de este colectivo, qué mejor espejo para m irarse, sobre todo en lo 
relativo al T RADE, que el Derecho del Trabajo, rama jurídica escindida del derecho privado, 









1. Derechos profesionales 
   
La LETA haciendo g ala de su vocación d e estatuto, em ulando a disposicio nes 
precedentes de similar propensión como la norma laboral o la relativa a los empleados públicos, 
integra en su art. 4 un catálogo de derechos, posteriormente completado por lo dispuesto en el art. 
6 referente al derecho a la no discrim inación y garantía de los derechos fundam entales y 
libertades públicas. De nuevo, el legislador se distancia de lo dispue sto por la Com isión de 
Expertos, teniendo en cuenta que, aunque de análogo contenido al texto sugerido- no exento éste 
de crítica-, podemos atribuir al definitivo una redacción poco acertada al presentarse ininteligible; 
mientras el art.3 de la propuesta se lim itaba a a portar una lista de derechos, de aparente sentido 
taxativo, sin hacer distinción entre el los, el art. 4 de la LET A, clasifica a los m ismos de manera 
arbitraria en dos grupos: básicos individuales e individuales. De esta redacción, se desprende una 
posición disímil en favor de los prim eros, lo cual no plantearía problem a alguno, si no fuera por 
el contenido de los mismos, que hace de tal diferenciación algo insondable. No comprendemos el 
motivo por el cual se an teponen aquellos catalogados por el Texto Constitucional como derechos 
del ciudadano a otros considerados por éste co mo funda mentales. De sobra es conocida la 
posición prevalente que ostentan estos últimos499, por lo que resulta inco mprensible, teniendo en 
cuenta su indiscutible relevancia, que la LETA les situé en una posición aparentemente accesoria. 
 
                                                 
499 El con stituyente, consciente de que la mera declaración de d erechos puede derivar en una simple declaración de 
buenas intenciones, otorgó a estos una serie de garantías, las cuales les colocan en una situación de primacía respecto 
de otras prerrogativas. En primer lugar, los derechos fundamentales están sometidos a reserva de ley en su desarrollo 
(art.53.1 CE); es más, tienen reserva de ley orgánica. En segundo lugar, la Constitución  esta blece restricciones a la  
suspensión, quedando ésta s ometida a limitaciones  procesales. Existe un sistema de control a la hora  de votarla y 
controles a posteriori, no solo políticos sino también jurisdiccionales, que provoca que a los poderes públicos se les 
pueda exigir responsabilidades.  En  tercer lu gar, apreciamos la existencia de instituciones de garantía: el Defen sor 
del Pueblo e instituciones si milares de las CCAA, o el M inisterio Fiscal cuya función es promover la acción de la 
justicia en defensa de estos derechos. En cuarto lugar, llegamos a las garantías jurisdiccionales. Respecto de éstas, el 
sistema esp añol actú a sob re tres p ilares: el p oder judicial, el Trib unal Co nstitucional (ex iste un  p rocedimiento 
especifico para gara ntizar los derec hos fundamentales que  es el recurs o de am paro constituci onal) y el Tribuna l 
Europeo d e Derechos Humanos. El con stituyente esp añol ha sido ex traordinariamente sen sible a la g arantía 
internacional de los derechos fundamentales, por ello cualquier ciudadano que veo vulnerado alguno de los derechos 
reconocidos por el Convenio Europeo de Derechos Humanos, una vez agotadas las vías judiciales en España, podrá 
acudir ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.  
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 A dicha incomprensión se añade otro elem ento objeto de confusi ón. En efecto, m ientras, 
respecto de los derechos básicos individuales, se presenta una breve lista numerus clausus, 
integrada ú nicamente por tres d erechos de rele vancia no exenta de duda s, la relación de los 
meramente individuales, es enun ciada con claro propósito ejem plificador, que inferim os de la 
cláusula general incluida en la letra k) del apartado segundo del artículo, que señala “cualesquiera 
otros que se deriven por los contratos por ellos celebrados”.  
 
 La justificación de la inapropiada sistemática empleada por el art.4 solo podemos hallarla 
en el tan tas veces m encionado m imetismo de  la LETA r especto del ET; y es que un sim ple 
vistazo basta para deducir que el legislador ha trasladado el esquema empleado por el artífice de 
la norm a laboral en el art 4 de ésta, al ám bito norm ativo del trabajador autónomo, siendo 
numerosas las similitudes existentes entre los ar tículos 4 de am bas normas. En primer lugar, los  
dos cuentan con una incom prensible doble clasif icación: por un lado, el ET distingue entre 
derechos básicos y derechos relativos al trabaj o, por otro, el Estatuto del Trabajo Autónomo 
diferencia entre derechos básicos individuales y derechos individuales.  En segundo lugar, tanto 
en una norm a como en otra, m ientras para los de rechos, diríamos, principa les, se presenta un a 
lista numerus clausus, para aquellos considerados accesorios, la enumeración aportada resulta ser 
numerus apertus. En tercer lugar, al igual que la nor ma laboral básica, la LETA li mita la 
referencia a las disposiciones específicas de cada derecho a los denominados “derechos básicos”, 
obviando toda rem isión para aque llos derechos relativos al trab ajo enumerados en su apartado 
segundo. Por último, referido ya al  propio léxico em pleado, observamos evidentes paralelismos: 
la letra f) del art.4.2 del ET que dispone el derecho “a la percepción puntual de la remuneración 
pactada o legalm ente establecida” encuentra s u casi sem ejante en la m isma letra  del m ismo 
precepto de la LETA que declara el derecho  del autóno mo “a la percepción puntual de la 
contraprestación convenida por el ejercicio p rofesional de su actividad”; la letra g) de la norm a 
laboral dispone que el trabajador asalariado tiene derecho “al ejercicio in dividual de las acciones 
derivadas de su contrato de trab ajo”, mientras que la letra i) de la LETA nos habla del derecho 
“al ejercicio individual de las acc iones derivadas de su actividad  profesional”. Ambos preceptos 
finalizan con una cláusula sim ilar, por part e del ET señalando “a cuan tos otros se deriven 
específicamente del contrato de trabajo” y, respecto de la LE TA disponiendo “cualesquiera otros 
que se deriven de los contrato por ellos celebrados”. En una pa labra, el Estatu to del Tr abajo 
Autónomo no sólo se dedica a re producir las bondades de la rele vante norma laboral, sino que 
también plasma los defectos técnicos de ésta.  
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En otro orden de cosas, sabem os que el principal motivo que ha llevado a contemplar la 
tutela del trabajador autónom o como algo inabor dable, ha sido la ausencia de contraparte. 
Sabemos que todo derecho origina un deber correla tivo, en otras palabras, resulta ineludible la 
existencia de otro sujeto que permita el ejercicio del derecho por parte de su titular. En el caso de 
los trabajadores por cuenta propia, parece evidente la falta de tal figura, por lo que tendremos que 
enfrentarnos a un obstáculo insoslayable: fren te a qu ién reiv indicarán estos trab ajadores e l 
ejercicio de los derechos procla mados en el art.4. Respecto del autónomo clásico, la cuestión 
resulta más dificultosa si cabe, ya que únicamente podríamos considerar titulares de los deberes a 
los distin tos cliente s co n los qu e a quél en tabla relaciones profesionales. Esto resu lta d elicado 
teniendo en cuenta que dichos vínculos quedan en marcados en el ámbito del derecho privado. En 
otras palabras, se trata de rel aciones en las cuales prim a la autonom ía de la libertad, quedando 
ambas partes en una posición igualitaria. Po r ello, resultará ex tremadamente com plejo 
determinar, por ejemplo, frente a quién va el aut ónomo a ejercer su derecho a la con ciliación de 
su actividad profesional con la vida personal y familiar o frente a qué individuo va a reclam ar no 
ser discriminado, ten iendo en cuen ta que estas re laciones nacen en un a esfera en la que nad ie 
puede obligar a nadie a establecer  una relación profesional con un sujeto con quien no desea. 
Como vemos, debido a la falta de  esa contraparte, en la práctic a, respecto de estos autónom os 
stricto sensu, la virtualidad de tales derechos queda cuestionada. Por todo e llo, el colectivo se  
sitúa a expensas de la respuesta que los podere s público puedan dar a sus reivindicaciones en 
ejercicio de los mismos, aunque esta vía accesoria no se ha mostrado del todo garante teniendo en 
cuenta que, hasta el m omento, las intervenciones del Estado en beneficio del colectivo han sido 
mínimas- prácticamente se reducen a m aterias de fomento de e mpleo, formación profesional o 
protección social-. Sí es  cierto, en relación a es to último, que la LETA m erece ser encomiada en 
cuanto que, en num erosos preceptos, insta a la Administración Pública a abandonar la pasividad 
mostrada hasta el momento, reclamando su implicación en los asuntos que afectan al colectivo de 
los trabajadores autónomos, como así hace en los art.6 y 8, relativos al derecho a la igualdad y no 
discriminación y a la prevención de riesgos laborales.  
 
Cosa distin ta sucede en  relación co n el TRADE. Éste, tan  cercano al asalariado,  sí 
encuentra un sujeto an te quien reclamar sus derechos: el c liente principal. Muestra de ello, e s el 
hecho de que algunos de los derechos incluido s en este catálogo, posteriorm ente, han sido 
desarrollados por la Ley únicam ente en relación a ellos, como ocurre con el derecho a suspender 
la actividad profesional en determinados circunstancias (art.16).  
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  Siguiendo con esta visión global del artículo, tenemos que señalar que éste rem ite a las 
normas que de m anera específica regulan dichos derechos; esto se debe a que, aunque es cierto 
que algunos tienen vida por sí m ismos, otros necesitan apoyo legal pa ra su ejercicio. A pesar de 
que observamos cómo ciertas prerrogativas encuentran este soporte en la propia Ley 20/2007 500, 
ciertamente, la m ayoría no se regula por ella sino por su propia norm ativa501, al m argen de 
aquélla. Llama la atención cómo el legislador incorpora tal referencia únicamente al hablar de los 
denominados “derechos básicos individuales”, no señalando nada, por el contrario, respecto de 
los “derechos individuales”. El motivo de tal ex clusión podemos encontrarlo en la tendencia, ya 
manifestada, de la LETA, a reproducir, en cierta manera, la sistemática seguida por el Estatuto de 
los Trabajadores. En efecto, si acudimos a éste, ap reciaremos que al igual que aquélla, la norm a 
laboral básica limita dicha referencia a los por el denominados “derechos básicos”, obviando toda 
remisión a la norm ativa específica para aquellos der echos relativos al trabajo enum erados en su 
apartado segundo. En otras palabras, una manifestación más de la conducta incorrecta del artífice 
de la LETA, que, en lugar de en mendar los errores del Estatuto de los Trabajad ores, vuelve a 
incurrir en los mismos. 
 
Para finalizar, antes de adentrarnos  en el an álisis de los concretos derechos en este 
artículo recogidos, debemos apuntar que aunque este catálogo no proporciona en la práctica gra n 
cosa, su establecim iento tam poco incom oda, y es qu e, declarando  de m anera expres a la 
proyección de derechos en el m arco de la actividad profesional del trabajador autónomo, no sólo 
se aporta claridad a una cuestión especialmente discutida, sino que pone fin a los que algunos han 
calificado de “déf icit dem ocrático”502 in aceptable en relación co n este co njunto d e 
trabajadores503. Ade más, si el espejo en el que se mira la Ley 20/2007, el Estatuto de los 
                                                 
500 Art. 8 LETA “Prevención de riesgos laborales”; Art. 10 LETA “Garantías económicas”; Art. 19 LETA “Derechos 
colectivos básicos”; Art. 20 “ Derechos de a sociación profesional de los trabajadores autónomos”; Título IV LETA 
“Protección s ocial del trabajador aut ónomo”; Titulo V “Fom ento y prom oción del traba jador a utónomo”. La 
Comisión de Expertos consideró la mención que de estos derechos, lleva a cabo en el art. 4 de “mera enumeración de 
avance”.  
501 A m odo ejemplificativo, la Ley 16/  1989, de 1 7 de j ulio, de Defensa de la Competencia, la Ley de Pro piedad 
Intelectual ( RDLeg. 1 /1996, d e 1 2 d e ab ril, modificado p or el 2 3/2006, d e 7 d e ju lio), la Ley 3 1/1995, d e 8 d e 
noviembre de Prevención de Riesgos Laborales, la Ley 51/2003, de 2 de  diciembre , de igualdad de oportunidades, 
no discriminación y accesibilidad unive rsal de las personas con disca pacidad, la Ley Orgá nica 3/2007, de 22 de  
marzo, para la igualdad efectiva de hombres y mujeres, etc. 
502 Ru iz Castillo , Mª . M., “Delimitació n su bjetiva d el Derech o del Trab ajo. Un  interrogante esp ecífico: el trab ajo 
parasubordinado”, Relaciones Laborales, nº 15/16, 1991, pág. 135. 
503 En el mismo sentido, el informe de la Co misión de Expertos en donde esta señalaba que “la eficacia directa entre  
particulares de los derechos fundamentales ya se e ncuentra consolidada en nuestra cultura jurídica. Y si tal realid ad 
esta totalmente extendida en la legislación y en la práctica judicial propia de las relaciones laborales, es coherente su 
extensión a ot ras realida des sociales donde  tales der echos pue den verse am enazados, part icularmente cuand o se  
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Trabajadores, también incluyó un catálogo sim ilar de derechos, ya reconocidos con anterioridad 
por la Cons titución- d esde ese m omento efectiv os-, y no fue refutado, por qué aho ra que nos 
encontramos ante trabajadores cuyas derechos han sido tradicionalm ente cuestionados, vam os a 
vapulear a la norm a simplemente por plasm ar en un texto legal sus tan obj etados derechos. Eso 
sí, dicha justificación no nos debe hacer olv idar los fallos cometidos por el leg islador-entre ellos 
la equivoca redacción- a la hora de llevar a la práctica estas loables intenciones.  
 
 
 1.1 Derechos fundamentales y lib ertades públicas reconocidos 
en la Constitución  
 
La referencia del art.4, en su prim er apartado, a los derechos fundamentales y libertades 
públicas rec ogidos en la Constitu ción española  y en los T ratados y Acuerdos Inte rnacionales 
ratificados por España, tampoco resulta del todo apropiada, máxime al ser puesta en relación con 
el epígrafe que encabeza el precepto -“Derecho s profesionales”-; no se pue de tildar de derechos 
propios del trabajador, aquellos di spuestos en tan relevante texto y dirigidos a la persona en sí 
misma504- a excepción del derecho a la huelga y liberta d sindical-. A efecto s prácticos, parece 
que dicha declaración no introduce ninguna nove dad; la Ley 20/2007 se lim ita a proyectar 
derechos co nstitucionales, propio s d e la  person a- y por  tan to, propios  d e los tr abajadores po r 
cuenta propia- en una norm a dirigida exclusivam ente a estos; por ello,  del anális is del artículo 
podemos inferir que el mismo únicamente tiene por finalidad justificar la denominación “Estatuto 
del Trabajo Autónomo”.  
  
Como ya hemos avanzado, además de estos derechos inherentes a la persona, la Sección 
primera del Capítulo II del Títu lo I de la Constitución española re coge dos derechos relativos al 
trabajo: el derecho a la liberta d sindical y el derecho a la hue lga. E n este sentido, debem os 
apuntar que ni la Constitución, ni  sus normas de desarrollo, han c onferido especial relevancia al 
trabajador independiente, más bien todo lo contrario; y es que han m ostrado clara predilección 
                                                                                                                                                           
observa u na i nescindible vi nculación e ntre el ejercicio de una actividad labo ral y el coetáneo desarrollo de s us 
derechos fundamentales como ciudadano. Máxime, cuando ello se verifica en un contexto de contratante débil”. Un 
Estatuto para la promoción…, cit., pág. 113. 
504 Se trata del derecho a la vida y a la integridad física y moral, a la libertad ideológica y religiosa, a la libertad y a la 
seguridad, al ho nor, a la i ntimidad y a la propia im agen, a la lib ertad de resid encia, a la lib ertad de exp resión e 
información, a la reunión y asociación y a la tutela judicial efectiva. 
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por el asalariado 505, no s olamente de m odo directo, hacien do referencia expresa a él, sino 
también de manera indirecta, vinculando el trab ajo regulado a la presenci a de un empresario. No 
podemos olvidar que, tradicionalmente, el único trabajador necesitado de tutela era el trabajador  
por cuenta ajena, es decir, aqu el contratante d ébil en el á mbito de la s relaciones labora les que 
requería de  m ecanismos de protección que  pusieran f in al des equilibrio con tractual qu e 
presentaba el trabajo dependiente, en fin, una situación aj
   
ena al autónomo506.  
                                                
Así las co sas, si bien es verdad que los de rechos proclamados por el art. 28 del Texto 
Constitucional resultan aparentemente aplicables al colec tivo de los trab ajadores autónomos507, 
al proteger claramente al trabajador en general,  igual de innegable result a que estos se han visto 
ensombrecidos, siendo objeto de aplicación restrictiva tanto a nivel jurisp rudencial508, como por  
las leyes de desarrollo de la CE509. La LETA a penas se ha pro nunciado respecto de los m ismos; 
en efecto, d iremos, en cuanto a la libertad s indical se refiere, que la norm a se ha lim itado a  
respaldar, en su art.19.1.a), lo ya declarado por  la Ley Orgánica, 11/1985, de Libertad Sindical, 
es decir, que este derecho sólo podrá ser disfruta do por aquellos autónomos sin trabajadores a su 
servicio; en otras palabras, no  existe ninguna novedad respecto de una de las tradicionales 
reivindicaciones del colectivo. En cuanto al segundo derecho profesional considerado 
fundamental por el Texto Constitucional, el de recho a la huelga, la Ley 20/2007, a pesar de 
referirse a él de m odo implícito, rehuye toda alusi ón en el resto de su ar ticulado. Respeto de este 
asunto, la situación venía presentá ndose compleja, ya que, aunque el  Real Decreto-ley 17/1977, 
 
505 Reflejo de ello, es el hecho de que el legislador del ET no considerara necesaria la remisión por parte de su art.4 a 
los derechos y libertades públicas reconocidos en la Constitución española; y es que, para este colectivo esto hubiera 
resultado d el todo el udible, ten iendo en  cuenta qu e l os d erechos con stitucionales venían sien do pro clamados, 
prácticamente en exclusiva, respecto de él. Por el contrario, que el legislador de la LETA- así como los miembros de 
la Comisión de Expertos- decidiera acudir a el los de manera expresa en su a rt. 4, resulta  al  menos comprensible 
teniendo en cuenta que la titularidad de estos derechos había sido cuestionada respecto de los autónomos. 
506 En este sentido, aunque abogando por una interpretación extensiva de los preceptos constitucionales, la Comisión 
de Expertos señaló que “en efecto, en muchos de los derechos constitucionalizados vinculados al mundo del trabajo, 
habitualmente ex iste la ten dencia a rest ringirlos al ám bito d e las relaciones de trab ajo so metidas a la leg islación 
laboral, probablemente por que enc uentran s u origen histórico so bre t odo e n el  t rabajo asal ariado pr opio de l a 
sociedad indu strial. Esta ten dencia se ap recia co n una si mple lec tura de d eterminados p receptos con stitucionales 
cuyo enunciado, si bien pu ede parecer redacta do e n clave exclusi vamente de trabajo asalariado, no ofrece  
argumentos serio s p ara d educir q ue el constitu yente q uiso in stituir rest ricciones sub jetivas d e su  titu laridad”. Un 
Estatuto para la promoción…, cit., pág. 115. 
507 El legislador de la LETA e n su Preám bulo destaca com o determ inados artículos del  Texto Constitucional se  
dirigen al trabaj ador en  general; en  efect o, dispone que “estas referen cias con stitucionales no  tien en por qu é 
circunscribirse al trabajo por cuenta ajena, pues la propia Constitución así lo determina cuando se emplea el término 
“españoles” en el art.35 o el de “ciudadanos” en el a rt.41, o cuando encomienda a los poderes públicos la ejecución 
de determinadas políticas, art.40, art.40, sin precisar que sus destinatarios deban ser exclusivamente los trabajadores 
por cuenta ajena”.  
508 STC 9 8/1985, de 29 de julio, en relación al recurso  de inconstitucional relativo al Pro yecto de Ley Org ánica de 
Libertad Sindical (RTC 1985\98); STS (Sala d e los Social) de 6 de julio de 1990 (RJ 1990\6072) y STS de 29 de 
mayo de 1995 (Ar. 4395), relativas al derecho de huelga 
509 Martínez Barroso, Mª. R., Régimen profesional, prevención de riesgos…, cit., pág. 175. 
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de 4 de m arzo, sobre Relaciones de Trabajo, encargado d e su regulación y aun hoy en vigor, se 
centraba en  la figura del trab ajador asalariad o, en la práctica en num erosas ocasiones po r 
agricultores, ganaderos, taxistas , transportistas, trabajadores del sector de las grúas, etc. 510 Han 
llevado a cabo paros, com o m edio de presión fuer a del ámbito labo ral. Apreciam os cóm o de 
nuevo la Ley 20/2007 se desm arca de propuestas an teriores; y es que, analizando tanto las dos 
iniciativas presentadas por el grupo Parlam entario Socialista y tram itadas en el Consejo de los 
Diputados en el año 2002, así como los textos articulados promovidos por las asociaciones UPTA 
y ATA, distinguim os diversas alusiones a este derecho a la huelga, bajo la denom inación de 
“paro reiv indicativo”511. Por lo tanto, direm os que la nue va norm a debería haber optado por 
aclarar esta cuestión, si no en re lación con la generalidad del col ectivo, sí al m enos respecto del 
autónomo económicamente dependiente, el cual, de bido a su naturaleza, so slaya muchas de las 
dificultades que tradicionalm ente han venido impidiendo el acceso d e los autón omos a este 
instrumento de presión.  Por tal ind eterminación, sólo nos queda decir que tan discutido asunto 




Para finalizar el com entario de este ap artado, nos vemos obligados a destacar un nuevo 
error de sistematización cometido por la LETA.  La norma, tras citar lo s derechos y  deberes que 
confieren a esta clase d e trabajadores, procede en su art.6  a di sponer las garantías con las que 
cuentan los derechos f undamentales y libertades públicas dispuestas en su art.4, así com o a  
proclamar el derecho fundam ental a la no disc riminación, cuestiones que serán analizadas 
posteriormente.  
   
 
                                                 
510 Por su repercusión debemos mencionar los paros llevados a cabo por los trabajadores autónomos dependientes de 
empresas como Telefónica y Panrico. 
511 Por ejemplo, el art. 19 de la Propuesta pres enta por el Grupo Socialista reconocía “a los autónomos dependientes  
que se hallen vinculados  de forma preferente o exclusiva con una misma empresa a la que prestan sus servicios, el 
derecho de sindicación y de asociación específica, de representación, de negociación colectiva y de huelga”. Por otro 
lado, la pro puesta presentada por la UPTA, en  su  art.4  consideraba derecho básico de los traba jadores autónomos 
dependientes, con el contenido y alcance que determina su normativa especifica, el derecho a la huelga. 
512 En el mismo sentido, Tárraga Poveda, J., “Los derechos colectivos del trabajador autónomo”, en Luján Alcaraz, J. 
(Dir.), El Estatuto del Trabajo Autónomo. Análisis de la Ley 20/2007, de 11 de julio, Laborum, Murcia, 2007, pág. 
230. 
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1.2 Derechos básicos individuales 
 
 Adentrándonos en el co mentario de los d erechos considerados “básicos individuales”, la 
LETA otorga esta denominación al derecho al trabajo y a la libre elección de profesión u oficio, a 
la libertad de iniciativa económica y a la libre competencia y al derecho a la propiedad intelectual 
sobre sus obras o prestaciones pro tegidas. Su na turaleza es económica y a diferencia de m uchos 
de los derechos detraídos del carácter “básico” y reconocidos en el apartado siguiente, no son 
considerados fundamentales por el Texto Constitucional, teniendo en cuenta que los dos primeros 
vienen reco gidos expresam ente en la Sección II de l Capítu lo I de su Título I, co mo derechos  
propios del ciudadano y el último, aunque la Constitución únicamente le menciona en su art.149, 
relativo a las com petencias exclusivas del E stado, resulta perfectamente incardinable en el 
artículo 33.1 CE, que r econoce “el derecho a la propiedad privada” 513. En base a lo dispuesto, 
resulta evidente que ninguno de los tres cuenta c on las garantías propias de  aquéllos, muchos de 
los cuales han sido relegados a una posición accesoria por parte de la Ley. 
 
1.2.1 Derecho al trabajo y a la libre elección de profesión u oficio 
 
Respecto d el derecho al trabajo y a la lib re elección de profesión u oficio, nos 
encontramos ante un derecho proclam ado por la  Constitu ción en su art. 35 para “todos los  
españoles”. Por tanto, no se trata de un der echo propio de este cole ctivo, sino que el m ismo 
también res ulta ap licable a los tr abajadores asala riados; tal conc lusión no se  desprende 
únicamente de su cita e n el Texto Constituc ional, sino tam bién del co ntenido del art. 4 de la 
norma laboral, que, al igual que la LETA, da co mienzo a la enum eración de los considerados 
derechos básicos h aciendo referencia a éste.  Ambos textos norm ativos, una vez m ás semejantes 
en su redacción, divergen en cuanto a la conc reción del significado del m ismo. Resulta evidente 
que, proclamado dicho derecho del modo que lo hace el Estatuto del Trabajo Autónomo, es decir, 
sin un desarrollo posterior que le dote de un mayor significado, queda, en  principio, reducido a 
una m era declaración de buenas intenciones. A pe sar de que el Estatuto de los Trabajado res 
también adolece de imprecisión, diremos que ésta al menos completa su significado, aludiendo en 
posteriores líneas, esta vez en el párrafo se gundo del art.4, entre los derechos, diríam os, de  
                                                 
513 Ciertamente, la propiedad intelectual, o las manifestaciones en que ese derecho toma cuerpo, pueden contar con la 
tutela de otros preceptos constitucionales. Así, el derech o fundamental a la producción y creación litera ria, artística, 
científica y técnica garantizados en el art.20.1.b) CE constituyen un presupuesto indeclinable para que la tarea de los 
creadores se desenvuelva en el imprescindible ámbito de la libertad. 
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segundo orden, al relativo a la ocupación efectiva, a través del cual parece am pliarse el alcance 
del primero. Por otro lado, hay que destacar los lazos que unen la declaración de este derecho con 
el Título V de la LETA, que reco ge los artículos relativos a las políticas de fom ento de trabajo  
autónomo, ya que no podem os olvidar que para que se  pueda garantizar el ejercicio de aquél,  
ineludiblemente, se requiere la participación de los poderes públicos y su e mpeño para que el 
mismo pueda hacerse efectivo. 
 
1.2.2 Libertad de iniciativa económica y derecho a la libre competencia 
 
 La letra b) del apartado segundo del art.4 de  la LETA co mienza haciendo referencia a la 
libertad de iniciativa económica, y seguidamente remite, como derivación de ésta, al derecho a la 
libre com petencia. La libertad de iniciativa  económ ica ya había sido reconocida por la 
Constitución Española en su art.38514, el cual no sólo llevaba a cabo su proclama, sino que exigía 
a los poderes públicos la garantía de su ejercicio. Al contrario de lo que sucedía respecto del 
derecho señalado en la letra precedente – el derecho al trabajo y a la libre elección de profesión u 
oficio-, dirigido a todo tipo de trabajadores, el contenido del apartado  en cues tión únicam ente 
afecta al trabajador que lleva a cabo su activ idad por cuenta propia, ello debido a que tal derecho 
encuentra su razón de s er en la faceta em presarial del au tónomo, en especial, del clásico, en el  
cual ésta se m anifiesta con mayor intensidad. Tal aspecto, inexistente en el trabajador asalariado  
y requisito ineludible para el disfrute del dere cho, provoca que el Estatuto  de los T rabajadores 
evite m encionar la libertad de iniciativa económ ica en su arti culado, lo cual resulta del todo 
lógico teniendo en cuenta que el  objetivo de esta norm a es ot orgar protección al trabajador 
subordinado. La com petencia, principio vector de  nuestra econom ía y de gran incidencia social, 
tiene un papel especialmente signi ficativo en la LETA, y es que no solamente se alude a ella en 
este ca tálogo de derech os sino que tam bién se presenta co mo lím ite a los acuerdo s de interé s 
profesional, concretam ente, al exigir, en su ar t.13.1, la observancia, por pa rte de estos, de las 
condiciones establecidas en la legislación de defensa de la competencia; en una palabra, 
condiciona su contenido a lo di spuesto en la Ley 16/1989, de 17 de julio, de D efensa de la  
Competencia, hoy actualizada por la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
 
                                                 
514 Sob re el art.3 8 CE, R ubio Llo rente, F., “La lib ertad de em presa en  la Co nstitución”, Estudios jurídicos en 
homenaje al profesor Aurelio Menéndez, coord. Iglesias Prada, J. L., Cívitas, 2001, págs. 803-846. 
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1.2.3 Derecho de propiedad intelectual  
   
El derecho de propiedad intelectual reconoci do en la letra c) no implica novedad alguna 
en cuanto a su disfrute por pa rte de los trabajadores  autónom os. Teniendo en cuenta que esta 
materia viene siendo regulada desde tiem pos lejanos515 y que la norm ativa a ella ap licada nunca 
ha cerrado sus puertas a estos trabajadores, dire mos que su proclam ación en el catálogo, no deja  
de ser meramente declarativa516. Actualmente, el RDLg 1/1996, 12 de abril -modificado por Ley 
23/2006, de 7 de julio- es el encargado de su tr atamiento, resultando indiscutible la aplicación a 
este colectivo, en base a su art. 5.1, que extiend e su esfera aplicativa a “la persona natural que  
crea alguna obra literaria, artística o científica”, siguiendo de este  modo la estela del art.2 de su 
norma predecesora, la Ley de 10 de enero de 1879, de Propiedad Intelectual. Este derecho n o 
deja de ser una m anifestación más de la falta de ajenidad de los trab ajadores por cu enta propia, 
los cuales, exentos de rendir cu entas a nadie–  a diferencia del asalariado y sus invenciones 
laborales- pretenden obtener el máximo provecho económico de sus obras o prestaciones.  
 
1.3 Derechos individuales 
 
 En el apartado 3 del art.4 de la LETA, la norma establece una relación de diez derechos, a 
los que califica de “derechos individuales” en el  ejerc icio de su actividad profesional. Com o 
anteriormente hem os anuncia do, se trata de un catálogo numerus apertus, que perm ite la  
posterior inclusión de cu alquier otro derecho en favor del autónom o- la cl áusula de la letra k) 
resulta oportuna ya que la enum eración se muestra del todo insu ficiente-. Se trata de un 
heterogéneo conjunto de derechos que, a pesar de  la acotación sugerida en su enunciado, no se 
ciñe al ám bito profesional, teniendo en cuen ta que este apartado segundo incluye derechos de 
contenido va riado: unos  i nherentes a la persona, otros diri gidos directam ente a la figura del  
trabajador- independientem ente de s i éste lleva a cabo su laboral por cuenta propia o ajena-, 
                                                 
515 Véase , Marc o M olina, J., La propiedad intelectual en la legislación española, Marcial Pon s, Mad rid, 1995; 
Valdés Alo nso, A., Propiedad intelectual y relación de trabajo: la transmisión de los derechos de propiedad 
intelectual  a través del contrato de trabajo: artistas, programadores informáticos y producción audiovisual, 
Cívitas, Madrid, 2001; Saiz García, C., Objeto y sujeto del derecho de autor, Tirant lo Blanch, Valencia, 2000. 
516 Igu almente, la Ley 11 /1986, de 20 d e marzo, de Pat entes d e Inv ención y Mod elos d e Utilid ad, resulta d e 
aplicación al c olectivo de trabajadores por cuenta propia, la única dife rencia es que mientras la LET A ha decidido 
incluir en el catálogo del art.4 el derecho a la propiedad intelectual- como decimos, de modo meramente declarativo-
, incomprensiblemente, ha optado por no incluir el referido a la propiedad industrial, lo que por supuesto no significa 
la sustracción de su disfrute por parte de aquél; en el mismo sentido, García Murcia. J. (director), AAVV, El trabajo 
autónomo y otras formas..., cit., pá g. 47; Montoya Melgar, A. , Martín Jiménez, R., Estatuto del trabajo 
autónomo…cit. , pág. 138. 
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incluso uno de carácter procesal como es el recogido en la letra i) y que discurre sobre el derecho 
a instar la actividad jurisdiccional.  
 
1.3.1 Igualdad ante la ley y a no ser discri minado; en particular, derecho a no ser 
discriminado por razón de discapacidad   
 
 La relación da comienzo contemplando, en su apartado a), el derecho a la igualdad ante la 
ley y a no ser discrim inado, directa o indirectam ente, por razón de nacim iento, origen racial o 
étnico, sexo, estado civil, relig ión, convicciones, discapacidad, ed ad, orientación sexual, uso de 
alguna de las lenguas oficiales de ntro de España o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social. 
 
 
 Antes de adentrarnos en  el concreto  tratam iento que la LETA confiere a tan relevante 
derecho, tenemos que decir que co n dicha proclam a se culm ina un largo proceso iniciado años  
atrás y d irigido a extend er el p rincipio de igualdad y no discrim inación a distintos ámbitos. Lo 
que en un principio fue proclam ado como un derec ho civil de la persona,  progresivamente fue 
llegando al mundo del trabajo, prim ero referido al trabajador asalariado para posteriorm ente 
hacer partícipe del mismo al realizado por cuenta propia. En relación a éste verem os que a través 
de la nuev a Ley se transpone a nuestro ord enamiento el sen tir que, desd e hace unos años, ya se 
venía apreciando fuera de nuestra s fronteras  y que ha p ermitido situarnos en  tan  priv ilegiada 
situación al m enos desde un plano teórico. As í las cos as, consideramos inte resante realiza r un  
breve repaso a la evolución sufrid a por este derecho, con el fin de apreciar el importante avance 
alcanzado.  
 
 A nivel mundial, la protección contra la dis criminación está incluida en  numerosos textos 
legales: la “Declaración de Derechos Humanos” de 1948, en su art. 2 517, el Pacto Internacional de 
Derechos E conómicos, Sociales y Culturale s d e 1966, en su precep to de igual n úmero518, la 
                                                 
517 Art.2 “Declaración de Derechos Humanos”:  
Toda persona tiene los derec hos y libertades  proclamados en esta Declaración, si n distinción alguna de raza, color, 
sexo, idiom a, religión, opini ón política o de cualquier otra índole , ori gen nacional o social, posici ón ec onómica, 
nacimiento o cualquier otra condición. 
Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de 
cuya j urisdicción dependa una pe rsona, t anto si  se t rata de u n país i ndependiente, como de u n t erritorio de 
administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación o soberanía. 
518 Art.2 “Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales”: 
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Convención de las Naciones sobre eliminación de todas formas de discriminación contra la mujer, 
de 18 de diciem bre de 1979, etc. Ya centrando la problem ática discrim inatoria en un ám bito 
concreto como es el trabajo, ha llamos otros documentos legales que apuestan por la extensión del 
derecho a dicha esfera; por ej emplo, el Convenio 111º de la Organización In ternacional de 
Trabajo sobre la discrim inación en el em pleo y la ocupación, de 1958, en el que se define la 
discriminación com o “cualquier distinción, exclusi ón o preferencia basada en m otivos de raza, 
color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social que tenga por objeto 
anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en  el em pleo u ocupación”; esta  
conceptualización fue adaptada a nuestro tiempo en la Conferenci a Internacional del Trabajo, 91ª  
de 2003, a través del informe global “La hora de la igualdad en el trabajo” por el que se considera 
que “discrim inar en el em pleo y la ocupació n consiste en dispensa r a las personas un trat o 
diferente y menos favorable debido a determinados criterios, como el sexo, el color de su piel, la 
religión, las ideas políticas o el origen social, sin tom ar en consideración los méritos ni las 
calificaciones necesarias para el puesto de trabajo de que se trate”519. 
 
 A nivel comunitario, desde su constitución, la  Unión Europea se ha  dotado de num erosos 
instrumentos legislativos para luchar contra la  discriminación.; en efecto, el “Convenio Europeo 
para la Protección d e los Derechos Hum anos”, de 1950 -ratificado por Es paña con fecha 26 de 
septiembre de 1979-, en concreto, su art.14 520, ya abogó por que los ciudadanos de los Estados 
miembros r ecibieran u n trato igu alitario en cualquier circunstancia. Posteriormente, y con 
semejante objetivo, hallamos textos tales como el Tratado de Ámsterdam (1997) que, mediante su 
art.13, instó al Consejo a “adoptar acciones adecuada s para la lucha contra la discrim inación por 
motivos de sexo, de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u 
orientación sexual” . En base a lo dispuesto en es te artículo, en 1999, la Com isión  presentó un 
“Paquete de Medidas” contra la discriminación, que com prendía la Directiva 2000/43/CE, de 24 
de junio relativa a la ig ualdad de trato en el empleo y la o cupación en relación con las personas 
con distinto origen racial o étnico, así co mo la 2000/78/C E, de 27 de noviem bre de 2000, ya 
                                                                                                                                                           
Los Esta dos partes en el pre sente Pacto se  com prometen a garantizar el ejercicio de  los de rechos que e n él  se  
enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión pública o de ot ra 
índole, origen nacional o social, posición económica o nacimiento o cualquier otra condición social. 
519 “La ho ra de l a Igualdad en el t rabajo”. Informe global con arreglo al  seguimiento de la Declaración de l a OIT 
relativa a los principios y derechos fundamentales en el tr abajo. Conferencia Internacional del Trabajo, 91ª, reunión 
2003. http://www.ilo.org/declaration. 
520 Art.14“Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos”: 
“Prohibición de discriminación” 
El goce de los derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio ha de ser asegurado sin distinción alguna, 
especialmente por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas, u otras, origen nacional o social, 
pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier otra situación. 
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dirigida a u n ám bito es pecífico co mo es el tr abajo y  que estab lecía un marco general para la 
igualdad de trato en el empleo  y la ocupación. Ade más, en la Conferencia Intergubernam ental de 
Niza, se proclam ó la “Carta de los Derechos F undamentales de la  U. E” de 18 de diciem bre de  
2000, que representó la culminación de un largo proceso de declaraciones521.  
 
 
 Respecto del colectivo de los trabajadores autónomos, debemos destacar dos Direc tivas: 
por un lado, la 86/613/CEE del Consejo, de 11 de noviembre de 1986, sobre la aplicación del  
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres qu e ejerzan una actividad en régim en de 
autonomía, incluidas las actividades  agrícolas, así como sobre la protección de la m aternidad, por 
constituir una de las prim eras normas dirigidas específicamente al colectivo en cuestión; por otro, 
la 2006/54/CE del Parlam ento Europeo y del C onsejo de 5 de julio de 2006, relativa a la 
aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres 
en asuntos de em pleo y ocupación 522, por incluir a estos trabajadores  en su  ámbito de aplicació n 
respecto de algunos aspectos523.  
 
 Las dos Directivas europeas que combaten la discriminación y, muy especialmente, la que 
persigue la igualdad de trato en el em pleo y la ocupación, fueron recogidas y desarrolladas en 
España por la Ley 62/2003 de 20 de diciembre, de m edidas fiscales, administrativas y de orden 
social. El legislador aprovechó esta Ley para cumplir con dos compromisos; así, en el Capítulo III 
                                                 
521 Con posterioridad a la Conferencia Intergubernamental de Niza, en el seno de la Unión  se l levaron a cabo otros 
muchos trabajos; por ejemplo, la Directiva 2002/73/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de septiembre 
de 2002, que modifica la 76/207, de 9 de febrero de 1976, relativa a la a plicación del principio de igualdad de trato 
entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesional y a las 
condiciones de trabajo, la Directiv a 2004/113, del Consej o, de 13 de di ciembre de 2004, sobre aplicación del 
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su suministro. 
No podemos dejar de mencionar que, como parte de su Programa de Acción para luchar contra la discriminación, la 
Comisión Europea, en 2003, bajo el eslogan “Por la diversidad. Contra la discriminación”, llevó a cabo una campaña 
paneuropea de información, de cinco años de duración, sobre la lucha contra la discriminación por motivos de origen 
étnico o racial, religión o c reencias, e nfermedad, e dad u orientación sexual, en cu yo d esarrollo co laboraron los 
gobiernos de l a UE, si ndicatos, organizaciones empresariales y ONG. Esta ca mpaña destacó por dos motivos: en 
primer lu gar, por d irigirse no so lo a lo s trab ajadores sino también p or co ncienciar a lo s empresarios; en  seg undo 
lugar, por destacar los aspe ctos positivos y las ventaj as que se deri van de la diversidad, c omo son una m ayor 
productividad, creatividad, motivación y eficiencia. http://www.stop-discrimination.info. 
522 Esta norma viene a ref undir normas anteriores tales como la Directiva 75/117/CEE del Consejo, de 10 de febrero 
de 1975, relativa a la aproxi mación de las legislaciones de los Estados miembros, que se refieren a la aplicación del 
principio de igualdad de retribución entre los trabajadores masculinos y femeninos, la 76/207/CEE del Consejo, de 9 
de febrero de 1976, relativa a la aplicación del princi pio de igualdad de trato entre hom bres y mujeres en lo que se  
refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo, la Directiva 
86/378/CEE del Conse jo, de 24 de  julio de 1986, relativa a la aplicación del principio de igualda d de trat o ent re 
hombres y mujeres en los regímenes profesionales de seguridad social, así como la Directiva 97/80/CE del Consejo, 
de 15 de diciembre de 1997, relativa a la carga de la prueba en los casos de discriminación por razón de sexo. 
523Los trabajadores autónomos quedan afectado por todo lo dispuesto en el Capítulo II de la Directiva , dedicado a la  
Igualdad de trato en los regímenes profesionales de Seguridad Social 
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titulado “M edidas par a la aplicac ión del princ ipio de igualdad de trato ” hacía referencia a las  
Directivas 2000/43 y 2000/78: la Se cción 2 estaba dedicada a la no discriminación por el origen 
racial o étnico de las p ersonas, m ientras que la  Sección  3 ª hacía referencia a las  m edidas en 
materia de igualdad de trato y no discrim inación en el trabajo 524. Recientemente, a través de la 
Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de  hom bres y mujeres, se ha  
incorporado al ordenam iento español la 2002/73/CE y la Directiva 2004/113/CE. Hay que 
destacar qu e a través  d e ésta m uchos han sido  los asp ectos en que s e ha vis to favorecido  el 
colectivo de autónomos, “especialmente en lo rela tivo a los derechos derivados de las situaciones 
de maternidad y paternidad, todo ello en el contex to de avanzar en una polít ica de conciliación de 
la vida familiar con el trabajo, tan demandada por los trabajadores autónomos”525; además no hay 
que olvidar que la LETA remite a lo en ella estipulado en su art. 6.5526.  
   
 Tras este plante amiento inic ial, del que inferimos la preocupación, tanto a nivel 
internacional com o nacional, que existe alred edor de este asunto, procedem os a analizar el 
contenido del derecho planteado: 
 
 En el reconocim iento que lleva a cabo la LETA de este derecho- fundam ental por haber 
sido recogido en el art.14 CE, de ahí la contradicción anteriormente señalada relativa a su posición 
accesoria en esta norma-, apreciamos- como no podía ser de otro modo- cierto paralelismo con la 
proclama que de él se realiza en el catálogo de de rechos laborales incluido en su art.4 de la norma 
laboral. En esta ocasión, consideramos de m ayor interés destacar, no los as pectos coincidentes en 
ambas norm as- por ejem plo, la alusión a las dos m odalidades de discrim inación, directa e 
                                                 
524 Esta transposición fue objeto de numerosas críticas. La primera de ellas es la relativa a la forma de llevarse a cabo, 
aprovechando los Pr esupuestos Generales del Est ado para i ntroducir es tas medidas q ue nada t ienen q ue ver co n 
aquéllos. Mu chos han sido  lo s qu e han señ alado qu e, el  co nstituir un apéndice d e una Ley tan  rel evante, junto al 
hecho de que fuera discutida en fechas especialmente significativas, cercanas a  unas  elecciones generales, provocó 
que est a t ransposición no f uera p recedida de un verdadero debate soci al. Po r otro l ado, l a n orma no se c onsideró 
apropiada ten iendo en  cu enta q ue m ientras muchos artícu los fu eron rep roducidos literalm ente, o tros n o fu eron n i 
siquiera introducidos en la norma española. También ha sido objeto de críticas lo que para algunos se ha considerado 
como la  pérdida de una oportunidad legal para regular la figura del mobbing o acoso moral; en efecto, en este primer 
acercamiento al conce pto de “acos o”, ést e se condicionó a la e xistencia de un animus subjetivo específico del 
acosador, c onsistente en di scriminar a l a pers ona acos ada, e xclusivamente por m edio de l as ci nco ca usas de 
discriminación ob jeto de l a Ley . Para m uchos, est e encorsetamiento l egal l o úni co que hizo f ue im pedir u na 
regulación completa de dicha figura, ya que si bien es cierto que viene a ser otra forma de discriminación, cuyo único 
fin es, en  definitiva, con seguir la eli minación m oral d el trab ajador para qu e v oluntariamente cese  en  la relació n 
laboral que le une, directa o indirectamente, al acosador, y que esto puede venir acompañado de alguno de los motivos 
de discriminación anteriormente referidos, no siempre resulta necesario. 
525 Preámbulo de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo. 
526 Sobre el part icular, entre m uchos, Ferná ndez Guadaño, J., “Mujer y trabajo aut ónomo: h acia la  ig ualdad d e 
oportunidades. Proy ecto promoción del  t rabajo a utónomo y  su ada ptación a l os cam bios est ructurales”, I niciativa 
comunitaria EQUAL, Escuela de Estudios Cooperativos, Universidad Complutense de Madrid. 
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indirecta527-, sino, por el contrario, aque llos en los que divergen; así,  de su cotejo extraem os 
disimilitudes tales como el reduc ido número de motivos que  plantea e l ET 528 frente al num eroso 
acogido por la LETA- ésta, en consonancia con la s norm as internacionale s y comunitarias en 
vigor con posterioridad a la norm a laboral- o la au sencia en el Estatu to de los Trabajado res, a 
diferencia del Texto Constitucional y de la LETA, de una cláusula numerus apertus que permita la 
posterior inclusión de otros m otivos. Adem ás ap reciamos que m ientras el Es tatuto de los 
Trabajadores com ienza la proclam a del derec ho determ inando en que circunstancias se debe 
garantizar el disfrute del m ismo, es decir,  señalando que los trabajadores no podrán ser 
discriminados tanto en el acceso al em pleo como una vez em pleados, la LETA pospone dicha 
determinación al art.6.3 en el cual señala que “la prohibición de discriminación afectará tanto a la 
libre iniciativa económica y a la contrataci ón, así como a las condiciones del ejercicio 
profesional”. También resulta interesante destacar el profuso desarrollo que del apartado c) de su 
art.4 lleva a cabo el Estatuto de  los Trabajadores a lo largo de su arti culado, aludiendo a esta 
cuestión en  precep tos tales com o el 16.2, 17, 2 4.2 o el 28.  Precisamente un  artícu lo como este 
último, dedicado a la ig ualdad de remuneración por razón d e sexo, se añora en la L ey 20/2007,  
sobre todo, teniendo en cuenta que se trata de un asunto, aún hoy sin resolver. Respecto de la 
                                                 
527 C on l a finalidad de  ent ender m ejor am bos c onceptos, resulta d e interés realizar u n breve com entario s obre el 
origen de esta distinción. Ha sido el Tribunal Supremo de los E.E.U.U quién ha efectuado la diferenciación entre las 
figuras del disparate treatment y del disparate impact, conocidas en Europa como discriminación directa e indirecta, 
respectivamente. El germen de estos términos se sitúa en la jurisprudencia estadounidense, concretamente en el cas o 
Griggs contra Duke Power Company e n 19 71, e n el  que se di scutía un  su puesto de discriminación por raza. 
Resumiendo, diremos que el  asunto versa  s obre el  hecho de que con anterioridad a l a Ley de Derec hos Civiles de 
1964, que ya p rohibía la segr egación racial por discriminatoria, la em presa Duke Power Company había em pleado 
trabajadores negros únicam ente en el  depa rtamento en el que l os sal arios era n m as bajo s .En 1965, cuan do est a 
política em presarial se convi erte en ilegal por discrim inatoria, la em presa introduce posteriorm ente un re quisito a  
quién quisiera ser con tratado, un título de estudios superiores y pasar dos tests; de esta forma, era cierto  que a todos 
los candidatos se les trataba de la misma manera, no existiendo en ningún momento discriminación por razón de raza, 
sin em bargo, a consec uencia de haber rec ibido una educación i nferior, la aplicación de las  nue vas dis posiciones 
dejaba fuera a  los tra bajadores ne gros, irrum piendo de  este modo l o que hoy conoce mos com o discrim inación 
indirecta. Esto llegó al Derecho Comunitario, haciendo aparición por primera vez en la Sentencia  de 8 de  abril de 
1976, en el caso Defrenne II. En ésta, se manifiesta, de manera confusa, una distinción entre “discriminación directa y 
manifiesta” y “discrim inación indirecta y oculta”: las primeras eran suscep tibles de de ser co nstatadas con  la sola 
ayuda  de  los criterios de identidad de t rabajo e  igualdad en las retribuciones y las seg undas “que solo pueden ser 
identificadas por disposiciones de ap licación m ás explícitas, ya sean de carácter c omunitario o nacional”. E n l o 
relativo al derecho español, la figura de la discriminación indirecta se introduce en la Sentencia del TC 145/1991, de 1 
de j ulio, c on ocasión de u n recu rso de a mparo en rel ación a una discriminación sa larial por razón de se xo (R TC 
1991\145). El Tribunal entenderá por discriminación directa “el tratamiento diferenciado perjudicial en razón del sexo 
donde el sexo sea objeto de consi deración directa”, m ientras que p or di scriminación indirecta “los tratamientos 
formalmente no discriminatorios de l os que de rivan c onsecuencias desi guales per judiciales po r el  im pacto 
diferenciado y  des favorable que t ratamientos formalmente iguales o t ratamientos razonablemente desiguales t ienen 
sobre trabajadores de uno u otro sexo a causa de la diferencia de sexo”. 
528 El art. 4.2.e) ha sido modificado sucesivamente por: 
– Art. 1 de la Ley 3/1989, de 3 de m arzo, por la que se amplía a di eciséis semanas el  permiso de m aternidad y se 
establecen medidas para favorecer la igualdad de trato en el trabajo. 
– Art. 37.2 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden social. 
– Disp. Adicional 11ª de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
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Propuesta de la Com isión de Expertos, apenas existen dif erencias que la separen del texto 
finalmente aprobado; únicam ente, cabe m encionar que el artífice de és te prefirió optar por la no 
introducción de algunos m otivos ta les com o los relativos a las ca racterísticas genéticas o a la 
opinión.  
 
 En aras de un anális is com pleto del tr atamiento que la L ETA otorga al principio de 
igualdad y no discrim inación, resu lta inexcusable no abordar este  apartado en conexión con lo 
dispuesto en el art.6, que vien e a com pletar lo establecido en aquél. Este artículo com ienza 
clarificando la identidad de aquellos que quedan sometidos a la prohibición de discriminación; así, 
a través de su apartado 2 se establece que serán los poderes públicos junto a quienes contraten la 
actividad profesional de los trab ajadores autónomos, los que verá n restringida su conducta por la  
prohibición de discrim inación seña lada en el art.4.3.a). El pape l de la Adm inistración adquiere 
mayor relevancia en conexión con lo establec ido en el apartado 1, que no es m ás que una 
manifestación de los dispuesto en el art.9.2 CE; y es que la LETA no sólo condiciona la actuación 
de los poderes públicos al cum plimiento de este derecho, en cuanto a las relaciones que pudieran 
establecer con los miembros del colectivo de trabajadores autónomos, sino que erige a aquéllos en 
garantes de su cumplimiento real y efectivo, en pos de la paz social.  
   
 Siendo consciente el legislador de la frecu encia con la que se com eten estos actos de 
discriminación, dedica el apartado 3 del art. 6 a establecer, en consonancia con lo establecido en el 
art. 24 del Texto Constitucional 529, los procedim ientos judiciales  que deberán ser incoados por 
parte de los trabajadores autónom os- o de las asociaciones o sindi catos que los representen- que 
consideren su derecho vulnerado.  La LETA,  en base al art.53.2 CE 530, señala que esta s 
reclamaciones judiciales se llevarán a cabo por vía de un procedimiento sumario y preferente ante 
                                                 
529 Art.24CE:  
1. Todas las personas tiene n derecho a obtener la tutela efec tiva de los que jueces y tribunales en el e jercicio de sus 
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. 
2. Asimismo, t odos t ienen d erecho al  j uez o rdinario predeterminado por l a Ley , a l a de fensa y  a  l a asi stencia de 
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con 
todas las garantías, a u tilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no  declarar contra sí mismos, a n o 
confesarse culpables y a la presunción de inocencia. 
La Ley regulará los casos en que, por razón de pare ntesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar 
sobre hechos presuntamente delictivos. 
530 Art.53.2 CE: 
Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el art.14 y la Sección primera 
del C apítulo I I ant e l os T ribunales ordinarios por un procedimiento basa do e n l os pri ncipios de pre ferencia y  
sumariedad y, en  su  caso , a trav és del recurso  de amparo ante el Trib unal Constitucional. Este ú ltimo recurso  será  
aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 3. 
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el órgano jurisdiccional com petente por razón  de la m ateria531. Conociendo la duplicidad de 
estatutos que abarca es ta Ley, debemos considerar el tratamiento diferenciado que se da en cada 
uno de ellos. Así, en el caso del autónom o tradicional, éste encontrará respuesta en la jurisdicción 
civil, por el contrario, para lo s trabajadores autónomos económicamente dependien tes, el o rden 
social será la vía idónea. Re specto del prim ero de los supuest os, tendrem os que acudir a lo 
establecido en el art. 249.1.2 Ley 1/2000, de 7 de en ero, de Enjuiciam iento Civil. Este precepto 
dispone que “se decidirán en el juicio ordinario, cualquiera que sea su cuantía: las (demandas) que 
pretendan la tutela del derecho al honor, a la intim idad y a la propia im agen, y las que pidan la 
tutela judicial civil de cualquier otro derecho f undamental, salvo las que se refieran al derecho de 
rectificación. En estos p rocesos, s erá siempre pa rte el Min isterio Fiscal y su tram itación tendrá 
carácter preferente”. Como ya hemos dicho, el procedimiento cambia cuando del TRADE se trata; 
así, la vía apropiada es la recogida en el art.181 del Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral532. 
 
A continuación, la norma se encarga de los efectos que traerá la vulneración del derecho. 
Aboga por la nulidad de cualquier cláusula contr actual que vulnere, no solam ente el derecho a l a 
no discrim inación sino cualquiera de los cons iderados funda mentales, así como porque se 
indemnice a la víctima por los perjuicios sufridos. El legislador remite a lo dispuesto en el Código 
Civil, aseverando, otra vez, el carácter privado de la regulación destinada a los autónomos. 
 
La Ley finaliza descendie ndo a uno de los m otivos aludi dos en el art.4.3.a), la 
discriminación por razón de sexo. El legislador remite a lo establecido en la Ley Orgánica 3/2007, 
de igualdad efectiva entre hombres y mujeres, la cual proyecta el principio de igualdad de género 
sobre todos los ámbitos de la realidad social en donde se generan este tipo de comportamientos; se 
                                                 
531 Ya apunta ba Cruz Villalón la necesid ad de incorpora r a l futuro Estatu to del Tra bajo Autónom o, un proce so 
sumario y p referente en los términos exigidos en el art.  53.2 CE. Cru z Villalón, J., “Propuestas para una regulación 
del trabajo autónomo”, Documento de trabajo 17/2003. 
532 Art.181 LPL: 
Las dem andas d e tu tela de los demás d erechos fun damentales y lib ertades públicas, in cluida la prohibición de 
tratamiento di scriminatorio y del  ac oso, que se  sus citen e n el  ám bito de l as rel aciones j urídicas at ribuidas al  
conocimiento del orden jurisdiccional social, se tramitarán conforme a las disposiciones establecidas en este Capítulo. 
En dichas demandas se expresarán el derecho o derechos fundamentales que se estimen infringidos. 
Cuando la sentencia decla re la existe ncia de v ulneración, el  juez deberá pronunciarse sobre la  cuantía de l a 
indemnización que, e n s u caso, le corre spondiera al tr abajador por habe r sufri do discriminación, si hubiera  
discrepancia e ntre las partes. Esta indem nización será c ompatible, en su cas o, c on la  que pudiera c orresponder al  
trabajador por la modificación o extinción del contrato de trabajo de acuerdo con lo establecido en el Estatuto de los 
Trabajadores. 
La redacci ón de este prece pto ha sido modificada por la Ley Orgá nica 3/2007, de 22 de m arzo, para la igualda d 
efectiva entre hombres y mujeres. 
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trata de lo que hoy venimos denominando transversalidad de género533, el nuevo eje esencial en la 
lucha con tra la d iscriminación de las m ujeres534, ya reconocida en la exposición de motivos de 
esta norma535. La adopció n de esta nu eva óptica requier e la realización  de modificaciones en e l 
proceso norm ativo, es decir, el proceso de adopción de las m edidas y norm as que tengan por 
objetivo el desarrollo de las pol íticas públicas impulsadas desde la propia Comisión Europea. De 
hecho, la transversalid ad de género  y la acción  positiv a co nstituyen, en la actualidad, los dos 
instrumentos esenciales  en el ám bito com unitario para la erradicación de  la discrim inación por 
razón de género 536. Por tal afectación, recurr iremos a la Ley 3/2007 pa ra esclarecer térm inos 
relativos a este m otivo de discrim inación, en  la LETA únicam ente aludidos y por tant o, 
generadores de confusión537.  
 
                                                 
533Vid., Montoya Melgar, AS., AAVV, Igualdad de hombres y mujeres. Comentario a la Ley Orgánica 3/2007, de 22 
de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, Ed. Aranzadi, S.A., Navarra, 2007, págs. 106 y ss.  
534 La acuñación de este nuevo concepto se llevó a ca bo en la IV Conferencia Mundial sobre las mujeres de Beijing, 
en 1995. Posteriormente, fue adoptado por la Comisión CE en su Comunicación de 21 de febrero de 1996, en la cual 
se conceptualizó el  t érmino transversalidad como “la integración de l a igualdad de  oportunidades en tre hombres y  
mujeres en el co njunto de las p olítica y ac ciones comunitarias”, concepto que fue reiterado por la Estrateg ia Marco 
Comunitaria sob re I gualdad entre H ombres y  M ujeres 2001-2005, p resentada por l a C omisión C E al C onsejo, al  
Parlamento Europeo, al Consejo Económico y Social y al Comité de Regiones, cuyo programa se aprobó por medio 
de la Decisión del Consejo de 20 de diciembre del 2000. 
535 De l as palabras del legislador en la exposición de m otivos de l a Ley Orgánica 3/2007 inferimos la relevancia de 
esta transversalidad de género: “La mayor novedad de esta Ley radica, con todo, en la pre vención de esas conductas  
discriminatorias y en la previsión de políticas activas para hacer efectivo el principio de igualdad. Tal opción implica 
necesariamente una proyección del principio de igualdad sobre los diversos ámbitos del ordenamiento de la realida d 
social, cultural y artística en  que pueda genera rse o perpetuarse la de sigualdad. De  ahí la consideración de l a 
dimensión t ransversal de l a i gualdad, se ña de i dentidad del moderno de recho a ntidiscriminatorio, c omo pri ncipio 
fundamental del presente texto. 
La Ley se refiere a la gene ralidad de las políticas públicas  en España, tanto estatales como autonómicas y locales. Y 
lo hace al am paro de la atribución constitucional al Estado  de la com petencia para la regulación de las condiciones 
básicas que g aranticen l a i gualdad de  t odos l os e spañoles y  l as es pañolas e n el  ejer cicio de l os derechos 
constitucionales, au nque co ntiene un a regulación m ás d etallada en  aqu ellos ám bitos d e co mpetencia, b ásica o 
legislativa plena, del Estado. 
La complejidad que deriva del alcance horizontal del principio de igualdad se expresa también en la e structura de la 
Ley. Ésta se ocupa en s u articulado de la proyección general del principio en los diferentes ámbitos normativos, y 
concreta en s us disposicione s adicionales la correspondi ente m odificación de las m uy diversas leyes que resultan 
afectadas. De este modo, la Ley nace con la vocación de  erig irse en la ley-código de  la igualdad entre m ujeres y 
hombres”. 
536 Sobre el particular, e ntre otros m uchos, Pérez del Río,  T., “Transve rsalidad de gé nero y acci ón positiva en el  
ámbito com unitario”, R elaciones La borales, nº 1 3, J ul. 2 005; R uano Albertos, s. y  Vi cente Pal acio, A. , 
“Trasversalización  y  di alogo soci al: l o pl anes de i gualdad como técnica para la consecuci ón de l a i gualdad en l a 
empresa. Regulación internacional y comunitaria”, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, nº 67, 2007.  
537 Algunos colectivos, como el Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI), echaron 
en falta la inclusión en este artículo de una apartado mediante el cual quedara incorporada la inversión de la carga de 
la pr ueba, reconocida e n l a Di rectiva 2 000/78/CE, s obre i gualdad de t rato e n el  empleo y  l a ocupación. Est a 
agrupación p roponía aña dir un  apa rtado sexto al  a rt.6,en el  q ue se dispusiera “ En aqu ellos procesos del o rden 
jurisdiccional civil y del orden jurisdiccional contencioso-administrativo en que de las a legaciones de la parte actora 
se deduzca la existencia de indicios fundados de discriminación por alguno de los motivos señalados en el artículo 4.3 
a), corresponderá al demandado la aportaci ón de una justif icación objetiva y razonable , suficientemente probada, de 




El apartado  b) del art. 4.3 LETA estab lece q ue los au tónomos, en el ejercicio  de su 
actividad profesional, tienen derech o a no ser discriminados por razones de discapacidad, de 
conformidad con lo establecido en la Ley 51/2003, de 2 de diciem bre, de Igualdad de 
Oportunidades, no Discriminación y Accesibilidad Universal de las Personas con Discapacidad. 
 
El concepto de discapacidad ha pasado por distintas etapas, desde un enfoque 
eminentemente biológico a otro m ás comprensivo de los  factores  ambientales. Durante los año s 
70, se consideró la discapacidad como un problem a de la persona directam ente causado por la 
enfermedad, por un traum atismo o cualquier otra dolen cia que consecuentem ente requería de 
cuidados médicos; en de finitiva, el tratamiento de la discap acidad estaba únicamente orientado a  
conseguir la rehabilitación del enferm o. Actualm ente, se hace m ayor hincapié en  los facto res 
ambientales. Con este nuevo enfoque se llega a la  conclusión de que no sólo los com portamientos 
discriminan, sino que también lo hace un entor no no acces ible, un pro ducto no utilizab le pa ra 
todos o un servicio que no tiene en cuenta las especi ales dificultades de ci ertas personas. Se trata 
de discrim inaciones indirectas pero m uy efectivas . Así pues, teniendo en  cuen ta que tan to lo s 
entornos, productos y servicios, como las normas, criterios y prácticas generan discriminación a la 
hora de disfrutar de derechos reconocidos a todo s, diremos que la discap acidad, en nuestros días, 
se concibe com o la desventaja que tiene una pe rsona a la hora de participar en igualdad de  
condiciones, resultante de sus lim itaciones, pero también de los efectos restrictivos de su entorno. 
Esta nueva dirección surge, com o se dice en el Programa de Acción Mundial para las Personas 
con Discapacidad538, porque “para lograr la participación e igualdad plena no bastan las m edidas 
de rehabilitación orientadas hacia las personas c on discapacidad. La experiencia ha dem ostrado 
que es en gran parte el medio el que determina el efecto de una deficiencia o discapacidad sobre la 
vida diaria de una persona”. Es ta nueva visión paulatinam ente ha ido calando tanto fuera de 
nuestras fro nteras539 com o en nuestro propio ordenam iento jurídico. Por lo que respecta a este 
                                                 
538 Aprobado por Resolución 37/52, de 3 de diciembre de 1982, de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
539 El camino hacia el reconocimiento de la plena igualdad de los trabajadores minusválidos y el objetivo de conseguir 
una verdadera igualdad de oportunidades se inicia tímidamente con la Recomendación 86/379, del Consejo, de 24 de 
julio de 1986, sob re el  empleo de l os minusválidos en l a Comunidad, si bi en di sta mucho de l a regul ación actual 
contenida en  l a Di rectiva 2000/78, y a que en a quélla n o se p artía d e un  reconocimiento de la reali dad de sde una  
perspectiva de defensa de los derechos humanos, sino que se en marcaba en  las po líticas de fomento del empleo, y  
concretamente en  las m edidas d e fo rmación profesional y d e po lítica de em pleo. En aq uel m omento, el Con sejo 
recomendaba a los Estados miembros adoptar “todas las medidas convenientes para garantizar el trato equitativo de 
los minusválidos en materia de empleo y de formación profesional”, al pr opio t iempo qu e, quizás un  tan to 
ingenuamente, también recomendaba que se adoptaran o intensificaran “sus políticas en favor de los minusválidos”, 
pero no obligando a que en materia de des pidos vinculados con una incapacidad se el iminaran o que no se t rataran 
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último, resulta necesario señalar que la idea bas ada en la rehabilitación, que apreciamos en la  Ley 
193/1963, de 28 de diciem bre de  1963, de Bases de la Seguridad Social, dio un giro 
principalmente con la prom ulgación de la Constitu ción Española, a través de la cual se inició un 
cambio hacia el enfoque de los derechos hum anos en atención a las necesidades del colectivo de 
discapacitados. La Constitución Española reconocía el derecho a la igualdad en su art.14, precepto 
que, a pesar de no inclu ir este m otivo en su se gundo inciso, permitía su integración m ediante la 
cláusula “cualquier otra causa personal o social”. Por otro lado, en el art. 9º.2, establecía el 
derecho de igualdad de oportunidades que co rrespondía garantizar a los poderes públicos 
mediante la prom oción de las condiciones nece sarias para que esa igualdad fuera efectiva, 
poniendo fin a los obstáculos que dificultan la par ticipación de todos los ciudadanos en la vida  
económica, política, cultural y social; además, su art.10 se encargaría de establecer la dignidad de 
las personas como fundamento del orden político y la paz social Finalm ente, en c ongruencia con 
los precep tos anterio res, el Texto  Constitu cional, en su art. 49, refiriénd ose a las  personas con  
discapacidad, ordenaba a los poderes públicos que pr estaran la atención especializada y el amparo 
necesario para el disfru te de sus p rerrogativas. Debido a que los p rincipios rectores de la po lítica 
social y económ ica únicam ente generan derechos , en tanto en cuanto, no se reflejen en 
disposiciones legales de desarrollo, este artículo no se llevaría a la práctica hasta su plasmación en 
la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los Minusválidos540.  
 
Tras el planteam iento general del proceso e volutivo vivido por la cuestión a analizar y 
centrándonos en el tratam iento otorgado por la  LETA; co menzaremos señalando que, abordando 
el tema de la discriminación por razón de dis capacidad, nos enfrentamos al problema derivado de 
la integración laboral de aquellas personas que,  por un inf ortunio originario o sobrevenido, se 
                                                                                                                                                           
como ver daderas e xcepciones l as l imitaciones al  principio de t rato eq uitativo c uando e xista una p resunta 
incompatibilidad entre el puesto de trabajo y la discapacidad.  
A partir de la promulgación de la Carta comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los Trabajadores, de 
9 de diciembre de 1989, se produjo un giro de ciento ochenta grados en el tratamiento de la cuestión, pues se eleva a 
rango de de recho fundamental el no t ratamiento discriminatorio de las personas con discapacidad. Así, con l a firma 
del Tratado de Ámsterdam de 2 de octubre de 1997, se consagra como uno de los ejes de la política social comunitaria 
la lucha contra la discriminación, abordando la materia decididamente desde un planteamiento de tratamiento desigual 
no justificado objetivamente, y  colocando en un mismo plano cuando la discriminación se p roduce por motivos de 
sexo, de o rigen racial o ét nico, de rel igión o co nvicciones, de discapacidad, de e dad o de orientación sexual. Este 
cambio de planteamiento dio lugar a que se dictase la Resolución del Consejo de 17 de junio de 1999 y que abrió paso 
a la promulgación de la Directiva 2000/78/CE y a l a Decisión del Consejo 2000/750/CE, a l a que antes se ha hecho 
mención. González de Rivera Serra, X., “El principio de no discriminación a personas con discapacidad en el derecho 
social comunitario”, Artículos jurídicos en derecho.com, marzo, 2003. 
540 El colectivo de los discapacitados ha sido uno de los mayores beneficiarios de la tutela antidiscriminatoria positiva. 
Estas p olíticas, q ue nu estro ord enamiento i ncorpora p ara p otenciar el em pleo d e lo s g rupos menos favorecidos, se 
reflejan en la LISMI, la cual acoge m edidas tales co mo la  reserva de e mpleo, el  contrato indefinido a favo r de l as 
persona con discapacidad, la contratación temporal a favor del empleo de las personas con discapacidad, los contratos 
formativos, el empleo selectivo o los Centros Especiales de Empleo. 
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encuentra en una s ituación objetiv amente m enos favorecida y por la que parte en el m ercado 
laboral desde una posición competitiva inferior. No podemos olvidar que la lógica de las empresas 
está basada en la obtención de beneficios y en la competitividad en el mercado, dando esto lugar a 
que, tanto desde un punto de vi sta de im agen, com o desde una perspectiva de rendim iento y 
optimización de los recursos humanos, este ti po de trab ajadores – tanto as alariados com o 
autónomos- encuentren serias dificultades para acceder al mercado laboral. Si, como decimos, esta 
dificultad es sufrida por los trabajad ores discapacitados en g eneral, mayor obstáculo encontraran 
aquéllos que decidan emprender una actividad por cuenta propia; ya que si no fuera suficiente con 
que el rechazo a quién padece una minusvalía resulta consustancial a los mecanismos del mercado 
de trabajo, com o acabamos de ver, habrá tam bién que tener en cuenta lo com plicado que resulta 
conciliar la independencia inhe rente al trabajo autónomo, con la situación de dependencia 
derivada de su propia discapacidad541. Por todo ello, no nos resulta extraño que de nuevo la LETA 
haya preferido hacer o ídos sordos a la propuesta que en su d ía hiciera la Com isión de Expertos,  
optando por adaptarse a lo dispuesto en el Estatu to de los T rabajadores; así, observamos como, a 
diferencia del sistem a empleado en el texto provi sional, en el que se consideró suficiente la 
alusión a la discapacidad, únicam ente, en el apartado genérico dedicado a la discrim inación, al 
igual que hiciera la norma laboral, la Ley 20/2007 opta por reforzar lo establecido en su art. 4.3.a), 
dedicando un apartado específico a estos trabajadores autónomos especialmente desfavorecidos.  
 
Manifestándose de nuevo su naturaleza de no rma marco, la LETA r emite a la Ley 
51/2003, de 2 de diciembre, de Igualdad de O portunidades, no Discrim inación y Accesibilidad 
Universal d e las Perso nas con Discapacidad 542, que acoge el nuevo enfoque anteriorm ente 
                                                 
541 La situación se agra va e n e l caso de m ujeres disca pacitadas que deciden em prender una  act ividad po r c uenta 
propia; y  es que, si  y a de  po r sí , l os t rabajadores a utónomos ven como sus ni veles de p rotección re sultan 
significativamente inferiores a lo s de los asalariado, agravándose su desfavorable situación en el ca so de sufrir una 
discapacidad, diríam os que  estas trabaja doras aut ónomas d iscapacitadas po drían estar su friendo una tri ple 
discriminación.. Jiménez López, D. y Ramos Lorente, Mª del M., “La discriminación de las mujeres discapacitadas en 
España”, Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, nº 45, 2003; Moya Maya, A., Mujer y discapacidad: 
una doble discriminación, Editorial Hergue, 2004. 
542 Ver el RD 1414/2006, de 1 de diciembre, por el que se determina la consideración de persona con discapacidad  a 
los efectos de la Ley 51/2003, de  2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad de 
las personas con discapacidad.  
El art.1 de este Real Decreto dispone que: 
1. De c onformidad co n l o pre visto en el art ículo 1. 2 de l a Ley  51/ 2003, de 2 de di ciembre, de i gualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, tendrán la consideración 
de personas con discapacidad aquéllas a quienes se les haya reconocido un grado de minusvalía igual o superior al 33 
por ciento. 
2. Se considerarán afectados por una minusvalía en grado igual o superior al 33 por ciento: 
a) Los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado 
de total, absoluta o gran invalidez. 
b) Los pensionistas de cl ases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de ret iro por incapacidad 
permanente para el servicio o inutilidad. 
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referido543. Por tanto, diremos que el le gislador pretende extender a los trabajadores autónom os  
discapacitados las m edidas que en esta norm a se recogen; así, aquellos que, v iéndose afectados 
por alguna m inusvalía, pretendan llevar a cabo una actividad por cu enta propia, podrán 
beneficiarse de las garantías acogidas por la Ley de 2003, las cu ales se resumen, por un lado, en 
medidas contra la d iscriminación y, por otro, en  m edidas de acc ión positiv a. Re specto d e la s 
primeras, consideram os que tendrán com o fina lidad p revenir o co rregir que una persona con 
discapacidad sea tratada de una manera directa o indirecta menos favorable que otra que no lo sea  
en una situación análoga, por ej emplo, la prohibición del acoso y demás tratos discrim inatorios, 
las exigencias de accesibilidad y no discriminación en el diseño de entornos, productos, servicios 
nuevos, etc.  Acerca de las segund as, entendemos que su principal objetivo será el compensar las 
desventajas o especiales  dificultades que tien en este clase de personas en la incorporación y 
participación plena en los ám bitos de la vida p olítica, económica, cultural y social, por ejem plo, 
adoptar un trato m ás favorable en norm as, cr iterios, prácticas, et c o facilitar apoyos 
complementarios, com o prestaciones económ icas, ayudas técnicas, serv icios especializados, 
servicios de asistencia personal, etc. 
 
Por último, en cuanto a la protección social d el autónomo con discapacidad, debemos 
destacar dos aspectos. Por un lado, hay que señalar que por la disposición adicional segunda de la 
LETA, este colectivo de trabajador es queda incluido entre aquellos 544 considerados por la norm a 
merecedores de beneficios tales co mo re ducciones y bonificacion es en sus cotizaciones 545, 
beneficio resultante de  distintas enm iendas546. Por otro lado, acudiendo al art. 26.4 de la Ley, 
observamos que ésta perm ite a los autónom os discapacitados acceder a la jubilació n anticipada. 
Esto resulta un logro teniendo en  cuenta que hasta el m omento, únicamente, podían optar a ella 
los trabajad ores que su frieran alguna m inusvalía y que estuvier an in tegrados en el Régim en 
                                                 
543 La Disposición adicional 18ª LETA  dispone que “a lo s efecto de esta Ley, tendrán la consideración de personas 
con discapacidad las comprendidas en el  número 2 d el ar t.1 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad de las personas con discapacidad. 
544 Este colectivo privilegiado está integrado, además de por las personas afectadas por cualquier tipo de discapacidad, 
por quienes e n función de otra actividad rea lizada, coticen, sumando las bases de c otización, por encima de la base 
máxima del  R égimen Gener al de l a Se guridad S ocial, l os a utónomos que  se dediquen a l a act ividad de venta 
ambulante o a la venta a domicilio, así como por aquéllos que se determine legal o reglamentariamente. 
545 Por ello, el a utónomo que sufra una discapacidad de grado igual o superior al 33% y sea la primera vez que se da 
de alta e n el RETA, se beneficiará de una bonificación del 50% de  la cuota que corresponda a la base mínima de 
cotización de los trabajadores autónomos, durante los cinco años siguientes a la fecha de efectos de alta. 
546 En est e se ntido, hay  que s eñalar que e n el Ant eproyecto de l a Ley  del Est atuto del  Traba jo A utónomo n o se 
contemplaba la prerrogativa, que, por su disposición adicional segunda, queda circunscrita a : 
a) Quienes e n función de otra actividad rea lizada coticen, sumando las bases de cotización, por enc ima de la base  
máxima del Régimen General de la Seguridad Social. 
b) Lo s h ijos de lo s tr abajadores au tónomos menores de 30  año s qu e in icien un a lab or ta mbién co mo trab ajadores 
autónomos en la actividad económica de la que es titular el padre o la madre. 
c) Los trabajadores autónomos que se dediquen a la actividad de venta ambulante o a la venta a domicilio. 
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General de la Seguridad Social. Se trata de una de las m ás importantes reivindicaciones de este 
colectivo547, el cual, decep cionado tanto por la propuesta em itida por la Com isión de Expertos, 
como por el Anteproyecto de la L ey del Esta tuto del Trabajo Autónom o, que ignoraban la  
cuestión, lucharon para que dicha acción se hiciera efectiva..   
 
1.3.2 Respeto a la intimidad y a la consideración debida de la dignidad; protección frente al 
acoso sexual, por razón de sexo o cualquier otra circunstancia 
 
 El apartado c) del art.4.3 dispone que los autónomos, en el ejercicio de su actividad 
profesional, tendrán derecho al respeto a su inti midad y a la consideración debida a su dignidad, 
así com o a una adecu ada pro tección frente al ac oso sexual y al acoso por  razón de sexo o de 
cualquier otra circunstancia o condición personal o social. 
 
 A diferencia de la propuesta de la C omisión de Expertos -no de su anteproyecto que sí lo 
contemplaba-, la LETA sigue la estela del Es tatuto de los Trabajad ores, reproduciendo, con 
ciertos matices, su art.4.2.e)548.  
 
 Del derecho a la intim idad, enunciado en primer lugar, hay que decir que tiene por objeto 
garantizar al individuo un á mbito reservado de su  vida, vinculado con el respeto de su dignidad 
como persona, frente a la acción y el conocim iento de los dem ás, sean estos poderes públicos o 
simples particulares . Conforme al art.18.1 de la Constitució n, este d erecho, junto al relativo al 
                                                 
547 El Anteproyecto de Ley, remitido por el Gobierno a informe de diversos órganos consultivos, recogía la jubilación 
anticipada para los tra bajadores autónomos e n ciertos  casos liga dos a las características de la  actividad que 
desarrollan; así pues, omitiendo cualquier referencia a los trabajadores con discapacidad; éstos quedaban al margen de 
este derecho, creando agravios respecto de los trabajadores con discapacidad por cuenta ajena, como así manifestó el 
Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI). El texto del proyecto de Ley del Estatuto 
del Traba jo A utónomo que aprobó l a C omisión de Tra bajo y  Asu ntos Soci ales del  C ongreso de l os Di putados, si 
reflejó esta enmienda sugeri da por CE RMI, la cual fue asumida y pla nteada por las orga nizaciones de autónom os 
APTA y ATA, que la incorporaron a su batería de propuestas de mejora del proyecto de ley remitido por el Gobierno. 
548 Debemos decir que la redacción de la letra e) del apartado segundo del art.4 del ET no siempre fue así. Si bien es 
cierto que la actual composición resulta muy próxima a la ofrecida por la LETA, desde su entrada en vigor, aquélla ha 
sufrido distintas modificaciones; efectivamente, el texto originario se limitaba a proclamar el derecho a la intimidad y 
el relativo a la dignidad. A raíz de la Ley 3/1989, de 3 de marzo, por la que se am plió a dieciséis semanas el permiso 
por maternidad y se establecieron medidas para favorecer la igualdad de trato de la mujer en el trabajo, se incorporó al 
artículo una cláus ula final por la que el precept o pasa ba a enuncia r el derec ho “al respeto a su intim idad y a la 
consideración debida a su dignidad, comprendida la protección frente a  las ofensa s verbales o físicas de naturaleza 
sexual”. El apartado, recientemente, ha sido de nuevo modificado por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres, que otorga una nueva redacción, más completa y adaptada a nuestro tiempo, 
proclamando e l art  4 .2.e) de  est a n orma, e l derec ho “al  respeto de s u intimidad y  a la con sideración de bida a s u 
dignidad, c omprendida la protección frente al acoso por razón de orige n racial  o ét nico, reli gión o convicciones, 
discapacidad, edad u orientación sexual, y frente al aco so sexu al y al aco so por  r azón d e sexo , co mo vemos,  una 
redacción de contenido parejo al ofrecido por la LETA. 
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honor y a la propia imagen, tiene el rango de fundamental, apareciendo realzado por el Texto 
Constitucional en su artículo 20.4, el cual dispon e que el res peto de tales derechos constituye un 
límite al ejercicio de las libertades d e expresión que el propio precepto reconoce y p rotege con el  
mismo carácter de fun damentales549. Teniendo en cuenta que tanto en éste com o en la Ley 
Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal 
y Fam iliar y a  la  Propia  Im agen, los  tre s dere chos son abo rdados con juntamente, no 
comprendemos por qué el legislador ha optado por no hacer referencia a los relativos al honor y a  
la propia im agen, sobre todo teniendo en cuenta  que am bos resultan especialm ente sencillos de 
encuadrar en el marco profesional del trabajador autónomo; no resultaría extraño el supuesto en el 
que un trabajador por cuenta propia vea m enospreciada su imagen u honor por un com petidor550. 
En conexión con este derecho, la LETA, al igual que  hiciera la norma laboral en su catálogo, hace 
referencia a l de recho a la dignidad 551. Hay que destacar que frente a la atención  que és ta le 
prestara - se refiere a ella en sus artículos 4.2.e), 18, 20.3, 39.3 y 50.1.a)-, el legislador de la Ley 
20/2007 considera suficiente la mención que de ella lleva a cabo en su art.4552. 
                                                 
549 En  nuestros días, debido a  l a revolución tecnológica y  a  su  incidencia en el  t ratamiento e  intercambio de datos 
personales, el  t ratamiento de est e derech o se ha co nvertido e n u n asu nto de vi tal im portancia; así , refl ejo de l o 
apuntado son las numerosas normas promulgadas, tanto a nivel comunitario- la Directiva 95/46/CE, de 24 de octubre, 
relativa a la protección de las pers onas fí sicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos, la 2000/31/CE, de 8 de junio, relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de 
la sociedad de la información o la propuesta de Directiva 2000/189, relativa al tratamiento de los datos personales y a 
la protección de la intim idad e n el sector de las c omunicaciones elect rónicas - com o e n la esfe ra nacional- L ey 
34/2002, de 1 1 de julio, de servicios de l a soci edad de l a i nformación y  de com ercio el ectrónico- e n t orno a est e 
asunto. 
550 Consideramos que la LETA ha perdido una oportunidad al no mencionar en este artículo el derecho al honor y a la  
propia im agen, sobre todo teniendo en  cue nta q ue nos e ncontramos an te pre rrogativas i ndependientes, com o así  a  
manifestado el Tribu nal C onstitucional: El d emandante in voca co njuntamente la v ulneración de lo s derech os 
fundamentales al  ho nor, a l a i ntimidad per sonal y  a l a pr opia im agen, enunciados e n el  art. 18.1 C E. Pese a esa  
enunciación en el mismo artículo constitucional, se trata de d erechos autónomos, de modo que, al tener cad a uno de 
ellos su propia sustantividad, la apreciación de la vulneración de uno no conlleva necesariamente la vulneración de los 
demás, ni ninguno de ellos tiene respecto de los demás la consideración de derecho genérico que pueda subsumirse en 
los otros dos derechos funda mentales que prevé este precepto cons titucional, pues l a especi ficidad de cada uno de 
estos derechos impide considerar subsumido en alguno de ellos las vulneraciones de los otros. 
551 En la doctrina, Pacheco Zerga, L., La dignidad humana en el Derecho del Trabajo, Thomson-Civitas, Cizur Menor 
(Navarra), 2007. 
552 En el ámbito supranacional apreciamos la importancia otorgada a este derecho. A la dignidad alude, el artículo  de 
la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, a cuyo te nor "La dignidad humana es inviolable. Será 
respetada y protegida"; precepto que hay que conectar, entre otros, con las disposici ones contenidas en los artícul os 
15.3, 23 (claramente influenciado por el artículo 20 de la Carta Social Europea -revisada- de 3 de mayo de 1996, así 
como por el a partado 16 de la Carta Com unitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los  Trabajadores), 26 
(inspirado en el art. 23 y 26 de  la m isma Carta Social y Carta C omunitaria, respectivamente), el 30 (basado en el 
artículo 24 de la propia Carta Social), el 31 (cim entado en las  Dire ctivas 89/391/CEE, relativa  a l a aplicación de 
medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud de los trabajadores en el trabajo y 93/104/CE, relativa a 
determinados aspectos de la ordenación del t iempo de t rabajo), el  32 (que se f undamenta en l a Directiva 94/33/CE, 
relativa a la protección de los jóvene s en el trabajo), el 33.2 (ins pirado por la s Directivas 92/85/CEE , del Conse jo, 
relativa a la a plicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud en el traba jo de l a 
trabajadora embarazada -que haya dado a luz o en período de lactancia- y 96/34/CE, relativa al Acuerdo marco sobre 
el permiso parental) o el 34.1 (que halla su base en los artículos 137 y 140 del Tratado CE, así como en el apartado 10 





Es clara la relevancia que la LETA o torga al tema del acoso sexual, que posiciona en un 
lugar preeminente respecto del discrim inatorio. Debido a la im portancia del tem a, un asunto sin 
regulación propia ha pasado a constituir un tipo delictivo de nuestro Código Penal- art. 184 C.P 553 
-, así com o m ateria de especial in terés tan to en la e sfera com unitaria554 com o en nuestro  
ordenamiento interno, lo cual no  podía ser de otro m odo teniendo en cuenta que vulnerándose la 
libertad sex ual se  transgreden n umerosos de rechos fundam entales recogidos en el Texto 
Constitucional -el derecho a la libertad, a la intim idad (art.18.1 555), a la igualdad (art.14 ), e l 
derecho a la vida y a la integridad física y m oral (art.15 respecto del ar t.40.2), o a la dignidad de 
las personas (art.10.1)-.  
 
En base a la rem isión llevada a cabo por la LETA en su art.6.5, para hallar un concepto 
adecuado de esta locución, tenemos que acudir a lo establecido en la Ley 3/2007, de 22 de m arzo, 
para la igualdad efectiva de m ujeres y hom bres, que en su art.7.1 556 co nsidera aco so sexual  
“cualquier com portamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual qu e tenga el propósito o 
produzca el efecto de atentar con tra la dignidad  de una persona, en particular cuand o se crea un 
entorno intim idatorio, degradan te u ofensivo”. Ade más, el ap artado segundo conceptualiza el 
acoso por razón de sexo, expresión también recogida por la LETA y que debido a su  similitud con 
el término anterior, requiere de  aclaración. Asimismo, señalaremos que en base al contenido de la  
Ley de igualdad entre m ujeres y hom bres entendemos por aquella expresión “cualquier 
comportamiento realizado en función del sexo de  una persona, con el propósito o el efecto de  
atentar contra su dignidad y de crear un entorno in timidatorio, degradante u ofensivo”. Si bien es  
cierto que el trabajador autónom o puede encontrarse ante tan desagradab les situaciones, debemos 
                                                 
553 Redactado por la Ley  Orgánica 11/1999, de 30 de abril, de modificación del Título VIII del Libro II del Código 
Penal, aprobado por Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre. 
554 En numerosos de sus textos legales, la Unión Europea ha dejado patente su preocupación por el acoso sexual. Así, 
se hace ca rgo de este problema la R ecomendación de la Com isión, de 27 de noviem bre de 2001, relativa a  la 
protección de la dignidad de la m ujer y de l hombre en el  trabajo, en la  que se a djunta como anexo un Código de 
Conducta  sobre las medidas para combatir el acoso sexual, así co mo la Directiva 2006/54/CE de 5 de julio de 2006 
relativa a la aplicación del principio de i gualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en 
asuntos de empleo y ocupación, que venía a refundir el contenido de las Directivas precedentes. 
555 Ju risprudencialmente se en tiende qu e “el aco so sexu al al co nstituir un aten tado a la lib re d ecisión de no  v erse 
involucrado e n una relación se xual i ndeseada, e stá afect ando a la esfera í ntima de la pe rsona cuya protección  
proclama el art.18.1 de la Constitución” STS 1104/2000, de 26 de junio (RJ 2000\6074). 
556 Se trata de la transposición que la Ley Orgánica de Igualdad llevada a cabo de los preceptos sobre acoso sexual y 
acoso por razón de sexo de la Directiva 76/2007/CEE, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre 
hombres y mujeres en lo que  se refiere al acceso al e mpleo, a la form ación y a la prom oción profesionales y a las  
condiciones de trabajo (modificada por la 2002/73/CE. 
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decir, que en el ám bito profesion al, el desa rrollo de este tipo  de  c omportamientos r esulta 
mermado, en muchos casos, por la inexistencia de  desequilibro entre la posición de las partes que 
establecen relaciones en  esta esfera.  No podem os olvidar que uno de los m ás frecuentes tipos d e 
acoso sexual, el “quid pro quo” o de inte rcambio, más conocido com o chantaje sexual 557, exige 
que el acosador se encuentre en una  posición jerárquica superior a la  víctima, la cual puede verse 
forzada a aceptar los requerimientos del acosador, por miedo a posibles represalias. Si bien esto es 
cierto para el trabajador por cuenta propia clásico, tendrá que exponerse con reservas en relación a 
los autónomos económ icamente dependientes los cual es, com o bien sabem os, se encuentran en 
una posición cercana a la subordinación. 
 
La LETA, que en cuestión de acoso opta por ceñirse a lo dispuesto en la Ley Orgánica de 
Igualdad, nada dice sobre el “acoso  moral”, en  términos generales. Hay que  señalar que aquélla,  
como no podía ser de otro modo debido a su temática, se refiere a éste únicamente en relación con 
el que se lleva a cabo por razón de sexo. En efect o, se trata de una cues tión a expensas de un 
correcto tratamiento558, que actualm ente queda a lo dispuest o por la insuficiente Ley 62/2003 de 
30 de diciembre de 2003, de Medidas fisc ales, adm inistrativas y de orden social , la  cua l 
condiciona la existencia de un s upuesto de acoso m oral a la pres encia de un "anim us subjetivo" 
específico d el acos ador, consistente en discrimi nar a la p ersona a cosada, exclu sivamente por 
medio de  los cinco m otivos legales objeto de la Ley. Por ello, debem os señalar que la LETA, 
haciendo gala de su “carácter innovador”, no debe ría haber dejado pasar la oportunidad, al m enos, 
de haber mencionado este asunto de gran actualidad en nuestros días.  
 
 El apartado c) del art.4.3 term ina incluye ndo una cláusula general: “por cualquier otra 
circunstancia o condición personal o social”. Pues  bien, teniendo en cuenta que la L ETA, a pesar 
de su aparente rechazo mostrado por la norm a laboral, ha venido tom ando a ésta como principal 
                                                 
557 El  acoso de “quid pro quo” o de i ntercambio, es el  real izado bi en por el empresario o personal di rectivo de l a 
empresa o bien por trabajadores jerárquicamente superiores a otros, que condicionan, directa o indirectamente, alguna 
decisión laboral a la  aceptación de la pr opuesta sexual por pa rte de éstos. Su característica esencial está en que la  
aceptación del reque rimiento de carácter sexual se hace c ondición de e mpleo; e l e mpresario o pe rsonas con poder 
delegado de él , to ma d ecisiones labo rales condicionándolas a si el tr abajador se so mete a su s r equerimientos. D e 
Vicente Pachés, F., “El acoso sexual y el a coso por razón de sexo desde la perspectiva del Derecho Internacional y el 
Derecho Comunitario europeo”, Rev. Ministerio de Trabajo y AASS, nº 67, pág. 93. 
558 En est e momento se est á tramitando el Anteproyecto  de Ley Orgánica  por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal; a través de esta norma se p retende tipificar como delito, dentro de 
los d elitos d e tortura y co ntra la d ignidad moral, el aco so moral. Ad emás, se b usca incluir, en  el marco  d e o tras 
relaciones contractuales, la alteración de condiciones imponiendo situaciones de grave ofensa a la dignidad. Con ello 
quedarían i ncorporadas e n  e l t ipo pe nal t odas a quellas c onductas de a coso p roducidas t anto e n el  ám bito de l as 
relaciones jurídico priva das como en el d e las relaci ones ju rídico públicas, ent endiendo p or est as úl timas las 
producidas en el marco funcionarial.  
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referente, entendemos que tras este apartado se es conde el contenido de la cláusula incorporada al 
art.4.2.e) del Estatuto de los Trabajadores  por la LOI por la que se proclam aba “la protección 
frente al acoso por razó n de origen racial o ét nico, religión o conviccione s, discapacidad, edad u 
orientación sexual, y frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo”. 
 
 
1.3.3 Derecho a la formación y readaptación profesional 
 
La Ley 20/2007 dedica el apartado d) de su art.4.3 al derecho a la for mación y 
readaptación profesionales. Se  trata del m ero reconocim iento de unos derechos, no sólo 
proclamados con anterioridad por parte del Text o Constitucional y orient ados al individuo en 
general- como ocurre con otro s muchos-, sino tam bién tratados  d e m anera específica p or 
disposiciones precedentes dirigidas expresamente a los autónomos. Nos encontramos ante una d e 
las escasas cuestiones abordadas po r parte de los poderes públicos incluso antes de que la nueva  
Ley se h iciera cargo de ellas, es o s í, no t anto en beneficio de los trabajadores por cuenta propia 
como en aras de encontrar en su tratam iento una vía de acceso a m ayores tasas de empleo 559. Por 
ello, bajo la influencia de la Estrategia Econ ómica de E mpleo, la form ación continua se f ue 
extendiendo a los trab ajadores autónom os a través de norm as nacionales tales com o la  Ley 
56/2003, de 16 de diciembre, de E mpleo, el RD 1046/2003, de 1 de agosto, por el que se regula el 
subsistema de for mación profesional continua o el RD 395/2007, de 23 de m arzo, por el que se 
regula el sistem a de form ación profesional para el  em pleo, las cuales dilataban su ám bito de 
aplicación a este colectivo Por otra  parte y en cum plimiento de la  Carta Europea de la Pequeña 
Empresa (carta d e Feira) 560, la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de j unio, de Cualifi caciones y de la 
Formación Profesional,  incorporab a, a la oferta  form ativa, acciones d e for mación dirigid as a l 
desempeño de actividades empresariales y por cuenta propia. 
 
 En fin, nos encontramos ante un princi pio rector de polític a económ ica y social, 
reconocido por el art.40.2 de la CE –en conexión con los arts. 27 y 35.1 de la misma-, a través del 
cual se encom ienda a los podere s públicos fom entar políticas que  garanticen la form ación y 
readaptación profesionales-tanto en beneficio de los trabajadores  asalariados com o de los que  
                                                 
559 En el contexto normativo internacional, numerosos han sido los textos que han recogido el derecho a la formación 
en su artic ulado: la Carta Social Eu ropea, de 1 8 de oct ubre de 1961 (rat ificada por España e n 1 980), el  Pact o 
Internacional de Derechos E conómicos, Sociales y Cultura les o el C onvenio de la Organización  Internacional del 
Trabajo, de 23 de junio de 1975, sobre desarrollo de los recursos humanos, etc. 
560 Adoptada por el Consejo Europeo celebrado en Santa María de Feira (Portugal) los días 19 y 20 de mayo de 2000. 
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llevan a cabo su actividad por cuenta propia. De la  necesidad de incorporación del apartado en la 
LETA no cabe la m enor duda, co mo así se infiere del hecho de que legislador y la Co misión de 
Expertos coincidieran en su oportunidad empleando idéntica expresión en sus respectivos trabajos. 
Observamos cóm o la Ley 20/2007 de nuevo se inspira en el Estatuto de los Trabajadores, en 
concreto en su art. 4.2.b) – desarrollado en los art.23, 24  y 25 ET-, aunque esta vez con 
destacables m atices derivados de la naturaleza del objeto d e regulación  de am bas; observam os 
cómo éste proclam a el derecho a la prom oción y for mación profesional en  el trabajo; po r el  
contrario, la LETA declina m encionar el primer derecho aludido por  aquél, optando, por referirse  
a la readaptación. El rechazo que en este precepto apreciamos por parte de la LET A respecto a la 
cuestión de la prom oción no debe llevarnos a razonam ientos erróneos que nos conduzcan  a 
concluir que esta Ley ignoró ta n relevante m ateria; por el c ontrario, no podem os obviar que la 
norma dedica su Título V por completo al “Fomento y promoción de l trabajo autónomo”.  Lo que 
ocurre es que hay que diferenciar do s acepciones de la palabra promoción: por un lado, la relativa 
a la posibilidad de progreso dentro de una organización empresarial, a la que alude el art. 4 del ET, 
y otra, la referente al propósito de impulsar el desarrollo de determ inada actividad, a la que se 
refiere el Título V de la LETA . Respecto del prim ero de los si gnificados, difícilm ente podrían 
encuadrarse en el á mbito del trabajo por cuenta propia, caracterizado, com o ya sa bemos, por la 
autoorganización y por tanto, al margen de cu alquier es tructura em presarial, m edidas com o las  
reconocidas por los art. 24 y 25 de la norma laboral, relativas, por ejemplo, a “los ascensos dentro 
del sistema de clasificación profesional” o a la “promoción económica” en el seno de la empresa -
sin perjuicio , de la posibilid ad exis tente respec to del TRADE, que si podría hallar en el clien te 
principal un sujeto a quien reque rir tales d isposiciones-. En def initiva, creemos que precis amente 
esto es lo que m otivó al legislador a referirse en lugar de a la prom oción, a la “readaptación”, 
concepto m ucho m ás acorde con la figura del au tónomo, m ediante el cu al se aboga por el 
establecimiento de medidas dirigidas a permitir la adaptación de los m iembros del colectivo a lo s 
avances tecnológicos y productivos  que incidan en el desarrollo de la actividad de tales 
trabajadores.  
 
1.3.4 Derecho a la integridad física y a la pro tección adecuada de su seguridad y salud en el 
trabajo 
 
El apartado e) dispone que lo s autónom os en el ejercicio de su actividad profesional 
tendrán derecho a su integridad física y a una pr otección adecuada de su seguridad y salud en e l 
trabajo. Tenem os que señalar que  el derecho a la integridad  encuentra su fundam ento 
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constitucional en el art. 15 CE561, el cual implica el reconocimiento del derecho a la salud y otros 
presupuestos vitales tales como la protección y mejora de la calidad de vida y defensa del m edio 
ambiente (art.45.2) o, el que ahora nos ocupa, el derecho a la segur idad y salud en el trabajo, 
principio rector de la políti ca social y económica, proclamado por el art.40.2 del m ismo texto562. 
En fin, se trata de la proyección del amplio derecho enunciado en el art. 15 a la esfera del trabajo, 
en este caso , del trabajo  por cuen ta propia 563. Vemos com o de nuevo la LETA se inspira en l a 
norma laboral, em pleando una fórm ula  afín, alejándose am bas leyes únicam ente en las 
expresiones por ellas utilizadas: aunque el ET, debido a la fecha de su entrada en vigor, emplea la 
tradicional fórmula “seguridad e higiene”, el Estatuto del Trabajo Autónomo, acorde a su tiempo, 
opta por la “reciente”  “seguridad y salud” 564. Al m argen de estas discrepancias m eramente de 
estilo y lógicas por el amplio período de tiem po que separa sus fechas de prom ulgación, diremos 
que de nuevo el m imetismo se presenta extr emo, llegando incluso a re petirse d eficiencias, 
perfectamente evitables en la reciente norma. Así, la Ley 20/2007, al igual que hiciera el Estatuto 
de los Trabajadores en su art .4.2.d)- desarrollado en el art.19-, rehúsa cualquier referencia al, 
constitucionalmente investido, derecho a la integridad moral565.  
 
 Al igual que señalam os al afrontar el estu dio del derecho a la form ación y readaptación, 
estamos ante uno de los pocos asuntos tratados con anterioridad a la Ley 20/2007 en relación a 
                                                 
561 Se trata de un artículo de amplio contenido, a partir del cual quedan prohibidas conductas tales como el aborto, la 
pena de muerte, la eutanasia o el suicidio. 
562 Garrido Falla, F., AAVV, Comentarios a la Constitución, Tercera edición, Cívitas, Madrid, 2001, pág. 284. 
563 La pro puesta de l a C omisión de Ex pertos reh usaba c ualquier re ferencia al derech o a l a i ntegridad fí sica, 
estableciendo únicamente el derech o “a una protección adecuada de s u seguridad y  salud en el trabajo” . Por  el  
contrario, el anteproyecto de la Ley ya abogaba por la proclamación de ambos. 
564 La terminología tradicional en esta materia vino aceptando durante largo tiempo la expresión “seguridad e higiene 
en el  t rabajo”. A t ravés del primer t érmino, se hacía referencia a l os genéricos medios de prevención que debían 
habilitarse p ara ev itar la p roducción d e accid entes; a trav és d el segun do, se alud ía a las  medidas esp ecíficas 
destinadas a la  protección de  los traba jadores fre nte a la enfermedad. L a prese ncia de  la palabra “ higiene” e n la 
denominación cl ásica de nue stra di sciplina es at ribuible a su gra n pes o hi stórico, y  part icularmente a l a enorm e 
divulgación de los estudios médicos higienistas durante el  siglo SXIX. Numerosas leyes tales como el  Código de 
Trabajo, de 1926 o-  no rmas específicas- el Reglamento General de Se guridad e Hi giene, de 19 40 o l a Ordenanza 
General de Seguridad e Higiene en el  T rabajo, de 1971 ac ogieron est a fórm ula. El ab andono p or el legislador 
español de la denominación “seguridad e higiene” fue consecuencia de la aceptación internacional de la expresi ón 
“seguridad y salud”. Esto lo encontramos en el importante Convenio de la OIT nº 155, sobre seguridad y salud de los 
Trabajadores y Medio Ambiente de Trabajo, así como en la Directiva89/391/CEE, de 12 de junio y en las directivas 
derivadas de e lla. La Ley  14/ 1986, General de Sani dad, marcó el  pu nto de i nflexión ent re l a vi eja y  l a nueva  
terminología, empleando la expresión “salud laboral” (Capítulo IV) sin renunciar a la de “seguridad e higiene en las 
empresas” (a rt.21.3). M ontoya M elgar A., Pizá Gra nados, J., Alzaga Ruiz, I. , Curso de Seguridad y Salud en el 
Trabajo, Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 2004, págs.50 y 51.  
565 STC 5 7/1990: “Este mismo p recepto co nstitucional (el art. 15CE) garantiza el d erecho a la in tegridad física y 
moral, mediante el cu al se protege la inv iolabilidad de la p ersona, no  solo con tra ataq ues dirigidos a lesion ar su 
cuerpo y espíritu, sino también contra toda clase de intervención en esos bienes que carezca de consentimiento de su 
titular”. 
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los trabajadores autónomos566. Es más, nos encontramos ante una  de las escasas aplicaciones  de 
la disposición final 1ª de l Estatuto de los Trab ajadores, la cual tras disponer que los autónom os 
escapan a las prev isiones legale s dictadas  para los trabajad ores asalariados, excep cionalmente, 
extiende a aquellos determ inados aspectos, siempre y cuando se im ponga legalmente de manera 
expresa. En la práctica y  en materia de seguridad y salud en  el trabajo, apreciam os tal extensión 
en la vieja Ordenanza de 9 de  m arzo de 1971, en su art. 12, o en la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, sobre Prevención de Riesgos Laborales, tanto en su art. 3, que dispone que su ámbito 
de aplicació n va referid o a los trab ajadores por cuenta ajen a, sin perjuicio de los “derechos y  
obligaciones que puedan derivarse para los trab ajadores autónomos”, como en su art.24.5, que 
señala que los deberes de c ooperación y de inform ación recogidos en el precepto son de  
aplicación a los trabajadores por cuenta propia que desarrollen actividades en el centro de trabajo 
de que se trate. Del último artículo, así como de su desarrollo posterior, se desprende la dificultad 
que presenta la aplicación de cualquier norma prevencionista a estos trabajadores. La inexistencia 
de un sujeto deudor del derecho a la seguridad y salud en el trabajo se presenta com o un 
obstáculo prácticamente insoslayable, que cond ena cualquier intento de regulación a ser pues to 
en relación con el supuesto de coordinación de actividades empresariales.  
 
La LETA apenas aporta novedad alguna, com o verem os seguidam ente al analizar su 
art.8, dedicado íntegramente a esta materia. Su contribución prácticamente se limita a exigir a las 
Administraciones Públicas que asum an un pa pel activo en cuanto a la protección de estos  
trabajadores. Hay que destacar el d esacierto co metido al in tegrar ta l ar tículo en el Capítulo II 
dedicado al régimen profesional común del trabajador autónomo. Hubiese sido preferible haberlo 
incorporado al Capítulo  III,  destina do de m anera espe cífica al TRADE, ya que, únicam ente 
respecto de éste podríamos ente nder una completa normativa preventiva, teniendo en cuenta que 
solamente en este caso el óbice anteriorm ente destacado queda superado con la figura del cliente 
principal. 
   
 El art.8 LE TA encuentra su exordio en los artículos 4 .3.d) y 5.b); el  primero de ellos, 
como hemos visto, reconociendo el derecho a la adecuada protección de la seguridad y salud del 
                                                 
566 En el contexto comunitario ya encontramos disposiciones que, con anterioridad a la LETA, ya venían ocupándose 
de la seguridad y salud de los miembros de este colectivo, así, la Recomendación 2003/134/CE, de 18 de febrero de 
2003, relativa a la mejora de la protección de la salud y la seguridad en el trabajo de los trabajadores autónomos. 
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autónomo en el trabajo y, el segundo, im poniendo al mismo el cumplimiento de las obligaciones 
que en materia preventiva le son impuestas567.  
 
 Las num erosas disparid ades exis tentes entr e el art. 7 propuesto por la Com isión de 
Expertos y el precepto dispuest o por el legislador de la L ETA, así como las variaciones que 
sufrió el Anteproyecto del Estatuto, resultan reflejo de la complejidad del tema a abordar, debida, 
principalmente, a la colisión entre la propia naturaleza del autónomo, basada en la independencia, 
y la im posición -en aras de garantizar su segu ridad y salud en el trabajo-, de determ inados 
comportamientos a un colectivo d e trab ajadores caracterizados por la autoorg anización d e s u 
propia actividad.   
 
 La LETA,  a pesar de resultar cuestión i ndubitada que el trabajador autónom o, com o 
trabajador que es, se encuentra expuesto a los m ismos o similares riesgos que el asalariado, no se 
muestra esp ecialmente am biciosa en su plan teamiento; por el contrario, el legislador optó por 
limitarse a incorporar lo ya esta blecido vía Real Decr eto– especialmente, el RD 171/2004, de 30 
de enero, por el que se desarrolla el art.24 LP RL en m ateria de coordinación  de actividades 
empresariales, así com o el sectorial 1627/1997, de 24 de octubre, de disposiciones m ínimas en 
materia de seguridad y salud en las obras de construcción-.  
 
Resulta d estacable señalar que d e los ocho apartados qu e constituyen el art.8 LE TA, 
sólo cinco se dirigen directam ente al trabajador autónomos y que estos, no dejan de ser m ás que 
reiteraciones de lo ya d ispuesto en normas precedentes, dirigidas a la reg ulación de un supuesto 
concreto como es el de la coordin ación empresarial. En definitiva, la relevante cuestión referente 
a la p rotección del au tónomo clásico vuelve a ser soslayada por la LET A, que prefiere basar su  
aportación a tan controvertido as unto, por un lado, actuando com o recordatorio de la norm ativa 
existente y lim itándose a establece r obligaciones a los empresarios contratantes, y, por otro, 
fortaleciendo el papel de las Adm inistración Públicas en esta m ateria. Se echa de menos en este 
art. 8 LETA el establecim iento del catálogo de de rechos y obligaciones anunciado en el art.3 de 
la Ley de Prevención de Riesgos  Laborales, hasta el m omento vacío de contenido, y que hubiera 
aportado claridad a esta, hasta el m omento, oscura cuestión. Reflejo del nulo avance que la Ley 
20/2007 ha supuesto en la m ateria, es que la m isma continúa contem plando al autónom o como 
                                                 
567 Vid., Gómez Etxebarría, G., Prevención de riesgos laborales del trabajo autónomo, Ed. CISS, 2007. 
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sujeto generador de riesgos para otros trabajad ores y no com o posible víctim a directa de l a 
materialización de aquellos.  
 
 En el apartado prim ero del art.8 LETA, el legislador llam a a la implicación  de la 
Administraciones Públicas para poner freno a las situaciones de riesgo a las que continuam ente 
se exponen los trabajadores por cu enta propia en el desarrollo de su actividad. Recuerda a los  
poderes públicos que deben actuar co mo sujetos activos en la luch a contra los altos índices de 
siniestralidad laboral que vienen  afectando a este colectivo. Otorgar a aquellos el referido papel 
no es una cuestión d el todo novedosa;  el Texto Constitucion al ya se h acía cargo de la neces idad 
de que los poderes públicos “velar an por la seguridad e higiene en  el trabajo”, im poniéndoles el 
compromiso de desplegar una actividad tendente a mantener la protección del ámbito laboral y a 
instrumentar los m edios de trabajo necesarios p ara una eficaz tutela de  los trabajadores, con 
independencia de que éstos fueran asalariados o por cuenta propia. Adem ás, tal im posición fue 
posteriormente abordad a por la LPRL, concretam ente, por dos de sus preceptos, el art. 5 y el  
art.7. En el prim ero de e llos, se resalta la releva ncia de la actuación coor dinada de las distintas 
Administraciones en materia preventiva. El segundo enunciado, m uy similar al art.8 del Estatuto 
del Trabajo Autónomo, se ocupa de las concretas actuaciones que la Administración debe llevar a 
cabo en prevención de riesgos laborales; func iones tales com o la promoción, asesoram iento 
técnico, vig ilancia y c ontrol d el cum plimiento de la norm ativa de pr evención de riesgos 
laborales, ya fueron proclamadas con anterioridad al art.8 LETA. Ahora, ésta se limita a enunciar 
esas medidas- y solo esas-, lo cual resulta reprobable, teniendo en cuenta que parece restringir l a 
actuación de los poderes públicos a estas funciones citadas. Quizás la, ya característica, tendencia 
del artífice de la Ley 20/2007 de actuar cual copista de precedentes normas laborales haya sido lo 
que le ha llevado a reproducir los com etidos impuestos a la Ad ministración por la LPRL. El 
establecimiento de una lista numerus apertus hubiera resultado más acertado. 
 
 En cuanto al prim er mandato impuesto por la LETA, es decir, la actividad de pro moción 
de la prev ención, diremos que, en base al con tenido del art.  8.a) LPRL, el Ins tituto Nacional de 
Seguridad e Higiene en el Trabajo- órg ano científico y técnico especializado de la 
Administración General del Estado- será el enca rgado de llevar a cabo este tipo de labor. Dicho 
precepto resulta especialmente clarificador al de terminar las actuación  considerad as englobadas 
en la actividad de promoción; en efecto, dispone que form an part e de es te tipo de actuacio nes 
“(la) realización de actividades de f ormación, información, investigación, estudio y divulgación 
en materia de prevención de riesgo s laborales (…)”. La importancia de la formación en m ateria 
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preventiva lleva al legislador a dedicar a ella el apartado segundo del art.8 en su totalidad. Del 
mismo modo, es el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo el órgano competente 
para realizar las labores de asesoramiento técnico a las que la LETA hace referencia expresa. 
 
 La vigilancia y control del cum plimiento por los trabajadores autónomos de la normativa 
de prevención de riesg os laborales  recae sob re la Insp ección de Trab ajo y Seguridad Social;  
como es sabido la organización adm inistrativa responsable del servicio público de control y 
vigilancia del cumplimiento de las normas de orden social que incluye los servicios de exigencia 
de las responsabilidades adm inistrativas pe rtinentes en que puedan incurrir em presas y 
trabajadores así com o el asesoramiento e info rmación a l os m ismos en m ateria laboral y de 
seguridad social. Como así pone de m anifiesto el art. 3.1.2 de la Ley 42/1997, de 14 de 
noviembre de Ordenación de la Inspección d e Trabajo y Seguridad 568, las cuestiones de 
prevención de riesgos laborales con stituyen un ár ea donde este ó rgano desplegará s u actuación. 
La Inspección tiene como prin cipal objetivo el im pulso del cumplimiento voluntario de las 
obligaciones laborales y de Seguridad Social de  empresas y trabajadores, llevando a cabo para 
ello, tanto actuaciones preventivas, como correctoras o sancionadoras, a través de requerimientos 
de cum plimiento de la norm ativa relativa a la seguridad y salud de lo s trabajadores , 
requerimientos de ingreso de cuotas de Seguridad  Social, actas de infracción para la im posición 
de sanciones de orden social y ordenes de paralización de trabajos peligrosos. 
 
 
 Apreciamos  una notable incoherencia: si bien la LETA recoge la obligación por parte del 
autónomo de cum plir con la norm ativa preven tiva, siendo, com o venim os afirm ando, la  
Inspección de Trabajo y Seguridad Social el sujeto encargado de que ésta sea satisfecha por parte 
de aquél, nada dice respecto de las consecuencias de su posible quebrantamiento, lo cual adquiere 
mayor trascendencia si consideram os que la  LISOS únicam ente, en s us artículos 12.13 y 13.7, 
tipifica como infracción  grave o muy grave la  inobservan cia de obligaciones lig adas a u n 
supuesto concreto como es el de la coordinación de actividades empresariales569. El legislador de 
                                                 
568 Su desarrollo reglamentario fue aprobado por el RD 138/2000 de 4, de febrero así como por la Orden Ministerial 
de 12 de febre ro de 1998.Para un estudio preciso de la  norma véase “La nue va Ley de Ins pección de Traba jo y 
Seguridad Social y la prevención de los riesgos laborales”, Revista de Trabajo y Seguridad Social (CEF), núm. 184, 
1998. 
569 La Comisión de Expertos ya advirtió en su informe sobre las carencias que la Ley de Infracciones y Sanciones del 
Orden Social presenta ba respecto de las pos ibles infracciones de l os miembros de este colectivo. Así, señalaba que 
“el vigente texto de la L ey de Infracciones y Sanciones en el Orden Socia (LISOS) ha incorporado las infracciones 
que se c ometen por el  t rabajador a utónomo e n l a esfe ra del p oder sa ncionador a dministrativo. Sin e mbargo, son 
detectables ciertas imprecisiones y carencias en la tipificación de las infracciones administrativas objeto de actuación 
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la Ley 20/2 007 erró s in duda al ignorar las recom endaciones em itidas por la Com isión d e 
Expertos, que abogaban por incluir un nuevo tipo de infracción adm inistrativa, más completo y 
acorde con el contenido de la norma570. Quizás el temor a presentar una ley represiva, que viniera 
a deslucir las “ex traordinarias” cualidades que la propia Ley se atribuía , llevó a descartar la 
referida propuesta de los expertos. 
 
 La LETA muestra especial inte rés por el tem a de la form ación en prevención, por ello le 
dedica, como hemos señalado, un apartado específico  del art.8, a partir del cual se requiere a las 
Administraciones Públicas expresamente la promoción de actividades formativas en beneficio de 
los autónomos571.  
 
 
 Comparando la posición en esta materia del asalariado y del trabajador por cuenta propia, 
es claro que si el prim ero ve satisfecho su de recho a recibir for mación por parte del em presario, 
el autónom o, al m enos el clásico, únicam ente en cuentra respuesta form ativa de la m ano de la 
Administración. Así las cosas, m ientras la L PRL (art. 19) a borda de m anera extensa el 
aprendizaje que los trab ajadores por cuenta ajen a deben recibir por parte de su e mpleador, el 
autónomo solamente disponen de lo establecido en este apartado para reclam ar la tan necesitada 
formación. Por todo ello, debem os indicar que hubiera re sultado conveniente que este art. 8.2 
                                                                                                                                                           
por parte de la autoridad laboral. De ahí nace la necesidad de ser más precisos en la identificación de las conductas 
ilícitas d esde el p unto d e vista ad ministrativo y, con  ello , in corporar un nuevo tip o ad ministrativo a trav és de l a 
disposición adicional 2ª de la presente Ley. Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 119. 
570 Disposición Adicional 2ª de la Propuesta de Texto articulado del Estatuto del Trabajador Autónomo: 
 Reforma de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social 
1. Se da nueva redacción al apartado 5 de l artículo 2 de  la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orde n Social , 
aprobada por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado del siguiente modo: 
“2.5. Los empresarios y tra bajadores por cuenta propia respecto de la normativa sobre trabajo de extranjeros y de 
menores”. 
2. Se da nue va redacción al aparta do 4 del  artículo 12 de la Ley de Infracciones y Sanc iones en el Orde n Social, 
aprobada por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado del siguiente modo: 
“12.4. La trasgresión de las normas sobre trabajo de menores contempladas en la legislación laboral y en el Estatuto 
del Trabajador Autónomo” 
3. Se introduce un nue vo apartado 14 bis al artículo 12 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, 
aprobada por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado del siguiente modo: 
“14 bis. El incumplimiento de los deberes que en materia de p revención de ri esgos laborales se c ontemplan en l os 
apartados 3 a 6, ambos inclusive, del art. 7 del Estatuto del Trabajador Autónomo y de su nor mativa reglamentaria 
de desarrollo”. 
571 Las organizaciones más representativas de trabajadores autónomos contemplan la formación como una de las vías 
más importantes en la lu cha contra la alta s iniestralidad laboral existente alrededor de este co lectivo. Así, la UPTA 
ha venido señalando que” considera positivo que se avance en estas normas de seguridad, pero recuerda que resulta 
imprescindible avanzar t ambién en pl anes de form ación, part icularmente para l os a utónomos, y  que t odas l as 
Comunidades Autónomas deben c ooperar para conseguir hacer efectivo el carné profesional de la c onstrucción de 
los autónomos” y denuncia que “e n la act ualidad, el  Estado no t iene ninguna previsión para dar cobertura a est as 
necesidades formativas y las Comunidades cuentan con escasos recursos”. 
http://www.uptarioja.com/modules.php?name=News&file=article&sid=238 
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hubiera desarrollado el contenido  de tal derech o-obligación, y así,  como hace el p recepto de la 
LPRL, la LETA hubiera estipulado cuestiones tales como el momento en el que ésta form ación 
debe ser im partida, su carácter voluntario u obligatori o, su coste, etc., ello  en cohesión con el 
contenido del art.19 de aquélla572. 
 
 
 Respecto de esta m ateria, siguiendo la s recomendaciones que el Consejo Económ ico y 
Social em itió en su Dictam en sobre el Ante proyecto de la Ley del Estatuto del Trabajo 
Autónomo573, el texto norm ativo, a través de su disposición adicional 12ª 574, instó a las 
asociaciones representativas de los trabajadores autónomos y a las organizaciones sindicales m ás 
representativas a promover, en coordinación  con las Adm inistraciones Públicas, m edidas 
dirigidas a formar en prevención a los miembros del colectivo. 
  
En lo referente al apartado tercero del ar t.8, el legislador se hace cargo de dos, 
aparentemente, disímiles supuestos: por un lado, la hi pótesis consistente en la coincidencia en un 
mismo centro de trabajo 575 de trabajadores autónomos y asalariados y por otro, a quélla en la que 
los trabajadores por cuenta propia ejecutan su ac tividad profesional en los locales o centros d e 
trabajo de las em presas para las que pres tan servicios. Las dudas que anteriorm ente 
                                                 
572 Art. 19 LPRL: 
 Formación de los trabajadores 
2. E n cum plimiento del de ber de prot ección, el em presario deberá garantizar que  cada trabaja dor reciba una 
formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su contratación, 
cualquiera q ue sea l a modalidad o d uración de ést a, c omo cuand o se  pr oduzcan ca mbios en l as funciones que 
desempeñe o s e i ntroduzcan nuevas t ecnologías o cam bios en l os e quipos de t rabajo. La f ormación deberá est ar 
centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador, adaptarse a la evolución de los riesgos 
y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera necesario. 
3. La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea posible, dentro de la jornada 
de t rabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el  descuento en aquélla del  t iempo invertido en la misma. La 
formación se podrá i mpartir p or l a em presa m ediante m edios p ropios o co ncertándola co n s ervicios aje nos, y  s u 
coste no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores. 
573El CES en su Dictamen sobre el Anteproyecto de Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo señalaba que “La Ley 
debería establecer a favor de l as organizaciones sindicales y empresariales más representativas y de las  asociaciones 
profesionales de t rabajadores aut ónomos un pa pel relevante e n m ateria de  p revención de  ri esgos l aborales, de  
formación e información junto con las Administraciones Públicas” Dictamen del Consejo Económico y Social sobre 
el Anteproyecto de la Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo, …, cit., pág. 7 
574 Disposición Adicional 12ª LETA: 
“Participación de tra bajadores autóno mos en p rogramas de f ormación e i nformación de prevención de riesgos 
laborales”. 
Con la finalidad de reducir la sin iestralidad y evitar la aparición de enfermedades profesionales en los respectivos 
sectores, las asociaciones represe ntativas de los tr abajadores aut ónomos y las organizaci ones s indicales m ás 
representativas podrán realizar pr ogramas perm anentes de inform ación y f ormación co rrespondientes a dicho 
colectivo, promovidos por las Administraciones Públicas competentes en materia de prevención de riesgos laborales 
y de reparación de las consecuencias de los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales. 
575 El art.2.a) RD 171/2004, de 30 de enero, entiende por centro de trabajo “cualquier área, edificada o no, en la que 
los trabajadores deban permanecer o a la que deban acceder por razón de su trabajo 
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manifestábamos en torno a la d iferencia existente entre estas dos situaciones, proclamadas como 
compartimentos estancos, son acla radas de la s imple lectura de l precepto; y es que,  ciertamente 
resulta redu ndante referirse a dos supuestos p rácticamente sem ejantes, en los que prevalece, 
como eje central de los m ismos, la concurrencia física, la cual es proc lamada como requisito 
necesario para que pu edan materializarse los deberes que la norma enumera seguidamente y que 
a continuación analizaremos.  
 
 En estos casos, la LETA im pone a todos los sujetos que comparten centro de trabajo, los 
deberes de cooperación, infor mación e instrucci ón, nada nuevo si tenem os en cuenta que la 
norma re mite a lo establecido en los apartados 1 y 2 del art.24 de la LPRL 576. Ade más, ni 
siquiera se detiene a aclarar el contenido de estos deberes, quizás entendiendo que ya habían sido 
abordados suficientemente en reglam entos anteriores, especialmente, en el RD 171/2004, de 30 
de enero, por el que se desarrolla el artículo 24 de la LPRL, en materia de coordinación de 
actividades empresariales, que, desde sus artículos 4 y 9 pone en claro tales conceptos. 
 
 
 Como ha  puesto de manifiesto parte de la doctrina 577, teniendo en cuenta que los 
trabajadores autónom os tienen tanto el deber de  inform ar com o el derecho a ser inform ados 
respecto de los asuntos que atañen a la m ateria preventiva, en aras de evitar que tal infor mación 
caiga en saco roto, hu biera resultado acertad o que la LETA, al igual que el art.4.4 del RD 
171/2004578 dispone respecto de los empresarios conc urrentes en el centr o de trabajo, hubiera 
                                                 
576 En la Propuesta de Estatuto del Trabajador Autónomo se ev itaba todo remisión explícita a la Ley d e Prevención 
de Riesgos, prefiriendo, únicamente, citar los deberes proclamados por la norma laboral en su art.24. Así, de manera 
más acertada - por clarificadora- a la e mpleada en el text o definitivo, el art.7.3 y 4 de la citada propuesta señalaba, 
por un lado, que (art. 7.3) “Cuando el tr abajador autónomo ejecute su actividad profesional en los locales o centros 
de trabajo de las empresas para la que preste sus servicios, éstas deberán cooperar con aquél en una eficaz aplicación 
de la normativa de prevención de riesgos laborales. El deber de cooperación será de aplicación a todas las empresas 
y trabajadores autónomos concurrentes en el centro de trabajo, existan o no relaciones jurídicas entre ellos. A tal fin, 
los titulares de  tales locales o cent ros de trabajo esta blecerán los medios de c oordinación que sean necesarios en 
cuanto a la protección y prevención de riesgos laborales y la información sobre los mismos tanto de los trabajadores 
autónomos, com o d e lo s emp leados que trab ajen a su servicio” y, po r otro, que “el titu lar d el cen tro de trab ajo 
adoptará las medidas necesarias para que los trabajadores autónomos que ejecuten su actividad en el mismo reciban 
la información y las instrucciones adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las  
medidas de protección y prevención correspondientes, así como sobre las medidas de emergencia a aplicar”. 
577 En este sentido, Del Solá Monlls, X., “Régimen profesional común del trabajador autónomo: artículos 7, 8 y  10 
de la LETA”, en AA. VV., Del Rey Guanter, S. (director), Comentarios al Estatuto…, cit. pág. 161; González Díaz, 
F. A., “La prevención de riesgos laborales del trabajador autónomo”…, cit. 110; Navarro Nieto, F., Coordinación de 
actividades empresariales y prevención de riesgos laborales, Bomarzo, 2005, Albacete, pág.81.   
578  Art. 4.4 RD 171/2004: 
“Deber de cooperación” 
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requerido a los autónomos, en base a la inform ación recibida, así como a los datos por ellos 
mismos  facilitados, la realización de una evaluación de riesgos y la planificación de su actividad 
preventiva. En consecuencia, direm os que la Ley 20/2007, obviando tal m andato está 
colaborando para que los deberes proclam ados en el apar tado t ercero r esulten en la práctica 
vacíos de contenido.  
 
 En definitiva, la redacción de este apar tado no aporta noved ad alguna en relación con la 
normativa preexis tente; resulta preo cupante que el  legislador, defensor por definición de los 
intereses de los autónomos, haya continuado velando, no por éstos, sino por los trabajadores que 
realizan su actividad por cuenta ajena, contem plando a aq uéllos com o sujetos generadores de 
riesgos, cuya presencia hace necesario el ofrecimiento de una mayor protección a los asalariados.  
 
El apartado 4 del art.8 de la LETA re quiere a las empresas que contraten con 
trabajadores autónomos la realización de obras o servicios corres pondientes a la propia actividad 
de aquéllas y que se desarrollen en sus propios ce ntros de trabajo, vigilar el cum plimiento de la 
normativa de prevención de riesgos laborales por parte de aquéllos. Observam os com o su 
redacción resulta de contenido similar a la del art. 24.3 de la LPRL; sin embargo, si bien es cierto 
que el legislador se resigna  a reproducir prácticam ente el  citado precepto, perm utando 
contratistas y subcontratistas por  trabajadores autónom os, tam bién resulta innegable que el 
contenido de este apartado constituy e una de la s mayores aportaciones d e la LETA r especto de 
esta materia. No podemos olvidar que m uchas eran las voces que veían en  dicha vigilancia, un 
paso más en el ansiado acercamiento al tratamiento que vienen recibiendo los asalariados 579; y es 
que hasta ahora, únicamente en una norma sectorial, como es el RD 1627/1997, de 24 de octubre, 
relativo a las obras de construcci ón, se contem plaba este deber de  vigilancia, aunque, eso sí, de 
manera exclusiva para los trabajadores autónom os sin empleados a su servicio 580. Como vemos, 
la LETA av anza en este aspecto, por un lado, al recoger tal derecho en una norm a destinada a 
regular todo tipo de actividades desarrolladas en régimen de autonomía- no en exclusiva al sector 
                                                                                                                                                           
La información a que se refiere el apartado 2  deberá ser t enida en c uenta por los empresarios concurrentes en el  
centro de trabajo en la evaluación de los riesgos y en la planificación de su actividad preventiva a las que se refiere el 
artículo 16 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 
Para ello, los empresarios habrán de considerar los riesgos que, siendo propios de cada empresa, surjan o se agraven 
precisamente por las circunstancias de concurrencia en que las actividades se desarrollan. 
579 González Ortega, S., “El tratamiento de los riesgos del ...”, cit., pág, 166. 
580 Art. 11.2 RD 1627/1997: 
2. Los contratistas y subcontratistas serán responsables de la ejecución correcta de las medidas preventivas fijadas en 
el plan de seguridad y salud en lo relativo a las obligaciones que les correspondan a ellos directamente o, en su caso, 
a los trabajadores autónomos por ellos contratados. 
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de la construcción-; por otro, por dirigir dicha vigilancia  al colectivo de tr abajadores autónomos 
en su tota lidad, no ún icamente a los  trabajadores por cuenta propi a sin empleados a su servicio, 
como hace el citado RD581. 
 
 Como ya hemos señalado, para que esta vigila ncia pueda materializarse, se deben de dar 
dos condiciones: por un lado, que el autónom o desarrolle su actividad en el  centro de trabajo de 
la empresa obligada y, por otro, qu e la actividad a realizar por el trabajador independiente sea la  
propia de la em presa que contrata  sus servicios. Acerca del primer requisito, nos re mitimos a la  
definición, ya señalada con anterio ridad, que o frece el RD 171/2004; respecto de la “activ idad 
propia”, y a pesar de no poder acudir a ninguna norm a para el esclarecimiento de su significado, 
diremos que en base a la jurisprud encia existente, lo que determina que una actividad sea propia 
de la empresa “es su condición de inherente a su ciclo productivo”582.  
 
 Una vez expuestas estas dos circunstancias  y establecido el paraleli smo con respecto del 
artículo 24. 3, cabe plantearnos s i estos au tónomos deben quedar constreñidos a los  
requerimientos que, desde los apartados 2 y 3 del art. 10 del RD171/2004- que viene a desarrollar 
lo establecido por el citado art.24- son exigid os a los contratistas y subcontratistas. Debem os 
tener en cuenta que desde este artículo se ob liga a las em presas contra tistas y  subcontratista a 
acreditar por escrito, en cum plimiento de sus obligaciones en materia de prevención, que han 
llevado a cabo la evaluación de ries gos y la planif icación de su actividad preventiva. No se trata 
de un asunto nuevo, habiendo sido destacado en líneas anteriores, pero  sí de una cuestión 
compleja, debido a la falta de claridad de la LE TA, que prefiere no entrar  a valorar la idoneidad 
de exigir a este co lectivo la elab oración d e tan im portantes docum entos. A pesar de que 
consideramos que d icha exigen cia resultaría d el todo ap ropiada, cierto  es que conciliar la 
independencia inherente al trabaj ador autónomo con la vigilancia por parte de otro sujeto- com o 
así postula el precepto- no deja de presentarse ciertamente problemática. 
 
El apartado 5 del art. 8 dispone que cua ndo los trabajadores autónom os deban operar 
con maquinaria, equipos, productos,  materias o útiles proporcionados  por la em presa para la que 
ejecuta su activ idad pro fesional, pero no realicen  esa activ idad en el centro de trabajo de tal 
                                                 
581 Como v imos anteriormente, e l RD 1627/1997 únicamente considera trabajador autónomo al  que n o cuenta con 
trabajadores a su servicio; y es que , en cas o contra rio, el  trabaja dor por cue nta propia pasaría a ser consi derado 
contratista o subcontratista (art.2.1. j RD). 
582 STS, de 22 noviembre 2002 (RJ 2003\510). En el mismo sentido, STS de 18 enero 1995 (RJ 1995\514) y STS 24 
noviembre 1998 (RJ 1998\10034) 
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empresa, ésta asum irá las obligaciones  establecid as en el últim o párrafo del art.41.1 LPRL, es 
decir, aquellas referidas a los deberes im puestos a los fabricantes, im portadores y 
suministradores; entre estas oblig aciones destaca el deber de pr oporcionar a los empresarios la  
información necesaria para la correcta utilizació n y manipulación de los utensilios anteriormente 
mencionados y que posteriormente deberán trasladar a sus trabajadores583. 
 
 
 Cotejando el contenido de este apartado c on el ofrecido por la Comisión de Expertos, 
apreciamos importantes disimilitudes que hacen que la balanza se incline a favor de la Propuesta 
de éstos. La redacción del art .7.6 que los expertos dedicaron a la prevención de riesgos, resulta 
más acertada; su mera lectura nos permite conocer al sujeto obligado por el mismo: el cliente. No 
nos encontramos ante un supuesto protagonizado por un trabajador autónom o clásico, sino que, 
mediante la expresión “de for ma continuada” em pleada en la Propuesta- elim inada en el texto 
definitivo-, no deja espacio a la duda respecto del sujeto pasivo de la obligación establecida, que, 
parece ser el TRADE. Adem ás, el rasgo dis tintivo del autónomo clásico es la realización de s u 
actividad por cuenta pro pia, característica difícil de concilia r con la circ unstancia aquí descrita, 
en la que el em presario facilita lo s m edios ma teriales de trabajo. Po r el contrario, el texto 
definitivo resulta más confuso, no solo por  la supresión de la expre sión “de f orma continuada”, 
sino por la introducción de la exigencia relativa a la realización de la actividad fuera del centro de 
trabajo de la em presa para la que ejecutan su activ idad profesional, que no hace m ás que 
complicar la interpretación de un texto ya de por sí enrevesado. 
 
 En otro orden de cosas, aun aceptando que el legislador pretendiera dedicar este apartado 
a la relación  establecida entre el autónomo económicamente dependiente y su c liente principal, 
nos quedaría otro obstáculo por rem over: no podem os olvidar que en tre los rasgos que 
caracterizan al TRADE (art.11.2), es tá la disposición por parte de  éste de una infraestructura 
productiva y m aterial propia, inde pendiente de la de su client e principal. Únicam ente podría 
paliar esta crítica la re levancia que el art.11.2.c) exige a tal infraestructu ra requerida al TRADE 
para ser calificado com o tal 584. De todos m odos, nos encontramo s ante un apartado con cierta 
complejidad, la cual, no pasó por alto el CES e n su Dictamen en el que ya apuntó que “En el 
apartado 5 del artícu lo 8 debería h acerse una re dacción más acorde con  el concep to del trabajo  
                                                 
583Difícilmente el autónomo podrá trasladar información a sus trabajadores teniendo en cuenta, como posteriormente 
analizaremos, que el sujeto beneficiario de esta obligación impuesta a la empresa-cliente parece ser el TRADE, que 
como ya sabemos no puede tener trabajadores por cuenta ajena a su cargo en base al art.11.2.a). 
584 En este sentido, AA. VV., García Murcia, J. (dir.), El trabajo autónomo y otras formas..., cit. pág. 73. 
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autónomo, m atizando la referencia a la utilización por parte del trabajador autónom o de la 
maquinaria, equipos, productos, m aterias o útiles  proporcionados por la empresa, que debería 
producirse en circunstancias especiales u ocasionales”.  
 
El apartado sexto del art.8 LETA de termina las consecuencias del incumplim iento por 
parte de la em presa de las oblig aciones es tablecidas en lo s tres  apartados anteriores, en una 
palabra, otra disposición incorporada al Estatu to del Trabajo Autónomo, que no va dirigida 
directamente a los trabajadores por cuenta prop ia; así, la norma señala que para el caso en el que 
se produzcan estas inobservancias, las em presas infractoras asum irán las obligaciones 
indemnizatorias de los daños y perjuicios ocasionados . A diferencia de la P ropuesta de los 
Expertos, el texto definitivo se m uestra m ás estric to a l re querir la ex istencia de una rela ción 
causal directa entre dichas infracciones y los perj uicios y  daños causados. Por el contrario, la 
LETA se comporta de un m odo laxo al no exigir, pa ra la materialización de tal responsabilidad, 
que el trab ajador autónomo se haya acogido a las prestacio nes por contingencias profesionales, 
remarcando así el carácter independiente de la compensación. 
 
 Sí que observam os un significativo retroceso respecto de los dispuesto por la Com isión, 
la cual s e reveló m ás aventurada al apos tar por el establecim iento de una nueva prestación, 
próxima al recargo de prestaciones 585, que, desde luego, hubiera supuest o un paso m ás en el tan 
reivindicado acercamiento al tratamiento recibido por los trabajadores asalariados. 
Como es sa bido, conforme al art. 123 LGSS, t odas las prestaciones económ icas que tengan su 
causa en accidentes de trabajo o enferm edades profesionales son incrementadas de un 30 a un 50 
por ciento de su importe, según la gravedad de la falta, cuando la lesión se produce por máquinas, 
artefactos o en instala ciones, centro s o lugares de traba jo que carezc an de los dispositivo s d e 
precaución reglam entarios, los teng an inutiliz ados o en m alas condiciones, o  cuando no se 
observen las m edidas generales o particulares de seguridad e higiene en el trabajo, o las 
elementales de salubrid ad o las de adecuación  personal a cada trabajo, ha bida cuenta de sus 
características y de la edad, sexo, y demás condiciones del trabajador. Pues bien, la C omisión de 
Expertos, evitando la reacción de las asociaciones em presariales que pudiera “deslucir” una ley 
                                                 
585 Sobre el tema, Vid., entre otros, Monereo Pérez, J. L. El recargo de prestaciones por incumplimiento de medidas 
de seguridad e higiene en el trabajo, Cív itas, Mad rid, 1 992; Sem pere Nav arro, A. V. “La resp onsabilidad 
empresarial por accidente de trabajo”, V Congre so Nac ional de Derecho del T rabajo y de la Seguridad Social , 
Pamplona, 27/28 mayo 1994; Sempere Navarro, A. V. y Martín Jiménez, R. “El recargo de prestaciones”, Cuadernos 
de Aran zadi so cial, nú m. 7 , 2 001; Pu rgalla Bo nilla, M. A., El recargo de prestaciones por incumplimiento de 
normas de seguridad y salud laboral, Comares, Granada, 2000 , Muñoz Molina, J. “El recargo de prestaciones en 
caso de acci dente de tra bajo y enfermedades profesionales, Revista del Ministerio de Trabajo y As untos Sociales, 
núm. 59, 2005. 
 280
que, en principio, debía agradar a todos, no osó reproducir tal compensación en su Propuesta; eso 
sí, se atrevió a disponer una, en cierto m odo, parecida, aunque con significativas variaciones. Así 
pues, abogó por el establecim iento de una presta ción cuya cuantía económ ica fuera calculada en 
base a los costes adicionales provocados a los fondos públicos, en concreto, a la Tesorería 
General de la Seguridad Social, com o consecu encia de haber tenido  ésta que abonar una 
prestación económica por causa de una conduc ta ilícita del em presario infractor586. Respecto de 
lo expuesto , y aunque se trata d e un asunto espinoso– com o espinoso es el recargo de 
prestaciones, m ateria sum amente com pleja, ge neradora de una amplia problem ática-, el  
establecimiento de una compensación extra en estos supuestos en los que, debido a la negligencia 
del em presario, el trabajador por cuenta prop ia sufre un acciden te d e trab ajo o  contra e un a 
enfermedad profesional, debería ser, al m enos, estudiado, especialmente para el caso en el que el 
autónomo afectado resulte ser económ icamente dependiente y, por tanto, obligado a cotizar por 
tales contingencias profesionales. 
 
 Al m argen de esta prestación, obviada por  el texto finalmente aprobado, volvem os a 
criticar en este apartado  dedicado a la responsabilid ad en caso de incumplim iento, la falta de 
referencia al supuesto en el que es, precisam ente, el trabajador autónomo el sujeto infractor, al  
margen de las situacion es en las qu e éste lleva a cabo su  actividad profesional en concurrencia 
con otros empresarios y trabajadores por cuenta ajena.  
    
 El apartado séptim o del art.8 LETA recoge la  novedad m ás destacable de las aportadas 
por la LETA en materia de prevención de riesgos laborales 587. Esta norma reconoce al autónomo 
                                                 
586La Comisión de Expertos señalaba en su informe que “a l a vista de la consolidada y razonable jurisprudencia de 
nuestro Tr ibunal Su premo q ue con sidera qu e el j uego d el p rincipio d e enriquecimiento inj usto d ebe to marse en 
consideración a la hora de c uantificar conjuntam ente la indemnización por da ños y perj uicios y el siste ma del  
recargo de prestaciones, se entiende que no ha lugar a est ablecer un incremento específico y diferenciado a favor de 
la víctim a del accide nte laboral o e nfermedad profesi onal o de sus  causahabientes. El enfoque por el que se  ha  
optado ha sido el de valorar un daño nuevo e independiente, provocado por el empresario infractor de la legislación 
de prevención de riesgos. En concreto y al margen del resarcimiento de daños y perjuicios ocasionados a la víctima, 
se t oman en consi deración l os cost es a dicionales p rovocados a l os f ondos públicos, en co ncreto a  l a Tesorerí a 
General de l a Seguridad Social, como consecuencia de haber tenido ésta que a bonar una prestación económica por 
causa de una conducta ilícita del empresario infractor. En esta situación, es razonable que dicho empresario asuma 
parte d e esa prestación econ ómica. Co n ello , se mantiene la fun ción co ercitiva hacía el cu mplimiento d e la 
legislación preventiva subyacente en el sistema tradicional del recargo, al tiempo que se conjuran los riesgos de que 
la co mpensación de indem nizaciones con la propia de  la  responsa bilidad civil cont ractual o e xtracontractual 
concluya por disminuir las consecuencias negativas sobre el sujeto infractor y con ello esa funcionalidad profiláctica 
de la medida misma”.Un Estatuto para la promoción…, cit, pág.120. 
587 La Comisión de Expertos resta importancia al establecimiento de la innovadora medida al afirmar en su i nforme 
que “en realidad, la regla cabría deducirla implícita ya en nuestro ordenamiento jurídico, por aplicación general de la 
existencia de una fuerza mayor o de un caso fortuito, que excusaría con todo fundamento la inejecución del contrato. 
Razones de claridad legal y de gara ntía para reforzar la seguridad de los trabajadores frente a accidentes de traba jo 
aconsejan una previsión explícita al efecto”. Un Estatuto para la promoción…, cit, pág. 121. 
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el conocido como ius resistentiae o ius resistendi (derecho de resistencia), cuyo ejercicio permite 
al trabajador paralizar la activ idad que viniera desa rrollando, incluso a ab andonar el centro de  
trabajo, en caso de un riesgo grave e inm inente, cuando el empresario no adopte o no perm ita la 
adopción de las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores. 
 
 Se trata del único punto de este art.8 en el que el trabajador por cuenta propia se presenta, 
no com o sujeto generador de riesgos para el asalariado, sino como posible víctim a de la  
materialización de aquéllos.  Nos encontramos ante una m edida excepcional de autotutela cuyo 
fundamento reside en el derecho a la  vida y a la integridad física pr evisto en el ar tículo 15 de la 
Constitución Española y que se antepone al deber de obediencia - solve et repete (cumple y luego 
reclama)-. Su regulación la hallamos en el art.21.2LPRL, que a su vez encuentra antecedente 
inmediato en el art.19.5 ET 588. Precisamente, a la LPRL debemos de acu dir para es clarecer el 
significado de la expresión “riesgo grave e inminente”, concretamente a su art. 4.4, que define tal 
locución como aquel riesgo “que resulta probable racionalmente que s e materialice en un futuro 
inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de los trabajadores”.  
  
 El ejercicio de dicho derecho reviste un m arcado carácter subjetivo, puesto que se refiere 
a la con sideración o estim ación p or el trab ajador de la existencia  d e una circu nstancia qu e 
fundamente su resistencia. Sin embargo, no se tr ata de un derecho absoluto, por lo que su 
ejercicio debe estar siempre presidido por el principio de  buena fe en la apreciación de un riesgo 
grave e inminente para su vida o salud.  
En este contexto será en el que el autónom o disfrute del citado derecho, lo cual nos hace  
plantearnos serias dudas, sobre todo si analizam os el tratamiento que desde la Ley 20/2007 se le 
otorga; a pesar de que, como ya hemos manifestado, su incorporación, resulta digna de elogio, no 
podemos dejar de enfatizar las carencias que en di cha proclama apreciamos. A diferencia de lo 
establecido en el apartado 4 del artículo 21 LPRL, por el cual los trab ajadores por cuenta ajena 
no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la adopción de las medidas anteriormente aludidas- 
a menos que hubieran obrado de mala fe o cometido negligencia grave-, el legislador de la LETA 
se lim ita a enunciar tal derecho, silenciando cual quier referencia a las consecuencias de la 
interrupción indebida de la actividad. Únicam ente, parece actuar de un m odo coherente al 
                                                 
588Desde el ámbito comunitario, diremos que este derecho ha sido proclamado por el art. 8.4 de la Directiva Marco 
89/391/CEE, de Consejo de 12 de junio, el cual dispone que “un trabajador que, en caso de peligro grave, inminente 
y que no pueda evitarse, se aleje de su puesto de trabajo y/o de una zona peligrosa, no podrá sufrir por ello perjuicio 
alguno y deberá estar protegido contra cualesquiera consecuencias perjudiciales e injustificadas, de conformidad con 
las legislaciones y/o los usos nacionales”. 
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abordar el régimen profesional del trabajador autónomo económicamente dependiente; así, en el  
art.16.1.c) se califica de interrupción justificada de  la actividad profesiona l la derivada de la 
existencia de un riesgo grave e inminente para la vida o salud del trabajador.   
 
 El art. 8 LETA finaliza con una cláusula, dirí amos recordatoria, en la que se contempla 
de m anera explícita la faceta empresarial del trabajador autónom o. Así, determ ina que l as 
disposiciones previstas en este precepto se aplicarán, sin perjuicio de las obligaciones legalmente 




1.3.5 Derecho a la percepción pu ntual de la contraprestación convenida; inembargabilida d 
de ciertos bienes del trabajador autónomo deudor. 
  
 
El apartado 4.3.f) recoge el derecho de lo s trabajadores autónom o a  la percepción 
puntual de la contraprestación convenida por el ejercicio profesional de su actividad. Éste resulta 
fiel reflejo del principio funda mental en c ontratación, básico de Derecho Civil, el  pacta sunt 
servanda, que expresa que toda convención debe se r fielm ente cumplida por las partes de 
acuerdo con lo pactado. Este derecho, ya reconoci do vía art 1.1 al exigir la realización de una 
“actividad retribuida”,  encuentra su funda mento constitucional en el art.35 CE p or el qu e se 
proclama el derecho “a una rem uneración suficiente para satisface r sus necesid ades y las de su 
familia”. Parece que el legislador constitucion al al enunciar tal dere cho tenía en m ente al 
trabajador asalariado; esto se desprende, por un lado, del propio lenguaje empleado -nos habla de 
remuneración, término vinculado estrecham ente al trabajo por cuenta ajen a- y, por otro, por la 
consideración de aspectos de índole hum ana y familiar, desligados d e la pura fundam entación 
económica y que dan muestra de un acusado prot eccionismo, asociado, fundamentalmente, a las  
necesidades de los asalariados.  
 
 
 Respecto de la norma laboral, la redacción del art.4.2.f) ET se aproxima, mutatis mutandi, 
a la del m ismo artículo y apartado de la LETA. El  legislador de ésta opta por el em pleo de 
términos que, aunque de sim ilar significado, alejan  el contenido de la norm a de la figura del 
trabajador p or cuen ta ajena; po r ello, desech a el vocab lo “rem uneración” para de cantarse por 
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“contraprestación económica”, más certera s i de re laciones de derecho privado s e trata. Po r e l 
contrario, mantiene el adjetivo “puntual” y co n él cierta dosis de la protecci ón tantas veces 
reclamada por el colectivo de autóno mos. Apreciamos de nuevo ésta propensión de la LETA por  
desligarse v erbalmente del Ordenam iento labo ral al confrontar la red acción po r ella em pleada 
con la llevada a cabo por la Com isión de Expertos en su propuesta. Éstos sugerían la m isma 
redacción que la llevad a a cabo en  el texto definitivo, no obstante , ampliándola a través de una 
cláusula final que hacía referencia  “al tiem po y form a establecida”. Si bien es cierto, que en el 
artículo homólogo del Estatuto de los Trabajador es no se alude a estas circunstancias, en uno de 
los preceptos que vienen a desa rrollarlo (art.26 y ss ET), concretam ente el 29, se dispone que “la 
liquidación y el pago de los salarios se harán puntual y docum entalmente en la fecha y lugar 
convenidos”. A pesar de este empeño, ya hab itual, por desvincularse del texto laboral, 
finalmente, estim amos que la LETA incide en el  com portamiento renegado al ref erirse en su 
art.10.1 a aquellas circunstancias de calado laboral.  
 
 
 Recibir a tiempo la prestaci ón económica era uno de los derechos que más preocupaba a 
las asociaciones de trabajadores autónom os. Pues  bien, tal inquietud queda reflejada en el 
desarrollo que de dicho apartado f)  lleva a cabo la LETA a través de su art.10. Este precepto se 
ocupa de manera explícita de tale s garantías y tiene por finalidad dotar de protección tanto a los  
créditos como al patrimonio del autónom o en determinados contextos. Resulta evidente que será 
el TRADE el que requiera m ayor a mparo entre los m iembros de este colectivo. No hay que 
olvidar que debido a su dependencia económ ica, los ingresos que recibe de su cliente principal 
atienden de f orma inmediata a su subsisten cia y a la de su f amilia, de m anera sim ilar a l 
denominado “salario suficiente para una vida digna”589 en relación a los asalariados590. 
 
El art. 10 L ETA viene a sistem atizar en un único texto legal lo ya previsto, aunque de 
forma dispersa, en la normativa civil y mercantil. A través del mismo, se establecen medidas para 
dos situaciones concretas; por un lado, las diri gidas a que el autónom o pueda hacer valer sus 
                                                 
589 Garrido Falla, F., AAVV, Comentarios a la Constitución..., cit., pág. 811. 
590 Como así señalaba la Comisión de Expertos en su  pr omoción: “En cuanto a la primera de las vertientes, nuestro 
ordenamiento jurídico no puede esquivar una sencilla real idad: los ingresos profesionales del trabajador autónomo 
constituyen en la g eneralidad de las o casiones su  medio primordial de subsistencia económica. Las co nsecuencias 
negativas del impago de l a contraprestación pueden tener, así p ues, una notable entidad en términos comparativos, 
con relación a los efectos que  se puede n provocar a otros acreedores, particularmente cuando la cantidad debida es 
de cierta relevan cia cuantitativa o se trata d el impago de clientes que aportan un porcentaje elevado del trabajo del 
autónomo”. Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 123. 
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derechos de cobro y, por otro, aque llas que actúan com o recordatorio de la responsabilidad civil 
personal de este trabajador frente a las deudas en las que incurra.  
 
   
 Como dispone el art. 10.1, los autónom os tienen derecho a la percepción de la 
contraprestación económica por la ejecución del contrato en el tiem po y en la for ma convenidos, 
ello en conformidad con lo previsto en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, que establece medidas 
de lucha contra la m orosidad en las operaciones comerciales591. Tras analizar lo dispuesto por l a 
LETA respecto de este asunto, apreciamos cómo el legislador del texto definitivo prefirió  remitir 
a la citada norm a, renunciando al establecim iento de reglas de creación propia y obviando así lo 
dispuesto en la Propuesta de la  Comisión de Expertos, que con mayor decisión, establecía que 
“salvo pacto en contrario, la rem uneración se abonará no m ás tarde del últim o día del m es 
siguiente a l tr imestre n atural en el que se hub iese devengado”. La supres ión d e esta cláusu la 
final, no resultó acertada para m uchos; prueba de ello es que tanto en el Congreso de los 
Diputados como en el Senado se presentaron dive rsas enmiendas, abogando por la recuperación 
de la fórmula empleada en la Propuesta de la Comisión.  
 
 La Ley 3/2004, como así se infiere de su Exposición de Motivos, pretende establecer una 
mayor claridad y lucidez en la fijación de los pl azos de pago de las tran sacciones comerciales, y 
favorecer su cumplimiento. Se trata de disuad ir al deudor de las inobserva ncias contractuales de 
los plazos de desem bolso, y de que el recurso habitual a períodos excesivam ente dilatados de 
pagos no devenga en una form a encubierta de ob tener liquidez adicion al a  costa d el ac reedor. 
Establece fundam entalmente tres medidas para c onseguir dichos objetivos; en prim er lugar, a 
falta de pacto entre las partes, fija un plazo de  referencia de 30 días para el abono de las 
mercancías. Dispone que el plazo de pago a aplic ar se empieza a contar desde la fecha de la 
factura, desde la recepción de los bienes o servicios o bjeto de c ontratación o desde la 
conformidad con los mismos, en función del supuesto de hecho de que se trate; en segundo lugar, 
establece que la finalización del p lazo de pago si n que el mism o se haya llev ado a cabo genera,  
                                                 
591 Esta Ley tiene por objeto incorporar al derecho interno la Directiva 2000/35/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de junio de 2000, por las que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales. Ésta dejaba a los Estados de la UE hasta el 8 de agosto de 2002 para adoptar, con carácter obligatorio, 
las disposiciones legales recogidas en la mi sma. Por tanto, como podemos apreciar, la trans posición se realizó con 
casi con 2 años y medio de retraso 
La Directiva e ncuentra s u a ntecedente inm ediato en la R ecomendación de la  Comisión de 12 de mayo de 1995, 




de form a autom ática y sin necesidad de requer imiento alguno, el devengo de intereses, salvo 
incumplimiento por parte del acreedor, o que la  falta de pago se haya producido sin culpa del 
deudor. Salvo acuerdo que determ ine el tipo de interé s a aplicar, éste será el fijado por el Banco 
Central Europeo increm entado en siete puntos p orcentuales; por últim o, dispone  la obligación  
del deudor de pagar una cantidad en concep to de com pensación por todos los gastos de cobro, 
cuando dicho deudor sea responsable del  retraso en el p ago. Del mismo modo, el acreedor, en 
caso de incumplim iento de pago, podrá reclam ar al deudor una com pensación por los gastos de 
cobro ocasionados, siempre y cuando los m ismos se acrediten adecu adamente. La definición  de 
los gastos de cobro se someterá a los principios de transparencia y proporcionalidad con la deuda 
principal, y la cantidad a com pensar no podrá s uperar el 15% de dicha deuda, excepción hecha 
cuando la m isma no s upere los 30.000€. En este ca so, el lím ite de la com pensación será el 
importe de la deuda de que se trate592. 
   
Respecto d e la  f ijación del p lazo de ex igibilidad d e la d euda, así com o del 
establecimiento de los tipos de interés de demora observamos como el legislador hace prevalecer 
a lo señalado por el texto legislativo, el juego de  las reglas de mercado, es decir, la autonomía de 
la voluntad. Com o ya destacara el artífice de la Ley 3/2004 en  su Exposición de Motivos, “la 
libertad de contratar no debe am parar prácticas abusivas 593 im poniendo cláusulas relativas a 
plazos de pago m ás amplios o tipos de interés de demora inferiores a lo s previstos en esta Ley,  
por lo que el juez podrá m odificar esto s acu erdos s i, valorada s las circunstancias del caso, 
resultaran abusivos para el acreedor. Consider amos que, para el trabajador autónom o y, e n 
concreto, para el TRADE, esta norma, diríamos que tan mercantilistas, resulta poco garante de su 
estabilidad económ ica, especialm ente, teniendo  en cuen ta que la p revalencia de un principio  
basado en la igualdad de posiciones entre las part es contratantes, desafina si de una trabajador 
autónomo económicamente dependiente hablamos.  
                                                 
592 D os a ños después de l a e ntrada en  vigor de l a Ley 3/ 2004 de l ucha contra l a m orosidad e n l as operaciones 
comerciales se l levó a cab o un estudio sobre la incidencia de l a norma. De él  se i nfirió que menos del 5% de l as 
empresas españolas estaban aplicando lo dispuesto en esta norma. El estudio destaca que España sigue ocupando uno 
de los primeros lugares del ranking europeo de demoras en los cobros en sectores básicos como la alimentación y la 
construcción. El plazo medio de cobro en el primer sector mencionado es de cien días; mientras que en el segundo es 
de doscientos. Por su parte, ningún Servicio Autonómico de Salud del  Estado cumple con el  plazo de pago de 60 
días, que es el obligatorio para todas las administraciones públicas. La Comisión Europea reconoció en junio de 2006 
que la ley española destinada a luchar contra la morosidad en las operaciones comerciales no se ajustaba al espíritu y 
letra de la d irectiva, tal y co mo denunciaron las org anizaciones patronales de em presas de al imentación y bebidas 
españolas. Pere J. Brachfield,  Morosólogos Asociados, 2007. 
593 Respeto del alcance del térm ino subjetivo “cláus ula ab usiva”, Ber covictz Ro dríguez-Cano h a señ alado qu e 
debemos e ntender por t al l ocución “a quélla que  si rve principalmente pa ra proporcionar al  deudor una l iquidez 
adicional a ex pensas del  acr eedor, o si  el  contratista pri ncipal i mpone a sus pr oveedores o s ubcontratistas una s 
condiciones de pago que él mismo sea ben eficiario o por otras razones objetivas”. Bercovictz Rodríguez-Cano, R., 
“Moroso”, Aranzadi Civil, núm. 19, 2004. 
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  A través del art.10.2, el le gislador presta especial at ención a los créditos de los 
autónomos que trabajan en cadenas de contratas y subcontratas. Com o señalaba la Com isión de 
Expertos en  su infor me, la externalización de  activ idades a través de su contratación o  
subcontratación con o tras em presas, ha co locado a es te co lectivo en u na escen ario indeseable , 
siendo lo m ás habitual que el trabajador au tónomo se  sitúe al final de una cadena de 
subcontrataciones, donde pacta directamente  con un empresario de pequeñas dimensiones y, por 
tanto, con razonable riesgo de que se trate de una organización pr oductiva descapitalizada 
propensa a la insolvencia económ ica”594. Llam a l a atención que, siendo los poderes públicos 
conocedores de esta nefasta situación, ha yan desaprovechado la oportunidad que el 
establecimiento de este Estatuto les brindaba, teniendo en cuenta que en lugar de disponer 
medidas que propiciaran el cam bio de tan negativa  circunstancia, se inspir an en el contenido  de 
normas precedentes. En efecto, el precursor d e la Ley 20/20 07595 opta por tom ar como modelo, 
por un lado, el art.42 del Estatuto de los Trabajadores, dirigido a los asalariados inmiscuidos en el 
supuesto de subcontratación de obras y servicio y, por otro, el art. 1597 del CC, de contenido más 
que similar al de este apartado segundo596. 
 
El art. 10.2 precep túa la responsab ilidad solidaria directa d el empresario principal para 
con el autón omo que ejecute su  actividad para un contratista o subcontratista; en otras palabras, 
en base al art.1137 CC597, el trabajador por cuenta propia podrá dirigirse directamente contra este 
empresario, exigiéndole la deuda de bida por el contratista o subcont ratista para el qu e ejecute su 
actividad profesional, sin perjuicio de la posible acción de regreso posterior.  
                                                 
594 Tal  si tuación ha obl igado a l os po deres pú blicos a t omar medidas; así , l a Ley  32/ 2006, de 18 de oct ubre, 
reguladora de la subcontratación en el sector de la co nstrucción, se h ace cargo de los múltiples riesgos a los que se 
expone los trabajadores autónomos y establece para éstos la prohibición de subcontratar. 
595 Art.1597CC: 
Los que ponen su trabajo y materiales en una obra ajustada alzadamente por el contratista, no tienen acción contra el 
dueño de ella sino hasta la cantidad que éste adeude a aquél cuando se hace la reclamación. 
596 La C onfederación Española de la Pequeña y  Mediana Empresa (CEPYME) ha manifestado su disconformidad 
respecto de este aparatado; así, ha dispuesto en su informe titulado “Observaciones al nuevo borrador de la LETA” , 
que tal disposición “no modifica el supuesto previsto, por lo que se propone la supresión de este punto dado que su 
contenido ex tiende o inv ade el á mbito d e la leg islación lab oral y d esborda la leg islación civil y mercantil q ue le 
resulta prop ia, al traslad ar im propiamente la resp onsabilidad qu e se reco ge  en  el art.42 .2 ET, referente a lo s 
empresarios que contraten o subcontraten su propia actividad y respecto a las deudas de sus trabajadores, al régimen 
del trabajo autónomo común y para todo tipo de actividades, sin que exista causa que lo justifique. Además existe un 
supuesto si milar d e respon sabilidad ya p erfectamente reg ulado en el art. 1 597 C C”. 
http://www.ceat.org.es/docs/observaciones_leta_20061018.pdf 
597 Art. 1137 CC: 
La concurrencia de dos o más acreedores o de dos o más deudores en una sola obligación no implica que cada uno de 
aquéllos tenga derecho a pedir, ni cada uno de ést os deba prestar íntegramente las co sas objeto de la misma. Sólo 




 Lo que en principio pudiera ser una m edida, aunque no novedosa, sí proteccionista al 
venir acompañada de res tricciones importantes, mu ta en una disposición  eficaz únicamente para 
supuestos específicos; y es que, por un lado, obs ervamos com o el art. 10.2, tras proclam ar la 
acción directa contra el em presario princip al a favor del autónom o, estab lece un a lim itación 
cuantitativa al disponer que el débito será satisfecho “hasta el  im porte de la deuda que éste 
adeude a aquél al tiempo de la reclamación”. Si tal restricción resulta desfavorable por sí misma, 
peor aún lo es si tenemos en cuenta que el legislador no ha estado a las posibles consecuencias de 
lo por él dispuesto. En efecto, quedan abiertas dis tintas interrogantes tales como qué ocurre si la 
deuda del contratista para con el autónomo es superior a la cantid ad que el empresario principal 
adeuda al contratista o subcontra tista y que ocurriría si el empl eado principal no debe nada al 
contratista o subcontratista, quien se  haría cargo del débito de aquéll os para con el trabajador por 
cuenta propia.  
 
 El haz de restricciones  no acaba aquí, ya que , si continuamos con la lectura de este 
apartado segundo apreciam os que el legislad or opta po r estab lece otra lim itación, esta v ez, 
cualitativa e inexistente en la Propuesta de la Comisión de Expertos; en efecto, dispone que dicha 
acción d irecta contra el em presario principal n o ha lugar cuando se trate d e “co nstrucciones, 
reparaciones o servicios contratados  en el s eno del hogar fam iliar”. Parece que el artífice de la 
LETA vuelve a huir de los cam bios drásticos, pr efiriendo continuar en  la línea trazada por 
normas precedentes. De este m odo, com o ya hicier an el Estatu to d e los Trabajadores  en su 
art.42.2 o el RD 1627/1997 m ediante su art. 2.3, opta por excluir este tipo de servicios 
desarrollados en el hogar familiar. En línea con esto, nos cuestionamos si de manera implícita se 
estaría ex igiendo, com o así hacen las norm as e n la s que se inspira la LETA - Est atuto de los 
Trabajadores y el RD 1627/1997-, que la actividad que lleva a ca bo el autónomo fuera la propia 
del em presario principal. Por una lado, podemo s llegar a concluir qu e no, porque con ello 
estaríamos sum ando una nueva restricción lo  cual no resultaría  acorde con un texto 
aparentemente com o es la LETA; por otro lado, el comportam iento que el legislador viene  
mostrando, tomando como espejo norm as anteriores, nos  conduce a considerar  la posibilidad de 
que en efecto, de un m odo tácito, se  requiera la coincid encia de act ividades, lo cu al aclararía l a 
exclusión de los trabajo s realizados en el prop io hogar, ya que el cab eza de fam ilia, en ningún 
caso lleva a cabo la misma ocupación.  
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 La última garantía en m ateria de cobro de lo s créditos p or la a ctividad prof esional de l 
trabajador autónomo viene recogida en el apartado tercero del art.10. Se trata del som etimiento a 
lo dispuesto en la normativa civil y mercantil sobre privilegios y preferencias, así como en la Ley 
22/2003, de 9 de julio, Concursal. 
Al m argen de la no rmativa civ il, la cual, en cuestión de garantías crediticias, s e encuen tra 
recogida en los ar ts. 1921 y ss del C ódigo Civil, nos centraremos en las de ám bito mercantil, en 
concreto, en la Ley Concursal,  a la que la LETA otorga es pecial relevancia al aludir 
expresamente a ella. 
 
 Sin perjuicio de la faceta em presarial del trab ajador por cuenta propia, por la que puede 
presentarse como parte deudora, procedemos a analizar el tratamiento recibido como acreedor de 
un deudor que se encuentra en situación de concurso declarado.  
Tal y com o señala la E xposición de Motivos de la LC, con la regulaci ón de los concursos de 
acreedores se persigue satisfacer la necesidad de regular el reparto de pérdidas cuando alguien no 
puede hacer frente a sus deudas. Por lo tanto,  estamos ante u n procedimiento ideado para paliar 
los posibles efectos nocivos de la insolvencia, ta nto de un empresario com o de un particular no 
empresario. Se trata, funda mentalmente, de organizar el patrim onio del concursado para 
conseguir que el m ayor número de acreedores cobr en lo máximo posible. En este pr ocedimiento 
se proteg e m ás a los débiles, como los asalar iados, y se posterga a a quellos que han tenido 
influencia en la m ala situación económica o que puedan beneficiarse del concurso, por ejem plo, 
administradores de la sociedad o personas relaci onadas con el concursado. En base a tal espíritu 
no extraña que, aunque de m anera lim itada, la norma tuviera cierta consideración con un 
trabajador autónom o, considerado por todos en especial situaci ón de desam paro, com o es el 
TRADE. 
Ninguna mención expresa encontramos en el art.10.3 en relación con el colectivo de trabajadores 
autónomos en su generalidad, sino que, com o ya hemos señalado, singularmente, intuimos cierta 
alusión a un sector reducido del mism o cuand o, vía art. 91.3 LC- citado expresam ente por l a 
LETA598-, califica de crédito con privilegio general599 aquél proveniente del “trabajo personal no 
dependiente”.  
                                                 
598 La propuesta  de la Comisi ón de Expe rtos no hacía alusión a este precep to e n concreto. Por el cont rario, el 
Dictamen del Consejo Económico y Social sobre el Anteproyecto del Estatuto del Trabajo Autónomo sí abogaba por 
su incorporación al texto definitivo. De este modo, se señalaba que “en materia de garantía del cobro de los créditos, 
el An teproyecto rem ite en  el artícu lo 10 .3 a lo  dispuesto en  la normativa civ il y mercan til sobre privilegios y 
preferencias, así como en la Ley 22/2003, concursal”. Respecto a esta última referencia, el CES entiende que debería 
aludirse a los términos establecidos en el artículo 91.3 de esta Ley, donde se otorga privilegio general a los créditos 
por t rabajo personal no dependiente, devengados durante los seis meses anteriores a l a declaración del concurso”. 
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 La LC no facilita la av eriguación del suje to que se escond e tras la  expresión “trabajo 
personal no dependiente”. Se esperaba que el Estatuto del Trabajo Autónom o ofreciera algún 
dato que clarificara el significa do de esta expresión. Si bien su  aportación apenas ha otorgado 
información en aras de su correcta interpretación, ya que se limita a remitir al precepto aludido, si 
es cierto que deja claro que entre estos trabajadores, a cuyos créditos se les concede un privilegio 
general, se encuentran incluidos los autónom o económicamente dependiente, com o así dispone  
expresamente su art.10.3LETA.  
 
Tal rem isión, aunque clarificador a, no esta exenta  de crítica, com o ahora veremos; en 
efecto, en el precep to apreciam os cierta oscurid ad con relación a dos cuestion es co ncretas: en 
primer lugar, consideramos que la LETA, en l ugar de poner en claro la cuestión, genera cierta 
disonancia entre el requerim iento de no dependencia, por parte del art. 91.3 de la LC, y la 
dependencia, al m enos económ ica, que aquélla re clama. En segundo lugar, el em pleo de la 
locución “en todo caso” deja abierta la puerta a otros posibles sujetos que también pudieran verse 
afectados por los establecido en el citado ar t.91.3, sin embargo, no ofrece ningún indicio relativo  
a la identidad de los mismos, lo cual añade mayor confusión. 
 
Dicho lo anterior, y aunque resulte evid ente, no podemos olvidar que, para que lo 
dispuesto en la LC respecto de este sujeto de perfil, aún hoy, difuso, pueda ser aplicado,  
declarándose el concurso, deben de cum plirse lo s presupuestos objetivos y subjetivos que la 
norma fija en su Capítulo I; por ello, no en cualquier situac ión en la que el deudor tenga 
problemas económicos s e podrá declarar dicho es tado, sino que se requerirá que concurra una  
situación de insolvencia actual e inminente.  
 
Éste no  será la única ex igencia requerida a es te trabajador si pret ende hacer efectivo el 
privilegio general del q ue goza su crédito. En ef ecto, deberá hacer frente  a dos lim itaciones: en 
primer lugar, no podemos olvidar que los créd itos de privilegio general no sólo quedan 
postergados tras los de  privileg io especial, sino tam bién tras aquellos crédito s de privilegio 
                                                                                                                                                           
Dictamen del Consejo Económico y Social sobre el Anteproyecto de la Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo, …, 
cit., pág. 7. 
599 Entre otros, Muñoz Molina, J. “El recargo de prestaciones en ca so de accide nte de traba jo y e nfermedades 
profesionales”, Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, núm. 59, 2005. 
. 
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general situados delante de él , en el apartado 3 del art.91 600. Además, de la lectura d el artículo 
inferimos la res tricción temporal que el p recepto fija respecto del cobro d e la deuda; así, sólo se 
podrán satisfacer los créditos deven gados durante los seis m eses anteriores a la declaración del 
concurso. En consecuencia, aquellos otros que no vencieran durante este período serán 
considerados créditos ordinarios (art. 89.3) y por tanto, su cobro quedará postergado a la previa 
satisfacción de aquéllos.  
 
 
 Como vemos, no hubiera estado de m ás que la  Ley Concursal, que supuso un avance en 
materia de cobro de los créditos de la activ idad profesional de ci ertos autónomos, hubiera 
obviado tanta restricción, portador a únicamente de confusión. Problem a de m ayor gravedad, si 
cabe, es que la LETA en lugar de venir a solventar los fallos de la LC, se remite a ella, por lo que 
los errores se acrecientan si tenemos en cuenta que la LETA es una norma específica que debiera 
haber mirado por los intereses de este colectivo de trabajadores. 
 
Las reglas que hemos analizado se refieren  únicamente al caso en el q ue el concurso sea 
declarado judicialm ente, no para situaciones extracontractuales. Como ya hemos visto, la 
declaración de concurso está supeditada a la concurrencia de una serie de presupuestos, 
principalmente que nos hallemos ante una situación de insolvencia actual e inminente del deudor, 
que no puede cumplir con sus obligaciones exigibles. Así pues, si nos enfrentamos ante una crisis 
económica en la que no está presente el estado de  insolvencia, no podremos acudir a lo dispuesto 
en la LC. La LETA nada dice respecto de esta circunstancia, y es que, quizás por cautela, prefirió 
eludir cualquier mención que recayera sobre una norma aun en proceso de tramitación como es la 
futura Ley sobre concurrencia y prelación de créd itos en materia de ejecuciones singulares, cuya 
promulgación ya requirió, desde su disposición final 33ª, la LC, que en comendaba al Gobierno 
que en el p lazo de seis  m eses desde su entrad a en vigor re mitiera a la s Cortes Ge nerales un  
proyecto de ley reguladora de esta materia. 
 
                                                 
600 Los créditos por salarios que no te ngan reconocido pri vilegio especial, las inde mnizaciones de rivadas de la  
extinción de l os c ontratos, las inde mnizaciones de rivadas de acci dente de tr abajo y enfe rmedad profesional y los  
recargos sobre las prestaciones por inc umplimiento de las obligaciones en materia de salud laboral devengados con 
anterioridad a la declaración de concurso, así co mo, las can tidades correspondientes a reten ciones tributarias y de 
Seguridad Social debidas por el concursado en cumplimiento de una obligación legal (art.91.1 y 2). 
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Teniendo esta circunstancia presente y resp ecto del asunto objeto de nuestro interés, 
veremos cómo tal proy ecto reclama la modificación, entre otros, del art. 1924 CC 601, relativo a 
los privilegios generales. En efecto, se pretende  incorpo rar a éste un ordinal cu arto en el qu e 
queden enmarcadas “las cantidades adeudadas a personas físicas por razón de servicios no sujetos 
a la legislación laboral prestados personalmente por el propio acreedor”. Como veremos, en estas 
circunstancias en las qu e resulta imposible la d eclaración judicial del conc urso, la situación de l 
autónomo no m ejora respecto del supuesto anterior; si cabe, diríamos, que se agrava. En prim er 
lugar, apreciamos que, e n este apartado 4, la futu ra norma vuelve a lim itarse a m encionar en su  
articulado únicam ente a cierto sector del co lectivo de trabajadores autónom os: el autónomo 
económicamente dependiente-al que solo podríamos intuir, ya que no se aporta mayor claridad 
que en la L ey Concursal-. En segundo lugar, estimamos que el P royecto de Ley em peora la  
situación teniendo en cuenta dos aspectos que rest an protección al trabaja dor por cuenta propia 
en comparación con la que vienen disfrutando en caso de que sea declarado el concurso: por un  
lado, se le relega a la cu arta posición en lo que a la clasificación de créditos de privilegio general 
se refiere. No sólo queda posicionado por detr ás de los créditos por salarios que no tengan 
reconocida preferencia especial, de las indemnizaciones derivadas de la extinción de los contratos 
de trabajo, de las indemnizaciones  derivadas d e accidente de trabajo y enfer medad profesional, 
de los recargos sobre las prestaciones por incumplimiento de las obligaciones en materia de salud 
laboral o de las can tidades correspondientes a retenciones tributarías y de Seguridad Social, sino 
también de los créditos por alimentos de las personas respecto de las cuales tuviera el deber legal 
de prestarlos, o de los impuestos por resolución judicial dictada en alguno de los procesos sobre  
capacidad, filiación, matrimonio y menores del Título I del Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.  
  
 Por otro lado, la restricción temporal que veíamos en el caso de declaración de concurso, 
se ve acrecentada al incorporarse un lím ite cu antitativo. En efecto, el privilegio general del 
crédito no solo se restringirá a las cantidad es devengadas en los seis m eses anteriores a la 
reclamación, sino que la cuantía de éstas no debe s uperar el triple del indicador público de renta 
                                                 
601 Respecto de este artículo, el Proyecto de Ley señala que en relación con las preferencias generales, la proximidad 
al texto de la Ley Concursal  es, si cabe, más acusada. Figuran a cont inuación d e l os salariales los créditos por 
alimentos, tanto  lo s leg ales co mo lo s imp uestos por resolución judicial dictada en procesos s obre ca pacidad, 
filiación, matrimonio y menores del Título I del Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que en la Ley Concursa! 
tienen la consideración de c réditos contra la masa. Asimismo se han e quiparado los créditos que consten en laudo 
arbitral firme a aquéllos que figuren en escritura pública o sentencia”.  
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de ef ectos múltiple s ( IPREM)602. Como vem os, una restricción más, que si bien tiene com o 
finalidad el acercam iento de posiciones entre el  autónomo y el asalariado, resu lta del todo  
inadecuada y excesiv a, ten iendo en cuen ta que las circunstancias que rodean a am bos 
trabajadores son desemejantes. 
 
********* 
   
La LETA pone fin al art.10 encargándose de  un com plicado asunto, al que a penas 
otorga respuesta, como ahora veremos. Nos referimos a la protección  de la propia solvencia d el 
autónomo para con sus acreedores. Como ya puso de manifiesto la Comisión de Expertos, una de 
las preocupaciones  principales de este tipo de profesionales es el riesgo de que s u patrimonio 
particular pueda verse en pelig ro a resultas de  ciertos im pagos. Sabemos que m uchos de estos 
trabajadores optan por la vía de constitu ir form as societarias lim itativas de su responsabilidad 
económica, por ejemplo, sociedades limitadas unipersonales. A pesar de que los autónom os que 
optan por esta vía ven amparado su patrim onio privado, no ocurre lo m ismo con los  que actúan 
en el mercado como personas físicas603. Precisamente era para estos para los que las asociaciones 
de autóno mos venían  requiriend o cam bios; reclam aban al Estatuto que elim inara esta 
discriminación, de tal for ma que estos trabajador es pudiera diferenciar con claridad en su 
patrimonio, el que es propio de la actividad económica y el que pertenece a la esfera personal. En 
efecto, consideraban que esta dife renciación de recursos económicos protegería al  autónomo y a 
su f amilia, pero tam bién perm itiría a los clien tes y acre edores ver c ual es la s olvencia del  
profesional con el que van a m antener una rela ción económica. Entre las propuestas que dichas 
asociaciones for mulaban estaba la creación de un sistema de afección de bienes a la activida d 
                                                 
602 El Consejo Económico y Social en su Dictamen se mostró disconforme con el  empleo de est e indicador al que 
considera una garantía de menor nivel; así, dispuso que “entiende que es positivo, especialmente teniendo en cuenta 
la complejidad de situaci ones que abarca la realidad de los autónomos, establecer un límite, como también se hace 
con los créditos de l os trabajadores por  cuenta aje na, a l os créditos de los autónomos declarados preferentes. No 
obstante, se quiere llamar la  atención s obre el hecho de que el indica dor seleccionado, el IPREM, por su cuantía 
actual y el mecanismo de su actualización futura, representa una garantía de menor nivel que el utilizado como límite 
al crédito de los trabajadores por cuenta ajena. Sin perjuicio de estimar como razonable la utilización del IPREM en 
este caso, en tanto que salvaguarda los fines que inspiraron su regulación, el CES considera que debería establecerse 
una fórmula de cómputo del l ímite en cues tión que sea pareja al  indicador diario tenido en cuenta para l imitar los 
créditos de los trabajadores por cuenta ajena. Dictamen del Consejo Económico y Social sobre el Anteproyecto de la 
Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo…, cit., pág. 7. 
603 Es para dójico que el fraca so de una actividad profesio nal realizada com o trabajador autónomo puede deja r a la  
persona afectada y a su familia en la ruina, sin ningún bien personal, mientras que, por el contrario, aquellas personas 
que realizan e sa actividad profesiona l ad optando una formula soci etaria, po r ejem plo, una s ociedad lim itada 
unipersonal, si n t rabajadores a su ca rgo (e quivalente al  t rabajador a utónomo i ndividual si n asal ariados), e n i gual 
situación, solo responderán  ante los acreedores con el patrimonio que tenga inscrito en la empresa, quedando a salvo 
sus bienes pe rsonales. Ba rrera Cerezal, J. J. “ El Es tatuto del Tra bajador Au tónomo: una necesidad y un 
compromiso”, CIRIEC-España, Revista de Economía Pública, Social y Cooperativa, núm. 52, agosto 2005. 
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laboral, mediante la inscripción en el Registro M ercantil de la lista de bienes, con su valorac ión. 
Esta m edida, que en principio pudiera resultar adecuada, fue descartada por la Com isión de 
Expertos, que consideró que sólo produciría  inconvenientes form ales y burocratización 
innecesaria respecto de activ idades económicas caracterizadas por su  flexibilidad y, sobre todo,  
por tratarse de dim ensiones empresariales reducidas, para las que requisitos de procedimientos o 
contables es pecíficos pu eden constituir un el evado coste personal y económ ico, que puede no 
llegar a co mpensar604. Por ello, la Com isión optó por una fórmula alternativa, q ue, com o 
veremos, fue descartada por el legislador de l texto definitivam ente aprobado; propuso com o 
inembargables, por una lado, los ingresos mensuales medios, computados anualmente, percibidos 
por el trabajador autónomo, con los topes m áximos establecidos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil y, por otro, los bienes muebles e inm uebles no suntuarios, afectos a las 
necesidades domésticas cotidianas del autónomo y su familia, entre los  que incluía su vivienda 
residencia habitual y su autom óvil privado. Como ve mos, era ésta una respuesta m ás que 
satisfactoria para aquellos, aunque quizás excesi va, teniendo en cuenta que, en cierto m odo, se 
transfería la discrim inación de un colectivo a otro. En efecto, serían lo s trabajadores por cu enta 
ajena los qu e tornarían a una pos ición desfavorecida en compar ación con los que realizan su 
actividad por cuenta propia.  
 
 
 Como ya he mos señalado, m uestra de la com plejidad del asunto, la LETA  declinó tal 
propuesta y optó por otorgar a la cu estión distinta solución. De este  modo, en primer lugar, tras  
partir del principio de responsabilidad patrim onial universal, recogido en el art. 1911 C.C., 
declara inembargables los bienes establecidos en  los artículos 605, 606 y 607 de la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciam iento Civil. De nuevo, la LETA se inclina por rem itir a una norma 
precedente, eso sí, sin aclarar el con tenido de los artículos que el precepto 10.4 menciona, por lo 
que ni siquiera su carácter inform ativo tie ne valor. Acudiendo a lo s artículos citados, 
comprobamos que en base al 605, se considerarán  bienes absolutam ente inembargables los que  
hayan sido  declarados  inalienables, los dere chos acces orios, que no sean alienables con 
independencia del principal y los bienes que carezcan, por sí solos, de contenido patrimonial. Por 
el art.606, se entenderá inem bargables, entre otros, el mobiliario y el menaje  de la casa, la ropa 
del autónomo y de su fa milia, los alimentos, el combustible. Finalmente, por el art.60 7 no podrá 
embargarse el salario, sueldo, pensión, retribución o su equivalente, que no exceda de la cuantía 
                                                 
604 Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 125. 
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señalada para el salario mínimo interprofesional. Sorprende la remisión a este último, ya que con 
ella se estaría equiparando, al menos formalmente, al autónomo con el asalariado, al tom ar como 
límite económico, el salario mínimo interprofesional. 
 
 Por otro lado, destacamos cóm o el art.10 finaliza haciendo referencia a los bienes 
inmuebles del autónom o insolvente, eso sí, respect o de deudas m uy concretas. En efecto, este 
apartado se encarga de un supuest o específico, aquél derivado de  deudas tributarias y de la 
Seguridad Social, en  el caso  en el q ue el bien inm ueble haya sido em bargado 
administrativamente. Bajo estas circunstancia, la LETA prevé que si el autóno mo acredita 
fehacientemente que se trata de una vivienda que constituye su residencia  habitual, la ejecución 
del em bargo quedará condicionada, por un lado, a que no r esulten conocidos otros bienes del 
deudor suficientem ente susceptibles de realizac ión inm ediata en el procedim iento ejecutivo y, 
por otro, a que entre la notificación de la prim era diligencia de embargo y la realización material 
de la subasta, el concurso o cualquier otro medio administrativo de en ajenación, medie el plazo 
mínimo de un año. Si com paramos lo previsto  en el texto  definitivo con lo propuesto por la  
Comisión de Expertos, inferirem os que la LETA se muestra mucho menos garante que el texto 
recomendado. Aunque éste aborda el tem a de la vivienda habitual  de un modo directo, 
proclamando en cualquier circunstancia su inem bargabilidad, la LE TA, siem pre y cuando el 
autónomo pruebe que se trata de su vivienda ha bitual, le otorga, com o hemos visto, únicam ente 
dos prerrogativas ante tal embargo: una, diremos, material, y otra, temporal; tal aptitud restrictiva 
se acrecienta cuando, con relación a este último privilegio, la norma señala que dicho plazo no se 
suspenderá, en ningún caso, en los supuestos de ampliaciones del em bargo originario o en los 
casos de prórroga de las anotaciones regist rales. Com o vem os, la LETA no s olamente no 
proclama la inembargabilidad propuesta por la Comisión sino que se muestra restrictiva para con 
tan necesario bien. Respecto del vehículo, ésta obvia cualquier referencia. 
 
 En definitiva, este art.10 no aporta nada nuevo. Sólo podemos contemplarlo, al ig ual que 
ocurre respecto de otros , com o un precep to si stemático que recopila e l contenido de norm as 
preexistentes. Si bien facilitar tal compilación resulta positivo, y más cuando es un texto legal el 
que lo lleva a cabo, no aprobam os las numerosas remisiones que de otras disposiciones realiza, 
obviando el contenido de los artículos a los que ella remite y dificultando así el conocimiento del 
contenido de la Ley. 
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 1.3.6 Derecho a la conciliación de la actividad profesional con la vida personal y familiar. 
 
Asimismo, la Ley 20/2007, mediante su apartado g), adjudica al trabajador autónomo el 
derecho a la conciliación de su actividad profes ional con la vida  personal y familiar, con el 
derecho a s uspender su actividad en las s ituaciones de m aternidad, paternidad, riesgo durante el 
embarazo, riesgo duran te la lactan cia y a dopción o acogim iento, tanto preadoptivo com o 
permanente o simple, de conformidad con el Código Civil o las leyes civiles de las Comunidades 
Autónomas que lo regulen, siem pre que su duraci ón no sea inferior a un año, aunque éstos sean 
provisionales, en los térm inos previstos en la le gislación de la Seguridad Social. La conciliación 
de la vida laboral y fam iliar no está reconocida de m anera expresa en la Constitu ción ni, por lo 
tanto, previstos los mecanismos concretos para su garantía. A pesar de est o, de manera indirecta 
y teniendo en cuenta que hasta la actualidad la  conciliación ha sido básicam ente un handicap de 
la m ujer, su funda mento constitucional lo halla mos tanto en el art.39 CE, que encarga a los 
poderes públicos la p rotección de la fa milia e in fancia como, desde la p erspectiva del principio 
de igualdad entre hom bres y m ujeres, en el art.1 4 CE, com o así se desprende de la doctrina de l 
Tribunal Constitu cional605. Tanto la propuesta de la Co misión de Expertos, com o el 
Anteproyecto de la Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo, se hacen eco de este derecho, ahora 
bien, om itiendo cualquier concreción relativa a la s específicas prerro gativas que im plica la 
conciliación anunciada. Sería el Dictam en de  la Com isión de Trabajo y Asuntos Sociales 606 el 
encargado de dotar de contenido a éste derech o en función a lo dis puesto en el art. 44 607 de la 
LOI. 
                                                 
605 STC 3 /2007, d e 15  d e en ero (RTC 20 07/3): “La d imensión con stitucional d e la medida con templada en  lo s 
apartados 5 y 6 del art. 37 ET y, en general, la de todas aquellas medidas tendentes a facilitar la compatibilidad de la 
vida laboral y familiar de los trabajadores, tanto desde la perspectiva del derecho a la no discriminación por razón de 
sexo (art. 14 CE) de las m ujeres trabajadoras como desde la del mandato de protección a la fa milia y a la infancia  
(art. 39 CE), ha de prevalecer y servir de orientación para la solución de cualquier duda interpretativa”. 
606  En torno a este asunto, en el Dictamen emitido por la Comisión de Trabajo y Asuntos Sociales sobre la Proyecto 
de Ley del  Es tatuto del  Trabajo Autónomo, se di spuso que  “Finalmente, con la aprobación de la Ley  Orgánica 
3/2007, de  2 2 de m arzo, para l a i gualdad efectiva e ntre mujeres y  h ombres, a i niciativa del  Gobierno, se dio un 
primer paso en el cumplimiento a la citada Resolución, al introducir numerosas medidas para mejorar la situación del 
trabajo au tónomo, esp ecialmente en  lo  relativo a lo s derechos derivados de las sit uaciones de maternidad y  
paternidad, todo ello en el con texto de avanzar en una política de conciliación de la vida familiar con el trabajo, tan 
demandada por los trabajadores autónomos. 
607 Artículo 44 Ley Orgánica 3/2007: 
“Los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral”.  
1. Lo s derec hos de co nciliación de l a vi da pers onal, fa miliar y  laboral se recon ocerán a l os t rabajadores y  l as 
trabajadoras en  fo rma q ue fo menten la asu nción equ ilibrada de las resp onsabilidades fam iliares, ev itando tod a 
discriminación basada en su ejercicio.  
2. El p ermiso y la p restación por maternidad se con cederán en los térm inos previstos en la n ormativa laboral y d e 
Seguridad Social.  
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  La LETA esta vez toma de referente a la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, para promover 
la conciliación de la v ida fam iliar y laboral de las p ersonas trabajadoras, ex trapolando las  
medidas por ella implantadas a su objeto de regulación 608. Al igual que hiciera el Estatuto de los 
Trabajadores609, modificando el contenido de  varios de sus preceptos 610 para así adap tarlos a la 
nueva norma, el legislador de la LETA tuvo a ésta en  cuenta en el m omento de su redacción,  en 
una palabra, la norm a autoproclam ada extral aboral, volvía a im pregnarse del Derecho del  
Trabajo para dar contenido a su articulado. Antes de  adentrarnos en el estudio de la L ey de 1999, 
debemos tener en cuenta que en España la mujer se incorporó al trabajo de forma generalizada en 
los años 70-80, por lo que la necesidad de regulación de la conciliación en nuestro país ya existía 
desde hace 20-30 Años. Apreciando tal dato, nos vemos obligados a resaltar el importante retraso 
con el que la norm a de 1999 llega a nosotros. E n efecto, hasta la fecha únicam ente existía una 
regulación dispersa en diferent es norm as jurídicas, fundam entalmente, en los ámbitos de la 
legislación laboral y de la Se guridad Social, que regulaban as pectos relacionados con el 
nacimiento de hijos (embarazo, parto, lactan cia)611 y atención de la f amilia. Con esta L ey 
39/1999, no sólo se establece un conjunto norm ativo genérico, in corporando al ordenam iento 
español la Directiva 96/34/CE, de l Consejo, de 3 de junio, m ediante la que s e aplicaba el 
Acuerdo marco sobre el perm iso parental celebrado el 14 de  diciembre de 1995 entre las 
organizaciones interprofesionales de carácter general UNICE (Unión de Confederaciones de la 
Industria de Europa-), el C EEP (Centro Europeo de la Empresa Pública) y la CES 
(Confederación europea de Sindicatos) 612, sino que su art 16 se hace cargo del trabajado r 
                                                                                                                                                           
3. Para con tribuir a u n reparto m ás eq uilibrado d e las re sponsabilidades fam iliares, se recono ce a lo s p adres el  
derecho a u n perm iso y  una  prest ación p or pat ernidad, en l os t érminos pre vistos e n l a norm ativa laboral y  de  
Seguridad Social. 
608 Vid .Rodríguez-Piñero, M., “La con ciliación de la vida fam iliar y  lab oral d e las p ersonas t rabajadoras”, 
Relaciones Laborales, 1999, núm. 17; Ballester Pastor, M.  A., La Ley 39/1999 de conciliación de la vida familiar y 
laboral, Ti rant l o B lanch, Valencia, 2 000; Al mendros G onzález, M . A ., Familia y Trabajo, Gra nada (Comares), 
2002.  
609 Vid. Al biol Montesinos, I ., La modificación del Estatuto de los Trabajadores por la Ley 39/1999, Tira nt lo 
Blanch, Valencia, 2001. 
610Los preceptos del Estatuto de los Trabajadores modificados fueron los siguientes: 37.3.b, 5 y 6; 46-3; 48.4 y 5; 
52.d); 53.4 y 55.5.  
611 Lla ma la ate nción que ya la Ley de accidentes de trabajo, de 30 en ero 1900, se hiciera cargo del asunto 
concediendo un descanso de tres semanas a la mujer embarazada. 
612 La normativa europea relacionada con la conciliación de l a vida familiar y laboral queda resumida del siguiente 
modo: Directiva 92/85/CEE  del Conse jo, de 19 de octubre de 1992,  relativa a la aplicación de medidas pa ra 
promover la mejora de la seguridad y de  la salud en el tr abajo de la trabajadora embarazada, que haya dado a luz o 
en período de lactancia (décima Directiva específica con arreglo al art. 16.1 de la Directiva 89/391/CEE del Consejo, 
de 12 de junio de 1989, relativa a la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud de 
los traba jadores en el trab ajo); y, más directa mente relaciona da con la co nciliación, la Directiv a 96/3 4/CEE d el 
Consejo, de 3 de ju nio de 19 96, rel ativa al  Acuer do marco so bre permiso parent al. Tam bién de  i nterés es l a 
Resolución del Consejo y de los Ministros de Trabajo y Asuntos Sociales, reunidos en el seno del Consejo de 29 de 
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autónomo, estableciendo la modificación del apartado 3 de la disposició n adicional 8ª de la Ley  
General de la Seguridad Social613. A pesar de este reconocimiento, no podemos pasar por alto las 
dificultades exis tentes en la aplicación de estas m edidas de co nciliación a l c olectivo de los  
trabajadores autónom os614. De nuevo, la inexistencia de un em presario garante de la 
materialización del derecho a la conciliación de la vida laboral, personal y familiar en situaciones 
tales com o la m aternidad o patern idad, da lug ar a que su disfrute por parte de éstos resulte 
ciertamente utópico. Ante dist into supuesto nos hallamos si del trabajador autónom o 
económicamente dependientes hablamos, ya que, en este caso, sí encontram os un sujeto, el 
cliente principal, que pueda ocuparse de que aqué l goce en la práctica de  tal derecho. Asimismo, 
se desprende tanto del art. 14.4 de la LETA, que aboga por la flexibilidad horaria a efectos de que 
estos puedan conciliar su vida familiar, personal y profesional, como del art.16 que consiente, en  
determinados supuestos, la interrupción justificad a de su actividad profesional. Adem ás, parece 
que los acuerdos de interés profes ional resultarán, al i gual que los convenios colectivos respecto 
del asalariado, especialmente relevantes en cuanto al establecimiento de este tipo de medidas615. 
 
  
1.3.7 Derecho a la asistencia y prestacio nes so ciales suficientes ante situaciones de 
necesidad. 
 
La LETA en el apartado h) de su art. 4.3 rec oge el derecho del autónomo a la asistencia 
y pres taciones sociales  suficien tes ante situ aciones de necesid ad, de  conformidad con  la 
legislación de la Seguridad Soci al, inclu ido el derecho  a la pro tección  en las  situacion es d e 
maternidad, paternidad, riesgo durante el em barazo, riesgo durante la lactancia y adopción o 
                                                                                                                                                           
junio de 2000, relativa a la p articipación equilibrada de hombres y mujeres en la activ idad profesional y en  la v ida 
familiar.  
613 Se modificaba este apartado 3 en los siguientes términos:  
Lo p revisto en  los art ículos 134, 135 y  166 será a plicable, en su cas o, a los traba jadores por c uenta ajena de los  
Regímenes Especiales. Asimis mo, res ultará de a plicación a los tra bajadores por c uenta propia inc luidos en el 
Régimen Especial del Mar y Régimen Especial de T rabajadores Autónomos, en l os términos y condiciones que se 
establezcan reglamentariamente. 
614 Dificultad recogida en el  informe de la Comisión de Expertos, en el cual se apuntaba lo siguiente: “Una materia 
sobre la qu e el conj unto de nuestra sociedad es cad a vez más sensible y ex ige la ado pción de medidas políticas de 
acompasamiento es la facilitación de un sistema de funcionamiento de la actividad pública y privada de la ciudadanía 
que permita conciliar las responsabilidades familiares y profesionales. Mucho se ha avanzado en los últimos tiempos 
en este terre no, c uando se t rata de personas que se inc orporan al  m ercado de t rabajo subordinado, bien l o sea 
sometido a l a legislación laboral o a l a funcionarial. Ciertamente más complejo es l levarlo a cab o en el ámbito del 
trabajo a utónomo, donde la capacida d de autoorga nización determ ina que sea el trabaja dor el que  opte por un 
sistema q ue le p ermita co n más facilid ad alcan zar el  siste ma ó ptimo d e co nciliación”. Un Estatuto para la 
promoción…, cit., pág.  129. 
615 En el mismo sentido, Barrios Baudor, G. y Apilluelo Martín, M., Introducción al Estatuto del Trabajo Autónomo, 
Ed. Aranzadi, Navarra, 2007, pág. 73.  
 298
acogimiento, tanto preadoptivo como per manente o simple. Este artículo constituye el eje d el 
tratamiento que la LETA otorga al relevante as unto de la protección social del trabajador 
autónomo. Se trata de un derecho básico que poste riormente resulta desarrollado por el Título IV 
de la m isma. Apreciamos cierta  con exión con lo establecido en el ap artado anterior y es que a l 
igual que éste, no alcanzó su definitiva redacción hasta la fase final del proceso de tramitación de 
la norma; sería a partir del Dictam en de la Co misión de Trabajo y Asun tos Sociales, cuando, en 
consonancia con el contenido del art. 44 de la LOI 616, s e inco rporara a “la as istencia y  
prestaciones sociales” la protección en las situ aciones de m aternidad, paternidad, riesgo durante 
el embarazo y durante la lactancia, adopción y acogimiento.  
 
 La Seguridad Social viene ocupándose de los autónom os desde la creación en los años 
sesenta de las correspon dientes Mutualidades, por lo que podem os señalar, que la inserción del  
colectivo en el ám bito de aplicación  de dicha legislación resulta, en nuestros días, una cuestión 
indubitada. Hoy el debate se abre en torno a un viejo as unto, discutido ya en el Pacto de Toledo, 
como es el de la d ivergencia exis tente entr e el Régim en General y aquél en el que quedan 
insertados los trabajadores por cuenta pr opia. No cabe duda de que las principales 
reivindicaciones llevadas a cabo por los m iembros de este colectivo, especialm ente por parte del 
autónomo clásico, versaban sobre la equiparación definitiva de estos Regí menes, lo cual resulta 
del todo complejo teniendo en cuenta las diversas  circunstancias que rodean a sus m iembros. No 
debemos olvidar que m ientras que en la esf era laboral será el empr esario el que asuma  
determinadas obligaciones de Seguridad Soci al–afiliación, alta y cotización-, cuando de 
trabajadores autónom os se trata, tales respon sabilidades incidirán so bre ellos, debido a la 
inexistencia de sujeto empresarial. Tal preocupación por parte del legislador- en la m isma línea a 
lo establecido por el art.10.4 de la Ley General de la Seguridad Social 617- se pone de m anifiesto 
                                                 
616 Art.44 LOI: 
“Los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral”. 
1. Lo s derec hos de co nciliación de l a vi da pers onal, fa miliar y  laboral se recon ocerán a l os t rabajadores y  l as 
trabajadoras en  fo rma q ue fo menten la asu nción equ ilibrada de las resp onsabilidades fam iliares, ev itando tod a 
discriminación basada en su ejercicio. 
2. El p ermiso y la p restación por maternidad se con cederán en los térm inos previstos en la n ormativa laboral y d e 
Seguridad Social. 
3. Para con tribuir a u n reparto m ás eq uilibrado d e las re sponsabilidades fam iliares, se recono ce a lo s p adres el  
derecho a u n perm iso y  una  prest ación p or pat ernidad, en l os t érminos pre vistos e n l a norm ativa laboral y  de  
Seguridad Social. 
617 Art.10.4 LGSS: 
 En las normas reglamentarias de los Regímenes Especiales no comprendidos en el apartado anterior, se determinará 
para ca da uno de ellos s u campo de  apli cación y se regularán las distintas materias relativas a  los m ismos, 
ateniéndose a las disposiciones del presente Título y tendiendo a la máxima homogeneidad con el Régimen General, 
que permitan las d isponibilidades financieras del sistema y las características d e los distintos grupos afectados por  
dichos Regímenes. 
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tanto en el art. 26.5 como en la disposición final 2ª de la LETA, a través de los que se aboga por 
la m áxima equiparación del RETA con las pr estaciones del Régimen General. Otra de las 
preocupaciones reflejad as en la nu eva Ley es  la relativa a la erradi cación de los diversos 
Regímenes Especiales que desde ti empo atrás venían conviviendo en el ám bito de la protección  
social y qu e recogían  a los  diferentes m iembros de tan  híbrido  cole ctivo: el de Trabajadores 
Autónomos (RETA), el Agrario (REA) y el de los Trabajadores del Mar (REM). Esta idea  
recogida en el art.23.1 de la Ley 20/2007, ya ha com enzado a materializarse a partir de la Ley 
18/2007, de 4 de julio 618, por la que se ordenó la integración en la RETA de los trabajadores por 
cuenta propia del REA c on efectos del 1 de enero de 2008, siéndoles de aplicación  a partir de la 
misma, la norm ativa del RETA que esté vigent e, sin perjuicio de la aplicación de las  
peculiaridades establecidas en el sis tema especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios 
que el art 2  de la Ley 18/2007 reg ula. Si b ien es cierto q ue la m ultiplicidad de Regím enes 
aglutinadores de los trabajadores autónom os no  resulta favorable, igual de perjudicial parece 
otorgar idéntico tratam iento a tr abajadores por cuenta propia en realidades antagónicas, po r 
ejemplo, el autónomo sin empleados a su servicio y el gran empresario c on una extensa plantilla 
a su cargo, circunstancia que a pesar de la nueva regulación no ha sido modificada. 
 
 
 Procediendo a valorar las concretas m edidas dictadas por la LETA en m ateria de 
protección social, comprobaremos que se trata d e respuestas a reivind icaciones históricas que e l 
colectivo venía reclam ando. A pe sar de que, co mo decimos, alguna de ellas ha obtenido 
contestación619, m uchas otras, a cons ecuencia bien de la co mplejidad d e su m aterialización 
práctica, bien de no casar con otro tipo de intere ses, básicamente, económicos, la n ueva Ley ha 
preferido ignorarlas. Respecto del prim er grupo y en aras de  una próxim a convergencia de 
Regímenes, se fija la posibili dad de establecer reducciones o boni ficaciones de las cuotas para 
determinados colectivos. A diferencia tanto de la Propuesta de la Comisión de Expertos como del 
Anteproyecto del Estatuto, en los que no se c oncretaba los autónomos  afectados por esta 
                                                 
618 Real Decreto 1382/2008, de 1 de agosto, por el que, en desarrollo de la Ley 18/2007, de 4 de julio, por la que se 
procede a la integración de los trabajadores por cuenta propia del Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social 
en el R égimen Especi al de las Segu ridad Soci al de l os Traba jadores p or C uenta Pr opia o Aut ónomos, y l a Ley  
20/2007, de 11 de j ulio, del Est atuto del  Traba jo A utónomo, se modifican di versos regl amentos g enerales en el  
ámbito de la Seguridad Social. 
619 Diremos que tales respuestas no dejan de ser declaraciones de buenas intenciones, lo cual inferimos simplemente 
del estilo  em pleado en  el enu nciado d e las mis mas, b asado en térm inos d e futuro y sujeto su  cu mplimiento a 
diferentes condicionantes, como así ocurre respecto de asuntos tales como la ampliación de la edad de jubilación, la 
prestación por cese de actividad, el pago  único de la prestación por desempleo, etc, que a pesar de se r declarados de 
modo expreso por el articulado de la norma, su enunciaci ón únicamente genera ciertas “sospec has”, transmitiendo 
gran incertidumbre.  
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prerrogativa, la LETA, en su disposición adicional 2ª 620, señala grupos esp ecíficos, aunque si 
bien no únicos en base a su cláu sula final que deja abierta la pue rta de tales privilegios a otros 
colectivos tanto cuando así sea determ inado le gal o  reglam entariamente, com o a través d e 
convenios con la Seguridad Social  para actividades artesanales o artísticas. No podemos dejar de 
señalar que con relación a este asunto, la indefinición vuelve a hacer aparición en la Ley 20/2007, 
al no aclararse las características p ersonales que harán a es tos trabajadores merecedores de ta l 
concesión621. El art. 25.2 dispone que podrán esta blecerse bases dif erenciadas para los 
trabajadores autónom os dependiente. Com o hemos señalado con anterioridad, aunque es 
oportuno este tratamiento específico para un grupo de trabajadores en una situación muy próxima 
a la del asalariado debido a su dependencia econó mica, no hubiera estado de m ás que la LETA  
hubiera tenido en cuenta la posición de otros muc hos trabajadores independientes, los cuales -en 
la m ayoría de los casos sin em pleados a su s ervicios- tratan de sacar adelante su pequeño 
negocio, obteniendo escasos ingresos y enfrentándose en muchos casos incluso a pérdidas622.  
 
 En otro orden de cosas, por la disposición adicional 3ª de la LETA se obliga a todos los 
trabajadores af iliados a l RETA a incorpor ar a su cobe rtura la pre stación po r incapacid ad 
temporal. Cosa diferente ocurre respecto de la protección por contingenc ias profesionales, que, 
en base a la misma disposición y de manera poco acertada623, únicamente resulta imperativa para 
                                                 
620 Disposición adicional 2ª LETA: 
Reducciones y bonificaciones en las cotizaciones. 
1. La Ley esta blecerá reducciones y bonificaciones en la cotización a la Seguridad Social en favor de los siguientes 
colectivos de trabajadores autónomos: 
a) Quienes en función de otra actividad  realizada coticen, s umando las ba ses de cotización, por e ncima de la base  
máxima del Régimen General de la Seguridad Social. 
b) Las personas con discapacidad que realicen un trabajo autónomo. 
c) Los trabajadores autónomos que se dediquen a la actividad de venta ambulante o a la venta a domicilio. 
d) Aquellos colectivos que se determinen legal o reglamentariamente. 
2. Las  A dministraciones P úblicas com petentes po drán s uscribir c onvenios c on l a S eguridad Social con objeto de 
propiciar la re ducción de las cotizaciones de las pe rsonas que, en régimen de autonomía, se dediquen a actividades 
artesanales o artísticas. 
621 En el mismo sentido, el Dictamen del Consejo Económico y Social sobre el Anteproyecto de la Ley d el Estatuto 
de Trabajo Autónomo, emitido el  25 de octubre de 2006, ya apuntaba que “en opinión del  CES, el  enunciado de 
algunos aspectos referidos a cotización o acción protectora en el Anteproyecto adolece de una falta de concreción 
respecto a su contenido y alcance. Este es e l caso de la in definición de las características personales o profesionales 
de los traba jadores autónomos que m otivarán una reducción o boni ficación en la cotización a la Segurida d Social  
(art. 25 .3)”. Dictamen del Consejo Económico y Social sobre el Anteproyecto de la Ley del Estatuto del Trabajo 
Autónomo, 25 de octubre de 2006, http://www.ces.es/dictamenes/2006/Dic152006.pdf, pág. 9. 
622La LETA señala en su disposición adicional 7ª que será la Ley de Presupuestos Generales del Estado la encargada 
de establecer las bases de cotización diferenciadas, reducciones o bonificaciones a las que hacen referencia el art.25 
y la disposición adicional.  
623El C ES a puntó e n s u dictamen q ue “ no considera j ustificado que, respecto a  l a c obertura de  l as c ontingencias 
profesionales en est e R égimen, ést a sól o s e i ncorpore con carácter obligatorio pa ra los trabaja dores autónom os 
dependientes ( artículo 2 6.3) y , en su caso, para otras actividades pr ofesionales desa rrolladas p or el resto de los 
trabajadores autónomos, determinadas por el Gobierno, que presentan un mayor riesgo de siniestralidad (disposición 
adicional tercera, apartado dos). Por el contrario, debería  preverse en un futuro, dado el importante porcentaje que 
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los autónomos dependientes y para  aquellos trabajadores por cuenta propia qu e desarro llan 
actividades profesionales que pr esentan un mayor riesgo de sinies tralidad. La norma incorpora a 
su articulado (Art.26.3) un concepto específico  de accidente de trabajo  similar al recogido en el 
art.115 de la LGSS, es o sí, considerando como única posible víctim a al  trabajador autónomo 
económicamente dep endiente. Debemos aplaudir que en el texto  defin itivo, fruto de diversas  
enmiendas al Proyecto de Ley del Estatuto, se haya dado cab ida al denom inado accidente in 
itinere. A pesar de lo positivo de  la incorporación, no podem os dejar de señalar que su 
formulación no resulta exenta de crítica. En efecto, a diferencia  de lo que sucede en el Régim en 
General, aquí es el trab ajador el qu e tiene la ca rga de la prueba de acreditar que se trata de un 
accidente de trabajo deb ido a que la LETA, tras acep tar esta modalidad d e accidente, señala que 
“salvo prueba en contrario, se presu mirá que el accidente no tiene relación con el trabajo cuando  
haya ocurrido fuera del desarrollo de la actividad profesional de que se trate”.   
 
a) Prestación por cese de actividad 
 
 Una de las medidas, en principio, más sugestiva, así como utópica por las dificultades que 
suscita en la práctica, es la prestación por cese  de actividad. En la im plantación por la Ley 
20/2007 de esta antigua reivindicación, volvem os a ap reciar el paralelismo existente entre dicha 
norma y la legislación de la Seguridad Social, en  concreto, con la prestación por desem pleo. La 
creación de este seguro de desempleo es expresada en la disposición adicional 4ª, la cual dispone 
que el Gobierno “propondrá a las Cortes Genera les la regulación de un si stema específico de 
protección por cese d e actividad para los trabajadores au tónomos”. En consecuencia, se trata de  
un proyecto de futuro sin com promiso temporal específico, cuya regula ción tendrá que llegar a 
través de una ley propia que debe rá pasar no solo por todos los tr ámites previos necesarios, sino 
que tendrá que superar infinidad de im pedimentos que frenan su im plantación. Se trata del 
enunciado de una m edida que el le gislador lanza al aire con el consiguiente entusiasmo de sus  
posibles futuros beneficiarios, pero que requiere de un desarrollo m ediante el que se despejen 
numerosas y com plejas incógnitas, tan importantes como las relativas a si  la opción será para 
todo el colectivo o bien se aplic ará con carácter selectivo, si será  voluntaria u obligatoria, cuál 
será el sistem a por el que se calculará la cantidad que cobrar án los autónom os que se vean 
abocados a una situación de pa ro, durante cuánto tiem po podrían estar cobrando esta prestación, 
                                                                                                                                                           
aún no ha optado por esta protección, la  cobertura obligatoria pa ra cualesquiera trabajadores por c uenta propia o 
autónomos” Dictamen del Consejo Económico y Social sobre el Anteproyecto de la Ley del Estatuto del Trabajo 
Autónomo …, cit., pág. 9. 
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si irá aparejada a otras cotizacione s, cuáles serán sus períodos de  ca rencia y e n e special,  qué 
situaciones darán derecho a percibirla. Lo idón eo sería formular un sistem a objetivo que pudiera  
demostrar la causa suficiente de cese de activid ad no im putable al trabaj ador, pues la prueba en 
este caso es m ás com pleja que la referida al  trabajador asalariado. Como ve mos, hay m ucho 
obstáculo aún por so slayar antes de que esto s trabajadores puedan disfrutar de tal pr estación624. 
Para finalizar, únicamente debemos apuntar que  no se trata de una novedad introducida por esta 
Ley, ya que, por ejem plo, para el  sector del transporte por carre tera, en cierto m odo, ya existen 
medidas parecidas: se otorgan subvenciones por el abandono de la actividad así c omo por los  
períodos semestrales que le falten al solicitante para cumplir los 65 años. 
 
b) Jubilación anticipada 
 
 
 Respecto al grupo de reivindicaciones no satis fechas por la LETA, destacan las relativas 
a la jubilación anticipada y al trabajo autónomo a tiem po parcial.  En relación c on la jubilación 
anticipada direm os que ha sido tenida en cu enta en la LETA, eso sí, con importantes 
limitaciones, ya que qu eda únicam ente al alcan ce de lo s trabajadores por cuenta propia que, 
realizando una activid ad de natu raleza tóxica , pelig rosa o penosa, reúnan las condiciones 
establecidas para caus ar derecho a la pensión de jubilación, con excepción de la relativa a la 
edad, com o así dispone su art.26.4. Por tanto, lo s trabajadores autónomo s vieron frustrada su 
reclamación de que se les reconociera la posibilida d de jubilación anticipada a los 61 años, en 
condiciones equiparables a las de  los asalariados del Régim en General. El rechazo por parte del 
Senado de la enm ienda del Partido Popular (PP ), im pidió que tal derecho fuera reconocido al 
colectivo de autónom os en su totalidad, ello debido, principalm ente, a las dificultades para 
articular un  sis tema sobre el que no recaiga perm anentemente la  so specha d el fraude en u na 
actividad e n la que  p or su p ropia natu raleza em presarial resulta co mplicado objetivar las 
verdaderas razones, voluntarias o involuntarias, que han llev ado al cese  de la misma antes de la 
edad legal de jubilación, esto es, a los 65 años. 
 
                                                 
624 Se ha con stituido una Co misión de Expertos en cargada de elaborar un estud io esp ecífico de protección de lo s 
trabajadores aut ónomos q ue cesen en su a ctividad de forma i nvoluntaria. Ést a est á compuesta por e l di rector del  
Departamento de Trabajo y Seguridad Social de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociología de la UCM, Fernando 
Valdés Dal Re; el catedrático de  Derecho del Tra bajo de la Universidad Pompeu Fabra de Barcelona, Salvador del 
Rey; el decano de la Facultad de Ciencias E conómicas de la Universidad de Granada, Santiago Carbó y el director 
del Seminario Ortega y Gasset de Empleo, Valeriano Gómez. 
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 El problema existen te en torno a este colect ivo es la dificultad para certificar que el 
trabajador por cuenta propia ha dejado la ocupación en contra de su voluntad, y es que, existe e l 
riesgo de que la prestación de sincentive la continuación en  la  actividad  em presarial, 
especialmente en los pequeños negocios. En opini ón de la asociaciones m ás representativas de 
trabajadores autónom os (ATA y UPTA), tal ne gativa encuentra únicam ente una j ustificación 
financiera y proviene de los cálculos realizados por los que se concluye  que una gran parte de los 
autónomos, aplicándoles los coeficientes reduct ores correspondientes, pasarían a jubilarse 
anticipadamente en cuantías por debajo de la pe nsión mínima, por los que le sería de aplicación 
inmediata el com plemento de m ínimos, con el consiguiente cos te para  los Presupuestos del 
Estado. En fin, al contrario de lo reclam ado, lo único que recoge la LETA en  relación a la 
jubilación es la continuidad en el ejercicio de la pr ofesión por parte de los autónom os, una vez 
cumplida la edad ordinaria de jubilación a través de la aprobación reglamentaria de determinados 
incentivos o bonificaciones, lo cual no resulta novedoso, ya que la disposición adicional 32ª de la 
LGSS ya venía previendo la exoneración de las cuotas de la Seguridad Social para los 
trabajadores autónomos con 65 o más años y más de 35 de cotizaciones a la Seguridad Social625. 
 
c) El trabajo autónomo a tiempo parcial 
   
 A pesar de que la Comisión de Expe rtos sí contem pló en su Propuesta 626 la figura del 
trabajador autónom o a tiem po parcial, finalm ente ésta no encontró cobijo en el texto 
definitivamente aprob ado. De nuevo, las m últiples dificu ltades627 que presentaba otorgar un 
                                                 
625 La C omisión de Ex pertos encargada del  estudio de l a prometida pres tación por ces e de activida d ta mbién s e 
encarga del posible establecimiento de una jubilación anticipada accesible al colectivo de trabajadores autónomos en 
su totalidad. 
626 Art.1.1 Propuesta del Texto Articulado del Estatuto del Trabajador Autónomo: 
La presente Ley será de aplicación a las personas físicas que realicen de forma personal, directa y por cuenta propia 
una actividad económica o profesional a títu lo lucrativo, den o no ocupación a trab ajadores por cuenta ajena. Esta 
actividad aut ónoma o por c uenta p ropia po drá real izarse a t iempo com pleto o a ti empo parci al, sea o no de  
temporada. 
 Art. 21.2 Propuesta del Texto Articulado del Estatuto del Trabajador Autónomo: 
Los trabajadores por cuenta propia que ejerzan su actividad a tiem po parcial estarán i ncluidos, en l os supuestos y 
conforme a las condici ones legalm ente establecidas, en el  R égimen de Se guridad S ocial de  Tra bajadores 
Autónomos. 
627 El que la Comisión de Expertos contemplara la figura del trabajo autónomo a t iempo parcial en su articulado no 
impidió que ésta destacara las dificultades que la regulación de la figura presentaba. Así, dispuso en su informe que 
“los miembros de la presente Comisión son del parece r que, en una futura reform a del sistema de protección social, 
debería de reconocerse el d erecho de los trabajadores autónomos a tie mpo parcial a afiliarse y d arse de alta en  el  
RETA. Los problemas de o rden técnico que la norma de desar rollo de este derecho, que ya queda recogido en el  
proyecto de Estatuto elaborado, son, básicamente, dos. De un lado, definir qué se entiende por trabajo autónomo a 
tiempo parcial, noción ésta que es la que ha de trazar la frontera entre el trabajador autónomo incluido (el que ejecuta 
una activida d a tie mpo parc ial) y e l excluido (el que realiza trabajos  marginales). De otro, fi jar la cotizació n 
aplicable al trabajador autónomo a tiempo parcial”, Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 158. 
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tratamiento juríd ico a e sta m odalidad de traba jo, especialm ente, la sospecha de fraude que 
rodeaba a la figura, llevaron al legislador a descartar su tratamiento en la LETA.  
 
Si bien es cierta la problem ática que surge a la hora de plantear el tratam iento jurídico 
que debe otorgarse al trabajo au tónomo a tiempo parcial, tam bién es verdad que no teniendo en 
cuenta este supuesto muchos tr abajadores por cuenta propia, en la m ayoría de los casos 
trabajadores especialm ente s ensibles com o a quellos que ayudan en el negocio f amilia o la 
mujeres en aras de la conciliación de su vida familiar y laboral, estarían cotizando a la Seguridad 
Social más de lo que les correspondería en pro porción al núm ero de hora s t rabajadas. Por el lo, 
cabría decir que ignorando a este colectivo se estaría generando una clara desigualdad, no solo 
entre los trabajadores autónom os y los del Ré gimen General, sino también entre los m ismos 
trabajadores por cuenta propia. 
 
   
1.3.8 Derecho al ejercicio individu al de las acci ones derivadas de la actividad profesional
  
 La letra i) del art.4.3 LETA  establece el derecho de lo s trabajadores autónom os al 
ejercicio individual de las acciones derivadas de su actividad profesional. Forma parte, junto con 
los recogidos en la letra posterior -el derecho a la tutela judicial efectiva y al acceso a los m edios 
extrajudiciales de solución de conflictos- del trío de derechos procesales con el que se pone fin al 
catálogo de derechos enunciados por este art.4. 
 
               Este derecho queda fuera del ámbito de los derechos cont ractuales derivados de las 
relaciones profesionales entabladas por los autó nomos en el ejercicio de su actividad al tratars e 
de un derecho público subjetivo, puesto que cuando es ejercitado se concreta el poder genérico de 
acción y se da lugar a u na relación jurídica en la que  surge para el Estad o la obligación jurídica 
de juzgar 628. Realmente dedicar un apartado esp ecífico a este derecho resulta del todo gratuito 
teniendo en cuenta que seguidamente se enuncia el relativo a la tutela judicial efectiva del cual se 
deriva629. Parece que la P ropuesta emitida por la Com isión de Expertos s e mostró, al contrario  
                                                 
628Garrido Falla, F., Comentarios a la Constitución..., cit., pág. 528. 
629 En sen tido contrario, al gunos au tores apreciaron c ierta osc uridad e n esta i nterpretación del prece pto 
constitucional: La Constitución establece que la finalidad del de recho (art.24) es obte ner la tutela efectiva  en el  
ejercicio de los intereses legítimos. Se dificulta con ello una delimitación clara de un típico derecho al libre acceso a 
los Tribunales  o derec ho a la juris dicción, pue sto que el derecho rec onocido se rel aciona directamente con el 
requisito de la legitimación propio de la pretensión y no del derecho de acción, e i ncluso llega a  vincularse con el 
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del tex to d efinitivo, as í com o de  su antepr oyecto, m ás acertada al om itir este derecho , 
enunciando, únicamente y en este atinado orden, el derecho al acceso a los medios extrajudiciales 
y a la tu tela judicial efectiva. Quizás, como ya ocurriera en elaci ón a otros asuntos, el legislador 
de la LETA se dejó llevar por el m imetismo que respecto a la norm a laboral viene impregnando 
el articulado de la Ley 20/2007;  y es que, el Estatuto de lo s Trabajadores emplea sim ilar 
expresión, permutando, únicamente y com o es l ógico, la expresión “activid ad profesional” por 
“contrato de trabajo”.  
                                                                                                                                                          
 
 El reconocimiento de este derecho va unido al  establecimiento de unas vías jurídicas, ya 




1.3.9 Derecho a la tutela judicial efectiva de los derech os profesio nales y al acceso a lo s 
medios extrajudiciales de solución de conflictos 
 
 La letra j) s e hace carg o de los y a aludidos derechos a la tutela j udicial efectiva de su s 
derechos profesionales, así como al acceso a los medios extrajudiciales de solución de conflictos.  
La enunciación de tal derecho vue lve aseverar el carácter meramente declarativo del catálogo del 
art. 4 de la LETA, teniendo en cuenta que el colectivo de lo s trabajadores autóno mos viene 
disfrutando de este derecho desde s u proclamación por el art.24 de la Constitución 631. Que los 
autónomos son beneficiarios de este derecho no parece dejar espacio para la d uda si nos 
atenemos al enunciado del precepto constitucion al que com ienza con la expresión  “todas las 
personas”. Su efectividad va ligada a la ex istencia de unas vías jurídicas, que para los 
trabajadores autónomos, en general, será, de un la do, la vía jurisdiccional civil o m ercantil y de 
otro, la vía sancionadora adm inistrativa. Para el caso concreto de los trabajadores autónom os 
 
propio derecho material.  Almagro Nosete, J., “Poder Judicial y Tribunal de Garantías en la nueva Constitución”, en 
VV. AA., Lecturas sobre la constitución española, Facultad de Derecho de la UNED, Madrid, 1978, pág. 305. 
630 Afi rmación ya manifestada por l a Ley  42/1974, de 2 8 de noviembre, de B ases, Orgánica de l a Just icia, en su 
exposición de motivos: “ No basta, si em bargo c on l a c oncesión de est e de recho su bjetivo público, se t iene que 
asegurar su plena efectivi dad y para ello el Estado ha de establecer mecanismos necesari os a fin de que las  
diferencias de cultura o economía no puedan suponer una limitación de hecho a la facultad tan íntimamente ligada a 
la propia dignidad de la persona”. 
631 El derecho a la tutela judicial efec tiva enci erra u na pl uralidad de de rechos que se m anifiestan com o di stintas 
concreciones de aquél: el de recho de acceso a la jurisdicción, el de recho a obte ner una resolución judicial sobre el 
fondo siempre que se c umplan los requisitos formales para el lo, el  derecho a u na resolución fundada en derecho, 
derecho a l os recursos, derecho a la ej ecución, d erecho a la in variabilidad e in tangibilidad de las reso luciones 
judiciales, etc. 
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económicamente dependiente, este abanico de posibilidades se am plía a los órganos 
jurisdiccionales del o rden social, los cuales son competentes para conocer tanto las pretensiones 
derivadas del contrato celebrado entre un TRADE y su cliente – a pesar  de que la relación que 
entre ellos se es tablece tien e na turaleza c ivil o m ercantil-, com o de todas  la s cuestiones 
provenientes de la aplicación  e interpretación de los acuerdos de interés profesional.  
 
   
 La letra j) del art.4.3 LETA  tam bién reconoce el acceso de  m edios extrajudiciales de 
solución de conflictos. Al igual que ocurre en la s relaciones laborales por cuenta ajena, la LETA, 
en su art. 18, establece para los autónom os económicamente dependientes la obligación de 
acudir, con anterioridad a presen tar la dem anda correspondiente ante  la Jurisdicción Social, a la 
conciliación o m ediación previa ante el ór gano adm inistrativo que corresponda, dejando la 
fijación de éste a un futuro desarrollo norm ativo o a lo acordado en  el acuerdo  de interés  




2. Deberes profesionales básicos 
   
Como no podía ser de otro m odo, si de un esta tuto hablamos, el catálogo de derechos  
previsto en el art. 4 del LETA fue  correspondido por otro catálogo de deberes. La parcelación 
que este p recepto realiza entre derechos básicos indiv iduales y derechos ind ividuales no es 
imitada en el art 5, que se lim ita a enunciar distin tos deberes profesionales, a los que califica de 
básicos. Nos encontramos ante una lista abierta que permite la inclusión a posteriori de cualquier 
otro deber derivado de la legi slación aplicab le a las relac iones establecidas por el TRADE. 
Consideramos que el apartado e) del art.5, que permite tal apertura, desvirtúa, en cierto modo, ese 
carácter básico que desde el enunciado del precepto se proclama. 
Como viene ocurriend o, la LETA tom a como antecedente y m odelo el Estatuto de lo s 
Trabajadores, en con creto, su  art. 5, en cuy a r úbrica- deberes laborales- , ya deja apreciar su 
                                                 
632 En este se ntido, González Biedma, E.: “En el caso de  los t rabajadores au tónomos, no  resulta h allar un  en te 
representativo capaz de generar acuerdo semejante, por no mencionar algo más básico, como es que el Título III del 
Estatuto de los trabajadores no es aplicable a las relaciones colectivas de los trabajadores autónomos. De esta manera 
el acceso a los medios de solución de conflictos se convierte más en un propósito de intenciones, que en una realidad 
factible de manera inmediata”. González Biedma, E., “Derechos y deberes de los trabajadores autónomos”, en AA. 
VV.,  Del Rey Guanter (director), AA. VV., Comentarios al Estatuto…, cit., pág.124. 
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influencia en su hom ónima Ley 20/2007- deberes profesionales-. Aunque es verdad que los dos 
primeros requerim ientos señalados- cum plir co n las obligaciones deriva das de los contratos 
celebrado, así com o con las obligac iones en m ateria de seguridad  y salud laborales- resultan 
similares en ambas normas, el resto de los por ellas enunciados se muestran disímiles al centrarse 
en las específicas relaciones que tanto el autónomo como el asalariado establecen en el desarrollo 
de su actividad. De este m odo, mientras que para el trabajador por  cuenta propia cobran especial 
importancia sus obligaciones para  con la Seguridad So cial, p ara el asalariad o prim a el 
cumplimiento de las órdenes del empresario en el ejercicio de sus facultades directivas.  
 
 
2.1 Deber d e cumplir las obli gaciones deri vadas del  cont rato 
celebrado 
 
En el art.5.a) LETA se recoge el deber de l trabajador autóno mo de c umplir con las 
obligaciones derivadas del contra to celebrado, con las consecuenci as que, según su naturaleza, 
sean conformes a la buena fe, a los usos y a la ley. 
 
 Teniendo en cuenta la tan resaltada por  la Ley 20/2007 naturaleza privada de las 
relaciones entablad as por el trab ajador autónomo, no es de extrañ ar que el legislador se haya 
inspirado en dos preceptos del Código Civil para  la redacción del deber que encabeza el catálogo 
propuesto en el art.5; nos referim os, por un lado, al art.1901, que otorga fuerza de ley entre las  
partes contratantes a las  obligac iones que nacen  de los con tratos  por ellas estab lecidos y qu e 
deben cumplirse a tenor de los mismo y, por otro, el art. 1258, que nos recuerda, no solo el deb er 
de cum plir lo expresamente pactado, sino el de estar “también a tod as la consecu encias qu e, 
según su naturaleza, sean conformes a la buena fe, al uso y a la ley”. 
 
 La buena fe, tomada en consideración de sde antaño- LCT de 1931 y LCT de 1944- y del 
mismo m odo traída a colación por  el artífice d e la norma laboral en su catálogo de deberes, 
debemos entenderla en un sentido objetivo conform e a lo dispuesto en el art.7 CC, encargado de 
su proclama, el cual dispone que “la Ley no am para el abuso del derecho o el ejercicio antisocial 
del m ismo. Todo acto u om isión que por la inte nción de su autor, por  su objeto o por las 
circunstancias en qu e se realice sobrepase m anifiestamente los lím ites normales del ejercicio d e 
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un derecho, con daño para tercero, dará lugar a la correspondiente indemnización y a la adopción 
de las medidas judiciales o administrativas que impidan la persistencia en el abuso”633. 
 
 
2.2 Deber de cumplir las obligacio nes en materia de seguridad y 
salud 
 
Como establece el apartado b) del art.5 LETA, deber del trabajador autónomo es también el 
de cumplir las medidas que rijan en materia de seguridad y higiene, cuestión que reitera el art 8, a 
cuyo com entario nos rem itimos. Únicam ente cab e ahora res altar que este apartado  fu e 
completado por una apostilla final que en el texto def initivamente aprobado hace referencia a las 
normas de c arácter colectivo derivadas del lugar de prestación de servicios y que fue incluida a 




2.3 Deb er de cumplir las obligac iones en materia de S eguridad 
Social 
 
En el apartado c) del art.5 LE TA se recogen las obligaciones de afiliación, 
comunicación de altas, de bajas y cotización en el régimen de la Seguridad Social en los términos 
previstos en  la leg islación correspo ndiente. En  este requerim iento encontram os el reverso del  
derecho contem plado por el ar t.4.3.h), a cuyo contenido la LETA dedica su Título IV. El  
trabajador autónomo634 es tá obligado a cotizar 635 desde el primer día de l mes en que in icia su 
                                                 
633 Vid. Montoya Melgar, A., La buena fe en el Derecho del Trabajo, Tecnos, Madrid, 2001. 
634 Resultan obligados a cotizar:  
Los trabajadores mayores de 18 años, que, de forma habitual, personal y directa, realizan una actividad económica a 
título lucrativo, sin sujeción a contrato de trabajo.  
El cónyuge y familiares hasta el segundo grado inclusive por consanguinidad, afinidad y adopción que colaboren con 
el trabajador autónomo de forma personal, habitual y directa y no tengan la condición de asalariados.  
Los escritores de libros. 
Los trabajadores autónomos extranjeros que residan y ejerzan legalmente su actividad en territorio español.  
Los trab ajadores au tónomos ag rícolas, titu lares de ex plotaciones agrarias, cu ando ten gan atri buido un  líqu ido 
imponible, se gún l a ext inguida co ntribución t erritorial rú stica y  pecuar ia corres pondiente al  ejerci cio de 1 982, 
superior a 50.000 pesetas (300,51 euros).  
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actividad. La obligación subsistirá mientras el trabajador de sarrolla su actividad, incluso durante 
las situaciones de incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo y m aternidad. La obligación 
termina el último día del mes en que el trabajador finaliza su actividad por cuenta propia, siempre 
y cuando comunique su baja dentro  de plazo. En caso contrario, si gue obligado a cotizar hasta el 
último día del mes de comunicación de la baja, salvo que se justifique el cese en la actividad. 
  
2.4 Deber de cumplir las obligaciones fiscales y tributarias 
  
 
El apartado d) constriñe al trabajador autónomo a cumplir con las obligaciones fiscales y 
tributarias establecidas legalmente. Como ocurre con muchos de los aspectos abordados por la 
Ley 20/2007, nada nuevo aporta, com o no sea re cordar a los m iembros del colectivo su 




 Para finalizar el análisis del art.5 LETA, debe mos señalar que sorprende la fuerza que el 
legislador emplea en cuanto a la obligación del au tónomo de cumplir  los  req uerimientos 
tributarios y de cotización a la Seguridad Soci al, com o si dicho colectivo no estuviese dando 
cumplimiento debido  a tales obligaciones. En nuestra opinión, deja aflorar el artífice de la LETA 
                                                                                                                                                           
Los profesionales que ejerz an una activ idad po r cu enta p ropia, que r equiera la in corporación a un  Co legio 
Profesional cuyo colectivo se haya integrado en el Régimen Especial de los Trabajadores Autónomos.  
Los profesionales que ejerz an una activ idad po r cu enta p ropia, que r equiera la in corporación a un  Co legio 
Profesional cu yo col ectivo no hubiera si do i ntegrado en el  R égimen Esp ecial de l a Segu ridad Soci al de l os 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, con las ciertas peculiaridades. 
635 Durante el  2008, la base m áxima de cot ización será de 3.074,10 euros mensuales y la mínima de 81 7,20 euros 
mensuales. La base de cotización de los trabajadores autónomos que, a 1 de enero de 2008, tengan una edad inferior 
a 5 0 a ños, ser á l a el egida por el los dentro de  l as bases máxima y  mínima señal adas ant eriormente. La base d e 
cotización de los trabajadores autónomos que, a primero de enero de 2008, tuvieran 50 o más años cumplidos, estará 
comprendida entre las cu antías de 859,50 y 1 .601,40 euros mensuales, salvo que se trate d el cónyuge supérstite del 
titular del negocio que, como consecuencia del fallecimiento de éste, haya tenido que ponerse al frente del mismo y 
darse de alta en este Régimen Especial con 45 o m ás años de edad, en cuyo cas o, la elección de bases estará 
comprendida entre las cuantías de 817,20 y 1.601,40euros mensuales. No obstante, los trabajadores autónomos que 
con anterioridad a los 50 años hubieran cotizado en cualquiera de los Regímenes del Sistema de la Seguridad Social 
por espacio de cinco o m ás años, se re girán por las siguie ntes reglas: a) Si la  última base de cotización acre ditada 
hubiera sido igual o inferior a 1.560,90 euros mensuales, habrán de cotizar por una base comprendida entre 817,20 
euros mensuales y 1.601,40 euros mensuales. b) Si la última base de c otización acreditada hubiera sido superi or a 
1.560,90 euros mensuales, habrán de cotizar por una base comprendida entre 817,20 euros mensuales y el importe de 




su desconf ianza hacia la voluntad del colectivo a cum plir con estos deberes 636.  
  
2.5 Deber de cumplir las normas deontológicas aplicab les a l a 
profesión 
 
Tras la cláusula general incluida en el apartado e) del art.5 LETA y por la que se permite 
la futura incorporación de otras obligaciones, dicho artículo finaliza haciendo referencia al 
cumplimiento de las norm as deontológicas aplicabl es a la profesión. Se tr ata de norm as éticas, 
pertenecientes al ámbito de la moralidad en las conductas y que están sustentadas sobre una base 
integrada p or princip ios y valores com únmente recon ocidos y aceptados. Las norm as 
deontológicas recogen grandes orientaciones que deben guiar a los profesionales para el  
cumplimiento de sus funciones, estableciendo lím ites en función de los cauces entre los que la 
profesión ha de discurrir.  
 
Resulta aceptado por todos, a la vez que necesario, que en todas las profesiones se posea 
una ética profesional; lo que ya no  parece indiscutible es la idoneidad de la incorporación de este 
tipo de pautas a disposiciones de rango legal como la LETA. Reflejo de esto es el hecho de que 
mientras los miembros de la Comisión de Expertos, optaron por obviar toda alusión a tales reglas, 
alejándose del propio Código Civil, que concede un papel significativo a la m oral, refiriéndose a 
ella en diferentes ocasione s- art.1.3, 1255 y 1275 CC-, la Com isión de Trabajo y Asuntos 
Sociales en su Dictam en abogó por su inclusi ón, quizás pretendiendo no va ciar de contenido la s 
normas que, e manadas de los tradicionales colegios profesionales 637, rigen la actuación de sus 
integrantes. No debe mos olvidar el respeto m ostrado por la LETA a  estas instituciones com o 
                                                 
636 La Asociación Nacional de Empresarios y Profesionales Autónomos (ASNEPA) ante el Barómetro Fiscal de 2006 
realizado por el Instituto de Estudios Fiscales (IEF) m anifiesta que muchos trabajadores au tónomos comenten, en  
muchos casos , un fraude i nvoluntario a nte l a fal ta de fo rmación e i nformación de  sus o bligaciones fi scales. 
http://www.autonomos-asnepa.com/ 
La encuesta revela que el 39% de los em presarios encuentra algún motivo para defraudar. Sin embargo, ASNEPA 
considera que el d esconocimiento d e las ob ligaciones fiscales facilita e ste frau de i nvoluntario. Mu chos p equeños 
empresarios no precisan de un asesoramiento adecuado para poder estar al día de sus obligaciones fiscales. Además, 
la premura con la que se aprueban las Leyes en España es causa de fraude involuntario. Así, La Ley del IVA de 1986 
se ap robó el  28 de diciembre y  ent ró e n vigor el  1 de e nero de 1987. También, l as r eformas de l as Ley es y  l os 
Presupuestos Generales del Estado se aprueban cada año en diciembre y entran en vigor a las pocas semanas. En este 
sentido, también sucede que los pequeños empresarios organizan mensualmente sus pagos y en muchas ocasiones se 
encuentran que no pue den hacer fre nte a sus obligacione s fiscales y tributa rias, en mom entos de de saceleración 
económica por falta de liqui dez. Por esta  razón, ASNE PA cre ó recie ntemente una as esoría c on se rvicio de tari fa 
plana para tra bajadores por cuenta propia. De esta forma, po r un bajo co ste (17 euros al m es) los traba jadores 
autónomos disponen de un servicio de administración gestión y tramitación fiscal, tributaria, contable y jurídica, que 
les permite estar formados e informados. 
637 Ley 2/1917, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales (modificada por: Ley 74/1978, de 26 de diciembre, la 
Ley 7/1997, de 14 de abril, el RDL /1999, de 16 de abril y el EDL 6/2000, de 23 de junio). 
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pone de manifiesto en su Exposición de Motivos cuando señala que “los Colegios Profesionales 
(no) verán afectadas sus competencias y atribuciones por la aprobación de este Estatuto”.  
 
3. Forma, duración y objeto del contrato 
 
 El artículo 7 LETA es el encargado de dete rminar la form a, obj eto y duración de los 
contratos que vinculan a los trabajadores autónomos con sus clientes. 
 
 El Estatuto del Tr abajo Autónomo no establece una form alidad específica para este tip o 
de relaciones, sino que se lim ita a reproducir los principios básico s de la legislac ión común; así, 
establece que los con tratos que concierten lo s trabajadores por cuenta propia “podrán celeb rarse 
por escrito o de palabra”. Se trata de una m anifestación de la regulación general de los contratos, 
presidida por el principio de libertad de form a, recogida en el  art. 1278 CC- “los  contratos serán 
obligatorios, cualquiera que sea la for ma en que se hayan celebrado, siem pre que en ellos 
concurran las condiciones es enciales para su validez 638”- y completada por el 1254 del m ismo 
texto legal – “el contrato existe desde que una o varias personas consienten en obligarse, respecto 
de otra u otras, a dar alguna cosa o prestar algún serv icio”. Debemos entender esto, sin perjuicio 
de lo establecido por las legisl aciones específicas aplicables a concretas relaciones profesionales 
que el autóno mo pueda concertar y que co mo ya  sabem os, en base al art. 3.1.a) de la LETA,  
prevalecen sobre lo dispuesto en ésta. Por otro lado, al margen del Derecho común, la legislación 
laboral, desde el art. 8.1 ET 639, también se pres enta como anteceden te de la libertad de for ma 
proclamada por la Ley 20/2007. 
 
 En otro orden de cosas, es evidente que no nos encontram os ante una libertad absoluta, 
sino que, la LETA, al igual que hici era el Código Civil en su art. 1279, así com o el art. 8.4 ET, 
permite a cada una de las partes del contrato exigir de la otra, en cualquier m omento, la 
formalización del mismo por escrito. Respecto de lo dispuesto, apreciamos que el legislador de la 
                                                 
638 Art.1261 Código Civil:  
No hay contrato sino cuando concurren los requisitos siguientes: 
a) Consentimiento de los contratantes. 
b) Objeto cierto que sea materia del contrato. 
c) Causa de la obligación que se establezca. 
639 El  art .8.2 E T enum era l os contratos de t rabajo que en t odo cas o deben f ormalizarse po r esc rito: c ontratos e n 
prácticas y para la formación, por tiempo o para obra o servicio determinados de duración superior a cuatro semanas, 
contratos a tiem po p arcial, fijos-discontinuos y de relevo, con tratos de in serción, a do micilio y d e esp añoles 
contratados en España al servicio de empresas españolas en el extranjero. 
 312
LETA no ha previsto nada para la posible negativa  por parte del cliente, a for malizar por escrito 
el contrato. Por ello nos vem os obligados a señalar que hubiera re sultado adecuado que tal 
supuesto, como así ocurre respecto del contrato de trabajo, hubiera sido in corporado al art.7.1 de 
la LISOS, precep to que califica de infracción g rave  “no form alizar p or escrito el contrato de  
trabajo cuando este requisito sea exigible o cuando lo haya solicitado el trabajador”.  
 
 El apartado segundo del art. 7 se encarga de establecer el objet o y duración de los 
contratos concertados por los autónom os. En relación a la primera cuestión, hay que decir que la 
LETA opta, a diferencia de la Pr opuestas de la Co misión de Expe rtos, por aclarar el contenido 
del objeto del contrato; así, en tiende por tal “la  ejecución de una obra o seri e de ellas, o para la 
prestación de uno o m ás servicios”. No aporta la Ley ningún criter io que nos perm ita  distinguir 
entre la ejecución de obra y la pr estación de servicios. Ya hemos visto a los la rgo de este estudio 
las dificultades que desde antiguo ha venido sufrie ndo la doctrina en aras de descifrar el rasg o 
distintivo q ue perm itiera disc ernirles640; por ello consideram os que no hubiera estado de m ás 
haber incorporado algún elemento que facilitara tal diferenciación.   
 
 En relación con la duración del contrato, observamos cómo la LETA, situada de m anera 
coherente ante la flexibilidad inherente a las re laciones profesionales que el trabajador autónomo 
entabla, no lim ita su duración, sino que deja la f ijación de ésta “a lo que las partes acuerden”. 
Debemos resaltar, con m ás fuerza si cabe en este apartado, las dif erencias exis tentes entr e la  
redacción otorgada por la Comisión de Expertos a su Propuesta y el texto definitivo. El artífice de 
la LETA optó por suprim ir la cláusula con la que se ponía fin al contenido del art.6 de la norm a 
propuesta y que m anifestaba que,  para el caso en el que no se hubiera fijado una duración 
determinada, “se entenderá que el contrato ha sido pactado por tiempo indefinido”. Como vemos, 
Ley 20/2007, en lugar de acoger, o incluso m ejorar, tal recom endación, retrocede en cuanto al 
establecimiento de garantías p ara el necesitado colecti vo, limitándose a recoger, en  el art. 12.4,  
                                                 
640 La Pro posición de Ley   pa ra l a refo rma del  C ódigo C ivil en materia de ar rendamiento de ser vicios, pretende 
modificar el art 1585 CC por el que se establece que: 1. El arrendatario de servicios,  también denominado cliente, 
podrá contratar con el arrendador de servicios, también denominado profesional o prestatario de servicios, toda clase 
de los mismos, bien de u n modo cont inuado en el  t iempo bien de un modo autónomo e i ndividualizado para una 
determinada act ividad. El  a rrendamiento hech o p or t oda l a vi da es nul o. 2 . El  arren damiento de servi cios, a  
diferencia del contrato de ejecu ción de obr a, no presupone para el prestatario d e l os ser vicios el co mpromiso a  
obtener u n resultado, si no a  desa rrollar una act ividad, sin que p ueda ga rantizarse objetivamente el  resul tado a 
obtener.  
En base a esto, así como a la doctrina tradicional- cercana a lo establecido en esta norma-, teniendo en cuenta que la 
LETA no a porta na da respecto de  tan espinosa cuestión, diremos que a través de  una interpretación literal de l 
contenido de la misma, los autónomos económicamente dependientes únicamente podrán llevar a cabo contratos de 
ejecución de obra, en base al art. 11.2.e). 
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una presunción iuris tantum, exclusiva del régim en profesional de los TRADE, que dispone que 
“cuando en el contrato no se hubi era fijado una duración o servicio  determinado, se presum irá, 
salvo prueba en contrario, que el contrato ha sido pactado por tiempo indefinido”.  
 
 
 Para finalizar el análisis del art.7, solo cabe afirm ar que la LETA ha de saprovechado la 
ocasión d e sistem atizar los pu ntos esenciales  que constituyen el c ontrato de trabajo del 
autónomo, configurando un régimen subsidiario a falta de pacto expreso en contrario; así, hubiera 
resultado interesante haber legislado en torno, por ejemplo, a l consentimiento o a la capacidad 
para contratar. 
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Capítulo VIII.  RÉGIMEN PR OFESIONAL DEL TRABAJADOR 
AUTÓNOMO ECONÓMICAMENTE DEPENDIENTE (TRADE) 
 




 El aspecto m ás novedoso y destacable de la Ley 20/2007 es el establecim iento de una 
regulación específica para el que llam a “tra bajador autónomo económ icamente dependiente” 
(TRADE). Se trata de una nueva figura, situada en una posición intermedia entre el asalariado y 
el trabajador por cuenta propia clásico. Junto a éste, considera do como empresario individual, 
desde hace unas décadas se apreci a el florecimiento de una re alidad s ocial perfectam ente 
implantada en m uchos sectores de la activid ad641. A consecuencia de las  transform aciones 
sufridas en el proceso productivo, cada vez es m ayor el núm ero de  actividades profesionales 
que presentan características tanto del trabajad or asalariado com o del autónom o, siendo en 
muchas ocasiones m ás que borrosa la frontera que separa a a mbos. En efecto, com o bien 
apuntó ROMAGNOLI, la realidad económ ica, so cial y técnica em ergente “ha favorecido el 
surgimiento de f ormas de actividad  laboral d istantes, años luz, de aquellas sobre las que fue 
históricamente m odelada la figura del contrato de trabajo subordinado” 642. Se trata de 
trabajadores autónom os que se ven abocad os a situaciones híbridas que han venido 
calificándose de dependencia económ ica.643,  de las que se deriva la necesid ad de tutelar 
algunas de las manifestaciones del trabajo por cuenta propia, en las que se produce una práctica 
negocial abusiva por parte del acreedor de la actividad, quien, en virtud de su posición de 
                                                 
641 Señ ala Martín  Valv erde q ue la fu erte exp ansión d el sector terciario en las económicas contem poráneas ha 
propiciado la aparición de prestacione s de  los m ás vari ados servicios a pers onas y organizaciones (dise ño de  
bienes y productos, tratamiento, traducción e interpretación de textos y discursos, atención domiciliaria a personas, 
actividades cultu rales y d e en tretenimiento) y la mayor parte d e estas activ idades p ueden d esempeñarse 
indistintamente en régimen laboral o en régimen de libre prestación de servicios. Martín Valverde, A., “El discreto 
retorno del arrendamiento de servicios”, en “Cuestiones actuales del Derecho del Trabajo”. Estudios ofrecidos por 
los catedráticos espa ñoles de Derec ho del Trabajo al pr ofesor Manuel Alonso Olea.  Centro de Publicaciones 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 1990. 
642 Romagnoli, U. y Ghezzi, G., Il rapporto di lavoro, Ed. Zanichelli, Bolonia, 1989. 
643 Supiot, A., “Trabajo y empleo. Transformaciones del Trabajo en Europa”, cit. Pág. 53 
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hegemonía económ ica, im pone todas sus condici ones a la hora de regul ar esa relación de 
servicios644. 
 
        Aunque pueda resultar sorprendente, teniendo en cuenta el carácter novedoso de la figura, 
anecdóticamente, cabría apuntar que ya en la época preindustrial se podían encontrar formas de 
trabajo sim ilares. Efectivam ente, estas nuevas modalidades de prestación de servicios se 
parecen extraordinariamente a las que adoptó el trabajo en los albores de la sociedad industrial, 
es decir, aq uél que s e s ituaba entre la organi zación artesanal y la nece sidad de atender a las 
demandas por encargo de los m ercaderes, rompiendo los esquemas del trabajo gremial, cuando 
los m ercaderes contrataban y subcontrataban la  prestación para producir  las m ercancías que 
necesitaban con los artesanos o con  oficiales te mporeros expulsados del sistem a artesanal po r 
falta de trabajo645.  
 
         Hasta la LETA, para denominar a este tipo  de trabajad ores, s e em pleaban dis tintos 
vocablos: trabajador parasubordinado,  autónomo dependiente , cuasi asalariado, 
económicamente dependiente, sem iautónomo646, etc., es decir, diversas nom enclaturas para 
referirse a un grupo único. Más allá de nuestras fronteras, encontrábamos similares categorías: 
en Italia, el trabajo parasubordinato, en Alemania, las prestaciones arbeitsnehmeränhliche o en 
Francia, el trabajo parasubordonné. 
 
 La dificultad exis tente a la  hora de deslindar jurídicam ente la figura del trabajador 
dependiente – sujeto de un contra to de trabajo-, del autónom o stricto sensu, así com o del 
económicamente depend iente, se acrecentab a al no existir en nuestro o rdenamiento jurídico 
conceptos adecuados de estas dos ú ltimas modalidades de trabajo. En ef ecto, hasta la LETA, 
nuestra legislación carecía de una noción apr opiada que nos perm itiera delim itar a est e 
colectivo; ni siquiera la defi nición que hallábamos en el ar t.2 del RD 2530/1970, por el que se 
regula el Régim en Especial de la Seguridad Social de los Autónomos, coincidía, por su 
amplitud, con los que hoy denom inamos trabajadores autónomos económ icamente 
dependientes.  
 
                                                 
644 Sala Franco, T. y L ópez M ora, F., “C ontrato de T rabajo”, e n Comentario al Estatuto de los Trabajadores, 
Edersa, Madrid, 1990. 
645 B riones G onzález, C ., “El  traba jo en ré gimen de s ubcontratación o el extraord inario trán sito d e la locatio 
conductio operis a l a parasubordinación de la mano de u n proyecto de Convenio y Recomendación de l a OIT”, 
cit., pág. 1122 
646 Ojeda Avilés, A., “La Sindicación de trabajadores…”, cit., pág. 73. 
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         Careciendo, por tanto, nuestro ordenamiento de un concepto adecuado, nos veíamos en la 
obligación de acudir a los sistem as de nuestro entorno com unitario, de  m odo es pecial, a los  
vigentes en   Italia y  Alem ania, los país es en los qu e m ayores esfuerzos se h abían ven ido 
realizando en aras de f acilitar el tratamiento que dicha figura merecía. Tanto en un país com o en 
el otro, la estrategia, consistía, por un lado, en delinear los contornos del colectivo, delimitando la 
figura a través de la determ inación de una serie de elem entos qu e la perf ilan y, por otro, en 
asignarle un estatuto protector. 
 
 
 Teniendo en cuenta esta situación de inde finición, entendemos la buena acogida de la 
promulgación de una norm a que, al m enos, incluía una noción legal de di cha figura. Como pone 
de m anifiesto la Exposición de Motivos de la  LETA, la regulación de este colectivo que, n o 
obstante su autonomía funcional, desarrolla su actividad con una fuerte dependencia económ ica, 
obedece a la necesidad de dar cobertura legal a esta realidad  social. Se trata de unos trabajadores 
que requerían de una regulación más incisiva que la de los trabajadores por cuenta propia 
clásicos, a los que su total inde pendencia situaba en una po sición más favorable. La proxim idad 
de sus caracteres a los p ropios del asalariado y la  ineficacia mostrada, al igual que ocurriera a 
finales del siglo XIX con los trabajadores por cu enta ajena, por parte del Derecho com ún, para 
regular un tipo de contrato en el que no se daba la plena igualdad de posiciones y características 
de las relaciones de derecho civil o mercantil, requería de una respuesta a estos trabajadores que a 
pesar de m antener cierta autonom ía en el ejerci cio de su actividad profesional, se encuentran 
sometidos a la contraparte del contrato de la  que dependen económicamente. Tal necesidad había 
sido puesta de manifiesto en distintos ámbitos; desde el político, en la  P roposición de Ley sobre 
la Regulación del Trabajo Autónom o Dependie nte, presentada por el Grupo Parlam entario 
Socialista y tram itada en el C ongreso de los Diputados en el a ño 2002, desde el sindical, en el 
seminario celebrado en Barcelona el 28 de novi embre de 2002 bajo el titulo “U n m arco de 
derechos para los TRADE”, editado por la  Federación Sindical TRADE-CCOO; desde el 
asociativo, con la “Propuesta de Estatuto del Trabajador Autónomo Dependiente” de la Unión de 
Profesionales Trabajadores Autónomos, presenta da en 2002; o, incluso, desde el legislativo,  
mediante la Ley 53/2003, de 30 de diciem bre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden 
Social, que, mediante su disposición final 6ª, instaba al Gobierno a que, en el primer semestre del 
año 2003, emitiera un informe relativo a la situación de los trabajadores autónomos que dependen 
económicamente de uno o varios empresarios, estudiando el establecim iento de un fondo de 
garantía en caso de cese por causas objetivas. 
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 Debido a la preem inente necesidad de dar resp uesta a esta situación, el legislador d e la 
LETA no s e conform ó con conceder el espe rado concepto de autóno mo econó micamente 
dependiente, sino que, si bien rechazando la inclus ión de estos trabajador es en el Derecho del  
Trabajo- bien m ediante una relaci ón especial laboral, b ien a trav és del desarrollo efectivo de la  
disposición final 1ª del Estatuto  de los Trabajad ores- cons ideró inapelable la concesión de un 
régimen profesional singular para ellos. De una visión global de la Ley, apreciam os que 
realmente no sólo se previó en el C apítulo III su tratamiento sino que muchos asuntos abordados 
en relación al régim en profes ional del colectivo de  trabajadores autónom os en general, 
únicamente resultan con cebibles puestos en relación con la figura del T RADE647; por ejem plo, 
las exclusiones del art.2, la al usión al acuerdo de interés profes ional del art.3.2, algunos de los 
derechos recogidos en el catálogo del art.4, los de rechos colectivos del art. 19.2.b), la cotización 
del art.25.2 o la acción  protectora  d el art.26.3, sólo tienen  sentid o puestos en  relación con  el 
TRADE. Así pues, el singular estatuto qu e la  LETA ofrece a esta figura no se agota con  lo 
dispuesto en el Capítulo III, sino que se completa con otros preceptos que, aun estando repartidos 
a lo largo del articulado, sólo pueden estar dirigidos a él, por lo que hubiera resultado m ás 
acertado haberse circunscrito en el señalado y esp ecífico estatuto del autónomo económicamente 
dependiente. 
 
 El apartado prim ero de l art.11 LETA co mienza acuñando un no mbre para esta figura, 
hasta el momento carente de él y por tanto, como  hemos visto, denominada a través de distintos  
apelativos. El artífice de la LETA, de manera acertada, declina el empleo del término utilizado de 
manera desafortunada en la Prop uesta de la Com isión de Expertos 648, cuya form ulación 
conceptual incurría en un contrasentido al de nominar a este tipo de trabajador “trab ajador 
autónomo dependiente” 649. Seguidam ente, y tras haberse im buido el legislador tanto de lo 
dispuesto por la doctrina como de los pronunciamientos dictados por nuestros Tribunales durante 
                                                 
647 A lo largo del estudio emplearemos las siglas TRADE por nuestra comodidad, no sin dejar claro que el legislador 
de la LETA no emplea tal denominación en el articulado de ésta. Por el contrario, sí hace alusión a tal abreviatura la 
Comisión de Expertos en su informe.  
648 Así como en la Propuesta de la Unión de Profesionales Trabajadores Autónomos (UPTA), presentada en 2002. 
649 No fue ron más acertadas la s nom inaciones utilizadas en pr opuestas anteriores. Desta ca por su c omplejidad la 
empleada en l a Pro posición de Ley  sob re la R egulación del  Traba jo Autónomo Depen diente, presentada por el  
Grupo Parlamentario Socialista y tramitada en el Congreso de los Diputados en el año 2002; en este texto, se hablaba 
de “trabajador autónomo con dependencia laboral”, es decir, un término del todo erróneo. La Propuesta de “Estatuto 
del Tra bajo A utónomo De pendiente” de l a UPT A t ambién se i nclinó po r l a cont radictoria exp resión “a utónomo 
dependiente”.  
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la ardua labor de fijación de las fronteras del contrato de trabajo, procedió a la conceptualización 
de la figura; de este m odo, y tras  remitir al ar t. 1.2.d), encargado de las inclusiones expresas, la 
LETA señala que se entenderá por trabajador es autónomos económ icamente dependientes a 
“aquellos que realizan una actividad económ ica o profesional a título lucrativo y de for ma 
habitual, personal, directa y predom inantemente para una persona física o jurídica, denom inada 
cliente, del que dependen económ icamente por percib ir de él, al m enos, el 75% de sus ingresos 
por rendimientos de trabajo y de actividades económicas o profesionales”.    
 
 El legislador, facilitando un concepto restrictivo com o éste , pretende tra zar una línea 
gruesa que separe las relaciones laborales de las entabladas por este tipo de trabajadores y que tan 
cercanas se muestran a aquéllas. Siendo conocedor de dichas sim ilitudes, el artífice de la LETA 
se vio obligado a justifi car la in corporación del TRADE en el  ámbito de aplicació n de la Ley  
20/2007, por lo que completa la no ción descrita fijando una serie de condiciones en el apartado 
segundo del precepto, que posteriormente analizaremos.  
 
 
 Además, teniendo en cuenta que los aut ónomos económicamente dependientes han sido 
comprendidos en el catálogo de inclusiones e xpresas que la LETA define en su art.1.2, 
deducimos que a ellos también se les requerirá el cumplimiento de los rasgos básicos previstos en 
el art.1.1 para cualquier clase de  trabajador por cuenta propia, encontrándonos ante una especie 
del género trabajador autónom o. Aunque el olvido de ciertas cara cterísticas dispuestas en el 
art.1.1 e ignoradas en el art.11.1 carece de importancia, resulta ndo la duda aclarada por el 
apartado 2 de dicho precepto650, no ocurre lo mismo con relación a las dos peculiaridades que por 
antonomasia definen el trabajo autónom o; por un lado, a diferencia del texto aportado por la 
Comisión de Expertos, se om ite cualquier r eferencia al  tr abajo por cuenta propia; por otro, 
apreciamos cómo la LETA evita toda alusión a la nota de independencia o dicho de otro m odo, 
emulando al legislador en el art .1.1, al desarrollo de la actividad “fuera del ámbito de dirección y 
organización de otra persona”; en fin, nos produ ce cierta extrañeza que notas trad icionalmente 
características del autónom o, no ha yan sido incor poradas a la noción establecida. C reemos que 
este “olvido” pudiera haber si do, en cierto modo, intenciona do, ya que, tales notas son, 
precisamente, sobre las que m ás se ha discutido, doctrinal y jurisprudencialmente, en torno a la 
                                                 
650 Por ejemplo, la desatención mostrada ante rasgos tales como la naturaleza física o jurídica del TRADE o respecto 
de si éste pudiera o no emplear trabajadores, carece de importancia teniendo en cuenta que dicho descuido es salvado 
por el art.11.2.a) y el 11.3.  
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calificación jurídica de estos trabajadores. En efecto, encontramos alguna sentencia que ha puesto 
en tela de juicio la existencia de ambas en  supuestos m uy cercanos a los protagonizados po r 
quienes hoy la Ley denomina trabajadores autónomos económicamente dependientes651. 
 
 
 Antes de proceder al análisis de los rasgos que hacen al autónom o económ icamente 
dependiente singular, debem os re saltar la desaparición en la LETA de ciertos caracteres 
contemplados en la noción facilitada en la Pr opuesta de la Com isión de Expertos. En prim er 
lugar, hay que destacar cómo ésta incluía en el Art. 10.1, tanto la alusión a la actividad por cuenta 
propia que este trabajador realiza, como la exigencia de que el mismo no cuente con trabajadores 
a su servicio. En segundo lugar, descuella respecto  de otras notas, la co ordinación. Este ambiguo 
término estuvo presente en  todos los intentos de conceptualiz ación de la f igura, auque, debido a 
su complejidad, afortunadamente, desapareció del texto finalmente dispuesto. Cierto sector creyó 
encontrar la esencia de la nota en la existencia de un programa negocial en el que la prestación se 
insertara co mo m edio para  l levar a cabo el  mi smo652; no obstante, su oscuridad, mostrándos e 
como una form a encubierta de subordinación, hizo  que decayera su inclus ión en la noción legal 
aportada por la Ley 20/2007. Finalm ente, se ha de citar el desvanecim iento en la Ley del 
requisito de continuidad 653, que quedó sustituido por el de habitualidad, término cara cterizado 
también por su indeterminación.  
   
Procediendo al análisis de los rasgos caracterizadores del autónom o ec onómicamente 
dependiente, que justifican la aplicación de un régim en jurídico singular, y obviando aquellas 
                                                 
651 STS 31 de marzo 1997 (RJ 3578): el supuesto gira en torno a un fotógrafo  que, con su propia máquina de fotos y 
su propio coche hacia reportajes para un periódico que le asignaba una determinada zona, que seleccionaba cuales de 
las fotos realizadas iba a publicar y que le pagaba una cantidad por cada foto seleccionada y publicada. Pues bien, el 
TS revocando la sentencia  de  suplicación consideró que había relación laboral se ñalando que: “c oncurren el cas o 
enjuiciado la nota de a jenidad que car acteriza l a prest ación de se rvicios de ré gimen l aboral. El  col aborador o  
reportero gráfico demandante no hace los trabajo fotográficos por propia iniciativa y para sí mismo, con propósito de 
ofrecer luego en el mercado de la información sino que los realiza atendiendo a precisas indicaciones temáticas o de 
objeto de una empresa periodística, que tiene la facultad de seleccionar a precio preestablecido las fotos que más le 
interesan de los reportajes realizados, y que adquiere así el  principal resultado del trabajo, que son los derechos de 
explotación y publicación en prensa de las fotografías seleccionadas”. 
652 Ru iz Castil lo, M. M., “Delimitació n subjetiva del Derecho del Trabajo…, ci t., pág. 171; en el  mismo sent ido, 
Perulli, Adalberto, “Trabajo económicamente dependiente (trabajo parasubordinado)”…, cit., pág 6. 
653 Si bien este rasgo se hacía sentir de manera evidente cuando de una relación de servicios se trata, resulta de difícil 
apreciación si  nos encontrábamos ante una ejecución de obra.  
En est e su puesto, en palabras de Al berto Valdés Alonso, “de bemos entende r que nos  halla mos ante  una relación 
dotada de continuidad, cuando existan una pluralidad de obras realizadas sucesivamente por el mismo empresario. Al 
margan de esta propuesta, para los casos de ejecución de obra, no nos debemos quedar, únicamente, con este rasgo 
caracterizador, si no que para po der a preciar l a exi stencia o n o, de u na rel ación propia de l os TR ADE, debemos 
acudir al examen del resto de rasgos requeridos a la figura.  Valdés Alonso, A., “El trabajo autónomo en España:...”, 
cit., pág. 29. 
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notas ya exam inadas a la hora de abordar el concepto general recogido en el art.1.1 LETA,  
comenzaremos por el exam en del rasgo m ás relevante de los TRADE; sin duda alguna, la 
diferencia esencial entre un trabajador autónomo puro y un autónom o económ icamente 
dependiente es que éste último trabaja predominantemente para un sólo cliente, percibiendo de él 
como mínimo el 75% de sus ingresos, es decir, es económicamente dependiente654. 
 
 Si com paramos el texto definitivo con la Propuesta de la Com isión de Expertos 
encontramos ciertos puntos que lo s separan. A diferencia del te xto propuesto, la LETA, como ya 
vimos al abordar el significado del vocablo “coordinación”, ha huido del em pleo de términos de 
interpretación compleja, tales como la expresión “dependencia económica”, prefiriendo no hacer 
referencia explícita a ella y lim itándose a disponer qué se entiende por la m isma. Por otro lado, 
los artífices de am bos textos dive rgen respecto d el concepto que representa dicha locución; así, 
mientras la Comisión presume que existe dependencia económica cuando el trabajador recibe de 
manera regular, de un m ismo cliente, rem uneraciones que supongan su principal fuente de 
ingresos, la Ley 20/2007 se m uestra m ás restric tiva, considerando que se encuentra en tal 
supuesto aquél que trabaja para un cliente del que recibe, al m enos, el 75% de sus ingresos por 
rendimientos de trab ajo y de activ idades económicas o profesionales. Produce cierta ex trañeza 
que el legislador haya decidido incluir en la noc ión legal la expresión “rendim ientos de trabajo”, 
locución que resulta co ntradictoria con el dise ño legal, que busca la distinción entre TRADE y 
trabajador asalariado, y que no hace otra cosa sino acercar am bas figuras. A pesar de que la 
LETA se muestra acertada, inclus o arriesgada, fijando un porcen taje, no podem os decir que tal  
redacción resulte únicamente merecedora de aplausos. En efecto, observamos diversas cuestiones 
que requieren una adecuada in terpretación e n su  f uturo desarrollo reglam entario, cuyo 
decepcionante proyecto, como hemos señalado, se ha presentado recientemente655: 
  
 
 Mostrándonos quizás excesivam ente cautos, y sin pretender ser nosotros com o aquéllos 
                                                 
654 Resulta curioso que las primeras interpretaciones acerca de la noción de dependencia definidora del contrato de 
trabajo, abogaban por la noción de dependencia económica, acuñada en Francia por Paul Cuche en 1913 y q ue fue 
abandonada m ás t arde al  aco gerse l a t eoría de l a dependencia técnica y luego, t ras l a relegaci ón de esta, la m ás 
afinada de la  de pendencia jurídica, ente ndida c omo el  som etimiento del tra bajador al poder de direcci ón y 
disciplinario del em presario. M ontoya Melgar, A., “Tra bajo de pendiente y traba jo a utónomo ante el  De recho del 
Trabajo”, Temas Laborales núm. 81, 2005, pág. 38. 
655 Proyecto del Real Decreto por el que se desarrolla el Estatuto del Trabajo Autónomo en materia de cont rato del 
trabajador aut ónomo económica mente dependiente y s u re gistro y s e crea el Registro Estatal de asociaciones  
profesionales de t rabajadores aut ónomos. Éste, p or l a di sposición final 5ª L ETA, de bería ha ber en trado en vigor 
antes del 12 de octubre de 2008. 
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que consideran al “trabajo autónomo” sinónimo de “fraude”, hem os de apuntar el riesgo que 
puede suponer, teniendo en cuenta que se ha fija do un porcentaje concreto, la huída por parte del 
cliente principal de tal condición ; éste únicam ente tendrá que dism inuir la carga de trabajo que 
hace recaer sobre un único trabajador autónomo y repartirla entre varios, lo cual resultará sencillo 
en base a  la inseguridad jurídica que genera la no regulación-hasta  el mom ento- del m odo de 




 Otro asunto que nos permitimos censurar gira en torno a la cuantificación del 75% de los 
ingresos del trabajador 656; en efecto, la LETA n o dispone si dicho cómputo ha de realizarse 
mensual, trimestral, anualmente… La Comisión al menos señalaba que estos ingresos debían ser 
recibidos “de m anera regular”. De igual m odo, vemos cómo tanto la Propue sta de “Estatuto del 
Trabajo Autónom o Dependiente” de la UPTA com o la P ropuesta de Ley de regulación del 
trabajo autónomo dependiente, presentada por el Grupo Socialista el 29 de noviembre de 2002, se 
manifestaron de m anera m ás precisa, dispon iendo am bas que existe dependencia económ ica 
cuando el autónom o percibe m ensualmente de  un m ismo e mpresario ingresos iguales o 
superiores al doble del salario mínimo interprofesional. Como vemos, am bas propuestas fijan 
tanto un limite tem poral, un m es, como cuantitativo, ingresos iguales o s uperiores al doble del 
salario m ínimo. Si bien es cierto que tale s restricciones no está n li bres de  c rítica657, su 
establecimiento expreso acabaría con  la insegu ridad jurídica que genera la Ley 20/20 07. Parece 
que lo co rrecto s ería que, ten iendo en cuen ta que los rendim ientos de trabajo deben ser 
informados por parte del autónom o por años natu rales completos a efectos de sus obligaciones 
tributarias, se f ijara en  anual la a creditación de los ingresos recibidos por el TRADE 658. E l 
Proyecto de Real Decreto, del que ya hemos dado cuenta, no aclara esta cuestión, únicamente fija 
                                                 
656 A lo largo de la tramitación de la LETA, a su pa so por el Congreso, el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-
Iniciativa Per Catalunya Verds presentó una enmienda (nº 58) mediante la cu al se abogab a por introducir un límite 
por arriba, en el sentido de considerar asalariado al trabajador que perciba más de un 90% de sus ingresos de un solo 
cliente, es un asalariado y no un trabajo autónomo. En nuestra opinión, según se eleva el porcentaje que el TRADE 
reciba por parte de un único cliente, se reduce, cada vez más, la distancia que los separa, haciendo, por tanto, menos 
justificable el otorgamiento de un tratamiento diferenciado.  
657 Señala Morato García que esta fórmula no está exenta de importantes inconvenientes. En primer lugar, consentiría 
el desamparo de ci ertos autónomos verdaderamente dependientes d e un clien te, au nque la relació n co mercial q ue 
mantuvieran con el mismo no les proporcionase ingresos de tal magnitud. Y, a su vez, podría tratarse de esquivar  la 
aplicación de l as normas tuitivas de la posición jurídica del TRADE que pretende e stablecer la nueva regulación 
disfrazando u ocultando determinadas cantidades fraudulentamente para evitar que el pago de los servicios prestados 
por el au tónomo alcanzara dicho parámetro cuantitativo. Morato García, R. Mª, “El rég imen laboral del trabajador 
autónomo económicamente dependiente en el proyecto de la LETA”, Aranzadi Social, núm. 5, 2007, pág. 89. 
658 En este sentido, AA. VV., García Ninet, J. I. (dir.), Comentarios a la Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo, 
CISS, Valencia, pág. 247. 
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un plazo cuando dispone que deberán haber transc urrido seis m eses desde la última vez que el 
autónomo económicamente dependiente acreditara su condición de TRADE para que éste pueda 
volver a atestiguarla, obviando cualquier referencia  para el supuesto de que e ste trabajador 
pretendiera dicha acreditación por primera vez659; además esta acreditación no será obligatoria en 
todos los casos, solam ente cuando el cliente así lo requiera. Por otro lado, poco aporta respecto 
de como se llevará a cabo la acr editación de los ingresos a los que rem ite el art.11.1 LETA; en 
efecto, deja esta cuestió n a lo acordado por las partes, recomendando a efect os de determ inar la 
referida acreditación “la última declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
en su defecto, el certificado de  rendimientos emitidos por la Ag encia Estatal de Administración 
Tributaria”660.  
 
 Quizás el Proyecto resulta acertado cuando re stringe el significado de los “ingresos por 
rendimientos de trabajo y de ac tividades económicas o profesiona les”, a los que alude la LETA 
con esta genérica expresión; por un lado, determina qué se entiende como ingresos percibidos por 
el TRADE de su c liente principal- “los ingresos brutos, de natura leza dineraria o en especie, que 
procedan de la actividad económ ica o profes ional realizada por el  (trabajador autónomo 
económicamente dependiente) a titu lo lucrativo como trabajador por cu enta propia (…)” 661; por 
otro lado, para el cálculo del porcentaje del 75 %, establece que se pondrán en relación los 
ingresos anteriorm ente m encionados, con los “ingr esos to tales perc ibidos por el trabajador 
autónomo por rendim ientos de actividades econó micas o profesionales com o cons ecuencia del 
trabajo por cuenta propia realizado para todos los clientes, incluidos el que se tom a como 
referencia para determ inar la condición de tr abajador autónom o econó micamente dependiente, 
así como los rendimientos que pudiera tener como trabajador por cuenta ajena”662  
 
                                                 
659 Art . 2.3 Proyecto del  R eal Decreto p or el  qu e se desarrolla el Estatu to del Trab ajo Autónomo en  materia d e 
contrato del  t rabajador a utónomo econ ómicamente depe ndiente y  su regi stro y  se crea el  R egistro Est atal de 
asociaciones profesionales de trabajadores autónomos: 
El cliente podrá re querir al trabaja dor autónomo económicamente dependiente la acred itación del cumplimiento de 
las condicione s establecidas en el apartado 2 del art.1 de  este Real Decreto, e n la fecha de la celebraci ón o en 
cualquier otro momento de l a rel ación c ontractual si empre que desde l a úl tima acredi tación haya t ranscurrido al  
menos seis  meses, y t odo ello sin perjuicio del  eje rcicio de  accione s judiciales oportunas e n el supuesto de 
controversias derivadas de contrato (…). 
660 Art.2.4 Proye cto del Real Decreto por el  que se  desarrolla el Estatu to del Trab ajo Autónomo en materia d e 
contrato del  t rabajador a utónomo econ ómicamente depe ndiente y  su regi stro y  se crea el  R egistro Est atal de 
asociaciones profesionales de trabajadores autónomos. 
661 Art.2.1,(párrafo primero) Proyecto del Real Decreto por el que se desarrolla el Estatuto del Trabajo Autónomo en 
materia de contrato del trabajador autónomo económicamente dependiente y su registro y se crea el  Registro Estatal 
de asociaciones profesionales de trabajadores autónomos. 
662 Art.2.1 (párrafo segundo) Proyecto del Real Decreto por el que se desarrolla el Estatuto del Trabajo Autónomo en 
materia de contrato del trabajador autónomo económicamente dependiente y su registro y se crea el  Registro Estatal 
de asociaciones profesionales de trabajadores autónomos. 
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También debemos hacer un inciso respecto de la figura del “cliente principal”. La LETA 
decide emplear esta expresión, alejándose así del vocablo “empresario”, tan ligado al contrato de 
trabajo y al trabajador asalariado.  El leg islador hace acompañar a la  palabra cliente del adjetivo 
“predominante”; dicho térm ino nos lleva a concluir que la norm a no requiere que el autónom o 
económicamente dependiente lleve a cabo su activ idad profesional de m anera exclusiva para 
aquél. Dicho adjetivo, junto con el hecho de que la ley únicamente exija al TRADE la percepción 
del 75% de sus ingresos de parte de su principal cliente, parece que no deja lugar a dudas sobre la 
no exclusividad. Cosa distin ta es qu e el clien te decida pactar con el TRADE que éste trab aje 
únicamente para él; en base al tenor literal de la  norma, esta opción resulta factible, aunque, en la 
práctica, aun cuando el trabajador  cumpliera con todas las exigenci as requeridas por el art. 11, 
parece poco viable 663, teniendo en cuenta que la dependenc ia económica se m ostraría de for ma 
tan intensa que haría que el TR ADE se situase en una posición prácticamente idéntica a la de l 
trabajador por cuenta ajena 664, sin olvidar que es precisam ente esta nota, la exclusividad, uno de 
los rasgos tomado como indicio por nuestros Tribunales para calificar de laboral una relación que 
se presentara dudosa 665. Resulta ev idente, en b ase a la cu antificación del porcen taje d e sus  
ingresos, la imposibilidad de que existan dos clientes principales, supuesto únicamente posible en 
el caso de que la Ley hubiese exigido para la ad quisición de tal condición el 50% o menos de los 
ingresos percibidos por el trabajador666. De todos modos, por si queda se alguna duda al respecto, 
la LETA la despeja en su art. 12.2 al decir qu e “la condición de dependiente sólo se podrá  
ostentar res pecto de un  único clien te”. El CES llam ó la atención sob re el hecho  de que la n o 
regulación del m odo en que se tengan que acreditar los ingresos del trabaja dor para otorgarle la 
consideración  de dependiente o de las conse cuencias del incumplimiento de los r equisititos de 
forma y registro, podrá generar inseguridad jurídica. 
 
                                                 
663 En di stinto s entido, Val verde Ase ncio el  cual  consi dera que “n o es ext raño que s e conci erten cl áusulas  de  
exclusividad con la em presa de la que parte el encargo principal , pacto que podría considerarse abusivo si  dicho 
compromiso no vi niese acompañado de una contraprestación suficiente. Valverde Asencio, A. J, “Condiciones de 
trabajo del trabajador autónomo dependiente…”, cit., pág. 137. 
664 En el mismo sentido, Gutiérrez-Solar Calvo dispuso que la dependencia económica que liga  al autónomo con la 
entidad contratante principal minora ostensiblemente el tiempo que pudiera dedicar a la prestación de servicios para 
otros clientes. Situación que en la práctica pe rmite que  estos  tra bajadores pe rmanezcan c onectados de forma 
permanente sólo a un cliente  y que el receptor directo de su trabajo no sea el mercado sino la empresa contratante. 
Gutiérrez-Solar Calvo, B., “El “autónomo económicamente dependiente”: problemática y método”, Aranzadi Social, 
núm. 5, 2002, pág. 1039. 
665 Vid. Luján Alcaraz, J., La contratación privada de servicios y el contrato de trabajo. Contribución al estudio del 
ámbito de aplicación subjetivo del Derecho del Trabajo, Informes y  Est udios, M inisterio de  Tra bajo y  de l a 
Seguridad Social, Madrid, 1994. 
666 A p esar de tal imposibilidad, debemos indicar que la Comisió n de Expertos en su informe, apuntaba el caso  de 
Alemania, país en el cual, se ha empleado como criterio cuantitativo la obtención del 50% de los ingresos a cargo de 
un solo cliente. A ju icio de la Comisión se t rata de un criterio “difícil de aplicar y que, incluso, puede dejar fuera a 
determinados colectivos de trabajadores autónomo dependientes. Un Estatuto para la Promoción…, cit., pág. 96 
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 Para finalizar estas reflexiones, perm ítase un apunte respecto de una cuestión que, tras la 
lectura del art.11, nos inquieta. Me refiero al vínculo que debe  existir entre el porcentaje 
demandado y la exigencia de habitualidad; en efecto, pensam os que, en la práctica, podem os 
enfrentarnos al supuesto en el que un trabajador perciba esa can tidad de un cliente respecto del 
cual no trab aje hab itualmente. Este caso, aunq ue inusual, es del todo hacedero y sin em bargo 
parece no haber sido tenido en cuenta por la Ley.  
 
1.2 Requisitos de la condición de TRADE 
 
Como ya hemos señalado, la LETA, consciente de la dificultad que entraña discernir el 
trabajo autónomo económicamente dependiente del llevado a cabo por cuenta ajena, exige una 
serie de condiciones. A través de éstas, y junto con las requeridas por la definición del art.11.1, se 
pretende aportar un concepto suficientem ente delim itado, evitando el encuadram iento de 
relaciones ajenas a este tipo de trabajo, a la vez que clarifica dor, justificando, o, por lo m enos, 
intentando justificar, alguna cuestión dudosa. El in cumplimiento de estas exigencias nos llevaría 
a catalogar al trabajador no de autónomo económicamente dependiente sino de falso autónomo, o 
lo que es igual, de verdadero trabajador dependiente y por cuenta ajena. 
 
1.2.1 No tener a su cargo trabajadores por cuenta ajena 
 
 El art.11.2.a) im pide a l os TRADE tanto em plear trabajadores por cuenta ajena, com o 
contratar o subcontratar su prestación con tercer os. Como ya hem os señalado repetidam ente, el 
autónomo presenta una doble faceta;  por un lado, la em presarial y, por otro, la relativa a su  
condición de trabajador. Si bien para el ca so del autónom o clásico las dos pueden ser 
desarrolladas a la par y con la m isma intensidad, respecto de los TRADE, la prim era cede paso a 
la segunda, justificando con ello  el privilegiado régim en con que  el Estatuto dota a estos 
trabajadores, acercando esta figu ra a la d el asalariado.  Resultaría complejo calificar el víncu lo 
establecido entre el autónom o económicamente dependiente y su  cliente principal, si se  
permitiese la intervención de un tercero que se inm iscuyera en la relación. Si bien es cierto qu e 
con respecto del trabajador aut ónomo tradicional tam bién se proc lama el carácter person al y 
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directo de la actividad a de sarrollar por éste, impidiendo que los TRADE contraten, la LET A 
refuerza el estrecho vínculo que une a este trabajador con su cliente principal.  
 
 En otro orden de cosas, entendem os que aunque los trabajadores autónom os 
económicamente dependientes ven vetado el acceso a la contratación de asalariados, en principio 
nada impide que cuenten con la colaboración de los fa miliares con los  que conviven; debem os 
recordar que el párrafo segundo del art.1.1 otorga a éstos, salvo prueba en contrario, la condición 
de autónomos, por lo que concluim os que, al m enos formalmente, esta opción resulta del todo 
viable. Únicam ente nos hará vacilar en cuanto a esta ú ltima a afirm ación la extrap olación d el 
supuesto a la práctica, ya que conocemos que el ámbito en el que suelen desarrollarse este tipo de 
ayudas es aquél en el que el autónomo se presenta como titular de un negocio familiar. Así pues, 
teniendo en cuenta la exclusión recogida en el art.11.3, que despoja de la condición de TRADE a  
los titulares de establecimientos o locales comerciales, en la práctica este supuesto prácticamente 
resultaría inviable. 
 
1.2.2 Aportar al cliente una prestación diferenciada y dotada de carácter propio 
 
 El art.11.2.b) LETA req uiere que el aut ónomo económicamente dependiente no ejecute 
su actividad de m anera indiferenciada con los trabajadores que presten servicios bajo cualquier 
modalidad de contratación laboral por cuenta del cliente667. 
 
 La indefinición conceptual vuelve a m anifestarse respecto de dich a ex igencia. Res ulta 
evidente que se pretende  evitar la aparición, al amparo de la Ley, de los conocidos com o falsos 
autónomos. Siendo consciente de la cercanía exis tente entre el TRADE y aquél que lleva a cabo 
su labor por cuenta ajena, la LE TA, de m anera lo able, incluye es ta ref erencia entr e la s 
condiciones que deben de ser cum plidas por los autónomos económicamente dependientes y que 
en caso de quebrarse harán que su  condición torne bien en la de autónomo puro, bien en la de 
asalariado, como ocurre en este caso. Así pues, por la importancia que conlleva el cumplimiento 
de la exigencia en cuestión, resu lta peligrosa la indeterm inación del concepto “indiferenciación” 
y la consiguiente inseguridad jurídica que la m isma aporta. Verdad eramente, no clarificand o 
                                                 
667 Se trata de una manifestación de la doctrina asentada por el Tribunal Suprem o en rel ación a la fi gura del fals o 
autónomo. En efecto, en su Sentencia de 4 de febrero de 1997 (Sala de los Contencioso-Administrativo), el Tribunal 
dispuso que “no pueden considerarse como trabajadores autónomos quienes realizan su trabajo sin existir diferencia 
cualitativa entre su labor y el del resto de la plantilla en situación regular en la empresa” (RJ 1997\964). 
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dicho térm ino, num erosas son las dudas que se nos presentan  a la hora de interpretar el 
contenido del mensaje que la LETA pretende transmitir.  
 
La más destacada incertidumbre emanada de tal vocablo, gira en torno a la necesidad de 
que los T RADE no com partan el m ismo esp acio físico a la hora de desarro llar su s 
correspondientes actividades. Aun cuando, en un principio, la mera lectura del precepto pudiera 
hacernos inferir precisam ente tal ex igencia, dos son los  motivos que no s llevan a d eclinar dicha 
interpretación: en prim er lugar, debemos apuntar  que esta cuestión ya fu e planteada durante la 
tramitación de la Ley 20/2007, debido a que en el  Proyecto de ésta, junto al vago adjetivo 
“indiferenciada”, se exigía que la a ctividad desarrollada por los TRADE  no fuera realizada de 
manera “conjunta” a la llevada  a cabo por los trabajadores por cuenta ajen a que hubiesen 
entablado una relación laboral  con el cliente princip al del autónom o económ icamente 
dependiente. En base a que con esto se estaba  limitando el m arco de actuación de los TRADE, 
distintas enmiendas668, así como protestas de algunas asociaciones 669, fueron presentadas en aras 
de la supresión de dichos térm inos, que desaparecieron en el texto definitivamente propuesto. En 
segundo lugar, resulta incoherente imposibilitar la concurrencia en un mismo centro de trabajo de 
estos dos tipos de trabajadores  – TRADES y asalariados-, si  consideram os que una parte 
importante de las obligaciones prev entivas recogidas en el art. 8, se basan en la cooperación y 
coordinación entre ambos tipos. 
 
 Por todo ello consideramos que lo que la LETA pretende señalar cuando dispone que el 
TRADE no debe “ejecutar su actividad de manera indiferenciada” con los asalariados que presten 
servicios para su cliente, es que el trabajador autónomo económicamente dependiente debe llevar 
a cabo una actividad de contornos bien definido, alejada del todo de la desarrollada por el 
trabajador asalariado; con ello quiere evitar el en cubrimiento por parte de esta figura de la del 
fraudulento falso autónomo, en un intento por acallar las criticas 670 que manifestaban su tem or 
                                                 
668 El  Gr upo Pa rlamentario M ixto presentó en el  C ongreso enm ienda sol icitando l a s upresión del ca lificativo de 
“conjunto” alegando como justificación que en muchos casos es posible que el TRADE actué con otros trabajadores 
de la empresa, siendo lo relevante, no este actuar conjunto sino que su función está claramente diferenciada. En el 
mismo sen tido, la en mienda d el Grupo  Parlam entario Catalán -Convergència i Unió , así co mo la d el Grup o 
Parlamentario Popular. 
669La Unión de Profesionales y Trabajadores Autónomos de España (UPTA) y la Federación de As ociaciones  de 
Trabajadores Autónomos (ATA) requirieron la eliminación del término “conjunta” en el párrafo 2.b). Manifestaron 
que es normal que el autónomo pueda, incluso deba, actuar en conjunción con otros trabajadores asalariados en la 
empresa, aunque su función, como establece el artículo, esté claramente diferenciada. 
670 Desde las organizaciones profesionales, l a Organizaci ón de Profesionales Autónom os (OPA) destacó, tras la 
promulgación de la Ley, “el  perjuicio con el que esta regulación puede menoscabar el mercado laboral, puesto que 
evitablemente deparará en la  reducción de contratos estables y en el increm ento del nú mero de fals os autónomos, 
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por el tan posible como nefasto trasvase de contrataciones antes amparadas por el Estatuto de los 
Trabajadores, a contrataciones en el á mbito del Estatuto del Trabajo Autónom o, ello en base al 
menor coste que para los em presarios supone vincularse contractualm ente con autónomos 
económicamente dependientes. 
 
 La figura del falso autónom o671, a la  que venimos aludiend o últimamente, debe de  ser  
nítidamente distinguida del TRADE. Se trata de trabajadores que, estando inscritos en el RETA y 
manteniendo una relación for malmente mercantil con la  empresa, des arrollan en la práctica, u n 
trabajo asalariado para un único empleador, con obligaciones en m ateria de jornada, horario y 
vacaciones, bajo una dependencia y  con una retribuc ión fija. Así, adem ás de existir habitualidad 
en el trabajo, el falso autónom o trabaja en excl usividad para la em presa y bajo las m ismas 
condiciones que las del que realiza su actividad por cuenta ajena672.  
Estas situaciones son claram ente fraudulentas, de bido a que, en realidad, ocultan una auténtica 
relación lab oral. Así,  e l tr abajador queda en una posición de inferioridad, al m antener sus 
obligaciones de asalariado y perder los derechos propios de los em pleados por cuenta ajena. Por 
su parte, la empresa resulta claramente beneficiada, al sustraerse de los deberes  impuestos por el 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.   
 
 En numerosas ocasiones, con el objeto de cubrir, en apariencia, el régimen de autonomía, 
este tipo de trabajadores se ha venido organizando a través de la  figura jurídica de la cooperativa 
                                                                                                                                                           
con una consiguiente inestabilidad en el mercado laboral. En sentido similar, Alarcón Caracuel manifestó que “con 
la creación de la figura del trabaja dor autónomo económicamente dependiente (TRADE) lo que hace la LETA es  
legalizar el fra ude, es decir, convertir al ilegal falso autónomo en una figura respetable”. Alarcón Caracuel, M. R., 
“Aspectos críticos del Proyecto de Estatuto…, cit, pág.3.. 
671 En algunos otros países también se han adoptado medidas similares; entre ellos se encuentran los siguientes: 
 Grecia, donde la preoc upación por el creci miento del tr abajo por cue nta propia fals o llevó a aprobar en agost o 
de 1998 l a Ley sobre l as rel aciones l aborales según l a cual  lo s a cuerdos d e tr abajo entre tr abajadores po r cu enta 
propia y empresas deben notificarse por escrito al Ministerio de Trabajo en un plazo de ocho días; en caso contrario 
se considerará que se trata de una relación de empleo asalariado. 
 Bélgica, d onde el te mor d e que hubiera trab ajo por  cu enta p ropia f also en  tod os lo s secto res ( Ministère del 
l’Emploi) llevó al Gobierno a introducir un nuevo procedimiento mediante el Arreté Royal  de 25 de enero de 1991, 
para vigilar las relaciones de trabajo de las personas que pasan del empleo asalariado al trabajo autónomo. 
 Italia, donde en el intento por reducir la economía informal, se han continuando adoptando medidas para animar 
a las empresas y a los trabajadores a “salir a la superficie” por medio del art.23 de la Ley 196/1997 (Legge 24 giugno 
1997, n. 196, norme in meteria di promozione dell´ocupazione) y, especialmente, de los contratti di riallineamento. 
Estos contratos prevén un alineamiento gradual  de las cotizaciones de la Seguridad social hasta los niveles normales 
y afectan a casi 90000 trab ajadores desde 1997, la mayoría de los cuales trabajan en la ag ricultura. Perspectivas de 
empleo 2000. Inform e OCDE “El renacimiento parcial del trabajo por  cuenta pr opia”, M inisterio de t rabajo y  
Asuntos Sociales, 2000. 
672 Ya el Tribunal Central de Trabajo se pronunció años atrás respecto de esta no tan novedosa figura; así, señaló en 
su Sentencia de 14 de marzo de 1989 (RJ2495/1989) que “no se incluyen en el RETA, los denominados comúnmente 
falsos autónomos que, bajo una apariencia de arrendamiento de servicios (producido por el hecho de estar dados de 
alta en este ré gimen e incluso de alta en licencia fiscal , encubren una relación labora l al que dar las  tareas  que 
desarrollan dentro del área de funcionamiento y dirección d la empresa, mediando una retribución fija”. 
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de trabajo asociado, donde, integrados com o socios-trabajadores, va n siendo contratados o 
subcontratados de em presa en em presa, realiz ando en m uchos casos las m ismas tareas que 
realizaban con anterioridad pero, ahora, bajo la condición de autónomos. 
 
 Esta figura no constituye m ás que lo que el ar t.6 del Código Civil define com o fraude de 
ley673, es d ecir, “aquel acto realizad o al am paro de una norm a que persigue un resultado 
prohibido por el ordenam iento jurídico, o contra rio a él”.  El hecho  de realizar este tipo  de 
contratos puede tener graves cons ecuencias para el em presario defraudador, siendo calificada su 
actuación  como una infracción grav e mediante el art. 7.2 de la Ley de Infracciones y Sanciones 
del Orden S ocial – Real Decreto Legislativo 5/ 2000, de 4 de agosto-, el  cual dispone que se 
considera in fracción grave “la trasg resión de la nor mativa sobre m odalidades contractu ales, 
contratos de duración determ inada y tem porales, mediante su utilización en fraude de ley o 
respecto de personas, finalidades, supuestos y lím ites temporales distintos de los previstos, legal 
y reglam entariamente, o m ediante convenio co lectivo cuando dichos extrem os puedan ser 
determinados por la negociación colectiva”. 
   
 
 Estos falsos trabajadores autónom os son lo s que principalm ente han originado todo el 
gran debate nacional e internaci onal sobre la inserc ión de los autónomos en el Derecho del 
Trabajo. Verdaderamente, en estricta aplicación  del art.1 del Estatuto de los Trabajadores, estos 
falsos autónomos no precisan de ayuda legal para ingresar en el ámbito del Ordenamiento laboral 
puesto que, por la naturaleza de su prestación, son auténticos asalariados. Por ello, realmente, no 
podemos hablar de que existan problem as o i nsuficiencias en la regulación laboral o de la 
Seguridad Social de este colectivo, dado que la  protección que estas norm as deparan les es de 
plena aplicación674.  
  
                                                 
673 Galiana Moreno, J,. M ª., “El fraude de ley en l as relaciones de t rabajo: un a nálisis jurisprudencial”en Estudios 
ofrecidos al Prf. Alonso Olea, MTSS, Madrid, 1990.    
674 Sobre esta figura, Rodríguez-Sañudo Gutiérrez, F. “La configuración anómala del contrato de trabajo: simulación, 
interposición, trabajo negro”,en Aspectos de la contratación laboral, CGPJ, 1992; Molina Navarrete, C., Los falsos 
autónomos, Fundación Eurolingua, Jaén, 2004. 
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1.2.3 Disponer de infraestructura productiva y material propios 
 
 De acuerdo con el art.11.2.c) el TRADE debe  disponer de infraestructura productiva y 
material propios, necesarios para el ejercicio de la actividad e independientes de los de su cliente, 
cuando en dicha actividad sean relevantes económicamente. 
 
 De nuevo observam os cóm o, a través del es tablecimiento de cier tas condiciones, el 
legislador pretende acabar con cualquier dud a relativa a la naturaleza extralaboral del TRADE. 
Exigiendo dicha infraestructura pretende garantizar  la autonomía organizativa de éste, que com o 
ya conocemos, resulta rasgo esencial de la figur a del autónomo en general. Adem ás, teniendo en 
cuenta que una de las inte rpretaciones f acilitadas doctrinalm ente a la noción de ajenidad en 
relación al contrato de trabajo demanda para su existencia que  el asalariado requiera de una 
infraestructura ajena para producir bienes o pres tar servicios, comprendemos que se trata de una 
estratégica manera de poner fin a cualquier sospecha de ajenidad en torno al TRADE. 
   
 La redacción dada a dicho requerim iento, co mo ya he mos indicado respecto de otros, 
vuelve a mostrarse ambigua; por un lado, nos plante aremos qué tipo de bienes deben confor mar 
esta infraestructura, si podrán ser bienes m ateriales, inmateriales, muebles, inmuebles, etc. Pues 
bien, respecto de este asunto, podemos acudir a lo señalado por la Com isión de Expertos, que  
aportó una noción flexible, indicando en su inform e que la m isma  estaría com prendida por “los 
medios materiales o de cualquier tipo necesarios para prestar su actividad profesional”.  
 
En otro orden de cosas, la LETA dispone que esta organización debe ser propia; a pesar de 
que es verdad que en un prim er momento tal expresión podría llevarnos a pensar que a este tipo 
de trabajadores se les ex ige ser titulares de di chos bienes, co nsideramos que no es as í, teniendo 
en cuen ta que, pre cisamente, tal titula ridad re specto d e cierto s establecim ientos, p riva al 
autónomo de su condición de TRADE; adem ás, una cosa es ser titular del establecim iento en su 
totalidad y otra serlo de medios o instrumentos concretos, como aquí se exige. 
 
 El legislador de la LET A no solamente exig e la infraestructura ci tada sino, adem ás, que 
ésta sea relevante económicamente para la actividad que el autónomo dependiente desarrolle para 
su cliente principal. De nuevo la indefinición se apodera de la norma, resultando ardua su 
interpretación. Limitar la re levancia de la o rganización material a dicho  factor parece, en  cierto 
modo, inadecuado si tenem os en cuenta que exis ten actividades que vien en siendo llevadas a 
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cabo por TRADES y que requieren de  materiales de escaso valor económico, sin perjuicio de la 
relevancia que puedan tener para la actividad en cuestión; por ejemplo, el periodista que escribe  
su colum na diaria para un diario y que únicam ente necesita papel y bolígrafo para realizar su 
labor. En el m ismo sentido, contamos con el parecer  del CES, el cual señaló en su d ictamen que 
se debería valorar, además de la  económica, la relevancia técnica, organizativa o productiva de la 
infraestructura y materiales propios utilizados, para la ejecución autónoma del trabajo. Poniendo 
en relación dicha circunstancia con lo dispuesto en el art. 8.5, en m ateria de prevención de 
riesgos, otorgar una interpretación acertada a esta condición se complica. Teniendo en cuenta que 
en este artículo se reco ge el supuesto en el qu e el em presario es el encargado de facilitar al 
trabajador m aquinaria, equipos, m ateriales, etc, careciendo, com o es lógico,  el traba jador d e 
dicha infraestructura, resulta com plejo delimitar en qué circunstancia és te perderá su condición 
de TRADE, en cuanto  al em pleo de m ateriales ajenos. Se tra ta d e justif icar el ca rácter 
empresarial de una clas e de trab ajadores car acterizados preci samente por ver dism inuida esta 
faceta, tan d esarrollada en el autón omo puro y prácticamente inex istente en el T RADE, y que 
dificulta su distinción respecto del trabajador por cuenta ajen a. Observamos como, en un intento 
por alejar al trabajador autónom o económ icamente dependiente del asalariado, la LETA 
mediante este rasgo potencia su faceta empresarial, realmente en los autónomos económicamente 
dependientes mermada.   
 
 
1.2.4 Desarrollar una actividad con criterios organizativos propios 
 
 El art.11.2.d) LETA exige qu e el TRADE desarrolle su  actividad c on criterios 
organizativos propios, s in perjuicio  de las i ndicaciones técnicas que p udiese recib ir de s u 
cliente.  
 La prim era parte de la condición aquí expue sta proclam a el rasgo esencial del trabajo 
realizado por cuenta propia, la  independencia. Esta nota, obvi ada inexplicable mente en la 
específica noción que del TRADE  aporta el art.11.1., aunque sí recogida en el concepto 
genérico del art.1.1, se presenta como antítesis del rasgo caracterizador del trabajo asalariado, 
al que se refiere el art.1.1 ET, es decir, el  que se lleva a cabo “dentro del ám bito de 
organización y dirección de otra persona”, expresión ésta procedente de la jurisprudencia de los 
años sesenta. Otra vez, siendo el legislador consciente de la necesidad de justificar la naturaleza 
civil o m ercantil de la figura,  proclama la autonom ía del T RADE, aunque, eso sí, con cierta 
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matización, ya que la atribución  de un rég imen concreto, m ás protecto r a este tipo d e 
trabajadores, tam bién requería ser argum entada. Así las cosas, aun  resultando arriesgado 
aproximar la figura del autónomo económicamente dependiente a la del asalariado, la LETA se 
vio obligada a establecer una cláusula en la que se pusiera de relieve la posibilidad de que aquél 
recibiera in dicaciones técnicas 675 por parte de su cliente princi pal. Se trata de una cuestión 
delicada, más en este mom ento en el que la tradicional subordinació n, en m uchos casos, se 
presenta flexible, principalmente por la m ayor formación con la que cuentan los trabajadores, 
que, en base a estos conocim iento, llevan a cabo su actividad recibiendo tam bién m ínimas 
“indicaciones” por parte de su em pleador. Po r ello, hub iera resu ltado m ás acertad o que el 
legislador hubiera proporcionado  algún indicio que alla nara la tarea de di scernir entre am bas 
figuras.  
 
No hubiera estado de m ás que, al igual que hiciera la Com isión de Expertos en su 
informe676, el texto definitivo de la Ley hubiera completado el tratamiento de la figura, fijando 
legalmente algún criterio que hub iera facilitado la calificación jurídica  de este tipo de 
relaciones; en efecto, desprovi stos de tales indicios, la lín ea que separa las órdenes e 
instrucciones- prop ias del poder d e dirección  del em presario (art. 5.c) y 20 ET)- de las  
indicaciones técnicas a las que el cliente principal podrá someter al autónomo económicamente 
dependiente, se desvan ece, generando la LE TA mayor confusión si cabe, con  previsible 
saturación f utura de los Tribunales, que se  verán abocados a lle var a cabo esta labor 
clarificadora, en un m omento en el que el grueso  trazo que separaba el trabajo en régim en de 
autonomía del realizado por cuenta ajena comienza a dejar paso a coincidentes caracteres que a 
menudo se presentan prácticamente entrelazados677. El Proyecto de Real De creto, por el que se 
desarrolla la LETA, pretende apo rtar algo de luz a la cuestión  al disponer que las ind icaciones 
técnicas que el TRADE pudiera recibir de su cliente principal “no tendrán tal entidad que 
                                                 
675 El  Grupo Mixto presentó en el  Congreso enmienda (núm. 9) por l a que sol icitaba la supresión de la palabra 
“técnico” de e ste apartado al entend er que, con ca rácter general, las indi caciones del empresario  para una m ejor 
coordinación pueden ser diversas y no sólo en el ámbito técnico. Pretendía que se volviera a la redacción otorgada 
en el Dictamen de la Comisión de Expertos que aludía simplemente a “indicaciones de carácter general”. 
676 La Comisión de Expertos en aras de facilitar la tarea de calificación señaló en su informe que “En definitiva el 
TRADE de ser clarificado com o tal, ni puede delegar su poder de organización en el cliente ni ta mpoco delimitar 
el contenido de su prestación de servicios de forma tan genérica que ello comporte, en la práctica, que es el cliente 
o contratante quién lo concrete”. Un Estatuto para la promoción…, cit., pág.  96. 
677 La fal ta de clari dad del  t exto, en l o q ue a  l a fi gura del  aut ónomo eco nómicamente dependiente se  refi ere,  
resulta difícil de conciliar con la intención del legislador  de la LETA, que plasm ada en su Exposición de Motivos 
venía a ser “e liminar esas z onas fronteriza s grises e ntre las tres categorías. De a hí qu e el art.11, a l definir al 
trabajador autónomo  económicamente dependiente sea muy restrictivo, delimitando conforme a criterios objetivos 
los supue stos en los que la actividad  se e jecuta fue ra de l á mbito de organizaci ón y dirección del cliente que  
contrata al autónomo”. 
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puedan suponer la efectiva inclusión del trabaj ador autónomo económicamente dependiente en 
el ámbito de organización y dirección del cliente”.  
 
 Si bien en un principio la  subordinación jurídica se m uestra com o un rasgo ajeno al 
trabajador autónom o y exclusivo del contrato de trabajo, si analizam os en profundidad la 
naturaleza d el TRADE, esta afirm ación parece,  en cierto modo, quebrar; debem os tener en  
cuenta que el fin de todo trabajador es la obt ención de una contraprestación económica a través 
de la cual poder satisfacer tanto sus neces idades com o las de su fam ilia. Por ello, no s 
preguntamos qué m ayor dependencia puede tener aquél que deja en m anos de su cliente la 
satisfacción de sus necesidades b ásicas. Por ello, siendo así las cosas, entendem os que no 
existirá en torno mejor que el de la dependenc ia económica para que florezca la jurídica; por 
ello, consideramos que no puede perdurar excesivamente en el tiempo una relación extralaboral 
en la que una de las partes dependa económicamente de la otra678. 
  
1.2.5 Percibir una co ntraprestación económica en  función del resultado de su actividad
  
 
 A través del últim o criterio establecido por el art.11LETA se  requiere la percepción por 
parte del autónom o económ icamente dependient e de una contraprestación económ ica en 
función del resultado de su actividad, de acuerdo  con lo pactado con el cliente y asum iendo el 
riesgo y ventura de aquélla. 
Resulta evidente que el TRADE, del m ismo modo, no s ólo que el autónom o c lásico, sino 
también que el asalariad o, realiza una activ idad a título lucrativo, que excluye del ám bito de  
estas relaciones los llamados servicios benévolos o los traba jos familiares no remunerados. De 
nuevo vemos cómo la LETA opta por el em pleo de la locución que resulta m enos coincidente 
con la em pleada por la legislaci ón laboral; de este m odo, térm inos tales com o retribución, 
remuneración o, com o no, salario, son descarta dos por una norm a de la cual se pretende 
destacar, ante todo, su naturaleza civil o mercantil. 
 
 La Ley hace acompañar el cobro de la contraprestación de tres condiciones accesorias: 
                                                 
678 En  el m ismo sentido, Selma Pen alva afirma q ue “en  la práctica, no s olo es fa ctible sino que en real idad es  
particularmente probable que una colaboración productiva que empezó prestándose por cuenta propia y de forma 
personal pero bajo una i ntensa dependencia económica respecto a un cliente principal, con el  paso del t iempo, 
evoluciones y  de  l ugar a una verdadera vinculación jurídica, produciendo c on el lo u na t ransformación de l a 
naturaleza jurí dica de la relación, que ha brá tornado de civil a laboral”. Selma P enalva, A., “E l trabaja dor 
autónomo económicamente dependiente”…., cit., pág. 155. 
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   - En primer lugar, dem anda que aquélla  s ea percib ida en f unción del resultado. 
Únicamente encontram os justificación para tal requerimiento en la necesid ad de dotar al 
TRADE de todas las características que desd e siempre han venido acom pañando al autónom o 
clásico. Resulta evidente que fijar la contraprestación en función del desarrollo de una actividad 
en el tiempo, no haría más que aproximar la figura del autónomo económicamente dependiente 
a la del asalariado; lo qu e la Ley quiere evitar a toda costa.  Pero igual de ci erto es que uno de 
los rasgos que dotan a este trabajador de un carácter singular y que le hacen hacedor de especial 
tratamiento, es el fuerte vínculo que le une con su cliente principal, el  cual requiere que la 
relación sea continuada en el tiem po. Por esto, limitar la contraprestación económica que estos 
trabajadores reciben al resulta do de su prestación, resulta difí cil de conciliar con su propia 
naturaleza. Además, teniendo en cu enta que lo di spuesto en el Cap ítulo II d el Título II d e la 
LETA –“Régimen profesional común del trabajador  autónomo”- es de ap licación al colectivo 
de trabajadores autónomos en su totalidad -tanto para el trabajador autónomo clásico como para  
el autónom o económ icamente dependiente-, exigir  la percepción de una  contraprestación en 
función del resultado, resulta contradictorio a lo dispuesto en el art. 7.2 LETA, que permite que 
los contratos concertados por los trabajadores autónomos se celebren tanto para la ejecución de 
una obra como para la prestación de un servicio.  
 
 - En segundo lugar, de nuevo en coherencia co n lo dispuesto tanto por el art. 4.3.f), como 
por el art. 10.1, otorga protagonismo a la au tonomía de la voluntad, concediendo preem inencia 
a lo pactado por las partes.  
 
 - Por últim o, y com o com plemento a lo di spuesto en el art. 11.2.c)- “dispon er de 
infraestructura productiva y material propios-, se justifica el ca rácter extralaboral de la figura, 
sustrayendo la nota de ajenidad 679 de la noción de autónom o económicamente dependiente, al 
requerir a estos trabajadores correr con el riesgo y ventura de la activid ad. Además, parece que 
                                                 
679 El presupuesto de la ajenidad es el de mayor significación histórica e indudable trascendencia práctica a la hora 
de determinar el concepto de trabajador. Para su determinación se sostienen varios criterios: 
a) Tesis de la ajenidad en los frutos, es decir,  los frutos del trabajo son atribuidos inicial y directamente a persona 
distinta de la que ejecuta el trabajo. 
b) Tesis de la  aje nidad de l os riesgos. Desde esta  pe rspectiva, en el traba jo por c uenta ajena s e exige n 3  
características esenciales: 
1. Qué el coste del trabajo corra a cargo del empresario. 
2. Qué el resultado del trabajo se incorpore al patrimonio del empresario. 
3. Qué sobre el empresario recaiga el resultado económico fa vorable o a dverso, si n que el tra bajador se  vea  
afectado por el mismo. 
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de nuevo el legis lador pretende destacar la faceta empresarial de los TRADE, la cual, com o ya 
hemos observado en relación con el resto de notas, se presenta difusa en los mismos. En efecto, 
si de un autónom o clásico habláramos diríam os que el riesgo que corre se com pensa con el 
ánimo de lucro que im pulsa la acción e mpresarial680. Si esto lo extrapolamos a la figura del 
autónomo económ icamente dependiente, vemo s cóm o tales circunstancias no suelen 
manifestarse, ya que, en la m ayoría de los caso 681, al trabajar para un único cliente, lo norm al 
es que la inversión, el riesgo y las ganancias sean menores682.  
                                                
 
 Finalmente respecto de esta nota, debem os aludir a lo es tablecido por  l a di sposición 
adicional decimonovena, que exim e a los agentes com erciales, a efectos de ser considerados 
trabajadores autónom os económ icamente dependi entes, del cum plimiento del requisito de 
asumir el riesgo y ventura de sus operaciones; tal dispensa resulta del todo lógica en coherencia 
con la Ley 12/1992, de 27 de m ayo, de régimen jurídico del Contrato de Agencia 683 que en su 
artículo prim ero dispone que “por el contrato  de agencia una perso na natural o jurídica, 
denominada agente, se obliga frente a otra de m anera continuada o estable a cam bio de una 
remuneración, a promover actos u operaciones de comercio por cuenta ajena, o a promoverlos y 
concluirlos por cuenta y en nombre ajeno s, com o interm ediario independiente, sin asum ir, 




 El precepto  11 finaliza ex cluyendo de la condición de TRADE a ciertos trabajad ores 
autónomos que debido a sus características, no resultan acreedores de tan específica 
calificación. Este artículo es tablece que no tendrán la consideración de autónom os 
económicamente depen dientes los  titu lares de  estab lecimientos o locales co merciales e  
industriales y de oficinas y de spachos abiertos al público y lo s profesionales que ejerzan su 
 
680 A diferencia del asalariado, que cediendo anticipadamente la utilidad posible de su trabajo, renuncia a cualquier 
ganancia  distinta de su salario garantizado, el autónomo  decide arriesgarse en aras de la obtención de mayores 
ganancias. 
681 Llevamos a cabo tal reflexión aún asumiendo el posible supuesto en el que el TRADE, trabajando para un 
único cliente económicamente fuerte, del que obtiene importantes ganancias,  
682 Riv ero Llamas tres d écadas atrás ya p reveía la p osibilidad d e trab ajar de manera au tónoma p ero por cu enta 
ajena. Rivero Llamas, J, Instituciones de Derecho del Trabajo, tomo I. 1, Zaragoza, 1977, pág.40. 
683 Esta Ley fue fruto de la transposición de l a Directiva 86/653/CEE del Consejo de 1 8 de di ciembre de 1986, 




profesión conjuntam ente con otros en régim en societario o bajo cualquier form a jurídica 
admitida en derecho.   
 
 Respecto de los titu lares de establecim ientos o locales co merciales e industriales y de  
oficinas y despachos abiertos al público, direm os que su exclusión se deri va principalmente de 
la falta d e dependencia económica; parece qu e la  titularidad  de un estab lecimiento abierto al 
público no está en consonancia c on la percepción de al m enos el 75% de sus ingresos de parte 
de un cliente principal co mo así exige la LETA para  adquirir tal condición. Se trata de sujetos, 
que, a diferencia de los TRADES, presentan su faceta em presarial especialmente desarrollada, 
por lo que dotarles de un régim en específico, basado en u nas necesidades próximas a las de l 
asalariado, carecería de sen tido. Lo m ismo ocurre con  los profesionales que ejercen su  
actividad conjuntamente con ot ros en régim en societario. A unque no cabe duda de que están 
incluidos en el ám bito de aplicación del ré gimen profesional com ún de los trabajadores 
autónomos recogido por la LETA, resulta evidente que no se trata de sujetos necesitados de una 
especial pro tección. En base a la expresión “c ualquier otra form a (societaria) adm itida en  
derecho”damos por correcta su exclusión de la condición de TRADE, de  los socios industriales 
de socied ades regu lares colectivas  y de so ciedades com anditarias, los com uneros de las 
comunidades de bienes y los socios de sociedades civiles irregulares. 
 
 Para finalizar, únicamente queda por indicar que se advierte la falta de algún m ecanismo 
de control que vigile si el cl iente cumple o no con las condicione s exigidas para este tipo de 
relaciones protagonizadas por el TRADE. Existe una  laguna grave en esta materia, ya que ni se 
ha m odificado la Ley sobre infracciones y sanci ones en el orden social ni la que regula la 
Inspección de Trabajo, que no tendrá potestad para vigilar el cumplimiento de lo dispuesto en 
la LETA, careciendo, adem ás, de instrum entos para  sancionar tales inf racciones. Ade más el  
desarrollo reglam entario deberá aclarar aspe ctos com o las condiciones especiales para 




2. El contrato entre el trabajador autónomo 
económicamente dependiente y su cliente principal 
  
 Numerosos son los aspectos de la regulación del contrato que une al trabajador autónomo 
económicamente dependiente y a su cliente princi pal en los que el texto final de la LETA ha 
variado respecto de la s diferentes propuestas 684 presentadas con anterioridad. Por lo que se 
refiere a la em itida por la Com isión de Expertos , ésta se muestra m enos acertada que la Ley  
definitiva, ya que nada señalab a co n relación al contrato q ue el autón omo económ icamente 
dependiente debía celebrar con su  cliente principal, aplicando a estos trabajadores lo dispuesto 
de manera general para todo el colectivo.  
 
Como se infiere de la Exposición de Motivos de la propia Ley 685, los contratos  
celebrados entre el autónom o económicamente dependiente y su cliente tienen naturaleza civil 
o mercantil; esta afirmación no sería del todo acertada si obviáramos el contenido del art. 3.1.b) 
de la Ley, que nos conduce a pensar que resulta posible la naturaleza administrativa de este tipo 
de relaciones.  
 
Teniendo en cuenta que el legislador pretende aportar al TRADE un régim en 
especialmente garantista, a diferencia de lo que  ocurre con cualquier autónom o no dependiente 
económicamente, requiere, en el art.12, que la prestación por él llevada a cabo sea form alizada 
necesariamente mediante contrato escrito. En efecto, el supuesto general del art. 7, que permite 
que los contratos concertados por los autónomos en el ejercicio de su actividad profesional 
puedan celebrarse verbalmente o por escrito, a vol untad de los contratantes , quiebra en el caso 
en el que sea un TRADE el que celebre el con trato con su clien te predominante. Junto a esta 
restricción, no podem os olvidar ot ras dos ya reseñadas anterior mente; por un lado, aquélla, 
                                                 
684 La llevada a cabo por la UPTA abogaba por la libertad de forma e incluía una presunción similar a la del art. 8 
ET, a favor de la existencia del contrato, siempre y cuando, la prestación desarrollada por el TRADE reuniera los 
requisitos ex igidos en  el ar t.1 d e la Pr opuesta; ad emás r egulaba d e m anera exh austiva asp ectos tales co mo l a 
capacidad para contratar, el período de prueba, la validez del contrato, etc. Por el contrario, la Proposición de Ley 
presentada por el Grupo Parl amentario Soc ialista se  mostraba m ás cerc ana a la Ley 20/2007 y rechazaba esta  
libertad, exigiendo la  formalización del contrato por escrito; asimismo, se prese ntaba más completa, llegando a  
determinan el contenido mínimo del aquél. 
685En la expo sición de motivos de la Ley 20 /2007, el leg islador dispone que “las cu estiones litigiosas propias del 
contrato civ il o  m ercantil ce lebrado en tre el au tónomo e conómicamente d ependiente y su  clien te van a estar 
estrechamente ligadas a la propia nat uraleza de la figura de aquél, de t al forma que las pretensione s ligadas al 
contrato si empre van a j uzgarse e n c onexión c on e l hecho de s i el trabaja dor aut ónomo es realm ente 
económicamente dependiente o no (…)”. 
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referida en el art.3.1.c), que ri ge para todo autónom o, por la que  se declaran nulas y sin efecto 
las cláusulas establecidas en estos contratos co ntrarias a las disposiciones legales de derecho 
necesario y, por otro y en sentido similar, la dispuesta en el art.3.2, por la que se entenderá nula 
“toda cláusula del contrato individual celebrado por un trabajador económicamente dependiente 
afiliado a u n sindicato o asociado a una organización de autónom os, c uando contravenga lo  
dispuesto en  un acuerdo de inte rés profesional firmado por dicho sindicato o asociación que le 
sea de aplicación a dicho trabajador por haber prestado su consentimiento”. 
 
Otra vez la LETA deja lugar a la confusión  a consecuencia de su indeterm inación; en 
este caso, si bien indica cómo deben formalizarse los contratos, nada dice respecto del supuesto 
en el qu e la  f orma requerida  se om ita, d ejando en el aire el va lor d e ésta : si con stitutivo o 
meramente declarativo. A nuestro parecer, si bien es cierta la fuerza que la Ley 20/2007 
imprime a esta form alidad, em pleando en la re dacción del precepto térm inos tan  enérgicos  
como “siempre”, teniendo en cuenta que nos encontramos ante una figu ra de naturaleza civil o 
mercantil, amparada por el derecho  com ún, no parece lóg ico apartarse de lo estab lecido po r 
éste, en concreto, en el art. 1278 C. c., el cual dispone que los contratos son obligatorios, 
cualquiera que sea la form a en que  se hayan celebrado, siem pre que en ellos concurran las 
condiciones esenciales para su validez. Lo lógico será que inde pendientemente de que se lleve 
a cabo la f ormalización, y siem pre que el trabajador cu mpla con to das las  exig encias a é l 
demandadas por el art.11, éste adquiera la co ndición de TRADE, quedando tal f ormalidad 
únicamente como requisito ad probationem686, es  decir, requ erida co mo prueba del negocio, 
pero no con dicionando su eficacia negocial 687. Acerca de las  características del con trato, la 
LETA, a  diferencia de propuestas anteriores 688, no dispone nada, sino que prefiere dejar su 
                                                 
686 Es clásica la división entre formalidades ad substantiam o ad solemnitatem, y ad probationem.Las primeras son 
aquéllas que necesitan una c lase de negoci os jurí dicos para su existe ncia o nacim iento. La form a en ellos es  
sustancia, no existen c omo tales negocios  si no a parecen celebrados bajo la form a ordena da legalm ente, (la 
donación de bienes i nmuebles si n est e requi sito, p or e jemplo en  docum ento pri vado, es radi calmente nul a o  
inexistente). Así pues a l os elementos esenciales de todo negocio jurídico y a los exigidos por su tipo concreto se 
une la o bservancia de determinada forma. La fo rma ad probationem es requerida como prueba del negocio. No 
condiciona la eficacia negocial sino que se establece para que aquél pueda ser probado únicamente a través de la 
forma prescrita legalmente, pero el negocio es existente y válido a pesar de su inobservancia. 
687 En este se ntido, Selma Penalva, A., “El trabajador autónomo económicamente dependiente”…, cit., pág. 158; 
entre otros , Se mpere Navarro, A. V., Sánc hez-Urán Aza ña, Y.; en  sentid o con trario, García Nin et, J. I. (d ir.), 
Comentarios a la Ley del Estatuto…, cit., pág. 274. 
688 Proposición de Ley de regulación del trabajo autónomo dependiente presentada por el Grupo Socialista: 
Art.7 Del contenido del contrato 
El contrato en el que se establezca la relación e ntre la empresa y el tra bajador autónomo con dependencia laboral 
deberá formalizarse por escrito y tendrá el siguiente contenido mínimo: 
a. Descripción del servicio a prestar y, en su caso, de su duración. 
b. Procedimientos de control por el empresario del cumplimiento del contrato del autónomo. 
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determinación a un futuro desarrollo reglam entario. Como hemos señalado, en este m omento, 
únicamente contam os con el citado Proyecto de  desarrollo reglam entario anteriorm ente 
aludido, el cual aborda esta cuestión, entre otras; en efecto, el art.4 del texto propuesto –“Forma 
y contenido del contrato”- señala, por un lado , ciertos datos que obligatoriam ente deberán 
constar en el contrato  celebrado entre el TRADE y su cliente principal- la identificación de las 
partes, el contenido de la prestación de l autónom o económ icamente dependiente, la 
contraprestación econó mica asum ida por el clien te, el régim en de la interrupción anual y 
jornada y el acuerd o de interés  pro fesionales q ue sea de apl icación al trabajador-; por o tro, 
cuestiones que de manera voluntaria parece oportuno incluir en el  contrato- fecha de com ienzo 
de sus reactivas prestaciones y su duración, la  duración del preaviso con que el TRADE o el  
cliente han de com unicar la finalización del co ntrato, la cu antía de la  indemnización a la que 
tenga derecho el trabajador o su cliente predom inante, así como las mejoras llevadas a cabo en 
materia preventiva-. Adem ás, el ar t.5 de la Propuesta indica que obligatoriam ente se deberá 
hacer constar en el con trato la cond ición d e eco nómicamente dependien te del au tónomo, así 
como el asentim iento por parte de las partes de la concurrencia de las condiciones a la que se 
refiere el art.11.2 LETA.  
  
 En otro orden de cosas, la Ley 20/2007 no se  conforma con la referida exigencia form al, 
sino que requiere que el contrato sea registrado en oficina pública. Al igual que ocurría respecto 
de la concreción de las caracterí sticas del contrato, la LETA pos pone su desarrollo a un futuro 
reglamento; en este momento, podemos destacar algunos avances que se han venido realizando 
en torno a dicha cuestión. En efecto, el día 21 de febrero de 2008, se dictó una Resolución del 
Servicio Público de Em pleo, por la que se establ ecía el procedim iento para el registro de los 
contratos concertados por los trabajadores autónom os económ icamente dependien tes. Esta  
resolución dispone que hasta tanto se dicten la s disposiciones necesarias para la ap licación y 
desarrollo de la LETA y se form alice una en comienda de gestión o se suscriban los 
                                                                                                                                                           
c. Sistema retributivo, especificando los factores que puedan incidir en variaciones en la cuantía  de los pagos, así 
como la periodicidad de los mismos. 
d. Instrumentos y equipos de trabajo que se faciliten  por el empresario y m edios aportados por el trab ajador para 
desarrollar su actividad. 
e. Fórmulas de imputación de los costos de mantenimiento de lo s equipos, tanto los facilitados por el emp resario 
como los que sean de titularidad del autónomo. 
f. Circunstancias que pueden determinar cambios en los términos del contrato y procedimiento para llevar a cabo 
tales modificaciones. 
g. Causas de extinción del contrato y procedimientos para hacer efectiva la extinción. 
h. Indemnizaciones en caso de extinción anticipada por decisión del empresario. 
i. Formulas y  m odalidades d e mantenimiento de l os c ompromisos po r pe nsiones y  ot ras di sposiciones de 
protección soc ial co mplementaria, en el caso en el qu e el trabaja dor a utónomo hu biese estado vinculado con 
anterioridad a la empresa con una relación laboral como trabajador por cuenta ajena. 
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correspondientes Convenios con las Com unidades Autónomas, el Servicio de Em pleo Público 
Estatal será el encargado de efectuar provisionalmente el registro de tales contratos. En abril de 
2008 se dio un paso m ás, poniendo en m archa una ventanilla electrónica pa ra su registro, que 
sirve com o alternativa al reg istro p resencial en dichas oficinas. La Pro puesta d e d esarrollo 
reglamentario mantiene al Servicio Público de Empleo Estatal como responsable del registro de 
este tipo de contratos, disponiendo que éste deberá llevarse a cabo por el TRADE en el plazo de 
los diez d ías hábiles sig uientes a su  perfección,  siendo informado el cliente en los cinco días 
hábiles siguientes al mismo. En caso de que transcurran quince días hábiles desde su perfección 
sin haber sido registrad o, tal respo nsabilidad recaer á sobre el clien te, el cual con tará con el 
plazo de diez días hábiles para hacer efectivo el registro del contrato (art.6.1).  Por otro lado, el  
texto propuesto tam bién dispone el m odo en que se  efectuará tal registro ; así, señala en su 
art.6.3 que éste se deberá llevar a cabo, bien pers onalmente por medio de la copia del contrato, 
bien m ediante el proc edimiento telem ático d el Serv icio Público d e Em pleo Estata l, que  
informará al Consejo d el Trabajo Autónom o s obre los datos estadísticos de los contratos 
celebrados entre el TRADE y su cliente principal (art.6.5).    
  
Por otro lado, la norm a incide  en el carácter no público de  este registro; entendemos   
que a través de dicho rasgo, el legislado r pr etendía im primir cierta s eguridad, p ermitiendo, 
únicamente, a las partes del contrato solicitar la expedición de un certific ado sobre los asientos 
del registro689. 
 
 La siguiente cuestión que debe ser aclarada es qué contratos y en qué térm inos se verán 
afectados por lo dispuesto en el art. 12 LETA. Pa ra ello, tenem os que acudir  a la disposición 
transitoria 2ª, en la que se seña la que aquellos contratos suscritos con anterioridad a la  entrada 
en vigor de la Ley entre el trabajador aut ónomo económicam ente depe ndiente y el cliente, 
deberán adaptarse a las  prevision es contenidas  en la m isma dentro del plazo de seis m eses 
desde la entrada en vigor de las d isposiciones reglamentarias que se dicten en su d esarrollo690. 
                                                 
689 La Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa propuso en su informe “Observaciones al nuevo 
borrador LETA de 12 de septiembre de 2006”, con el fin de aclarar el  carácter público del registro, la siguiente 
adición al  art .12: “ deberá se r re gistrado a los sol os e fectos de i nformación y  c ontrol po r parte de l a Teso rería 
General de la Seguridad Social, y de su tratamiento estadístico por los entes públicos que correspondan”. Entendía 
que, dado que  la finali dad pretendida para el re gistro excluye s u carácter de acceso público, hubie ra sido 
conveniente precisar mejor el objetivo y alcance que iba a tener el mismo. 
690 La LETA a mplía los plazos dispuestos en la dis posición tra nsitoria 2ª  pa ra dos sectores es pecialmente 
conflictivos: el del transporte y el de los agentes de seguros; de este modo, la disposición transitoria 3ª dispone que 
“los contratos suscritos con anterioridad a la entrada e n vigor de la presen te Ley ent re el traba jador aut ónomo 
económicamente dependiente y el cliente a los que se refiere la disposición adicional 11ª y los contratos celebrados 
por los agentes de seguros que les resulte de aplicación el capítulo tercero de la presente Ley, deberán adaptarse a 
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Observamos cóm o los contrato s ya celebrados no sufrirán, por  ahora, ninguna m odificación, 
teniendo en cuenta que el desarrollo reglamentario aún no se ha producido y, por tanto, el plazo 
otorgado para llevar a cabo su ajuste no ha come nzado a computar. Por ello nos surge la duda 
relativa a la situación en que se encuentran  aquellos trabajadores que aún pudiendo adquirir la 
condición de TRADE debido al cumplim iento de los requerimientos legalmente exigidos, no 
pueden ver adaptados sus contratos y, por tanto, aparentem ente, no resultan m erecedores de la  
aplicación del régimen profesional estab lecido en el Capítulo III del Título I I del E statuto del 
Trabajo Autónomo. Además, la cláusula con la que finaliza el primer párrafo de la disposición, 
parece que aún resta relevancia al tratam iento “privilegiado” que supuestam ente se pretende 
otorgar a estos trabajadores, ya  que condiciona la adaptación del contrato a que “en dicho 
período alguna de las partes opte  por rescindir el contrato”. Es ta previsión, acorde al régim en 
jurídico de la relación civil o mercantil constituida entre las partes, supondrá en la práctica una 
vía de escape frente a la aplicación d e las medidas tuitivas que el nuevo Estatuto dirige a quien 
de facto ya era un TRADE y al que la juridif icación de su posición podr ía ocasionarle la 
desocupación o cese de su actividad profesional 691. El legislador completa el contenido de esta 
disposición estableciendo el período de tiem po, tres m eses, del que dispone el trabajador 
autónomo económicamente dependiente para comunicar a su cliente principal la adquisición de 
su condición de TRADE.  
 
A propósito  de estas cuestion es, el CES em itió en su D ictamen su parecer, q ue 
compartimos y que no f ue tenido en cuenta por el le gislador en texto definitivo; así, llamaba la 
atención “sobre el hecho de que la no regulación del modo en que se tengan que acreditar los 
ingresos del trabajador para otor garle la consideración de autónom o dependiente o de las 
consecuencias del incu mplimiento de los requisitos de fo rma y registro, podría  generar 
inseguridad jurídica, tanto en el periodo  transitorio hasta el co rrespondiente desarrollo 
reglamentario, como posteriorm ente, por ser és tas cuestiones que deberían ser trata das en el 
propio Estatuto del trabajo autónomo”. 
 
                                                                                                                                                           
las pre visiones co ntenidas e n l a m isma den tro del plazo de dieciocho meses des de l a ent rada e n vigor d e l as 
disposiciones reglamentarias que se dicten en su desarrollo, salvo que en dicho periodo alguna de las partes opte 
por rescindir el contrato.  
El trabajador autónomo en el que concurra la circunstancia de ser económicamente dependiente en el supuesto al 
que se refiere la disposición adicional 11ª y en el  supuesto del agente de seguros, deberá comunicarlo al cliente 
respecto al que adquiera esta condición, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente Ley”.  
691 Morato García, R. M., “El régimen laboral del trabajador autónomo económicamente dependiente…”, cit. pág. 
94. En  el m ismo sen tido, B arrios Baud or, G. y Ap illuelo Martín , M., Introducción al Estatuto..., cit., pág.111, 
García Jiménez, M., y Molina Navarrete, C., El Estatuto profesional del trabajo autónomo…, cit., pág. 144. 
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 Por últim o, el art. 12.1 de la LETA requiere que, al igual que respecto de las  
características del contrato y su registro, se  lleve a cabo un desarrollo reglam entario de las 
condiciones para que los repres entantes legales de los trab ajadores tengan acceso a la 
información de los contratos que su em presa celebre con trabajadores autónom os 
económicamente dependientes, Apreciam os cómo en aras de la protección del derecho a la 
intimidad personal de lo s TRADE, se condiciona, al igual que hace el art. 8.3.a) 692 y e l 64.1.2 
ET respecto del con tenido del con trato de trab ajo, el acceso  a es ta información a lo dispues to 
por la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de m ayo, de protección civil del derecho al honor, a la 
intimidad personal y f amiliar, y a la prop ia im agen693. Respecto de la citada propuesta 
reglamentaria, su art.7 –“Inform ación sobre los contratos”-, recordándonos al art.8.3.a) ET en 
relación a la obligación de l empresario para con  los rep resentantes de los asalariad os, dota a l 
cliente de un plazo no superior a diez días hábi les a partir de la contratación del T RADE para 
informar, siempre respetando el derecho a la inti midad, a los representantes de sus trabajadores 
de las s iguientes cu estiones: la ide ntidad de l tr abajador autónom o, el objeto del contrato, su 
lugar de ejecución, así com o la fec ha de co mienzo y duración del m ismo. Tal propuesta, al 
igual que la LETA respecto de algunas cuestiones,  remite a la norm a laboral, concretamente a 
su art.65, que se refiere a la observancia por parte de los repr esentantes del deber de sigilo con 
respecto de aquella inform ación que, en legítimo y objetivo interés de la em presa o del centro 
de trabajo, les haya sido expresamente comunicada con carácter reservado. 
  
 El apartado segundo del art.12 insta al aut ónomo económicamente dependiente a h acer 
constar exp resamente en  el contrato,  por un  lado, su condición de TRADE y, por otro, las 
variaciones que se produjeran al respecto. Si en líneas anteriores abordábamos el supuesto en el 
que contratos existentes con anterioridad a la entrada en vigor de la LETA debían ser adaptados 
a ella, ahora nos encontram os ante un supuesto di stinto, en el que los co ntratos son celebrados 
con posterioridad a la en trada en vigor de aquélla. Lo primero que debemos intentar aclarar es 
el momento en que éstos deben concertarse, es decir, una cuestión especialmente controvertida, 
al menos a la espera del citado desarrollo reglamentario- su proyecto a penas aclara la cuestión-
. En princip io, parece que la opción m ás acertada sería celeb rarlo a posteriori, una vez que se 
hubiera constatado el cum plimiento de las condiciones exigidas en  el art.11. Si em bargo, para 
que esto pu diera llevars e a cabo sería necesario  un parám etro tem poral de valoración de la 
                                                 
692 M odificado posteriormente p or el  art .32.2 de l a Ley  14/2000, de 2 9 de si embre, de M edidas Fiscales, 
Administrativas y de Orden Social. 
693 El TC ha consagrado la corrección constitucional  de estas reglas en su Sentencia142/1993, de 22 de abril (RTC 
1993\142) 
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concurrencia y m antenimiento de tales requisitos 694-que hoy por hoy no está fijado-; adem ás, 
nos preguntam os si durante el transcurso de  este periodo, el TRADE podrá disfrutar del 
régimen privilegiado of recido por la LETA o por el contrari o, hasta que se constate el 
cumplimiento de los requisitos – tam poco determ ina la Ley quién será el encarg ado de tal 
constatación-, continuará afecto al régimen profesional que el Es tatuto prevé para el autónom o 
común, por supuesto, mucho m enos garantista. Ot ra opción será la celebración del contrato a 
priori, es d ecir, con carácter prev io a la prestación de servicios, elección no carente de 
problemas teniendo en cuenta que en este supu esto no se podrá hacer constar el cumplimiento 
efectivo de los requisitos exigidos en el m omento de concertarse el m ismo. Así las cosas, 
parece qu e la segunda opción será la m ás acer tada, siempre tenien do en cuen ta que el 
cumplimiento de tales condiciones será teórico.  
 
Como ya he mos señalado, la LETA exige a es te trabajador que confirme su condición 
en el contrato; no  entendem os por qué d icha obligación solam ente recae en és te, s i no s 
encontramos ante la celebración de un contrato bilate ral qu e requ iere d e la participación de 
ambas partes, es decir, tam bién de la cons tatación de su condición por parte del cliente 
principal. Respecto de la m anifestación de las posibles variacion es que pudieran darse en el 
futuro, entendemos que se trata de una disposic ión innecesaria, sobre to do, teniendo en cuenta 
que en el caso de q ue éstas  se pro dujeran, se  decidirían,  norm almente, con posterioridad al 
contrato y a través de la novación695.  
 
 El art.12.3 LETA se hace cargo d el supuest o de un trabajador au tónomo puro que, 
habiendo contratado previam ente con varios client es su actividad profesional al margen del 
régimen propio de los trabajadores autónom os económicamente dependientes, pasa a acreditar, 
por alguna circunstancia sobrevenida, semejante consideración respecto de un concreto cliente. 
Para este caso, la LETA dispone que se respetará íntegramente el contrato firmado entre ambas 
partes hasta la extinción del mismo, a no ser que éstas acordasen modificarlo para actualizarlo a 
las nuevas circunstancias propias de la condi ción de TRADE. Nos encontraríamos ante el 
supuesto en que uno de los clientes  comienza a manifestarse como fuente principal de ingresos 
del trabajador, en concreto, de  al m enos el 7 5% de los m ismos. La LETA con diciona la 
novación efectiva a la v oluntad de las partes, lo  cual parece contrariar  la doctrina sentada por 
                                                 
694 Luque Parra, M. y Martínez Fons, D. apuestan por establecer como criterio temporal el período de declaración 
de IVA. Luque Parra, M. y Martínez Fons, D. “Régimen profesional del trabajador autónomo dependiente” en Del 
Rey Guanter, S. (dir.) AAVV, Comentario al Estatuto…, cit. pág.182. 
695 Montoya Melgar, A. y Martín Jiménez, R., Estatuto del Trabajo Autónomo…, cit, pág. 156.. 
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los Tribunales que dispone que la calificación de la relación jurídica se def ine por las 
circunstancias y condiciones en que ésta se desarrolla y no por el nomen iuris con que la  
califiquen las partes 696. En base a ello, teniendo en cuenta  que la LETA  perm ite a las partes 
negar la novación realmente producida, consider amos que esta situación no podrá mantenerse 
durante un periodo prolongado de tiem po, ya que , de ser así, se es taría favoreciendo la 
aplicación de un régim en inapr opiado a un trabajador, que por  las circunstancias en que 
desarrolla s u actividad  profesional,  m erece el tratamiento m ás protecci onista reco gido en el 
Capítulo III del Título I de la LETA y no el aplicable al autónomo común.  
 
 Finalmente, el art.12.4 LETA dispone que cuando en el contra to no se hubiera fijado una 
duración o un servicio determinado, se presumirá, salvo prueba en contrario, que el contrato ha 
sido pactado por tiem po indefinido. La LETA  na da dispone respecto de la duración de los 
contratos concertados entre los autónom os ec onómicamente dependientes y sus clientes 
principales, por ello, teniendo en cuenta la relaci ón género-especie, al udida en num erosas 
ocasiones, entendemos que, en aplicación de lo fijado por el art.7.2, tendrán la duración que las 
partes acuerden.  
 
Llama la atención que el legis lador retom e la presunción laboral “i uris tantum ”, hace 
más de una década eliminada del art.15 del Estatuto de los Trabajadores por la Ley 11/1994, de 
19 de m ayo por la que se m odificaban determinados artículos del m ismo, así como del texto 
articulado de la Ley de Procedimiento Laboral y de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social. El deseo de dotar de segurid ad juríd ica y estab ilidad a las relaciones 
profesionales entabladas por los TRADES, llevan al legislador a incorporar en el régim en 
jurídico atribuido a éstos, una m edida, en cierto modo, discordante con este tipo trabajo, que, a 
pesar del estrecho vínculo que une a las partes contratantes, no reniega de la autonom ía propia 
de su naturaleza. 
 
 
                                                 
696 STS de 6 de junio de 1990, Sala de lo Social (RJ. 1990\5027); en el mismo sentido, STSJ de Extremadura de 30 
de junio de 1997, Sala de lo Social (AS.1997\2411) y STSJ de Extremadura de 12 de noviembre de 1997, Sala de 
lo Social (AS. 1997\4059). 
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 3. Jornada de la actividad profesional 
 
 Antes de com enzar a a nalizar el conten ido del art.14 LE TA, debe mos apuntar que la 
regulación de los tiem pos de trabajo constituye una de las cu estiones más controvertidas de la 
norma, habida cuenta que con anterioridad a la m isma, la fi jación de la jornada en el contrato 
concertado por un trabajador era un  indicio para que los Tribunale s de lo Social determ inaran 
su som etimiento al poder de dirección del em presario y, por tanto, a la calif icación de la  
relación como laboral. Con la entrada en vi gor de la LETA, el establecim iento de la 
distribución del horario de prest ación de servicios ha dejado de  conformarse como indicio de  
presunción de labor alidad para con stituirse en re quisito p ropio de la a ctividad profesional, s i 
bien difícil de casar con la independencia in herente al autónom o. Por  ello nos preguntam os 
dónde queda en el art.11 de la LE TA, dedicado a la fijación de los caracteres propios de la 
figura, la posible determ inación de los tiem pos de trabajo. Desde luego, no en el apartado 2.d)  
del m ismo, que establece que el TRADE debe “desarrollar su activ idad co n criterios  
organizativos propios”.  
 
 El art.14 LETA se presenta poco sistem ático desde su encabezam iento, que refiriéndose 
exclusivamente a la “jornada de la actividad  profesional”, genera confusión en torno a l 
contenido del mismo, que, como veremos, no se limita a ésta, sino que aborda otras cuestiones, 
aunque relativas al tiempo de trabajo, distintas de la jornada; además, la sistemática seguida por 
el legislador no resulta razonable, al comenzar por el tratam iento de las laboralmente llamadas 
vacaciones. Por otro lad o, volvemos a apreciar el  rechazo de todo aquello que pued a resultar 
evocador de lo dispuesto por el Ordenam iento Laboral. Es cierto que el artífice de la LETA,  
siendo consciente de que irremediablemente la alusión a estas cuestiones, de por sí, aproxima la 
norma de modo vertiginoso al Derecho del trabajo697, optó por emplear términos a través de los 
                                                 
697 La Comisión de Expertos se vio en la obligación de justificar la regulación de estas cuestiones tan “laborales” 
en su propuesta; en este sentido, afirmaba que “el trabajo por cuenta propia suele efectuarse para una pluralidad de 
clientes y, además, en un régimen donde suele primar más el resultado de la obra o servicio proporcionado, siendo 
por tanto secundario el tiempo invertido en su ejecución. Esta regla general se puede ver sustancialmente alterada 
cuando se trata d e la m odalidad de t rabajo autónomo depe ndiente, po r cuanto que, al presta rse servicios  
primordialmente para una s ola em presa, aparece c omo decisivo el tie mpo em pleado e n la ejec ución del 
correspondiente contrato. Más aún, en este tipo de trabajo, a menudo, la obligación convenida, en lugar de ser d e 
resultado, es de act ividad y, p or t anto, su c umplimiento se pondera en función del t iempo de dicado a su 
realización. Es ta realidad e xplica que no se  contemplen reglas es pecíficas en  relación con la jorna da de tra bajo 
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cuales enmascarar vocablos típicos de la relación laboral; así, vemos como “jornada laboral” se 
torna en “jo rnada de la activ idad p rofesional”, “vacaciones” en “interr upción de la activida d 
anual” u “horas extras por re alización de la actividad ” en “tiempo superior al pactado 
contractualmente”, en fin, ridícu los circunlo quios que solam ente aportan conf usión a la 
redacción del precepto.  
 
 El art. 14.1 LETA,  co mo ya he mos señalado, proclam a el derecho del autónomo 
económicamente dependiente a una interrupción de su actividad a nual de 18 días hábiles, sin 
perjuicio de que dicho régim en pueda ser  m ejorado mediante contrato individual o a través de 
acuerdos de interés profesional.  
 
 En relación con lo dispuesto en el art. 38 de l Estatuto de los Trabajadores respecto de las 
vacaciones de los asalariados, la LETA reduce c onsiderablemente este periodo de descanso. En 
efecto, a d iferencia de los trab ajadores por cuen ta ajena, los cuales g ozan de un m ínimo de 
treinta días, la Ley 20/2007 reduce a 18 698 este período de descans o. Lo que en un principio 
pudiera parece una m anifiesta injusticia por disc riminación, pierde intensidad si consideram os 
cierto m atiz. Mientras la norm a laboral al disponer dicho período de tiempo habla de días  
naturales, el legislador de la LETA se refiere a días hábiles, lo  cual reduce la diferencia antes 
señalada, pasando los 18 días a 21, aproxim ándose notablem ente a los 30 naturales del  
trabajador por cuenta ajena. Si en p rincipio esta diferencia en com paración con el tratam iento 
recibido por parte de los asalaria dos resulta nimia, hay otra de mayor gravedad: el c arácter no 
retribuido de tal período de descanso para los TRADE frente al remunerado de los trabajadores 
dependientes, lo cual trae cons igo varias consecuencias; por un lado, la conculcación tanto del 
Texto Constitu cional, q ue en su art. 40.2 enco mienda a los poderes p úblicos v elar por el 
descanso necesario de los trab ajadores mediante “vacaciones periódicas retribuidas”, com o la 
normativa com unitaria, concretam ente el art .7 de la Directiva 2003/88/CE del Parlam ento 
Europeo y del Consejo de 4 de  noviem bre de 2003, relativa a de terminados aspectos de la 
ordenación del tiem po de trabaj o, que constriñe a los Estados  m iembros a adoptar m edidas 
necesarias para que todos los trabajadores dispongan de un período de al menos cuatro semanas 
de vacacion es anuales retribuidas. Por otro, la transform ación de este supuesto período d e 
                                                                                                                                                           
para el conjunto de los tra bajadores autónomos. Pero también justifica la oportunidad de establecerlas en relación 
con el autónomo dependiente”.  Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 128. 
698 Respecto de la Propuesta de la Comisión de Expertos, apreciamos en el  texto definitivo un incremento de t res 
días, teniendo en cuenta que aquélla abogaba por una interrupción de la actividad anual de quince días hábiles. 
 346
descanso en una mera interrupción justificada y no retribuida de la actividad de las recogidas en 
el art.16 LETA.  
 
Con la parquedad a la que nos tiene aco stumbrados la Ley 20/2007, nada dispone 
respecto del régim en de disfrute de dichos d ías, es d ecir, s i deben ser disfrutados de m anera 
continuada o, por el contrario, pue de el TRADE distribuirlos en varios períodos a lo largo del  
año. A tenor de lo dispuesto en el precepto , nos decantam os por e l disfrute continuado , 
teniendo en cuenta que la LETA apu nta “una interrupción” en singular . Entendemos que tanta 
oscuridad deberá ser resuelta a trav és de los  contratos que estos trabajadores suscriban con su 
cliente principal, así como por los acuerdos de in terés profesional, a los que la Ley faculta para 
mejorar lo por ella establecido, volviendo la au tonomía de la voluntad a cobrar protagonismo. 
Por todo ello, debem os decir que poco se ha av anzado en relación a la cuestión, ya que resulta 
evidente que con anterioridad a la entrada en vi gor de la LETA, los autónom os ya podían 
concertar interrupciones de la actividad o todo aquello que tuvieran por conveniente a través de 
cláusulas incorporadas a sus contratos individuales, como así consiente el art.1255 CC699. 
 
 El art. 14.2 remite al contrato individual o al acuerdo de interés profesional la fijación del 
régimen de descanso sem anal y el correspondient e a los festivos, así como la cuantía m áxima 
de la jo rnada de trab ajo700 y, en el caso de que la m isma se com pute por m es o año, su 
distribución semanal. El legislador opta por no precisar un m áximo de la jornada  de actividad, 
dejando tal determ inación al arbitrio de las part es, bien a través del pacto colectivo bien 
mediante el contrato individual, respetando, en  todo caso, el juego del art.3.2. Así las cosas, 
entendemos que en el caso de que  no se estipule nada, este pr ecepto perderá todo sentido, 
teniendo en cuenta el silencio de la LETA así  como la inexistencia de órganos de control 
pendientes de que tanto el establ ecimiento de la jornad a como su observancia se cumplan de 
manera efe ctiva. P roblema que se verá agra vado, debido a que esta falta de concreción 
impedirá la m aterialización de lo  establecido en otras disposiciones como la r elativa al lím ite 
para la realización de las laboralm ente llamadas horas extras o el derecho a conciliar la vida 
laboral, personal y familiar.  
 
                                                 
699 Art. 1255 CC: 
Los contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, siempre que no 
sean contrarios a las leyes, a la moral, ni al orden público.  
700 Según el  informe presentado por la Comisión de E xpertos las medias de horas semanales de l os autónomos 
rebasan las de los trabajadores asalariado (seis horas más) fundamentalmente en el  sector del transporte (8 h oras 
más) y en el sector de la hostelería (12 horas más). Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 55. 
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Desde la perspectiva contraria, para el supue sto en que por acuerdo colectivo o contrato 
individual, por el contra rio, sí se haya pactado la cuantí a m áxima de la jornad a, tam bién 
hallaremos impedim entos. Por un lado, el cóm o cas ar tal fijación con lo  establecido en el 
art.11.2.e) LETA, el cual dispone que el TRADE recibirá una contraprestación económ ica “en 
función del resultado de su actividad” 701. Por otro, el determ inar dónde quedará la línea que 
separa al trabajador asalariado del económ icamente dependiente, si éste, al igual que aquél, se 
ve constreñido a un horario concertado con un cliente principal situado en posición de 
superioridad que le hace valedor de un poder similar al de dirección que ostenta un empresario.  
 
 
De igual m odo, el legislador se inclina por no establecer el descanso semanal m ínimo, 
dejando su fijación a las partes 702, obviando cualquier referencia al  descanso entre jornadas, lo 
que resulta perjudicial respecto del disfrute de dos de los de rechos proclamados en el catálogo 
del art.4; concretam ente, el dispuesto en su la  letra  e),  re lativo a la  seguridad y salud en el 
trabajo, as í com o el recogido en la letra g) res pecto de la conciliación de la vida personal, 
familiar y p rofesional. Entendem os adem ás que hubiera resultado acertado, m ás teniendo en  
cuenta la atención que el art. 9 m uestra a este colectivo, haber establecido una jornada especial 
en relación a los autónomos económ icamente dependientes m ayores de 16 y m enores de 18 
años. 
 
 Llama la atención que la LETA, a diferencia de la Propuesta presentada por la Com isión 
de Expertos, haya obviado toda referencia al tiem po de trabajo  en u n secto r co mo el del 
transporte, el cual, en aras de la seguridad vial, en general, as í como de la de los autónom os 
conductores, en particular, requiere de un especi al tratamiento. La Directiva 2002/15/CE, de 11 
de m arzo703, relativa a la ordenación del tiem po de  trabajo de las pe rsonas que realizan 
                                                 
701 Parece que la  Comisión de Expertos al menos se di o cuenta de éste es collo, soslayando, en ciert o modo, el 
mismo, al li mitar lo  por ella estipulado en  relación con el  tiempo de tra bajo al supues to en el que “l a actividad 
profesional comprometida se determine en función del tiempo de dedicación” 
702A dife rencia de la LETA, la  propuest a pre sentada por la UPT A, en s u ar t. 13.1, dis ponía que “en aquellas  
prestaciones de servicios que exijan la presencia diaria del t rabajador autónomo dependiente en  una empresa o  
centro de act ividad, dicho t rabajador t endrá de recho a un dí a y  m edio de descanso sem anal. Est e perí odo se 
ampliará hasta dos días en el caso de menores de dieciocho años”.  
703 M ediante su s res pectivas d emandas, Es paña y  l a R epública de Finlandia sol icitaron l a a nulación de  l a 
Directiva, en l a medida en que ésta  se refería a l os trabajadores autónomos. Las partes demandantes invocaban 
motivos que, unas veces, eran comunes, y otras específicos de su respectivo asunto, basados en : a) la violación del 
principio de l egalidad; b) l a vi olación de l os derechos de l ibertad profesional y  de  e mpresa, del  p rincipio de 
proporcionalidad y  en que l a Di rectiva i mpugnada n o tenía po r o bjeto l a segu ridad vi al; c) l a v iolación del 
principio  de no discriminación y del art. 74 CE; d) y un a infracción de los art. 137.2 y 157 CE . Mediante la 
STJCE, de 9 de septiembre, de 2004 ambas demandas fueron desestimadas. 
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actividades móviles por carretera, aunque dirigida al trabaj ador asalariado, ya contemplaba la 
necesidad de emisión de un informe antes del 2007 respecto del trabajo autónomo 704. Así pues, 
la Comisión de Expertos, en coherencia con lo di spuesto por aquélla, instaba al Gobierno, en la  
disposición final segunda de su P ropuesta705, a elabo rar u n inform e a través  del cual s e 
estudiara el régimen de la jornada de trabajo de este tipo conductores. Por el contrario, la LETA 
omite toda referencia, únicam ente exhortando al Gobierno, en su disposición adicional 
decimocuarta706, a llevar a cabo, en el plazo de un a ño, un estudio sobre los sectores de  
actividad que tuvieran una especial incidencia en  el colectivo de trabajadores autónomos, entre 
los que podemos incluir a los transportistas707.  
                                                 
704 Art. 2 Directiva 2002/15/CE: 
Ámbito de aplicación: 
La presente Directiva se a plicará a los trabajadores m óviles empleados por empresas establecidas en un Estado 
miembro y que participen en actividades de transporte por carretera incluidas en el Reglamento (CEE) no 3820/85, 
o, en su defecto, en el Acuerdo AETR. 
Sin pe rjuicio de l as di sposiciones del pá rrafo si guiente, l a prese nte Directiva se a plicará a l os conductores 
autónomos a partir del 23 de marzo de 2009. 
A m ás t ardar dos a ños a ntes de  di cha fecha, l a C omisión p resentará un i nforme al Parl amento E uropeo y  al  
Consejo. Dicho i nforme anal izará l os efec tos de l a e xclusión de l os conductores a utónomos del  ám bito de  
aplicación de la presente Directiva desde el punto de vista de la seguridad vial, las condiciones de competencia, la 
estructura de la profesión, as í co mo aspectos sociales. Se tendrá n en cuenta las circunstancias de cada Estad o 
miembro en lo relativo a la estructura del sector del transporte y al entorno profesional del transporte por carretera. 
Sobre la base de este informe, la Comisión presentará una propuesta, con objeto, según convenga, de: 
— de finir l as modalidades p ara l a i nclusión de  l os c onductores a utónomos en el  ám bito de apl icación de l a 
presente Directiva con respecto a ciertos conductores autónomos que no participan en actividades de transporte por 
carretera en otros Estados miembros y que están sujetos a obligaciones locales por raz ones objetivas, com o una 
ubicación periférica, unas distancias interiores considerables o un entorno competitivo concreto, o bien: 
— no incluir a los conductores autónomos en el ámbito de aplicación de la presente Directiva. 
705 D isposición final seg unda d e la Pr opuesta d e Estatu to de lo s Tr abajadores Au tónomos p resentada p or la  
Comisión de Expertos: 
En el plazo de nueve meses, a contar desde la entra da en vigor de la presente Ley, el Gobierno, a través de una 
Comisión in terministerial co nstituida al efecto , elaborará un inform e a  trav és del cual se estud ie el rég imen 
vigente, así como su posible m odificación, de la jornada de trabajo de los conduct ores autónomos desde el punto 
de vista de la seguridad vial, las condiciones de la competencia, la estructura de la profesión, así como los aspectos 
sociales. Dicha Comisión estará con stituida por representantes de los Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales, 
del Interior y de Fomento. El referido informe, una vez concluido, será sometido a las correspondientes consultas 
con las asociaciones representativas de trabajadores autónomos del sector. 
706 Disposición adicional decimocuarta de la LETA: 
Estudio sectorial del trabajo autónomo 
El Gobierno elaborará, en el plazo de un año, un estudio sobre los sectores de la actividad que tiene n una especial 
incidencia en el colectivo de trabajadores  autónomos, que incluya, entre otros, los siguientes aspectos: 
Los e fectos que t ienen l as especificidades pr opias de c ada sector e n l as condiciones  del tra bajo (retributivas, 
conciliación familiar, protección social, etc.) que realiza el trabajador autónomo. 
Un diagnostico sobre los sectores en reconversión o sometidos a procesos de modernización  que tienen una mayor 
afectación  en la actividad realizada por trabajadores autónomos. 
Un a nálisis sobre la necesidad de incentivar el cese anticipado de tra bajadores a utónomos en det erminados 
sectores. 
707 Otro sector ignorado, a pesar de su relevancia en cuanto al tiempo de trabajo se refiere, es el de la construcción. 
Cruz Villalón ya advirtió sobre los riesgos del desarrollo de una jornada excesiva por parte de estos trabajadores: 
“Particularmente puede n re sultar los exce sos de jornadas en tre las activ idades au tónomas d el s ector d e l a 
construcción, donde posi blemente nos e ncontremos con la gran dificultad de hac er cum plir efectivam ente 
cualquier tipo de normativa que exi ja tiempos mínimos de descanso a los trabajadores autónomos. Dado que ello 
puede tener graves repercusiones sobre las garantía mínimas se seguridad y salud en el trabajo, habría que actuar 
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  El art.14.3 LETA hace  referencia, una vez m ás recurriendo al estilo  perifrástico, a la 
realización de activ idad por tiem po superior al pactado contractualm ente, en definitiva, a las 
conocidas, desde un punto de vista laboral, co mo horas extras, locución, desde luego, m ás 
directa e inteligible. 
La LETA otorga carácter voluntari o al desarrollo de este tiempo de trabajo; y es  que, destaca 
esta plena voluntariedad a través de la expresión “en todo caso”. Dicho carácter opcional pierde 
del todo su esencia si del TRADE hablam os; en  efecto, difícil será encontrar un trabajador 
económicamente dependiente que se niegue a r ealizar la actividad por tiem po s uperior al 
pactado, si dicho desarrollo viene “sugerido” por el  cliente principal, en m anos del cual queda 
su subsistencia. Lo único positivo del carácter vol untario que la LETA otor ga al desarrollo de 
estas horas,  es que, en el caso de que el trab ajador se niegue a llev arlas a cabo , el clien te 
principal no podrá rescindir la relación existente entre ellos. 
 
Por otro lado, la LETA sitúa en una posic ión preem inente al acuerdo de interés 
profesional, que será el encargado  de estipular el posib le incremento de horas respecto de la 
jornada ordinaria; únicamente si este pacto nada estableciera, rige un limite que fija la Ley: “no 
podrá exceder del 30% del tiempo ordinario de actividad individualmente acordado”. Teniendo 
en cuenta que estamos ante una relación de derecho privado en la que prim a la autonomía de la 
voluntad, el legislador opta por no lim itar lo c onvenido en este tipo de acuerdos; es decir, a 
diferencia d e lo que ocurre en relación con las v acaciones, resp ecto de las cuales resulta 
imperativo el establecimiento de los 18 días, pudiendo únicamente mejorar el plazo el acuerdo 
de interés profesional, respecto de las horas ex tras el pacto podrá estipular lo que deseen las 
partes, sin limite alguno. Si bien es  cierto que esto resulta lógico si de una figura de naturaleza 
privada hablamos, nos sorprende tal laxitud en base a la f inalidad tuitiva de esta norma. Como 
vemos, nada cam bia en este punto respecto de la  situación anterior al  Estatuto del Trabajo 
Autónomo. También nos parece desconcertante que la LETA dispone un limite a estas horas, el 
30%, sin haber fijado la jornada m áxima. En esto debería haber emulado a la norma laboral, la 
cual al referirse a tal restricción, remite, en su art. 35.1, a “la jornada ordinaria de trabajo, fijada 
de acuerdo con el artículo anteri or”. En otro orden de cosas,  hay que volver a destacar la  
                                                                                                                                                           
con c ontundencia en este se ctor, sie ndo quizás po sible imponer un respeto m ínimo m ediante am enaza del 
incremento d e las respo nsabilidades econó micas; p or ej emplo, ex tendiendo el recargo  d e prestaciones por 
accidentes derivados  del incum plimiento de esta legisl ación a las prestaciones de l a Seguri dad Social de los  
trabajadores autónomos, a semejanza de los establecido en el art.123 de la Ley General de Seguridad Social”. Cruz 
Villalón, J., “Propuestas…”, cit., pág. 41. 
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parquedad de la norm a que poco  establece respecto  del rég imen de estas horas; así, nada 
manifiesta, por ejemplo, respecto de si estas horas serán pagadas, cual será su cuantía o si serán 
compensadas mediante descanso.  
 
 La LETA en su art.14.4, extrapolando lo dispue sto en la legislación laboral, en concreto, 
en el art. 34.8 ET, señala que el horario de act ividad procurará adaptarse a los efectos de poder 
conciliar la  vida perso nal, f amiliar y prof esional del trab ajador autó nomo económ icamente 
dependiente. No necesitamos de un anális is exhaustivo del mismo para inferir que lo dispuesto  
en este apartado del art.14 LETA carece de contenido. Como señalamos al abordar el art. 4.3.f), 
nos encontramos ante una cuestión ajena al trab ajo autónomo debido a la ausencia en éste de 
contraparte. La norm a parece cono cedora de tal dificu ltad cuando dispone que el horario  
“procurará adaptarse”, es deci r, huye de las form as i mperativas, optando por una m era 
recomendación, la cual el legislado r de la LETA parece sentir de realización utópica. Tal 
inaplicabilidad se hace patente en las escasas medidas que respecto d e esta cue stión la Ley  
dispone. Así, como veremos al analizar el art. 16, aquéllas relativas a la interrupción justificada 
de la actividad en los supuestos  de maternidad, paternidad, riesgo durante el em barazo, riesgo 
durante la lactancia y adopción o acogimiento, adolecen de falta de eficacia en la práctica. 
 
 El legislador pone fi n al artículo 14, pres tando especial atenci ón a las víctim as de 
violencia de género 708, respecto de las  cuales pro clama el derecho a la adaptación del horario 
de activ idad con el objeto de hacer efectiva su protección o  su derecho a la asisten cia socia l 
integra. Al menos en lo que respecta a su reda cción, este apartado resulta más concluyente que 
el aludido con anterioridad, evit ándose todo vocablo difuso como el “p rocurará” empleado en 
el apartado anterior. 
 Aunque la LETA, a diferencia de lo ocu rrido en otros precep tos en los qu e rem ite 
directamente a otras normas- Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y acc esibilidad univ ersal de las persona s c on discap acidad, Ley Orgánic a 
3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de hombres y mujeres, la Ley 22/2003, de 29 
de diciem bre, que establece m edidas de lucha contra la m orosidad en las o peraciones 
mercantiles o Ley 22/2003, de 9 de julio, Concu rsal, entre otras-, silencia toda referencia a la 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciem bre, de Me didas de Protección In tegral contra la 
                                                 
708 En base a lo dispuesto en la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas 
de protección integral contra la violencia de género, se entiende por tal, la violencia que se dirige sobre las mujeres 
por el hecho mismo de serlo, por ser consideradas, por sus agresores, carentes de los derechos mínimos de libertad, 
respeto y capacidad de decisión. 
 351
Violencia de Género, debe de ser a ella a la que debem os prestar atención, a pesar de las 
escasas referencia que encontram os respecto de  la trabajadora autónom a. Esta norm a, en su 
mayoría va dirigida al trabaj o asalariado, aludiendo únicamente al llevado a cabo por cuenta 
propia en sus arts. 21.5709 y 22710. 
Para term inar tenem os que decir que el apar tado 5 del art.14 resulta una incorporación de 
última hora llevada a cabo en la fase final de la tramitación de la Ley 20/2007 por el Dictam en 
de la Comisión  de Trabajo y Asuntos Sociales sobre el Proyecto de Ley.  
 
4. Interrupciones justificadas de la actividad profesional 
 
 El art.16 LETA se ha ce cargo de los supuestos  que justifican la interrupción de la 
actividad profesional del aut ónomo económicamente dependiente.  Sorprende que a diferencia 
de la sis tematización lógica, la LE TA anteponga el tratam iento de la extinción co ntractual al 
relativo a este tipo de interrupciones. Destacando este atípico modo de proceder de la Ley -a la 
vez que obviando el m ismo-, procederem os a ana lizar, en prim er luga r, las interrupciones 
justificadas de la actividad, para  posteriormente proceder al estudio de la extinción contractual, 
recogido en el art.15 LETA. 
 
 Se trata de una m uestra m ás de la cercan ía ex istente entre el TRADE y el trab ajador 
asalariado; teniendo  en  cuenta qu e los ingr esos que aquél recibe por parte del cliente 
constituyen su m edio de vida, an te determ inadas circun stancias, en  aras d e u n adecuado  
régimen protector, resulta necesario proclamar su derecho a suspender la activid ad profesional 
que desarrolla, sin tener que extinguir el contrato del cual depende su subsistencia. La LETA se 
sitúa en el térm ino medio entre lo dispuesto por las primeras propuestas y lo recom endado por 
la Comisión de Expertos. Así, huye tanto de la fi el reproducción de lo establecido por la norm a 
                                                 
709 Art.21.5 Ley Orgánica 1/2004: 
A las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia de género que cesen en su actividad para hacer efectiva 
su protección o su derecho a la asistencia s ocial integral, se les suspenderá la obligación de cotización durante un 
período de s eis meses, que l es serán c onsiderados como de cotización efectiva a efec tos de las pres taciones de 
Seguridad Social. Asimismo, su situación será considerada como asimilada al alta. 
A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se tomará una base de cotización equivalente al promedio de las 
bases cotizadas durante los seis meses previos a la suspensión de la obligación de cotizar. 
710 Art.22 Ley Orgánica 1/2004:  
“Programa específico de empleo” 
En el  m arco del Pl an de Em pleo del R eino de Es paña, se i ncluirá u n programa de a cción e specífico para l as 
víctimas de violencia de género inscritas como demandantes de empleo. 
Este programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva actividad por cuenta propia. 
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laboral que la UPTA 711 llevaba a cabo, com o de la parque dad mostrada por la Com isión en su 
Propuesta712, concibiendo tal interr upción, únicam ente, ante la necesidad de atende r 
responsabilidades familiares urgentes, sobrevenid as e im previsibles o en situaciones de riesgo 
grave e inminente para la vida o salud del trabajador. 
 
 El art. 16 LETA no e s la única muestra del interés de la Ley en que el autóno mo 
dependiente disfrute de este derecho; como vimos con anterioridad, éste ya fue enunciado en el 
catálogo de derechos comunes a to do autónomo, recogido en su art.4. Teniendo en cuenta que 
este último precepto se sitúa en el Capítulo re lativo al régimen genérico, que viene a afectar a 
todo el colectivo, parecería que el autónom o clásico también se verá afectado por este derecho; 
sin em bargo, aunque literalm ente esto sea así, en la práctica parece inviable, ante la 
inexistencia de una contraparte que lo pueda hacer efectivo. 
  
 La similitud del art.16 LETA con el art. 45 del Estatuto de los Trabajadores es innegable; 
eso sí, la LE TA se guarda de incluir supuestos  que, acercando en exceso la figura d el TRADE 
al trabajador por cuenta ajena, resulten incoherent es con el resto de su articulado; por ejemplo, 
las causas económ icas, técnicas, organizativas o de producción o el ejercicio del derecho de 
huelga. Tampoco incluye el art.16 de la Ley una cl áusula similar a la cont enida en el apartado 
segundo del art.45 ET, que venía a aclarar la exoneración de la s obligación reciprocar de 
trabajar y rem unerar el trabaj o, y que hubiera resultada idónea para evitar toda confusión. 
                                                 
711 Art. 15 Propuesta de la UPTA  
Suspensión del contrato de prestación deservicios 
1.- El contrato de prestación de servicios podrá suspenderse cuando concurran alguna de las siguientes causas: 
a) Mutuo acuerdo de las partes 
b) Las consignadas válidamente en el contrato de prestación de servicios 
c) Incapacidad temporal del trabajador autónomo 
d) M aternidad, ri esgo durante el  em barazo de l a mujer t rabajadora y  ado pción o ac ogimiento, p readoptivo o 
permanente de menores de 6 años. 
e) Privación de libertad cuando exista sentencia condenatoria. 
f) Fuerza mayor temporal. 
g) Por el ejercicio del derecho a la huelga.  
h) Por cierre legal de la empresa  
2.- La suspensión exonera a las partes de sus obligaciones recíprocas de prestar servicios y remunerarlos salvo que 
en l os supuestos c ontemplados e n l os a partados a ) y  b ) del apa rtado a nterior, l as partes hu bieran pactado otro 
régimen de suspensión contractual. 
712 Art.13.2  
Extinción contractual 
2. A t ravés de pacto colectivo o individual se podrán fijar aquellas interrupciones de la activ idad profesional que 
no podrán considerarse causas justificadas de extinción contractual por voluntad del empresario a tenor de la letra 
f) del  apa rtado ant erior. E n t odo cas o se consi derarán causas de bidamente just ificadas de i nterrupción de l as 
actividades que no fac ultan al empresario para extinguir el contrato las  fundadas en: a) la necesida d de atende r 
responsabilidades familiares urgentes, sobrevenidas e imprevisibles; b) el  riesgo grave e in minente para la v ida o 
salud del trabajador autónomo. 
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Igualmente difiere del art.45 ET 713, al incluir, por la vía del art.16.2, una lista abierta, dejando 
en m anos del acuerdo de interés profesional o contrato individual la inclusión de nuevas 
causas714, sobre la base del reconocimiento de la autonomía de la voluntad que i mpregna el 
texto.  
  
4.1 Mutuo acuerdo 
 
El prim er supuesto aludido por  el art.16, es a quél en el que las partes acuerdan la 
interrupción de la activ idad p rofesional. En  efecto, al igu al que és tas pueden convenir la 
extinción del contrato, tam bién pueden pactar su mera suspensión; se trata de una d eclaración 
meramente enunciativa, que resu lta evidente tenie ndo en cuenta el car ácter consensual y 
voluntario de una relación -la que une al TRADE c on su cliente princip al-, en la qu e el lib re 
juego de la voluntad adquiere un papel protagonista. La Ley se  lim ita a fija tal m otivo de 
interrupción, no exigiendo ningún requisito f ormal; así, obviando cualquier requerim iento 
                                                 
713 El carácter abierto  o cerrad o d e este listado  co nstituye un a de las cu estiones con trovertida su scitadas po r el 
art.45 ET. La jurisprudencia ha venido sosteniendo que la enumeración de las causas de suspensión  es exhaustiva. 
Así, la sentencia del Tribunal Supremo de  20 de junio de 1995 señaló que “De acuerdo con este precepto legal “la 
suspensión (de la relación contractual de trabajo) exonera de las obligaciones recíprocas de trabajar y remunerar el 
trabajo”; norma que vie ne a decir, inte rpretada a contrari o sensu, que fuera de las caus as indicadas e n el artículo 
45.1 ET y al margen de los requisitos establecidos para las mismas en los preceptos concordantes, no se produce la 
exoneración de la obligaci ón e mpresarial de rem unerar el  trabajo. La obligación de trabaja r subsiste para el no 
huelguista precisamente por su voluntad de no s umarse a la huelga; puesto que es ta obligación no satisface el 
interés del empresario cuando no se traduce en actividad laboral la ley establece diversos supuestos de exoneración 
de la obligación recíproca de remunerar el  trabajo; pero si no concurren estos supuestos o los requisitos legales 
para hacerlos valer tal exone ración de la obligación de re muneración no tiene lugar” (RJ 1995, 53, 5360); en el 
mismo sentido, la STS 22 de junio 1995 (RJ 1995, 5363) o l a de 2 5 de octubre de 200 (RJ 2000, 9676). Por el 
contrario, diversos preceptos de la norma laboral desmoronan tal hipótesis, al inferirse de ellos que estamos ante 
un catálogo numerus apertus; por ejemplo, los art. 23.1.b), sobre permisos, con reserva del puesto de trabajo, o el 
46.2, relativo a las excedencias voluntarias. Además, para hacer más compleja esta cuestión, enc ontramos alguna 
sentencia que ha admitido que el  contrato de t rabajo se s uspende  por l a p romoción del t rabajador a  un puesto 
configurado como relación laboral de carácter especial con fundamento en el art.9.2 del RD 1382/1985 (STS 28 de 
junio 2002 (RJ 2002, 9083)). Montoya Melgar, AAVV, Comentario al Estatuto de los Trabajadores, cit., pág. 
396.  
714 Tanto desde el plano político, como desde el asociativo se vino propugnando la incorporación de nuevas causas 
de interrupción justificada; de este modo, el Grupo mixto propuso, en su enmienda número 13, la adicción de un 
nuevo apartado g) al punto 1 del art.16. Consideraba que, dada la cond ición de autónomo dependiente, que ha de 
desarrollar s u act ividad c oordinada y  c onjuntamente con  los tra bajadores y tra bajadoras de l a estructura  
empresarial de la que depende, era necesario reconocer como interrupción justificada la producida por el ejercicio 
de acciones colectivas de carácter reivindicativo. Por otro lado, la asociación ATA solicitó la incorporación de dos 
nuevas causas: “las situaciones de m aternidad, paternidad, riesgo durant e el e mbarazo, adopción o acogimiento 
preadoptivo o permanente de menores de 6 años” - por coherencia con lo establecido en la Ley 3 /2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres- y “las producidas por el ejercicio de acciones colectivas de 
carácter reivindicativo”, lo cual parece inc oherente teniendo e n cue nta el  t exto fi nal de  l a Ley  -
http://www.autonomos-ata.com/-. Llama la  atención la propuesta de la UP TA que re conocía en s u art.16,  la  
suspensión del contrato de prestación de servicios por causas económicas, organizativas o de producción 
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relativo a la form a escrita o a p lazos previos, solamente exige el intercambio de voluntades de 
las partes.  
Otro supues to de interrupción inclu ido en  el catálogo del ET y om itido expresamente por l a 
LETA es el relativo a las causas consignadas válidamente en el contrato.  
 
4. 2 Necesidad de atender responsabilidades familiares 
  
 El art.16.1.b) dispone a aquellas interrupci ones derivadas de la necesidad de atender 
responsabilidades familiares urgentes, sobrevenidas e imprevisibles. Observamos cómo algunos 
supuestos silenciados en este artículo podrán se r reconducidos, precisam ente, a este apartado; 
así, circunstancias contempladas en el art.45 y 37 del ET, pero no aludidas expresamente en el 
art.16 de la LETA, en la pr áctica podrán ser m erecedoras de  un  p eriodo de suspensión  
contractual, si el TRADE así lo requiere; de este m odo, entendem os que el legislador de la 
LETA pretendía referirse, principalm ente, a s ituaciones tales com o las atendidas por el 
art.37.3.b) ET 715, que hacen referen cia al fallecim iento, acciden te o enferm edad grave u  
hospitalización de parientes, circunstancias que resultan urgentes, sobrevenidas e imprevisibles.  
 
 La Ley 20/2007, com o viene siendo habitual , se m uestra parca en explicaciones. 
Efectivamente, a diferencia de l Estatuto de los Trabajadores, nada dispone, por un lado, 
respecto de a quién se refier e al emplear el v ocablo “famili ares”; por otro, a qué duración 
tienen estos periodos de suspensión.  
En cuanto al prim er asunto, consideramos que la LETA, al igua l que hace en su art.1.3.c), nos 
remite al c oncepto co ncedido po r la  norm a labora l, e s decir,  se  co nsideran f amiliares a l 
cónyuge, los descendientes, ascendientes y dem ás parientes por consanguinidad o afinidad, 
hasta el segundo grado inclusive y, en su cas o, por adopción. En cuanto a la duración, la 
remisión al Estatuto  d e los Trab ajadores no nos parece correcta,  te niendo en  cuenta las 
diferencias que separan al trab ajador autónomo del asalariado; determinar un período concreto 
para este tipo de interrupción resultaría cont rario tan to a la ind ependencia inherente al 
autónomo, como a la propia lógica, teniendo en cu enta que se trata de un lapso de tiem po en el 
                                                 
715 Art.37.3.b) Estatuto de los Trabajadores: 
El trabajador, previo aviso y justificación, podrá ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración por alguno de 
los motivos y el tiempo siguiente: 
b) Dos días por el nacimiento de h ijo o por el fallecimiento, accidente o enfermedad graves u hospitalización  de  
parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad. Cuando con tal motivo el trabajador necesite hacer 
un desplazamiento al efecto, el plazo será de cuatro días. 
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que el TR ADE no recibe ingres o alguno por parte del cliente,  siendo aquél el principal 
interesado en que tal período sea lo más breve posible.  
 
 El riesgo durante el embarazo, así com o en  el período de lactancia, tam bién resultan 
silenciados en el artículo 16 LETA,  a pesar de que, debido a su carácter im previsible, podrían 
ser, de igual m anera, incluidos. O tro supuesto obviado en este artículo es el referente al 
nacimiento de hijo prematuro716, que a pesar de que entendemos integrado implícitamente en el 
apartado, no hubiera estado de m ás su m ención expresa. La referencia al supuesto de 
adopción717, del mismo modo omitido, encuentra mayores dificultades para ser incluido en este 
supuesto, ya que no cu mple con lo s requerim ientos del mism o, es decir, no cons tituye una 
circunstancia urgente, sobrevenida e im previsible. De la m isma manera, por f alta de tale s 
requisitos, no quedarían aquí englobados los permisos por m atrimonio o por nacim iento de 
hijos. 
Para finalizar, solam ente procede señalar que la norm a no aclara si el trabajad or quedará 
constreñido a justificar las circ unstancias de las que se deriva la interrupción. Mientras que el 
ET así lo exige, la LETA deja la cuestión en el aire. 
 
4.3 Riesgo grave e inminente para la vida o salud 
   
La letra c) del ordinal primero del art.16, no resulta novedosa, ya que alude al derecho a 
interrumpir la actividad profesional ante el riesgo grave e inminente para la vida o salud de los 
TRADE, ello en coherencia con lo  dispuesto en  el art.8. 7 de la Ley. Com o ya dijim os al 
abordar tal precepto, se trata de la extrapo lación del laboral ius resistendi al ámbito del trabajo 
por cuenta propia. Al igual que com entábamos con anterioridad,  al ser proclamado en el 
genérico art.4, no solo debe afectar al aut ónomo económicamente dependiente, sino también al 
                                                 
716 La propuesta de la UPTA, tan proteccionista y cercana al Estatuto de los Trabajadores, reconocía el supuesto de 
nacimiento de hijo prematuro en s u art.17.2; así disponía que “en los casos de parto prematuro y en aquéllos en 
que, por c ualquier otra causa, el neonato deba permanecer hospitalizado a continuación del parto, el periodo de  
suspensión podrá computarse a part ir de la fech a del alta h ospitalaria. Se ex cluyen de dicho cálculo las prim eras 
seis semanas posteriores al parto, de la suspensión obligatoria del contrato de la madre”. 
717 Al igual que en el supuesto anterior, la propuesta de la UPTA se muestra precisa, recogiendo en su art.17.3, que 
“En los supuestos de adopción o acogimiento, tanto preadoptivo como permanente, de menores hasta seis años, la 
suspensión tendrá una duración hasta de dieciséis semanas interrumpidas, ampliable en el supuesto de adopción  o 
acogimiento múltiple en dos semanas más por cada hijo a partir del se gundo, contadas, a elección de l trabajador 
autónomo, bi en a part ir de l a deci sión a dministrativa o ju dicial de acogi miento, bi en a part ir de l a resol ución 
judicial por la que se constituye la adopción.  La duración de la suspensión será asimismo de dieciséis semanas en 
los supu estos d e adop ción y aco gimiento d e m ayores d e seis años  de eda d c uando se trate de m enores 
discapacitados o m inusválidos o que p or sus ci rcunstancias y experie ncias pe rsonales o que por provenir del 
extranjero, tengan especiales dificultades de inserción social o familiar”. 
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clásico, eso sí, con  todo  el elenco d e dificu ltades derivadas de su propi a naturaleza y al que 
tantas veces nos hemos referido. 
  
4.4 Incapacidad temporal, maternidad o paternidad 
  
La letra d) del art.16.1 reconoce com o inte rrupciones justificadas aquellas que se 
derivan tanto de la incapacidad temporal del autónom o, como de su maternidad o paternidad. 
Se trata de situacion es- añadidas al texto en  el Dictam en de la Comisión- que deben ser 
analizadas sin olvidar lo dis puesto en el correspondiente régi men de la Seguridad Social. 
Respecto de la prim era, no podem os obviar que, a diferencia de lo que  sucede con relación a 
otras circunstancias, desde el 1 de enero de 200 8, teniendo en cuenta lo dispuesto en el art.26.3 
de la LET A, es decir, la obligación de lo s TRADE de cotizar por la contingencia de  
incapacidad tem poral, d urante el cese de su  ac tividad recibirá una pr estación econ ómica por 
parte de la Seguridad S ocial, c on el objeto de suplir la falta de ingresos procedentes de su 
cliente principal. Respecto de este motivo de interrupción, echamos en falta la determ inación 
de un plazo m áximo de duración. Al  no decir nada la L ey, será fa ctible que el cliente pronto 
comience a ejercer el derecho que le asiste por el art.16.3, es decir, extinga el contrato alegando 
que tal interrupción perturba el normal desarrollo de su actividad.  
 
En lo referente a la m aternidad y paternidad del autónom o e conómicamente 
dependiente, desconcierta que únicam ente se haga referencia por la LETA a estas situaciones, 
silenciando las que, junto a ellas,  incluye el art.4.3.g) y h), es decir, al riesgo durante el 
embarazo, al riesgo durante la lactancia y la adopción 718 o acogim iento, tanto preadoptivo 
como per manente. Así las cosas, pode mos opt ar por dos interpretaciones: por un lado, 
contemplar dichos supuestos en los términos previstos por  el s istema de la Segurid ad Social, 
por lo que consideraríamos que en todas las ci rcunstancias previstas por éste se dará la 
interrupción justif icada de la a ctividad o,  po r otro, y en sentido c ontrario, ceñirnos a la 
redacción del art.16, por lo que entenderíam os que puede darse una situación al m enos 
paradójica; así, a la par que el TRADE recibe, ante estos eventos, una prestación por parte de la 
Seguridad Social, podría ver extinguida su relación por su cliente principal, el cual no incurriría 
en causa injustificada, de las referidas en el art.15.3 de la Ley 20/2007, al hacer valer el 
                                                 
718 Nu merosas fueron las en miendas p artidarias d e la in clusión del s upuesto de  adopción en este a partado; así, 
tanto el  Gr upo Parl amentario M ixto com o el  C atalán-Convergencia i  Uni ó, en s us enmiendas nú m. 12 y  12 2, 
respectivamente, abogaban por su inclusión. 
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derecho que así le confiere el apartado tercero del art .16. Considerando la prim era 
interpretación la más coherente, solo nos queda  señalar que nos sorprend e que se ignoren estas 
circunstancias, aun m ás si cabe, en el contex to normativo en el que se fraguó la LETA, que  
resultar coetánea de la Ley Or gánica 3/2007, de 22 de m arzo, pa ra la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres. 
  
 
4.5 Situaciones derivadas de violencia de género 
 
 El art.16. 1. e) incluye entr e las causas de interrupción de  la actividad profesional la 
situación de violencia de género, para que  la trabajadora autónom a económ icamente 
dependiente haga efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral. 
Del m ismo m odo que fueron tenidas en cuenta las circunstancias que rodean a la m ujer 
trabajadora víctima de la violencia de género en los preceptos 14.5 y 15.1.g), éstas también son 
apreciadas en cuanto a las inte rrupciones justificadas de la ac tividad; así, la LETA, durante la 
fase final de su tram itación, se impregnó del espíritu de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de protección integral contra la violencia de género. 
 
4. 6 Fuerza mayor 
  
La enu meración del art.16 LETA finaliza pr oclamando co mo motivo justificado de 
interrupción de la actividad, la fuerza m ayor. Al igual que hace el ar t.45.1.i) del ET, la LETA 
alude a esta circun stancia, eso s í, o mitiendo el  calificativo “tem poral” que acom pañaba a la 
misma en el Estatuto de los Trabajadores, cuya inclusión en la Ley, hubiera resultado adecuada. 
Esta noción debem os entenderla en función del significado otorgado po r el art.1105 CC, es 
decir, sucesos que no hubieran podido preverse o, que, previstos, fueran inevitables. 
 
4. 7 Efectos de la interrupción 
  
El apartado tercero del art.16 se encarga  de determ inar los efectos de tales 
interrupciones. En p rimer lugar, determina que dado el carácter ju stificado de é stas, el cliente  
principal no podrá basar en ella s la extinción del contrato. De ser así, la Ley, actuando de 
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manera tuitiva respecto del autónomo económicam ente dependiente, dispone que en tale s 
circunstancias, éste ostentará el derecho a perc ibir la correspondiente indemnización por daños 
y perjuicios, al igual que sucede, ex art.15.3, cuando la resolución del contrato se produce por 
voluntad del cliente sin causa justificada. Sigu iendo la estela del prec epto indicado, debem os 
señalar que, en el caso de que la cuantía de la compensación no haya sido fijada por acuerdo de 
interés profesional o contrato individual, se deberá  tener en cuenta, p ara precisar la misma, el 
tiempo restante previsto de durac ión del contrato, la gravedad del incumplimiento del clien te, 
las inversiones y ga stos anticipados por el TRADE vinculad os a la e jecución de la actividad y 
el plazo de preaviso otorgado por el cliente sobre la fecha de extinción del contrato. 
 
 Sin em bargo, tal m anifestación del carácter tuitivo de la LETA para con el autónom o 
económicamente dependiente, declina en favor del cliente principal; en el caso de que la 
interrupción am parada en la  inc apacidad tem poral d el tr abajador, m aternidad, pa ternidad o 
fuerza mayor, ocasione un perjuici o importante al cliente, paralizando o perturbando el norm al 
desarrollo de su actividad. En  tal caso, la interrupción sí podrá dar lugar a la extinción 
justificada del contrato por pa rte del cliente predom inante. La incertidum bre se erige en 
protagonista de éste último apartado del art.16. En primer lugar, extraña el m omento en que la 
LETA  aborda la situación de la autónom a embarazada, sujeto especialmente protegido - al 
menos, en l a legislación laboral-, para m ostrarse “aliado” del cliente 719; en segundo lugar, 
también  debemos resaltar la indefinición que la norma muestra respecto del supuesto en el que 
la causa justificada se torna en injustificada, es decir,  cuestión de gran relevancia en base a sus 
consecuencias. Nada d ice la Le y sobre la gravedad del perj uicio o sobre si de tales 
circunstancias derivará, com o ocurre en el art.15.3 LETA,  el pago de una indemnización al 
cliente por parte del autónomo. Amparándonos en el empleo del vocablo “podrá” consideramos 
que la extinción contractual no será autom ática sino que q uedará inic ialmente en m anos del 
cliente y, en casos litigiosos, a expensas de l pronunciam iento de nuestros Tribunales. No 
obstante, entendem os que los juec es de lo so cial (que s erán los que se resuelvan estas 
cuestiones) analizarán con bastante recelo este  tipo de situaciones y puede que declaren el 
carácter injustificado de la extinción.  
 
                                                 
719 Tal disposición colisiona con la jurisprudencia comunitaria, recogida en la Directiva 86/613/CEE del Consejo, 
de 11 de noviembre de 1986, relativa a  la a plicación del principio de igualdad de trato entre hom bres y mujeres 
que e jerzan una activida d a utónoma, incluidas las a grícolas, así c omo sobre la protección  de la maternidad, 
conforme a la cual toda previsión negativa respecto de la matern idad rep resenta una discriminación directa por 
razón de sexo. 
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5. Extinción contractual 
 
 Como ya hem os señalado, en contra de lo  que viene siendo usual respecto de otros 
Estatutos, por ejem plo, el Estatuto  de los Trabajadores,  el legi slador de la LETA  adelanta el 
tratamiento de la extinción cont ractual- ruptura definitiva sin posibilidad de reanudación- al d e 
las in terrupciones justif icadas d e las re laciones concertadas. El art. 15 se encarga de es ta 
cuestión, que excede del derecho com ún debido a la s especiales circunstancias en las que el 
TRADE desarrolla su actividad profesional. Co mo ya hemos m anifestado, estos trabajadores 
deben su subsistencia a los in gresos recibidos por parte de su cliente principal,  por lo que no 
resulta oportuno adm itir el sis tema de libre desistimiento contractu al propio d el derech o 
privado. E l art.15, al igual qu e hiciera el art.49 ET respecto del trabajador asalariado e 
inspirándose precisam ente en él, protege al au tónomo económ icamente dependiente frente a 
desistimientos infundados o arbitrarios de l cliente prevalente, requiriendo una causa 
justificativa que avale la deci sión unilateral de dar por conclu ida la relación contractual que 
vincula a las partes  720. El legislador renuncia al establ ecimiento de una lista exhaustiva, 
decantándose por una meram ente enunciativa, com o así se infiere de la letra h) del apartado 
primero, que permite “cualquier otra causa legalmente establecida”. 
 
5.1 Mutuo acuerdo 
 
 La primera causa es el mutuo acuerdo (m utuo disenso) de los contrata ntes; es decir, las 
partes que suscribieron el contrato ponen fin a la relación de forma voluntaria. De igual manera 
que el nacimiento de un vínculo jurídico tiene su fuente en un acuerdo voluntario, en este caso, 
entre el TRADE y su cliente principal, la extinción del mismo puede derivarse de otro pacto. La 
autonomía de la voluntad actúa plenam ente en es ta causa de extinción, eso sí, con importantes 
restricciones, que deben ser analizadas con dete nimiento al referim os a una relación en el qu e 
los contratantes se sitúan en pos iciones disímiles, como ocurre en  este supuesto; en efecto y, 
principalmente, con el fin de soslayar circuns tancias que dificulten la libre f ormación de l 
consentimiento, tal libertad deberá respetar ciertos lím ites en base a una m ayor certeza y 
seguridad en su aplicación. En nuestro Derecho dichas restricciones se consagran en el Artículo 
1255 CC: “ Los contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones que tengan 
                                                 
720 Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 131. 
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por conveniente, siempre que no sean contrarios a las leyes, la m oral ni al orden público”. Por 
tanto, en este artículo se rec ogen los lím ites tradicionales a la autonomía de la voluntad (ley, 
moral y orden público). En el CC existen otros artículos restrictivos q ue desarrollan estas  
limitaciones genéricas: el art 1116,  en el que se dispone que las condiciones opuestas a las 
buenas costumbres y prohibidas por la ley anulan la obligación de que de ellas depende; el art 
1275 por el que los contratos sin causa o con causa ilícita no producen efecto alguno, etc.  
 
La LETA, al igual que hace el Estatuto de los Trabajadores, nada dispone respecto de la 
forma a la que debe acogerse esta modalidad de extinción, por lo que, este acuerdo m utuo 
podrá ser expreso- verbal o escrito- o tácito.  
También la Ley guarda silencio en lo refere nte al denom inado por la legislación laboral  
finiquito de term inación y saldo de cuenta, pacto documentado por escrito m ediante cuy a 
suscripción se pone fin al contra to, a la vez que se consigna expresam ente el cumplimiento de 
todas las obligaciones  contractuales a cargo de las partes del contrato. Como decimos, ninguna 
referencia hace al resp ecto la LETA, lo cual nos lleva a concluir que si bien la n orma no lo 
requiere, tampoco lo impide, por lo que las partes podrán acordar su realización. 
 
 
5. 2 Causas consignadas en el contrato 
 
 Otra circunstancia de la que puede derivarse la extinción contractual es la existencia de 
“causas va lidamente consignadas e n el contra to, salvo que las m ismas constituy an abuso de 
derecho manifiesto”. El legislador reproduce de m anera fiel el contenido del art. 49.1.b) ET. 
Únicamente aleja una norm a de otra el grado  de protección otorgado por am bas: la norm a 
laboral no concibe que el abuso pueda proveni r del trabajador; por el contrario, la LETA,  
desoyendo a la Com isión de Expertos, de opinión si milar a la del artífice del Estatuto de los  
Trabajadores, se decanta por co nsiderar qu e dicha arbitrariedad puede proceder del 
comportamiento, tanto del autónom o económicamente dependiente como del cliente principal. 
De nuevo a preciamos la contradicción que im pregna la totalidad de la LETA; así,  su artífice, 
aun mirándose en el espejo de la legislación laboral, rechaza admitir la cercanía existente entre 
el TRADE y el asalariado, por lo que destaca la na turaleza e mpresarial de aquél, la cual, le 
lleva a considerarlo “sospechoso” de abuso de derecho. 
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 Esta causa de extin ción nos vien e a informar de que las partes p ueden estab lecer 
condiciones resolutorias en el contrato, aunque  éstas, deberán respetar los lím ites fijados y 
aludidos en el aná lisis del m otivo anterior y recogidos en el art.1116 CC 721. En caso de 
incumplimiento, la condición se entenderá nula y sin efecto. Debe mos señalar que al igual que 
ocurre respecto de otras cuestiones, el art.9.1 ET se muestra más explícito, ya que no solamente 
dispone la nulidad de la condición contraria a derecho, sino que determina las consecuencias de 
la misma; así, señala que si resultase nula una parte del contrato de trab ajo, éste perm anecerá 
valido en lo restante, y se ente nderá completado conforme a lo di spuesto en el art. 3.1 de la 
norma laboral (fuentes de la relación laboral). 
 
 Finalmente, debem os destacar que, al contrari o de lo pr evisto en  el Estatu to de  lo s 
Trabajadores, en el que se requi ere la denuncia de alguna de las partes, el cum plimiento de la 
condición válida fijada en el cont rato concertado entre el T RADE y el cliente principal opera 
automáticamente como causa extintiva en base al art.114 CC.  
 
 
5.3 Mu erte, jubi lación o invalid ez incompatible con la actividad 
profesional 
  
La letra c) del apartado prim ero del ar t.15 LETA recoge el s upuesto de extinción 
contractual por m uerte, jubilaci ón o invalidez  incom patibles con  la  activ idad p rofesional, 
conforme a la legislación de la  Seguridad Social. Sorprende su  falta de concreción, ya que no 
determina q uién e s e l sujeto  de  tal p revisión extintiva; a dif erencia del Esta tuto de los  
Trabajadores, que dedica específicos preceptos para cada uno de ellos- art.19.1.e) muerte, gran  
invalidez o invalidez perm anente total o absoluta de l trabajador, el art.49.1.f) jubilación de l 
trabajador y art.49.1.g) muerte, jubilación o incapacidad de le empresario-, la LETA opta por la 
indefinición. Entendem os que el legislador se  decidió por condensar el contenido de los 
artículos laborales anteriormente mencionados.  
 
                                                 
721 Art. 1116 CC: 
Las cond iciones i mposibles, las co ntrarias a las bu enas co stumbres y  las p rohibidas po r la ley an ularán l a 
obligación que de ellas dependa.  La condición de no hacer una cosa imposible se tiene por no puesta. 
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En el caso del TRADE, el carácter personalísimo de la activ idad qu e lleva a cabo 
justifica, como así se desprende del art 11 LE TA, que la relación intuitu personae se exting a 
automáticamente con su m uerte. Igual alcan ce posee su  invalidez, aunque con ciertas 
excepciones; en efecto, la incapacidad permanente parcial escapa de este supuesto al no resultar 
incompatible con la actividad profesional, como así requiere el art.15.1.c) LETA. Ten iendo en 
cuenta que el precep to remite a la legis lación de la Seguridad Social , deberemos acudir a lo  
dispuesto, por un lado, en el art.  137 LGSS, que define cada una de  estas causas, así com o a lo 
establecido en la legislación es pecífica, es decir, en el ar t.27 del R ETA, que proclam a el 
derecho de los autónomos a recibir prestacione s debido a tales incapacidades. El estado de 
invalidez deberá ser declara do por el organism o competente  de la Seguridad Social;  
entendemos que se requerirá que la resolución ad ministrativa sea firme para que quepa invocar 
la virtualidad extin tiva. La invalidez no da  derecho a indemnización alguna; salvo  posibles 
prestaciones que con carácter de Seguridad Social complementaria pudieran ser asumidas por el 
cliente principal, sea en virtud de acuerdo de interés profesional, sea en el contrato individual.  
 
Respecto de la jubilación del autónom o de pendiente, tiene carácte r voluntario, por lo 
que el cliente principal no podrá exigir a aqué l que cese en el desarrollo de su actividad. 
Resulta evidente que en tal ci rcunstancia no tendría cabida la , tan reclam ada y por la LETA  
ignorada, jubilación parcial, ya que, al igual que la  incapacidad permanente parcial no casa con 
la exig ida incom patibilidad con la activ idad pr ofesional. C omo se dijo  para la inv alidez, el 
presente motivo no genera por sí derecho a in demnización alguna; salvo  la asunción  por parte 
del cliente p revalente de prestaciones com plementarias que se deriven del acuerdo colectivo o 
del contrato individual. 
 
Respecto del cliente principal persona física, a diferencia del autónom o 
económicamente dependiente, ni su muerte ni su j ubilación ni su invalidez determinan por sí la 
extinción de los contratos existentes; a tales acaecimientos ha de unirse la cesación sin sucesión 
de la activid ad  em presarial. Debemos tener en  cuenta qu e los hered eros no están obligados a 
continuar la industria, aunque en el caso en el  que sí lo hicieran, no podrán extinguir los 
contratos existentes al no ser la prestación del cliente de carácter personal como la del TRADE. 
La LETA, quizás en su papel de norm a m arco, nad a establece respecto d el supuesto de 
sucesión em presarial, por lo que, los trabaj adores autónomos económ icamente dependientes 
sólo dispondrán, de los acuerdos de interés prof esional pa ra f ijar e l régimen aplicable a es te 
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supuesto. De manera contraria al art.49.1.g) ET 722, por el cual en caso de extinción contractual 
por muerte, jubilación o incapacidad del empresario los trabajadores afectados tienen derecho a 
la indem nización de u n m es de salario, la L ETA guarda silencio en lo referente a toda 
compensación. 
 
 A diferencia del TRADE, el cliente puede ser persona jurídica  (art.11 de Ley 20/2007). 
Estaríamos ante el caso de lo que el ar t.49.1.g) ET denomina “extinci ón de la personalidad 
jurídica del contratante”, haciendo referencia  a la desaparición de empresarios que no son 
personas físicas sino jurídicas. Extrapolando tal supuesto, dire mos que la extinción de la 
personalidad jurídica del cliente deberá llevarse a cabo de conf ormidad con la legislación civil 
o mercantil específica; por ejem plo, si de una so ciedad civil hablam os, de acuerdo con el art. 
1700 CC723. 
 
5.4 Desistimiento del TRADE 
 
 La letra d) del apartado pr imero del art. 15 LE TA se enca rga de regular el supuesto de 
desistimiento voluntario del autónomo económ icamente dependiente, debiendo m ediar para tal 
supuesto el preaviso estipulado o confor me a los usos y costum bres. Este tipo de extinción es 
llamado ta mbién lib re o ad nutum724 ya que n o hace falta que ex ista justa causa.  Su único  
requisito es el preaviso en el plazo que señale n bien, los acuerdos de in terés profesional o los 
acuerdos individuales o, para el supuesto en que estos nada establezcan, el fijado a través de los 
usos y costumbres del lugar.  
                                                 
722 Este párrafo fue introduci do por la Ley 36/1992, de 28 de dicie mbre, sobre modificación del Estatuto de l os 
Trabajadores en materia de indemnización en los supuestos de extinción contractual por jubilación del empresario. 
723 Art. 1700 CC 
La sociedad se extingue: 
1. Cuando expira el término por el que fue constituida. 
2. Cuando se pierde la cosa, o se termina el negocio que le sirve de objeto. 
3. Por muerte, insolvencia, incapacitación o declaración de prodigalidad de cualquiera de los socios y en el caso 
previsto en el artículo 1.699 CC. 
4. Por la voluntad de cualquiera de los socios, con sujeción a lo dispuesto en los artículos 1705 CC y 1707 CC. 
Se exceptúan de lo dispuesto en los números 3 y 4 de este artículo las sociedades a que se refiere el art. 1670 CC, 
en los casos en que deban subsistir con arreglo al Código de Comercio.  
Tiene su origen en la voluntad del trabajador 
724 El reconocimiento por el legislador de este poder de resolución  tiene su origen en la rigurosa oposición de los 
Códigos civiles de  del SXIX frente a la contratación vitalicia: “el arrendamiento hecho para toda la vida es nulo” 
(art. 1583 CC, inspirado en el art.1780 del Código de Napoleón, en el que se l legaba a prohibir el arrendamiento 
de servicios por t iempo indefinido). El  Derecho desea, pues, garantizar enérgicamente la l ibertad del  t rabajador 
frente a l os peligros q ue pa ra el la p odría entrañar l a co ntratación por t iempo i ndefinido, permitiendo e n t odo 
momento la extinción del contrato por voluntad del trabajador sin necesidad de alegación de justa causa. Montoya 
Melgar, A., Derecho del Trabajo, ed. 27ª, cit., pág. 457. 
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 De nuevo la LETA se mira en el Estatuto de los Trabajadores, en c oncreto, en el art. 49. 
1. d), m anifestando así su carácter tuitivo; en  efecto, el hecho de perm itir que el TRADE 
extinga la relación, no requiriendo la presencia de causas justificativas, sitúa a éste en una 
posición privilegiada frente a la del cliente pr incipal, el cual, por el contrario, sólo podrá 
finiquitar el vínculo jurídico en el caso de existir motivos de peso que lo avalen. Si bien esto es 
cierto, no podem os obviar cierto matiz, que redu ce el nivel de protec ción proclamado, sobre 
todo si lo comparamos con el recibido por los tr abajadores asalariado de manos de su Estatuto; 
en efecto, la redacción del párrafo segundo del apar tado 3 del art 15 de la Ley, parece que deja  
“la puerta abierta” a la reclam ación contra el TRADE. La LETA , que en la m ayoría de su 
articulado protege al autónomo económicamente dependiente respecto de su cliente,  parece ser 
que en este punto le ha descompensado, habi da cuenta de que si el cliente extingue 
injustificadamente el contrato, el TRADE podr á reclamarle la indem nización correspondiente, 
pero si éste es el que rescinde  el contrato, aparte de la obligación de que  m edie el preaviso 
correspondiente y el cliente le pueda reclam ar  la falta de dicho preaviso, tam bién podrá 
reclamarle el cliente u na indem nización por da ños y perjuicios en el caso de causarle un 
perjuicio importante que paralice o perturbe el normal desarrollo de su actividad. 
 
 Asunto controvertido entre la doctrina, ha sido el referido al tipo de contrato – indefinido 
o temporal- que puede ser extinguido a través de esta vía. Parece que aunque ninguna norma lo 
disponga, la extinción ad nutum sólo es por naturaleza aplicab le a los contratos indefinidos, 
como así se infiere tanto del art. 299 C. de C. 725, como del 1586 CC 726, que ilustran claramente 
la inten ción del leg islador de  vincular la necesida d d e ju sta causa al contrato  d e duración  
determinada. Entendemos que existe una diferencia de raíz entre el contrato indefinido y el 
temporal, y es que cuando el trabajador pone fin al prim ero no viola ningún pacto previo, lo 
que sí ocurre respecto del segundo, en el que es posible que incluso el tiem po ascienda a la 
causa m isma del contrato 727. En base a esta tesis, tenie ndo en cuenta que la relación que 
                                                 
725 Art. 299 Código de Comercio:  
Si el contrato entre los comerciantes y sus mancebos y dependientes se hubiere celebrado por tiempo fijo, no podrá 
ninguna de l as pa rtes co ntratantes sepa rarse, si n c onsentimiento de la ot ra, de s u cum plimiento, hast a l a 
terminación del plazo convenido 
726 Art. 1586 Código Civil: 
Los c riados de labra nza, menestrales, artesa nos y dem ás tr abajadores as alariados por cierto término para cie rta 
obra, no pueden despedirse ni ser despedidos antes del cumplimiento del contrato, sin justa causa.  
727 M ontoya M elgar, A ., “La ext inción del  cont rato de t rabajo”, e n F.  Durá n, A. M ontoya y  T. Sal a: El 
Ordenamiento laboral español y los límites a la autonomía de las partes y a las facultades del empresario,  
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1987, pág.403.  
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vincula al autónom o económicamente dependiente y a su cliente se caract eriza por la nota de 
continuidad, así como por la presunción fija da por el art.12.4, entendemos que la extinción ad 
nutum resulta perfectamente encuad rable en un a relación que norm almente se prolonga en el 
tiempo. 
 Teniendo en cuenta el silencio de la LETA,  el TRADE podrá expresar su voluntad resolutoria 
de la forma que crea conveniente, ya que existe libertad de forma (verbal o escrita), salvo que 
se establezca algún requisito formal en el pacto colectivo o en el contrato individual 
 
5.5 Voluntad del TRADE basada en incumplimiento del cliente 
  
En la letra e) del apartado primero del art.15, la norm a contempla la extinción 
contractual derivada de la voluntad del aut ónomo económicamente dependiente, fundada en un 
incumplimiento contractual grave de la contraparte. 
 
 Por enésima vez, la LETA se fija en la nor ma laboral para determ inar la extinción del 
contrato en estas circun stancias; así, reproduce de manera prácticamente literal lo dispuesto en 
el art.49.1. j) ET. Am bos preceptos se lim itan a ex igir la g ravedad de la causa, dejando la 
valoración de la posible  culpabilidad del cliente/em presario en m anos de los Tribunales. 
Recordando la Propuesta de la Comisión de Expertos, apreciamos como el texto definitivo optó 
finalmente por aprox imarse a la no rma laboral,  incorpo rando la referencia a la g ravedad de l 
incumplimiento, que no existía en el texto propuesto. 
 Si las coincidencias son dignas de ser resaltadas , más aún lo son los aspectos que distancian a 
la norma laboral de la LETA; en efecto, el Estatu to de los Trabajadores se m uestra mucho más 
acertado al dedicar, a diferencia de la LETA que guarda silencio respecto de los motivos en los 
que la extinción puede apoyarse, un artículo a f ijar las causas que son consideradas justas y 
necesarias p ara que el asalariado p ueda solicitar  la conclu sión de la relación.  Se trata del 
art.50, que entiende por tales causas, por una lado, a las modificaciones sustanciales de trabajo  
que redunden en perjuicio de la form ación profes ional o en el m enoscabo de la dignidad del 
trabajador y, por otro, a la falta de pago o retras os continuados en el abono del salario; adem ás, 
se pone fin a este artículo con una cláusula abierta y general, alusiva a cualquier otro 
incumplimiento grave. A nte tal silencio por pa rte de la LETA, en cuanto a los m otivos que el 
TRADE podría alegar en estas circunstancias, deberem os esta r o bien, por analogía, a los 
anteriormente m encionados o bien a las causas que tanto en acuerdo de  inte rés p rofesional 
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como en contrato individual se dispongan. Teni endo en cuenta la im portancia que la norm a 
otorga a estos últim os, será pr ecisamente en ellos  en lo s que  su  artífice pens aba com o 
responsables de tal establecimiento.  
Otra disimilitud encontramos con relación al co ntenido mismo del derecho que se reconoce en  
el art.15.1.e), es decir, a extinguir  voluntariamente el contrato; pue s, si bien la  LETA confiere 
al autónomo un derecho directo a po ner fin al vínculo, el Estatuto de los Trabajadores limita la 
prerrogativa del asalariado a la solicitud de la extinción ante el juez laboral. 
 
 En otro orden de cosas, volvem os a estim ar el carácter tuitivo de la norm a para con el 
TRADE; para ello, sólo tenem os que exam inar el tratamiento que proporciona la Ley al 
supuesto en el que resulta ser el cliente el que solicita la  extinción a consecuencia del 
incumplimiento por p arte del autóno mo. En efect o, mientras que nada exige a éste, a aquél le 
requiere el correspondiente preaviso,  además de obligarle a indem nizar al trabajador en el caso 
de que la causa alegada no esté justificada. 
 
 Como ocurre a colación de otros asuntos , esta causa de extinción no supone ninguna 
novedad del régimen del trabajo autónomo. No podemos olvidar que al tratarse de una figura de 
derecho común se podía acudir a la resolución  por incumplim iento, recogida en el art.1124 
CC728, como facultad implícita de las partes en los contratos sinalagmáticos. 
 
  En fin, debem os exponer que, en es te supuesto, el autónom o económ icamente 
dependiente tiene derecho a percibir una indemnización económica, cuya cuantía será fijada e n 
el contrato individual o en el acuerdo de interés profesional que  le s ea de aplicació n. De no  
disponer éstos nada, la norm a ha precisado una serie de criterios, los cuales obligatoriam ente –
“deberán”- serán tenidos en cuen ta y que abordaremos a propósito del ap artado 5 del precepto. 
Dicha compensación tampoco aporta ninguna primicia, pues se basa en la tradicional regla civil 
de indemnización de los daños y perjuicios. 
                                                 
728 Art. 1124 Código Civil: 
La facultad de resolver las obligaciones se entiende implícita en las recíprocas, para el caso de que uno de los 
obligados no cumpliere lo que le incumbe.  
El perjudicado podrá escoger entre exigir el cumplimiento o la resolución de la obligación, con el resarcimiento de 
daños y abono de intereses en ambos casos. También podrá pedir la resolución, aun después de haber optado por el 
cumplimiento, cuando éste resultare imposible.  
El Tribunal decretará la resolución que se reclame, a no haber causas justificadas que le autoricen para señalar 
plazo.  
Esto se entiende sin perjuicio de los derechos de terceros adquirentes, con arreglo a los artículos 1295 y 1298 y a 
las disposiciones de la Ley Hipotecaria. 
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 5.6 Voluntad del cliente por causa justificada 
 
 La letra f) del art.15.1 LETA se hace cargo de la otra cara de la m oneda, es decir, de la 
extinción contractual por parte del cliente por caus a justificada. A dif erencia de los apartados 
anteriores, respecto de éste no  encontramos la exacta corresponde ncia con los preceptos de la 
norma laboral; quizás, en base a su contenido, se aproxima a lo dispuesto por el art. 49.1.k), en 
concreto, a su desarrollo por pa rte el art. 54, encargado de regular  el despido disciplinario. Al 
igual que ocurría en el supuesto recogido en la letra e) – “la re lación contractual se extinguirá 
por alguna de las siguientes circunstancias: vol untad del trabajador autónomo económicamente 
dependiente, fundada en un incum plimiento contractual grave de la contra parte”-, no se fijan 
los m otivos considerados justificados. Tendrem os que confor marnos con lo dispuesto en 
sentidos contrario, es decir, la s causas que el legislador de la  LETA considera injustificadas: 
por ejem plo, la interrupción de  la actividad en lo s supuestos recogidos por el art.16 o la 
negativa por parte del autónom o e conómicamente dependiente a realizar la prestación  por 
tiempo superior al pactado, reguladas en el  art.14.3. A consecuencia de lo dispuesto, la 
extinción contractual por parte del cliente en estas circunstancias generaría indem nización a 
favor del trabajador, sin perjui cio de que las causas enunciadas  en el art 16, se tornen en 
injustificadas cuando tal interrupción ocasione un perjuicio importante al cliente que paralice su 
actividad, sustrayendo al TRADE de ta l indemnización. Como ya d ijimos respecto del anterior 
apartado, teniendo en cuenta la re levancia que la norm a otorga al  pacto colectivo así com o al 
individual, éstos serán los que de ban convenir, a falta de concreci ón por parte de la norm a, los 
motivos que justifiquen la finalización de la re lación. Si éstos guardaran silencio, serán los  
Jueces los q ue se en carguen de res olver la cue stión; en de finitiva, m ás trabajo p ara és tos, a  
costa de la indefinición de la norma. 
 
 Se exige al cliente, a diferencia del TRADE, que la extinción del contrato vaya precedida 
de una preaviso; aunque la Ley no alude a él de  m anera explícita, al hablar de preaviso 
estipulado ú nicamente puede referirse al fijado  en el acuerdo de in terés profesional o en el 
contrato individual. Para el caso en que di cha determinación no se hubiera llevado a cabo, la 
LETA vuelve a recurrir a los usos y costum bres, fuentes de segundo grado, pero que en este 
precepto ad quieren esp ecial relevancia. Nos p reguntamos si el preaviso deberá respetarse en  
todos los caso o, si por el co ntrario, no se requerirá cuando la  causa adolezca de especia l 
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gravedad o fuerza m ayor. Pensamos que en este últim o supuesto, el  cliente no tendrá que 
respetarlo, ya que, de ser así,  el exceso de garantism o por parte de la Ley, podría traer 
consecuencias negativas. 
 
 En el caso de que la causa no sea justificada, la  LETA obliga al cliente a indem nizar al 
autónomo económicamente dependiente. Respecto de  la cuantía de la com pensación, como ya 
hemos avanzado, el art.15.4, a diferencia del art. 56. 1ET 729, sólo señala que deberá fijarse 
mediante acuerdo colectivo o pacto individual; en de fecto de esto,  habrán de tenerse en cuenta 
una serie de factores: el tiem po restante p revisto  de duración del cont rato, la gravedad del 
incumplimiento del clie nte, las inversiones y gastos anti cipados por el trabajador autónom o 
económicamente dependiente vincula dos a la ejecución de la actividad 730. Esto s cr iterios 
resultan omitidos en cuanto a la fijación de la  indemnización a la que accede el cliente en el 
supuesto en el que la extinci ón contractual promovida por el  TRADE hubiese ocasionado un 
perjuicio importante que paralice o perturbe su actividad. E ntendemos que, a pesar de que la 
Ley 20/2007 guarda silencio, estos criterios podrían ser perfectamente aplicados a tal fin, es o 
sí, en lugar de operar manera obligatoria, como ocurre en el caso en el que el beneficiario sea el 
autónomo, voluntariam ente. De todos m odos, tant o para un caso com o para otro, dada la  
imprecisión de la Ley a este resp ecto, parece re comendable cuantificar la indem nización bien 
en el acuerdo colectivo , bien en el pacto indiv idual, a pod er ser con fórm ulas m atemáticas 
simples y que perm itan abonar una cantidad a tant o alzado, o bien cantid ades similares a las 
previstas por la norm a laboral; por ejem plo, un mes de retribución por año de vigencia del 
contrato con un núm ero máximo de mensualidades; situación similar a la  que prevé la Ley del 
Contrato de Agencia.  
                                                 
729 Art.56.1ET Despido improcedente (modificado por Ley 45/2002, de 12 de diciembre, de medidas urgentes para 
la reforma del sistema de protección por desempleo y mejora de la ocupabilidad). 
1. Cuando el despido sea declarado improcedente, el empresario, en el plazo de cinco días desde la notificación de 
la sentencia, podrá optar entre la readmisión del trabajador, con abono de los salarios de tramitación previstos en el 
párrafo b de est e apart ado 1,  o el  abon o d e l as si guientes perce pciones econ ómicas q ue de berán ser  fi jadas en 
aquélla: 
a) Una i ndemnización de c uarenta y  ci nco días de sal ario, por a ño de se rvicio, prorrateándose por m eses l os 
períodos de tiempo inferiores a un año hasta un máximo de cuarenta y dos mensualidades. 
b) Una cantidad igual a la suma de los salarios dejados de percibir desde la fecha de despido hasta la notificación 
de la sentencia que declarase la improcedencia o hasta que hubiera encontrado otro empleo, si tal colocación fuera 
anterior a  di cha se ntencia y  se probase por el  em presario l o percibido, para s u descuento de l os salarios de 
tramitación. 
730 Sig uiendo la tónica d e las i nstituciones civ iles en  este materia, y sie ndo m uchos l os elem entos a to mar en  
consideración a la hora de ponderar los daños y perjuicios, debe mantenerse la facultad de apreciación  por parte 
del órgano judicial d e la cu antía indemnizatoria que corresponda en cada caso . Pero el o bjeto de facilitar la tarea 
del Juez, la norma puede identificar algunos de los criterios básicos o circunstancias de hecho atener en cuenta a la 
hora de ponde rar la indem nización de bida. Tal es precisa mente la opción de la LET A. Un Estatuto para la 
promoción..., cit., pág. 172.  
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 5.7 Situaciones derivadas de violencia de género 
 
 El art. 15.1.g), introducido en tramitación parlamentaria, tiene como finalidad proteger a 
la trabajadora autónom a dependiente que se v ea obligada a extinguir la relación contractual 
como consecuencia de s er victima de vio lencia de género. Com o ya hicier a el Estatuto de los 
Trabajadores en su artículo 49, incorporando un apartado m) al m ismo, la LETA, teniendo en 
cuenta lo dispuesto en la Le y Orgánica 1/2004, de 28 de diciem bre, de Medidas de Protección 
integral contra la violencia de género, hizo frente a tales circunstancias contem plando el 
supuesto, tanto en relación con la extinción contractual, co mo respecto de los asuntos 
abordados en sus artículos 14.5  y 16.1.e).esto es, la adaptaci ón horaria y las interrupciones 
justificadas de la actividad profesional. 
 
  
Como ya dijim os, la r elación de motivos de  extin ción contra ctual inclu ida en  este  
precepto no constituye numerus clausus, sino una lista m eramente enunciativa; prueba de ello 
es la remisión del apartado h) a “cualquier otra causa legalmente establecida”731.  
 
 
6. Conflictos entre el TRADE y el cliente principal 
 
6.1 Competencia jurisdiccional 
  
 El art.17 LETA designa a los órganos del orden social para conocer, en prim er lugar, las 
pretensiones derivadas del contrato celebradas entre el autónomo económicamente dependiente 
y el cliente principal 732; y en segundo lugar, todas las cuestio nes emanadas de la aplicación  e 
interpretación de lo s acuerdos de in terés profesional, sin perjuicio de lo  dispuesto en la  Ley 
                                                 
731 La C onfederación Es pañola de  l a Pe queña Empresa (C EPYME) y  l a C onfederación Es pañola de 
Organizaciones Empresariales (CEOE) abogaban por la introducción de otra circunstancia, de la que se derivase la  
extinción contractual: “la falsedad en la declaración del carácter dependiente de la relación por parte del trabajador 
autónomo”. Observaciones de CEOE y CEPYME sobre el Anteproyecto de Ley del Estatuto del Trabajo 
Autónomo. http://www.ceat.org.es/docs/observaciones_leta_20061018.pdf 
732 Vid., Aramendi Sánchez, “Competencia de la jurisdicción social en el Anteproyecto de la Ley del Estatuto del 
Trabajador Autónomo”, Documentación Laboral, núm. 77, 2006. 
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15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competen cia. En coherencia con este traspaso de 
jurisdicción, la LETA, a través  de su disposición adiciona l prim era, m odifica distintos 
preceptos del Texto refundido de la Ley de Proc edimiento Laboral, aprobado por Real Decreto 
2/1995, de 7 de abril733. 
 
Nos hallamos ante uno de los asuntos m ás conflictivos que plantea la L ETA734. Se trata 
de una cuestión que viene a rom per con el fundamento que sustenta ba la atribución de 
competencias jurisdiccionales; efectivamente, si tradicionalmente los procedimientos seguían a 
la naturaleza sustantiva de la norma 735, ahora, se ven obligados los jueces del orden social a 
dirimir asuntos derivados de la relación establecida entre el TRAD E y su cliente principal- no 
cliente a secas com o dice el art.17 - es d ecir, em anadas de un víncu lo de natu raleza civ il, 
mercantil o  adm inistrativo736.  E l legislador, siendo conscien te de la dificultad que la 
materialización de esta m edida comporta -tan to a nivel práctico co mo técnico-juríd ico- s e 
                                                 
733El  texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral aprobado por Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de 
abril, queda modificado como sigue:  
Uno. La letra p) del artículo 2 queda redactada del modo siguiente:  
“p) en relación con el régimen profesio nal, t anto en s u vertiente individual como colectiva, de l os trabajadores 
autónomos económicamente dependientes a los que se refiere la Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo.”  
Dos. Se introduce una nueva letra q) al artículo 2 con el contenido siguiente:  
“q) respecto de cualesquiera otras cuestiones que les sean atribuidas por normas con rango de Ley.”  
Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 16 que queda redactado de la siguiente manera:  
“2. Tendrán capacidad procesal los trabajadores mayores de dieciséis años y menores de dieciocho respecto de los 
derechos e i ntereses legítimos derivados de sus c ontratos de trabajo y de la relación de Seguridad Social cuando 
legalmente no precisen para la celebración de dichos contratos autorización de sus padres, tutores o de la persona o 
institución que los tenga a su cargo, o hubieran obteni do aut orización para contratar de sus pa dres, tutores o 
persona o institución que los ten ga a su  cargo conforme a la leg islación laboral o la le gislación civil o mercantil 
respectivamente. I gualmente t endrán ca pacidad procesal los tra bajadores a utónomos ec onómicamente 
dependientes mayores de dieciséis años.”  
Cuatro. Se añade un apartado 3 al artículo 17 que queda redactado de la siguiente manera:  
“3. Las organizaciones de trabajadores autónomos tendrán legitimación para la defensa de los acuerdos de interés 
profesional por ellas firmados.”  
Cinco. Se da nueva redacción al artículo 63 que queda redactado de la siguiente manera:  
“Artículo 63 . Será requ isito p revio para la tramitació n del p roceso el  i ntento de c onciliación a nte el  servi cio 
administrativo co rrespondiente o  an te el ó rgano qu e asuma estas  fu nciones q ue podrá co nstituirse mediante lo s 
acuerdos interprofesionales o los conve nios colectivos a los que se refiere el artículo 83 del texto refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, así como los acuerdos de interés profesional a los que se refiere el artículo 13 
de la Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo”.  
734 Numerosas enmiendas fueron presentadas en torno a este asu nto; y es qu e, buena parte de los grupos políticos 
consideraban q ue lo s co nflictos q ue pudieran s urgir en la relación que el TRADE  entablara con su cliente 
principal, encontrarían mejor acomodo en el ordenamiento civil; en este sen tido, la enmienda núm. 47 presentada 
por el  Grupo Parlamentario Coalición Canaria-Nueva Canarias; la enmienda núm. 125 del  Grupo Parlamentario 
Catalán-CIU; la en mienda núm . 69 p resentada p or el  Grupo  Parlamen tario Izquierd a Un ida-Iniciativa p er 
Catalunya Verds. 
735 En este sentido, el Consejo Econ ómico y Social, el cual, discrepando del contenido del art.17 de la LETA, 
apuntaba, en su Dictamen sobre la Ley 20/2007, que “debería modificarse la c ompetencia jurisdiccional prevista 
para el  t ratamiento de l as c ontroversias i ndividuales y  c olectivas derivadas de l as re laciones jurídicas de  l os 
autónomos ec onómicamente de pendientes pa ra que l os aspect os s ustantivos de  l a n orma det erminen  l a 
competencia jurisdiccional respectiva”. Dictamen sobre el Anteproyecto de la Ley del Estatuto…, cit., pág. 10. 
736 Aramendi Sánchez, P., “La competencia de la jurisdicción social…, cit., pág.19 
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apresuró a justificar el por qué de su actuación; así, apunta al hecho de que el Orden Social ha 
venido encargándose de clarificar  la naturaleza de aquéllas prestaciones de trabajo cuya 
naturaleza resulta difícil de calif icar com o laboral o extralabo ral737. El argum ento result a 
carente de fundamento738y es de sencilla refutación ; así, en base a la jus tificación aportada por 
la Ley, también le correspondería al orden juri sdiccional social el conocim iento de las  
controversias sobre arrendam ientos de serv icios, contratos d e ejecución de obras , contratos de 
agencia, de m andatos o corretajes, p orque en el los es frecuente que se p lantee como cuestión 
previa la naturaleza del vínculo739. 
 
Como viene siendo usual, en la LETA, ap reciamos n uevamente la contradicción 
medular que la insp ira; si a lo largo del ar ticulado, el legislador se ha dedicado a proclam ar la 
naturaleza civil, mercantil o administrativa de la figura del TRADE, finalmente, se ve obligado 
a claudicar, al acudir al ordenamiento laboral para resolver los conflictos que puedan generarse 
con su cliente principal, rec onociéndose así de m odo i mplícito la  cercanía entre aquél y el 
asalariado. El carácter parcialmente tuitivo de la  norma aflora en el art.17 con fuer za, situando 
en un segundo plano cualquier fundamento técnico-jurídico 740 que pudiera enturbiar lo 
                                                 
737 Es ci erto que  se ha veni do apuntando j urisprudencialmente que , en f unción de l as n otas de de pendencia y  
ajenidad, la jurisdicción del Orden Social es la encarga da de clarificar  la naturaleza de relaciones de contornos  
difusos; en consecuencia, una vez disipada aquélla duda, los Jueces de lo Social procedían a valorar el fondo de la 
cuestión sólo si la  relación era labora l, rechazándola si de trabajo autónomo se trataba. En  este sentido, STS de 2 
de noviembre de 1995 (RJ 1995\8670), entre otras. 
738 Exposición de motivos de la Ley 20/2007: 
“El recurso a la Jurisdicción Social previsto en el art. 17 se justifica porque la configuración jurídica del trabajador 
autónomo económicamente dependiente se ha diseñado teniendo en cuenta los criterios que de forma reiterada ha 
venido estableciendo la Jurisprudencia de dicha Jurisdicción. La J urisprudencia ha definido una serie de cri terios 
para distinguir entre el trabajo por cuenta propia y el trabajo por cuenta ajena. La dependencia económica que l a 
Ley reconoce al trabaja dor a utónomo económicamente depen diente n o debe l levar a  equí voco: se t rata de un  
trabajador a utónomo y esa dependencia e conómica en ningún cas o d ebe i mplicar depen dencia or ganizativa ni 
ajenidad. Las cu estiones li tigiosas propias d el co ntrato civ il o  m ercantil celebrado  en tre el  au tónomo 
económicamente dependiente y su cliente van a estar e strechamente ligadas a la propia naturaleza de l a figura de 
aquél, de tal forma que las pretensiones ligadas al contrato siempre van a juzgarse en conexión con el hecho de si 
el t rabajador aut ónomo es realm ente econó micamente depen diente o no, seg ún cum pla o no co n l os req uisitos 
establecidos en la Ley. Y esta circunstancia, nuclear en todo litigio, ha de ser conocida por la Jurisdicción Social”. 
739 Montoya Melgar, A. y Martín Jiménez, R., Estatuto del Trabajo Autónomo…cit., pág. 234. 
740 Respecto de esta cuestión, observamos como ya la Comisión de Expertos, siendo consciente de la repercusión 
que t al medida t endría, así  como de l os vacíos t écnico-jurídicos de la mis ma, quiso aclarar que “Esta concret a 
previsión no comporta alteración sustancial del reparto competencial contemplado en el art. 9 de la LOPJ; se trata, 
antes al contra rio, de una mera concreción o especificación del m ismo. En efecto, la Orgánica del Pode r Judicial 
procede a esta blecer las grandes reglas de distribución competencial entre lo s diversos órdenes jurisdiccionales, 
asignando al  s ocial cua ntas controversias se sust ancien dentro de  l a r ama soci al de l derec ho, c on pa rticular 
atención a todo lo que afect a a las pr etensiones referidas a l a Seguri dad Soci al. Es ésta, si n em bargo, una 
distribución c ompetencial que se ef ectúa e n traz os gruesos, c orrespondiendo s ucesivamente a las legislaciones  
propias de cada orden jurisdiccional especificar cada una de las concretas pretensiones posibles a través de simple 
ley ordinaria. En tal sentido y como buena prueba de el lo, las previsiones establecidas en el  citado art. 9.5 de la 
LOPJ han sido desarrolladas posteriormente en los arts. 1 a 3 de la Ley de Procedimiento Laboral. Un desarrollo 
semejante t ambién ha  si do l levado a  cab o p or ot ras normas pr ocesales, c omo, p or ejemplo, por l a del  orden 
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dispuesto en este artículo. Tal vez h ubiera resultado más sincero y aceptable que el legislador 
hubiese am parado tal m edida únicam ente en la  situación socioeconóm ica del autónom o 
económicamente dependiente, que  indubitablemente, requiere de la celeridad y agilidad que 
caracteriza al proced imiento labo ral741. De todos modos, y a pesar de lo dicho, no podem os 
olvidar que, al m argen de éste, ya existen in strumentos procesales civiles y contencioso-
administrativos suficientemente rápidos para la re solución de conf lictos, como el juic io verbal 
civil, a través de cual podrían sustanciarse la s discrepancias surgidas entre el TRADE y su 
cliente principal, con sólo m odificar al respec to el art.250 y ss de la Ley de Enjuiciam iento 
Civil.  
 
Tampoco es posible adjudicar carácter novedoso a es ta propuesta, si tenem os en cuenta 
que, en ordenam ientos jurídicos distintos del espa ñol, ya fue establecida con anterioridad; así, 
por ejemplo, el Ordenam iento italiano, en el ar t. 409.3 de su Código de Procedim iento Civil -
Codice di procedura civile- ya dispuso el som etimiento al procedimiento laboral de los litigios 
que surgieran “…en las relaciones de colaboraci ón que se concreten en una prestación de obra 
continuada, coordinada y prevalentem ente pers onal, aunque no de carácter subordinado”, es 
decir, aquellas llevada a cabo por el que la Ley 20/2007 denomina TRADE. 
 
 Tras la valoración llevad a a cabo, y centrándonos en el análisis del art.17 LETA, 
añadiremos que lo dispuesto en  éste afecta únicam ente a la s relaciones que el autónomo 
económicamente dependiente establece con su client e principal, no con el resto de sus clientes, 
de los que recibe com o máximo el 25% de sus ingresos, y ante los que el TRADE se m uestra 
como un a utónomo puro, es decir, exento de  las privilegios de los que disfruta el 
económicamente dependiente. Del m ismo modo, tampoco serán conocidas por la jurisdicción 
social, sino por la civil, las controversias que surjan entre aquél con tercero, como, por ejemplo, 
proveedores. En otro orden de cosas, debem os resaltar que el autónom o económ icamente 
dependiente, por exigencia del art.18.1, no pue de dirigirse, de m anera directa, a los Juzgados 
                                                                                                                                                           
jurisdiccional contencioso-administrativo. En fin, la experiencia jurídica confirma que, en di versas ocasiones, se 
han concretado los litigios objeto del conocimiento por parte del orden social, sin necesidad de tener que modificar 
lo previsto con carácter general por parte de la tan  citada LOPJ. Tal es, precisamente, lo que se lleva a cabo, una 
vez más, a trav és del presente Estatu to, que p erfila el tipo  de asuntos que, por razón de a ma teria, se entienden 
residenciables ant e el or den soci al de la jurisdicción, por incluirse genéricamente dent ro de  l a ram a soci al de l 
derecho”. Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 108 y 109. 
741 A diferencia  del proceso civil, el laboral se inspira en unos principios concretos, tales como, el de celeridad, el 
de oralidad, el de inmediación, el de concentración, el de instancia única, el de impulso judicial y el de  economía. 
Tal inspiración ha ve nido a ser calificada de “socializadora del  p roceso”. M ontoya M elgar, A, Derecho del 
Trabajo, ed. 28ª, Madrid, 2007, pág. 748.  
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del orden social, sino que queda  constreñ ido a intentar,  previam ente, la  conc iliación o  
mediación ante el órgano administrativo que asuma estas funciones.  
Por lo demás, la LETA nada dispone respecto de si el cauce que estos conflictos deberán seguir 
será el procedim iento laboral común o sí, por el contrario, se  tratará de un procedim iento 
especial, en base a la sin gularidad de los m ismos. Ante tal silencio, entendem os que l a LETA 
se refiere al  proceso ordinario, recogido en el art. 80 y ss LPL. 
 
 El art.17.2, com o ya hem os señalado, tam bién atribuye al orden jurisdiccional las 
cuestiones derivadas de la aplicación e interpretación de los acuerdos de interés profesional, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la legislación de defensa de la competencia. Llama la atención que, 
a diferencia del texto propuesto por la Com isión de Expertos, en su ar t.15, así com o de la 
modificación que de la Ley de Procedim iento Laboral lleva cabo la  LETA, mediante la 
disposición adicional 1ª, ésta, en su art. 17.2, op te por ceñir la com petencia del Orden Social a 
la aplicación e interpretación del acuerdo de in terés profesional -como hiciera el art.91 del 
Estatuto de los Trabajadores respecto de los co nvenios colectivos-, eludiendo referirse al vasto 
ámbito aplicativo que supone la locución “verti ente colectiva”, em pleada tanto por el texto 
propuesta co mo por la disposición adicional prim era de la LETA. Como señaló el Consejo 
Económico y Social, hubiera resultado m ás acerta do que se estableciera  claram ente que la 
modalidad procesal ad ecuada para  resolver lo s conflictos que surjan de su aplicación e 
interpretación de los a cuerdos de  inte rés pr ofesional, sea el procedim iento de conflicto 
colectivo. 
No podemos olvidar que a través de la disposició n adicional primera, se añade un apartado 3 al 
art.17 de la Ley del Procedim iento Laboral, mediante el cual se otorga legitimación procesal a 
las organizaciones de trabajadores  autónom os para la defensa  de los acuerdos de interés 
profesional por ellos firmados. 
 
En otro orden de cosas, actuando com o límite a la facultad otorgada a la Jurisdicción 
Laboral, se fija la legislación de  defensa de la c ompetencia; en consecuencia, la Com isión de 
Defensa de la Com petencia (hasta el 1 de septiembre de 2007, Tribunal de Defe nsa de la 
Competencia) constituida por Le y 15/2007, de 3 de julio, suplirá a la jurisdicción social, en 
cuanto a la res olución de los c onflictos q ue puedan  surgir atinentes  a esta m ateria, 
principalmente,  en el caso en que los acuer dos colectivos incurran en conductas colusorias, 
reguladas en el art.1 de dicha Ley.  
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6. 2 Procedimientos no jurisdiccionales de solución de conflictos 
 
 La LETA, perm ite en su art.18 a los aut ónomos económicamente dependiente acceder a 
procedimientos extrajudiciales de solución de conflictos. 
Antes de ad entrarnos en  el anális is del precep to, debemos poner de re lieve las d iscrepancias 
existentes entre la prop uesta emitida por la Com isión de Expertos y el texto def initivamente 
aprobado. Especialmente, el rasgo distintivo que con mayor intensidad de staca es el diferente 
papel otorgado a la Administración P ública por part e de cada uno ellos; así, a diferencia de la 
LETA, la Co misión de Expertos entendió r ecomendable la im plicación econó mica de 
aquélla742, haciéndolo saber a través de los apartados 3 y 6 de su art. 14 743, cuyo contenido se 
desvanece en la Ley 20/2007. Adem ás, complem entando indirectam ente lo dispu esto en su  
art.15 -competencia jurisdiccional-, la propuesta erige com petente al orden social para conocer 
de los laudos arbitrales que en esta m ateria, siendo silenciado en la norm a posterior. Ta mbién 
debemos aclarar que a pesar de lo dispuesto en el art. 4.3.j) LETA, que extiende al colectivo de 
autónomos en su totalid ad el acceso  a los m edios extrajudiciales de solución de co nflictos, lo 
                                                 
742 Papel que quedó puesto de relieve en el informe de la Comisión de Expertos: “Para que este estímulo sea real y 
efectivo, es imprescindible la colaboración y apoyo de los poderes públicos, correspondiendo a éstos facilitar tanto 
el proceso de puesta en marcha como el mantenimiento de los procedimientos de mediación y arbitraje que sean 
convenientes. Por tal razó n, desde el Estatu to no só lo se facilitan  las reg las imprescindibles de instrumentación 
jurídica de tales procedimientos extrajudiciales de resolución de conflictos, sino que adicionalmente se llama a la 
implicación de las Administraciones Públicas, al objeto de que las m ismas proporcionen los recursos económicos 
para un funcionamiento efectivo de estos procedimientos no jurisdiccionales, favoreciendo que sea una realidad la 
aspiración d e qu e l os m ismos respo ndan a lo s prin cipios de gratuid ad, celeri dad, agilidad y  efectiv idad. 
Formuladas es tas previ siones, su éxi to de penderá de l a ext ensión d e una c ultura en tre l os sujet os afect ados, 
propicia pa ra sol ventar s us di screpancias a t ravés de este t ipo de procedimientos”. Un Estatuto para la 
promoción…, cit., pág. 132. 
743 Artícu lo 14. Fomento de procedimientos ex trajudiciales en  conflictos relativos a la activ idad profesional del 
trabajador autónomo 
1. Será requisito previo para la tramitación de acciones ju diciales en relación c on el régimen profesional de estos  
trabajadores, e l i ntento de c onciliación o m ediación ant e el órgano que asum a estas funciones, sea de carácte r 
administrativo o instituido por los pactos colectivos celebrados por las asociaciones representativas de los mismos. 
2. Dichos procedimientos estarán basados en los principios de gratuidad, celeridad, agilidad y efectividad. 
3. Las  Administraciones Públicas com petentes están obligadas a proporcionar los recursos económicos precisos 
para u n fu ncionamiento efectivo de estos procedimientos no j urisdiccionales de resol ución de  conflictos 
profesionales. 
4. Lo acordado en avenencia tendrá fue rza ejecutiva entre las partes  intervinientes, sin necesidad de ratificación 
ante el órgano judicial, pudiendo llevarse a efecto por el trámite de ejecución de sentencias. 
5. Las partes podrán igualmente someter sus discrepancias a arbitraje voluntario. Se entenderán equiparados a las 
sentencias firmes los laudos arbitrales igualmente firmes, dictados al efecto. El procedimiento arbitral se someterá 
a lo pacta do entre las partes o al ré gimen que  en s u caso se pueda est ablecer a travé s de los pact os colectivos  
celebrados por las asociaciones representativas de los mismos, entendiéndose aplicable en su defecto la regulación 
contenida en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. El orden social de la jurisdicción será competente 
para conocer de los laudos arbitrales que se dicten en esta materia. 
6. Cuando se trate de arbitrajes relativos a controversias colectivas, los mismos también serán gratuitos, asumiendo 
las Administraciones Públicas com petentes la obligación de proporcionar los recursos económicos precisos para 
un funcionamiento efectivo de los mismos. 
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dispuesto en el art. 18, y que a continuación examinaremos, debem os entenderlo dirigido al  
autónomo económicamente de manera exclusiva. 
Por último tenemos que destacar que resulta evidente que el legislador se muestra partidario del 
fomento de estos procedim ientos marginales744; sólo hay que com parar la parca redacción de l 
art. 17 -vía jurisdiccio nal-, caracterizada por la ind eterminación, con el ex tenso precep to 
dedicado a los procedim ientos extrajudiciales. Únicamente la ex istencia de la Ley de  
Procedimiento Laboral, podría explicar el difere nte trato concedido por la Ley a ambas vías –
judicial y extrajudicial-.  
 
 El apartado prim ero del art.18 LET A se enca rga de enunciar la ne cesidad de interponer 
conciliación745 o m ediación previa a la vía jurisd iccional. Parece que la Ley, d e nuev o 
consciente de los inconvenientes que la puesta en práctica de su decisión podía generar, es 
decir, de la saturación de los Juzgados de lo social, constreñidos a resolver las controversias del 
más de me dio m illón de autónomos económ icamente dependientes que existen en nuestro 
tejido profesional, se adelantó, en cierto m odo, al problem a, exigiendo, de m anera previa a la 
incoación del proceso judicial, acudir a la conciliación 746 o m ediación747, en un intento de 
resolver sus conflictos.  
 
 Lo prim ero que debemos poner de relieve es la incorporación de la m ediación al 
precepto; resulta extrañ o que el legislador olv ide es ta v ía ex trajudicial en la d isposición 
adicional primera de la LETA, a pa rtir de la cu al lleva a cabo la necesaria m odificación de la 
Ley de Procedim iento Laboral. En efecto, si obser vamos el contenido de su transform ado art. 
                                                 
744 Como así  lo pone de manifiesto la Comisión de Expertos en su i nforma: “En t odo caso, no parece tampoco 
oportuno propiciar una excesiva judicialización de este tipo de controversias, razón por la cual el presente Estatuto 
apuesta deci didamente por i mpulsar y ext ender l os m ecanismos privados de resol ución de  las discrepancias 
jurídicas o de intereses que puedan surgir en este campo, bien sea a través de la mediación o, incluso, por vía del 
arbitraje. Parece oportuno que las fórmulas que est án dando buenos resultados en nuestro sistema jurídico, como 
son las soluciones privadas en el campo del derecho del consumo, sean incentivadas también en est e ámbito; del 
mismo modo que puede ser un buen referente la progresiva mayor influencia que adquieren los mecanismos de 
solución au tónoma de lo s conflictos en  el ámbito de las relaciones laborales so metidas al Derecho  del Trabajo, 
particularmente aquellas que afectan a controversias colectivas”, Un Estatuto para la promoción… cit., pág. 131. 
745 “El siste ma e spañol está in spirado en  la do ctrina de la OIT, qu e co ncibe la co nciliación co mo u na p ráctica 
consistente en utilizar los serv icios de una tercera persona neutral para que ayude a las p artes en  un conflicto a 
allanar sus diferencias y llegar a un a transacción amistosa, o una solución adoptada de común acuerdo”. Iglesias 
Cabero, M., “Ad ministración del conv enio y so lución extrajudicial de lo s co nflictos colectivos”, en AAVV, 
Palomo Bald a, E.  (d irector), Negociación Colectiva II. Cuadernos de Derecho Judicial, C onsejo Gene ral del  
Poder Judicial, Madrid, 1995, pág. 237.  
746 Se trata de un acto jurídico negocial a través del cual se realiza una transacción inter partes. 
747 Se t rata de un procedimiento de resolución d conflictos colectivos de t rabajo caracterizado por la intervención 
de u n t ercero, mediador, d otado generalmente de am plios po deres de propuesta e i nformación y  cuy a fu nción 
consiste en  intentar la avenencia de las partes en litigio, a cuyo efecto le propone un proyecto de solución  
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63748, apreciamos cómo se omite toda referencia a la mediación, descuido –intencionado o no- 
que genera incertidumbre en cuanto a su aplicación práctica. Desde luego, el deseo de fomentar 
este tipo de procedim ientos resultan patentes al proclam ar la LETA, no sólo la conciliación 
como vía de  escape del procedim iento judicial, sino también la m ediación, a pesar de tratars e 
éste de un proceso m ás heterónomo, en el que la  autonomía de la voluntad se ve m ermada. A 
tenor literal de lo dispuesto literalmente en el art.18.1 LETA, las dos, conciliación y mediación, 
se muestran como vías alternativas para cumplir con el previo requerimiento, eso sí, la omisión 
de la disposición adicional 1ª, antes citada, comporta dudas acerca de la equivalencia de ambas. 
Hubiera resultado idóneo que este procedim iento extrajudicial hubier a sido plasm ado en el 
art.63 LPL com o presupuesto de  admisibilidad de la dem anda, evitando que dicha novedosa 
incorporación quede oscurecida por tal preteric ión. En otro orden de cosas, y teniendo en 
cuenta la modificació n de dicho artícu lo, volvemos a com probar el acercam iento a los 
asalariados que aquélla lleva a cabo ; éstos, al igual que los TRADE, se verán constreñidos a 
instar un procediendo previo al judicial, eso sí, pudiendo, únicamente, en aras del cumplimiento 
de tal exigencia, acudir a la conciliación, debido a que de la mediación nada se dice respecto de 
ellos. 
 
 Aunque la LETA no e specifica nada, entendemo s que, al igual que ocurre en la vía 
judicial, se puede som eter a conciliación o a m ediación cualquier controversia en relación con  
el régim en profesional del TRAD E, tanto  en  su ve rtiente ind ividual com o colectiva ; la  
inclusión de los asuntos de car ácter colectivo se infiere de l art.19.2.d), que concede a las 
asociaciones de trabajadores au tónomos el d erecho de participar en los sistem as no 
jurisdiccionales de solución de las controvers ias colectivas de los trabajadores autónom os 
cuando esté previsto en los acu erdos de interés profesional 749. Precisamente a éstos confía el 
art.18.1 la institución de “órganos específicos” encargados de la solución de conflictos. Sólo en 
el caso de que los acuerdos gua rden silencio,  la norm a re mite al órgano adm inistrativo que 
asuma estas funciones, actualmente en el ámbito de la Dirección General de Trabajo y Asuntos  
                                                 
748 Art. 63 LPL (modificado por la Ley 20/2007): 
Será re quisito previo pa ra l a t ramitación d el proces o el  int ento de co nciliación ant e el  servi cio ad ministrativo 
correspondiente o  an te el órg ano qu e asuma estas f unciones que podrán  con stituirse mediante los acu erdos 
interprofesionales o los convenios colectivos a los que se refiere el art.83 del texto refundido de la Ley del Estatuto 
de los trabajadores, así como los acuerdos de interés profesional a los que se refiere el art.13 de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores. 
749 La part icipación de l as as ociaciones de t rabajadores e n l os sistem as no jurisdiccional es de s olución de las 
controversias colectivas de los trabajadores autónomos puede ser tanto en calidad de parte, como de integrante del 
órgano de mediación o c onciliación. Informe del Anteproyecto del Estatuto del Trabajador Autónomo, llevado a 
cabo por el Consejo General del Poder Judicial, pág. 23. 
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Sociales: el Servicio Adm inistrativo de Medi ación, Arbitraje y Conciliación, y las Unidades 
(territoriales) de Mediación, Arbitraje y Conc iliación, sin  olvidar a los organism os de las 
Comunidades Autónomas a las que se hayan trasferido estas funciones. 
  
 El art.18.2 LETA remite a los principios del proceso laboral (art.74 LPL), es decir, los de 
gratuidad, celeridad, agilidad y ef ectividad. Me diante el  principio de gratui dad el legislador 
pretende soslayar la des igualdad existente entre el TRADE y su cliente p rincipal, en cuanto al 
aspecto eco nómico, es decir, d e nu evo el caráct er tuitivo de la norm a inspira el proceso de 
resolución de conflictos, aseg urando a aquél, parte m ás débi l de la relación, una m ayor 
accesibilidad a las vías extrajudiciales. Com o ya hemos señalado, la Co misión de Expertos se 
mostró m ás concisa, y seguram ente m ás efectiv a, en su propuesta al disponer, de m anera 
reiterada, q ue serían las Adm inistraciones P úblicas las que asum irían la obligación de 
proporcionar los recursos económ icos precisos para un funcionam iento efectivo de estos 
procesos. Por el contrario, la LETA opta por guardar silencio respecto de la cuestión. 
 
En lo referente a los principios de celeridad y agilidad, hay que decir que en base a 
estos, y dada la urgencia con la que han de ser resueltas las pretensiones surtidas con ocasión de 
un conflicto surgido entre el TRADE y su clie nte principal del que depende económ icamente, 
estos procesos extrajudiciales deben gozar de  la m ayor prontitud de plazos y sencillez de 
tramitación. 
 
Por último, el principio de eficacia se refiere al efecto que se otorga a lo acordado en los 
procedimientos no jurisdiccionales; como veremos al comentar el siguiente apartado (art.18.2), 
lo acordado en los mismos gozará de fuerza ejecutiva entre las partes. 
 
  
 El art.18.3 LETA, inspirándose en el cont enido del art. 68 LPL, dispone que lo 
concertado entre el autónom o económicamente dependiente y su cliente cardinal por la vía de 
conciliación o mediación, no necesita ser ratificado ante el órga no judicial, pudiendo llevarse a 
efecto por el trám ite de ejecución de sentencias. Si bien es cierta la fuerza que lo pactado  
adquiere entre las partes, en base a que no le conf iere a la avenencia el efecto de cosa juzgada, 
nada impedirá que en vía judicial se vuelva a conocer el asunto750. 
                                                 
750 En este sentido, García Ninet, J. I. (director), Comentarios a la Ley del Estatuto..., cit., pág. 353. 
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  Como no podía ser de otro m odo, la norm a, en su art.18.4, da cabida al tercer 
procedimiento extrajudicial de solución de conflictos: el arbitraje 751. Lo primero que debemos 
destacar es, a diferencia de la conciliación y mediación, su carácter voluntario. Efectivamente, 
la Ley no constriñe a las partes a derivar la solución de sus conflictos a esta vía, sino que deja a 
su voluntad optar por la misma. Sin embargo, teniendo en cuenta que la Ley 20/2007 som ete el 
procedimiento arbitral a lo pactado entre el TRADE y su cliente predominante o al régimen que 
en su caso se disponga m ediante acuerdo de inte rés profesional, no resultaría extraño que el 
rasgo de voluntariedad decayera al determinarse, bien por acuerdo co lectivo, bien por contrato 
individual, su carácter obligatorio. 
 
 
Por otro lado, teniendo en cuenta que el ar t.1.4 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, 
de Arbitraje, excluye al arbitraje laboral de la esfera aplicativa de esta norma , debemos señalar 
que se trata de una cuestión en el que la LETA da muestra de la naturaleza civil o mercantil que 
adjudica al TRADE, en detrimento de su tendencia a laboralizar el régimen profesional de estos 
trabajadores; aunque es to es así, la s imilitud termina por aparecer en el apartado cu arto, por el 
cual, el efecto de lo  acordado en avenencia, al igual que es tablece para los arbi trajes laborales 
la disposición adicional séptim a de la Ley de Procedimiento Laboral, resulta equiparable a lo 




Respecto de los correspondientes laudos arbitral es, el legislador ha optado por elim inar 
la cláusula recogida en el art.14.5 de la Propue sta presentada por la Comisión de Expertos y 
que rem itía al orden  s ocial el con ocimiento d e aquéllos; por e llo, en  base  al silencio d e la 
LETA, así co mo a que la L. A, actúa com o régimen supletorio para el supuesto de que ni las 
partes ni lo s acuerdos  profesionales hayan dispuesto nada, diremos que, por el art.8 de ésta 
                                                 
751 La U nión de  Pr ofesionales A utónomos ( UPTA) en  su  i nforme “Pr opuestas de  l a Unión de  Pr ofesionales 
Autónomos (UPT A) pa ra l a confecci ón de m edidas de g obierno para el pe ríodo 2008-2012, e n el  ám bito del 
trabajo a utónomo”, present ado e n n oviembre d e 20 07, i nstaba al Gobi erno a llevar a cabo “la cre ación de un 
servicio de arb itraje y un  colegio de árb itros p ara los a utónomos y  e mpresas i ndividuales e n general, pa ra l a 
resolución de conflictos de carácter económico y mercantil en las relacio nes entre ellos y con  terceros clien tes o 
proveedores. Este servicio se constituirá en colaboración con las CCAA y otros servicios ya existentes que hayan  
demostrado eficacia”. 
http://www.upta.es/Informes/07.11.12%20propuestas%20prog%20de%20gobierno%20periodo%202008-2012.pdf 
752 Redacción según  la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. 
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norma, será la jurisdicción civil la com petente para conocer de los laudos arbitrales que en esta 
materia se dicten. 
 
  
 Como hemos señalado , se fija co mo der echo acceso rio en la m ateria la regu lación 
contenida en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje y la Ley 16/1987, de 30 de julio, 
de Ordenación de Transportes Terrestres. Acerca  de ésta, debem os decir que la Com isión de 
Expertos evitó hacer referencia expresa a ella; por el contrario, el legislador del texto definitivo, 
siendo consciente de que en el sector del tr ansportes ha prolifera do la figura del autónom o 
económicamente dependiente, y anim ado por las as ociaciones profesionales que los aglutinan, 
entendió acertado referirse a esta norm a y, de m anera im plícita, a las Juntas Arbitrales d el 
Transporte, cuyo objeto principal es resolver reclamaciones de carácte r mercantil relacionadas 
con el cumplim iento de los contratos de trans porte terres tre y d e ac tividades auxiliares y 
complementarias del transporte753. 
La LETA t ermina dejando abierta la puerta a la  regulación dispuesta en cualquier otra 
normativa específica o sectorial. 
                                                 
753 Ju ntas A rbitrales del  Tra nsporte vi enen r eguladas e n l a Ley 16/1987, de 30  de j ulio, de Or denación de los 
Transportes Terrestres, artículos 37 y 38, m odificada por la Ley 29/2003, de 8 de octubre, en el Regla mento de 
esta Ley, aprobado por Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, artículos del 6 al 12, y por las normas de las 
distintas Comuni dades Aut ónomas que las han constitu ido. Hay que  destacar que  las norm as a utonómicas, 
prácticamente coinciden en su articulado y contenido, como no podía ser de otra manera.  
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Capítulo IX  DERECHOS COLECTIVOS Y TRABAJO AUTÓNOMO 
 
1. Consideraciones generales 
 
 Hasta ahora, los trabajadores autónomos encontraban dos vías para desarrollar la vertiente 
colectiva de defensa de sus intereses profesiona les: bien, para el caso de que no tuvieran 
contratados empleados a su servicio, la incor poración a sindicatos ya fundados, bien, en caso 
contrario, es decir, cuando contaran con asalariados a su cargo, las organizaciones 
empresariales (art.7 CE) o las as ociaciones (art.22 CE). La pr imera opción era infructuosa al 
integrarse en entidades instituidas por trabajadores por cuenta ajena, de intereses distintos a los 
suyos754, y la segunda tam bién resultaba vana tenie ndo en cuenta que si de las organizacione s 
empresariales hablam os, éstas sólo represen tan a un grupo reducido de autónom os que al 
tiempo son empresarios; si nos referim os a las asociaciones de autónomos, hasta la entrada en 
vigor de la LETA, carecían de re spaldo legal suficiente para pode r desarrollar la prom oción y 
defensa de los intereses de los trabajadores por cuenta propia de la m isma forma que lo hacen  
los sindicatos respecto de los asalariados. En este momento, como vere mos, este último cauce  
de representación ha sido dotado de diversas facultades que facilitarán su actuación. 
 
 El Título II I de la LET A –“Derechos colec tivos del tr abajador autóno mo”- regula  lo s 
derechos colectivos tanto de l autónom o clásico com o del económ icamente dependiente. 
Consideramos dicho encabezamiento inapropiado, teniendo en cuenta qu e no sólo se ocupa de 
los derechos  de lo s trabajadores por cuenta propia, s ino que también lo hace resp ecto de las  
asociaciones por ellos constituidas755. Claramente apreciamos cómo la LETA, al igual que hace 
                                                 
754 Como apunta Apilluelo Martín, “La actu ación sindical en materia de negociación colectiva de las cond iciones 
de trabajo de estos autónomos ha sido muy escasa. Las experiencias que tímidamente comienzan a mostrarse en la 
negociación c olectiva son, bien la extensión del ám bito de a plicación de l c onvenio colectivo a todo tipo de 
trabajadores, o rdinarios y  aut ónomos depe ndientes, bien l a ext ensión de  l os cont enidos del  con venio col ectivo 
atenientes a ciertos derechos de protección y de seguridad y salud en el trabajo para los trabajadores autónomos o, 
finalmente, se encuentran referencias de prohibición de contratarles bajo régimen civil o mercantil o integrarles en 
las co rrespondientes p lantillas d e trab ajadores ord inarios, sien do m uy frecu ente ex cluirlos de su  ám bito d e 
aplicación”. Apilluelo Martín, M., Los derechos sociales del trabajador autónomo…, cit., pág. 113. 
755 Así se desprende del informe emitido por la Comisión de Expertos: “Como marco general de presentación de 
este capítulo, la LETA formula un catálogo de las facultades que se i ntegran dentro del ejercicio de los derechos 
colectivos, particularmente a efectos de diferenciar tres niveles en función de su titularidad: la primera, individual, 
atribuible directamente a los trabajadores autónomos; la segunda, de carácter colectivo, referible al conjunto de las 
asociaciones profesionales de trabajadores autónomos, y la tercera, en  fin, también colectiva, pero cuya titularidad 
específica corresponde a las asociaciones representativas. Al igual que se ha hecho para la enumeración de estos 
derechos bási cos en l a parte individual, a hora y  respect o de lo s de carácter co lectivo, en  la g eneralidad de las 
ocasiones también se entiende que el mero reconocimiento es suficiente para el pleno ejercicio de estos derechos, 
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en relación a la m ayoría de las cuestiones que viene a regular a lo largo de su articulado, ha 
creído conveniente alejarse de todo aquello que pudiera vincular los derechos colectivos de los 
trabajadores autónomos con el mundo de las relaciones laborales756. A diferencia de propuestas 
precedentes757, así com o de la opinión de cierto sector doctrinal 758, el legislador de la L ETA 
entiende del todo inadecuado acudir a la estruc tura laboral que en cuestión de derechos 
colectivos se había diseñado prácticam ente de modo exclusivo para los tr abajadores por cuenta 
ajena; en efecto, tal rechazo queda puesto de re lieve cuando evita hacer m ención a cualquie r 
noción que pueda recordar a la m isma, por ej emplo, “negociación colec tiva”, “representación 
colectiva” o  “m edidas de conf licto”. Afrontar dicha  tarea, es decir, la regulación de los 
derechos colectivos de los trabajadores por cuen ta propia, sin el apoyo de la regulación laboral 
pre-existente, se presenta como una  labor com pleja, lo cual se refleja en la propia LETA, que, 
ante tal dificultad, ha optado por abordar esta  cuestión parcialm ente, dejando relevantes 
aspectos sin respuesta. 
 
2. Derechos colectivos básicos de los trabajadores 
autónomos 
  
 El apartado prim ero del art.19 LE TA co mienza proclam ando, de m anera genérica, los 
derechos co lectivos de los trabajad ores por cu enta propia, sin hacer distinción alguna entre 
autónomo stricto sensu o económ icamente dependiente. D ebemos destacar nuestra extrañeza 
por el em pleo del calificativo “básico”aplicado por la Ley a tales derechos, m ás teniendo en 
cuenta que, a diferencia, por ejem plo, de lo que  ocurre en el catálogo de derechos reconocido 
en el art.4 LETA –precepto que alude a derechos básicos individuales y derechos, simplemente, 
                                                                                                                                                           
dejando al  devenir de l a actuación de l as propias organizaciones el  desarrollo y  funcionalidad práctica de t ales 
derechos”. Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 133. 
756 Como señala Rodríguez-Ramos Velasco “resulta muy elocuente el Preámbulo de la Ley cuando al relacionar 
los preceptos constitucionales que, sin hacer referencia expresa al trabajo por cuenta propia, pueden ser aplicables 
a los trabajadores autónomos- léanse art.38, 35.1, 40.2 y 41- no incluya ninguno de los preceptos antes citados (art. 
28 y 37 CE). No se trata de un olvido sino de una declaración de intenciones”. Rodríguez-Ramos Velasco, P., “Los 
derechos colectivos de los trabajadores autónomos”,  en AA. VV., Cruz Villalón, J. y Valdés Dal-Ré, F. (dir.), El 
Estatuto del Trabajo Autónomo, La Ley, Madrid, 2008, pág. 340.  
757 La Pro posición de Ley  presentada en 2002, por el Grupo Parlamentario Socialista, preveía en sus a rts. 9 y  19 
los derechos colectivos de representación, negociación y huelga para el colectivo de trabajadores autónomos en su 
totalidad. 
758 En este sentido, Oje da Avilés ha señalado que “las organizaciones sindicales deberá n secularizarse al co mpás 
de la descentralización productiva y pa rticularización de la economía, donde han aparecido nuevos trabajadores, 
reclamando a ntiguos, i ncluso, n uevos pl anteamientos si ndicales”. O jeda Avi lés, A ., “La sindicalización de los 
trabajadores…”, cit., pág. 707. 
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individuales-, aquí tal calificación resulta gratuita, ya que su alusión parece sugerir la existencia 
de otros derechos de categor ía inferior, generando la incl usión del adjetivo, únicam ente, 
confusión. 
 
2.1 Derecho a afi liarse al sindicat o o as ociación empresarial de su  
elección 
  
El art. 19.1 a) LETA enuncia el derecho de los trabajadores aut ónomos a afiliarse al 
sindicato o asociación empresarial de su elección, en los términos establecidos en la legislación 
correspondiente. 
 
 En primer lugar, debemos apuntar que, a pesar de referirse el artículo de manera genérica 
al colectivo , únicam ente, podrán disfrutar del derecho de afiliación sindical, en b ase a lo  
dispuesto por la Ley O rgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Li bertad S indical, los autónom os 
que no cuenten con trabajadores a su servicio , entre ellos, los autónomos económ icamente 
dependientes; en efecto, como ya vimos en su mom ento, el art. 3.1 de esta norma requiere para 
el d isfrute de ta l de recho no tener trabajado res a su  servicio, ex igencia co incidente con  la 
dispuesta en el art. 11.2.a) de  la LE TA referido a la de limitación de la figura del T RADE759. 
Dicho derecho de afiliación resulta en la m ayoría d e los  casos inop erativo760 ya que los 
intereses de estos trabajadores afiliados a un sindicato, corren el riesgo “de quedar difuminados 
o reducidos a una condición secundaria en el marco de las finalidades del sindicato general” 761. 
La LETA, debido a su carácter or dinario, nada establece respect o de la posible fundación de 
sindicatos  por parte de los trabajadores autónomos, en defensa de sus exclusivos intereses; por 
el contrario, prefiere mantener lo dispuesto por la LOLS, la cual , ni siquiera en el supuesto de 
                                                 
759 “Si se pa rte de la idea válida  de que el si ndicato, en cuanto sujeto de la libertad  de sindicación, se  justifica 
primordialmente  p or el ejercicio de l a actividad sindical, y que esta se c aracteriza por la existencia de otra parte 
ligada al titular del derecho por una relación de servicios y frente a la que ejercita, siendo su expresión una serie de 
derechos com o l a huel ga, de ne gociación col ectiva y  de co nflicto, que no podría ejercer un si ndicato de 
trabajadores autónomos, no hay motivo para considerar carente de fundamento razonable una regulación que en 
último término orienta el derecho de los trabajadores autónomos para defender sus intereses o hacia su integración 
en lo s si ndicatos d e t rabajadores o, co mo h emos v isto, hacia la co nstitución de aso ciaciones al amp aro d e la 
legislación específica, reconociéndoles un derecho que también deriva directamente de la Con stitución (art.22) y 
esta dotado de igual grado de protección y de idé ntica autonomía que el dere cho de asociación sindical. (F. 2)”. 
STC 98/1985, de 29 de julio (RTC 1985\98). 
760 No obstante, los trabajadores autónomos sin empleados a su servicio – entre ellos, los TRADES- podrán ser 
nombrados delegados sindicales, en base al art.10.1 LOLS , que permite tal nombramiento entre los trabajadores 
afiliados a los sindicatos con presencia en los comités de empresa, cualquiera que sea la clase de su contrato. 
761 Montoya Melgar, A., “Trabajo dependiente y trabajo autónomo…, cit., pág. 35. 
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que tales organizaciones sindicales se integrar en dentro d e una confederación “general” 762, 
confiere tal privilegio a estos trabajadores.  
 
 Respecto d el der echo de af iliación a asociaciones empresar iales763, en base a su 
regulación, es decir,  a la Ley 19/1977, de 1 de abril, re guladora del derecho de asociación 
sindical764 así com o al RD 873/1977, de 22 de abril sobre depósito de lo s estatutos de las 
organizaciones constituidas al amparo de la Ley 19/1977 765, no hallamos ninguna restricción al 
ejercicio del m ismo, pudiendo ser disfrutado tanto por los trabaj adores con asalariados a su 
servicio, como por aquellos que no los teng an. A pesar de su am plia esfera ap licativa, es  
evidente que con relación a estos últimos, no se trata de la vía más apropiada para la defensa de 
sus intereses. Com o venim os diciendo, a dif erencia del autónom o clásico, en el que se 
manifiesta su am bivalente natu raleza -em presario-trabajador-, respecto del trab ajador por 
cuenta propia sin empleados- sea o no TRADE, a unque en estos especialmente-, la empresarial 
se muestra prácticamente difuminada, por lo que sus intereses poco tendrán que ver con los 
defendidos por este tipo de organizaciones. Además, los autónomos sin empleados a su servicio 
podrán afiliarse tanto a sindicato s como a asociaciones em presariales, lo cual desembocará en 
situaciones indeseables; y es que , de integrarse sim ultáneamente en am bas organizaciones, en 
la mayoría de los supuestos, se producirá un conf licto de interés; efectivam ente, la asociación 
empresarial es la contraparte del sindicato en un proceso de negoc iación, por lo que el 
autónomo sin empleados se verá en la obligación a posicionarse en favor de una organización u 
                                                 
762 Montoya Melgar, A., “Trabajo dependiente y trabajo autónomo…”, cit., pág. 34. 
763 Véase a Del Rey Guanter, S., “Las asociaciones empresariales en el sistema de las relaciones laborales: una 
aproximación inicial”, Revista de Política Social, núm. 137, 1983. 
http://www.cepc.es/rap/Publicaciones/Revistas/10/RPS_137_301.pdf 
764 Manteniendo en vi gencia la  Ley 19/ 1979, de 1 de a bril, el legislador del texto definitivo parece des oír la 
recomendación que la Comisión de Expertos plasmó en su informe y que abogaba por la derogación de la misma, 
la cual materializaba a través de la disposición derogatoria única de su propuesta: “Por otra parte, resulta oportuno 
que la aprob ación de este Estatu to sea la ocasión para superar d efinitivamente la sit uación de prov isionalidad 
existente con la v igencia aún, en lo que afecta a las aso ciaciones de los autónomos, de una ley p reconstitucional 
como es l a Ley  19/ 1977, de 1 de ab ril, de l derec ho de a sociación si ndical (LA S); l ey est a, de otro lado, sól o 
concebida m arginalmente par a at ender al  derecho de as ociación de l os aut ónomos. P or t odo el lo, e s raz onable 
reconducir su  derecho d e as ociación al  ré gimen com ún de l a L ODA, contemplando sus es pecificidades e n s u 
norma específica; esto es, en el presente Estatuto. La derogación de la LAS obliga al establecimiento de una regla 
de d erecho t ransitorio, ap licable a las aso ciaciones pr ofesionales d e trabajadores au tónomos constitu idas en  
aplicación de la legislación a nterior y que gocen de personalidad jurídica a la entrad a en vigor del Estatuto”, Un 
Estatuto para la promoción…, cit., pág. 108. 
765 Derogada, excepto en lo concerniente a las asociaciones empresariales, por la disposición derogatoria de la Ley 
Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, la cual disponía que “Quedan derogados la Ley 19/1977, 
de 1 de abril, y el Real Decreto 8 73/1977, de 22  de abril, en todo  cu anto se op onga a la  presente Ley,  
permaneciendo vigente la regulación que contienen dichas normas referidas a las asociaciones profesionales y, en 
particular, a las asociaciones empresariales cuya libertad de sindicación se reconoce a efectos de lo dispuesto en el 
artículo 28.1 de la Constitución Española y de los convenios internacionales suscritos por España”. 
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otra766. Asim ismo, tam poco se p resenta a certada la inco rporación de los TRADE a es tas 
asociaciones, teniendo en cuenta que, ex art. 13 de la L ETA, no están legitim adas para 
concertar acuerdos de interés profesional 
 
 Resulta destacable el hecho de que la LETA nada disponga en relación al derecho de lo s 
trabajadores autónomos a fundar asociaciones empresariales. Si el silencio de la norma respecto 
de la posible constitución por parte de éstos de sindicatos ad hoc, se com prende – se trata de 
una ley ordinaria-, no ocurre lo mismo en relación al derecho de aquéllos a fundar asociaciones 
empresariales, lo cual resulta viable com o así pone de m anifiesto el art.1 de la Ley 19/1977, 
que perm ite a los em presarios “co nstituir en cad a ram a de actividad , a esca la territor ial o  
nacional, las asociaciones prof esionales que estim en convenien tes para la defensa de sus 
intereses respectivos” 
. 
Para finalizar, hemos de señalar que la Ley  muestra tanto el acceso al sindicato como a 
la asociación como un decis ión libre –“de su el ección”-, ello en coherenc ia tanto con el art.  
28.1 CE –“todos tienen derecho a sindicarse libr emente”- como con el art.2.1.b) LO LS –“no 
pudiendo nadie ser obligado a afiliarse a un sindicato”-. 
 
2.2  Derecho a afiliarse y fundar asociaciones profesionales 
  
El siguiente derecho proclamado en el art.19.1.b) LETA, hace referencia a la afiliación y 
fundación de asociaciones profesionales específicas de trabajadores autónomos sin autorización 
previa. Se trata de la vía de  rep resentación típica del trab ajo au tónomo, com o así se h a 
proclamado tanto legal, a través de la cláusula residual del art.3.1 LOLS 767, c omo 
jurisprudencialmente, por la Sentencia del T ribunal Constitucional 98/1985, de 29 de julio, 
                                                 
766 En este sentido, Cruz Villalón apuntaba que “las asociaciones empresariales pueden no ser muy atractivas para 
los trabajadores autónomos en tanto que no toman en consideración el carácter singularizado de cada profesión, al 
tiempo que a los autónomos desde el punto de vista formal pero con fuerte dependencia económica del empresario 
para q uien e jecutan su act ividad l es pue de resul tar i ncomodo pert enecer a una asoci ación em presarial”. C ruz 
Villalón, J., “La tutela colectiva por los trabajadores autónomos…”, cit., pág. 546. 
767 Art. 3.1LOLS:  
No o bstante l o di spuesto e n el artículo 1.2 , lo s tr abajadores po r cu enta propia que  no tengan tra bajadores a s u 
servicio, l os t rabajadores e n paro y  l os que hay an cesa do en su act ividad l aboral, c omo consec uencia de s u 
incapacidad o jubilación, podrán afiliarse a las organizaciones sindicales constituidas con arreglo a lo expuesto en 
la presente Ley, pero no fundar sindicatos que tengan precisamente por objeto la tutela de sus intereses singulares, 
sin perjuicio de su capacidad para constituir asociaciones al amparo de la legislación específica 
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citada en reiteradas ocasiones 768, cuya rem isión a las asociaci ones profesionales venía a 
compensar la expulsión de los trabajadores por cuenta propia con e mpleados a su servicio del 
ámbito de aplicación de aquélla. El Alto Tribun al pretendía apaciguar las voces contrarias a la 
marginación del colectivo por parte del, por ent onces, Proyecto de Ley Orgánica de Libertad 
Sindical, en fatizando q ue el d erecho de asoci ación deriv a directam ente de la C onstitución 
(art.22) y que esta dotad o de igual g rado de protección y de idéntica autonom ía que el derecho  
de asociación sindical. La evol ución sufrida en torno a la figura del trabajador autónom o, 
obligaba a que tales afirmaciones fueran revisadas; en efecto, actualmente, con la aparición del 
TRADE y con él, la figura del cliente principal,  es decir, la contra parte ex igida por el 
Constitucional para el d isfrute del d erecho de sindicación, así com o la evidencia relativa a la 
disimilitud existente entre la libertad de asociación y la sindical769, requerían  de una respuesta 
por parte de la LETA. Si bien ésta rem ite, en su art. 20.1, a lo previsto en la Ley Orgánica 
1/2002, de 22 de m arzo, reguladora del Derecho de  Asociación – de ap licación tanto al 
autónomo que tenga como al que no tenga trabaj adores a su servicio-, hace acom pañar al 
contenido d e la m isma de ciertas  especialid ades770- recogidas en sus arts. 20 y 21- que 
conceden a las asociaciones de autónomos la especificidad, desde antiguo reclamada, así como 
un cariz ciertam ente análogo al de los sindicatos –especialmente, lo dispuesto en el Título II 
“Del régimen jurídico sindical”de la LOLS 771-. Aunque estas especialidades pretenden ofrecer 
cierto carácter novedoso  respecto del fondo de la cuestión, en otras p alabras, la posibilid ad de 
que estos trabajadores constit uyan asociaciones, lo previsto por la LETA tiene carácter 
meramente declarativo, ya que estas organi zaciones profesionales de autónomos vienen 
existiendo desde tiempo atrás, habiendo actuado  como pieza funda mental en la elabo ración de 
la Ley.  
 
                                                 
768 “(…) en último término orienta el derecho de los trabajadores autónomos para defender sus intereses o hacia su 
integración en los sindicatos de trabajadores o, como hemos visto, hacia la constitución de asociaciones al amparo 
de la leg islación específica, reco nociéndoles un  derecho qu e tam bién d eriva directamente d e la Constitución 
(art.22) y esta dotado de igual grado de protección y de idéntica autonomía que el derecho de asociación sindical. 
(F. 2)”. STC 98/1985, de 29 de julio (RTC 1985\98). 
769 En el mismo sentido, Ojeda Avilés, A., “La sindicación de los trabajadores…”, cit., pág. 704 
770 El  art .1.3 L ODA di spone q ue se  re gularan por s u l egislación e specífica ci erta as ociaciones y , e n particular, 
aquellas regu ladas por leyes esp eciales; esto  h abilita a la  Ley 2 0/2007 a recog er las sin gularidades propias d el 
derecho de asociación en lo que afecta a los trabajadores autónomos, siempre que no incida en el núcleo esencial  
de la Ley orgánica del Derecho de Asociación. 
771 Debi do al  paralelismo exi stente ent re el  régimen que l a Ley  Or gánica de Li bertad Si ndical otorga a l os 
sindicatos, y  el que  l a LE TA dispone respecto de  l as asoci aciones profesionales, el Pr of. M artínez Ji ménez 
entiende que haciendo abstracción de la nomenclatura, la LOLS podría considerarse modificada, produciéndose un 
conflicto Ley orgánica-Ley ordinaria de difícil solución. Montoya Melgar, A. y Martín Jiménez, R., El Estatuto 
del trabajo Autónomo…, cit., pág. 185.  
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En otro orden de cosas, debemos decir que, al igual que ocurre respecto de los sindicatos 
y asociac iones em presariales, la af iliación a la s asociac iones prof esionales es volun taria, no  
requiriéndose, del m ismo modo que dispone al ar t.2.1 LOLS en relación a los sindicatos, de 
autorización prev ia, s in perju icio, evidentem ente, de los reque rimientos em anados de la Ley  
1/2002.  
 
2.3 Derecho a la acción colectiva  
  
El art.19.1.c) LETA 772 enuncia el derecho de los trab ajadores autónom os a ejercer la 
actividad colectiva de defensa de sus intereses.  Com o en la m ayoría de los casos, haciendo 
honor a su carácter de norm a marco, se lim ita a declarar un derecho genérico, eludiendo toda 
referencia a su contenido. De nuevo, el legislador  se presenta parco en detalles por tem or a 
resultar incoherente en su discurso; y es que, habiendo rechazado la Ley cualquier 
acercamiento a la leg islación laboral, concretam ente, a los d erechos colectivos p ropios de lo s 
trabajadores asalariados , prefiere mostrarse lac ónica por temor a sugerir la pres encia, en el 
contexto del trabajo en régim en de a utonomía, de instrumentos típicamente laborales com o la 
negociación, la huelga o la adopción de m edidas de conflicto; no obstante, la L ey parece 
ignorar que ya ha incurrido en ta l incongruencia, al proclamar, en  su art. 4.1, el derecho de los 
autónomos al ejercicio de los derechos fundam entales y liberta des públicas recogidos en la 
Constitución, entre los cuales se encuentra el derecho a la huelga. Así las cosas, ateniéndonos a 
lo escasam ente expuesto en la LETA, parece que sólo a través de lo s acuerdos de interés 
profesional, un subgrupo del colectivo de lo s trabajadores por cuenta propia, los 
económicamente dependientes, podrá ejercer la activ idad colectiva de defensa de sus intereses 
profesionales773. 
 
                                                 
772 El  C onsejo E conómico y  Soci al di spuso en s u Di ctamen s obre el  Anteproyecto de l a Ley  del  Est atuto del 
Trabajo Autónomo que  entendía “que el  precepto relativo a los derechos colectivos de los que son ti tulares los  
trabajadores aut ónomos de manera i ndividual, e n co ncreto al que s e refiere a la defe nsa de s us intereses  
profesionales, la letra c) del  apartado 1 del artículo 19 del Anteproyecto, debería redactarse del siguiente modo: 
“Ejercer la defensa de sus interés profesionales de acue rdo con las leyes ”. Dictamen sobre el Anteproyecto de la 
Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo…, cit., pág. 8. 
773 En se ntido c ontrario, Sá nchez Tor res se ñala que “ debe ponerse de m anifiesto que el l egislador n o alude e n 
ningún momento al derecho de huelga o al derecho al conflicto colectivo. Sin embargo, a menos que entendamos 
que la referencia contenida en este pasa je es meramente declarativa, parece evidente que los mecanismos a través 
de los que se ejerce  la defensa y tu tela co lectiva, so n, ju nto con  los de recho de inform ación y consulta  y el 
derecho a la negociación colectiva, el rec onocimiento de legitimación activa pa ra interponer cualquier acción de 
protección de los inte reses colectivos o bien el recono cimiento del derecho a usar m edidas de presión económica 
frente a la contraparte negocial, en concreto, el derecho a la huelga”. Sánchez Torres, E., “Los derecho colectivos 
del trabajador autónomo”, en del Rey Guanter, S. (dir.), Comentarios al Estatuto…, cit., pág. 230.  
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 Ante la falta de claridad en la redacci ón del art.19.1.c), muchas cuestiones quedan a la 
espera de respuestas; y es que, no debem os olvidar que el alcance de la legislación de huelga y 
conflictos colectivos constituye una cuestión ampliamente debatida por la doc trina y abordada  
por nuestros Tribunales. Respecto del derecho a la  huelga, el colectivo de los trabajadores 
autónomos, a pesar del art.28.2 CE- se refiere a los trabajadores en general- y a la espera de una 
ley que regule el ejercicio de tal derecho774, no disfruta del mismo, como así se desprende tanto 
del Real Decreto Ley 17/1977, de 4 de  m arzo, sobre Relaciones de T rabajo775, como de lo 
dispuesto jurisprudencialmente776; en efecto, la amplitud del ám bito aplicativo del art.28.2 CE 
supuso la n ecesidad de dem arcar qué sujetos se incluían  en este artícu lo. Así,  tuvo que 
intervenir el Tribunal Constitu cional, d isponiendo que el d erecho constitucionalm ente 
protegido es el que se atribuye a las personas que prestan en favor de otras un trabajo retribuido 
para ejercitarlo frente al em presario, con el cual  se intentan renegociar los contratos de trabajo 
o introducir determ inadas modificaciones777. Como ve mos, una exégesis que deja f uera a los 
autónomos -incluidos los TRADE si nos ceñimos a la LETA, que rechaza contemplar al cliente 
como un empresario- que no pue den plantear reivindicacione s a un em pleador porque ellos 
mismos son su propio empleador.  
 
 A pesar de la exclusión, es cierto que lo s autónom os pueden realizar “paros” com o 
medida de presión, normalmente, frente a la Administración Pública. La posibilidad de llevar a 
cabo estas interrupciones, que podría entenderse am parada en el art.38 C E, difiere del derecho 
contenido en el 28.2 de la m isma; y es que a di ferencia de los asalaria dos y su derecho a la 
huelga, los trabajadores por cuenta propia deben responsabilizarse de las consecuencias que la 
paralización de la actividad pueda  acarrear a sus  clientes, así como a la sociedad en general 778.  
Como tiene dicho el TC: “El derecho constitucional de huelga se concede para que sus titulares 
puedan desligarse tem poralmente de sus obligac iones jurídico-contractuales. Aquí radica una 
                                                 
774 El art.28.2 CE remite a una futura ley de desarrollo, la cual, treinta años después de la entrada en vigor de la 
Constitución, no se ha llevado a cabo. 
775 Artículo 1 RD Ley 17/1977, de 4 de marzo: 
El derecho de huelga, en el  ámbito de l as relaciones laborales, podrá ejercerse en los términos previstos en est e 
Real Decreto-ley. 
776 STC 11/1981, (Sala de los Social) de 8 de abril (RTC 1981\11), que resuelve el recurso de inconstitucionalidad 
interpuesto frente al RDL 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo; en el mismo sentido, STS (Sala de 
los Social)de 6 de julio de 1990 (RJ 1995\6072), (Sala de lo Contencioso Administrativo) de 29 de mayo de 1995 
(RJ 1995\4395). 
777 En  este sen tido, Al onso Olea, M., Jurisprudencia constitucional sobre trabajo y seguridad social, Tomo I, 
Madrid, 1983, págs. 25 y ss. 
778 Además, en e l que cas o de actividades que sufragan bienes de primera necesidad para la socieda d, al no se r 
exigido el  c umplimiento de u nos ser vicios m ínimos- como ocu rre en el  cas o de l a h uelga- l as ne gativas 
consecuencias que de dicho paro pudieran derivarse podrían desembocar en posteriores reclamaciones por daños y 
perjuicios.  
 388
importante diferencia que separa la huelga constitucionalmente protegida por el artículo 28 y lo 
que en algún m omento se ha podido llam ar hue lga de trabajadores independientes, de 
autopatronos o de profe sionales, que, aunque en  un sentido a mplio sean trabajadores, no son 
trabajadores por cuenta ajena ligados por un cont rato de trabajo retri buido. La cesación en la 
actividad de este tipo de persona s, si la actividad empresarial o profesional es libre, se podrá 
realizar sin necesidad de que ninguna norma les conceda ningún derecho, aunque sin perjuicio 
de las consecuencias que haya que arrostrar por las perturbaciones que se introduzcan”779. En el 
mismo sentido se ha pronunciado el TS, aunque encontramos algún caso 780 en el que el 
Tribunal mantiene una actitud pr udente al respecto, evitando  pronunciarse con rotundidad en 
relación con la negativa rela tiva al ejercicio  del derech o a la huelga por parte de lo s 
autónomos781.  
 
 Si bien lo expuesto afecta a los trabajador es autónom os clásicos, la situación de los 
trabajadores por cuenta propia sin em pleados a su servicio, entre ellos, los autónom os 
económicamente dependiente, es distinta, como así han puesto de manifiesto algunos autores; y 
es que, teniendo en cuenta la re iterada jurisprudencia existente en nuestro sistema jurídico, que 
considera p arte integrante del art. 28CE, adem ás de la vertiente orga nizativa d e la lib ertad 
sindical- los derechos a constituir sindicatos, afiliarse a los mismos, así como a no ser obligado 
a afiliarse, y el derecho de la s organizaciones sindicales a form ar confederaciones y a fundar 
organizaciones sindicales internacionales o afiliar se a las m ismas-, los derechos d e actividad y 
medios de acción d e los sind icatos, com o s on la hu elga, la n egociación co lectiva y  la 
promoción de conflictos 782, cierto sector doctrin al ha ente ndido que el hecho de ser estos 
                                                 
779STC 11/1981, (Sala de l o Social) de 8 de a bril (RTC 1981\11): “La ces ación de l a act ividad de est e t ipo de  
personas, si la activ idad empresarial o profesional es lib re, se p odrá realizar sin que ninguna norma les conceda 
ningún derecho, a unque si n perjuicio d e l as co nsecuencias q ue h aya de  arr ostrar por las pert urbaciones que se  
produzcan”. 
780 STS (Sala de los Contencioso-Administrativo) de 29 de mayo (RJ 1995\4395), en la que se discutía el derecho 
de huelga de los abogados. 
781 Monereo Pérez, J. L., Derecho de huelga y conflictos colectivos, Comares, Granada, 2002, pág. 69. 
782 “Este Tribunal reiteradamente ha declarado que el art. 28 .1 CE integra, además de la vertiente organizativa de 
la libertad sindical, los derechos de actividad y medios de acción de los sindicatos -huelga, negociación colectiva, 
promoción de conflictos- que constituyen el n úcleo mínimo e in disponible de la libertad sindical. Pero  también 
que, junto a los anteriores, los sindicatos pueden ostentar también derechos o facultades adicionales atribuidos por 
normas legales o conveni os colectivos que se a ñadan a aquel núcle o esencial. Así el derecho fundam ental se 
integra no sólo por su contenido esencial sino también por esos derechos o facultades adicionales, de modo que los 
actos contrarios a estos últimos son también susceptibles de infringir dicho art. 28.1 CE”. STC 39/1986, de 31 de 
marzo; en  el  mismo sent ido, SSTC 39/1986, de 31  de marzo ; 104/1987, de  1 7 de j unio ; 184/1987, de  1 8 de 
noviembre ; 51/1988, de 22 de marzo ; 61/1989, de 3 de abril  ; 127/1989, de 13 de julio ; 30/1992, de 18 de marzo 
; 173/1992, de 29 de octubre  ; 164/1993, de 18 de mayo ; 1/1994, de 17 d e enero  ; 263/1994, de 3 de octubre ; 
67/1995, de 9 de mayo ; 188/1995, de 18  de diciembre ; 95/1996, de 2 9 de mayo ; 145/1999, de 2 2 de jul io ; 
70/2000, de 13 de marzo , y 132/2000, de 16 de mayo ;  76/2001, de 26 de marzo; 175/2004, de 18 octubre.  
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trabajadores titulares d el derecho de sindicaci ón, les perm ite el ejercicio de derechos de 
actividad, c omo la huelga  783. Incluso algunos autores han ido más allá al no condicionar la 
titularidad de tal derech o a que los  trabajadores autónomos sean titu lares o no del d erecho de 
sindicación, entendiendo así que nada im pide extender al colectivo en su totalidad el derecho a 
la huelga784. Además, si al TRADE nos referimos, debemos señalar que propuestas anteriores a 
la LETA 785, abogaron por el establecim iento de un derecho análogo a aquél, bajo la 
denominación de paro reivindicativo. Tal recom endación no fue recogida en el texto final, así 
que, actualmente, la cesación de la activ idad por parte de estos trabajadores, da lugar, com o 
decimos, a un incum plimiento contractual del que  se deriva una inde mnización en favor del 
cliente principal (art.15.2 LETA) 786. A pesar de no considerar adecuada la extensión de la 
huelga laboral a los trabajadores autónomos económicamente dependientes, ya que ciertamente 
la LETA, in curriría en incongruencia teniendo en cuenta el carácter priv ado que confiere a la 
figura del T RADE, hubiera resu ltado idóneo qu e, al igu al q ue se les ha perm itido concertar 
acuerdos de interés profesional en defensa de su s intereses -no convenios colectivos-, tam bién 
se les hubiera reconocido la posib ilidad de interrum pir su activid ad en señal de protesta; en 
efecto, negarles tal facultad, puede resultar ciertamente incoherente con el carácter tuitivo de la 
LETA para con estos autónomos, más aun si tenemos en cuenta que la finalidad de la huelga es 
atenuar el desequilibrio 787 existente entre el trabajador y el empresario 788, circunstancia latente 
en el vínculo que une al TRADE  y a su cliente p redominante789. A sí las cosas, hubiera 
                                                 
783 Sepúlveda Gómez, M., “Derechos col ectivos y  de re presentación de los trabajadores no asala riados”, Temas 
Laborales, 2005, núm.81, pág. 202 y ss. En el mismo sentido, Cavas Martínez, F., “Lo s trabajadores autónomos 
dependientes: una nueva encrucijada para el Derecho del Trabajo”, Aranzadi Social, núm.14, 2004. 
784En este sen tido, Oj eda Avilés entiende que “la libertad sin dical lleva i mplícitos los d erechos d e hu elga y 
negociación c olectiva, pe ro no al  re vés, o di cho e n ot ras pal abras, q ue el  derech o d e huel ga n o p recisa de l a 
titularidad sindical”. Ojeda Avilés, A., “La Sindicación de los Trabajadores…, cit., pág. 714. 
785 El  art .4.1.f) de l a Pr opuesta prese ntada por l a U nión de P rofesionales Tra bajadores Aut ónomos (UP TA), 
proclamaba el derecho a la huelga de estos trabajadores.   
786 “A quellos q ue pr esenten rasgos de a jenidad ec onómica al perci bir una com isión, un p orcentaje o  un t anto 
alzado por una actividad pe rmanente al s ervicio de una contra parte m ercantil monopolística y oligopolística, 
presentan rasgos que convierten la estructura de su cesación laboral en una situ ación calificable como huelguista. 
De aceptar tal calificación, la empresa comitente no podría  imponer sanciones de otro tipo”. Monereo Pérez, J. L., 
Derecho de huelga y conflictos colectivos, Comares, Granada, 2002, pág. 69.  
787 Los c omportamientos conflictivos de l os traba jadores no subordinados, que buscan la paralización o 
perturbación de su acti vidad puede n e ncontrarse fu ndamento da ndo las mis mas razone s de s ubprotección o 
debilidad económica y desigualdad contractual individual que justifiquen el uso de la presión por los trabajadores 
por cuenta ajena a través de la forma  de autotutela como es la huelga. Djamil Tony Khale Carrillo, “El trabajador 
autónomo en el contenido de los convenios colectivos”, Estudios Financieros, núm. 42, 2002, pág. 79 y 80. 
788 Ceinos S uárez, A. , La jurisprudencia del Tribunal Supremo en materia de huelga, Ed. Co mares, G ranada, 
2000, pág.28. 
789 Como así pone de manifiesto la Comisión de Expertos en su informe: “A mayor abundamiento, y en reiteradas 
ocasiones, estas formas de trabajo autónomo, sin llegar a desmarcarse de los elementos genuinos y definitorios del 
trabajo por cuen ta p ropia, man ifiestas un  marcado desequilibrio con tractual con la o tra parte con tratante de sus 
servicios. En efecto, no son pocas las situaciones en las que el trabajador autónomo se relaciona con una empresa 
de m edianas y  gran des dimensiones que, p or s u p otencialidad ec onómica y  de mercado, t iene una i ntensa 
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resultado acertado haber incorporado al art. 16 LETA este supuesto, contem plando estos paros 
como interrupciones justificadas de la actividad. 
 
 En relación a los conflictos colectivos, a pesar de que el art.37 CE no im pide a los 
trabajadores autónom os adoptar este tipo de medi das- se refiere a trab ajadores en general- 
parece irremediable su exclusión en base a lo dispuesto en distintas normas 790; así, tanto el art. 
18 RD 17/1977, que determ ina que únicam ente podr án instar este tipo de conf lictos los 
representantes de los trabajadores y empresarios, así como, en su regulación procesal, el art.152 
LPL, que l egitima par a prom over procesos s obre conflictos colectivos a los sindicatos, 
asociaciones empresariales y órganos de representación unitaria, marginan a las organizaciones 
de autónomos de este derecho, y, por consiguiente, a este colectivo de trabajadores791.  
 
3. Asociaciones profesionales 
 
3.1 Régimen jurídico 
 
 Aunque no se trata de una cuestión por primera vez abordada en la norma, tanto el art. 20 
LETA, co mo el siguiente, adquieren especial not abilidad al dedicarse íntegram ente a las 
asociaciones profesionales de tr abajadores autó nomos; inferim os su relevancia tanto de las 
numerosas ocasiones en las que el legisla dor hace a ellas m ención, com o por haber sid o 
proclamada por el T ribunal Constitucional en  su Sentencia 98/1985, de  29 de julio, vía de 
representación natural d e estos trab ajadores. Además, si comparam os la atención p restada por 
la LETA a los tres cauces de representación col ectiva a las que los autó nomos pueden acceder, 
es decir, sindicato, organizac ión empresarial y asociación prof esional, vemos cómo, mientras 
en el Título III -consagrado a los derechos colectivos- apenas se mencionan los dos primeros, el 
tercero adquiere total protagonismo en el mismo.  
 
                                                                                                                                                           
capacidad de i mponerle l as condiciones de vi nculación contractual de l as m ismas, a m odo de i mposición de  
condiciones generales de la contratación”.Un Estatuto para la promoción..., cit., pág. 110. 
790 En este sentido, Montoya Melgar, A., “Trabajo dependiente y…”, cit., pág. 32. 
791 “Es de esperar  que se ponga solución, jurisprudencial o legal, a esta posible diferencia de trato, reconociendo a 
las asociaciones de trabajadores autónomos la posibilidad de adoptar medidas de conflicto colectivo también en el 
ámbito jurisdiccional, al menos en relación a los acuerdos de interés profesional que pueden concertar, en cuanto, 
por c uanto la propia Ley re mite al juez de lo s ocial las controve rsias sobre la  a plicación de l os conve nios 
colectivos”.  Tárraga Poveda, J., “Los derechos colectivos…”, cit., pág. 230. 
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Como ya hemos venido anunciando, la LETA, en  su art.20.1, rem ite el régimen de las 
asociaciones profesionales de los trabajador es autónom os a lo dispuesto por la Ley 
Orgánica1/2002, de 22 de m arzo, regul adora del Derecho de Asociación 792. Se trata del 
derecho de asociación recogido en  el art. 22 C E, garantizado por  el principio rector de la 
política social y económica enunciad o por el art.  52 del Texto Constitucional; sí b ien es cierto 
que tal reconocimiento nada aporta respecto de l régimen de los autónomos, si resulta novedosa 
la cláusula con la que finaliza este apartado y que, en base al art.1.3 de la Ley Orgánica 1/2002- 
“(…) así co mo cualesquiera otras reguladas por leyes especiales”-, perm ite el es tablecimiento 
de ciertas singularidades para este tipo de organizaciones. 
 
 Ciertamente, tanto  la c onstitución com o el funcionamiento de estas asocia ciones s e 
regirán, en su mayor parte, por la norma genérica- art.5 y 6 LODA-, apuntando el precepto 20.2 
de la LETA sólo algun as especialidades caren tes de relev ancia. En efecto, este p recepto se 
limita a precisar lo que de particular tienen estas asociaciones desde el pu nto de vista subjetivo 
y la f inalidad con la que se con stituyen793; así, por un lado, requiere que, tanto en su 
denominación como en sus estatutos, se haga refe rencia a su especialidad subjetiva y objetiva ; 
por otro, exige que su finalidad  específica sea, com o es obvio, la defensa de los intereses 
profesionales de los trabajadores autónom os y funciones com plementarias, pudiendo 
desarrollar cuantas activ idades licitas vayan encam inadas a la consecución de dicho objetivo. 
Respecto de esta cuestión, es decir, del fin específico de dichas organizaciones, la 
heterogeneidad del colectivo podrá dificultar la consecución de objetivos comunes, teniendo en 
cuenta que, en numerosas ocasiones, los in tereses de sus m iembros no resultan coin cidentes al 
poseer rasgos disím iles. Asimismo, el apartado segundo, por un lado, dem anda, en coherencia 
con su finalidad, que estas asociaciones no tengan ánimo de lucro; por otro -al igual que ocurre 
respecto de los sindicatos, asociaciones em presariales y partidos políticos- proclam a su plena 
autonomía frente a las Adm inistraciones Públicas y a cualesquiera otros sujetos públicos o 
privados 
 
                                                 
792 Disposición final primera Ley Orgánica 1/2002: 
1. Los artículos 1; 2 salvo apartado 6; 3 salvo apartado g; 4.2, 5 y 6; 10.1; 19; 21; 23.1; 24; 29.1; 30.3 y 4; 37; 38; 
la disposición der ogatoria única; y las disposiciones fi nales primera.1, segunda y cuarta t ienen ra ngo de Ley  
Orgánica, al co nstituir el d esarrollo del d erecho fun damental d e aso ciación, contenido en  el artículo 22  de la 
Constitución. 
793 Martínez Barroso, Mª R., Régimen profesional, prevención de riesgos y…, cit., pág. 290. 
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 La singularidad verdaderamente notable de la s asociaciones de refere ncia viene recogida 
en el apartado tercero  del art.  20; se trata de la neces aria in scripción de estas  particulares  
asociaciones y el depósito de sus estatutos en  un Registro especial de la oficina pública 794 
establecida al efecto en  el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 795 o de la co rrespondiente 
Comunidad Autónoma796. El Proyecto  de Real Decreto 797 por el que se desarrolla el Estatuto 
del Trabajo Autónomo establece que será en el Re gistro Estatal de Asoc iaciones Profesionales 
de Trabajadores Autónomos798 en el que deberán inscribirse las asociaciones que desenvuelvan 
su actividad en el territorio de l Estado, no en una Com unidad Autónoma799. Debemos destacar 
que el em pleo por parte de la LETA de la expr esión “con independencia de lo previsto en el 
art.10 LODA” 800 genera cierta confusión, ya que par ece que la Ley pretende que se lleve a 
cabo un doble registro: el com ún y el especial. El Proyecto de Real De creto, ya m encionado, 
aporta luz a esta cu estión, en cuanto que esta blece qu e, previo al registro especial, estas 
asociaciones deberán inscribirse en el Registro Nacional de Asociaciones. 
                                                
 
 Aunque pudiera parecer que el art.20 LETA a boga por un registro en aras de responder 
de las obligaciones contraídas con los terceros que a ellas se vinculan, así como con sus propios 
miembros, la finalidad que la propia LETA e nuncia resulta ser la simple clarificación del 
panorama organizativo en el que éstas desarrolla n su actividad; en efecto, el leg islador ha 
pretendido discernir las consti tuidas por este tipo de trab ajadores de otra clase de 
organizaciones ajenas al colectivo. Además, a través de dicha acotación, resulta m ás sencilla la 
 
794 La posi bilidad de que la le gislación específica de de terminadas asociaciones pueda imponer la ne cesidad de 
inscripción en registros especiales se encuentra contemplada, de forma implícita en el art. 25.2 de la propia LODA. 
795 Actual Ministerio de Trabajo e Inmigración. 
796 Al igual que el art.26.1 de la Ley de Asociaciones: 
En ca da C omunidad Autónoma exi stirá un R egistro A utonómico de  Aso ciaciones, que t endrá por objeto l a 
inscripción de las asociaciones que desarrollen principalmente sus funciones en el ámbito territorial de aquéllas. 
797 Entre otras cuestiones, el  Proyecto determina tanto las funciones del  Registro (art.16 Proyecto RD), como el 
modo en q ue se debe rá f ormalizar t al inscri pción (a rt.17 Proyecto R D). Asimismo, di spone como serán  
comunicados los cam bios o alteraciones sustanciales que se produzcan de sde su i nscripción, así  com o, l a 
obligación cuatrienal de las asociaciones de rem itir una  relación actuali zada de sus a sociados (a rt. 19 Proyecto 
RD). En otro orden de cosas, fija las causas que dan lugar a la cancelación de la inscripción en el registro (art.20 
Proyecto RD) y el sistema de registro (art.21 Proyecto RD). 
798 Dependerá orgánicamente del Minister io de Trabajo e Inmigración y es tará adscrito a la Dirección General de 
Economía, del Trabajo Autónomo y d e la Responsabilidad Social de las Em presas. Radicará en Madrid y ten drá 
carácter único para t odo el territorio del Estado. El encargado del m ismo será la Subdirecci ón General de la  
Economía So cial, d el Trab ajo Au tónomo y d e la Resp onsabilidad So cial d e las Emp resas Economía So cial, 
pudiendo ser s us resoluciones recurridas en alzada ante el  Director Ge neral de la Econom ía Social,  del Trabajo 
Autónomo y de la Responsabilidad Social de las Empresas Economía Social (art.14 y 15 Proyecto RD). 
799 Se e ntiende q ue l as Asociaciones P rofesionales d e Tra bajadores A utónomos desa rrollan actividad 
principalmente en una C omunidad Autónoma  cuand o el  50% de sus a sociados estén domiciliados en l a misma 
(art.13.1 Proyecto RD). 
800 Desarrollado por el Real Decreto 1497/2003, de 28 de noviembre, por el que  se aprueba el Re glamento del 
Registro Nacional de Asociaciones y de sus relaciones con los restantes registros de asociaciones. 
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determinación de las asociaciones de autónom os que mejor representan sus intereses, siendo el 
registro, precisamente, uno de los requisitos –art.21.1 LETA- exigidos a estas organizaciones 
para alcanzar su condición de más representativas801. La relación existente entre el registro y la 
representatividad se manifiesta en la disposición adicional sexta LETA 802, por la que se faculta 
a las  CCAA a dete rminar la r epresentatividad de  aqué llas, así com o a crear,  en su ám bito 
territorial, un registro esp ecial, facilitándose con el segundo mandato aludido el cumplim iento 
del primero. 
 
Respecto del concreto registro en el que de ben inscribirse estas asociaciones, para el 
caso en que su esfer a apl icativa no sea nacional, la norm a, a dife rencia de la P ropuesta de la 
Comisión de Expertos que tom ó com o criterio determinante d el regis tro “ el ám bito d e 
actuación territorial”, prefiere hacer referencia  al lugar “en  el que la asociación desarrolla 
principalmente su actividad”, como así lo hace la LODA, ex su art.7.1.b), al referirse al 
contenido de los Estatutos803. 
 
 Para las asociaciones ya existentes, la LETA dispone de un régimen transitorio por el cual 
aquéllas co nstituidas e n aplicac ión de la legis lación anter ior y  que g ocen de  per sonalidad 
jurídica a la entrada en vigor de la Ley, conservan su reconocim iento a todos los efectos, 
quedando autom áticamente convalidadas. Adem ás, requiere que en el plazo de seis m eses 
desde su entrada en vigo r, procedan a adaptar su s estatutos a lo dispuesto en ella, as í como a 
inscribirse en el Registro previsto en la oficina pública establecida al efecto804.  
                                                 
801 La Comisión de Expe rtos declaró en su informe que “este requisito formal se establece con la finalida d de que 
exista clara constancia pública de qué c oncretas asoci aciones tienen el  carácter de orga nizaciones de tutela y  
defensa de lo s in tereses profesio nales de lo s trab ajadores autónom os a distintos efect os: clarificar e l panoram a 
asociativo, ide ntificar las asociaciones a las que resulta de aplicación la regulación conte nida en el present e 
Estatuto, distinguiéndose, por ello, de o tras m últiples aso ciaciones que pu eden estar leg almente co nstituidas y,  
sobre todo, singularizar las asociaciones que pueden ejercer los derechos colectivos reconocidos en la LETA. (…) 
Finalmente, el registro de estas asociaciones se configura también como el requisito procedimental de partida para 
declarar cuáles, de entre ellas, pue den ven reconocida la condición de asociaciones representativas con base en su 
grado de implantación”. Un Estatuto para la promoción..., cit., pág. 133. 
802 Disposición adicional sexta: 
“A los  efect os de l o previsto en el art  21 .5 de esta Ley, las Com unidades Autónomas d eterminarán la 
representatividad de las asociaciones de trabajadores autónomos de acuerdos con los criterios a los que se refiere el 
artículo 21.1 de la misma y crearán, en su ámbito territorial, el registro especial según lo dispuesto en el art. 20.3 
de la presente Ley” 
803 Art.7 LODA: 
1. Los Estatutos deberán contener los siguientes extremos: 
b) El domicilio, así como el ámbito territorial en que haya de realizar principalmente sus actividades. 
804 Disposición transitoria primera. Adap tación d e estatu tos y reco nocimiento d e la p ersonalidad juríd ica d e la s 
asociaciones.  
 394
Teniendo en cuenta que la LETA remite a lo dispuesto en la  LODA, consideramos que la 
responsabilidad exigida a los promotores por el art.10.4 805 de ésta, se deberá aplicar a los 
integrantes de las asociaciones de autónom os, s in perjuicio de la responsa bilidad de la propia 
organización. 
  
La LETA p ermite en su art.20.4 que estas as ociaciones sean declaradas de utilidad 
pública, eso sí, conform e a lo previsto en los arts.32 a 36 LODA; e sta rem isión vendrá a 
dificultad dicha declaración, teniendo en cuenta que por el contenido de los citados artículos, la 
proclamación solo tendrá cabid a si las organ izaciones cumplen con los re quisitos exigidos en 
los m ismos, lo cual, a nuestro parecer resulta ciertamente com plejo si de asociaciones de  
autónomos hablam os806. La utilid ad pública su pone el reconocim iento oficial del carácter 
colaborador de las entidades sin ánimo de lucr o con los poderes públicos en la consecución de 
bienes de interés general para la soci edad, lo cual, señalado en el art.32.1.a) 807, no term ina de 
casar con este tipo de entidades. Asim ismo, el r equerimiento emitido en el apartado segundo, 
relativo a  la f inalidad de ésta s, es  decir, la  defensa de los intereses profesionales de los 
trabajadores por cuenta propia, resulta del todo antagónica con la  demanda del art.32.1.b) de la 
LODA, por  la que se requiere  que la actividad de la as ociación no esté restringida 
exclusivamente a beneficiar a sus as ociados, sino abierta a cualquier otro posible b eneficiario 
que reúna las condiciones y caracteres exigidos por la índole de sus propios fines. 
 
 Concluyendo, el art. 20 LETA dispo ne que es tas asociaciones profesionales sólo podrán 
ser suspendidas o disueltas m ediante resolución firme de la autoridad judicial fundada en el 
incumplimiento grave de leyes. Aunque la Ley prácticamente reproduce lo establecido en el 
Art.38 LODA- la disolución de la s asociaciones sólo podrá declar arse, bien cuando tengan la 
condición de asociación ilícita,  de acuerdo con las leyes penale s, bien por las causas previstas 
                                                 
805 Art.10.4 LODA: 
Sin p erjuicio de la respon sabilidad de la p ropia aso ciación, l os prom otores d e aso ciaciones no  in scritas 
responderán, p ersonal y  sol idariamente, de l as obl igaciones cont raídas con t erceros. En t al caso, l os asoci ados 
responderán solidariamente por las obligaciones contraídas por cualquiera de ellos fre nte a terceros, s iempre que 
hubieran manifestado actuar en nombre de la asociación. 
806 En el mismo sentido, García Ninet, J. I. (dir.), Comentarios a la Ley del Estatuto…, cit., págs. 372 y 373. 
807 Art.32.1.a) LODA: 
Que sus fines estatutarios tiendan a p romover el interés general, en los términos definidos por el artículo 31.3 de 
esta Ley, y sean de carácter cívico, educativo, científico, cultural, deportivo, sanitario, de promoción de los valores 
constitucionales, de promoción de los derechos humanos, de asistencia social, de cooperación para el d esarrollo, 
de promoción de la mujer, de promoción y protección de la familia, de protecci ón de la infancia, de fomento de la 
igualdad de oportunidades y de la tolerancia, de defensa del medio ambiente, de fomento de la economía social o 
de la investigación, de promoción del voluntariado social, de defensa de consumidores y usuarios, de promoción y 
atención a las personas en riesgo de exclusión por razones físicas, sociales, económicas o culturales, y cualesquiera 
otros de similar naturaleza. 
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en leyes especiales o en esta ley, o cuando se  declare nula o disuelta  por aplicación de la 
legislación civil-, no podem os afirmar que no incorpora ninguna especialidad; en efecto hay 
dos cuestiones en las que difieren ambas nor mas. Por un lado, m ientras la LODA c onsiente la 
suspensión o disolución por resolución motivada de la autoridad judicial, la LETA exige que se 
lleve a cabo m ediante resolución firm e; por  otro lado, m ientras la LODA consiente la 
suspensión provisional de la asociación hasta que recaiga sentencia en el proceso de disolución 
de la asociación, la LETA guarda silencio a este respecto.  
 
 En otro orden de cosas, cabe destacar que el texto definitivam ente aprobado de la Ley 
omite toda referencia al orden jurisdiccional encargado de resolver la s controversias que en 
torno a estas organizaciones puedan surgir. Debi do a tal omisión, será la LODA la facultada 
para determinar el orden correspondiente, en concreto, sus artículos 39 808 y 40 809, que remiten 
a la jurisdicción con tencioso-administrativa y  civil, resp ectivamente. Apreciam os cóm o la 
LETA desoyó las indicaciones de la Co misión de Expertos, que, en el apartado tercero de la 
disposición adicion al de su prop uesta, intro ducía una nueva referenc ia a la disposic ión 
adicional sexta de la Ley de Pr ocedimiento Laboral, con el siguiente contenido: “Igualmente se 
sustanciarán por los trám ites de esta m odalidad procesal las i mpugnaciones del registro de los 
estatutos de  las asociac iones prof esionales de los trabajado res autóno mos, así como las de 
declaración de no ser conforme a derecho dichos estatutos”.810 
                                                 
808 Art.39 Ley Orgánica 1/2002: 
“Orden jurisdiccional contencioso-administrativo”: 
El orden jurisdiccional contencioso-administrativo será competente en t odas las cuestiones que se susciten en los 
procedimientos adm inistrativos i nstruidos en a plicación de la presente Ley Orgá nica, de  conform idad con las  
reglas establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en  la Ley reguladora de la Ju risdicción Contencioso-
Administrativo. 
809 Art.40 Ley Orgánica 1/2002:  
“Orden jurisdiccional civil” 
1. El  or den j urisdiccional ci vil será com petente, en los  tér minos establecidos en la Ley Orgá nica del  Pode r 
Judicial, en re lación c on l as pret ensiones derivadas del  tráfico jurídico p rivado de las asoci aciones, y  de s u 
funcionamiento interno. 
2. Los acuerdos y actuaciones de l as asociaciones podrán ser impugnados por cualquier asociado o persona que 
acredite un  i nterés leg ítimo, si lo s esti mase co ntrarios al ordenamiento j urídico, por l os trámites d el j uicio qu e 
corresponda. 
3. L os as ociados p odrán i mpugnar l os a cuerdos y  act uaciones de l a asoci ación q ue est imen cont rarios a l os 
Estatutos dentro del plazo de c uarenta días, a partir de l a fec ha de ad opción de  l os m ismos, i nstando su  
rectificación o anulación y la suspensión preventiva en su caso, o acumulando ambas pretensiones por los trámites 
establecidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
4. En tanto se resuelven las contiendas de orden interno que puedan suscitarse en las asociaciones, las solicitudes 
de co nstancia regi stral q ue se form ulen sob re l as cues tiones co ntrovertidas sól o d arán l ugar a anotaciones 
provisionales. 
810El mencionado Proyecto de Real Decreto, respecto de los actos sujetos a inscripción y los acuerdos dictados por 
el Registro Estatal de Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos, dispone que éstos estarán sujetos al 
procedimiento establecido en la Ley  30/1992, de 26 de diciembre, de Régimen Jurídico de l as Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
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 3.2 Repres entatividad de las as ociaciones de t rabajadores 
autónomos; el Consejo del Trabajo Autónomo 
  
 El art.21 se hace cargo de  la m ayor innovación en m ateria de derechos colectivos 
aportada por la LETA: l a representatividad de las asociaciones de  trabajadores autóno mos. Si  
bien la no rma rem ite a la  LODA respe to d el régim en com ún del ejer cicio del derecho de 
asociación, en cuanto a la repres entatividad, al guardar ésta sile ncio, aquélla se ve obligada a 
regular dicha cuestión. Las orga nizaciones situ adas en  una posic ión p rivilegiada d eberán ser 
titulares de  una ser ie de derecho s que venga n a com plementar a los dispens ados a las 
asociaciones comunes por la vía de los arts. 19 y 20 LETA.  Este trato diferenciado, si bien no 
específicamente respecto de las asociaciones de autónom os811, sino de los sindicatos, ha sido 
aceptado por la jurisprudencia constitucional, orientada a lograr un razo nable y proporcionado 
equilibrio entre el respeto a la  prohibición de no discrim inación y la necesidad fundam entada 
de otorgar un tratam iento especial a quienes son m ás representativos812. En este sentido, se ha 
llegado a apuntar que el planteam iento jurídico constitucional del tema mismo de la existen cia 
de sindicatos m ás representativos deriva de la  tensión entre dos prin cipios, el de libertad 
sindical e igualdad de trato, por  un lado, y por otro el de prom oción del hecho sindical, que  
enlaza con el artículo 7 de la Constitución y se ría obstaculizado por una defensa a ultranza del 
primero813. 
 
A pesar de que la LETA vuelve a m irarse en el Derecho del Trabajo en relación a los 
derechos co lectivos, au n inspiránd ose en el si ndicalismo, del cual extrapola el concepto de 
representatividad, no ha podido trasladar a su ám bito aplica tivo los criterios em pleados en la 
normativa laboral para medir la rep resentatividad del sind icato, debido a la s disimilitudes que 
separan a ambas instituciones. La prim era de semejanza que acusamos es la relativa a la 
finalidad de la concesión de  tan singular posición; m ientras que la consideración de 
representativas a las asociaciones profesionales de autónomos le s faculta, exclusivamente, para 
actuar frente a las A dministraciones Públic as, respecto de los sindicatos, la m ayor 
                                                 
811 La Comisión de Expertos justifica esta actuación en s u informe, en el  que afirma que “un sano entendimiento 
del p rincipio de pa ridad de t ratamiento obl iga a t ratar de forma di ferenciada a quienes por r azón de s u 
representatividad también son diferentes”. Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 134. 
812 Un Estatuto para la promoción…, cit., pág. 133. 
813 STC 98/1985, de 29 de julio (RTC 1985\98); en  el m ismo sentido SSTC 18 4/1987 (RTC 19 87\184), 1/1990 
(RTC 1990\7). 
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representatividad recon ocida a es tos, le s confiere una singul ar posición jurídica 814 a efecto s, 
tanto de participación  in stitucional como de acción sindical (art.6.1  LOLS) 815. En efecto, n o 
podemos obviar que, aunque el  art.83.2 ET, exige el caráct er m ás representativo a las 
organizaciones sindicales que negocian los conven ios colectivos, respecto de los acuerdos de 
interés profesional, el art. 13 de la L ETA no requiere a las asociacione s que representan a los 
trabajadores autónomo económicamente dependientes en su concierto que ostenten la condición 
de representativas. 
 
 El apartado primero del art. 21 LETA dispone que  “sin perjuicio de la representación que 
ostentan de sus af iliados y a los ef ectos de lo p revisto en e ste artículo y siguien te, tendrán la 
consideración de asociaciones prof esionales re presentativas de los trabajadores autónom os 
aquéllas que, inscritas en  el reg istro especial es tablecido al efecto, dem uestren una suficiente 
implantación en el ámbito territorial en el que actúen”.  
 
 Debemos destacar que la LETA abandona el  esquem a privativista  empleado hasta el 
momento; en efecto, como hemos visto, la Ley viene otorgando representatividad limitada a las 
asociaciones de trabajadores autónomos, como así se desprende del tratamiento concedido a los 
acuerdos de interés  profesional, únicamente aplicables “a l as partes firmantes y, en su caso, a 
los afiliados a las asociaciones de autónom os o sindicatos firm antes que hayan prestado 
expresamente su consentim iento para ello” (a rt.13.4LETA). Sin em bargo, respecto de estas 
asociaciones representativas, lo dicho anteri ormente varía, com o así se deduce del art.21.1 
LETA, que  reconoce “un plus de representación” 816 a estas asociaciones, las cuales  s í 
representan a todo el colectivo de trabajadores por cuenta propia. 
 
 En otro orden de cosas, la Ley, para m edir la im plantación de estas organizaciones, 
emplea un criterio dis tinto al u tilizado para f ijar el reg istro en el qu e las m ismas deben 
inscribirse; en efecto, si para valorar la implantación de estas organizaciones acude “al ám bito 
territorial en el que actúen”, com o ya vimos, para elegir el registro en el  que deben inscribirse, 
se fija en el lugar en el que la asociación desa rrolla principalmente su actividad. Por otro lado,  
                                                 
814 Est os si ndicatos (m ás repr esentativos) as umen l a repre sentación de l os i ntereses generales de t odos l os 
trabajadores, estén  afiliad os o no , en  actu aciones que no se  ag otan en las en umeradas en  la LOLS, sino  qu e 
abarcan fenómenos que van desde la concertación social o la legislación negociada hasta la movilización general. 
Tárraga Poveda, J., “Los derechos colectivos…”, cit, pág. 243 
815 Sobre esta cuestión, García Murcia, J., Organizaciones sindicales y empresariales más representativas. Posición 
jurídica y d imensión po lítica, Min isterio d e Trab ajo y Seg uridad So cial, Mad rid, 1987 ; Á lvarez Cuesta, H ., La 
mayor representatividad sindical, Universidad de León, Secretariado de Publicaciones, 2006. 
816 Tárraga Poveda, J., “Los derechos colectivos…”, cit, pág. 243. 
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debemos destacar la desaparición en el texto legal  definitivamente aprobado de la referencia al 
ámbito de actuación funcional 817, citado tanto en la P ropuesta de la Com isión de Expertos, 
como, respecto del m odelo sindical, en el ar t. 6.3 LOLS. Más polém ica resulta la falta de 
alusión expresa a lo s miembros de estas aso ciaciones representativas; de sde diferentes frentes 
se ha abogado por la m ención explícita de los m ismos, deja ndo claro que únicam ente las 
personas a las que hace referencia el art. 1.1 de la LETA,  pueden inte grar estas singulares 
asociaciones, pretendiendo evitarse todo conf usionismo con respecto a las asociaciones 
empresariales o sind icales818. Dicha indicación, realm ente resultaría obvia, teni endo en cuenta 
que su f alta es salvad a mediante la ref erencia a la necesaria inscripción en  el regis tro especial 
establecido al efecto y que solo  acoge a asociaciones constituid as por trabajadores autónom os. 
Precisamente, considerando que la LETA exige la inscripción en el  Registro Especial para que 
una asociación sea cons iderada representativa, parece que nada im pide que las federaciones , 
confederaciones o uniones puedan alcanzar dicha condición, teniendo en cuenta que la LETA  
también requiere a éstas dicha inscripción (art.19.2.a) LETA). 
 
 Por otro lado, el legislador se ha visto constreñido a dis poner de un sistem a para la 
determinación de la representatividad asociativa.  Resultaba inviable extrapolar el m odelo 
laboral empleado para determinar la  representatividad de la organización  sindical, por lo que 
dicho cometido se presentaba arduo al no contar con un modelo por el que orientarse; en efecto, 
teniendo en cuenta que el grado de repr esentatividad de los sindicatos se deriva  del porcentaje 
de representantes de personal que estos hayan obtenido en las elecciones a com ités de empresa 
y delegados de personal (art. 6.2.a) LOLS), ap reciamos la im posibilidad de traslación del 
mismo sistema a las asociaciones profesionales de autónomos, teniendo en cuenta que ni existe 
un mecanismo electoral de nombramiento de representantes a órganos colectivos instituidos por 
trabajadores por cuenta propia819, ni resulta factible su implantación820. 
                                                 
817 Así las c osas, pa rece que una as ociación a utonómica represe ntativa de a utónomos trans portistas goza de 
capacidad representativa e n relación a tra bajadores a utónomos de se guros o f ontaneros. R odríguez-Ramos, P. , 
“Los derechos colectivo”…, cit., pág. 363. 
818 Las asoci aciones ATA y UPTA dispusieron respecto de este asunto que “en l a definición del párrafo primero 
del m encionado art ículo de be i ncorporarse en l a de finición que t endrá consideración de as ociación profesional 
representativa aquellas que estén constituidas “exclusivamente por las personas a las que  hace referencia el art 1.1 
de la p resente ley”. Mejoras que la Unión de Profesionales y Trabajadores Autónomos de España (UPTA) y la 
Federación de Asociaciones de Trabajadores Autónomos-ATA, consideran pueden ser introducidas en el actual 
Anteproyecto de Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo, así como posición de nuestras organizaciones en 
algunos temas a debate. http://www.elkiosco.info/leg_mejora_ATA_UPTA.pdf. 
819 A excepci ón de las orga nizaciones profesionales agrari as, res pecto de las cuales sí existe un cri terio de 
determinación de l a representatividad basado en u n previo procedimiento electoral, como así se despre nde de la 
Ley 18/2005, de 30 de septi embre, por la que se de roga la Ley 23/1986, de 24 de diciembre, que establece las 
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   Ante tales dificultades, el  artífice de la LETA optó por en umerar una seri e de criterios 
objetivos mediante los cuales s e acreditase la su ficiente implantación de las asociaciones en el 
ámbito territorial en el que act úen. Poniendo en tela de juicio  la objetividad que de dichas 
pautas se proclama, diremos que nos encontramos ante una serie de criterios –podían haber sido 
elegidos perfectam ente otros-, expresam ente c itados, que sirven de orientación para conocer 
qué asociac iones m erecen tan priv ilegiada posición: el g rado de afilia ción de tra bajadores 
autónomos a la asociación, el núm ero de asocia ciones con las que hayan firm ado convenios o 
acuerdos de representación o de otra naturale za, los recursos hum anos y m ateriales, los 
acuerdos de interés profesional en los que hayan participado y la  presen cia de sedes  
permanentes en su  ám bito de actuación. De bemos destacar que tanto del encabezam iento- 
“entre ellos”-, como del cierre de dicha enumeración–“cualesquiera otros criterios de naturaleza 
similar y de carácter objetivo”- inferimos el carácter abierto de la misma, que ha sido objeto de 
numerosas críticas al generar incertidumbre en torno a un asunto de gran relevancia com o es el 
de la representativid ad y sus con secuencias. Así, el Con sejo Econó mico y Social en su  
Dictamen se m anifestó partid ario de elim inar el carácter de numerus apertus de la lis ta, 
considerando además que el criterio relativo a la afiliación debería gozar de preferencia821. 
  
Precisamente, el criterio afiliativo es el que da comienzo a la relación. Resulta ev idente 
la relevancia del m ismo, que, com o hemos visto, muchos sitúan en una posición preem inente 
en relación con las otras pautas m encionadas. Su trascendencia ya quedó puesta de m anifiesto 
al tratar de los acuerdos de interés profesional. N o podemos obviar que, en virtud  del art.13, 
dichos pactos colectivos únicam ente son de aplicación a  los trabaja dores af iliados a las 
                                                                                                                                                           
bases del régimen jurídico de las Cámaras Agrarias. García, J. I. (director), Comentarios a la Ley del Estatuto…, 
cit., pág. 380. 
820 La Comisión de Expertos puso de manifiesto tales dificultades al señalar que “desde el instante en que la labor 
más incisiva que pudiera llegar a desplegarse en el ámbito de la acción colectiva sería la celebración de pactos de 
eficacia lim itada, carece  de  todo se ntido a rticular para el las cualquier tipo de  sistem a electoral. Por aña didura, 
dicho si stema sería en ormemente com plejo de m aterializar y  desar rollar, com enzando po r l as di ficultades de  
elaboración de  un registro de t rabajadores aut ónomos m ínimamente fiabl e y  de art iculación de fórmulas de 
participación electoral entre los mismos, dada su enorme dispersión. Todo el lo, a  la postre, podría repercutir en 
una muy escasa fiabilidad de los resultados de las correspondientes elecciones”, Un Estatuto para la promoción..., 
cit., pág. 135-136. 
821“En rel ación c on l a det erminación de l a re presentatividad de l as asoci aciones de aut ónomos, el  art ículo 2 1 
enumera una serie de criterios objetivos mediante los cuales habrá de acreditarse la implantación de las mismas. El 
CES considera que la previsión de todos estos criterios debe contenerse en la Ley, por lo que propone suprimir la 
expresión “e ntre ellos” y la  refere ncia a “y cualesqui era otros c riterios de naturaleza sim ilar y de carácter  
objetivo”, del  apart ado 1 de di cho artículo. Asimismo, el CES est ima que, dentro de l a ci tada en umeración de 
criterios objetivos, debería gozar de preferencia el  relativo a l a a filiación de t rabajadores a utónomos a l a 
asociación”. Dictamen sobre el Anteproyecto de la Ley del Estatuto…, ci t., pág. 8; en el  mismo sent ido, l a 
enmienda núm.203 presentada por el Grupo Parlamentario Popular ante el Congreso. 
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asociaciones de trabajadores autónomos económ icamente dependientes. Teniendo en cuenta 
que estos ac uerdos constituyen el pr incipal instrumento de def ensa de las preten siones de los  
TRADE, entendemos que las organizaciones qu e cuenten con un m ayor número de afiliados, 
verán cóm o buena parte del colectivo- siem pre circunscribiéndonos a la esfera de los 
autónomos económ icamente dependientes- se regi rá por lo concertado por ellas, lo cual, 
evidentemente, las situará en un p osición sob resaliente, q ue las h ará m erecedoras de ser 
consideradas representativas. Además, no resulta del todo novedoso el empl eo de este criterio, 
ya que con  anter ioridad f ue m anejado par a f ijar la rep resentatividad de las o rganizaciones 
empresariales; en efecto, m ediante la dispos ición adic ional sexta del Esta tuto de los  
Trabajadores, se otorga la representación institucional en defensa de inte reses generales de los 
empresarios a las asociaciones em presariales que cuenten co n el 10% o m ás de las empresas y  
trabajadores822. 
 
 La idoneidad de este criterio tam bién fue m anifestada en el inform e de  la Com isión de 
Expertos, s i bien en és te vuelv en a aparecen  las sospechas de fraude que acompañan al 
colectivo desde antaño; y es que, aunque en ta l docum ento se destaca la trascendencia del 
factor afiliativo, descarta su aplicación en exclusiva por la dificultad de contrastar los datos que 
en su caso pudieran aportar las asociaciones interesadas823. 
  
Por lo que se refiere al segundo criterio de representatividad expuesto- el núm ero de 
asociaciones con las que hayan firm ado conve nios o acuerdos de repres entación o de otra 
naturaleza-, la LETA vuelve a dar muestras de la indefinición que la caracteriza; efectivamente, 
nada apunta respecto del núm ero de acuerdos  necesarios para que estas organizaciones 
alcancen tan significativa categoría. Por otro lado, ciñéndose a la cuantía, parece obviar la 
                                                 
822 Disposición adicional 6ª. Estatuto de los Trabajadores: 
A efecto s de osten tar rep resentación institucional en  defensa d e in tereses g enerales de lo s e mpresarios an te las 
Administraciones Públicas y otras entidades y organismos de caráct er estatal o de C omunidad Autónoma que l a 
tengan prevista, se ente nderá que goza n de esta ca pacidad re presentativa las asocia ciones em presariales que  
cuenten con el 10 por 100 o más de las empresas y trabajadores en el ámbito estatal. 
Asimismo, podrán también estar representadas las asociaciones empresariales de 
Comunidad Autónoma que c uenten en ésta con un mínimo del 15 por 100 de los empresarios y trabajadores. No 
estarán c omprendidas en est e supuest o las asociacione s empresariales que esté n inte gradas e n fe deraciones o 
confederaciones de ámbito estatal. 
Las organizaciones empresariales que tenga n la c ondición de más representativas con arreglo a esta Disposición 
Adicional gozarán de capacidad para obtener cesiones temporales del uso de inmuebles patrimoniales públicos en 
los términos que se establezcan legalmente. 
823 “Co n tod o y  a p esar d e l a trascend encia q ue se d ebe o torgar en  esta materia a l factor afiliativ o, no  es 
conveniente que éste se convie rta en elemento exclusivo de re ferencia, po r cua nto prese nta el inconvenie nte 
principal del mecanismo de contraste de los datos que en su caso pudieran aportar las asociaciones interesadas”.Un 
Estatuto para la promoción..., cit., pág. 136. 
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relevancia objetiva que tales pactos, lo cual resulta del todo ilógi co ya que se estaría otorgando 
igual valía a cualquier acuerdo, independientemente de que fuer a baladí o de que gozara de 
gran relevancia. En el caso de que, por el cont rario, se estim ara el contenido de estos pactos, 
nos preguntamos quién será el encargado de valo rarlos. Otra cuestión s obre la que se ciernen 
dudas es la identidad de  las asociaciones con las que puede n firm arse dichos acuerdos. L a 
norma nada indica sobre si ésto s se limitan a los establecidos con asociaciones de autónomos o 
si, por el contrario, en base al art. 19.2.a), ta mbién se tendrán en cuenta los nacidos de las 
relaciones establecidas c on los sindicatos y orga nizaciones empresariales824. La cláusula final 
“de otra naturaleza” tampoco parece adecuada al  presen tarse demasiado extensa y perm isiva 
del cómputo de pactos que, abordando cuestiones de poco valor, resulten  insignificantes para 
los intereses de los trabajadores autónomos825. 
 
 Los recursos humanos y materiales también son considerados por el legislador un criterio 
apropiado para la determ inación de la representatividad. En tendemos idóneo exigir a estas 
asociaciones una solvencia organizativa, teniendo en cuen ta la capacid ad que se les confiere 
para actua r en repre sentación de  sus m iembros. Además, la pos ibilidad de  cuantif icar 
económicamente dichos recursos facilita la materialización del criterio. No obstante, lo 
dispuesto no quita que debam os reprobar la falta de  claridad con la que s e alude a los  recursos 
humanos.  
 
 El siguiente criterio elegi do por la LETA para determ inar la representatividad de las 
asociaciones de trabajad ores autónomos es el re lativo a los acuerdos de interés prof esional en 
los que las asociaciones hayan participado. Ya de stacamos anteriormente la im portancia de la 
concertación de tales acuerdos por parte de  las organizaciones, si n em bargo, c omo viene 
ocurriendo, la alusión a tal indicio se m uestra m ejorable; por un lado, entendem os que este 
criterio no resulta extensible a todas las as ociaciones de autónom os, s ino, únicam ente, a las 
integradas por trabajadores autónomos económ icamente dependientes, lo cual cierra una vía a 
                                                 
824 En este sentido, Montoya Melgar, A. y Martín Jiménez, R., Estatuto del Trabajo Autónomo…, cit., pág. 195. 
825 En el  mismo sent ido se m anifestaron l as asoci aciones ATA y  UP TA; ent endían que el concepto de “otra  
naturaleza” era dem asiado a mplio y de biera cam biarse por “e quivalentes” a los de representación. Por ej., la  
simple fir ma de un acue rdo pa ra la comercialización de seguros no parece s uficiente justific ación de la  
representatividad. Mejoras que la Unión de Profesionales y Trabajadores Autónomos de España (UPTA) y la 
Federación de Asociaciones de Trabajadores Autónomos-ATA, consideran pueden ser introducidas en el actual 
Anteproyecto de Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo, así como posición de nuestras organizaciones en 




todas aquéllas constituidas exclusivam ente por  autónom os clásicos. Además, al igual que 
señalamos respecto d el criterio ref erente a lo s pactos en tablados co n otras asociaciones, 
determinar el núm ero de acuerdos de interés pr ofesional a partir d el cua l se alcanza la 
representatividad, hubiera resultado más apropiado, al igual que pr estar atención al núm ero de 
afiliados que se ven afectados por dichos acuerdos. 
 
 Consideramos gratuita la re ferencia del art.21.1 a “la presen cia de sedes perm anentes en 
su ám bito de aplicació n”, al resu ltar un criter io perfectamente subsu mible en los recurso s 
materiales anteriormente exigidos. 
 
 Como ya hemos avanzado, el artífice de la norma pone fin a esta enumeración de criterios 
objetivos con una cláusula general que perm ite la introducción futura de cualquier otro, 
condicionando, tanto esto com o el alcance de las pautas citadas, a un futuro desarrollo 
reglamentario826. 
 
No debe mos olvidar que estos criterios de berán ser valorados por las CCAA, que, en 
virtud de la disposición adicional sexta de la L ETA827, serán las encargadas de determ inar la 
representatividad de las asociaci ones cuyo ám bito de aplicación se circunscriba al de una de 
ellas. Está afirmación, junto con la realizada al inicio del párrafo segundo del art.20- evidencian 
que la LETA distingue entre de dos niveles: el de asociación repr esentativa en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma y el de la asociación más representativa en el ámbito estatal.   
  
El art.21.2 LETA disp one que tr atándose de una organización de ámbito estatal, la 
condición de asociación representativa será decl arada por un Consejo ha bilitado al efecto. Esta 
novedosa figura, que no debe ser confundida con el Consejo del T rabajo Autónom o – 
posteriormente analizado-, estará form ada por f uncionarios de la Adm inistración General del 
Estado y por expertos de rec onocido prestigio, im parciales e independientes. La norm a se  
muestra parca respecto  de las caracterís ticas del m ismo, rem itiendo a un futur o desarro llo 
                                                 
826 Debemos señalar que el Proyecto de Real Decreto, anteriormente mencionado, nada establece respecto de esta 
cuestión. 
827 Disposición adicional sexta: 
“Comunidades Autónomas” 
A los efectos de los pre visto en el  art. 21 .5 d e esta Ley, las Com unidades Autónomas d eterminarán l a 
representatividad de las asociaciones de trabajadores autónomos de acuerdo con los criterios a los que se refiere el 
art.21.1 de la misma y crearán, en su ámbito territorial, el registro especial según lo dispuesto en el art.20.3 de la 
presenta Ley. 
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reglamentario828 la determinación de su com posición, así como sus funciones y procedim iento 
de funcionamiento. Únicamente declara inaltera ble el núm ero de personas que form arán este 
ente, al señalar que “en todo caso” dicho órga no estará integrado por un núm ero im par de  
miembros, no superior a cinco. Poniendo en comparación lo establecido por la Propuesta 
presentada por la Com isión de Expertos y el texto definitivo, observam os como, por  un lado, 
aquélla abogaba por un núm ero de m iembros mayor, concretamente siete, y, por otro, vem os 
que mientras la LETA guarda silencio en relación al encargado de designar a los integrantes del 
Consejo, la propuesta se refiere al Ministerio de Trabajo y As untos Sociales- actualm ente, 
Ministerio de Trabajo e Inm igración- como organismo competente para dicha tarea. Adem ás, 
antes de que se procediera a tal nombram iento, la propuesta exigía consultar a las asociaciones 
de trabajadores autónomos inscritas en el registro especial correspondiente. 
 
 Como veni mos diciend o, el alcan ce de la posición de asociación representativa trae 
consigo el disfrute de ciertas prerrogativas- “cuyo material ejerci cio sólo cabe atribuir a una 
pocas y concretas asociaciones” 829- por parte de las organizaciones  profesionales. En efecto, el 
art.21.5 LETA confiere, tanto a éstas como a los sindicatos más representativos, de 
conformidad con los arts. 6 y 7 LOLS, capacidad ju rídica para actuar en represen tación de los 
trabajadores autónomos para: 
a) Ostentar representación institucional ante las Administraciones Públicas u otras entidades 
u organismos de carácter estatal o de Comunidad Autónoma que la tenga prevista. 
b) Ser consultadas cuando las Adm inistraciones Públicas diseñen las políticas públicas que 
incidan sobre el trabajo autónomo. 
c) Gestionar program as públicos dirigidos a los trabajadores autónom os en los térm inos 
previstos legalmente. 
d) Cualquier otra función que se establezca legal o reglamentariamente. 
 
Apreciamos cómo, atendiendo a la facultad de  representación concedida a los sindicatos 
respecto de los autónomos sin em pleados a su servicio (art.3.1 LOLS), la  LETA ha optado por 
incluir en el art.21.5 a las organi zaciones sindicales, lo  cual, desde nuestro punto de vista, no 
parece del todo apropiado; y es que, incorp orar tal referencia a un precepto  dedicad o 
exclusivamente a la representatividad de las asociaciones de tr abajadores autónomos no resulta 
                                                 
828 Tal desarrollo aún no se ha llevado a cabo; ni siquiera el Proyecto de Real Decreto, ya publicado, se pronuncia 
sobre esta cue stión, abordando únicamente materias, tales como el contrato del TRADE, su registro, así como la 
creación del Registro Estatal de Asociaciones Profesionales de Trabajadores Autónomos. 
829 Un Estatuto para la promoción..., cit., pág. 135. 
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acertado. Así las cosas, y tras m anifestar la in adecuación de dicha inclu sión, debemos señalar 
que tal m ención requiere ciertos com entarios; en efecto, estim amos, por  un lado, teniendo en 
cuenta que se am plían las com petencias de estas organización sindica les, adicionándose las 
recogidas en este precepto a aquéllas dispuestas  en el art.6.3 LOLS, s urge la duda sobre si 
estamos ante la m odificación de una Ley Org ánica vía ley ordinaria, lo cual “podría plan tear 
serias dudas de legalidad constitucional” 830; por otro lado, nos llama poderosam ente la 
atención, al igual que al Consejo Económico y Social 831, que el legislador  haya om itido toda 
referencia a las asociaciones em presariales, teniendo en cuenta que, una vez que la LETA ha  
considerado adecuado m encionar a los sindicatos más representativo s en  este artículo, no 
entendemos por que silencia a las organizaciones profesionales, que, como ya vimos durante el 
análisis del art.19.1.a) LETA, constituyen el tercer cauce de representación con el que cuenta el 
trabajador autónomo832  
 
En lo que se refiere a las concretas com petencias recon ocidas a las asociacio nes 
representativas, debemos destacar princ ipalmente la rela tiva a la representa ción institucional. 
Considerando que el legislador ha optado por reproducir el contenido del art.6.3.a) LOLS, y en 
base a  lo  q ue de este  precep to se  deriva, ex iste la po sibilidad de  q ue es tas as ociaciones 
representativas de autónom os pue dan llegar a participar en órganos tales com o el Consejo 
Económico y Social 833 o las entidades gestoras de la Se guridad Social. A demás, aunque no 
existe una r eferencia ex plícita en la norm a, entendem os que se pod ría llega r a  adm itir la 
participación institucional de  es tos entes a n ivel in ternacional y  comunitario, tanto en la OIT  
como en los órganos co nsultivos pertenecientes al ámbito de la Unión  Europea en los que s e 
                                                 
830 Montoya Melgar, A. y Martín Jiménez, R., Estatuto del Trabajador Autónomo..., cit., pág. 198. 
831 El Consejo Económico y Social en su Dictamen dispuso que “en lo que respecta a las organizaciones que gozan 
de una posición jurídica singular en atención a su representatividad, enumeradas en el apartado 5 del artículo 21, el 
CES considera que debería incluirse asimismo a las asoc iaciones empresariales más representativas junto con las 
asociaciones representativas de los tra bajadores autónomos y las organizaciones sindicales más representativas”. 
Dictamen del Consejo Económico y Social sobre el Anteproyecto de la Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo…, 
cit., pág. 8. 
832Tal omisión puede deberse a que “a di ferencia de los que ocurre con los sindicatos, no existe un precepto legal 
en el que se  regule c on generalidad el  problem a el problema de la representatividad de las  organizaciones 
empresariales. No  obstante, ten iendo en cuenta que el  sistema previs to para los  sindicatos se  art icula con e l 
presupuesto previo de contar con una estructura semejante en l a contraparte empresarial, la disposición adicional 
6ª del Estatuto de los Trabajadores se ocupa de esta cuestión, a la espera de contar  con el desarrollo normativa que 
se co ntempla en l a disposición a dicional 1ª de  l a Ley  Orgánica de Li bertad Si ndical”. M olero M anglano, C . 
(director), AA.VV., Manual de Derecho del Trabajo, cit., pág. 655. 
833 La LET A, desde s u disposición a dicional 8 ª, c ondiciona t al part icipación, p or un l ado, a l a e volución del 
Consejo del Trabajo Autónomo en la representación de los mismos y por otro, al informe preceptivo del Consejo 
Económico y Social sobre la composición del mismo que deberá realizarse para ello en el menor plazo de tiempo 
posible. Llama la atención que el legi slador haya obviado su mayor condiciona nte, es decir, la necesaria 
modificación del art.2 de la Ley 21/1991, de 17 de junio, por la que se crea el Consejo Económico y  Social. 
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requiera su presencia, p or ejemplo, el Com ité del Fondo Social Europ eo, comités consultivos 
para la formación profesional, para la seguridad e higiene, etc834.  
 
 Con la cláusula abierta “cualq uier o tra función que se establezca leg al o  
reglamentariamente”, se deja entrever la posibilidad de que los priv ilegios concedidos a estas  
asociaciones representativas pue dan ser objeto de am pliación por disposici ones futuras.  
Asimismo, no podem os olvidar las facultades que, extramuros de este precepto, concede la 
norma a través de dos de sus disposicione s: por un lado, la disposición adicional 12ª 835, que 
permite a estas asociaciones participar en la elaboración de program as de form ación e 
información de prevención de riesgos laborales; por otro lado, la disposición adicional 16ª 836, 
que aboga por la colaboración de estas asociaciones con el Gobierno para realizar una campaña 






La LETA p one fin al Título III (art.22) -dedicado a los de rechos colectivos- con la 
creación del Consejo del Trabajo A utónomo– e n la Propuesta de la C omisión de Expertos 
denominado Consejo Estatal del T rabajo Autó nomo-, órgano consultivo del Gobierno en 
materia socio-económica y profesional del trabaj o autónomo. El colectivo de los trabajadores 
por cuenta propia, desde tiem po atrás, venía reivindicando la constitución de un órgano que 
                                                 
834Respecto d e la facu ltad relativa a la representación in stitucional, el CES h a pu esto d e manifiesto q ue “en 
relación con la primera de las facultades enunciadas en dicho apartado,  concretamente en su letra a), y en razón de 
las observaciones generales expuestas sobre el reconocimiento de su papel de interlocución, el CES considera que 
la represen tación in stitucional q ue ostentas d ichas aso ciaciones debería en cauzarse an te el Con sejo Estatal d el 
Trabajo Autónom o o, en su caso, lo s órganos de simila r naturaleza que pu edan cre arse en el á mbito de las  
Comunidades Aut ónomas”. Dictamen del Consejo Económico y Social sobre el Anteproyecto de la Ley del 
Estatuto del Trabajo Autónomo,…, cit., pág. 8. 
835 Disposición adicional 12ª LETA: 
“Participación de trabajadores autónomos en programas de formación e información de prevención de riesgos 
laborales”: 
 Con la finalidad de reducir la siniestralidad y evitar la aparición de enfermedades profesionales en los respectivos 
sectores, las asociaciones representa tivas de los trabaj adores autónom os y las organizaciones si ndicales m ás 
representativas podrán realizar program as permanentes de inform ación y form ación correspondientes a dicho 
colectivo, p romovidos por l as A dministraciones P úblicas com petentes en m ateria de preve nción de ries gos 
laborales y de reparación de las consecuencias de los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales.  
836 Disposición adicional 16ª: 
 “Campaña de difusión del Régimen Espacial de los Trabajadores Autónomos”: 
En el plazo de un año, el Gobierno realizará, en colaboración con las entidades más representativas de trabajadores 
autónomos, una campaña de difusión e inform ación sobre la normativa y las características del Régimen Especial 
del Trabajador Autónomo.  
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actuara como vía de comunicación entre e llos y la Administración Pública, que permitiera, por 
un lado, acercar sus requerimientos al estamento político y, por otro, participar en la vida social 
y económica del país. S e trataba de una aspiración del colectivo a la que la Ley da respuesta a 
través del C onsejo del T rabajo Autónomo, órgano c onstituido al am paro de lo dispuesto en el 
art.42 LODA 837, m ediante el cual se aboga por la c onstitución de Cons ejos Sectoriales de 
Asociaciones en aras d e viab ilizar la co laboración entre la Adm inistración Pública y las 
asociaciones, en general. 
 
 Como viene siendo habitual, y derivado de su  carácter, la LETA esboza el marco general 
de referencia del Consejo, dejando su conc reción a la espera de un futuro desarrollo 
reglamentario. Teniendo en cuenta que la propuesta del esperado re glamento ya se ha llevado a 
cabo, resultando decep cionante al guardar silencio  respecto de num erosas cuestio nes, entre 
ellas ésta, direm os que este Consejo, hoy en dí a, sigue presentándose del todo indeterm inado.  
A pesar del ímpetu con el que la Co misión de Expertos proclamó su constitución, definiéndole 
como “exponente m áximo de la participación de  las asociaciones”, observam os cómo, en la 
redacción dada por el legislador al precep to838, éste pierde intensidad, quedando su principa l 
función lim itada “a  e mitir su pa recer con  carác ter f acultativo” 839 respec to de  cie rtas 
cuestiones. Debemos destacar la de sacertada redacción otorgada a tal expresión, ya que parece  
que es el C onsejo el que decide  si m anifiesta o no su opinión, lo  cual es erróneo, teniendo en 
cuenta que es el Gobierno el que v a ha d ecidir si solicita o no ta l p arecer a esté órgano 840. 
                                                 
837Art. 42 LODA: 
“Consejos Sectoriales de asociaciones” 
1. A fin de a segurar la colaboración ent re las Adm inistraciones públicas y las asociaciones, c omo cauce de 
participación ciudadana en a suntos públicos se p odrán  C onsejos Sectoriales de As ociaciones, como órganos de 
consulta, información y asesoramiento en ámbitos concretos de actuación. 
2. L os C onsejos Sect oriales de A sociaciones est arán i ntegrados por representantes de l as A dministraciones 
públicas, de las asociaciones y por otros miembros que se designen por sus especiales condiciones de experiencia 
o conocimiento, atendiendo a la distribución competencial concreta que en cada materia exista. 
3. Reglam entariamente, y para cada sect or conc reto, se  determinará su creación, c omposición, c ompetencias, 
régimen de funcionamiento y adscripción administrativa 
838El legislador del texto definitivamente aprobado opta por eliminar frases enfáticas del tipo “máximo órgano”, lo 
cual  resta al Consejo relevancia. 
839 Debemos destacar la errónea  redacción otorga da a tal expresión; en efec to, empleando la locución “e mitir su 
parecer con carácter facultativo”, parece que es el Consejo el  que decide si manifiesta o no su opinión, lo cual no 
es así, ya que es el Gobierno el que decidirá si solicita o no tal parecer a esté órgano consultivo.   
840 Tanto la ATA como la UPTA manifestaron su disconformidad en lo referente a la re dacción de este apartado; 
en efecto, señalaron que “ no parece correcta la remisión a  que “emite su parece r”, sino que debería establecerse  
que “emite su informe preceptivo no vinculante”, con respecto a los temas indicados en el texto. De esta forma se 
hace equivalente el valor de este Consejo con otros ya e xistentes para diversos sectores sociales o de actividad”. 
Mejoras que la Unión de Profesionales y Trabajadores Autónomos de España (UPTA) y la Federación de 
Asociaciones de Trabajadores Autónomos-ATA, consideran pueden ser introducidas en el actual Anteproyecto de 
Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo, así como posición de nuestras organizaciones en algunos temas a debate. 
http://www.elkiosco.info/leg_mejora_ATA_UPTA.pdf. 
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También resulta digno de reseñar la principal di ferencia que separa al Consejo del Trabajo 
Autónomo del órgano que pretende emular, es d ecir, del CES; y es  que m ientras los informes 
emitidos por éste tienen carácter precep tivo, los que emita aquél, serán potestativos 841. 
Asimismo, se podrá solicitar la op inión del m ismo sobre los ante proyectos o proyectos de los 
Reales Decretos que incidan sobre esta m odalidad de trabajo, así com o sobre el diseño de las 
políticas públicas de carácter estatal en materia de trabajo autónomo. Finalmente, el legislador 
opta por pe rmitir la emisión de inf ormes sobre otros asuntos que se som etan a consulta de l 
Consejo por el Gobierno de la Nación y sus miembros. Excepcionalmente, el inform e tendrá 
carácter preceptivo, en el supuesto en que se produjeran modificaciones que pudieran afectar al 
Estatuto del Trabajo Autónom o. La LETA no  acl ara si tales m odificaciones deberán afectar 
directamente a su contenido o, si por el contra rio, también de m anera obligatoria este órgano 
estatal manifestará su p arecer siempre que se lleve a cabo la m odificación de una ley que de 
algún modo concierna al tratamiento otorgado al colectivo de trabajadores por cuenta propia. 
                                                
 
Al margen de esta limitada función consultiva, la norma faculta al Consejo para elaborar 
tanto estudios o informes relaci onados con el ámbito de sus com petencias, bien a solicitud del 
Gobierno o de sus m iembros, bien por propia iniciativa, com o su propio reglam ento de  
funcionamiento interno. Teniendo en cuenta que la LETA reserva al desarrollo reglamentario la 
determinación del régimen de funcionamiento del Consejo, nos preguntam os dónde queda esta 
facultad proclamada respecto de este órgano. 
 
 Termina la enum eración de las co mpetencias del Consejo con una  cláusula g enérica 
mediante la cual s e permite el establecim iento de cualesquiera otras fa cultades que le fueran  
atribuidas legal o reglam entariamente; entre és tas, a m odo de ejem plo, podríam os incluir la 
puesta de manifiesto en el apartado segundo de la disposición final 4ª de la LETA, relativa a l 
informe anual que deb erá llevar a cabo el Go bierno respecto de la ej ecución de previsiones 
contenidas en la Ley, y que deberá ser informado por el Consejo.  
 
 En lo referente a su composición, sin perj uicio del futuro desarro llo reglam entario, la 
LETA fija unas pautas; en efecto, di spone que el ente estará cons tituido por representantes de 
las asociaciones profesionales de autónom os representativas cuyo ám bito de actuación sea 
intersectorial y estatal, por la s organizaciones sindicales y empresariales más representativas y 
 
841 Art.7.1.1 Ley 21/1991, de 17 de junio, por la que se crea el Consejo Económico y Socia. 
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por representantes de la Administración General del Estado, de las CCAA y de la asociación de 
Entidades Locales más representativas en el ámbito estatal. Como vemos, se trata de un órgano 
mixto, respecto del cual la norm a ha optado por no otorgar m ayor peso a ninguno de sus 
miembros, lo cual resulta incoherente, teniendo en cuenta que las asociaciones profesionales de 
autónomos son presentadas por la LETA co mo el  cauce representativo de m ayor relevancia. 
Además, las  res tricciones a é stas f ijadas, en  co ncreto, la  r elativa al á mbito in tersectorial y  
estatal, d ificultan el acceso de las m ismas al órgano de referencia. Destaca qu e la LETA, a  
diferencia de la Propuesta de la C omisión de  Expertos, que lim itaba la com posición del 
Consejo a las asociaciones de autónom os y a  los representantes de los Ministerios con 
competencia, tiene en consideración, no solo a las organizaciones sindicales, sino también a las 
empresariales, ausentes en el art.21.5, com o ya vimos. Tanto a éstas com o a los sindicatos, se 
les exige que sean más representativas, en base a lo dispuesto por la disposición adicional sexta 
del Estatuto de los Trabajadores, así como por los arts. 6 y 7 de la LO LS, respectivamente. Por 
parte de las Adm inistraciones Públicas, debem os subrayar la referencia a las asociaciones de 
Entidades Locales842 más representativas en el ámbito estatal; referencia que se incorporó en el 
último m omento, a consecuenc ia de la ad misión de la enm ienda núm . 134 del Grup o 
Parlamentario Socialista. 
Del m ismo m odo, el tex to definitiv amente apr obado recoge la posibilidad  de que las  
Comunidades Autónom as constituyan sus propios órganos consultivos. Re specto de éstos, la 
LETA dispone que formará parte del Consejo un representante designado por cada uno de los 
Consejos autonómicos existentes. La Ley parece conceder total libertad a la CCAA respecto de 
la constitución de estos órganos autonóm icos, no condicionando la m isma a lo dispuesto en el 
art. 42 de la LO 1/2002. 
 
El presidente del Consejo será el S ecretario General de Empleo y, por delegación, el 
Director General de la Economía Social, del Trabajo Autónomo y del Fondo Social Europeo. 
                                                 
842Tales asociaciones están previstas en la disposición adicional 5ª de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de 
Régimen Local (redacción según la Ley 11/1999, de 21 de abril): 
“Las entidade s locales pue den constituir asociaciones, de á mbito estat al o autonóm ico, pa ra la protección y  
promoción de sus intereses comunes, a las que se l es aplicará, en defecto de normativa específica, la legislación 
del Estado en materia de asociaciones. 
2. Las as ociaciones de entidades locales s e regirá n por sus Estatu tos, aprobados por lo s represen tantes d e las 
entidades asociadas, los cual es deberán garantizar la par ticipación de sus miembros en las tareas aso ciativas y la 
representatividad de sus órganos de gobierno. 




Al igual que señalábamos respecto de las paut as dictadas en relación a la com posición, así 
como a su presidencia, la LETA  fija los principales criterio s en torno a su financiación; 
ciertamente, en el apartado quinto  del art.22 Ley, requiere que los  créditos necesarios para su  
funcionamiento sean consignados en los presu puestos del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales- hoy, Ministerio de Trabajo e Inmigración-. 
 
 Por lo demás, como ya hemos señalado, teniendo en cuenta el silencio de la Propuesta del 
RD de desarrollo, en la debería haberse precisado el régim en de l órgano consultivo, 
especialmente, a lo que a su composición y funcionamiento se refiere, entendemos que, hoy por 
hoy, el Consejo del Trabajo Autónomo se presenta como un órgano inoperativo. 
 
3.3 Derechos de las asociaciones de trabajadores autónomos 
 
El apartado segundo del art.19 L ETA, al igua l que hiciera la LOLS en su art.2.2 
respecto de las organizaciones sindicales, recoge los derechos de los que gozan las asociaciones 
de trabajadores autónomos. Debemos señalar que aunque aparentemente son estas asociaciones 
las únicas titulares de tales derechos 843, pronto descubrim os que, en un apartado posterior 
(art.19.4), los sindicatos tam bién aparecen co mo beneficiarios de los m ismos. Debe mos 
destacar cómo la LET A excluye a las organizaciones em presariales, negándoles la titularidad 
de estos derechos colectivos.  
 
3.3.1 Constitución de federaciones, confederaciones o uniones 
 
En el art. 19.2.a) se enuncia, en prim er lugar, el derecho referente a la constitución de 
federaciones, confederaciones o uniones, previo el cumplimiento de los requisitos exigidos para 
la constitución de asociaciones, con acue rdo expreso de sus órganos com petentes. 
Comenzaremos destacando la m ención en la LETA de las uniones, posibilidad asociativ a 
omitida tanto por el art.28.1 CE – únicamente hacía referencia a las confederaciones-, como por 
el art.2.2.b) LOLS – solamente aludía a las federaciones y confederaciones-.  
 
                                                 
843 El  apartado segundo del art .19 LETA comienza señalando “Las as ociaciones de t rabajadores autónomos son 
titulares de los derechos de carácter colectivo a: (…)”, es decir, haciendo únicamente referencia a las asociaciones 
de trabajadores autónomos. 
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 Por otro lado, debem os aludir a dos rasgos que caracterizan a ta l derecho: por un lado, 
su falta de innovación; por otro, su cercanía a lo dispuesto por la Ley Orgánica de Libertad 
Sindical. Respecto de la prim era cuestión, hay que señalar que en  nuestro tejido asociativo ya 
existe este tipo de uniones; observam os asoc iaciones que perteneciendo a un m ismo sector 
optan por agruparse, por ejem plo, la Confederación del taxi de España, u otras que, por el 
contrario, congregan a asociaci ones de trabajadores indepe ndientes con em pleados a su 
servicio, como la Confederac ión Nacional de Autónom os y Microempresas. La única novedad 
viene de la m ano del régim en que s e aplica a la  constitución de estas entidad es- s e exige el 
“previo cu mplimiento de los requ isitos ex igidos para la constitución de asociaciones, con 
acuerdo expreso de sus órganos competentes844”-; ahora no sólo quedará n sujetas a lo previsto  
en el Capítulo II- arts. 5/10- de la Ley Orgánica 1/2002, reguladora del Derecho de Asociación, 
sino que también deberán cum plir con las especi alidades demandadas en el art.20 de la LETA, 
a saber, el registro y depósito de su s estatutos en el Registro especial 845 de la of icina pública 
establecida al efecto en el Mi nisterio de T rabajo e Inm igración o de la correspondiente 
Comunidad Autónoma846. 
 
 En relación a la citada aproxim ación a la LOLS, debe mos señalar que la LETA 
reproduce prácticamente lo dispuesto- respecto de los sindicatos - en al art.2.2.b) LO LS, con la 
excepción – junto a la referencia a las uni ones- de la m ención a las organizaciones 
internacionales; om isión, que no acabam os de comprender, teniendo en cuenta que la nueva 
realidad del trabajo autónomo resulta materia de debate en foros eur opeos e internacionales 847, 
por lo que la constitución de este tipo de organizaciones no sería descabellada. 
 
                                                 
844 Martín Jim énez entiende que tal exige ncia carece de sentido ya que “ difícilmente puede federarse o 
confederarse quién carece de personalidad jurí dica”. Montoya Melg ar, A. y Martín Jiménez, R., El Estatuto 
del…”, cit., pág.199.  
845 El Proyecto de Real Decreto por el que se desarrolla el Estatuto del T rabajo Autónomo corrobora la necesidad 
de inscri pción de estas orga nizaciones en el Registro es pecial; así, su ar t. 13.3 dispone que  “también de berán 
inscribirse l as Fede raciones, C onfederaciones o  U niones de Asociaciones Profesionales de Trabajadores 
Autónomos comprendidas en el mismo ámbito”. 
846 En el  m ismo sent ido, Rodríguez-Ramos Vel asco, P., “L os derechos c olectivos de l os t rabajadores 
autónomos”…, cit., pág. 349. 
847 Prueba de ello es el Observatorio Permanente del Trabajo Autónomo en Europa (OTASED), creado a iniciativa 
de varias organizaciones sociales y sindicales, que tiene como objetivo hacer un seguimiento del desarrollo de las 
condiciones de trab ajo del trab ajador au tónomo.  
La creación del citado Observatorio tu vo luga r e n el marco de la Conferencia E uropea s obre el “Traba jo 
Autónomo y  sem idependiente: un es pacio e n el  Di álogo Social e uropeo”, o rganizado por l a U nión de  
Profesionales y Trabajadores Autónomos (UPTA), vinculada a UGT, y cont ó con la presencia de representantes 
sindicales de Alemania, Portugal, Grecia, Italia, Finlandia y Suecia. 
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 Se pone fin al art.19.2.a) au torizando a las asociaciones prof esionales a establecer los 
vínculos que consideren oportunos con organizaciones sindicales y asociaciones empresariales. 
Tales relaciones no son nuevas, sino  todo lo contrario, si tenem os en cuenta que en  el seno de 
los principales sindicatos españoles se han promovido las m ás releva ntes asociaciones de 
trabajadores autónomos: por un lado, la UGT ha  suscitado la creación de la UPTA, por otro, 
CCOO, la Federación Sindical de trabajadores autónomos dependientes.  
 
3.3.2 Concierto de acuerdos de interés profesional 
  
El segundo  derecho atribuido a las organizaci ones– sólo a aquéllas que aglutin an a 
autónomos económ icamente dependientes- es el reconocido por el art.19.2.b), que hace 
referencia a la concertación de acuerdos de interés profesional 848 para los TRADE afiliados en 
los términos previstos en el art.13. Sobre este derecho nos remitimos a cuanto dijimos a la hora 
de analiza r este p recepto, integ rado en el Ca pítulo III,  ded icado a l rég imen profesional d el 
trabajador autónomo económicamente dependiente, por lo que solamente recordaremos algunos 
aspectos especialmente significativos. Como ya vimos, nos encontramos ante acuerdos sujetos 
a las disposiciones del Código Ci vil, de efic acia lim itada y cuyo contenido no puede se 
contravenido por ninguna cláusula del contrato i ndividual.  Debe mos destacar que en el texto 
definitivo de la LETA las asociaciones de trabaj adores autónomos pierden cierta relevancia al 
verse forzadas a compartir la facultad de concertar este tipo de acuerdos con los sindicatos a los 
que los autónomos económicamente dependientes se afilien.  
Respecto de esta facultad, no alcanzam os a e ntender por qué la Ley 20/2007 ha rehusado 
incluir, en este apartado segundo, más concretamente, en relación a este derecho relativo a tales 
pactos colectivos, la legitimación procesal de estas asociaciones para la defensa de los acuerdos 
de interés profesional por el las firm ados, com o así dispone  el art.17.2 de la Ley de 
Procedimiento Laboral, norm a modificada a partir de la disposición adicional primera de la 
LETA. 
 
                                                 
848 El  art . 16.b) de la Propuesta de l a Comisión de Expertos no aludía expresam ente a estos acue rdos de interés 
profesional, sino que empleaba la expresión “pactar c olectivamente las condiciones de ej ecución de los intereses 
profesionales de l os t rabajadores autónomos”. Se t rata de un derecho de m ayor alca nce al hacer referencia al 
colectivo en su totalidad. Un Estatuto para la promoción..., cit.. 
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3.3.3 Defensa y tutela colectiva de los intereses profesionales  
 
El art.19.2.c) LETA establece el derecho a ejercer  la d efensa y tutela colectiva de lo s 
intereses profesionales de los autónomos. 
Como ve mos, se trata de una declaración genéri ca, dirigida al colectivo  en s u tota lidad- 
autónomos puros y económ icamente dependientes- especialmente necesitada de in terpretación. 
Parece que respecto de esta cues tión, el legislador ha optado por escuchar las recom endaciones 
de la Com isión de Expertos, partidaria de de jar la concreción de tal derecho a las propias 
asociaciones849. Realm ente, la proclama del m ismo, en un principio, parece no aportar nada 
nuevo; es evidente que la razón de ser de una asociación de trabajad ores au tónomos es la 
defensa y tutela de los intereses profesionales de éstos. Lo que sucede- y por lo que adquier e 
valor el art.19.2.c) LETA- es que, hasta el m omento, estas asociaciones, a diferencia de los 
sindicatos y asociaciones em presariales, s ituados en una posición preponderante, eran 
contempladas com o m eras asociaciones com unes, no habiéndose reconocido legalm ente su 
derecho a la defensa y  tutela colectiva de sus intereses profesionales 850. Tal reconocimiento no 
puede hacernos creer que la posición de las as ociaciones de trabajador es por cuenta propia 
queda equiparada a la de las organizaciones sindicales – éstas puede n, entre otras cosas,  
constituir secciones sindicales, ce lebrar reuniones, disponer de tabl ones de anuncios, etc.-; y es 
que las org anizaciones integ radas p or autónomos aún perm anecen situadas en un a posició n 
secundaria, en comparación con los sindicatos.  
  
 Para el ejercicio de este  derecho, la LETA nada dispon e en su art.19; no obstante, 
recurriendo al resto de su articulado, en tendemos que atribuye a las asociaciones de 
trabajadores autónom os dos facultades: por un la do, la posibilidad de concertar acuerdos de 
interés profesional (art.13 LETA); por otro lado, la participación en procedimientos no 
jurisdiccionales de solución de controversias colectivas (art.19.2.d) LETA)851.  
                                                 
849 La C omisión de E xpertos entendía q ue “ Al i gual que s e ha he cho para l a en umeración de est os derechos 
básicos en la parte individual, ahora y  respecto de los de carácter colectivo, en la generalidad de las ocasiones se 
entiende que el mero reconocimiento es suficiente para el pleno ejercicio de estos derechos, dejando al devenir de 
la actuación de las propias a sociaciones el desarrollo y fun cionalidad práctica d e esto s d erechos”. Un Estatuto 
para la promoción..., cit., pág. 133. 
850 En est e sentido, Rodríguez-Ramos, P., “L os derechos colectivos de l os trabajadores autónomos”…, cit., pág. 
352; Tárraga Poveda, J., “Los derechos colectivos del trabajador autónomo”,…, cit., pág. 223.  
851 Tárraga Poveda, tras señalar que junto con estas facultades, las asociaciones de trabajadores autónomos,  en el  
ejercicio de la actividad colectiva, podrán ejercer otros derecho constitucionales, tales como el derecho de reunión 
(art.21.1 CE), el de manifestación (art.21.2 CE) o el de libertad de expresión  e información (art.20 CE), destaca la 
dificultad que va a suponer el ejercicio de otros derechos, necesarios para el desa rrollo de la acción c olectiva, no 
recogidos en la Ley; y es que, a diferencia de lo que ocurre respecto del trabajador por cuenta ajena (art. 77 ET), la 
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 Para acabar, debem os decir que tanto la de fensa com o la tutela ad quirirán m ayor 
intensidad si de asociaciones representativas hablamos; efe ctivamente, la capacidad jurídica 
que, a través del art. 20.5, tan relevante posición les otorga, permitirá a éstas que el ejercicio de 
tal derecho sea más efectivo. 
 
3.3.4 Participación en los sistemas no jurisd iccionales d e solución de las controversias 
colectivas 
 
Por último, la LETA- de manera similar al ET en su art.6.3.d), respecto de los sindicatos 
más representativos- concede a este tipo de asociaciones el derec ho a participar en los sistemas 
no jurisdiccionales de solución de  las controversias colectivas de los trabajadores autónom os 
cuando esté previsto en los acuerdo s de interés profesional. A  diferencia de la Propuesta de la 
Comisión de Expertos 852, se trata de un derecho restringido a la figura del TRADE, ya  que la 
única vía garante de tal participación es dicho instrum ento colectivo, reconocido 
exclusivamente para la regulación de la s relaciones concertadas entre el autónom o 
económicamente dependiente y su cliente principa l. Debido a ésto, parece que el derecho que 
en este artículo se cita queda condicionado a que se encuentre previsto en un acuerdo de interés 
profesional; es decir, se lim ita su ejercicio a las  asociacion es que representan a trabajadores 
autónomos económ icamente de pendientes, que  hayan concertado acuerdos de interés 
profesional, en los que se ha yan estipulado el m encionado der echo de participación; así las 
cosas, ni las asociaciones que representen a trabajadores autónom os clásicos, ni las que, 
representando a TRADES, no haya n reconocido tal facultad a trav és de estos acuerdos, podrán 
ejercer el derecho proclamado en el art.19.2d)853.  
 
                                                                                                                                                           
LETA no reconoce derechos tales como el de asamblea o reunión en la empresa- cliente. Tárraga Poveda, J., “Los 
derechos colectivos del trabajador autónomo”…, cit., pág. 223.  
852 El  al cance del  art . 16. 2.d) de l a Prop uestas de l a C omisión de Ex pertos- “pa rticipar en l os si stemas no  
jurisdiccionales de s olución de las controversias colectivas de los t rabajadores autónomos”-, que proclamaba el  
derecho a participar en los sistemas no jurisdiccionales de solución de conflictos, es m ayor que el del art.19.2.d) 
LETA; e n efe cto se di rige a las asociacione s de t rabajadores a utónomos, no acotando s u eje rcicio a las  
representativas de trabajadores autónomos económicamente dependientes, al omitir la referencia a los acuerdos de 
interés profesional. 
853 En torno a esta cuestión, Rodríguez-Ramos, P. ha entendido que “cabría interpretar que la alusión a la previsión 
en los acuerdos de interés profesional está conectada con la naturaleza de las controversias en relación a las cuales 
se r econoce el d erecho de participación d e las aso ciaciones profesionales d e au tónomos, léase, con troversias 
colectivas d e los trab ajadores  au tónomos, d e tal manera que crea do el acuerdo  d e in terés profesional y 
contemplándose l a sum isión al  mismo de det erminadas co ntroversias co lectivas, queda au tomáticamente 
garantizada la participación e n ellos de asociaciones  de traba jadores autónomos”. Rodríguez-Ramos, P., “Los  
derechos colectivos de los trabajadores autónomos”…, cit., pág. 354. 
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 Como ya observamos a la hora de analizar el  art.18, estos acuerdos, y a través de ellos, 
la autonomía de la voluntad, a dquieren un papel relevante en cu anto a los pro cedimientos no 
jurisdiccionales de solución de conflictos; teniendo en cuenta la legitim ación de la que las 
asociaciones de autónomos gozan  respec to de  la  conce rtación de los m ismos, direm os que 
éstas, en avenencia con las empresas para las que los autónomos económicamente dependientes 
ejecutan su actividad, p odrán instituir órganos específicos de solución de c onflictos (art.18.1), 
así como establecer el régimen al que se someterá el procedimiento arbitral (art. 18.4). 
 
 El legislador no olvida que el autónom o sin em pleados a su serv icio- entre ellos el 
TRADE-, puede afiliarse, ex art.3.1 de la LOLS, a las organ izaciones sindicales. Por otro lado, 
es consciente de que, en relación al aut ónomo económ icamente dependiente, los sindicatos 
pueden concertar acuerdos de interés profesional. Así pues, en base a lo dicho, la Ley opta, vía 
art.19.4854, por potenciar las facultades de los sind icatos, disponiendo que, sin perjuicio de las 
potestades que les corresponden en el ejercicio del derecho a la libertad sindical- recogidas en 
el art.4 y siguientes de su norm a reguladora-, éstos disfrutarán, además, de todos los derechos 
adjudicados a las asociaciones de trabajadores por cuenta propia, resp ecto de sus autónom os 
afiliados. A nuestro  entender,  las organ izaciones s indicales a penas adqu ieren nuev as 
competencias m ediante este apartado cuarto, teniendo en cuenta que las disfrutadas por las 
asociaciones de autónomos se inspiran en el modelo sindical, aunque sin alcanzar la plenitud de 











                                                 
854 En la Propues ta de la Comisión de Expertos este apartado relativo a las orga nizaciones sindicales no aparecía; 




PRIMERA.- Aunque el trabajo tradicional, es decir, el  dependiente y por cuenta ajena, continúa 
ocupando una posición hegem ónica dentro del ám bito productivo, el trabajo autónom o cobra en 
nuestros días especial relevancia deb ido a las pr ofundas modificaciones sufridas en cuanto a su 
número y a su m orfología jurídica, social y ec onómica. Este protagonism o es resultado de las 
diferentes trasform aciones vivida s en el m undo del trabajo, de manera especial, en las nuevas 
formas de organización del m ismo. A pesar de tales cam bios, el  trabajador autónomo, como 
viene ocurriendo desde el nacim iento de la di sciplina jurídico-laboral , sigue siendo el gran 
olvidado por parte del Derecho del Trabajo, que continúa considerando a la figura del trabajador 
dependiente como objeto de su protección. 
 
SEGUNDA.- Desde un punto de vista histórico, tres son las ideas básicas a la hora de emprender 
el estudio del trabajador autónom o: primera, que este tipo de trabajo es anterior al dependiente; 
segunda, que ha representado una de  las bases económ icas de la configuración de los Estados 
modernos; y terce ra, que ha constitu ido la f orma predom inante d e traba jo libre hasta la 
Revolución Industrial, con la que  quedó relegado, erigiéndose el trabajador dependiente com o 
protagonista absoluto del proceso productivo.   
 
TERCERA.- En relación a las causas que en el m omento de su nacim iento llevaron al Derecho 
del Trabajo a situar al trabajador autónom o al  m argen de su regulación, hay que decir que 
mientras que los dirigentes de la épo ca, mediante la disciplina laboral, intentaban apaciguar a un 
revolucionario y unido movimiento obrero, los trabajadores autónomos se manifestaban como un 
colectivo heterogéneo, con necesidades diversas, falto, en consecuencia, de móviles comunes que 
facilitaran s u asociac ión. Ref lejo de tal s ituación es el contenido de lo s diferentes proyectos 
legislativos y nor mas promulgadas en la época,  que com parten un interés com ún: la exclusiva 
protección del obrero fabril. Así, tanto los inte ntos infructuosos de regulación, por ejem plo, el 
Código Civil de 1821 o los sucesivos proyectos de Ley de Contrato de Trabajo com o las  
múltiples leyes obreras dictadas, giran en torno al trabajo dependiente desarrollado en la fábrica. 
 
CUARTA.- Las dificultades que encontró la disciplina  laboral en sus albores  para desmarcarse 
de sus antecedentes provocaron qu e tuvieran q ue pasar muchos años para que el Derecho del 
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Trabajo se mostrara lib re del in flujo del arrendam iento de servicios, que hasta su nacim iento 
había venido regulando las relaciones laborales.  Muestra de ello es el  Código del Trabajo de 
1926, que, a pesar de constituir la prim era dispos ición que tras m últiples intentos consigue 
regular el contrato de trabajo, resultó para m uchos una sim ple reform a de la figura civil. No 
obstante,  a pesar de que, com o decim os, la le gislación laboral d ifícilmente dejó de tener en 
cuenta el las tre de los precedentes históricos que  trazaban una línea div isoria entre el trabajador 
dependiente y por cuenta ajena y el trabaj ador autónom o, no podemos dejar de exaltar su 
capacidad de adaptación. Así, a lo largo de su evolución, apreciamos como esta disciplina amplió 
gradualmente su ámbito subjetivo, aceptando en su esfera aplicativa a un cada vez mayor número 
de trabajadores. De tal modo, el pa norama descrito a la hora de hablar del Código del Trabajo de 
1926 acabó con la promulgación de la Ley de C ontrato de Trabajo de 1931. Di cha tendencia 
expansiva también se hizo patente en la Ley de  Contrato de Trabajo de 1944, especialm ente, a  
partir de la Ley de 21/1962 de julio, que vino a m odificar su art. 6, incorporando a su á mbito de 
aplicación diversos colectivos, poseedores de cier ta autono mía a la ho ra de llev ar a cabo sus  
prestaciones. Nor mas posteriores com o la Le y de Relaciones Laborales de 1976 y, años m ás 
tarde, el Estatuto de los Trabajadores (1980) co ntinuaron propiciando tal inclusión, bien a través 
de la relación laboral común, bien a través de relaciones especiales de trabajo. 
 
QUINTA.- El Estatuto de los Trabajadores –al igual que su predecesora la LRL-, supuso un 
importante avance en cuanto al co lectivo de trabajadores autónom os se refiere, al prever un 
posible laboralización parcial del m ismo. A pe sar de tal adelanto, debem os de cir que la 
disposición final 1ª de la nor ma laboral ha sido aplicada en contadas ocasiones, siendo el 
autónomo tenido en cuenta sólo en  materias muy concretas tales como la seguridad y salud en el 
trabajo, a partir de la Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales o la sindicación, a través 
de la Ley Orgánica 11/1985, de Libertad Sindical.  
 
SEXTA.- La exclu sión de los trab ajadores au tónomos del Derecho del Trabajo, así com o la 
inexistencia de un cuerpo unita rio que regulara el trabajo en régimen de autonom ía, no perm ite 
afirmar que el colectivo de trab ajadores por cuenta propia fuer a del todo ignora do; y es que, 
existían normas dispersas a lo largo del Ordenam iento Jurídico que hacían referencia al m ismo. 
Eso sí, exceptuando la legislación  proveniente de la Seguridad Social, así com o ciertas leyes 
específicas aplicables a concretas activ idades de sarrolladas en régim en de autonom ía, en la  
mayoría de los casos estas norm as disgregada s contem plan al autónom o no como un sujeto 
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necesitado de protecció n sino como cauce para la  obten ción de otros  objetivo s tales com o el 
fomento de empleo.  
 
 
SÉPTIMA.- El Estatuto del Trabajo Autónomo fue el resultado de la organización del colectivo, 
que-como en su día hicieron los asalariados- comenzó a hacerse oír y a insistir en la necesidad de 
equiparar su protección a la de los trabajadores por cuenta ajena, abriendo así un dialogo para la 
mejora de sus condiciones laborales. No obsta nte, la situación de desam paro anteriorm ente 
descrita, en la p ráctica, no ha s ido objeto del cam bio prom etido por el Gobierno, así com o, 
esperado por estos trabajador es; en efecto, la am bicionada Ley 20/2007, de 11 de julio, del 
Estatuto del Trabajo Autónom o no ha respondido a todas las expectativas que los m iembros del 
colectivo habían puesto en la m isma, no acogiéndose algunas propuestas, y revelándose otras, sí 
adoptadas, escasamente operativas. 
Las intenciones de aquellos que participaron en la elabo ración de la LET A eran ensalzables; en  
efecto, pretendían presentar un m arco norm ativo bá sico que otorgara al  trabajo autónom o la 
seguridad de la que tradicionalm ente venía car eciendo. En tiem pos de  difícil acceso al m undo 
laboral, mediante la disposición de unas lín eas juríd icas básicas en  torno al trabajo por cuenta  
propia se proyectaba convertir a esta m odalidad de trabajo en un digno cauce de acceso al 
empleo, alternativo al trabajo asalariado. De i gual m odo, el establecim iento de un estatuto 
también resultaba acertado pensan do en algunas de las múltip les m odalidades d e trabajo en  
régimen de autonom ía que, carentes de una norm ativa específica, únicam ente contaban con el 
vetusto derecho privado para normar las relaciones profesionales por ellos entabladas. 
 
OCTAVA.- Si bien es cierto que h a resultado positivo el debate que la tram itación de la LETA 
vino a abrir en torno a las necesidades de los trabajadores por cuenta propia, no podemos decir lo 
mismo respecto de la idoneidad de la respuesta otorgada. Sin menospreciar el esfuerzo realizado 
por los artífices de la Ley por ofrecer un concepto único de un colectivo tan he terogéneo como 
éste, así como el novedoso reconocim iento lega l de la figura del autónom o económ icamente 
dependiente, consideramos que esta labor no es frut o de la reflexión requer ida para tan compleja 
tarea; y es que, tal falta de cavilació n ha dado lugar a un texto de grandes carencias, en el que se 
abordan de m anera poco clara e insuficiente cues tiones relevantes. El legislador de la LETA ha 
respondido a las n ecesidades de estos trab ajadores con un texto que, en  cierto modo, se presenta 
utópico al no soslayar de m anera efectiva las dificultades que históricam ente habían venido 
obstaculizando el establecim iento de un tratamie nto unitario para este colectivo, prefiriendo 
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simplemente obviar tales escollos , mostrándose por ello inviables en la práctica algunas de las 
medidas adoptadas por la Ley.  
 
NOVENA.-Resulta positivo que el legislador de la LETA fuera consciente de que la regulación 
del trabajo autónom o no puede ser de naturaleza uniforme y por ello c onsiderase que lo m ás 
correcto era disponer dos estatutos diferenciados mediante los cuales se satisficieran las dispares 
necesidades del autónomo tradicional y del autónomo económicamente dependiente. Si estas eran 
sus acertadas intenciones, de la lectura de la LETA se desprende que tal distinción finalmente no 
se llevó a cabo. Efectivamente, pronto descubrimos que realmente nos encontramos ante un texto 
dedicado en su mayor parte al TRADE; incluso el contenido de algunos de los artículos incluidos 
en el Capítulo II del Título II de la Ley -proye ctado al au tónomo común- resultan de exclus iva 
aplicación a los trabajadores económicamente dependientes. 
 
DÉCIMA.- La LETA apenas altera el tratam iento jurídico que el trabajador autónom o clásico 
venía recibiendo tradicionalm ente, proporcionándole una regulación, diríam os, testimonial; y es 
que la norm ativa por ella aportada prácticam ente se lim ita a r eproducir lo ya establecido en 
normas precedentes, en  ningún m omento cuesti onado, m anteniendo el protag onismo del que 
desde antaño venía gozando la autonom ía de la voluntad en cuanto a las relaciones profesionales 
entabladas por estos trabajadores. Si bien la escasez de novedades respecto del tratamiento que la 
LETA otorga al autóno mo tradicional podrí a parecer un reproche, realm ente debem os 
contemplarlo como una  virtud, con siderando que, precisamente, su propia natu raleza es la que 
apenas dem anda un tratam iento íntegro, si tenem os en cuenta que  cu alquier in tromisión en el 
modo en que estos trabajadores desarrollan su actividad, resultaría contraria a la autoorganización 
que les caracteriza. Como así m anifestó la doctrin a la protección de los trabajadores autónom os 
clásicos “debe estar encom endada m ás bien a la  norm ativa propia de la Seguridad Social con 
independencia de la posible aplicación puntual de determ inados elementos im portados del 
régimen jurídico de los trabajadores asalariados” (MONTOYA MELGAR). 
 
UNDÉCIMA.- La falta de claridad se a podera de una norm a nacida precisamente para otorgar 
seguridad al colectivo d e los tr abajadores au tónomos, especialm ente al TRADE, sobre el que  
recaen los aspectos más negativos de las dos  tradicionales maneras de desarro llar una actividad 
profesional: por cuenta ajena o por cuenta pr opia. En efecto, el autónom o económ icamente 
dependiente ni goza de la protección que el Derecho del Trabajo ofrece a los asalariados, ni de la 
autonomía que, precisamente, no le hace merecedor de aquel tratamiento tuitivo. Es por ello por 
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lo que las m ayores controversia s surgen en torno a la ordena ción concedida al trab ajador 
autónomo e conómicamente dependiente, en cuya regulación la contradicción parece haber 
encontrado su lugar. Si bien es verdad que la LETA se muestra acert ada tanto al reconocer  
legalmente esta figura com o al dotar a la m isma de un c oncepto, hasta entonces inexistente, 
también lo es que el legislador no ha sabido conciliar el explícito reconocimiento de la naturaleza 
civil, m ercantil o incluso adm inistrativa de las relaciones que se de rivan de la actividad 
profesional de este trab ajador y la necesaria pr otección que el m ismo requiere; y es que resulta  
complejo para la Ley distanciarse de la legislación laboral, ap artando al autónomo 
económicamente dependiente de cualquier indici o de proxim idad al trabajador asalariado, 
respetar los rasgos que teóricam ente caracterizan al TRADE com o trabajador au tónomo y a la 
vez m ostrarse com o una norm a tuitiva. In tenciones dif íciles de concilia r que da n lugar al 
establecimiento de  un régim en en el que s e incur re en  m últiples incoher encias. Así, e l 
reconocimiento por parte del leg islador del des equilibrio contractual del TRADE en su relación 
con su cliente le lleva a trasladar, de m odo en cubierto, instituciones propi as de la legislación 
laboral. Tal extrapolación, al chocar con la naturaleza que la LETA confiere a este trabajador por 
cuenta prop ia, provoca que ciertas  m edidas tuitiv as a él dirig idas resulten in aplicables; por  
ejemplo, el establecim iento del derecho a una inte rrupción de su actividad 18 días anuales, se 
reduce a una mera declaración de intencion es, al no quedar obligado el cliente – a diferencia del 
empresario respecto de los asal ariados- a abonar este periodo de  descanso, por lo que resulta 
evidente que el TRADE, habida cuenta de que su  subsistencia depende de la contraprestación 
económica que recibe de aquél, no optará por tal interrupción. 
 
 
DUODÉCIMA.- Entendemos que en la práctica el es tablecimiento de tan am biguo régim en 
puede llevarnos a situaciones indeseables. Le galizando la figura del trabajador autónom o 
económicamente dependiente podrá producirse un doble trasvase: por un lado, teniendo en cuenta 
el laxo tratam iento otorgado por parte d e la  LETA al TRADE, recayendo so bre el clien te 
principal apenas responsabilidade s, muchos serán los em presarios que preferirán la contratación 
de autónomos económ icamente dependientes –que pueden desarrollar en parecidos térm inos la 
actividad llevada a cabo hasta el m omento por los asalariados-, viendo com o sus 
responsabilidades merman; por otro lado, el que  hasta el m omento venía actuando com o cliente 
principal de un autónomo únicam ente tendrá que repart ir su trabajo entre va rios trabajadores por 
cuenta propia para dism inuir el porcentaje exigi do por la Ley y así únicam ente responsabilizarse 
de lo acordado en contrato privado. Ade más, con la legalización del TRADE muchas em presas 
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podrán utilizar esta figura para camuflar una relación la boral; en efecto, si co n anterioridad a la 
LETA, cua ndo trabajo autónom o-trabajo asalariado quedaban perfectam ente delim itados -al  
menos legalm ente-, la f igura del falso autónomo ya se había im plantado en el tejido labora l 
español, ahora, existiendo una re lación prof esional con tigua a la lab oral resu ltará m ás dif ícil 
probar el fraude del empleador. 
 
DÉCIMO TERCERA- Hallamos una laguna importante en la inex istencia de un mecanismo de 
control que vigile el cumplim iento por parte del cliente de las c ondiciones que se fijen en el 
contrato o en el acuerdo profesi onal. El legislador ha optado por  no modificar ni la norm a que 
regula la Inspección de Trabajo ni la LISOS, por lo que ni el Inspector de Trabajo tendrá potestad 
para vigilar el cumplimiento de las obligaciones impuestas al cliente por la LETA, ni contará con 
instrumentos sancionadores para castigar tale s inobservancias. Así las cosas, m ostrándose el  
autónomo en muchos casos reacio a acudir a los Juzgados, única vía a la que pueden acceder en 
caso de ver sus derechos lesionados, numerosos comportamientos ilícitos quedarán impunes. 
 
DÉCIMO CUART A.- Una de las cuestion es m ás controvertidas d el Estatu to del Traba jo 
Autónomo es la obligación  por parte de los TR ADE de acudir a los Juzgados de lo Social. E l 
hecho de que estos trabajadores planteen confli ctos propios de una re lación civ il o m ercantil 
chirría con los asuntos de naturaleza laboral que  habitualmente se dirime n en estos Tribunales; 
indudablemente, este traspaso de competencia provocará no sólo inse guridad jurídica -los jueces  
de lo social, expertos en materia laboral, tendrán que instruirse en derecho civil y mercantil-, sino 
también la saturación de los Juzgados de los Social a cons ecuencia de la  multitud de pleitos que 
surgirán de las relación entablad a por el TRADE y su cliente pr incipal, sobre todo teniendo en 
cuenta que las lagunas existentes en la LET A pr opiciarán tal conflictiv idad. A sí las cosas, 
hubiese resultado m ás acertado q ue los au tónomos económ icamente dependien tes sigu ieran 
acudiendo a los juzgados de lo ci vil, pero con las prerrogativas del orden social, es decir, la 
gratuidad y rapidez. 
 
DÉCIMO QUINTA.- Merece la p ena des tacar el decepcio nante papel que jueg an las dis tintas 
disposiciones- adicionales, transitorias, derogatoria y finales-, que, lejos de aportar la claridad de 
la que el articulado carece y de la que presum iblemente de ellas se espera, vienen a traer, s i cabe, 
una mayor incertidumbre, desaprovechando la oportunidad de disipar las numerosas dudas que se 
plantean. Tanto la disposición adicional 4ª como la 9ª supeditan el establecimiento futuro de estas 
providencias a diferentes circunstancias. Precisamente, precedida por la locución “s iempre que”, 
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el legislador subordina una futura prestación por  cese de actividad a que queden garantizados los 
principios de contributividad, solidaridad y sostenibilidad, así com o a las necesidad es y  
preferencias de los m iembros del colectivo. De igual manera el pago único de la prestación por 
desempleo, sólo se hará efectivo en el caso en  que, tras un futuro estudio, se llegue a la 
conclusión que tal m edida result a favorable en cuanto a la cr eación de em pleo autónom o. 
Igualmente, suscitan dudas cierta s propuestas de futuro en las que el térm ino “podrá”, dota de 
cierta inseguridad a la medida ambicionada. Así, la disposición adicional 7ª cuando señala que la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado podr á (o no) establecer bases de cotización 
diferenciadas o la adicional 4ª al indicar que  las Adm inistraciones P úblicas podrán (o no) 
cofinanciar planes de cese de actividad dirigidos a co lectivos o sectores económ icos concretos, 
únicamente, transmiten incertidumbre en su s posibles beneficiarios. Junto a es tas expectativas , 
más inciertas que reales, apreciam os alguna cuyo  contenido se reduce a m eras declaraciones de 
intenciones. Com o ejemplo, la ya tediosa por repetitiva desde tie mpo pasado, prom esa de 
convergencia entre el RETA con el RGSS, inclui da en la disposición final 2ª. En fin, como 
vemos la indefinición e inseguridad parecen  a dueñarse d e estas  acota ciones ú ltimas, lo cual  
resulta contradictorio con el designio presumible de las mismas, es decir, la aportación de una luz 
de la que el articulado escasea.  
 
DÉCIMO SEXT A.- Los partidarios de la LETA disculpan las carencias y desaciertos de la 
norma aludiendo a un futuro desarrollo norm ativo, a través del cual parece que la L ey vendrá a 
redimir sus errores. Efectivam ente, si bien  es cierto que has ta el tan es perado com o necesario  
desarrollo no podemos llevar a cabo  un juicio d efinitivo sobre el tratamiento unitario del que se 
ha dotado al colectivo de trab ajadores autónom os, debemos destacar las dudas que se nos 
plantean respecto de la m aterialización en la pr áctica de algunos asuntos ya esbozados en la Ley 
y teóricam ente pendientes de desarrollo; y es que, al igual que no ponem os en tela de juicio 
cuestiones tales com o la m ejora en el sistem a de limitación de responsabilidad patrim onial o la  
constitución legal del C onsejo de l Trabajo Autónom o, sí es cier to que el posi ble tratam iento 
definitivo que algunas ideas bosquejadas en la LETA  puedan recibir –por ejemplo, la prestación 
por el cese involuntario de actividad- nos suscita desconfianza, entendiendo que las mismas están 
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